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Introducción 

Las políticas de telecomunicaciones constituyen un campo de estudio 
de singular interés debido al desarrollo y evolución del sector, ade­
más del enorme efecto que el mismo ha tenido en la comunicación, la 
sociedad y la economía. ~ 

En el terreno jurídico las acciones que han emprendido los gobier­
nos y las autoridades correspondientes son innumerables, ya que de la 
normativa dependen muchos factores, entre los cuales se encuentran 
la correcta aplicación de las políticas y la protección de los derechos 
de los usuarios. Ambos factores serán de vital interés en el trabajo que 
a continuación se presenta. 

La elección del tema de este libro se desprende de lo anterior, es de­
cir, tanto de la creciente importancia de las telecomunicaciones como 
de sus posibilidades de comunicación para la sociedad, contexto en el 
que se engloba el servicio universal, objeto principal de estudio. 

De este modo, delimitamos el tema de estudio de la siguiente ma­
nera: se estudiarán los aspectos teóricos y contextuales de las políticas 
de telecomunicaciones, así como aquellas que han sido diseñadas en 
la Unión Europea y en los casos empíricos elegidos (España, Alemania, 
Francia, Italia, Estados Unidos, México y Canadá). Sin embargo, no se 
estudiarán todas las políticas de telecomunicaciones de estos países, 
ya que nos centraremos en las que se vinculan o relacionan de algún 
modo con el servicio universal. 

El servicio universal, a su vez, es entendido como aquella garan­
tía regulada en todos los países estudiados y que se enfoca a proveer 

9 



servicios de telecomunicaciones para la población en general, con 
independencia de su ubicación geográfica, con una calidad deter­
minada y un precio asequible. Este servicio también engloba las 
acciones encaminadas a dar cobertura a zonas alejadas, rurales o 
desfavorecidas . 

Con relación a los casos empíricos elegidos, el campo definido es 
el de Europa y Norteamérica, en un intento de comparar realidades 
continentales. En el primer terreno se encuentra la especificidad de la 
Unión, mientras que en el segundo se encuentra el país más poderoso 
del mundo. Los demás casos se han elegido por las siguientes razones: 
España, porque es la realidad más cercana a analizar; Francia, Italia y 
Alemania ya que consideramos que son los países más representativos 
de la Comunidad. 

En cuanto a México y Canadá, porque comprenden, junto con 
Estados Unidos, la segunda región económica del mundo, la de Nor­
teamérica. En ese sentido, siempre que hablemos de Norteamérica nos 
referiremos a la región y no al país (Estados Unidos), como errónea­
mente se suele hacer. 

El servicio universal analizado en países tan distintos puede re­
sultar de vital interés, ya que las realidades jurídicas y económicas 
son a este tenor desiguales. Nuestro interés en los asuntos de teleco­
municaciones apunta a los contenidos sociales y a los derechos de los 
usuarios. La propuesta es estudiar dichos elementos en un contexto 
económico globalizado y liberalizado, para observar los grados en que 
estos países tan disímiles lo regulan; tal ha sido el marco elegido para 
esta investigación. 

Esto es, la importancia de estudiar el servicio universal en los 
distintos países se justifica entendiendo las variaciones que existen 
según el grado de desarrollo de los países. Cánovas Tamayo [2001: 20], 
por ejemplo, sostiene que en relación con el concepto de servicio uni­
versal se observan variaciones más grandes entre estados desarrollados y 
en desarrollo que entre las diversas regiones. Por ejemplo, en los países 
desarrollados la idea de servicio universal parte de "un teléfono en 
cada hogar", además de la provisión de servicios a usuarios con nece­
sidades especiales. Mientras tanto, en los países en vías de desarrollo 
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el servicio universal parte de la idea del acceso universal , 1 en donde 
no se considera la densidad telefónica como un objetivo a corto plazo, 
sino el acceso de manera comunitaria (teléfonos municipales, oficinas 
públicas de llamadas o telecentros). 

La trascendencia del servicio universal puede entenderse, con un 
ejemplo como el que sigue: "Las instituciones europeas ponen el acen­
to en la necesidad de un concepto de servicio universal para reforzar la 
cohesión económica y social, así como para el desarrollo del mercado 
interior" [Ortiz Herrera, 2004: 5]. 

En consonancia con lo anterior, la hipótesis que nos planteamos 
es la siguiente: a pesar de las diferencias en la situación de los casos 
analizados y de que la mitad de ellos pertenezcan a Europa, mientras 
que los otros sean americanos, las políticas de telecomunicaciones, 
y en particular la del servicio universal, guardan una gran similitud. 
Este paralelismo tiene lugar aun cuando las realidades económicas 
también son desiguales, ya que ese factor no siempre será la razón de 
las escasas diferencias en las políticas. Sin embargo, aunque en éstas 
haya semejanzas, no las hay en la normativa que existe al respecto en 
cada uno de los países estudiados. 

Entendemos que dichas similitudes responden a dos procesos fun­
damentales, en los que todos los países estudiados se han visto involu­
crados: la globalización económica y la liberalización de las telecomu­
nicaciones. En Estados Unidos, la liberalización ha sido una consigna 
desde hace décadas y ha influido no sólo en los países de su entorno, 

' Hay que mencionar que además del servicio universal, una buena parte de la doctrina o 
grupos sociales, como los que se presentaron en e l CMSI, hablan del acceso universal, que tiene 
connotaciones más amplias: "Es evidente que, al plantear un fu turo tan lleno de esperanzas 
y oportunidades derivadas del uso de las nuevas tecnologías, cobran especial trascendencia y 
significación las consideraciones sociales y resulta sumamente importante garantizar el acceso 
universa/ a esas vías de conocimiento y relación personal. El reto de nuestro tiempo, para los 
servicios de telecomunicación, no está sólo en adecuarse a la rapidez de los incesantes cambios, 
sino en velar para que los sectores de la población con necesidades específicas y más vulnerables 
no queden excluidos del desarrollo social y tecnológico. En la actualidad, en el terreno de las tele­
comunicaciones, se ha llegado a una encrucijada llena de interconexiones entre superautopistas, 
autopistas, carreteras secundarias y caminos rurales que se enmarcan en una fuerte tendencia 
mundial hacia la liberalización y desregulación de los sectores implicados en el 'Hipersector de la 
Información': info rmática, telecomunicaciones y medios de comunicación. Este proceso de libera­
lización mundial de todos los sectores implicados se ha ejecutado de tal forma que ha llegado a 
cuestionarse la misma idea de servicio público en las sociedades occidentales" !Rojo, 2004: 11. 
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sino en la tendencia de la Unión Europea hacia esta evolución, lo que 
a su vez, por supuesto, ha involucrado a los países miembros. 

Mientras tanto, las diferencias en la normativa de los países son 
profundas, fundamentalmente por una cuestión política y de poder 
económico, más allá de los procesos de liberalización que sí han afec­
tado a las políticas. 

Ello explica las razones por las cuales el marco teórico y contextual 
que se expone en el capítulo 1 se fundamenta no sólo en los preceptos 
del Derecho, que es nuestra área de estudio, sino en los de la Economía, 
la Comunicación y la Ciencia Política. 

El hecho de que el componente económico esté tan presente en las 
decisiones, las políticas y la legislación tanto de la Unión Europea como de 
la región de Norteamérica refleja la importancia de este factor en un sector 
que, como el de las telecomunicaciones, tiene una gran repercusión en 
las cifras y el desarrollo económicos. En ninguno de los múltiples docu­
mentos y leyes que analizamos para este trabajo se ha dejado de señalar 
los aspectos económicos que influyen en la regulación adoptada. 

Más aún, la economía y sus procesos (globalización, liberalización, 
privatización) repercuten en las políticas de telecomunicaciones no 
sólo porque el sector tiene gran efecto en la renta y las finanzas, sino 
porque la protección a los derechos sociales y de los usuarios se ve 
modificada y debe ser protegida desde otro punto de vista o con más 
énfasis. El papel del Estado y/o las autoridades en todos los niveles se 
hace indispensable llegados a este punto. 

De hecho, autores como Gil [2002] consideran que una manera de 
entender el papel interventor del Estado y las empresas en el sector 
telecomunicaciones es analizando los distintos modelos de mercado. 

Esta última situación es la que explica a su vez el hecho de que 
se utilizaran algunos fundamentos y conceptos de la Ciencia Política, 
habida cuenta de que el papel del Estado y las instituciones es fun­
damental en los procesos de conformación de las políticas. Y sobre 
todo porque precisamente las políticas, las políticas públicas, son 
uno de los aspectos más examinados por la Ciencia Política. Las po­
líticas de telecomunicaciones se enmarcan en aquellas y son también 
campo de análisis de la citada ciencia. 
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La comunicación interviene debido a que las telecomunicaciones 
están estrechamente ligadas con las nuevas tecnologías en materia de in­
formación y, en la convergencia, también con la audiovisual. Así, se debe 
enfocar este tema y su marco teórico con conceptos de la Comunicación, 
como son el acceso, la brecha digital o el derecho a la información. 

Por supuesto, este derecho a la información toca el otro terreno, el 
medular para este trabajo, que es precisamente el del Derecho, y en 
particular el del Derecho de la Información, como ciencia jurídica que 
da sustento teórico al análisis de las telecomunicaciones y del servicio 
universal en este libro. 

Finalmente, con respecto a la composición del marco teórico con 
conceptos de otras ciencias, debemos expresar que desde nuestro 
punto de vista la multidisciplinareidad es trascendente y primordial. 
La doctrina [Bisbal, 2005; Ortiz, 2006]2 se inclina por la tendencia de 
que en la comprensión de los fenómenos comunicativos, culturales, 
normativos y sociales actuales la conjugación de disciplinas y puntos 
de vista es muy enriquecedora. Sobre todo porque la realidad actual 
puede observarse de manera muy fragmentada si se estudia solamente 
con una disciplina. 

Ahora bien, la metodología utilizada en este trabajo para comparar 
los casos empíricos procede de las herramientas del Derecho compa­
rado [Pizzorusso, 1987), las clasificaciones y conceptos politológicos 
[Gil, 2002], las clasificaciones sobre la regulación del servicio univer­
sal [Cánovas Tamayo, 2001] y de las categorías de clasificación que nos 
parecieron más destacables a lo largo del trabajo y que son el marco de 
comparación en la última parte. 

Este libro tiene cuatro capítulos, que se describen brevemente a 
continuación. 

El capítulo 1, titulado "Contexto general: el Derecho de la Infor­
mación, la política económica, las políticas públicas y de telecomuni­
caciones'', repasará todos los elementos teóricos y conceptuales rela-

2"Entrevista con Renato Ortiz" rea lizada por Rodrigo Gómez. Ortiz sostiene que "es muy im­
portante tener una mirada, si no multidisciplinar, por lo menos transdisciplinar, para comprender 
a nuestras sociedades, ya que el científico social debe de tener una buena formación en una o dos 
disciplinas, no en todas, para poder relacionarse con las demás y tener un panorama más amplio 
y completo de la situación que se nos plantea". 
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cionado con la explicación de las políticas de telecomunicaciones, el 
marco en que se desarrollan y la regulación del servicio universal. 

En ese primer capítulo nos referiremos a las políticas económicas, 
públicas y de telecomunicaciones; su descripción y contexto aplicables 
a todos los países, sin olvidar la extrema importancia que tienen los 
procesos de liberalización, privatización y competencia. Asimismo, 
describiremos el servicio universal y el acceso universal desde distin­
tas perspectivas. Además, trataremos del contenido y regulación del 
derecho a la información en los casos empíricos analizados y de los 
preceptos del Derecho de la Información que son de utilidad para el 
objetivo de este trabajo. 

El capítulo 2 se ocupa solamente de la regulación y las políticas de 
telecomunicaciones de la Unión Europea. Se revisan los principales 
paquetes de telecomunicaciones y directivas relacionados con el ser­
vicio universal en sus diversos puntos. Del mismo modo, se incluyen 
los procesos principales para la regulación actual de las telecomuni­
caciones en el territorio comunitario: normalización, armonización, 
medidas correctoras y, por supuesto, liberalización. 

También, este capítulo contiene un importante repaso sobre la 
planeación de la Unión Europea en materia de Sociedad de la Infor­
mación y política audiovisual, en especial en lo relativo al programa 
e-Europe: una Sociedad de la Información para todos. Ambos aspectos 
se relacionan estrechamente con las telecomunicaciones, sobre todo 
considerando el fenómeno de la convergencia. 

El capítulo 3, por su parte, entra ya en materia de descripción de las 
experiencias de políticas de telecomunicaciones de los casos empíricos 
examinados. Los países del bloque europeo son España, Alemania, 
Francia e Italia y todos ellos tienen como contexto el capítulo 2. 

En todos los casos se revisan los rasgos principales de sus políticas 
de telecomunicaciones, su mercado, la legislación en la materia y la 
normativa que poseen respecto del servicio universal, así como la inte­
gración y funciones de sus comisiones reguladoras (CMT, RegTP, ARCEP 
y AGC, respectivamente). En el caso español, también se describen al­
gunas de las experiencias en materia de telecomunicaciones y servicio 
universal de las Comunidades Autónomas. 
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Para el caso de Norteamérica, los tres países que componen la re­
gión: Estados Unidos de América, México o Estados Unidos Mexicanos 
y Canadá. Se estudian igualmente sus políticas de telecomunicacio­
nes y su mercado, las comisiones reguladoras (FCC, CFT y CRTC), su 
legislación de telecomunicaciones y otros marcos· jurídicos nacionales 
o planeaciones y la protección que dan al servicio universal, así como 
la regulación correspondiente. 

Antes de ello, se aclara el marco común económico que tienen 
los tres países: el TLCAN (o NAFrA por sus siglas en inglés). También se 
señalan las características del Protocolo de Reciprocidad Satelital que 
firmaron dos de los países de la zona. 

Finalmente, el capítulo 4 se ocupa de lleno en la comparación de 
los casos empíricos elegidos, de tal modo que con las herramientas 
metodológicas y de clasificación que mencionamos se puedan obtener 
conclusiones sobre las diferencias, similitudes y tendencias entre las 
dos regiones y entre sus miembros. 

En resumen, el moderado análisis que llevamos a cabo a lo largo 
de los tres primeros capítulos, así como la confrontación de sistemas 
jurídicos y de ordenamientos relacionados con las políticas de teleco­
municaciones que se hará en el capítulo 4; no aspira a ser exhaustivo 
tanto como útil para definir dichas diferencias y analogías, así como 
para contribuir al estudio de las políticas de telecomunicaciones de 
estas dos regiones del mundo, con la idea de un aprendizaje mutuo. 
Es un punto de partida. 
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Abreviaturas 

(La legislación está citada con un nombre genérico. En el apartado "Le­
gislación y jurisprudencia" se puede consultar la referencia completa.) 

AER Agencia Estatal de Radiocomunicaciones (España). 
AGC Autoritá perle garanzie nelle comunicazioni (Autoridad para 

la Garantía en las Comunicaciones, Italia). 
AGCM Autorita Garante della Concorrenza i el Mercato (Autoridad 

Garante de la Competencia y el Mercado, Italia). 
AGCS Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios. 
AHCIET Asociación Hispanoamericana de Centros de Investigación y 

Empresas de Telecomunicaciones. 
APC Asociación para el Progreso de las Comunicaciones. 
ARCEC Autoridad de Regulación de las Comunicaciones Electróni­

cas y Correos (Francia). 
ARCEP Autorité de Régulation des Communications électroniques et 

des Postes (Autoridad de Regulación de las Comunicaciones 
Electrónicas y Correos, Francia). 

ARCT Regulierungsbeh6rde fur Post und Telekommunikation (Au­
toridad Reguladora de los Correos y Telecomunicaciones, 
Alemania). 

ART Autorité de Régularion dés Télécommunications (Autoridad 
de Regulación de las Telecomunicaciones, Francia). 

AUE Acuerdo Único Europeo. 
BK Bundeskartellamt (Alemania). 
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BM 

BMWA 

CATSJ 

ce 

CCAA 

CCE 
CC!R 

CCITT 

CCR 

CCRST 

CCRTT 

CE 
CEDETEL 

CEES 

CEPT 

CERP 
CFT 

CMSI 
CMT 

CNAF 

CNU 

COE 
CPEUM 

CR 

Banco Mundial. 
Bundesministerium für Wirtschaft und Technologie (Minis­
terio Federal de Economía y Tecnología, Alemania) . 
Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y de la Sociedad 
de la Información (España). 
Conseil de la Concurrence (Consejo de la Competencia, 
Francia). 
Comunidades Autónomas. 
Comisión de las Comunidades Europeas. 
Comité Consultivo Internacional de Radiocomunicaciones 
de la UIT. 
Comité Consultivo Internacional Telegráfico y Telefónico de 
la UIT. 

Commission consultative des radiocommunications (Fran­
cia). 
Commission consultative des réseaux et des services de télé­
communications (Francia). 
Comisión Canadiense de Radio-Televisión y Telecomunica­
ciones. 
Comunidad Europea. 
Centro para el Desarrollo de las Telecomunicaciones (Castilla 
y León). 
Comité Europeo Económico y Social. 
Conférence Européen des administrations des Postes et des 
Télecommunications. 
Comitee Europeenne des Regulation et Postes. 
Comisión Federal de Telecomunicaciones (México). 
Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información. 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 
Cuadro Nacional de Atribución de Frecuencias (México). 
Consiglio Nazionale degli Utenti (Consejo Nacional del Usua­
rio, Italia) . 
Consejo Europeo. 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Comité de las Regiones (Unión Europea). 
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CRTC Canadian Radio-Television and Telecommunication Commis-

DG 
DIT 

DMJ 

DOF 
DORA 
DORATV 

DSU 
DTH 

DTSF 
DUDH 
ECTRA 
ECU 
EITO 
ERC 
ESPRJT 

ETNO 

sion. 
Dirección General (Unión Europea). 
Directiva de Interconexión de las Telecomunicaciones. 
Directiva de Mercado Interior (Directiva 90/387/CEE). 
Diario Oficial de la Federación (México). 
Directiva de Oferta de Red Abierta (Directiva 92/44/CEE) . 
Directiva de Oferta de Red Abierta a Telefonía Vocal (Directi-
va 95/62/CE). 
Directiva de Servicio Universal (Directiva 2002/22/CE). 
Direct To Home. 
Directiva Televisión sin Fronteras (Directiva 97/36/CE). 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
European Committee for Regulatory Telecommunications. 
European Currency Unit (Unidad Monetaria Europea) . 
European Information Technology Observatory. 
European Radiocommunication Committee. 
European Strategic Programme for Research in Information 
Technologies (Programa Estratégico Europeo para la Investi­
gación en Tecnologías de la Información). 
European Telecommunications Public Ne twork Operators 
Association. 

ETO European Telecommunications Office. 
ETSI European Telecommunications Standards Ins titute. 
EURATOM Comunidad Europea de la Energía Atómica (contracción de 

Europe Atom). 
EUTELSAT European Telecommunications Satellite Organization (Orga­

FCC 
nización Europea de Telecomunicaciones por Satélite). 
Federal Communications Commission. 

FMI Fondo Monetario Internacional. 
FNSU Fondo Nacional de Servicio Universal (España). 
G-7 Grupo de los Siete (los siete países más industrializados del 

mundo: Francia, Alemania, Canadá, Estados Unidos, Italia, 
Japón y Reino Unido). 

G-8 Grupo de los Ocho (los ocho países más industrializados del 
mundo, ya que al G-7 se agregó Rusia en 1998). 
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GATI General Agreement on Tariffs and Trade. 
INMARSAT International Maritime Satellite Organization (Organización 

Internacional de Satélites Marítimos). 
INTELSAT International Telecommunications Satellite Consortium (Con­

sorcio Internacional de Telecomunicaciones por Satélite). 
INTERSPUTNIK-IOSC Intersputnik International Organization of Space 

Communications (Organización Internacional de Comunica­
ciones del Espacio Intersputnik). 

JTU 

LDC 

LFT 
LFRT 

LGT 

LOT 

LSSI 

LST 

LVGC 

MC 

MCC 

MCTIC 

MCyT 

ME 

MF 

MFET 

MFETE 

MFJ 

MI 

MIFR 

MPTIC 

MUE 

International Telecommunications Union. 
Ley de Defensa de la Competencia. 
Ley Federal de Telecomunicaciones (México). 
Ley Federal de Radio y Televisión (México). 
Ley General de Telecomunicaciones de España. 
Ley de Ordenación de las Telecomunicaciones. 
Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Co-
mercio Electrónico. 
Ley sobre Telecomunicación (Alemania). 
Ley de Vías Generales de Comunicación (México). 
Ministero delle Comunicazioni (Ministerio de la Comunica-
ción, Italia). 
Ministere de la Culture et de la Communication (Ministerio 
de Cultura y Comunicación, Francia). 
Ministerio de Correos y de las Tecnologías de la Información 
y la Comunicación (Francia) . 
Ministerio de Ciencia y Tecnología (España). 
Ministerio de Economía (España). 
Ministerio de Fomento (España). 
Ministerio Federal de Economía y Trabajo (Alemania). 
Ministerio Federal de Economía y Tecnología (Alemania). 
Modified Final Judgement (Sentencia Final Modificada). 
Ministerio de Industria de Canadá (Ministry of Industry). 
Master International Frequency Register. 
Ministere de la Poste et des Technologies de l'Information et 
de la Communication. 
Mercado Único Europeo. 
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NAITA 
Nll 

NOMJC 
NSF 
NTlA 

OAE 

OCDE 
OFC 
OMC 
OMPI 

ONG 
ONP 
OSM 
PCSI 

PDIS 

PDIT 

PDSCI 

Peacesat 

PETIC 

PEVTA 

PIB 

PLADIT 

PND 
PSCT 

PUC 

Nortb American Free Trade Agreement. 
National Information Infraestructure (Infraestructura Nacio­
nal de Datos, Estados Unidos). 
Nuevo Orden Mundial de la Comunicación. 
National Science Foundation. 
Administración Nacional de Telecomunicaciones e Informa­
ción (Estados Unidos). 
Oficina de Administración del Espectro (Estados Unidos). 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos. 
Oficina Federal del Cártel (Alemania). 
Organización Mundial de Comercio. 
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual. 
Organización No Gubernamental. 
Open Network Provision (Oferta de Red Abierta). 
Office Spectrum Management (Estados Unidos). 
Plan de Convergencia para la Sociedad de la Información 
(España). 
Plan de Infraestructuras y Servicios de Telecomunicaciones 
(Castilla y León). 
Plan Director de Infraestructuras de Telecomunicaciones 
(Cataluña). 
Plan para el Desarrollo de la Sociedad de la Información en 
Canarias. 
Pan-Pacific Educational and Cultural Experiments by Satelli­
te (Estados Unidos). 
Plan Estratégico para la consolidación de la Sociedad Tecno­
lógica y del Conocimiento de la Comunidad Valenciana. 
Plan Estratégico Valenciano de Telecomunicaciones Avan­
zadas. 
Producto interno bruto. 
Plan Director de Innovación y Desarrollo Tecnológico para 
Andalucía. 
Plan Nacional de Desarrollo (México). 
Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes (México). 
Public Utilities Commissions (Estados Unidos). 
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Pymes 
RACE 

RAITEC 
RD 

RDSI 

RSU 
RT 

RUOC 

SCT 

SDC 
SI 

STB 
TCE 
TDC 
TDT 

TELMEX 

TIC 

TIJ 

TJCE 
TLCAN 

TRS 

UE 
UEM 

UIT 

UNESCO 

URSS 

UTI 
WTO 

WRCC 

Pequeñas y medianas empresas. 
Research of Advanced Communication in Europe (Investiga­
ción de Comunicación Avanzada en Europa). 
Red Andaluza de Innovación Tecnológica. 
Real Decreto. 
Red Digital de Servicios Integrados. 
Reglamento del Servicio Universal. 
Reglamento de Telecomunicaciones (México). 
Registro Unico degli Operatori di Comunicazione (Registro 
Único de los Operadores de Comunicación, Italia). 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes (México). 
Servicio de Defensa de la Competencia (España). 
Sociedad de la Información. 
Servicio Telefónico Básico (España). 
Tratado de la Comunidad Europea. 
Tribunal de Defensa de la Competencia de España. 
Televisión Digital Terrestre. 
Teléfonos de México (compañía). 
Tecnologías de la Información y la Comunicación. 
Tribunal Internacional de Justicia. 
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 
Tratado de Reciprocidad Satelital (entre Estados Unidos y 
México). 
Unión Europea. 
Unión Económica Monetaria. 
Unión Internacional de Telecomunicaciones. 
United Nations Educational, Scientific and Cultural Organi­
zation (Organización de las Naciones Unidas para la Educa­
ción, la Ciencia y la Cultura). 
Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. 
Unión Telegráfica Internacional. 
World Trade Organization. 
World Radio Communication Conferences. 
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Capítulo 1 

Contexto general: el Derecho de la Información, 
la política económica, las políticas públicas 
y de telecomunicaciones 

Los FUNDAMENTOS TEÓRICOS DEL DERECHO DE LA INFORMACIÓN 

El Derecho de Ja Información como elemento de nuestro marco teórico 

Aunque en su momento analizaremos los distintos conceptos que 
podrían conformar un marco teórico complementario para entender 
las políticas de telecomunicaciones que se aplicarán en los países abor­
dados en este estudio, es imprescindible tomar en cuenta el ámbito 
científico en el que se enmarcará este libro. 

Por esta razón revisaremos en primer lugar los conceptos y cate­
gorías del área de estudio corno parte fundamental del marco teórico 
que pretendemos crear en este capítulo. Se trata de los elementos ex­
plicativos que puede aportar el Derecho de la Información y del que se 
explica en su seno, el derecho a la información. 

Entendernos que con la garantía del servicio universal las perso­
nas tienen la posibilidad de ejercer de diversas maneras su derecho a 
la información, el cual se consagra y garantiza en la normativa de la 
Unión Europea y en las legislaciones comunitarias y norteamericanas 
que describiremos en su momento. 

Por su parte, el Derecho de la Información como una área jurídica 
independiente tiene que ser explicado tomando en consideración que 
se trata de la ciencia que estudia los marcos jurídicos relacionados 
con la comunicación y la información. Y no podemos olvidar que 
las políticas de telecomunicaciones están compuestas por dichos 
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marcos, aunque también por programas y otras decisiones y acciones 
alternativas. 

De su lado, el sector y ámbito de las telecomunicaciones se perfilan 
como espacios en los cuales la regulación puede dificultarse por la pro­
pia naturaleza que los caracteriza. En esta lógica González Ballesteros 
[2001: 8] al referirse a los delitos informáticos, pero con aplicación ge­
neral a las cuestiones jurídicas de las telecomunicaciones y la sociedad 
de la información, opina que: 

El Derecho va siempre por detrás de la realidad que norma, la cuestión es 
la distancia en el tiempo y en su naturaleza. Admitido que el Derecho 
sirve para resolver conflictos, aunque no siempre para solucionar proble­
mas, esta nueva realidad [la de Internet y los nuevos medios de comunica­
ción], con los matices que se quiera, ha dejado al Derecho sin respuesta, 
ya sea porque las comunicaciones ilegales o ilegítimas proceden de lugares 
cibernéticos de difícil localización jurisdiccional, o bien porque las dificul­
tades tecnológicas hacen imposible la aplicación de la norma local. 

Derecho de la Información 

Para entrar en materia, debemos ofrecer una definición clara de lo que 
la ciencia del Derecho de la Información integra. Iniciaremos con la 
conceptualización que de esa ciencia hace el profesor Desantes [Bel, 
Corredoira, Cousido, 1992: 64], primer catedrático español de dicha 
ciencia. De acuerdo con él, Derecho de la Información: 

Es la ciencia jurídica universal y general que, acotando los fenómenos 
informativos, les confiere una específica perspectiva jurídica capaz de 
ordenar la actividad informativa, las situaciones y relaciones jurídicas 
informativas y sus diversos elementos, al servicio del derecho a la in­
formación. 

De lo anterior se deduce e interpreta que, en esencia, en el Derecho 
de la Información "se trata de enfocar normativamente los fenómenos 
informativos" [ibídem: 62]. Sin embargo, es evidente la importancia 
de añadir que el Derecho de la Información surge y tiene su desarrollo 
"coincidiendo con lo que se denomina la sociedad de la información" y 
todo ello se ha producido en medio de las transformaciones "operadas 
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en la sociedad misma y que, lógicamente, darán lugar a una adecuada 
y progresiva regulación jurídica" [Escobar de la Serna, 1997: 3-4]. 

Debido a que las políticas de telecomunicaciones, terna central 
de este libro, tienen un componente inexorablemente normativo, la 
coincidencia entre el nacimiento de la ciencia jurídica que nos atañe 
y dichas políticas se pone de manifiesto. La normativa de las teleco­
municaciones, en este sentido, debe analizarse a la luz del Derecho 
de la Información, ya que este enfoque teórico y jurídico se ocupa de 
integrar a todos los medios de comunicación y, por supuesto, a los que 
se basan en infraestructuras de telecomunicaciones. 

De acuerdo con esto, corno acertadamente señalan los autores ci­
tados, el estudio de la información no está completo si no se incluyen 
todos los medios que conocemos y aquellos que son susceptibles de 
formar parte de las telecomunicaciones en convergencia, en un futuro 
no lejano. 3 Esta cuestión, que el Derecho de la Información prevé 
como esencial, atañe claramente a las telecomunicaciones, habida 
cuenta de que diversos servicios que forman parte de las infraestruc­
turas y redes que las sustentan están basados en nuevas tecnologías y, 
por lo tanto, son nuevos medios. 

De hecho, está claro que al Derecho de la Información le interesa el 
estudio de medios corno los que se integran en las telecomunicaciones 
y las nuevas tecnologías de la información "en la medida que, siendo 
susceptibles de incorporar mensajes, pueden constituirse en medios de 
comunicación social"4 [Bel, Corredoira y Cousido, 1992: 455]. 

Con todo lo hasta aquí expuesto se pueden mencionar dos contex­
tos que tienen relación con las telecomunicaciones y por tanto, con la 

3 EI hecho de que el Derecho de la Información afecte a todo tipo de medios "No sólo es cues­
tión de los teóricos. Lo deseable sería que las leyes contemplasen todos los medios, teniendo en 
cuenta que la contemplación legal no significa siempre la restricción sino a menudo el fomento" 
[Bel, Corredoi ra y Cousido, 1992: 63). 

4 En cuanto a la regulación de los llamados por algunos "nuevos medios" y que veremos rei­
teradamente a lo la.rgo de este trabajo, la cuestión "estriba en la conveniencia o no de regularlos 
con fórmulas genera les y ambiguas que abarquen todas las posibilidades para adelantarse a su 
aparición, o esperar a que la situación planteada cree problemas para aplicar después las solucio­
nes. En general , en el s istema español la opción es la segunda. Ya hemos visto que ciertos medios 
o técnicas audiovisuales plenamente instaladas no tienen, aun más por motivos políticos que de 
desconocimiento técnico, contemplación legal alguna. La televisión por cable o por satélite son 
los más notorios" [ibidem: 455[. 
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ciencia jurídica que en este apartado describimos. Nos referimos a 
la globalización económica y al sistema mundial de comunicación, 
ya que tanto uno como otro tienen "incidencia en el ejercicio del de­
recho a la información" y al mismo tiempo no tendría lugar la globa­
lización "sin el perpetuo flujo de información a través de las redes de 
telecomunicaciones, lo que propicia nuevas formas de comunicación 
individual" [Díaz Arias, 2006: 1]. En resumen, las telecomunicaciones 
son un soporte de la globalización y de la sociedad de la información. 

Los vínculos entre el Derecho y las telecomunicaciones y medios 
de comunicación basados en las nuevas tecnologías, incluyendo inter­
net, son innegables, llegados a este punto. En ambos universos , Dere­
cho y telecomunicaciones, es preciso observar voluntad, ya que "si la 
unión de voluntades es posible, la alianza entre el mundo del Derecho 
y el de la tecnología puede llegar a crear el gobierno de internet desde 
internet" [González Ballesteros, 2001: 9], por ejemplo. 

En el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Hu­
manos (DUDH) y en el 20 de la Constitución Española (CE) aparecen 
algunos de los sustentos legales del uso de la tecnología en el ejercicio 
del derecho a la información, sobre el que puntualizaremos en lo que 
sigue. En los dos ordenamientos se estipula que el derecho a la infor­
mación puede ejercerse por cualquier medio y sin límites derivados 
de la existencia de fronteras, con lo cual tenemos un "marco espacio­
tecnológico: sin límites técnicos" [Cousido, 2001: 68]. 

Sin embargo, no sólo documentos como la Declaración Universal o 
la Constitución de ese país han integrado esa noción. Diversos docu­
mentos que tienen su origen en la ONU "siguen considerando el carácter 
fundamental del artículo 19, como regla básica aplicable a los nuevos 
medios" [Corredoira, 2006: 58]. Ejemplos de esto son la Declaración de 
Ginebra de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información y 
la Declaración de Principios (segunda etapa). 

Es por esta razón que se sigue considerando como espíritu esencial 
la DUDH, con su artículo 19; quizá en esa filosofía podemos encontrar la 
respuesta a las preguntas sobre cómo regular y legislar sobre los medios 
contemporáneos. Una propuesta puede ser la de adaptar los derechos del 
individuo al nuevo espacio que plantean los medios modernos y las tec-
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nologías de la información en que se fundamentan. Corredoira [ibidem: 
62] sostiene lo anterior y explica que no se trata de establecer nuevos 
derechos, sino de pensar en la forma de aplicar los existentes a los medios 
de comunicación y a las telecomunicaciones actuales. Se debe "definir 
qué derechos universales específicos son necesarios en la sociedad de la 
información". La autora asegura que entre ellos se encuentran el derecho 
a la cultura, a la información, el derecho de autor y algunos otros. 

El Derecho de la Información tiene otra particularidad que mantie­
ne relación con el estudio de las telecomunicaciones y se trata de su 
objeto de estudio: la información. Ésta tiene el atributo de la universa­
lidad (en un sentido emparentado con la universalidad del sujeto del 
derecho a la información, pero distinto de él). Como la información no 
conoce fronteras (ya lo veremos con precisión más adelante cuando 
nos referimos al acceso), en el plano jurídico también debe entenderse 
y tomarse en consideración dicha universalidad. 

Las telecomunicaciones están sumamente ligadas a este hecho ya 
que, además de transmitir información, son en sí infraestructuras muy 
habituadas a traspasar fronteras. Las redes y sus contenidos se distin­
guen con esa universalidad. Asimismo, no es posible olvidar que en el 
derecho a la información el sujeto que lo ejerce es universal y, al serlo, 
sin distinción alguna, le imprime también universalidad. 

La universalidad recién referida tiene un nuevo vínculo con las tele­
comunicaciones, pero profundizando, también con el servicio universal. 
El mismo Desantes adjudicó al público dicho principio de universa­
lidad, que se encuentra coligado con el principio de igualdad, el cual 
implica el "tratamiento desigual de los desiguales" [Cousido, 2001: 30], 
concepto en el cual de alguna manera está basado el servicio univer­
sal. La propia autora considera que el servicio universal "destinado a 
grupos minoritarios por su situación geográfica o por sus minusvalías 
responden a este principio" [ibidem: 31] . 

La universalidad, en todos estos aspectos y perfiles, se puede en­
tender por medio de tres elementos que le dan forma: "la universalidad 
subjetiva de la persona titular; la universalidad territorial y, en tercer 
lugar, la universalidad técnica, 'por cualquier medio de expresión"' 
[Corredoira, 2006: 67]. 
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Teniendo corno fundamento teórico todo lo expresado en líneas 
anteriores podernos concluir esta parte con una evidencia más de la 
relación entre el Derecho de la Información y las telecomunicaciones 
y tecnologías de la información: 

El desarrollo de la ciencia jurídica en general, los avances técnicos en el 
mundo de la información y la necesidad de configurar jurídicamente esa 
nueva realidad están, pues, en la base del nacimiento de una nueva dis­
ciplina que en los albores de los años cincuenta es un hecho decidido y a 
la que sirvió de catalizador el reconocimiento a la libertad de opinión y 
de expresión y el derecho a manifestar y a expresar libremente las ideas 
que proclama el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos [Escobar de la Serna, 1997: 5-6]. 

Con lo anterior, podernos entender el significado del Derecho de la 
Información y las características que hacen de esta área una ciencia (el 
autor entiende que no se trata sólo de un ordenamiento y que al ser cien­
cia jurídica universal no se acota a un Derecho interno sino que aspira a 
servir en todas las dimensiones territoriales, es decir, es consecuente con 
el principio de universalidad, aunque en una dimensión más amplia). 

El Derecho de la Información se constituye corno "el ordenamiento 
jurídico objetivo" que protege el derecho a la información y al mismo 
tiempo actúa "corno regulador de la actividad informativa". Asimismo, 
es también "el punto donde se entrecruzan ramas distintas del Dere­
cho" [ibidem: 67] . Por eso la considera una ciencia jurídica general que 
"se nutre de los principios de la teoría general del Derecho", pero al 
mismo tiempo "suministra criterios a dicha teoría general". 

Todo lo expuesto hasta aquí tendrá un reflejo constante en los apar­
tados y capítulos subsecuentes, toda vez que sobre la información y su 
acceso es que hablaremos en todo el libro. 

Las fuentes del Derecho de la Información 

Ahora bien, es necesario hablar de las fuentes del Derecho y en par­
ticular de las del Derecho de la Información, ya que en muchos mo­
mentos de este trabajo las citaremos. Desantes define las fuentes 
corno "el fundamento o causa última de lo jurídico" [Bel, Corredoira 
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y Cousido, 1992: 71), en donde pueden integrarse desde la autoridad 
que dicta la norma, la propia norma y el acto de proclamarla, hasta 
el contexto sociológico en donde las normas tienen lugar y la fuerza 
social que las impulsa. 

Aunque reviste mucha dificultad enumerar las fuentes del Derecho 
de la Información es posible clasificarlas por su origen. De este modo, 
tendríamos las fuentes fruto de un mandato, las de una convención, 
las de repetición y las de una autoridad. 

Entre las fuentes derivadas de un mandato se puede reconocer, por 
ejemplo, la ley. En nuestro caso, fuentes fruto de un mandato serían todas 
las leyes de telecomunicaciones que estudiaremos de los países que for­
man los casos prácticos, así como por ejemplo las directivas comunitarias 
y los reglamentos de telecomunicaciones o del servicio universal. 

A su vez, fuentes derivadas de una convención "reconocen implí­
citamente el acuerdo de voluntades" [ibídem: 72), mismo que obliga a 
las partes. Un ejemplo de este tipo de fuentes son los tratados interna­
cionales. En este trabajo aludiremos a algunos de ellos, como el de Libre 
Comercio de América del Norte, el de Reciprocidad Satelital de la mis­
ma región o los tratados constitutivos y de otro orden en la UE. 

Sin embargo, además de los tratados entre países, se encuentran 
los que surgen en el seno de instituciones supranacionales o univer­
sales, que pueden ser incluso de carácter privado. De este modo, otra 
fuente del Derecho de la Información que se vincula con este trabajo 
son los tratados que emanan de la UIT y que inciden en las políticas de 
telecomunicaciones en el mundo. También pueden incluirse en este 
apartado las recomendaciones de las instituciones supranacionales, ya 
que son otra fuente derivada de una convención y tienen indudable 
importancia, aunque no sean vinculantes. En los capítulos siguientes 
mencionaremos, por ejemplo, varias recomendaciones de la Unión 
Europea en materia de telecomunicaciones. 

Aquí conviene hacer un paréntesis, sólo para indicar que la acción 
de los tratados internacionales puede ser de mucha utilidad, sobre todo 
en los casos en que no hay voluntad y/o acuerdo normativo internacio­
nal que "junto con los problemas técnicos, [dificultan] la proyección 
internacional del Derecho de la Comunicación" [Cousido, 2001: 181]. 
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También debemos mencionar que en el caso de México la obser­
vancia de los tratados internacionales signados por el país se encuentra 
reflejada en el artículo 133 constitucional, que a la letra dice: 

Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella 
y todos los 'Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que 
se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, 
serán la Ley Suprema de toda la Unión (las cursivas son nuestras). 

Finalmente, en cuanto a las fuentes del Derecho de la Información 
y a las que emanan de una autoridad, el Estatuto del Tribunal Interna­
cional de Justicia (TIJ) cita a la jurisprudencia y a la doctrina. Y aunque 
no lo menciona, también en este apartado entraría el Derecho compa­
rado (muy útil en el último capítulo de este libro), el cual "tiene su 
importancia cuando se intenta dar una solución, que un ordenamiento 
no contempla, a un conflicto de intereses"5 [Bel , Corredoira, Cousido, 
1992: 73] . 

Por otra parte, tendríamos una clasificación de las fuentes comu­
nitarias, muchas de las cuales mencionaremos reiteradamente en los 
capítulos subsecuentes. Las fuentes de la UE se pueden clasificar, de 
acuerdo con los autores citados [ibídem: 80] en fuentes primarias y 
de Derecho derivado. 

Las fuentes primarias también pueden ser llamadas fuentes funda­
mentales y son básicamente "actos jurídicos que crean disposiciones 
nuevas" mediante el acuerdo de los distintos países que conforman la 
Unión. Se pueden mencionar entre éstas los tratados y los convenios, 
algunos de los cuales se citarán a lo largo de los capítulos referentes a la 
UE y a los países europeos. Se pueden clasificar desde esta perspectiva 
o desde la señalada en los párrafos inmediatamente anteriores. 

En cuanto al Derecho derivado, obviamente se trata de aquel que 
se crea para cumplir con los mandamientos de los tratados y que es 
elaborado por las instituciones de la Comunidad. En su interior se po-

5Los autores recientemente citados destacan que el Derecho comparado '"También tiene que 
ser necesariamente tenido en cuenta a efectos de armonización de normas en un área geográfica 
determinada, o sin necesidad de que sea geográfica, cuando hay que unificar legislaciones, como 
está ocurriendo en el contexto de la Comunidad Europea" [ibidem: 73[. 
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drían distinguir actos típicos y atípicos, pero por el tema de este libro 
nos interesan particularmente los primeros. 

Los actos típicos comprenden los reglamentos, directivas, decisiones, 
recomendaciones y dictámenes de la Unión. De ellos, en su momento, 
nos detendremos, especialmente en las directivas y decisiones.6 

No hay que olvidar que en el caso de la Comunidad Europea, las di­
rectivas son de obligado cumplimiento y deben tener una trasposición 
a la norma interna de los países miembros. En el caso de las teleco­
municaciones, hay un grupo de directivas, conocidas como el paquete 
de telecomunicaciones de 2002, que por sí solo deja clara la postura 
europea en el sector. En 2008 se llevó a cabo un proceso de reforma de 
dicho paquete, lo cual mencionaremos en el apartado respectivo. 

El derecho a la información 

Definición, contenido y regulación del derecho a la información 

Por su parte, el derecho a la información como garantía individual 
y derecho fundamental está referido precisamente a la prerrogativa 
ciudadana de ser informado. El derecho a la información tiene varias 
definiciones, según el país del que se trate; sin embargo, en todos los 
casos se atribuye al Estado la función de salvaguardarlo y se le relacio­
na primeramente con un acto democrático, toda vez que el ciudadano 
puede ejercer su derecho de participación a partir del mismo. 

Por supuesto, el derecho a la información constituye el objeto 
del Derecho de la Información. Según lo explica Escobar de la Serna 
[1997: 63]: 

En efecto, el derecho a la información contempla un modo especial de 
manifestación del hombre, que es la comunicación, forma natural de re-

6 La directiva, uno de los instrumentos jurídicos más importantes de la Unión, "es vinculante 
para todos los estados núembros destinatarios en cuanto al resultado, permitiendo que las insti­
tuciones nacionales establezcan la forma y los medios. Es adoptada por el Consejo a propuesta 
de la Comisión, previa consulta al Parlamento y, a veces, al Comité Económico y Social. Permite 
armonizar las legislaciones de los estados miembros [de ahí su relevancia] . Es eficaz desde que se 
notifica a los destinatarios". Por su parte, la Decisión es "obligatoria en todos los elementos para 
los destinatarios. Puede ir dirigida a los particulares" [ibidem: 81]. 
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lación, individual o social, que el Derecho acota para elevarle a la catego­
ría de relaciones jurídicas. 

Ahora bien, el derecho a la información tiene que entenderse tam­
bién como "la concreción técnica" demandada por los medios de un 
derecho más extenso: el derecho a la comunicación [Desantes, Bel, 
Corredoira, Cousido y García, 1994: 13]. De hecho, "en la doctrina 
jurídico-informativa siempre se ha considerado fundamental el ius 
communicationis decantado por Francisco de Vitoria" [Corredoira, 
2006: 66], el cual mencionaremos de nuevo con Fernández-Shaw. 

Bel, Corredoira, Cousido [1992: 64] nos explican que este derecho 
incluso forma parte de la realización de la personalidad de los indivi­
duos,7 comprendiendo varias facultades, como son la de investigar, la 
de recibir información y la de difundir, de acuerdo con lo establecido 
por el literal 19 de la DUDH.8 

La mención anterior, referente a la Declaración y el artículo que 
establece el derecho del que hablamos, nos da cuenta de la juventud 
del mismo, ya que ha sido sólo desde 19489 que se reconoce el derecho 
a la información para todos los individuos. Este aspecto es lo que le 
confiere uno de los aspectos de su universalidad. 

Respecto a las facultades que integra el derecho a la información, 
Díaz Arias [2006: 2] nos menciona su papel en el ámbito de la sociedad 
de la información: 

Lo que propongo aquí es una concepción comprensiva del derecho a la 
información, como derecho a comunicar, esto es, como el derecho de to­
dos a investigar, difundir y recibir ideas, opiniones e informaciones. Un 
derecho, por tanto que implica el reconocimiento a todo hombre tanto, de 

' Es así porque "en tanto que derecho humano, el derecho a la información contribuye a 
la dignidad humana y es preciso para que la personalidad de cada uno se pueda desarrollar" 
[ibídem: 64]. 

8Lo que este artículo establece es que estas tres facultades deberán respetarse "en todas sus 
manifestaciones, por todos los medios de comunicación existentes o que pudieran existir, en cua­
lesquiera lugares" (ibídem: 112] (cursivas nuestras). El hecho de que la Declaración cosidere que 
las facultades del derecho a la información son aplicables a los medios que en el futuro pudieran 
existir, le confiere una importancia y un valor muy grandes. Y este hecho es el que permite de­
ducir la superposición de dichas facultades a los modernos medios de comunicación que tienen 
como uno de sus soportes esenciales a las telecomunicaciones. 

9La DUDH fue adoptada el 10 de diciembre de 1948 por la Asamblea General de la ONU. 
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la posibilidad (activa) de difundir mensajes, como de la facu ltad (en prin­
cipio pasiva) de recibirlos. Un derecho que integra dos grandes libertades: 
la libertad de información y la libertad de expresión. 

De estas tres facultades, derivadas de lo estipulado en el artículo 
19 de la DUDH se desprenden otros aspectos y derechos que las inte­
gran. En el contexto de la facultad de investigar se pueden apreciar el 
derecho de acceso a los archivos, registros y documentos públicos y 
la libertad de elección del medio de comunicación al que se accede. 
En el ámbito de la facultad de difundir ideas o información aparece la 
libertad de expresión y de imprenta y el de la conformación de socieda­
des y empresas en el terreno informativo. Mientras que en la facultad 
de recibir información se distingue el derecho de acoger información 
objetiva y oportuna, la cual debe ser completa y con carácter universal, 
es decir, que la información llegue a todos los individuos o todas las 
personas sin exclusión de ningún tipo. 

El derecho a Ja información en las constituciones de los casos empíricos 

En las líneas siguientes haremos un repaso de las constituciones de los 
países que serán nuestros casos empíricos en el desarrollo comparativo, 
de manera que podamos identificar el artículo o los artículos que garan­
tizan los puntos que contiene el derecho a la información y que hacen 
eco de la DUDH. 

En España es el artículo 20 de la CE el que determina los fundamen­
tos del derecho a la información y expresa lo siguiente: 

l. Se reconocen y protegen los derechos: 
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones 
mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción. 
b) A la producción, creación füeraria, artística, científica y técnica. 
e) A la libertad de cátedra. 
d) A com unicar o recibir libremente información veraz por cualquier me­
dio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y 
el secreto profesional en el ejercicio de estas libertades. 
2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún 
tipo de censura previa. 
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios 
de comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente pú-
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blico y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y 
políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las 
diversas lenguas de España. 
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconoci­
dos en este Título, en los preceptos de las leyes que los desarrollen y, 
especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen 
y a la protección de la juventud y de la infancia. 
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros 
medios de información en virtud de resolución judicial. 

De este modo, en la Constitución de España el derecho a la infor­
mación forma parte de los derechos personales, pero sobre todo hay 
que destacar que es precisamente el que los relaciona. La razón es que 
parte de la libertad de pensamiento, misma que "exige una formación 
libre de ideas" [Bel, Corredoira y Cousido, 1992: 110], situación que 
a su vez remite a otros derechos individuales, como el derecho a la 
educación, el derecho a la cultura, etcétera. 

En la consagración que del derecho a la información hace la máxi­
ma norma española se vislumbran las tres facultades plasmadas en la 
DUDH. Respecto de la primera, la facultad de investigar, que implica el 
acceso a las fuentes de información se realiza fundamentalmente por 
medio del sujeto cualificado , es decir, el periodista, pero es derecho 
del sujeto universal. 10 Esta facultad se menciona en el apartado 3 del 
artículo 20, de la CE. Pero es el literal 105b constitucional el que regula 
directamente esta facultad , aunque sólo se refiera a los archivos y do­
cumentos administrativos. 11 Y a la letra dice: 

La ley regulará: 
( ... ) 
b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, 
salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación 
de los delitos y la intimidad de las personas. 

'ºEl hecho de que ex ista una dis tinción entre sujeto universa l, sujeto cualifi cado y sujeto 
organizado de la información no lleva a demérito la uni versalidad del derecho a la información, 
esto es, el principio de universal idad subjeti va del que hablaba Desantes, ya que fue él m ismo 
quien distinguió entres las tres figuras o sujetos. 

11 El espíritu de la ouo11 es que exista un acceso a la información a mplio, que no sólo se 
refiera a la documentación administrativa. El servicio uni versa l contribuye a dicho acceso po r 
d iversas vías, una de las cuales se presenta a partir de la inclusión de interne! en el mismo. 
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De la facultad de difundir se habla más certeramente en el artículo 
20 de la CE, ya que en los apartados la, lb, ld y 4 se hace evidente 
dicha competencia. También en este caso el sujeto organizado, es decir, 
los medios de comunicación , son los que suelen ejercer la facultad, 
más allá de los propios ciudadanos . Por esta razón garantías como 
la del servicio universal pueden conlribuir a que el sujeto universal 
ejerza facultades del derecho a la información, sobre todo en la era de 
internet. El sujeto puede en ese caso investigar (accediendo a las fuen­
tes) y difundir información. 

Finalmente, respecto a la facultad de recibir información, la misma 
se enlaza directamente con la facultad de elegir. Elección no solamente 
sobre si se recibe o no una información, sino de entre una cantidad de 
ésta, lo cual supone una pluralidad de medios y mensajes. 

Hay que mencionar igualmente que el objeto del derecho a la infor­
mación son los mensajes emitidos, que se reciben y difunden. Este es 
uno de los elementos que le confiere, como hemos indicado al inicio 
de este apartado, la universalidad al derecho a la información. Debido 
a que los mensajes lraspasan fronteras se reconoce una universalidad 
geográfica, que es distinta de la universalidad de medios que supone la 
diversidad de los mismos [ibídem: 121]. Por supuesto ya hemos mencio­
nado la universalidad referida al sujeto del derecho a la información. 

En Francia el derecho a la información como tal no aparece entre de 
los preceptos de la Constitución del 4 de octubre de 1958.12 Sin embar­
go, sí existe una defensa de la libertad de expresión, como un elemento 
del derecho fundamental del que hablamos: la facultad de difundir. 
Existen otras leyes, como la de Libertades e Informática de 1978, la cual 
regula algunos aspectos del derecho a la información (artículo tercero, 
en referencia a los ficheros electrónicos), pero en este apartado nos in­
teresan los ejemplos de regulación constitucional de este Derecho. 

En Italia sólo un elemento del derecho a la información se estipula 
en su Constitución del 22 de diciembre de 1947, en el artículo 21, per­
teneciente al título 1 del apartado de Derechos y deberes de los ciuda­
danos. Este artículo, que se refiere sobre todo a la facultad de difundir 

' 2 La versión consullacla incluye hasta la reforma del 24 ele septiembre ele 2000, texto vigente 
seg(1n la propia página web del Senado francés. 
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del derecho a la información (y la libertad de expresión) establece que: 
"Todos tendrán derecho a manifestar libremente su pensamiento de 
palabra, por escrito y por cualquier otro medio de difusión ... " 

Además de la Constitución, en Italia el Código de las Comunica­
ciones Electrónicas estima que la Autoridad para la Garantía de las 
Comunicaciones (AGC) y el Ministerio de la Comunicación deben pro­
teger el derecho a la información de los ciudadanos, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 19 de la Declaración de los Derechos del Hombre 
(artículo 13.6 del Código). 

En Alemania la Constitución, es decir, la Ley Fundamental para 
la República Federal Alemana del 23 de mayo de 1949, contiene los 
preceptos sobre el derecho a la información (aunque no lo menciona 
como tal) en su capítulo primero de los derechos fundamentales (Die 
Grundrechte). En su artículo 5.0, expresa: 

1. Cada uno lendrá derecho a expresar y difundir su opinión por la pala­
bra, y a informarse en las fuentes de acceso general. Se garantizan la li­
bertad de prensa (Pressefreiheit) y la libertad de información a través de 
la radiofonía y el cinematógrafo ... 

En Estados Unidos de América, la Constitución de 1787 sólo con­
tiene postulados para la formación de los tres poderes: Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial; por lo tanto, no contiene nada relativo a los dere­
chos fundamentales. Sin embargo, la Primera Enmienda 13 a la máxima 
norma estadounidense integra el siguiente mandato: 

El Congreso no hará ley alguna con respecto a la adopción de una religión 
o prohibiendo el libre ejercicio de dichas actividades; o que coarte la li­
bertad de expres ión o de la prensa, o el derecho del pueblo para reunirse 
pacíficamente y para solicitar al gobierno la reparación de agravios. 

Tanto este precepto como el texto original de 1787 recibieron severas 
críticas: el primero por tratarse de una regla sólo aplicable al gobierno 
federal y el segundo por no incluir protección para las garantías indi-

' 3 La Primera Enmienda a la Constitución forma parte de la Carta de Derechos de Estados 
Unidos. 
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viduales ni para las libertades civiles. Es de ese modo que, como parte 
de la Decimocuarta Enmienda (1868), se extendió esta garantía para que 
fuera observada también por los estados federados. 

Más allá de lo constitucional hay una Ley de Libertad de Informa­
ción de 1966 que tiene por objeto regular el derecho de acceso a los 
documentos en posesión gubernamental. Asimismo, se cuenta con una 
Ley de Privacidad de 1974. 

Por su parte, México consagró la protección del derecho a la infor­
mación como tal en una breve frase en su artículo 6 constitucional en 
1977.14 Sin embargo, en 2007 ese artículo fue reformado dos veces15 

para ampliar el contenido del derecho, que en la práctica se refiere so­
lamente al derecho de acceso a la información pública gubernamental. 
Además, en el artículo 7o. se extiende la protección a otros componen­
tes del derecho a la información, como se observa a continuación: 

60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o admin istrativa, s ino en el caso de que ataque la moral , los 
derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden público; 
el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El 
derecho a la información será garantizado por el Estado. 
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los 
Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competen­
cias, se regirán por los siguientes principios y bases: 
l. Toda la información en posesión de cualquier autoridad , entidad, órga­
no y organismo federal, estatal y municipal es pública y sólo podrá ser 
reservada temporalmente por razones de interés público en los términos 
que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer 
el principio de máxima publicidad. 
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales 
será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

" La reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de diciembre de 1977 y 
es la primera que se biza a ese articulo. La frase que le fue añadida es la siguiente: "el derecho a 
la información será garantizado por el Estado". 

15La primera reforma de 2007 se publicó en el periódico oficia] el día 20 de julio y contenía 
las especificaciones relativas al derecho de acceso a la información (lo que en la actualidad es 
el segundo párrafo con sus s iete apartados). La segunda reforma, del 13 de noviembre de 2007, 
incluyó una frase más en el primer párrafo, que quedó como sigue: "el derecho de réplica será 
ejercido en los términos dispuestos por la ley". 
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III. Toda persona , s in necesidad de acreditar interés alguno o justificar su 
utilización tendrá acceso gra tuito a la información pública, a sus dalos 
personales o a la rectificación de éstos. 
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedi­
mientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán ante 
organismos u órga nos especializados e imparciales, y con autonomía ope­
rativa, de gestión y de decisión. 
V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actua lizados y publicarán a través de los medios e lectró­
nicos disponibles, la información completa y actualizada de sus indicado­
res de gestión y el ejercicio de los recursos públicos . 
VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán 
hacer pública la in formación relativa a los recursos públicos que entre­
guen a personas físicas o morales. 
VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la infor­
mación pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes. 
7o. Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier 
materia. inguna ley ni autoridad pueden establecer la previa censura, ni 
ex igir fianza a los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, 
que no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la moral y a la 
paz pública. En ningún caso podrá secuestrarse la imprenta como instru­
mento de delito. 

De es te modo, en el primero de estos artículos se habla expresa­
mente del derecho a la información, el cual el Estado se compromete a 
garantizar. Pero como hemos dicho se circunscribe sólo al ámbito del 
acceso a la información , lo que estaría relacionado con la facultad de 
investigar del artículo 19 de la DUDH. En el segundo de estos artículos 
se consagra la facultad de comunicar que forma parte del derecho a la 
información. No hay ninguna especificación relativa a la facultad de 
recibir información, aunque se podría interpretar forzadamente en el 
artículo 7o. 

Por último, en el viejo continente es el Consejo de Europa el que 
se encarga de velar por la protección de los derechos humanos, por 
lo cual le conciernen los asuntos relacionados con el derecho a la in­
formación. Al tratarse de un sujeto de Derecho Internacional tiene la 
facultad para pactar convenios a ese mismo nivel. 
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PRl CIPALES CO CEPTOS PARA EL ANÁLlSIS 

En las últimas décadas el desarrollo de las telecomunicaciones en el 
marco de las economías de mercado ha presentado unas característi­
cas impensables para aquellos momentos en los que dicho sector, por 
una parle, se encontraba en su génesis, y, por otra, resolvía su gestión, 
dominio y prestación de servicios asociados, a través de la adminis­
tración pública. 

Asimismo, la evolución de los modelos económicos y de los para­
digmas que desde la ciencia económica pretenden explicar la eviden­
cia empírica y, a su vez, ayudarla a mejorar ha sido inmensa. Todo ha 
dependido de lo que ciertos países poderosos han promovido como 
sistema de producción más eficiente y con mayores beneficios para 
ciertos segmentos en escala mundial. 

Primero, ha sido el modo de producción capitalista el que terminó 
por derrumbar la otrora opción de desarrollo socialista y comunista, 
sin mencionar otras posibilidades alternativas. Después, el fenómeno y 
gran proceso de la globalización, que ha sido impulsado por los países 
más desarrollados y al que los menos desarrollados o en vías de serlo 
no pueden adaptarse con naturalidad. Esta condición se desprende, 
por supuesto, del hecho de que no Ladas las economías tienen los re­
quisitos necesarios para brillar en el plano internacional e implemen­
tar con éxito las políticas que suponen la integración global y el buen 
acoplamiento al acelerado ritmo de intercambio económico macro. 

Por esta razón, el análisis de las consecuencias que estos modelos 
económicos han traído en sus distintos sectores es de vital importancia 
para determinar los cambios que han sufrido y que han repercutido, 
al mismo tiempo, en los servicios que dependen de éstos. Es decír, si 
el modo o sistema de producción capitalista se instaló en casi todo el 
mundo, si sus reformas de corte liberal, privatizador y desregulador se 
impusieron en una buena parte de las economías desarrolladas o con 
un cierto nivel de desarrollo, y si la adopción de dichas reformas ha 
supuesto la modificación de las políticas implementadas en sectores 
como el de las telecomunicaciones (el que nos interesa en este libro), 
con la consiguiente influencia y afectación a los servicios que se pres-
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tan a través de las mismas y que conciernen a la sociedad, salta a la 
vista que se necesita un estudio profundo de todo este proceso. 

Nuestra preocupación u objetivo central será destacar todos aque­
llos servicios que se ofrecen por medio de las telecomunicaciones y las 
nuevas tecnologías y que pueden resultar de primera necesidad para 
la sociedad. 

Debido a esto, el terna central de esta investigación es el de conocer 
las características y consecuencias de las políticas de telecomunicacio­
nes en dos de los conjuntos de países más importantes del mundo, así 
como la incidencia que las mismas políticas tienen en servicios primor­
diales, como en los casos del servicio universal y el acceso universal. 

Una vez justificado y aclarado parcialmente el problema (ya que la 
comprensión aguda de estos fenómenos sólo llegará al final del recorri­
do que hagamos en esta obra), empezaremos a establecer los principa­
les conceptos que manejaremos en adelante, así como las categorías de 
análisis que se desprenden de los mismos. 

Haremos, entonces, un marco teórico que irá del plano general al 
particular. De este modo, abordaremos primero el modelo económico 
imperante en los dos grupos de países o áreas geográficas de nuestro 
interés (Europa y Norteamérica), pero sólo en aquellos puntos que 
tienen relación con el objeto de estudio del presente libro. Después, 
definiremos qué es la política económica en general, las políticas 
públicas, las políticas industriales, las políticas de telecomunicacio­
nes, etcétera. Como puede observarse iremos de unos conceptos cuyo 
en tendimiento es imprescindible para pasar a otros más concretos y 
que se ven englobados en aquéllos y así sucesivamente. 

MODELO ECO Ól\llCO PREPONDERANTE16 

Y LAS POSTURAS SOBRE LA 1 lTERVENCIÓ ESTATAL 

Como bien sabemos el modelo económico preponderante en la actua­
lidad en todos los países de las dos áreas de interés (aun cuando de 
mayor o menor aplicación y desarrollo en cada país) es el modo de pro­
ducción capitalista, en su fase de globalización económica y cultural. 

'"Algunos apartados de este subcapítulo tie nen una vers ión previa como parte del ensayo 
titulado '·Polílicas de telecomunicaciones y Tic "', de la autora . 
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Lo anterior supone que para los servicios y las infraestructuras aso­
ciadas a las telecomunicaciones, como a los contenidos e información 
que circulan por las mismas, este modelo incide de diversas formas 
mediante los conocidos procesos de liberalización, privatización, im­
pulso a la competencia, apertura de fronteras, etcétera. 

Más adelante nos ocuparemos de describir dichos procesos, pero 
cabe mencionar por ahora que todos ellos implican un cambio absolu­
tamente radical en la gestión, uso, dominio y efectos en los servicios 
de telecomunicaciones y, por supuesto y particularmente en el servicio 
que más nos interesa, que es el universal. 

La apertura de fronteras ha traído como consecuencia no sólo que 
las redes e infraestructuras se internacionalicen, sino que los conte­
nidos e informaciones que circulan por ellas sean globales o, como 
diría Mattelart [1998, 2000], sean parte de la "mundialización", en un 
proceso que además de consecuencias económicas, también las tiene 
en materia cultural y de derechos individuales. 

Esto es, si las redes, que en otro tiempo eran de manejo exclusivo 
del Estado en todos los países, se liberalizan y se gestionan ahora desde 
la empresa privada, los productos culturales que lleguen al consumi­
dor final serán distintos, pero también lo será el acceso que éste tenga 
a los servicios y a lo que por derecho le corresponda. 

De ahí que sea importante plantearse un problema que desde hace 
años constituye un punto de debate entre los economistas y que en la 
doctrina ha configurado diversos argumentos a favor y en contra, todo 
lo cual ha incidido constantemente en la realidad económica. Nos re­
ferimos al tema de la intervención pública o intervención del Estado 
en la economía, que a lo largo de los últimos años (desde que se im­
plantaron los modelos liberales y neoliberales en el mundo) ha tenido 
defensores y detractores en las distintas latitudes. Especialmente esto 
ha sucedido en el ámbito de política, pero también con frecuencia en 
el académico. 

Haciendo un paréntesis y en relación con nuestro campo de es­
tudio, el Derecho de la Información, cabe señalar, sin embargo, que 
existe la "necesidad de que el Estado intervenga en la regulación y 
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delimitación de estos derechos", es decir, los individuales vinculados 
con el derecho a la información. Y esto "no sólo para evitar el abuso, 
sino precisamente para lograr su pleno desarrollo y su eficacia prácti­
ca" [Escobar de la Serna, 1997: 64). 

En esto coincidimos con Corredoira [2001a: 25), quien expresa 
que el Estado también tiene una función muy clara en lo que al ser­
vicio universal se refiere, pues tiene "un deber político y jurídico de 
satisfacer el derecho de los ciudadanos a la igualdad de acceso a los 
servicios". 

Una buena parte de la doctrina defiende, como veremos, que las 
medidas liberalizadoras, cuya consecuencia es una casi nula interven­
ción estatal, son las más adecuadas para el desarrollo de la economía. 
Otro sector doctrinal, en cambio, sostiene que sin intervención estatal 
y dejando todo en manos del sector privado se corre el riesgo de caer 
en un caos que conllevará malos manejos, competencia escrupulosa, 
ineficiencia (los defensores de la postura contraria alegan lo mismo) y 
afectación de los derechos individuales. 

Por último, tenemos otra corriente teórica que defiende un equili­
brio entre las dos posturas debido a que no considera válida ninguna 
de ambas en su estado puro. Sin embargo, aunque esta posición parece 
la más sensata, es al mismo tiempo la que más conflictos deriva, ya que 
resulta harto difícil determinar los puntos en que debe basarse dicho 
equilibrio. 

En principio, en cuanto a la intervención se refiere, el equilibrio 
podría darse con el establecimiento de ciertas actividades y sectores 
de éstas en que el Estado debería intervenir y otras en las que ello no 
se permitiría. A su vez, este proceso podría apoyarse en una clasifica­
ción de aquellos sectores y ramas de és tos que pueden considerarse 
estratégicos y/o prioritarios a fin de delimitar los puntos de actuación 
estatal. 17 

" Aunque hay la tendenc ia a conside rar que e l Estado se ve debilitado cuando deja de 
intervenir y deja más asuntos a la libertad del mercado, hay autores, como Gil 12002: 1871, que 
consideran que no se trata de un debilitamiento sino de "una transformación, en la que distintos 
niveles y esferas de autoridad fo rman parte del Estado regulador'', ya que en la regulación parti· 
cipan distintas autoridades, como las loca les y las supranacionales, además de la influenc ia que 
ejerce la participación de los agentes económicos. 
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De hecho, en telecomunicaciones, ésta ha sido la tónica que ha 
marcado los procesos de liberalización y de privatizaciones, ya que 
de los mismos no han salido empresas públicas ahora privadas, sino 
una variedad de fórmulas y esquemas que veremos con detalle cuando 
estudiemos las políticas según los modelos nacionales. 

En principio, de la forma más elemental pos ible y "desde una 
perspectiva tradicional, dado que se parte de considerar deseable 
toda mejora paretiana que elimine una situación subóptima, la sola 
presencia de una fallo de mercado justificaría por sí misma la acción 
correctora del estado (si c)" [Fernández Cornejo, 1999: 63). No obstante, 
en los hechos, la resolución más óptima no debería basarse en acciones 
como ésta, pero tampoco en la reacción contraria. Ni el Estado puede 
intervenir y cambiar su política ante el menor fallo del mercado, ni 
puede permitirse no intervenir en ningún caso, ni siquiera en los fallos 
evidentes y pers istentes de aquél. 

Lo que desde luego importa des tacar es que la política económi­
ca tiene su base y a la vez se deriva del lipa de intervención que el 
Estado determine. Un Estado interventor, que suele identificarse con 
el llamado Estado de bienestar, provendrá de una política económica 
menos abierta y liberalizadora y, a su vez, tendrá políticas sectoriales 
en es te sentido. En cambio, un Estado liberal y no intervencionista, 
o con tendencia a ello, será consecuencia de una política económica 
más defensora de la apertura y la competencia y conllevará políticas 
del mismo corte. 

En telecomunicaciones la tendencia que predomina en los dos blo­
ques que nos interesan es la segunda. Es decir, se ha desarrollado fun­
damentalmente una inclinación a la liberalización y apertura (aunque 
con más matices y defensa de los derechos en el caso europeo), pero 
aun en esta situación los debates son intensos cuando el Estado se dis­
pone a abrir los mercados de telecomunicaciones a la competencia y, 
por supuesto, cuando se ha realizado la misma. Se siguen sucediendo 
las dos posturas y se defiende asimismo que aun en este esquema el 
Estado puede continuar reservándose unos ciertos segmentos para su 
tutela, administración y/o gestión . 
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La intervención supondría la existencia de "una au toridad econó­
mica, o policy maker, con un carácter benevolente y omnisciente, y 
con una capacidad para desempeñar la política económica sin incurrir 
en ningún tipo de coste" [loe. cit.] . Lo anterior por supuesto es posible en 
tanto la presencia de un ente público que desarrolle la política, pero 
no en el sentido de que signifique gastos -cuantiosos por lo demás- para 
la administración.18 Este último es uno de los argumentos de quienes 
opinan que el Estado no debe intervenir. 

Ahora bien, para que el Estado disponga si debe intervenir o no en 
la economía o en ciertos sectores no hace falta que mire únicamente 
si existe un fallo de mercado, sino, por supuesto, las consecuencias 
positivas y negativas de la misma, como es el caso de los mencionados 
costes, la reacción de la empresa privada y de los poderes involucra­
dos y por supuesto la reacción de los ciudadanos que conforman parte 
importante de dicho Estado, 19 ya que a ellos van dirigidos tanto los 
esfuerzos intervencionistas como los de otro tipo. 

Sobre este último punto, podemos decir que hay dos tipos de re­
acciones ante la intervención estatal y la política económica que las 
administraciones aplican en cada país. Por un lado, se encuentran los 
burófilos, que son aquellos ciudadanos que están de acuerdo con am­
bas (intervención y política económica) y que son partidarios de que 
el Estado sea el principal impulsor y gestor de la economía, princi­
palmente para que les garantice sus servicios y la protección de sus 
derechos. Del otro lado, estarían los burófobos [Del Pino, 2004: 239] 
que, en oposición a los anteriores, considerarían que es el mercado 
el que tiene que llevar las riendas de la economía y por tanto debe ser 
la empresa privada la proveedora de los servicios (ya que se asocia a 
mayor eficiencia y calidad). 

18"EI proceso y mecanis mo de formación de la propia política económica acarrean costes que 
deben ser tenidos en cuenta a la hora de eva luar la deseabilidad de la in tervenc ión" lfernández 
Cornejo, 1999: 86j. 

' 9As í, según nos indica Fernández Cornejo: '·En el plano de la política macroeconómica, el 
axioma de la racionalidad en la conducta de los individuos considerado en modelos expl ícitos 
-complejos de la economía- ha supuesto una ruptu ra con la visión tradicional de la política ma­
croeconómica; ahora. en los nuevos mode los macroeconómicos se considera que los individuos 
ya no reaccionan pasiva y mecánicamente a las políticas diseñadas por el policy maker, sino que 
san capaces, en mayor o mena r medida, de anticipar los efectos de éstas, lo que les induce a 
res ponder defcns ivamente/estratégicamente". 
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EL CONCEPTO DE POLÍTICA ECONÓMJCA 

Una vez establecido lo anterior, podemos adentrarnos más en el terre­
no definiendo y contextualizando la política económica (primero en 
general, sin distinción de que sea intervencionista o no) y, con ello, las 
políticas públicas. El orden es éste, debido a que la política económica 
(aunque sería una política pública en sí misma) conlleva varias políti­
cas internas en las que profundizaremos más adelante y que son, por 
supuesto, políticas públicas. 

Para empezar por lo más simple, diremos que la política económica 
está determinada básicamente por la necesidad de toma de decisiones en 
el terreno económico que un Estado o administración tienen que hacer y 
que "afectan el bienestar material de un mundo real, tarea que configura 
la política económica como una rama o vertiente normativa de nuestra 
ciencia (la Economía)" [Fernández Díaz, 1999: 37]. Por esto es que, des­
de el punto de vista científico, se tiene que establecer un fundamento 
teórico sólido para que el Estado o la figura pública que lleve a cabo la 
política económica puedan disponer de él. 20 

Lo anterior es así debido a las incertidumbres y riesgos que lleva 
consigo el actuar en la economía de un país. Es en muchos casos la 
doctrina económica la que se convierte en auxiliar y referente de los 
gestores de las políticas. 

Con todo esto tenemos dos elementos que configuran la política 
económica (la necesidad de tomar decisiones y los riesgos que implica 
la actuación en el terreno económico), que a su vez está inmersa y de­
terminada por un proceso de toma de decisiones y que requiere de un 
sustento teórico para llevarse a cabo. Además de ello: 

... la política económica consiste en el estudio del conjunto de objetivos a 
alcanzar en un determinado periodo de tiempo, así como en el análisis de 
los distintos instrumentos para lograrlos. Tradicionalmente se ha venido 
distinguiendo entre objetivos a corto plazo (estabilidad , precios, pleno 
empleo y equilibrio en la balanza de pagos) y objetivos a largo plazo (cre­
cimiento económico y desarrollo) ... [Fernández Díaz, 1999: 37-38]. 

20Sin embargo, según nos dice Fernández Díaz 11999: 37), con frecuencia "el mundo donde 
pensamos no es el mundo donde vivimos", por lo cual muchas veces no es posible echar mano 
de un fundamento teórico en todos los casos práclicos. 
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De acuerdo con la definición anterior, dentro de la política econó­
mica se establecen además distintas políticas; por un lado, las instru­
mentales (monetaria, fiscal, de rentas, regional, etcétera) y, por otro, las 
sectoriales (agraria, industrial, comercial, de servicios, etcétera) . Esto 
lo decimos para esbozar un marco general y diferenciar las políticas 
que nos interesan , pero ha brá que decir que la de telecomunica­
ciones que nos ocupa se engloba en lo que se considera la política 
sectorial de servicios. 

Si consideramos que la política económica consiste principalmente 
en la toma de decisiones y en la determinación de las herramientas que se 
utilizarán para llevarlas a cabo, y que en su seno se engloban otro tipo de 
políticas en diferentes niveles, tenemos entonces perfilado el concepto. 

Política económica y globalización 

Pero alrededor de la política económica de un país giran algunos fac­
tores más, que sin duda la influyen de manera importante. Tenemos, 
por ejemplo, un factor que mencionamos en la introducción de este 
capítulo y que no es ajeno en absoluto a ningún sector económico, mu­
cho menos a las telecomunicaciones. Nos referimos a la globalización, 
principalmente en su vertiente de globalización de los mercados. 

Esta globalización, que puede tener múltiples caras y matices, es­
tablece unos condicionamientos al desarrollo natural de las políticas 
económicas debido precisamente a su carácter "englobador" de las 
naciones. Esto quiere decir que las autoridades públicas de un país 
no pueden determinar su política en materia económica sin tomar en 
consideración el contexto global, lo que éste impide o permite, lo que 
las medidas que se adopten pueden implicar para otras naciones y un 
sinfín de elementos. 

Ante esta situación , los países tendrían dos opciones fundamen­
tales, aunque en torno lo extremo: cerrar sus criterios y no tomar en 
cuenta el contexto de la globalización nada más que para lo justo o, por 
el contrario, integrar sus políticas al ámbito mundial y aún más, apo­
yar, intentar y formar parte de la posible política económica global. 
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Calvo y Paúl [1999: 108] proponen , en este sentido, "el diseño de 
una política global" , así sea muy difícil lograrla, aunque, dado el "pa­
norama impuesto por la globalización", se pueden delinear unas pautas 
generales para un programa de política económica que "facilitase un 
crecimiento sostenido a medio plazo de las economías". Dicho pro­
grama debería considerar, según sostienen los autores, por lo menos 
algunas actuaciones como las siguientes: 

a) Unas políticas fisca l y monetaria coord inadas;21 

b) una polí tica monetaria que mantenga la inflación reducida;22 

e) una política de rentas pactada; 
d) una serie de reformas estructurales en los mercados de bienes o servi­
cios. 
e) impulso de la inversión interna y externa;23 

j) establecimiento de una política económica "coheren te a nivel nacional 
y suficientemente coordinada a nivel regional e internacional". 

De todos los procesos anteriores, el que más directamente nos in­
teresa es el relacionado con los mercados de bienes y servicios , ya que 
corno bien sabemos las telecomunicaciones se integran en el sector ser­
vicios. Al respecto, los autores nos dicen que una serie de reformas en 
estos mercados también coadyuvaría a un mayor control de la inflación 
y a elevar la competitividad de las economías nacionales, ya que ello 
tendría "efectos derivados sobre la balan za comercial, sobre el empleo 
y sobre los niveles de tipos de interés" [Calvo y Paúl, 1999: 109]. 

Asimismo es importante destacar el punto referente a que la polí­
tica económica global debe partir de una política nacional coordinada 
en todos los niveles. En el ámbito nacional, debe fijarse en el manejo y 
evolución del tipo de cambio, mientras que en el plano internacional 
debe supervisar los movimientos de capitales con el consiguiente esta­
blecimiento de alguna norma (impuesto u otros) que haga más difícil 

2 1La coordinación enlre dichas políticas tendría que orientarse al saneamiento de las finan­
zas públicas, "acluando sobre el componente del dé fici l estructura l" [Calvo, Paúl, 1999]. pero 
fundamentalmente intentando que las actuaciones del sector público sean eficientes. 

22También incluiría el mantenimiento de los tipos de interés bajos a corlo plazo. Este elemen­
lo de la política debería moderarse cuando se alcance un buen nivel de prestigio de los bancos 
centrales nacionales. 

' 3 Esto permitiría mejorar el capita l humano y las infraestructuras. 
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"el poder de los mercados financieros sobre las políticas económicas 
nacionales" [ibídem: 110]. Por su parte en escala regional, la política 
debe tomar en cuenta la aplicada por los vecinos y la situación eco­
nómica general que los mismos viven. Esta última consideración será 
particularmente importante en el análisis de las políticas en las dos 
regiones que se incluyen en este libro. 

Finalmente, es preciso mencionar el papel del Derecho en este con­
texto globalizador de los medios y las telecomunicaciones, ya que "si 
estamos hablando de la globalización de las comunicaciones, también 
hemos de hablar de la globalización del Derecho" [González Balleste­
ros, 2001: 8]. 

Política económica y Estado de bienestar: 
Jos ámbitos de necesidad de intervención estatal 

Uno de los aspectos que en particular nos interesa destacar es el que 
se refiere al delineamiento de la política económica y si el Estado debe 
desempeñar un papel intervencionista o no. La razón de esto es que 
los aspectos sociales de la política económica se resaltan de manera 
especial en este modelo (que se asocia a la vertiente intervencionista, 
aunque no tiene necesariamente que ser así) y de esos aspectos se des­
prende, a su vez, el factor clave de esta obra: el servicio universal de 
telecomunicaciones. 

Aunque el debate es ya viejo entre los defensores y detractores del 
Estado de bienestar desde los años sesenta y en referencia precisamen­
te al paradigma planteado en ese entonces, lo que aquí nos interesa es 
perfilar lo que sería un Estado preocupado y garante del bienestar, la 
libertad y los derechos de sus ciudadanos en la era moderna. Es inne­
gable que los cambios políticos, sociales, tecnológicos, económicos y 
estructurales han renovado ese modelo, de los años sesenta, de Estado 
más bien proteccionista y lo han situado en un nivel mucho más equi­
librado entre éste y el Estado liberal a u ltranza al que se contrapone. 

Ahora bien, en el Estado de bienestar como tal persevera el compo­
nente ideológico debido a que es muy difícil separar las "partes positiva 
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y normativa de la economía" [Sotera, 1999: 346]. Pero la conformación 
actual del mismo dista de lo que fue en sus orígenes, tanto que: 

Originalmente, el Estado de bienestar surgirá para hacer frente a las redes 
asistenciales que subsanen los inconvenientes ocasionados por la separa­
ción del individuo de sus antiguos medios de subsistencia y la desaparición 
de las instituciones tradicionales utilizadas por aquél [ ... ] El Estado de 
bienestar se puede considerar como un continuador de l Estado protector 
clásico, y de la importancia que en él se otorgaba a la seguridad [loe. cit.] . 

En esta dinámica, tenemos que hacer la diferenciación, como in­
dicábamos, del Estado de bienestar y del Estado protector o proteccio­
nista, añadiendo que el primero, en su versión moderna, desarrollará 
conceptos del Estado clásico, pero adaptándolos a la realidad actual. 
Así por ejemplo, si en el modelo clásico imperaba la protección a la 
propiedad de los individuos, dice Sotera, en el esquema actual se 
"universalizará el carácter de ciudadano". Pero no sólo eso sino que 
al cambiar la importancia de la propiedad privada, lo que subyace es 
que se deben garantizar al individuo otros derechos. Ya en otro trabajo 
hablamos del cambio en la noción de propiedad24 y del aspecto del 
acceso en la sociedad moderna. 

En telecomunicaciones, la propiedad se transforma y es otro in­
sumo y bien el que persiguen los individuos y que el Estado debe ga­
rantizar. Nos referimos a la información y, por supuesto, al acceso a la 
misma, ya que sin éste la existencia de aquélla no tiene sentido. 

Debido a las necesidades de comunicación en el plano personal y 
en los niveles social, estatal y supranacional; las redes de telecomuni­
caciones y la red mundial de internet se han constituido en vías insus­
tituibles para ejercer la producción y el uso del mayor insumo de todos 
los tiempos: la información. Ningún ciudadano ni gobierno puede ser 

24En términos de Rifkin [20001 se ha superado la máxima económica de la propiedad (de 
capita l físico) por la del acceso. Se pasa de una condición - la de la propiedad- que era ineludible 
en el proceso industrial y en que las empresas han participado empeñosamente a lo largo de mu­
cho tiempo, a la condición del acceso, en donde más que compradores y vendedores, se generan 
procesos en que participan suministradores y usuarios. Es to, por supuesto, es particularmente 
aplicable en el caso de las telecomunkaciones, interne! y el servicio uni versal. No obstante, la 
propiedad de lo material s igue existiendo y tiene que convivir con el acceso a lo inmaterial. 
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ajeno al requerimiento de ésta. Más aún: ningún ciudadano puede renun­
ciar a su derecho de acceso a la misma, ni ningún gobierno renunciará 
a su facultad de tenerla e igualmente acceder a ella. 

Asimismo, desde siempre, el acceso ha venido a suponer la acción 
contraria a la exclusión. Anteriormente, debido a las características 
propias de la era antecedente a la posmoderna, 25 el acceso26 se relacio­
naba más bien con los espacios físicos. En el mundo actual, en donde 
lo virtual y lo opuesto a lo físico tiene un papel preponderante y cre­
ciente en las actividades de todos los individuos, el acceso se refiere 
precisamente a los espacios inmateriales. Tal es el caso de las redes de 
telecomunicaciones y de internet. 

Por otra parte, cabe una conveniente aclaración y es la de que la 
propiedad también puede ser pública. En concreto, los bienes perte­
necientes a una nación se consideran propiedad pública, es decir, de 
sus habitantes. Tradicionalmente, las infraestructuras de telecomu­
nicaciones y el dominio público radioeléctrico han sido de potestad 
estatal, protegiéndose precisamente como propiedad pública. En el 
caso de México, por ejemplo, el artículo 28 constitucional establece 
que el espectro es de dominio exclusivo de la nación, ya que se en­
tiende el "enorme potencial" que el mismo tiene y "cuyo desarrollo 
puede ser utilizado para aumentar la eficacia y la productividad de 
un país" [Peralta y Silva, 2007: 195]. 

En vista de que en la mayoría de los casos dichas infraestructuras 
(las redes, no el espectro) ya no pertenecen a los gobiernos, éstos tienen 
que proteger el acceso a aquéllas sin agraviar los intereses y legítimos 
derechos de la propiedad privada. 

Igualmente, el derecho individual de excluir a otros (relacionado 
con la propiedad) pierde relieve frente al Derecho individual de no ser 
excluido "del uso o disfrute de los recursos productivos acumulados 

25La mayoría de los filósofos se refieren a la época actual como la era de la posmodern idad . 
Sin embargo, hay otros, como el sociólogo británico Anlhony Giddens 120071, que denominan 
esta etapa como la era de la ''modernidad reciente", implicando obviamente su conocimiento más 
social que individual de las estructuras de ésta. 

26Er1 un aparado posterior aclararemos convenientemente este concepto, así como sus alcan­
ces. Veremos que el acceso es aún limitado y tiene muchas formas, por lo que las garantías del 
servicio universal pueden contribuir a mejorarlo. 
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por toda la sociedad" [Rifkin, 2000: 45] (que es el propio derecho de 
acceso). Nosotros consideramos que la información, la comunicación 
y los contenidos de las redes, y en particular de internet, son preci­
samente acumulados por toda la sociedad, con lo cual ésta tiene que 
tener el derecho a acceder a los mismos. 

Volviendo a los derechos que el Estado de bienestar tiene que ga­
rantizar, hay que señalar que con esta nueva dimensión se produce una 
"obligación mutua entre el individuo y la comunidad" [Sotera, 1999: . 

346] y el Estado tiene la función de formular y poner en marcha unas 
cuantas medidas que permitan a los ciudadanos "el acceso a un míni­
mo de servicios que hagan posible su supervivencia". 

Aquí estamos entrando en un terreno mucho más claro para los ob­
jetivos de nuestro trabajo. No sólo se trata del acceso a la información, 
sino a los servicios que, según autores como el citado, suponen incluso 
la supervivencia del individuo. Obviamente no se refiere únicamente a 
los servicios de telecomunicaciones, pero si se tiene en cuenta que una 
parte de éstos se considera servicio universal, sabemos que el mismo 
es imprescindible para los ciudadanos de un país. 

En esta tónica, el Estado de bienestar personifica un cierto "com­
portamiento del sector público" [loe. cit.] con el objetivo de cubrir 
las principales necesidades sociales, a la vez que intenta mantener la 
economía de mercado.27 Se trataría entonces de un papel más o menos 
equilibrado. 

Sin embargo, es en este punto donde se sitúa también el elemento 
interventor ya que el Estado de bienestar es precisamente el que más 
utiliza la herramienta de actuación con el argumento de los fallos de 
mercado. 28 En Estados Unidos (e incluso en algunos otros países) se 

270lga Gil 12002: XLI sostiene, en este senlido, que ··un análisis temporal de la evolución del 
papel del Estado y las empresas en un sector concreto, como el de las telecomunicaciones, pue­
de llevarse a cabo observando sus respectivas posiciones en los diferentes modelos de mercado 
existen tes hasta nuestros días". 

28En términos concretos y sencillos, para los lectores no fami liarizados con la Economía, 
los fallos de mercado se definen como aquellas actuaciones que las empresas, como unidades 
estratégicas dentro del mercado económico, no responden a las necesidades de competencia , 
de producción, de beneficios para todos, etcétera. Es dec ir, los fa llos del mercado serían todos 
aquellos "errores" comelidos por los componentes del mercado que no permitan conseguir los 
objetivos de la política económica establecida o que no se correspondan con ella. 
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utiliza el término Welfare State,29 pero según nos indica Sotero esta 
expresión se identifica más cercanamente con el "Estado providencia 
o Estado benefactor", suponemos que en una línea más cerrada y con 
mayor actuación estatal. 

En el caso concreto de las telecomunicaciones, la intervención 
estatal se hace necesaria incluso para garantizar la apertura a la com­
petencia. Sin una adecuada regulación difícilmente habrá un paso del 
monopolio a la competencia real. Esto sucede porque el "incumbente 
tiene elevadísimas inversiones en capital", lo cual se traduce en barre­
ras de entrada muy significativas para los nuevos competidores [Flores 
y García, 2007: 59]. De esta forma, "el regulador tiene la encomienda 
de intervenir en el mercado" [loe. cit.] con el fin de crear condiciones de 
sana competencia en beneficio del consumidor. 

Es precisamente por lo anterior que surge la duda razonable de has­
ta dónde llegan dichas actuaciones del Estado, ya que si nos atenemos 
a que intervenga cuando existan fallos de mercado y donde prevalezca 
una necesidad social, el campo sería interminable. Así, Sotero propo­
ne unas áreas de actuación - mínimas pero necesarias- en las que la 
intervención estatal no sería exagerada, pero tampoco limitada. 

Dichas áreas son: sanidad, vivienda, educación , pensiones y seguro 
de desempleo. Con esta óptica dejaríamos fuera diversos sectores y 
actividades económicas en las que el Estado puede intervenir de algún 
modo, pero no totalmente. Lo que sucede es que las áreas que mencio­
namos se relacionan con el modelo de bienestar y son las que deberían 
ser competencia exclusiva estatal. Luego, habría otras áreas en las que 
la intervención se limitaría a aquellos aspectos en los que urgiera una 
mediación al poder del mercado para satisfacer necesidades sociales y 
garantizar ciertos derechos. 

Este el caso de las telecomunicaciones, en donde, como veremos 
con más puntualidad, el Estado se ha reservado para sí ciertos segmen­
tos para su actuación, pero la actividad en sí misma está liberalizada, 
como describiremos con detalle también más adelante. 

29Sotero 11999: 347] nos recuerda que hay autores que prefieren la expresión Welfarc debido 
a que la consideran "más cercana a su auténtico significado, relativo al sentido de acción y diná­
micas reales, como la existencia de un sistema político y social fundado sobre principios, reglas 
e insti luciones que as piran a promover la realización del bien común". 
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Ahora bien, en cuanto al carácter de las actuaciones, vemos que 
puede ser de tipo económico o social,30 ya que, por un lado tendrá 
que financiar ciertos gastos para cubrir la necesidad social y proporci­
nar con toda calidad y garantía "una serie de servicios sociales míni­
mos" [Sotera, 1999: 350] ; y, por otro, llevar a cabo una labor social de 
difusión , formación, experimentación, etcétera, a fin de que los ciuda­
danos31 aprovechen y hagan buen uso de dichos servicios. 

En fin, para sintetizar un poco el carácter que debería tener el 
Estado de bienestar en cuanto a la política económica que se plantee, 
apuntaremos una serie de condiciones que describe nuestro autor, para 
delinear la misma. Así, serían vitales los siguientes elementos: 

a) Intervención estatal para garantizar el empleo en una medida razonable; 
b) Garantía de una serie de "servicios sociales universales" mínimos rela­
cionados básicamente con los sectores que citamos para intervención 
mínima del Estado, esto es, educación, vivienda, sanidad y otros, entre los 
cuales podríamos añadir, el sector que nos interesa aquí; 
e) Compromiso estata l para avalar un nivel de vida aceptable de Ja pobla­
ción, pero como un derecho social y no como una dádiva fibidem: 351). 

Respecto del último punto, el autor menciona que se debería desarro­
llar una política de reducción significativa de la pobreza y la margina­
ción y nosotros añadiríamos que igualmente sería deseable y necesaria 
una acción pública que favorezca los elementos morales y sociales del 
individuo. Es decir, que no sólo se vea reducida la pobreza, sino tam­
bién que puedan incrementarse los servicios sociales que apoyen al 
ciudadano en materia de valores, cultura, formación y otros. Todo ello 
para que la sociedad pueda desarrollar herramientas útiles en el propio 
disfrute del abandono de la pobreza. A todos estos factores pueden y 
deben contribuir no sólo las telecomunicaciones, sino los medios de 
comunicación y las tecnologías de la información en general. 

Finalmente, el autor nos especifica que, según los modelos eco­
nómicos que imperan en la actualidad, el Estado de bienestar corre 

30 En telecomunicaciones, y sobre todo en cuanto a l servicio universal, ambos tipos de actua­
ciones son clave para su correcta aplicación. 

3 1En este contexto se d esarrollaría la llamada "uni versalización de l carácter de ciudadano" 
de la que hablaba el propio Solero, segú n ci tamos an tes. 
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el riesgo de concluir debido al aplastante embate de las fuerzas del 
mercado que perseveran por otros fines menos los sociales. Pero existe 
la alternativa y se puede ver del siguiente modo: 

Entendemos que la solución para que el Estado de bienestar no desapa­
rezca (aunque sólo sea en su contenido teórico) pasa por su misma rede­
finición o, dicho de otra forma, por la búsqueda de una tercera vía entre 
la intervención de los sectores público y privado. 

La búsqueda de esta tercera vía pasa, desde luego, por varios nive­
les. Hay muchas opiniones al respecto y propuestas también, pero no 
nos detendremos en semejantes consideraciones porque se escapa del 
objetivo de nuestra investigación. No obstante, cabe señalar que des­
de nuestro punto de vista esa nueva vía se podría poner en práctica 
siempre y cuando se pensara en buscar un equilibrio en la interven­
ción estatal, en el modelo económico, en la prestación de servicios y 
en la garantía de los derechos individuales y sociales. Pero más aún en 
impulsar una economía fuerte y sólida para hacer frente a todas las 
respuestas que un gobierno tiene que dar. 

Aunque pudiera sonar extraño, la idea del Estado de bienestar se 
puede consolidar únicamente si se garantiza la libre circulación de 
mercancías y la liberalización de la economía , es decir, si se parte del 
modelo liberal, pero no a ultranza y sin control, en donde sólo el mer­
cado gobierne. Depende, más bien , de un Estado liberal, pero que pro­
teja los intereses de sus ciudadanos mediante los beneficios que pueda 
obtener. Que se liberalicen ciertas áreas de la economía no implica 
desregulación y libertad total, sino libertad con control. Y resultante 
de esto, puede sobrevenir un fortalecimiento económico que permita 
al Estado hacer frente a las necesidades sociales. 

Aclarado este marco, podemos abordar el tema de manera más con­
creta. Esto es, una vez que han quedado claros los fundamentos econó­
micos sobre los que se han delineado y fomentado las políticas de tele­
comunicaciones, podemos pasar a describir éstas y después los procesos 
que se desarrollan en la Unión Europea (liberalización, armonización, 
medidas correctoras, etcétera). 
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Pero antes de eso y debido a que las políticas de telecomunicaciones 
son políticas públicas, describiremos de lo que es una política pública y 
luego lo que es una política industrial. La razón es que ambas definicio­
nes nos proporcionan el marco concreto de las políticas de telecomuni­
caciones. La política económica ha sido nuestro marco general. 

LAS POÚTICAS PÚBLICAS 

En principio, será necesario delinear el concepto de políticas públicas, 
ya que las mismas son el marco desde el cual se desarrollan luego las 
políticas industriales y, más tarde, derivadas de ambas, las políticas de 
telecomunicaciones. 

Las políticas públicas han sido definidas desde distintos ramos de 
las ciencias que se enfrentan a su conocimiento y comprensión cons­
tante, pero sólo nos centraremos en las que se desprenden de la Econo­
mía y de la Ciencia Política, debido a que son las que nos proporcionan 
elementos más propicios para reconocer el tema que nos ocupa. 

En este sentido, las políticas públicas son definidas, primariamen­
te, como todas aquellas decisiones que el gobierno de un país, en su 
calidad de autoridad administrativa, tiene que tomar para cumplir con 
sus funciones y con el papel que tiene asignado como tal. 

En consecuencia, una política pública refleja la decisión que tiene 
que afrontar el aparato gubernamental y administrativo de un país para 
cumplir con su labor como gestor de las demandas colectivas y de las 
acciones que debe realizar para su propio funcionamiento. Contiene, 
de manera más amplia, la serie de acciones que desarrolla un gobierno 
para hacer efectivo un objetivo "en relación con un problema o con­
flicto social" [Chaqués, 2004: 1]. 

Hay autores incluso que definen de manera más general una po­
lítica pública, simplemente diciendo que es "todo aquello que los go­
biernos deciden hacer o no hacer". 32 En lo que sí coincide la doctrina, 
evidentemente, es en que cijchas políticas sólo las puede instrumentar 

32 Esta defin ición procede de Oye [1984:11 que está citado por Chaqués [2004] al abordar las 
conceptualizaciones de las políticas públ icas. 
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una autoridad "investida de poder público y de legitimidad guberna­
mental" [loe. cit.], lo cual significa, en términos sencillos, que sólo las 
autoridades gubernamentales y estatales pueden tomar esas decisio­
nes. En definitiva, las políticas públicas suponen la actuación central 
e insustituible del gobierno.33 

Por otra parte, es imprescindible destacar que las decisiones no sólo 
pueden significar una acción, sino también que alguna no se lleve a cabo. 
Esto supone que las políticas públicas están orientadas a solucionar un 
conflicto, por ejemplo, pero también a que no se produzca el mismo. 

Una política pública, en estos términos, refleja una serie de "actos 
y no actos comprometidos de una autoridad pública frente a un proble­
ma" o un área de su competencia [Ogando y Miranda, 2002: 15]. 

Las políticas públicas (en inglés, policy) se caracterizan además por 
que implican una cantidad de recursos financieros y de capital huma­
no que responden al delineamiento de un programa puntual y tienen 
una "orientación normativa" que puede traer como consecuencia el 
que se mantenga una condición o situación o, por el contrario, que 
se modifique. Lo cierto es que, en un sentido u otro, afectan a toda la 
sociedad por completo [ibídem: 2). 

Luego, dependiendo del enfoque teórico que se utilice para ana­
lizar las políticas públicas, éstas revisten ciertas características. Por 
ejemplo, desde el punto de vista del enfoque racional, "la interrela­
ción entre el conocimiento científico y la acción el gobierno" es un 
factor indispensable para que las políticas públicas sean eficaces. Ya 
en párrafos anteriores mencionamos, por ejemplo, que la realidad eco­
nómica necesitaba contar con unos fundamentos teóricos sólidos para 
apoyarse y evolucionar de forma más satisfactoria. 

Pero el enfoque racional, según la doctrina que recién citamos, 
insiste en que el gobierno debe actuar conforme a la razón (lo cual 
reduciría la subjetividad en sus actuaciones) y que son los expertos 
quienes deben perfilar los programas de las políticas públicas de "for­
ma objetiva y eficiente" para que los gobiernos solamente las revisen y 
las pongan en práctica (este proceso se lleva a efecto por medio de las 

33Cabe mencionar que aquí no hablamos de Estado, sino de gobierno, porque es éste el que tie­
ne que asumir las riendas administrativas de un país y, por ende, es el que toma las decisiones. 
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instituciones). Sin embargo, lo más interesante de este enfoque es que 
plantea la fortaleza del gobierno en cuanto al criterio y ecuanimidad 
al momento de llevar a cabo las políticas públicas. En este sentido, a 
pesar de lo difícil que es la realidad económica y social, e incluso del 
carácter cambiante que pueda tener, se parte de que "el decisor puede 
superar cualquier decisión por controvertida que sea en términos ideo­
lógicos o de valores" [ibídem: 7]. 

Cuando analicemos las políticas de telecomunicaciones de las dos 
áreas geográficas que nos interesan y hagamos un repaso de las mismas 
en los distintos países (abundaremos por supuesto en los casos español 
y mexicano) veremos cómo esta máxima se cumple en ciertos aspectos y 
momentos y se incumple en otros tantos. 

La explicación de que el enfoque racional no acierte en todas sus 
formulaciones es, simplemente, que las políticas públicas se llevan a 
cabo en terrenos reales y cambiantes y no en una tabula rasa, en donde 
no hay elementos que desconfiguren los objetivos perseguidos o no se 
presenten factores políticos o sociales que presionen para modificar o 
anular las políticas. La verdadera tabula en la que actúan los gobiernos 
y, por ende, las políticas establecidas para un caso u otro, está llena de 
movimientos, vicisitudes, actores y agentes que pueden hacer cambiar 
incluso los programas establecidos a priori. 

En este sentido, además del plano racional, es inexorable la contri­
bución de la política para "garantizar el debate y la deliberación entre 
los actores implicados" [ibídem: 10]. El conjunto ideal sería entonces: 
razón y política. En nuestra opinión, algunos de los países analizados 
han conseguido un equilibrio interesante en cuanto a esos dos aspec­
tos. Un ejemplo de ello es Canadá, en donde se ha logrado mantener 

, un alto grado de desarrollo del sector telecomunicaciones (algo que 
se englobaría en el plano racional), sin soslayar la protección de los 
derechos de los consumidores, en donde el servicio universal es uno 
de los más completos del mundo (lo que se circunscribiría al ámbito 
político). 

Por otro lado, se encuentra el enfoque teórico de los "intereses y 
grupos" que agrega nuevos elementos a la definición de las políticas 
públicas y por lo tanto , mejores perspectivas para el entendimiento 
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del problema que nos ocupa. El enfoque de los intereses y grupos, 
siguiendo con Chaqués, nos propone "entender las políticas como un 
proceso de negociación e interacción constante" entre la autoridad 
gubernamental y los grupos de la sociedad. Esto implica que el poder 
político no sólo lo ejerce, en términos reales, el gobierno, sino también 
los actores sociales afectados por las políticas y que interactúan para 
modificar su contexto. 

En este último tipo de análisis se destaca mucho más la presencia 
de la sociedad y se centra en ella, hasta el punto de sostener que los 
grupos sociales siempre tienen el poder de influir en el resultado po­
lítico. Es un elemento nuevo y muy acertado si tomamos en cuenta lo 
que existe en el terreno de la realidad empírica. La sociedad realmente 
presiona, no sólo mediante las organizaciones y las instituciones po­
líticas que la representan, sino también con las acciones individuales 
que le confiere la realidad política, como por ejemplo el voto o su par­
ticipación en cualquier tipo de calificación sobre los actos de gobierno 
o sobre su calidad de vida y sus derechos. 

En el caso de las políticas de telecomunicaciones, las acciones 
gubernamentales también responden a las acciones ciudadanas y de 
consumidores y usuarios. Podemos mencionar en este terreno el uso 
de determinada tecnología de la información en detrimento de otra, la 
elección de un operador para la prestación de un servicio y no de su 
competidor, las quejas y actos que los usuarios llevan a los tribunales, 
las propuestas que la sociedad civil hace a las autoridades reguladoras 
y parlamentarias en los distintos países y hasta las protestas y reclama­
ciones de las organizaciones no gubernamentales que luchan en pro de 
los derechos de los consumidores en el sector. 

Un ejemplo de ese tipo de organizaciones es la Asociación de In­
ternautas en España, cuyo objetivo es abanderar los derechos de los 
usuarios de telecomunicaciones e internet. Está conformada por per­
sonas que hacen uso de diversos servicios de la sociedad de la infor­
mación y que se han unido "para defender mejor entre todos nuestros 
intereses frente a las grandes compañías", aunque también para pre­
sentar los argumentos necesarios a las autoridades correspondientes. 
Su acta fundacional dice así: 
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Constituir la Asociación de Internautas[ ... ] cuyos fines serán, de acuerdo 
con el artículo 51 de la Constitución, la defensa de los derechos de los 
usuarios telefónicos y telemáticos, por constituir servicios de uso común, 
ordinario y generalizado, así como la asistencia a los poderes públicos en 
las cuestiones que puedan afectar a aquéllos.34 

Por supuesto, las actividades y el funcionamiento de esta Aso­
ciación han supuesto un elemento de participación ciudadana que 
afecta las decisiones y las políticas del gobierno y, en algunos casos, 
de la Comunidad Europea. Ante la reforma al paquete de telecomuni­
caciones de 2002, que comentaremos en el capítulo 2 y que en 2008 
se encontraba en proceso legislativo, organizaciones como la de inter­
nautas y algunas otras se han puesto en movimiento para "preservar 
las libertades y los derechos fundamentales en internet" [Asociación 
de Internautas, 2008]. En este sentido, la Al ha realizado muchas otras 
acciones y campañas durante todo el proceso de revisión del paquete 
de telecomunicaciones, que tuvo su primer proceso de aprobación por 
el Parlamento Europeo en septiembre de 2008. 

Las acciones y participación ciudadana en las formas mencionadas 
y muchas otras permiten completar las decisiones adoptadas en cuanto 
a las políticas sectoriales, de telecomunicaciones y, en particular, en 
materia de servicio universal. La Comunidad Europea y Canadá toman 
en cuenta las propuestas de los usuarios y/o las costumbres y usos con 
respecto a las TIC para ampliar el contenido del servicio universal o 
reconfigurar lo. 

Veamos ahora cómo los ciudadanos adoptan ciertas actitudes res­
pecto a las políticas públicas a partir de los resultados de éstas y de los 
hechos, ya que para ellos lo que vale es la forma en que viven y de su 
acceso a tales o cuales bienes o servicios. El análisis de las actitudes ciu-

' dadanas se encuentra rigurosamente justificado por el debate actual sobre 
el papel del Estado en la sociedad, lo cual afectaría también la discusión 
que hemos esbozado en referencia al papel del Estado en la economía y 
las opciones de intervención. 

34Acta Fundacional de la Asociación de Internautas. Para más información véase su pá­
gina web, en donde también pueden verse sus estatutos y los diferentes temas que aborda en 
la actual idad. Consultado el 15 de noviembre de 2008, disponible en: http://www.internautas. 
org/pagweb/3. h tm 1 
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De igual manera, la actitud de los ciudadanos ayuda a comprobar 
la falta de legitimidad de determinadas acciones del gobierno y sus 
instituciones, a la vez que coadyuva a remediar esa misma situación. 
Así, los esfuerzos del gobierno por legitimarse y legitimar sus acciones, 
políticas e instituciones "obligan a volver la vista hacia las percepciones 
y las preferencias de los miembros de la sociedad respecto a su natu­
raleza y a su funcionamiento" [Del Pino, 2004: 239]. Paulatinamente 
iremos viendo la forma en que esto se produce. 

Asimismo, hay otros factores que resaltan el interés por fijar la 
atención en las actitudes ciudadanas debido a que pueden estar orien­
tadas a los niveles macro y micro. En el macro encontraríamos todas 
las evaluaciones que tienen que ver con las políticas públicas como 
tales, mientras que en el micro se englobarían las actitudes referentes 
más a la vida cotidiana (como es el caso de la recepción de un servicio 
o bien, por ejemplo). 

Para acercarnos más al objeto de nuestra investigación digamos 
de paso que el nivel macro estaría constituido por las políticas de te­
lecomunicaciones en general, al tiempo que en el micro se hallarían 
las valoraciones de los individuos respecto a la prestación del servicio 
universal, en donde nos daríamos cuenta de la calificación que ellos 
le dan a los elementos que lo componen: accesibilidad, asequibilidad 
y calidad. Es decir, no es lo mismo que la normativa vigente establezca 
que el servicio universal de telecomunicaciones tiene que contar con 
estas tres características, a que los ciudadanos que son beneficiarios de 
dicho derecho realmente encuentren este servicio accesible, a precio 
razonable y de calidad. 

En cuanto a las conclusiones de los estudios sobre las actitudes 
ciudadanas ante las políticas públicas, destacaremos uno que analizó 
las respuestas de la sociedad española ante aquéllas. 

La primera conclusión que se desprende del análisis , efectuado 
por Del Pino [2004: 240], es que los ciudadanos españoles se rigen por 
estereotipos añejos referentes a la administración pública, de lo cual 
se deriva una calificación general negativa para sus políticas. Dichos 
estereotipos están relacionados con la imagen de mal funcionamiento 
de las instituciones del gobierno, su ineficiencia, su burocracia y el 
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despilfarro de los recursos. Todo esto lleva a una primera idea y es que 
el perfil español (aunque la autora demuestra que no sólo sucede en 
este país) es burófobo. 

No obstante, si el análisis se realiza con más minuciosidad y de 
modo menos general35 "aparece un discurso más complejo y una ima­
gen más rica y, sobre todo, más positiva" [ibidem: 241] de las políticas 
públicas y la Administración que las pone en práctica. 

Del mismo modo, si se consulta a los ciudadanos sobre políti­
cas públicas más generales y menos concretas se tienen respuestas 
más negativas, mientras que si se les pregunta sobre determinadas 
actuaciones en campos precisos se aprecia una mayor diversidad de 
respuestas. En este sentido, si interrogamos a un individuo sobre la 
política fiscal en general es normal que dé una respuesta más pobre 
y más opositora que si le pregunta sobre un aspecto de la política de 
salud, como puede ser la atención sanitaria en los hospitales. En el se­
gundo caso, las respuestas serán más variadas según las experiencias 
de cada uno de los interrogados y las percepciones que tengan sobre 
ese servicio en particular. 

Los ciudadanos tienen una doble actuación en las políticas públi­
cas, lo que refuerza la idea expuesta de que los individuos interaccio­
nan con el gobierno para la creación y delimitación de aquéllas. La 
doble actuación sería como evaluadores en un cierto punto (que en el 
caso español suele provenir de una actitud muy crítica) y como deman­
dantes de la actuación gubernamental, esto es, del Estado de bienestar 
y de la intervención (no sólo en economía, evidentemente). 

La contradicción principal a la actitud descrita viene cuando, en 
el mismo estudio, se encuentran actitudes relacionadas con un este­
reotipo adicional: que lo privado funciona mejor que lo público. Esto 
es consecuencia, a su vez, del estereotipo de la supuesta ineficiencia 
pública, pero que adquiere un matiz importante cuando hablamos de 
la realidad económica actual, en la que las privatizaciones de empresas 
públicas, y sobre todo de telecomunicaciones, tema que abordaremos 
más adelante, desempeñan un destacado papel. 

3' La autora dice que se llega a esto analizando el complejo gobierno-administración como 
conformado con diversos componentes y no como un lodo único e indivis ible. 
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Es así que los ciudadanos esperan que las autoridades les garanti­
cen que las políticas públicas se orientarán al beneficio social, pero al 
mismo tiempo estarán sugiriendo que las empresas privadas deben ser 
las que se encarguen de gestionar ciertos servicios. 

Puede que de la actitud anterior, aunque no sólo de ella por supues­
to, proceda el hecho de que el servicio universal de telecomunicacio­
nes está regulado y resguardado por el Estado, pero las encargadas de 
proveerlo son las empresas públicas de cada territorio. Es un aspecto 
de la política de telecomunicaciones y el que más nos interesa, pero 
también pueden encontrarse otros, como el de la tarifa plana o la pro­
tección de datos de tráfico, ya que las políticas están dirigidas por la 
autoridad administrativa, pero siendo que van dirigidas a la sociedad 
se garantizan unos elementos, mientras que los que las acatan son los 
actores empresariales. 

También por ello las telecomunicaciones han adquirido distintas 
formas en las décadas pasadas, conforme ha evolucionado el proceso 
de liberalización del sector, por lo cual el Estado ha delegado parte de 
su jurisdicción y gestión, pero no se ha prescindido del todo a favor 
de la iniciativa empresarial, sino que, de diversas formas, se continúa 
otorgando a los ofrecidos por el sector la condición de servicios orien­
tados a la sociedad (sobre todo en el entorno europeo). 

Así, por ejemplo, en España las telecomunicaciones fueron con­
sideradas en la Ley de Ordenación de las Telecomunicaciones (LOT) 
o Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Telecomu­
nicaciones (BOE de 19 de diciembre de 1987) servicios esenciales de 
titularidad estatal reservados al sector público. Asimismo, en la Ley 
General de Telecomunicaciones (LGT) de 1998 se les señala como ser­
vicios de interés general, mientras que en la vigente LGT de 2003 se les 
sigue considerando de la misma forma, aunque con los matices que 
observaremos en el capítulo 2. 

La consecuencia de esto, volviendo al estudio de Del Pino [2004: 

242], es que los ciudadanos valoren, en general, de manera positiva 
los servicios públicos en España. Pero en el caso de este país inter­
viene además un elemento de gran importancia y es el referente a la 
"progresiva construcción de un sistema federal [que] ha modificado 
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las actitudes hacia las instituciones administrativas". Es decir, que las 
administraciones autonómicas (el equivalente a las de los estados fe­
derados en otros países) sustentan un papel relevante en cuanto a los 
ciudadanos, ya que éstos consideran que son aquéllas las que tienen 
un deber esencial en cuanto a los servicios públicos. 

Las principales conclusiones de lo que los ciudadanos opinan en 
la diferenciación de la Administración central y las autonórnicas,36 se 
resume en los puntos siguientes: 

o) Los eslereolipos recaen en la Adminislración general, pero desaparecen 
progresivamenle en las autonómicas, aunque la principal "garantista" es 
la primera, la que vela por el interés general de modo más efectivo; 
b) Las administraciones de las CCAA37 han empezado a fraguarse una figura 
positiva,38 aunque con mucha exigencia ciudadana y con la denominación 
de que son las principales encargadas de Ja preslación de servicios; 
e) Los ciudadanos solicitan una mayor receptividad por parte de las admi­
nistraciones locales y desean ser tenidos en cuenla,39 pero s iguen pensando 
que son las autonomías las que deben preslar los servicios [ibídem: 243). 

Sobre este último particular vernos, sin embargo, que en referente 
al servicio universal las autoridades locales españolas han establecido 

36Es imporlanle la anotación respecto a las aclitudes de los ciudadanos frenle a la Adminis­
tración porque, según veremos en su momento, la misma puede influ ir en los procesos de loma 
de decisiones. De esla manera, si una política de telecomunicaciones concreta es aplicada por una 
autoridad local, por ejemplo, y los ciudadanos no coníían en la misma, liene más posibilidades 
de no ser aceptada y de no cumplir con sus objetivos que si es llevada a cabo por un autoridad 
aceptada en el terreno en que se implante la política. 

37 Aunque este estudio se refiere a las CCAA españolas y el resto de las conclusiones lambién, 
tienen elementos teóricos que pueden servir como marco para otros países, no sólo de la UE. Así 
quedará de manifiesto en los capítulos correspondientes. 

38Eslo parece obedecer a lo reciente de su creación que hace que los ciudadanos las vean 
con "una imagen dinámica, más moderna y eficazn [Del Pino, 2004: 243). 

39Este difuso "ser tenidos en cuenla" que caracteriza a los ciudadanos españoles frente a la 
Administración y que concluye Del Pino [ibidem: 247[, sería la traducción de la part icipación 
ciudadana y de la demanda de "receptividad generalizada a todas las adminislraciones públicas". 
Los ciudadanos loman esta aclilud, pero no tanto la de implicación de modo más activo en las de­
cisiones, o por lo menos, no de manera generalizada. De este modo, "no puede decirse que exisla 
malestar generalizado con las instituciones admin ist rativas ni sus componen tes. Aunque desde 
el punto de vista de algunos autores que han valorado la democracia española sería deseable un 
mayor interés e implicación de los ciudadanos en la cosa pública, no puede negarse la existencia 
de una general y mayoritaria aceptación de los grandes procesos por los que en los últimos años 
ha atravesado el sistema polftico español". 
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programas de apoyo a este derecho, en cumplimiento de la multici­
tada "Sociedad de la Información para todos" que estudiaremos en 
otro apartado. Hay ejemplos en los que pequeños ayuntamientos han 
dictado sus propias políticas en este sentido y abierto, por ejemplo, 
lugares de acceso público a internet para la consecuente aplicación 
de la ley en cuanto a la nueva consideración de servicio universal. 

Ahora bien, si retomamos el asunto del Estado de bienestar, se ob­
serva en el estudio que abordamos ahora que los ciudadanos optan por 
pensar que es mejor que exista como tal, es decir, como un "modelo 
público de bienestar". Ello a pesar de que se les insiste en la necesidad 
de establecer impuestos para sostenerlo. Esta defensa está relacionada 
con la tendencia e inclinación por "valores como los de equidad y uni­
versalidad, que se entienden mejor representados por las instituciones 
públicas" [ibidem: 244]. Por supuesto que ambos valores tienen que ver 
con nuestro tema de estudio. 

Incluso la autora del estudio sostiene que la valoración positiva 
general respecto a las administraciones y la provisión de los servicios 
(en donde por supuesto se incluyen los de telecomunicaciones) es la 
razón de que los ciudadanos "confíen en la democracia". 

Si vinculamos estas aseveraciones con el tema que nos ocupa, po­
demos darnos cuenta de que son perfectamente aplicables si conside­
ramos que el servicio universal ha sido hasta ahora el componente de 
una política de telecomunicaciones en la que los ciudadanos apenas 
participan. Si nos atenemos a la fórmula propuesta hace poco, pensa­
ríamos en unos individuos que coadyuvasen en la génesis y evolución 
de las políticas públicas referentes al servicio universal, colaborando 
con propuestas, opiniones y evaluaciones de lo que ellos consideran 
sobre este derecho. La percepción sobre la prestación del servicio que­
daría mucho más clara y podría mejorarse su gestión. 

La consulta a la sociedad en cuanto a las políticas de telecomunica­
ciones es una tarea que ya llevan a cabo las entidades reguladoras de este 
sector, como es el caso de la Comisión del Mercado de las Telecomunica­
ciones (CMT) o la Federal Communications Commission (FCC), que anali­
zaremos con más detalle en el capítulo 3. Lo que habrá que distinguir es 
en qué medida se consulta a los ciudadanos sobre su percepción sobre 
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el suministro del servicio universal y se les incluye en la formulación de 
políticas. Son los ciudadanos los que pueden dar una buena pauta sobre 
las decisiones adoptadas en el terreno, pues son quienes hacen uso del 
servicio y, si se considera la inclusión de internet en el servicio univer­
sal, quienes deben participar en la orientación de la puesta en marcha de 
programas de acceso a la red, mediante la expresión de su experiencia. 
Sobre este tema ya abundaremos más adelante. 

En cuanto a la participación de la que hablábamos antes, Del Pino 
nos indica que en términos de equidad también hay que tomar en 
cuenta la inclusividad. Con esta noción, no sólo podrían participar los 
ciudadanos que más oportunidades tienen de hacerse escuchar, sino 
también todos aquellos que cotidianamente no tienen voz ni voto en 
ningún nivel de decisiones. En términos de telecomunicaciones, hacer 
participar a los menos favorecidos implicaría una reducción lógica y 
significativa de la llamada brecha digital. 40 

Todos estos elementos y el estudio analizado sobre las actitudes 
ciudadanas favorecen la comprensión del enfoque teórico de los in­
tereses y grupos, en donde la sociedad desempeña un papel esencial. 
Como hemos visto, ese papel tiene muchos matices y caras, así que el 
enfoque nos permite acercarnos de modo satisfactorio al problema de 
las políticas públicas y la sociedad, que nos ha interesado de manera 
especial por razones de nuestro objetivo en la investigación. 

Ahora bien, para continuar con el asunto de la evaluación de las 
políticas públicas, pasemos a un nuevo estudio [Ogando y Miranda, 
2002) sobre el particular que permiten definir los diversos modos de 
hacer aquélla, así como otros conceptos interesantes. 

La diferenciación que presentan las autoras respecto a los modos 
de evaluar nos deja claro que es muy distinto hacer una revisión de 
políticas financiadas con fondos públicos que con los privados, o que 
hay una radical distancia entre una autoevaluación y otra proveniente 
de agentes externos. De este modo se pone de manifiesto que en la 
prestación del servicio universal se podrían encontrar elementos de 

40Ya que como sostenemos en este trabajo y lo hemos hecho en otros, la brecha digital no 
sólo consiste en las diferencias en el acceso físico a un terminal de red, sino a las distinciones 
en cuanto a las capacidades y aptitudes que un individuo puede tener para hacer efectivo y real 
djcbo acceso. 
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dificultad a la hora de evaluar, ya que se parte de una política de te­
lecomunicaciones pública, pero cuyos suministradores son privados 
(aunque debemos tomar en cuenta los Fondos de Servicio Universal 
que hay en los distintos países). En el caso de otros aspectos de lapo­
lítica de telecomunicaciones la cuestión es diferente. 

Es fácil comprender que la evaluación tiene que corresponder a quie­
nes financian los distintos programas sujetos a calificación. En el caso de 
las políticas públicas, serán, evidentemente, los ciudadanos quienes con 
sus impuestos hacen posible las mismas y quienes tienen la posibilidad 
e incluso, podríamos decir, la obligación de decir lo que les parecen. 

Desde la perspectiva anterior, la evaluación se hace más que ne­
cesaria para "valorar la eficacia, la eficiencia y los efectos reales" de 
las políticas en cuestión y, por tanto, de la intervención estatal. Aquí 
es donde nos podemos centrar a fin de completar el acercamiento a 
nuestro objeto, sea o no que las autoridades busquen las consecuen­
cias que se derivan de sus políticas y sea que tomen en cuenta o no 
(aunque al parecer se está haciendo cada vez más a menudo) la opinión 
ciudadana. 

Podemos asumir, así, que además de los fallos de mercado como 
factor destacado en la toma de decisiones para una intervención esta­
tal, también prevalece o debe prevalecer, en mayor medida en lo suce­
sivo, la evaluación de los individuos. Quizá por ello: 

[ ... ) se han puesto en marcha otros sistemas de evaluación que conciben 
ésta como una herramienta para la gestión, contribuyendo a avanzar hacia 
una "cultura de calidad" en la Administración pública y a la considera­
ción del ciudadano como cliente, y no como administrado, donde la cre­
dibilidad y la transparencia se perfilan como las principales pautas de 
comportamiento. En este marco es en el que debemos situar la evaluación 
de políticas y programas públicos, que se convierte en una práctica esen­
cial en esta nueva forma de entender la acción pública [ibídem: 15). 

En este punto encontramos una nueva relación con el tema que 
nos ocupa, ya que la calidad viene a ser un factor de imprescindible 
importancia para configurar y brindar el servicio universal, pues para 
las normativas europea y española constituye un elemento sine qua 
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non del mismo. Además, la consideración del ciudadano como cliente 
nos enlaza con la condición que adquiere el mismo en las telecomu­
nicaciones , donde, al tomársele como "usuario" se le reviste más del 
segundo matiz que del primero. 

La principal causa de lo anterior radica en que las telecomunica­
ciones han ido adquiriendo con el tiempo, y de modo cada vez más 
acentuado, la categoría de negocio, misma que predomina en la confor­
mación de las reglas para el mantenimiento de los servicios de interés 
general. Es decir, en la prestación de los mismos, el individuo tendría 
prioritariamente el carácter de ciudadano que ejerce ese derecho al 
recibir el suministro. En cuanto las telecomunicaciones se consideran 
mucho más como un negocio, el mismo ciudadano se va convirtiendo 
en usuario o consumidor. Tal como se va describiendo en las sucesivas 
directivas y leyes al respecto en la Unión Europea (uE) y España que 
estudiaremos en su momento. 

Según especificamos, las políticas públicas tienen que ver con 
actos y omisiones de gobierno, así que en esta misma dinámica resal­
temos dos apartados de dicha actividad o carencia de ella: la gestión 
interna y la gestión de políticas públicas [loe. cit.]. La primera radica 
en el desplazamiento que hace la autoridad pública de sus recursos, 
esto es, en forma de "realizaciones materiales de forma de producto o 
servicio", lo cual se regula internamente y se apoya en herramientas 
como la contabilidad, los recursos humanos o la informática. 

En este sentido, las acciones gubernamentales tendrían poca dife­
rencia con la actividad privada y empresarial. 41 Pero para reconocer 
una distinción esencial, tenemos que añadir que "la empresa es intro­
vertida [ ... ] la autoridad pública es extrovertida" [ibídem: 16], debido 
a que esta última se debe a la sociedad. Pero sobre todo, porque sus 
acciones y sus "productos" están sometidos y dirigidos a la "solución 
de problemas o al logro de objetivos externos", pero más aún para 
producir ciertos efectos. Esta aseveración se debe a que las políticas 

41 Con el uso de las herramientas indicadas, se puede "asegurar una relación entre los me­
dios consumidos y los resultados que se desean obtener. Desde este punto de vista, la actividad 
de una autoridad pública no es diferente a la de una empresa. Ambas administran situaciones 
que se pueden valorar con parámetros de productividad, de costes y de eficiencia" [Oga ndo y 
Miranda, 2002: 161. 
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están orientadas a solucionar o hacer más eficientes ciertas condicio­
nes sociales y/o públicas e, incluso, a hacer desaparecer determinadas 
situaciones. 

Lo anterior se convierte rápidamente en el eje de la evaluación, ya 
que se trata, nos dicen Ogando y Miranda, de "transformar productos 
en efectos o impactos", ya que cada una de estas políticas públicas 
tienen consecuencias y conllevan una "alteración del estado natural 
de las cosas" en la sociedad. 

La evaluación en estos términos constituiría la fórmula para detectar 
los efectos y el nivel de cumplimiento de los objetivos trazados. Estos 
efectos se pueden plantear o expresarse de manera enunciativa, cualita­
tiva o normativa y en general aparecen en momentos muy posteriores al 
inicio de la actuación pública. Esta parte es la que nos interesa principal­
mente, ya que nuestro punto de vista para analizar el objeto de estudio 
planteado es el Derecho, que parte de la enunciación normativa. 

Por último, queremos abordar un tema que guarda relación con las 
políticas públicas desde un punto de vista más organizacional. Se trata 
de las llamadas "redes políticas" o policy network que en algunas cien­
cias sociales se ha popularizado para desarrollar la reflexión en torno a 
los niveles en que se articulan las políticas. En esencia, nos referimos 
a un concepto que intenta expresar "aspectos relacionales" del proceso 
de creación de políticas públicas [Chaqués, 2004: 36]. 

Las redes políticas suponen una serie de relaciones entre los acto­
res públicos y privados que se implican en ellas y que "interactúan a 
través de una estructura no jerárquica e interdependiente" con el ob­
jetivo de llegar a la consecución de los fines de las políticas públicas 
que los determinan y de las cuales provienen. De esta definición des­
taca de manera especial el tema de la interdependencia. Los objetivos 
propuestos por una política no pueden realizarse sin la misma. Entre 
los actores interdependientes podemos citar, de acuerdo con Chaqués 
[ibídem], a las propias autoridades gubernamentales que delinean las 
políticas y a otras elites políticas, grupos de interés, medios de comu­
nicación, grupos de expertos, etcétera. 

En cuanto a las telecomunicaciones aplicamos estos conceptos 
de la siguiente manera. El gobierno o las comisiones reguladoras (o 
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las autoridades nacionales de reglamentación, en la Unión Europea) 
plantean una política y definen los elementos en que ésta debe con­
sistir. Luego establecen las pautas a seguir para alcanzar los objetivos 
propuestos y, finalmente, determinan quiénes y cómo deben intervenir 
en la aplicación de la política. Disponen o se enlazan con los actores o 
agentes necesarios para llevarla a cabo, por ejemplo, los operadores de 
redes, otras entidades reguladoras (como los tribunales de derecho de la 
competencia de los respectivos países), los ciudadanos o usuarios de los 
servicios, los gobiernos locales, autonómicos o la Administración cen­
tral (dependiendo de dónde provenga la política y hacia dónde vaya) e 
incluso alguna organización o asociación afectada. Todos estos actores 
conforman redes que permiten la consolidación de los objetivos, o por 
lo menos se dirigen a ellos. 

En la gestión y prestación del servicio universal son varios los ac­
tores que tienen participación. Algunos son los citados en el párrafo 
anterior, pero veremos en el capítulo 2 todos los implicados. 

En resumen, la conformación de redes políticas hace referencia a 
una estructura en la que todos los actores son corno elementos de un 
todo que funciona mediante la mencionada interdependencia y en 
razón de metas comunes. 

Pero un aspecto que nos importa destacar más ampliamente es el 
relativo a las causas del desarrollo de las redes políticas. Una de ellas 
tiene que ver con la intervención del Estado en la economía y con 
garantizar ciertos resultados sociales, de lo cual hemos hablado pro­
fundamente páginas atrás. Dicha intervención precisa de elementos de 
apoyo e instancias que contribuyan al logro de los fines de la propia 
intervención y los elementos son los actores mencionados. 

La otra razón de la conformación de policy networks viene a ser la 
globalización, en virtud de la cual los gobiernos tienen que fortalecerse 
y hacer frente a sus retos. Con ambas razones de por medio, lo que las 
autoridades públicas logran con el diseño de políticas es mantener el 
Estado de bienestar (o las variantes que se quieran) y afrontar los pro­
blemas sociales nuevos o añejos, para todo lo cual la colaboración de 
entidades paralelas viene a resultar vital. En este sentido baste decir 
que la sociedad precisa cada vez con más fuerza la intervención estatal 
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[ibidem: 37) y la globalización es un proceso inexorable, todo lo cual 
trae como consecuencia que el Estado pierda parte de sus funciones 
originarias y la toma de decisiones se vea modificada, aunque sigue 
siendo el principal ente para ejercerla. 

LA REGULACIÓN PARA LA SOCIEDAD Y EL PAPEL DEL ESTADO 

Una de las políticas públicas que más interés reviste, y que además es 
la que se relaciona con nuestro tema de trabajo, es la política industrial. 
Ésta se encuentra estrechamente ligada a la política tecnológica de un 
país y por ello describiremos con una cierta ligazón ambos conceptos. 

Decíamos que aunque el mercado pueda tener muchas ventajas y 
funcionar muy correctamente, no obstante, nunca lo hace a la perfec­
ción. De esta manera, el Estado tiene que intervenir para paliar lo que 
en la teoría económica se conocen como "fallos de mercado"; ello me­
diante la creación de un "sistema jurídico institucional adecuado" [Ló­
pez de Castro y Ariño, 2001: 11]. Por añadidura, tiene que establecer 
también lo que se llaman políticas tecnológicas. Ahora explicaremos 
ambos aspectos. 

En primer lugar, en cuanto a la creación de un sistema jurídico, hay 
que tener en consideración los orígenes de las empresas públicas de 
telecomunicaciones y los campos en que se desarrollaron. Es bien sa­
bido que dichos campos no son nada perfectos, sino todo lo contrario, 
ya que tienen importantes barreras a la entrada,42 por naturaleza propia 
y en su seno son altamente viables los monopolios.43 

Las barreras a la entrada y los monopolios, son aspectos que nos 
incumbirán de modo considerable a lo largo de este estudio y por ello 

42 Nos referimos, especia lmente, a que para entrar a la competencia se exigen grandes inver­
siones, a que la oferta y la demanda son rígidas y a que la información es muy desigual ILópez de 
Castro y Ariño, 2001: 111, todo lo cual se resume en un grado mínimo de concurrencia. 

43Que se conforman, en principio, básicamente a partir de una de las barreras de entrada: 
las grandes inversiones. Este argumento se sostuvo por largo tiempo para que fuese ún icamente 
el Estado el gestor de las telecomunicaciones y, a l mis mo tiempo, se utilizó para lograr el efecto 
con trario, es decir, la liberalización. La explicación es la sigu iente: al convertirse en un mercado 
que necesitaba innovación tecnológica constan te, se asumió que los gobiernos no podían sino 
privatizar esos servicios para que fuese el capital de los particulares el que hiciese frente a estos 
desmesurados gastos, mismos que cada vez más se convertían en capital de lenta recuperación. 
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los introducimos desde ahora. Ambos, y algunos otros que se despren­
derán de forma natural de las definiciones, ayudan a conceptualizar 
con más certeza las políticas de telecomunicaciones y, en particular, 
ciertos procesos que hay en su seno, como es el caso de la liberaliza­
ción, por ejemplo. 

La función, por todo esto, del marco institucional es la de imponer 
limitaciones y deberes a todos los involucrados en el sector (en el caso 
que nos ocupa, principalmente operadores de telecomunicaciones) 
para generar un mercado que seguirá siendo imperfecto, pero más efi­
ciente en la gestión. La regulación del Estado es, pues, necesaria. No 
obstante, ésta debe ser sólo la estrictamente imprescindible, siempre 
decreciente, subsidiaria y que ejerza la función de complementarse 
con el mercado. 

Es por lo anterior que la regulación44 debe tener sus limitaciones, 
ya que "promueve el mercado, lo reconstruye donde ello es posible, lo 
defiende, pero no lo sustituye" [loe. cit.]. La regulación debe intentar 
obtener los beneficios que generaría el mercado, ahí donde tenga que 
actuar. En particular, y esto se encuentra estrechamente ligado al tema 
del servicio universal, en razón de que debe definir pautas de compor­
tamiento para ayudar a que se cumplan ciertos objetivos políticos, so­
ciales o económicos a seguir (como el establecimiento de las diferentes 
características de las zonas de cobertura o la implantación de medidas 
para someter a ciertas compañías a la obligación de prestar determina­
dos servicios); debe permitir la exigencia de estándares de calidad y 
seguridad (uno de los tres principales componentes del servicio uni­
versal, por ejemplo) y, aún más, incluso debe, en los casos en que sea 
necesario, fijar precios (otra de las características del servicio universal 
que tiene que ser defendida, esto es, la asequibilidad de las tarifas). 

Es aquí donde se ve claramente que la acción interventora del 
Estado y los conceptos de políticas públicas y evaluación que hemos 
desarrollado, tienen mayor importancia. En el resto de los aspectos la 
regulación debe intervenir, pero más bien para garantizar a la otra parte 

44 La regulabi lidad, definida por Lessig [2001: 50) "expresa la capacidad que posee el Estado 
para regular las conductas dentro de los límites de su competencia. En el contexto de interne!, 
expresa la capacidad que posee el Estado para regular las conductas de sus ciudadanos - y quizá 
de otros estados- en la red". 
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sus prerrogativas: la libertad y competencia empresarial y la genera­
ción de incentivos para las mismas. 

La última afirmación sugiere un asunto más, que en el tema de las 
telecomunicaciones es muy evidente y que vamos a tocar ahora por su 
cercana relación con el asunto que estudiamos. Se trata de lo siguiente: 
la regulación en los dos niveles mencionados es representada por dos 
entes y nos estamos refiriendo a las comisiones reguladoras45 y las au­
toridades de defensa de la competencia (como es el caso del Tribunal 
de Defensa de la Competencia y la legislación aplicable: Ley de Defen­
sa de la Competencia, para España). La actuación de cada una de ellas 
tiene que ser equilibrada y tener un cierto grado de independencia, am­
parando, desde luego, cada una los intereses que debe defender. Esto 
tiene que ser de esta manera, no sólo en virtud del resguardo de dichas 
prerrogativas, sino porque ambas instituciones tienen una función y 
una actuación política de cara a la opinión pública (la mencionada 
característica extrovertida de las políticas públicas y las actuaciones 
gubernamentales). 

Hay que tener en cuenta, sobre este último punto, que las funciones 
políticas para estos organismos se adjudican desde la Administración, 
ya que en materia de telecomunicaciones, los estados comportaban las 
funciones de regulador y de operador a la vez, de forma que "la autori­
dad política era juez y parte en el sector" [Martín Urbano, 1999: 38].46 

La existencia de tal concentración de funciones , permitía, sin embargo, 
un avance en la "estructuración territorial de las comunicaciones" [ibí­
dem: 39], así como en la consolidación del sector (que en un momento 

45 Llegados a esta parte, es preciso mostrar algunas precisiones alrededor de los términos 
regulación y desregulación. ''A) Éstos, efectivamente, se emplean en ocasiones, al menos en cuanto 
adjetivos, como sinónimos. Así, od ex, se habla de organismos reguladores para referirse, en rigor, 
a organismos desreguladores. B) En un sentido laxo - por contraposición a m ercado regulado-, se 
habla de mercados desregulados -como sinónimo de mercados libres- simplemente para contra­
ponerlos a mercados regulados, poco importa que antes hayan estado o no intervenidos por el 
Estado. CJ En un sentido más restringido y riguroso, la desregulación es precisamente el reverso 
de la regulación: es la intervención del Estado para liberalizar un mercado que anteriormente 
estaba regulado" [Ca lvo y Blanco-Morales, 2000: 153] (las cursivas de los autores) . El término 
desregulación también se relac iona con el de privatización. 

46Esta s ituación aún se mantiene vigente en países como Alemania. En su momento veremos 
cómo la Unión Europea ha expedientado a este país por su nueva Ley de Telecomunicaciones, de 
2007, precisamente por fungir como juez y parte. 
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dado llegó a ser insuficiente, lo que indujo a la liberalización, todo lo 
cual es muy importante en lo que a servicio universal se refiere). 

Asimismo, es de vital importancia destacar que precisamente para 
preservar una especie de garantía de servicio universal o de cobertura 
social de las telecomunicaciones, era que los gobiernos ejercían el 
control absoluto de las mismas. Paradójicamente, este es un argu­
mento que, al igual que el de las inversiones, se ha esgrimido para 
sustentar la liberalización del sector. Ya lo estudiaremos adelante con 
más detalle . 

En este punto es necesario hacer un paréntesis para hablar de 
las características de la regulación en el caso de internet, ya que nos 
hemos referido hasta aquí a algunos aspectos de las telecomunicacio­
nes en general. Hay que decir, obviamente, que la red no tiene como 
antecedente un proceso de liberalización en sentido estricto, ya que 
nace de manera fundamentalmente libre y sin control, aun cuando al 
principio estuviese ligada a la iniciativa militar y educativa de la que 
tanto se ha hablado cuando se alude a los orígenes de internet. 

También, porque en sus inicios no se trataba de un sector comercial 
cuyas actividades tuviesen que estar controladas y que luego formaran 
parte de un proceso de apertura mercantil, como fue el caso del sector 
de las telecomunicaciones La red, más bien , era una estructura aleja­
da de fines comerciales y, en la medida en que los ha ido adquiriendo 
(aunque no sean los únicos) es precisamente que se ha despertado el 
interés por regularla. 

De acuerdo con esto, Lessig [2001: 52, 58] observa dos tipos de 
"arquitecturas del ciberespacio" que suponen distintos grados de regu­
labilidad y, por ende, de control. Esto es, el carácter regulable o no de la 
red,4 7 depende precisamente de su arquitectura. La definición de ésta 
se concretaría considerando, por un lado, los principios y valores que 
defiende y, por otro, su diseño. La mezcla de ambos factores y la pro­
porción que cada uno tenga permitiría que las conductas al interior de 
los dos tipos de arquitecturas o de los dos tipos de red, sean regulables 

4 7 A lo largo de su libro, el autor intenta demostrar que se está pasando de un "espacio irregu­
lable hacia otro altamente regulable" por lo que denomina "el código".Y en otra de sus obras más 
importantes, Cultura libre, sigue analizando estas cuestiones, siempre con un sentido crítico. 
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-con mayor facilidad- o no. La diferencia entre ambas posibilidades se 
sostiene en "una cuestión de código,46 una diferencia en el software". 

La propuesta de este autor es que se defienda la consolidación y 
permanencia de una red cuya arquitectura mezcle elementos de los 
dos modelos (ver también Corredoira, 2001b). Lessig [2004] además 
defiende el copyleft, concepto que va ligado desde luego al de esa arqui­
tectura libre que él explica y defiende en contraposición o redefinición 
del copyright. 

Aquí, como en las telecomunicaciones, la actuación del Estado es 
imprescindible, aunque con algunas diferencias. Según el autor [ibídem: 
13; Cervera, 2005: 13], la regulación o, mejor dicho, el control, proven­
drán del comercio o sector mercantil y será apoyado por el Estado. Sobre 
todo porque este último es necesario para proteger las libertades: 

La libertad en el ciberespacio no surgirá de la ausencia de Estado. La liber­
tad en ese espacio, al igual que en cualquier otro lugar, vendrá de la mano 
de un Estado, sea cual sea su forma. El ciberespacio ofrece algo novedoso a 
todas aquellas personas interesadas en la regulación y en la libertad nos 
impulsa a mirar más allá del campo de trabajo habitual de los juristas -más 
allá de las leyes, de las regulaciones y de las normas- y requiere una des­
cripción del nuevo tipo regulador que fomenta [ibidem: 23 , 25]. 

LA POLÍTICA INDUSTRIAL Y LA POLÍTICA TECNOLÓGICA 

Ahora bien, aclarado lo anterior y una vez que hemos abordado la cues­
tión del marco jurídico institucional pertinente para paliar la imperfec­
ta actuación del mercado y sus fallos , hablemos ahora de las políticas 
tecnológicas y/o industriales. Estas políticas, tradicionalmente defen­
didas por la teoría económica contemporánea, sugieren, según hemos 
apuntado, un imperfecto desenvolvimiento del mercado, a raíz de lo 
cual el Estado tiene que intervenir. 

48"En el ciberespacio debemos llegar a comprender cómo el código regula -la manera en que 
el hardware y el software, que hacen del ciberespacio lo que es, regulan el ciberespacio tal como 
es-. En palabras de William Mitchel, el código es la ' ley' del ciberespacio. El código es la ley. El 
código jamás se encuentra, sólo se elabora. Si alguien posee el código del ciberespacio éste puede 
ser controlado. Pero si, por el contrario, nadie lo posee, entonces el ciberespacio será mucho más 
difícil de controlar" [Lessig, 2001 : 25, 27) (cursivas del autor). 
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Algunos autores [Krugman, 1992; Myró, 1994; Sharp, 1994] opinan 
que hay muchas razones por las cuales la intervención del Estado es 
necesaria para intentar equilibrar las dinámicas del mercado en un con­
texto de competencia imperfecta. Asimismo, Buesa y Molero [1996: 246] 
y Buesa [2006: 2] señalan las causas más evidentes para la aplicación de 
la política industrial y la intervención estatal. Basados en Schumpeter, 
sostienen que la propia naturaleza de la dinámica del mercado es caó­
tica, y por lo tanto ello hace muy difícil restaurar la estabilidad interna 
cuando ésta se ha perdido, y señalan que no pueden dejarse de lado las 
consideraciones relacionadas con el cambio tecnológico, pues su impli­
cación pone de manifiesto la necesidad de contar con instituciones que 
ejerzan su mediación en este ámbito. En las telecomunicaciones, ambas 
afirmaciones tienen una aplicación evidente. 

En el caso de las telecomunicaciones y, sobre todo, si atendemos a 
las características que se implican con el servicio universal, tenemos 
que la importancia de la tecnología ha sido un argumento de doble 
cariz para su regulación, pero, como veremos en el capítulo correspon­
diente, también es determinante para el tema de los fondos de teleco­
municaciones que coadyuvan a garantizar el servicio universal. 

La cuestión geográfica, de igual modo, es de ineludible trascen­
dencia debido a que el servicio universal pretende precisamente brin­
dar cobertura y evitar la discriminación en el acceso. El de los fondos 
de telecomunicaciones también es un asunto que se sustenta en este 
particular. 

En telecomunicaciones, las razones para la intervención estatal, 
sobre todo para actuar como agente regulador son: primero, que los 
sistemas basados en redes tienen fallos de mercado; segundo, para de­
fender el llamado servicio universal, que garantiza el acceso de todos, a 
precios accesibles, a dichas redes; tercero, debido a la necesidad de in­
terconexión entre los operadores (que se deriva del primer punto) y la 
consecuente urgencia de fijar precios para tal efecto [De Torres, 1996: 
72-73; Álvarez, 2008: 64-65; Peralta, 2007: 289] . También está el hecho 
de que los servicios de telecomunicaciones no son comercializables en 
el exterior y que, aunado a esto, no poseen servicios sustitutivos y son 
insustituibles para las empresas, todo lo cual redunda en la existencia 
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de una demanda rígida sobre la cual la oferta puede actuar con un alto 
poder de mercado [Petitbó, 1996: 96, y 2007: 252].4 9 

Pero uno de los aspectos más destacables , que se convierte en argu­
mento inexorable para justificar la intervención, es precisamente el del 
servicio universal. Debido a la liberalización, ha cambiado la manera 
de financiar los servicios en zonas deficitarias o las líneas telefónicas 
marginales; antes, dada la presencia de un monopolio de telecomu­
nicaciones, el método empleado era el de las subvenciones cruzadas; 
después, con los modelos de mercados abiertos, se utiliza preferente­
mente el sistema de los fondos de telecomunicaciones.50 

En el caso de España, y concretamente en el del sector que en el 
presente trabajo nos ocupa, la política industrial ha incluido una polí­
tica de telecomunicaciones que a su vez integra una política sectorial 
compatible con la europea y la aplicación de la misma [De Torres, 
1996: 74, y Soto, Pérez y Feijóo, 2003: 70], que se delineó de manera 
equilibrada. 51 Además de que se enmarca en las recomendaciones de la 
Comunidad Europea (CE) y sus directivas para la liberalización de las 
telecomunicaciones, se ha enfocado principalmente a dos aspectos que 
destacan en el resto de las actividades económicas, esto es, la privati­
zación de empresas públicas y la política de competencia. 

49Habría que añadir tam bién otras causas (ea las que abundaremos a lo largo del trabajo) 
que alimentan la necesidad de coolar coa una política de telecomunicaciones adecuada, a saber: 
la urgencia de elevar el nivel de la densidad telefónica, que se ubica muy por debajo de la media 
europea; el imperativo de digitalización de la red, igualmente muy menor a la media europea; la 
necesidad de reducir las tarifas de conexión a la red, que en España, por el contrario, son muy 
altas, y, por último, la obligación de gestionar una penetración social de las nuevas tecnologías y 
de sus efectos laborales [Petitbó, 1996: 97, y 2007]. 

50En España, el FNSU, regulado tanto por la LGT de 1997como por la vigente de 2003 y el RSU. 
5 1En esta líoea, en congruencia con lo discutido en apartados anteriores en materia de tele­

comunicaciones y sociedad de la información, y en el contexto de los avances tecnológicos, "el 
, papel de los gobiernos cambia radicalmente frente a las políticas ioterveocionistas [ ... ]cuando 

se justi ficaba su intervención en los mercados en aras de garantizar el denominado "Estado de 
bienestar". Logrado dicho objetivo( ... ] la acuciante necesidad mejorar la competitividad de las 
economías nacionales, así como la resolución del problema estructural del empleo y la reduc­
ción del déficit público, llevaron a los gobiernos a acometer ambiciosos programas de liberali­
zación ( .. . ) Estados Unidos y el Reino Uoido habían optado por la vía liberal ... [mientras que 
ea Europa] los niveles de protección social constituían una conquista irrenunciable y el debate 
se centraba en cómo compatibilizar ambas políticas, esto es, liberalización frente a cobertura 
social. Como consecuencia de este debate se introdujo la solución de traspasar a los agentes 
privados la gestión y financiamiento de aquellos servicios potencialmente competitivos" [Solo, 
Pérez y Feijóo, 2003: 70). 
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De lo anterior resulta que los procesos de definición de las políticas 
de telecomunicaciones europeas, españolas y de otros países, no han 
prescindido de los factores de competencia, desregulación, privatiza­
ción, liberalización, etcétera, que hemos mencionado hasta aquí. Por 
eso los traemos a colación. 

LAS POLÍTICAS DE TELECOMUNICACIONES 

Definición de telecomunicaciones 

Una vez definidos los principales marcos contextuales de las políticas 
de telecomunicaciones es preciso comenzar con su explicación. Pero 
antes de eso, debemos definir lo que en este libro consideraremos te­
lecomunicaciones. 

El concepto se ha ido redefiniendo con el tiempo debido a la cre­
ciente aparición de tecnologías basadas en la comunicación a distan­
cia. De este modo, constantemente se pueden incluir nuevas tecno­
logías de la información en el ámbito de las telecomunicaciones, con 
lo cual "la concepción restringida de las telecomunicaciones entra en 
crisis debido, fundamentalmente, a la innovación tecnológica" [Gil, 
2002: xxxvm]. 

Por esta razón, servicios y tecnologías que antes estaban separa­
dos ahora se han integrado gracias a una situación facilitada tam­
bién por la convergencia. Hace décadas era fundamentalmente la 
telefonía en sus distintos tipos y sus servicios lo que se consideraba 
regulado bajo el rubro de las telecomunicaciones. En la actualidad, 
aunque hay algunas diferencias según el país de que se trate, las tele­
comunicaciones incluyen los distintos tipos de telefonía, las redes de 
transmisión de datos basadas en el protocolo TP, las redes de transmi­
sión de señales audiovisuales, tales como las redes de televisión por 
cable, satélite y radiodifusión, todo lo cual supone la aparición de 
distintos servicios multimedia, virtuales y otros que participan en 
la llamada nueva economía [Madden, 2003: 25, y Madden, Truong 
y Schipp, 2006]. 
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Además, debido al mencionado proceso de convergencia tecnoló­
gica, las telecomunicaciones se encuentran integradas con los medios 
audiovisuales e informáticos en múltiples servicios y dispositivos. De 
ahí que no puedan estudiarse por separado, ya que los tres sectores, en 
muchos casos, se han convertido en uno solo. 

De acuerdo con el Reglamento de las Telecomunicaciones Interna­
cionales de la principal institución internacional en la materia, la urT, 
la definición técnica de las telecomunicaciones sería la siguiente, "toda 
transmisión, emisión o recepción de signos, señales, escritos, imágenes, 
sonidos o informaciones de cualquier naturaleza por hilo, radioelectrici­
dad, medios ópticos u otros sistemas electromagnéticos" [artículo 2 .1]. 

Si nos atenemos a la definición legal de las telecomunicaciones, 
tenemos que la Ley General de Telecomunicaciones española incluye 
exactamente la misma definición que el citado reglamento de la UIT 

[González Ballesteros, 1999: 797, y LGT, 2003: anexo 11]. En el mismo 
sentido, la Ley Federal de Telecomunicaciones mexicana hace lo pro­
pio [Orozco, 2007: 82, y LFT, 1995: art. 3]. 

Sin embargo, desde la doctrina se explica una conceptualización 
adicional del sector, que toma en consideración la perspectiva jurídica: 

En este sentido, frente a la definición común o básica de telecomunicacio­
nes encontramos la fijación conceptual del derecho que ahora estamos 
analizando, al poner énfasis en las actividades concretas que son objeto 
de la ley. Las actividades de telecomunicaciones se conducen bien a tra­
vés de las categorías de servicios, indistintamente a través de las catego­
rías de redes, servicios y equipos y sistemas de telecomunicaciones, que 
son los tres apartados básicos en que se concretan las telecomunicaciones 
en su conjunto [Orozco, 2007: 82]. 

Ahora bien, en este trabajo nos referiremos a las políticas de tele­
comunicaciones de los distintos países y en muchos casos será de ma­
nera general. Pero cuando vayamos definiendo los servicios y debamos 
centrar nuestra atención en la descripción de políticas específicas, nos 
referiremos fundamental y más específicamente a aquellos servicios 
de telecomunicaciones y redes que guardan relación con el servicio 
universal. No será constante, por ejemplo, la alusión a políticas especí-
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ficas de televisión o a servicios que tienen poca o menor relación con el 
mencionado servicio. Sin embargo, algunas cuestiones sí se explicarán, 
dada la importancia que revisten. 

Concepto general de políticas de telecomunicaciones 

Empecemos por señalar que las políticas de telecomunicaciones se 
pueden considerar en creciente expansión, como consecuencia de una 
serie de factores que han tenido lugar de manera globalizada, entre los 
que destacan: los adelantos tecnológicos en el sector (que han traído 
consigo la prestación y oferta de nuevos servicios) , la necesidad de 
romper con los modelos de monopolio que prevalecían en el mercado 
de telecomunicaciones y la nueva forma de intervención estatal en este 
ámbito, que se ha redimensionado con el paso del tiempo en sus tres 
áreas de acción (regulación, promoción y difusión) Uordana y Sancho, 
1999: 15, y Jordana, Sancho y Welp, 2004: 55]. 

Estas tres características, en principio, son válidas en escala mun­
dial y, por lo tanto, para los dos grupos de países que nos interesa 
estudiar en este libro. Sin embargo, en el momento adecuado analiza­
remos las características que han tomado en cada uno de los países y 
las peculiaridades que puedan presentar en un sitio u otro. 

De las tres, como siempre, empezaremos por abordar la referente al 
papel interventor del Estado, que se ha vuelto "menos cohesivo y mono­
lítico", con tendencia, sin embargo, a "adquirir y mantener un importan­
te rol regulador" Uordana y Sancho, 1999: 16]. Vemos cómo el papel del 
Estado, ya concretamente en el sector que nos ocupa, se ha transformado 

" al disminuir su presencia en los sectores que le estaban reservados en las 
telecomunicaciones, pero acrecentándola como regulador. 

Ese papel que desempeña el Estado se relaciona con aquellas reglas 
que tiene que establecer para que los "actores económicos y sociales", así 
como los servicios vinculados a la sociedad de la información, tengan un 
campo de acción adecuado Uordana, Sancho y Welp, 2004: 55]. 

El papel regulador del Estado, cuando nos referimos a las políticas 
de telecomunicaciones, no es lineal, pues promueve tipos de regulación 
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e intervención distintos. En unos ámbitos del sector pueden ser más 
abiertos que en otros, por ejemplo, así como en unos niveles pueden 
tender más a la apertura o a la garantía de los derechos de los usuarios 
que en otros. 

Jordana y Sancho [1999: 17] nos previenen sobre los distintos enfo­
ques que se aproximan al tema de las políticas de telecomunicaciones, 
todos los cuales hemos tocado aquí por su relación con nuestro tema. 
Ahora intentaremos darles un orden para una mayor coherencia en su 
aplicación. El primer enfoque proviene de la Economía, el segundo de 
la Ciencia Política y el tercero del Derecho. 

Desde la Economía, las políticas de telecomunicaciones son parte 
de un proceso de apertura y globalización mundial, pero en el que se 
resalta sobre todo la liberalización (que ha afectado a todos los secto­
res económicos, no sólo al que nos referimos aquí) y la necesidad de 
impulsar instituciones que se inclinen hacia la eficiencia. El debate se 
enriquece cuando hablamos de actividades como las telecomunicacio­
nes, que interactúan en un medio competitivo y de libre mercado, pero 
que a la vez tiene "ciertas características de bienes públicos". 

Por parte de la Ciencia Política, las políticas de telecomunicaciones 
son elementos integradores de un engranaje institucional, en donde se 
analiza su "lógica decisional" y las aportaciones e importancia de los 
actores que participan en el desarrollo de su puesta en práctica. 

Finalmente, desde el Derecho, las políticas de telecomunicacio­
nes son el producto de estas condiciones económicas y políticas que 
requieren de una normatividad que haga funcionar la regulación o 
desregulación de las mismas, con la figura estatal al frente. 

Los autores citados nos proponen una forma de abordar los dos 
primeros enfoques, que se concretaría mediante el enfoque neoinstitu­
cional de la siguiente manera: 

Con planteamientos teóricos a medio camino entre la economía y la polí­
tica, el análisis neoinslitucional presenta como denominador común la 
pretensión de explicar los procesos de cambio institucional teniendo en 
cuenta la estructura de incentivos presentes para los actores relevantes, 
sus sistemas de acción y la lógica de sus procesos decisionales [ . . . ] En el 
caso de las telecomunicaciones, donde los cambios han sido inmensos en 
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unos pocos años, es especialmente interesante analizar Ja transformación 
de tales estructuras, ya que su acelerada redefinición está alterando todo 
el sector, ahora bajo un entorno competitivo. En este contexto, las organi­
zaciones públicas encargadas de la regulación del sector constituyen asi­
mismo un ámbito privilegiado de análisis, ya que en ellas confluyen las 
posiciones de muchos actores Uordana y Sancho: 17-18]. 

Esta definición nos ayuda a ver la importancia y la relación que las 
políticas de telecomunicaciones guardan con todos los factores enume­
rados hasta ahora en este capítulo, incluido el de las redes políticas que 
en este momento se hace evidente. Todo ello da paso a una definición 
de políticas de telecomunicaciones más completa y compleja. 

Definimos política de telecomunicaciones como el conjunto de 
decisiones que toman las autoridades competentes en relación con el 
sector, que afectan y consolidan su estructura y son intrínsecos a los 
actores y/o agentes involucrados. En estas políticas, las autoridades 
públicas tienen un papel central, directriz y eje. Aunque los debates 
respecto a la eficacia de dicho papel han puesto de manifiesto que 
en algunos casos éste se percibe limitado y puede responder "sólo 
potencialmente [a] dichas demandas", se sabe que sigue teniendo la 
actuación principal en el delineamiento de políticas. 

Dicho esto, enumeremos entonces los elementos que hay que to­
mar en consideración para crear y luego analicemos una política de 
telecomunicaciones, es decir, los factores de los que se debe partir. Los 
componentes son: 

a) El aspecto a regular o sobre el cual se desea poner en marcha una po­
lítica; 
b) Las ideas que resguarden o quieran hacer prevalecer ciertos valores o 
intereses, mediante distintos modos de actuación; 
e) La estructura del sistema que fija "los cauces de decisión y los medios 
de actuación" [Rodríguez, 2004: 51]. 

Dejar claros estos tres elementos nos permite dilucidar de manera 
mucho más precisa la conformación de las políticas de telecomuni­
caciones, mismas que se componen además de diversas acciones que 
mencionaremos en breve. 
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En relación con el sistema, se debe analizar aquel que se haya 
implantado en cada uno de los países de estudio, pues de la estruc­
tura derivada del mismo parten y se ven condicionadas a su vez las 
políticas. Esto es, si el sistema que ha sido instituido en España es el 
democrático y tiene una cierta estructura de gobierno, las políticas se 
definirán de acuerdo con ello. Pero si además España se ha integrado 
a otro sistema mayor, como es el caso de la UE, que dirige y vincula 
muchas decisiones, entonces las políticas de telecomunicaciones na­
cionales dependerán de las europeas. En el caso de los países de la 
zona norteamericana (Canadá, Estados Unidos y México), las cosas 
serán radicalmente distintas si consideramos que actúan de acuerdo 
con estructuras propias y no en función de comunidades de países,52 

aun cuando sus espectros radioeléctricos o los acuerdos satelitales, por 
ejemplo, no les permitan ser ajenos a las situación de sus vecinos. 

Acerca de las ideas, podemos decir que aquellas que sean el espíri­
tu de una determinada política de telecomunicaciones tienen que ser 
compatibles con una visión de la sociedad conjuntamente, por lo cual 
no sólo tienen importancia factores como el económico o el tecnoló­
gico, sino también las necesidades de la población. De esto ya hemos 
hablado bas tante en los apartados anteriores. 

Finalmente, en relación con el aspecto a regular, se trata de los 
distintos ámbitos que componen las telecomunicaciones, la interco­
nexión, la protección de datos o el propio servicio universal. 

Habría que diferenciar además las políticas que se constituyen en 
líneas de actuación dentro de una política y que se convierten en polí­
ticas concretas en sí mismas. Por ejemplo, como parte de la política de 
telecomunicaciones hay otra de privatizaciones o en materia audiovi­
sual; sin embargo, no sólo están "dentro" sino que, desde otro punto de 
vista, son políticas compatibles o complementarias a la de telecomuni­
caciones, pero que están alrededor de su ámbito. Lo mismo sucede con 
la política para la sociedad de la información, que tiene elementos de 
telecomunicaciones y puede, en cierto modo, circunscribirse a su ám-

52Esto podemos afirmarlo de paso, ya que existen tratados como el TLCAN a partir del cual se 
determinan políticas comunitarias, pero no del tipo de las europeas, porque la sociedad es com­
pletamente distinta. O el Tratado de Reciprocidad Satelital entre Estados Unidos y México, que 
incluye las líneas de actuación para las empresas de ambos países en territorio extranjero. 
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bito o ser una política al lado de aquella que tiene elementos propios, 
pero muchos de los cuales son de telecomunicaciones. 

Una vez que se tienen estos tres factores (el aspecto a regular, las 
ideas y la estructura del sistema), se puede realizar una política de te­
lecomunicaciones como una "estrategia, una planificación de medios 
[o recursos] (o) una táctica" que tiene por objetivo cumplir determi­
nados intereses. 

Aunado a lo anterior, Rodríguez [2004: 52] menciona los puntos de 
vista que se deben considerar al describir las políticas de telecomuni­
caciones (cuando hablemos de las distintas líneas de actuación que la 
componen), los cuales son: el punto de vista del consumidor (el clien­
te),53 el del producto (las empresas y los operadores) y el del mercado 
(la regulación). Nosotros pensaríamos en una clasificación distinta en 
donde se consideren los puntos de vista del ciudadano (usuario), del 
mercado y sus agentes (empresas y operadores) y de la autoridad pú­
blica o regulador. 

El autor sostiene además que los agentes públicos o las autoridades 
responsables de delinear las políticas deben carecer de interés direc­
to y personal en el sector en el momento de diseñarlas.54 Que no se 
trate de políticos que tienen intereses económicos o políticos involu­
crados, ya que de este modo obviamente el resultado será demasiado 
subjetivo. Esta es la lógica que algunos países han tomado en cuenta, 
llegado el momento de constituir las comisiones reguladoras o autori­
dades nacionales de reglamentación, en el caso europeo. Un requisito 
indispensable en algunos países es que los futuros miembros de una 
comisión de telecomunicaciones no tengan intereses en la industria, 
que no sean parte de la misma o que no hayan colaborado en su seno 
en el pasado. 

sJAquí aparece nuevamente el ciudadano o usuario como "cliente" debido a la creciente 
acti tud empresarial que tienen las telecomunicaciones, incluso en aquellos ámbitos en los que 
el gestor es el Estado. 

540e este modo, Rodríguez 12004: 53) asegura que además de no tener interés personal direc­
to, las autoridades que formulen las políticas tienen que "ser capaces de comunicarse con todas 
las parles implicadas, que tengan suficientes conocimientos técnicos, que conozcan el funcio­
namiento de las estructuras legales para que así, comprendiendo la situación del mercado y los 
condicionantes sociales, puedan abordar la difíci l tarea de proponer una solución que satisfaga 
a todas las partes implicadas". 
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Además, se deben tomar en cuenta las siguientes variables al con­
formar las políticas de telecomunicaciones: 

a) El marco legal establecido (leyes al respecto); 
b) Normas sociales en uso (la moral pública); 
e) Las posibilidades técnicas existentes (la "naturaleza"); 
d) La situación del mercado (fondos existentes y dinero que entra en jue­
go) [ibidem: 53]. 

Estos elementos nos dan cuenta de la complejidad que tienen las 
políticas en el sector para que sean en unidad eficientes y funcionen 
adecuadamente. En cuanto al marco legal establecido, por supuesto 
que además de tomarse en cuenta, el mismo retroalimenta las políticas. 
Igualmente, como hemos mencionado, las políticas del sector influyen 
para que el marco jurídico se reforme o modifique. 

Asimismo, sobre la cuestión técnica, debernos decir que es un ar­
gumento que hemos presentado en varios momentos. La razón de ello 
es que las políticas deben observar la realidad tecnológica, pero no 
únicamente la existente, sino aquella que sea susceptible de aparecer. 
Eso tendrá como consecuencia que las políticas de telecomunicaciones 
sean más completas y con un espíritu prospectivo, lo que puede deri­
var en una aplicación ulterior adecuada. 

Esto puede ser posible, aun cuando representa una problemática de 
difícil resolución. No es sencillo conocer lo que sucederá en el largo 
plazo en todos los casos, "no existe un consenso sobre el desarrollo 
futuro de los servicios convergentes", y sin embargo, se conocen ya al­
gunas cuestiones, tales corno el uso creciente de la banda ancha, entre 
otras cosas [Flores y García, 2007: 70]. 

Del mismo modo, no puede diseñarse una política pública en ma­
teria de telecomunicaciones o una ley que establezca principios, ya 
sea nueva o como parte de un proceso de reforma, si no se torna en 
consideración la convergencia tecnológica. 

Ya hemos dicho que la convergencia es la unión entre los sectores 
telecomunicaciones, informática y audiovisual. Pero más ampliamente 
podernos decir que es la posibilidad de contar con diversos servicios y 
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contenidos desde cualquier dispositivo, sin importar que el mismo se 
haya diseñado en el pasado para otros fines. 

La convergencia tecnológica ha tenido lugar gracias a la digitali­
zación, la cual es su base. Con todo, la definición más clara de tec­
nología convergente podría ser que se trata de aquella que se basa en 
"la integración gradual de las tecnologías y los servicios de internet, 
comunicaciones, entretenimiento, información, cultura y multimedia, 
en el menor número de dispositivos multifuncionales y de redes de alta 
capacidad" [Ramos Mateos, 2007: 24]. Por ello, la fibra óptica ha tenido 
el éxito que conocemos, por la capacidad de banda ancha que tiene. 

Las políticas de telecomunicaciones: liberalización 

Una vez definidas las políticas de telecomunicaciones y con el cono­
cimiento de que dicho marco nos será útil en todos los estudios de 
caso de los países que llevaremos a cabo, vamos a definir cuáles son 
las estrategias o líneas de acción que dentro de las políticas de teleco­
municaciones han sido coincidentes en prácticamente todo el mundo. 
Líneas de acción para las que igualmente se ha creado una política 
específica. La primera de ellas será la liberalización, que aunque en sí 
misma es una política dentro de la política económica, en este trabajo 
nos interesa analizarla desde el punto de vista de las telecomunicacio­
nes y, por lo tanto, desde el seno de las políticas de este sector. 

Empecemos por señalar que las telecomunicaciones han sido un 
sector que se ha visto intervenido tradicionalmente por los estados en 
casi todo el mundo porque se le ha considerado como un sector estra­
tégico. Si bien cuando hablamos de las políticas industriales se ana­
lizó lo que significa la denominación de sector estratégico, debemos 
aclarar un poco más el asunto para ver cómo en muchos países que en 
el pasado lo consideraban como tal, después lo han calificado sólo de 
prioritario, en el afán de liberalizarlo. 

Recordemos las definiciones que nos ofrece Krugman [1992: 43] 

y que en su momento esbozamos muy brevemente. El au tor nos dice 
que una industria puede considerarse estratégica si su éxito depende 
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en buena medida de las características de su entorno (reglamentario, 
de competencia, tecnológico). En el caso de las telecomunicaciones es 
así; dependen de su entorno, pero éste ya no se encuentra configurado 
como en sus inicios. 

Así por ejemplo, el entorno tecnológico se ha transformado nota­
blemente debido a la introducción de innovaciones, las cuales llegan 
acompañadas de nuevos servicios que invitan a hacer una nueva defi­
nición del sector y, por lo tanto, lo determinan, así que su éxito depen­
de en cierta medida de ellas. 

El entorno de competencia solía desenvolverse con unos cuantos 
operadores y por ello sostenía ciertas formas de actuación y de estrate­
gias frente al ambiente en que se participaba. Al sumarse nuevos ope­
radores y empresas a la competencia, el marco estratégico se modifica, 
dando paso a nuevas acciones por parte de los agentes. 

Finalmente, el entorno reglamentario se ve influido por las con­
diciones anteriores y, a su vez, las afecta cuando se reforma o integra 
nuevas normas. 

Dicho esto, queda de manifiesto que las telecomunicaciones son 
sin duda una industria estratégica, sobre todo si nos atenernos a la defi­
nición propuesta por Krugman (tres componentes del entorno definen 
el éxito de la misma y su crecimiento). 

Por estas razones, y según hemos explicado, el Estado ha interveni­
do las telecomunicaciones, aunque debido a la presión internacional y 
la globalización la situación tuvo que cambiar. Las telecomunicaciones 
se liberalizaron mediante un acuerdo internacional firmado en 1997, el 
cual dio paso a la apertura de los mercados y a la competencia en este 
sector. Todos los gobiernos y comunidades de naciones tuvieron que 
dar respuesta a este hecho. 

De este contexto se han desprendido una serie de modificaciones 
en el modo de intervenir las telecomunicaciones, sin dejarlas del todo 
al libre arbitrio del mercado, pues se protegen ciertas áreas especiales. 
Así, las formas de intervenir pueden ser diversas. Por ejemplo, los 
estados pueden poner en marcha, aunque no siempre en la misma 
medida, programas que se utilizan en otros sectores, corno es el caso 
de aquellos destinados a "promover industrias de alta tecnología": 
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subsidios, políticas industriales (incentivando capacidades nacionales 
o protegiendo de alguna manera su actuación y desenvolvimiento), o 
pueden intervenir "en el control y la configuración del intercambio, 
difusión y recepción de las comunicaciones y la información" por 
medio de regulaciones o acciones concretas Uordana y Sancho, 1999: 
19). Igualmente pueden intervenir en lo referente a los contenidos de 
la información o mediante la regulación del mercado. 

También con Jordana, Sancho y Welp [2004: 55) se han enumerado 
las tres formas de intervención que ellos conciben en cuanto a la so­
ciedad de la información, en donde por supuesto se integran acciones 
de política de telecomunicaciones. Las tres áreas son regulación, pro­
moción y difusión. 

En el ámbito de la regulación se consideran sobre todo reglas para 
la competencia, reglas con "las condiciones para la creación de empre­
sas" [loe. cit.), así como la protección de los derechos vinculados a la 
sociedad de la información (propiedad intelectual, derechos de autor, 
protección de datos personales, tráfico de datos y, desde luego, servicio 
universal). 

Las actividades de intervención estatal en el ámbito de la promo­
ción se refieren fundamentalmente a "potenciar la oferta de factores 
necesarios para el desarrollo de la nueva economía" [loe. cit.], por 
ejemplo mediante estímulos fiscales. 

Por último, la intervención estatal en el sector, desde el punto de 
vista de la difusión, se centra en "potenciar la demanda de nuevos 
servicios" en beneficio de los usuarios y con el fin de crear un "círculo 
virtuoso de aprendizaje y crecimiento" [loe. cit.]. 

La tendencia que ha predominado en el mundo entero es la de la 
liberalización (si bien en cada país con una medida y características 
distintas y con una reserva variable), que se puso en marcha como 
consecuencia del acuerdo mundial ya mencionado y por la adopción 
de nuevas tecnologías. En algunos países, los cambios han sido más 
tímidos -aunque los ha habido- y han prevalecido actitudes más con­
servadoras que continúan defendiendo los intereses de las empresas 
monopolistas en los subsectores, "con argumentos como su capacidad 
para promover la estandarización, sus posibilidades de extender nue-
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vos equipos y servicios, fomentar la cooperación internacional" Uorda­
na y Sancho, 1999: 20), etcétera. 

Las diversas experiencias en los países se deben, por un lado, a las 
facultades que tienen los gobiernos federales y los locales y, en conse­
cuencia, al grado de descentralización de la intervención en las políti­
cas de telecomunicaciones y la sociedad de la información. En países 
como Alemania o Bélgica se otorga a las autoridades subestatales "un 
elevado grado de autonomía política y de capacidad competencia!" 
[Jordana, Sancho y Welp, 2004: 56]. En contrapartida hay países, como 
Francia o Inglaterra, en donde esa autonomía es menor. 

Por su parte, y es importante mencionarlo, la Unión Europea ha 
tenido una actividad muy amplia en las políticas del sector. En el si­
guiente capítulo expondremos las numerosas acciones, políticas y le­
gislaciones que la VE ha emitido al respecto desde hace bastante tiempo. 
En opinión de la doctrina, la Unión ha llevado a efecto una política de 
impulso de la sociedad de la información mediante una "coordinación 
de las políticas de los estados miembros" a favor de los fines comunes 
y con acciones políticas en los ámbito local, nacional y supranacional 
[ibídem: 58]. 

Hay que destacar, con lo anotado hasta aquí, que este proceso se 
enmarca también en el ámbito de la globalización (en su aspecto eco­
nómico) y que ha afectado a muchos países. La liberalización de los 
mercados ha servido, entre otras cosas, para que los distintos sectores 
económicos puedan operar, negociar y ofrecer sus servicios en un en­
torno de competencia. En lo referente a las telecomunicaciones, y por 
consecuencia en lo relativo a internet, la liberalización tiene un papel 
clave, ya que una gran parte de asuntos y transformaciones al interior 
del sector tiene su punto de partida en la misma. 

Con respecto al servicio universal, igualmente la liberalización 
tiene una importante función, ya que al abrirse el mercado hay más 
competidores y más ofertas para los consumidores,55 todo lo cual tiene 

55Para ampliar esta noción podemos incluso decir que el mercado está relacionado con un 
principio de soberanía de los consumidores. "Las codificaciones europeas del Derecho privado, en 
el siglo XIX. se inspiraban en un modelo económico y social caracterizado por el mercado, como 
institución básica, organizada en torno a la igualdad formal de oferentes y demandantes. Los 
postulados esenciales de esta concepción proceden, en lo ideológico, de los principios liberales 
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implicaciones notables en las condiciones y características en que pue­
de garantizarse el servicio universal, así corno en el número de sujetos 
que se pueden obligar para hacerlo efectivo.56 

La liberalización de las telecomunicaciones, corno indicarnos, se 
ajusta a un proceso más amplio, el de la apertura del mercado de los ser­
vicios. 57 Entre los argumentos que pueden mencionarse para dicha aper­
tura están los siguientes: primero, que es necesario adaptar la oferta a la 
demanda final (ya que ésta se encuentra en continua y veloz evolución); 
segundo, que lo anterior trae corno consecuencia que existan más y me­
jores estímulos a la innovación (más y mejores TIC) y, tercero, que haya 
cosas derivan en un beneficio importante para el consumidor, ya que 
tiene una oferta más amplia y unos precios que pueden acercarse más a 
los de los costes de producción. En el caso que analizamos, el servicio 
universal de telecomunicaciones, los tres argumentos son aplicables. 

Hay quienes, como Martín Urbano [1999: 32, y 2001 : 455], con­
sideran que este esquema puede suponer ciertas desventajas para 
las empresas de servicios, ya que si la demanda no es constante o es 
demasiado variable se puede ver afectada incluso la viabilidad de la 
empresa.58 En el caso de las telecomunicaciones, y por tratarse de un 

del siglo XIX y, en lo económico, de la existencia de un sistema de libre competencia, anclado 
en el principio de soberonía de los consumidores (su libertad de elección y decisión en las rela­
ciones de producción y consumo) U.M. Gondra Romero). Desde entonces, sigue vigente la idea 
-ampliamente difundida en el pensamiento jurídico contemporáneo- de que la autonomía de la 
voluntad, la propiedad privada y la competencia son los tres pilares sobre los que descansa toda 
reglamentación susceptible de funcionar en una sociedad y economía libres (V. Emerich)" !Calvo 
y Blanco-Morales, 2000: 1471 (cursivas de los autores). 

56Me refiero por supuesto al número de empresas que, junto con el operador dominante 
pueden ser obligadas a prestar el servicio universal. 

57''Aunque la categoría de "servicios" es un tanto imprecisa y sirve para lodo y está sujeta a 
muchas interpretaciones; normalmente incluye las actividades económicas que no son productos 
ni construcciones, que son transitorias y que se consumen en el momento en que se producen 
y ofrecen un valor intangible ( ... j los servicios no tienen el carácter de propiedad. Solamente 
existen en el momento en que se prestan. No se pueden retener, acumular ni heredar" (lo cual se 
aplica perfectamente a las telecomunicaciones y a la información que es su principal insumo). 
"Los productos se compran, pero los servicios se ponen a disposición" [Rifkin, 2000: 120-121]. La 
nueva caracterización que tienen los servicios y, sobre lodo, los prestados a través de la red, se 
ven directamente influidos por las TIC [Banegas, 2002: 85], que a su vez provocan que los precios 
por su consumo bajen. 

58"En este sentido, es preciso considerar que existen importantes externalidades asociadas al 
número de usuarios de los servicios de telecomunicaciones de forma que cada individuo conec­
tado a la red se beneficia de la presencia de otros, desde donde surge la propia utilidad de la red" 
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sector de fuerte impacto, los efectos de ese tipo no son tan comunes. 
De cualquier manera, según veremos en su momento, las compañías 
que pueden ser sujetas de la obligación de prestar el servicio universal 
suelen tener una compensación por hacerlo, además de los subsidios 
y fondos existentes para que tal prestación no suponga una lesión con­
siderable en su rentabilidad. 

Ahora bien, en referencia al mercado de telecomunicaciones en par­
ticular, hay que decir que su liberalización tiene origen en el acuerdo 
firmado por 67 países en el seno de la OMC, en febrero de 1997, después 
de casi tres años de negociaciones. Los principales puntos que vendrían 
a revolucionar lo relativo a este sector se pueden resumir en: la aper­
tura de los mercados a la inversión no sólo privada (porque en la gran 
mayoría de los casos se trataba de monopolios estatales), sino también 
extranjera; como consecuencia, la desregulación de dichos monopolios 
y la posibilidad de que éstos se fusionaran con empresas del sector que 
prestasen otros servicios o incluso con otras pertenecientes a sectores o 
ramas económicas diferentes, lo cual hasta ese año era casi imposible. 

El elemento fundamental de ese acuerdo era "eliminar los monopo­
lios"59 a partir de 1998, aun cuando cada país se comprometió a hacerlo 
a propio ritmo. El antecedente histórico de la firma de este acuerdo 
es , sin duda, el Acuerdo General sobre Comercio de Servicios (AGCS), 

firmado por los miembros de la OMC en la Ronda de Uruguay. A ese 
documento se le agregó un anexo sobre telecomunicaciones básicas en 
1995, debido a la importancia que estaba adquiriendo el sector. 

Sin embargo, las discusiones y negociaciones en torno al papel de 
las telecomunicaciones, y los cambios que debían sufrir sólo culmina­
ron en 1997 con el Cuarto Protocolo del AGCS . Debido a la situación 
monopolista que se vivía en esos momentos, dichas negociaciones se 
centraron fundamentalmente en "cuestiones de acceso a los mercados 
para operadores que buscaban prestar servicios competitivos" [Ramí-

[Marlfn Urbano, 1999: 32] . De hecho, hay quienes sostienen [Montero y Rodríguez, 2002: 451 ] 
que la relevancia de una red depende mucho más del número de clientes conectados a la misma, 
incluso que de su extensión o capacidad, para valorar su posición en el mercado. 

59"La OMC cierra el acuerdo de liberalización de las telecomunicaciones. Estados Unidos, la 
Unión Europea y Japón abrirán s us mercados", en El mundo.es, 16 de febrero de 1997. Disponible 
en: hltp://www.elmundo.es/1997/02/16/economia/16N0062.html 
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rez Hernández, 2007: 279] y que por las barreras de entrada, derivadas 
principalmente de la condición de los monopolios naturales, resultaba 
imposible. 

El mercado mundial, como en el caso del resto de los servicios, 
logró incluir en su ámbito comercial a las telecomunicaciones, una 
actividad económica que tradicionalmente estaba reservada sólo a la 
esfera pública. En la actualidad, cumplido ese objetivo, en el seno de 
la OMC se llevan a cabo otras negociaciones para establecer nuevos 
acuerdos en la materia, acordes con la realidad de ese 2008 y los años 
subsecuentes. 

Según Rifkin [2000: 289], la gran red de internet fue liberalizada 
incluso antes, cuando la National Science Foundation (NSF) "traspasó 
la gestión de la red a proveedores comerciales". Esto quiere decir, como 
en el caso de las telecomunicaciones en general, que son los gestores 
quienes pueden controlar el acceso de los ciudadanos-consumidores­
usuarios a la red. Es aquí donde volvemos a la noción de acceso, a la 
de intervención de los gobiernos60 y a la necesidad de garantizar un 
servicio universal mínimo que se escape a ese control o que no esté 
determinado por el mismo. 

Por otra parte , hay una condición más que ha influido en el pro­
ceso de liberalización y que "puede reconocerse como una de las 
motivaciones para el cambio del régimen de monopolio al régimen 
de competencia" [Vázquez, 2002: 250]: nos estamos refiriendo a la 
convergencia. Ésta, por supuesto, en términos de la unión tecnoló­
gica entre las telecomunicaciones, la informática y el audiovisual. 
Es preciso señalar, asimismo, que internet se circunscribe perfecta­
mente a este ámbito, aun cuando nace en un régimen muy distinto 
al del monopolio. Sin embargo, la liberalización presupone que hay 

60En opinión del propio Rifkin [2000: 292]. el mencionado acuerdo de telecomunicaciones 
de la OMC de 1997 significa un cierto debilitamiento de los gobiernos frente a este tema, ya que se 
les ha privado de una facultad legislativa básica: "el derecho a establecer las condiciones en que 
se estructuran las telecomunicaciones y se accede a ellas dentro de sus fronteras''. Desde nuestra 
perspectiva, la cuestión no es enteramente así. Es cierto que muchas de las disposiciones legales 
en la materia tienen que ajustarse o deben tener como referente al ámbito global, pero también es 
verdad que los gobiernos tienen en sus manos aún muchas funciones que ejercer para proteger a 
los ciudadanos y proteger también su acceso a estas redes. Por lo menos es así y se ha demostrado 
en la esfera de la Unión Europea y de España. 
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mayores posibilidades de acceso a la red gracias al mayor número de 
posibilidades de acceso a la telefonía fija, todo lo cual redunda en la 
prestación del servicio universal. En resumen, mayor competencia, 
mejores precios y mayor acceso. 

No obstante, en cuanto al tema de la reducción los precios, que 
podría ser una consecuencia natural de la liberalización, hay algunos 
argumentos que señalan que, en la práctica, no necesariamente puede 
haber disminución de los mismos. Aun cuando la liberalización presu­
ponga una nueva relación de precios entre unos bienes y otros - o, en 
este caso, entre unos servicios y otros- nunca puede incidir o modificar 
el ritmo del avance del nivel general de precios. 

También es sabido que hay muchas alocuciones en el sentido de 
que la liberalización influye en las políticas de fijación de precios. 
En el caso que nos ocupa, un ejemplo concreto podría ser la fijación 
de precios de las tarifas telefónicas o de acceso a internet o, también, 
las tarifas de interconexión entre operadores (factores ambos que se 
relacionan con el servicio universal). Así, tanto la teoría como la evi­
dencia empírica sustentan que las empresas que operan en régimen de 
competencia tienen mayor propensión a definir sus precios según los 
ascensos o descensos de la demanda. Esto es, si hay más usuarios hay 
mejores precios; si hay menos usuarios, hay menos ofertas de buenos 
precios. La razón principal se encuentra en que los beneficios son me­
nores cuanto más intensa es la competencia. 

Además, en cuanto a la relación entre la liberalización, los precios 
y, por consecuencia, la inflación, hay quienes consideran que esta úl­
tima se puede reducir si se abren los mercados a la competencia. Sin 
embargo, la disminución inflacionaria puede deberse más bien a la 
diferencia entre la competitividad del mercado de servicios en com­
paración con el de bienes, ya que tradicionalmente el segundo es más 
abierto que el primero. Esto es cierto, aun cuando la distinta incidencia 
en la inflación de un mercado y otro no tiene siempre que ver con su 
nivel de competencia, sino: a) a que el ritmo de avance tecnológico es 
más rápido en el sector de bienes que en el de servicios,61 y b) a que 

61 Esto es muy importante ya que en telecomunicaciones e interne! el factor tecnológico liene 
gran relevancia. 
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los consumidores destinan por lo general menos ingresos para bienes 
que para servicios. 

En conclusión, la liberalización puede suponer una contracción 
de los índices inflacionarios, mas dicho efecto es "ambiguo, des­
preciable y, en cualquier caso, rápidamente pasajero" [loe. cit.]. Sin 
embargo, aunque la impresión sobre el fenómeno inflacionario no sea 
tan eficiente como algunos consideran, sí que hay una afectación per­
manente y notoria en los precios, lo cual a su vez incide en el grado 
de acceso que pueden tener los ciudadanos en lo que se refiere a las 
telecomunicaciones. 

Llegados a este punto, es necesario internarnos en un tema de sin­
gular importancia: la regulación del sector, ya que tradicionalmente, en 
su forma de monopolio, se encontraba en un nivel muy diferente del 
que ofrece tras la liberalización. 62 

Lo anterior se sustenta con la siguiente explicación: debido a que 
el mercado de las telecomunicaciones es altamente estratégico para el 
desarrollo económico de una nación es crucial para el grado de comu­
nicación de un país y de sus ciudadanos e implica una garantía para 
éstos que se debe proteger; todos estos factores tienen que ser vigilados 
por los gobiernos una vez que han dejado de ser los gestores únicos 
en este terreno. Es decir, cuando el Estado ejercía el control único de 
las telecomunicaciones -más adelante veremos la particularidad del 
caso de internet- podía garan tizar (o no, según sea el caso) un cierto 
nivel de prestación de los servicios correspondientes. Pero, al dejar en 
manos de la iniciativa privada la explotación de dichos servicios, tiene 
que ejercer su función reguladora para que los operadores cumplan 
con unos grados de cobertura mínimos. 

,. 
62En teoría hay una diferencia entre los mercados regulados y los libres. Se suele suponer 

que los primeros tienen condiciones rígidas (en cuanto a la forma en que se accede y se ofertan 
y demandan bienes y servicios en su seno) que no se pueden negociar y que están definidas por 
las autoridades públicas o por los oferentes del sector. Los segundos se desenvuelven en condi­
ciones libres, en consecuencia de las leyes naturales de la oferta y la demanda. El primer modelo 
se conoce como Regulation y es más común en los sectores estratégicos o de estricta preeminen­
cia social (como el que nos ocupa en este trabajo), mientras que el otro modelo se conoce como 
Desregulation y se presenta generalmente en el resto de los sectores [Calvo y Blanco-Morales, 
2000: 149). No obstante, la evidencia empírica demuestra que en los hechos esta división no es 
tan clara y que no existe casi ningún sector o mercado que se encuentre tutelado por completo o 
absolutamente autónomo y libre. 
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Está claro que las características de la privatización descritas en 
este apartado son genéricas y se completarán cuando nos encontremos 
ante el estudio de las distintas áreas geográficas y de los paises que los 
componen. 

Las políticas de telecomunicaciones: competencia 

En cuanto al aspecto de las políticas de competencia, éstas se han 
implantado en todos los sectores de la economía décadas antes de que 
aplicaran en las telecomunicaciones, aunque en este sector han alcan­
zado una importancia sin precedentes en virtud del advenimiento de 
lo que se ha dado en llamar la sociedad de la información que, más 
que un fenómeno nuevo, tiene sus orígenes más remotos en el uso cada 
vez más estratégico de las herramientas de comunicación en todo el 
mundo y de las tecnologías aplicadas en esta área. Ya veremos cómo 
esto es ciertamente aplicable para los países de la Unión Europea (UE) 
y de España y México en particular (capítulo 2). 

La política de competencia, que se inscribe en la esfera de la polí­
tica industrial que, como vimos, es necesaria para paliar los fallos del 
mercado y otras cuestiones, se ha constituido como un elemento irrem­
plazable y catalizador de la liberalización de las telecomunicaciones 
en muchos países. 

Los objetivos que debe incluir una política de competencia equili­
brada abarcan las dimensiones económica y social [Melody, 1997:83],63 

además de los tres ejes irrenunciables: sanción de prácticas monopó­
licas, medidas preventivas o ex ante para evitar la concentración64 de 

63 0ice el autor, por otra parte, que las innovaciones en tecnologías de comunicación están 
creando y cambiando las oportunidades de ejercer nuevas actividades comerciales y no comer­
ciales. Estas innovaciones tienen significados económicos interesantes, además de muchas impl i­
caciones sociales, culturales y políticas en todos los terrenos del propio entorno comercia l, pero 
también de la vida cotidiana. Esto nos sugiere matices para nuestra investigación. 

64En el caso de México, la política de competencia es responsabil idad de la Comisión Fe­
deral do Competencia (ere) y en el á mbito de las concentraciones se e ncarga de realizar algunos 
análisis definiendo, en principio, "el mercado relevante afectado por la operación, delimita ndo 
los ámbitos geográficos temporales y del producto relevante ¡ ... ¡ Se puede autorizar la operación, 
sujetándola al cumplimiento de ciertas condiciones, cuando éstas corrigen el problema de com­
petencia que causaría la concentración" !Del Vi llar y Solo, 2005: 1091. 

94 Wilma Amilano Toledo 



los mercados y labores de promoción y abogacía de la competencia 
[Del Villar y Soto, 2005: 108]. Desde el punto de vista económico, se 
debe garantizar la prestación de los servicios de telecomunicaciones de 
acuerdo con las exigencias de la demanda y en condiciones de óptima 
eficiencia. Desde el punto de vista social, las redes deben ser accesi­
bles a los consumidores65 por igual; su extensión debería establecerse 
conforme a las necesidades de los mismos. 

Sin embargo, además de los elementos anteriores, la política de 
competencia debe ir acompañada de una comisión de competencia 
adecuada para el cumplimiento de sus fines. En México, por ejemplo, 
la Comisión Federal de Competencia, sobre todo en el caso de la regu­
lación de telecomunicaciones, "no ha podido hacer valer sus resolucio­
nes ante los tribunales" [ibídem: 117]. Las empresas que incurren en 
algún tipo de falta por abuso de posición de dominio, concentración o 
prácticas monopólicas, encuentran el camino libre mediante una serie 
de amparos o por la falta de eficacia de los tribunales. Como ejemplo, 
la mayor empresa de telecomunicaciones mexicana: 

De las nueve denuncias presentadas en las que la CFC determinó que Tel­
mex era responsable de la comisión de prácticas monopólicas, en ningún 
caso la CFC ha podido todavía aplicar sus resoluciones, ya sea porque los 
tribunales han estado tomando un periodo muy largo para resolver o por­
que Telmex ha logrado obtener amparos que alargan el procedimiento y 
evitan incluso que se resuelva el fondo del litigio [loe. cit.]. 

Por ello, es verdaderamente útil la existencia de un tribunal propia­
mente dedicado a la defensa de la competencia, como sucede en el caso 
español (con el Tribunal de Defensa de la Competencia, TDC). 

Aunque la política de competencia aún es escasa y ha acudido tar­
de66 a acompañar al proceso de desregulación en España [Buesa, 1998; 

65Además, como en el caso de los mercados libres, aquí también hay una relación entre la 
competencia y una especie de "principio de soberanía de los consumidores". No sólo porque 
la competencia puede suponer un beneficio para e l consumidor, sino porque él mismo será 
uno de los agentes que determinen un equilibrio en el mercado [Díaz, 1999: 284]. sobre todo 
mediante su capac idad adquisitiva y por la demanda de determinados servicios. 

66EI gobierno, sin embargo, no ha reconocido del todo esta situación, pero en voz de su 
Min istra de Ciencia y Tecnología ha presentado ante el Senado el plan de acción "Info xx1: la 
sociedad de la info rmación para todos", en el cual se incluye como una de las grandes líneas "el 

-
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Montero y Souto, 1999], es indudable su contribución en el terreno de 
las telecomunicaciones, puesto que es un sector en donde los compor­
tamientos colusorios y los abusos de posición dominante son querella 
constante. Del mismo modo, se trata de un sector en el que la oferta 
y la demanda se encuentran en constante evolución y en el que esta 
última sobre todo desempeña un papel determinante [Brousseau, Petit 
y Phan, 1996: 155, y Brousseau y Penard, 2007: 78] en la necesidad de 
fijar una política competitiva adecuada. 

En el segundo caso, la posición dominante, se explica fundamen­
talmente porque las empresas de telecomunicaciones, que fueron en 
su momento monopolios nacionales en el sector, gozan a priori de un 
dominio de los mercados. Sin embargo, no debe confundirse la posi­
ción dominante con las situaciones de abuso.67 La situación de abuso 
estaría determinada por la práctica de precios predatorios, negativas 
de suministro de redes a la interconexión de nuevos operadores, 
precios de acceso arbitrarios, abusos dirigidos a extender la posición 
dominante, etcétera. 

Ya hemos mencionado al me como uno de los principales órganos 
encargados de ejercer el control en materia de competencia en España. 
También está la CMT que tiene ciertas funciones en el ámbito particular 
de las telecomunicaciones, mismas que detallaremos en el capítulo 2. 

En el ámbito europeo se encarga el Tribunal de Justicia de las Co­
munidades Europeas (TJCE) y la Dirección General IV Competencia; 
en Alemania, el Bundeskartellamt (BK) u Oficina Federal del Cártel, 
y el Bundesministerium für Wirtschaft und Technologie, o Ministerio 
Federal de Economía y Tecnología (BMWA); en Francia, la Autoridad de 
Regulación de las Comunicaciones Electrónicas y Correos (ARCEC o AR­

CEP por sus siglas en francés) y el Consejo de la Competencia (Conseil 

impulso del sector de las telecomunicaciones y las tecnologías de la información, completando 
la liberalización, favorec iendo la competencia, estimulando la investigación, el desarrollo y la 
innovación en las propias empresas del sector, y avanzando en la creación de infraestructuras 
de ba nda" !Diario de Sesiones del Senado, 15 de marzo de 2001, p. 4 ). Analizaremos en su mo­
mento este Plan. 

67Las empresas que se encuentran en esta posición están obligadas a prescindir de estra­
tegias que puedan ser obstáculo para que sus clientes o proveedores realicen contratos con 
nuevos competidores, en virtud de su "especial responsabilidad", consagrada por el Derecho de 
la Competencia. 
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de la Concurrence); en Italia, la Autoridad Garante de la Competencia 
y el Mercado (AGCM); en Estados Unidos, la Federal Communications 
Commission (FCC); en México, la Comisión Federal de Competencia y 
la Comisión Federal de Telecomunicaciones (CFT) y en Canadá la Cana­
dian Radio-Television and Telecommunication Commission (CRTC). 

En su caso, el TDC, aunque sucede prácticamente lo mismo en 
las otras instancias, tiene competencia fundamentalmente en cuatro 
puntos y en todos los sectores: en cuanto a los acuerdos y conducta 
colusorios de las empresas, al abuso de las posiciones de dominio, a 
las concentraciones económicas y a los programas de ayudas públicas 
[Buesa, 1998: 259]. En resumen, el Tribunal se encarga de ejercer su 
acción contra las conductas que la ley en la materia persigue: los acuer­
dos horizontales, los acuerdos o restricciones verticales y el abuso de 
posición dominante. 

El TDC se ha ocupado fundamentalmente de dar relevancia a la li­
beralización del sector servicios para el sector industrial, como marco 
en que se desarrolla la política de telecomunicaciones y lo ha hecho 
a base de "promover el debate social y convencer al gobierno para 
que iniciara un proceso [ .. . ] de reformas estructurales y fomento de 
la competencia" [Petitbó, 1996: 93, y 2007: 239]. Como es en el sector 
servicios donde se presenta la menor productividad, es ahí también en 
donde hay mayores restricciones a la competencia, por lo cual es el 
objetivo y destinatario más claro que tiene el TDC. 

Ahora bien, aunque se ha demostrado incesantemente que los 
efectos de la competencia suelen ser a la larga positivos, hay muchos 
debates en torno a su eficacia. Por eso, la política del TDC no se inclina 
por posiciones de defensa ni de reprobación hacia sus efectos, sino que 
intenta situarse en un plano más realista que quiere combinar compe­
tencia , regulación y defensa de los intereses públicos y del bienestar con 
medidas ex ante y ex post [Petitbó, 1996: 95, y 2007: 245] . Las primeras 
están relacionadas con la regulación de la competencia, mientras que 
las segundas con la defensa de la competencia. 

Los principios inspiradores del TDC según Petitbó [1996] son los que 
se enumeran a continuación, para dar una idea básica de los significa­
dos que se persiguen igualmente en varios países. La competencia: 
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a) No necesariamente implica desregulac ión; 
b) Suprime los privilegios injustificados, como aquellos que puede tener 
cualquier operador dominante en telecomunicaciones; 
e) Incrementa los salarios reales y la demanda; 
d) Coadyuva al sostenimiento del gasto público. 

Con estos principios como figura central , el TDC ha tenido una ac­
tividad "sobresaliente [ya que] ha contribuido a eliminar espacios de 
regulación ineficiente y con sus resoluciones ha expulsado de la arena 
competitiva un gran número de conductas restrictivas de la competen­
cia" [Petitbó, 2007: 246]. 

Aunada a estos principios se tiene como marco la Ley de Defen­
sa de la Competencia,68 que debe servir como-referente básico, y la 
propia Ley General de Telecomunicaciones,69 a cuyo amparo se han 
desarrollado todos los procesos aludidos en España. La ley vigente es 
la 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia; que sustituye 
a la 16/1989, de 17 de julio, del mismo nombre. 

Sin embargo, en este punto existen algunas diferencias con los paí­
ses comparados, como es el caso de los del grupo de Norteamérica. Esto 
lo veremos más adelante. Los países de la Unión, como es de suponer, 
comparten más o menos esta dinámica, en que la ley de competencia se 
apoya en la de telecomunicaciones en lo que al propio sector se refiere. 

Por otro lado, y de acuerdo con lo señalado líneas arriba, el objetivo 
regulador debe estar encaminado a dos aspectos: por un lado al diseño 

68Hay opiniones enconlradas con respecto a las leyes de defensa de la competencia. Algunos 
consideran que cumplen su función íntegramente. Otros, como Calvo y Blanco-Morales (2000: 
4301 esbozan un punto de vista más crítico al afirmar que éstas "incorporan -como no puede ser 
de otra manera, en virtud de la complejidad cambiante de la materia que la hace inasequible a 
la cristalización codificada por ninglin programa legislativo- una cohorte de principios jurídicos 
indeterminados, cuando no de abierta discrecionalidad técnica (abuso de posición dominante, 
concentraciones ilícitas, distorsión efectiva de la competencia, impacto real en la formación de 
los precios, etcétera). En efet:to, si algo es la defensa de la competencia es una política pública y 
una función pública de naturaleza administrativa" (cursivas del autor). 

69La LGr "articu la un 1>lanteamiento sustantivo radicalmente diferente del de la WT: la presta­
ción de los servicios y la instalación y explotación de redes de telecomunicaciones en libre compe­
tencia, y sin que estas actividades queden ya reservadas a la titularidad del sector público ( ... ( Las 
actividades del sector pasan (a ser( susceptibles de ser desarrolladas en virtud de la libre iniciativa 
privada y libre competencia, aunque sujetas a una intervención administrativa de carácter policial 
ciertamente innovadora (en lo léxico y en lo sustantivo) para nueslro Derecho: la necesidad de 
obtener una 'autorización general' o una ' licencia individual'" (Souvirón,1999: 153-154(. 

98 \\'ilma ,\ rellano Toledo 



de la política sectorial compatible con la europea, o con la de cada país 
del grupo norteamericano, y necesario para este caso, y por otro lado a 
la aplicación adecuada de la misma en términos prácticos. 

El primer aspecto se sitúa en el ámbito de las facultades de las enti­
dades correspondientes: Ministerio de Ciencia y Tecnología de España 
(MCYT) hasta 2007, ahora Ministerio de Industria, Turismo y Comercio 
(MITC);70 Ministerio de la Comunicación de Italia - Me: Ministero delle 
Comunicazioni-;71 Ministerio de Cultura y Comunicación de Francia 
-MCC: Ministere de la Culture et de la Cornmunication-; Ministerio Fede­
ral de Economía y Trabajo de Alemania (Bundesministerium für Wirts­
chaft und Arbeit); Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) de 
México,72 Ministerio de Industria de Canadá (Ministry of Industry);73 

Departamento de Comercio (Deparment of Commerce, del cual depen­
de la NTIA)74 y la Office Spectrum Management (OSM)75 u Oficina de 
Administración del Espectro (OAE) en Estados Unidos. 

Las funciones de las comisiones reguladoras se analizarán con cui­
dado en los capítulos respectivos de los países elegidos, pero sucede 
que, como en el caso de la CMT (en la que abundaremos también en el 
capítulo 2), se regirán por un Consejo. Tienen como principales funcio­
nes la de arbitrar en los conflictos entre operadores de redes y servicios 
del sector; la de garantizar la libre competencia en este mercado y, por 
ende, la de interpretar las cláusulas de los contratos que la protejan; la 

' ºEl Ministerio cuenta con una Secretaría de Estado de Te lecomunicaciones y para la Socie­
dad de la Información. 

" Dentro de su estructu ra orgánica cuenta con un Comité Nacional Italia Digital . 
72Cuenta con una Dirección General de Políticas de Telecomunicaciones, dependiente de la 

Subsecretaría de Comunicaciones, así como de una Unidad de Programas de Cobertura Social de 
Comunicaciones (en el capítu lo 3 veremos cómo en México la cobertura social es el equivalente, 
con sus limitaciones, del servicio universal). 

~ 73El Ministerio de Industria canad iense se integra, entre otras, por o ficinas de Asuntos de 
los consumidores; de Propiedad intelectual; de Comunicaciones y mercadotecnia ; de Espectro, 
Tecnologías de la Info rmación y Telecomunicaciones; de Ciencia e Innovación y de Política estra­
tégica. Como puede apreciarse, uno de los más completos e integra les en su tipo. 

74 Una de las oficinas más importantes en ese país en materia de pol ítica de telecomunica­
ciones: !a National Te lecommunicalions and lnformalion Adminis tralion o Dirección Nacional 
de Telecomunicaciones e Info rmación. Profundizaremos en sus fu nciones cuando hablemos del 
caso estadounidense. 

75Esla oficina, además de los lemas relacionados con la competencia en las telecomunica­
ciones, también se hace ca rgo del asunto del servicio unive rsa l, o universal occess, que tiene 
especial importancia aquí. 
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de informar sobre las tarifas propuestas en los casos de monopolio y 
posición de dominio; la de asesorar al gobierno, ministerios y gobier­
nos locales (Comunidades Autónomas [CCAA], provincias o estados 
federados, según cada país) en los casos en que sea necesario sobre el 
ámbito de las telecomunicaciones y tienen la capacidad normativa de 
dictar instrucciones vinculantes a las entidades del sector. 

Debe señalarse que las comisiones reguladoras suelen recibir di­
versas críticas sobre sus funciones en materia de competencia; por un 
lado, debido a los criterios políticos y económicos que suelen aparecer 
en estos casos y que hemos mencionado reiteradamente, y por otro lado 
debido a lo complejo que resulta regular un mercado tan cambiante y 
aun controvertido y cuya competencia tiene matices interesantes que 
van mucho más allá de las regulaciones tradicionales [Terrón, 2008: 7]. 

Todo ello, con el aspecto social y con el de protección de los intereses 
de los consumidores. 

Por ejemplo, observamos que en este sector se suceden con singular 
frecuencia las alianzas entre empresas. Pero no sólo se trata de un tipo 
de alianzas, sino que pueden darse en el contexto de la globalización, de 
la convergencia o de la desregulación [Goyonechea, 1996: 156]. Para ga­
nar con clientes internacionales la pérdida o escasez de los nacionales, 
aun cuando esto represente una inversión adicional que la que se hace 
en mercados propios, en el primer caso. Para adquirir o complementar 
capacidades y experiencia, en el segundo, y finalmente , para captar 
nuevos mercados que compensen la pérdida del mercado local. Pero sea 
cual sea la orientación o tipo de alianza, lo que resulta evidente es que 
se busca la combinación de fuerzas y conocimiento del mercado. 76 

También se han dejado sentir críticas al ponerse en duda que las 
comisiones realmente sean independientes respecto del Ejecutivo,77 

sobre todo cuando están adscritas al ministerio correspondiente. Sin 
embargo, es bien sabido que este modelo ha sido adoptado en casi todos 
los países que han llevado a cabo la liberalización de sus telecomuni-

76Los lres objetivos son vitales para el servicio universal. 
77Y si a esto agregamos las iniciati vas que tiene la CE por medio de sus directivas y al mismo 

liempo la decisión de los estados miembros de deíender a s us reguladores nacionales, el panora­
ma se vuelve a(m más complejo. 
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caciones, como abundaremos más adelante, al describir las situaciones 
de los países elegidos para el análisis. 

Cambiando de enfoque, pensemos ahora en las repercusiones que 
la instauración de la competencia en telecomunicaciones ha tenido o 
puede tener sobre el servicio universal. 

Primero que nada está el hecho de que al tener libertad de compe­
tencia, los operadores buscan de modo legítimo sus beneficios, pero en 
virtud de los mismos quizá puedan inclinarse a buscar la penetración 
en mercados más rentables o geográficamente más accesibles (como 
el de las zonas urbanas o el de ciertas capas de la sociedad, como las 
medias y las altas) [Avello, 2002: 19]. Esto supone una consecuencia 
evidente: que el resto de los mercados se vean desprotegidos y privados 
de un derecho fundamental, como lo es la comunicación, lo cual justifi­
ca la actuación de los gobiernos. El siguiente cuadro resume lo anterior. 

JUSTlFICACJÓN DE LA lNTERVENCIÓN ESTATAL EN UN ENTORNO 
CONCURRENCIAL 

Competencia 

Necesidad 
de intervenc ión estatal 

Fuente: elaboración propia. 

Búsqueda de beneficio 
económico 

¡ 
Dis tors ión de la competencia 

y fa llos de mercado 

i 
Afec tac ión de la universalidad 

del servicio 

Uno de los riesgos que también se pueden correr tras la competencia 
en telecomunicaciones es que aunque la misma puede ser congruente 
con el servicio universal significando reducción de precios (ya hemos 
visto los argumentos en sentido contrario), esta condición únicamente 
es posible si los métodos de financiamiento del servicio se adecuan de 
forma apropiada a un ambiente competitivo [Knauer, Bork, Sánchez y 
Núñez, 1999: 724], en donde participe el mayor número de operadores 
posible [Berne, 2008: 71-72], lo cual requiere además la reformulación 
de las políticas y los programas de servicio universal. 

Ahora bien, es preciso señalar que no todas las actividades del sector 
de telecomunicaciones que se han abierto a la competencia y se han 
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sido liberalizado se relacionan directamente con el servicio universal. De 
hecho, hay una separación de actividades dentro de un mismo sector que 
puede dividirlas en competitivas78 y no competitivas [López de Castro y 
Ariño, 2001: 32). En telecomunicaciones, las actividades competitivas 
son sobre todo los servicios que prestan los distintos operadores y son no 
competitivas, fundamentalmente las infraestructuras de uso común. En 
cuanto a las competitivas, hay que diferenciar, a su vez, a las actividades 
de mercado y a las prestaciones de servicio esencial universal (aquellas 
a las que todo ciudadano tiene derecho y que el gobierno tiene que pre­
servar, ya que el mercado no daría respuesta por sí mismo). 

En este caso, la competencia puede ser contraria o enfrentarse de 
algún modo a la prestación del servicio universal debido a que su exis­
tencia pueda imposibilitarse por falta de oferta. Es decir, si hay algunas 
zonas en donde los operadores no quieran concurrir porque no haya 
beneficios o rentabilidad interesantes, no hay ofertantes y la demanda 
se queda sin servicio79 (es el peligro para las comunidades rurales o 
apartadas, que el servicio universal ha tenido en cuenta). La razón por 
la cual la oferta se ausentaría es que los costes para la prestación son 
mucho mayores de lo que se obtendría por ofrecerlos. De ahí la nece­
sidad de los programas de financiamiento, aunque los mismos deben 
estar bien administrados y calculados. 

Explicado lo anterior, se vislumbran con facilidad los objetivos de la 
separación de actividades. Uno de ellos es dotar a cada una de las activida­
des de un marco jurídico distinto, acorde con sus diversas características. 
Y segundo, todavía más importante, la transparencia informativa, que es 
irrenunciable para una cabal regulación, misma que implica la elinúna-

78EI régimen jurídico de las actividades competitivas está encabezado principalmente por 
las libertades de entrada, de acceso a la red, de contratac ión y formac ión competiti va de precios 
y de inversión. La libertad de acceso a la red y la de conformación de precios son las que tienen 
que ver con el servicio universa l. 

79Amén de decir que la demanda para internel, por ejemplo, todavía no se encuentra bien 
definida y caracterizada, no obstante que es el basamento de lo que se ha dado en llamar "nueva 
economía", término que '"se refiere a un cambio en la forma de produci r bienes y sobre todo <le 
prestar servicios, consecuencia de la utilización como soporte de una tecnología de telecomunica­
ciones que es interne! 1 ... 1 ta nueva economía no se va a alcanzar exclusivamente con políticas de 
oferta s ino que hay que contar también con la demanda, y que desde ese punto de vista ni Lodos 
los países han alcanzado la masa crítica necesaria para la transformación, ni todos los mercados 
o segmentos de mercado son igualmente sensibles al cambio" [Rodríguez lllera, 2002: 152]. 
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ción de subsidios cruzados, ya que eso evita al tiempo que se restrinja la 
competencia debido a una "integración vertical de actividades" [López de 
Castro y Ariño, 2001: 14-15]. Un ejemplo puede ser el siguiente: para los 
operadores que prestan distintos servicios80 no se puede establecer una 
subvención que beneficie a todas las actividades a la vez. 

Las políticas de telecomunicaciones: privatización 

Otro de los ámbitos en donde las políticas industriales (que se refleja 
directamente en las políticas de telecomunicaciones) han tenido una 
profunda incidencia es el de las empresas públicas, en donde el Esta­
do ha cedido terreno de actuación (algo que se ha generalizado en el 
mundo, aunque ya hablaremos de las diferencias según los países). 
Al encontrarse con variados problemas financieros, el Estado decidió 
proceder al saneamiento de dichas empresas a principios de la década 
de los ochenta. Es imprescindible mencionar esto porque en telecomu­
nicaciones la privatización ha tenido un significado muy importante 
en todos y cada uno de los países estudiados. 

En vista de que el saneamiento no obtuvo todos los resultados que 
se esperaban, entra una nueva fase de actuación: la liquidación o pri­
vatización de empresas, fueran o no viables. Mediante la privatización 
se perseguía que las empresas públicas compitieran en igualdad de 
circunstancias con las del sector privado. Su implicación en términos 
de política industrial la describe Buesa [1998: 256] como sigue: 

( ... ] al suprimirse - o, en ciertos casos, reducirse- la especificidad de las 
empresas públicas, en particular su respaldo financiero por parte del Es­
tado, se las despojó de su carácter de instrumentos de la política indus­
trial; y al desaparecer éste, acabó cuestionándose su permanencia dentro 
del aparato estatal. 

Es bien conocido que tras las medidas privatizadoras tomadas en 
países como Estados Unidos y el Reino Unido se desató una ola de las 

6-0EI operador de cable Auna, por ci tar un ejemplo, presta los servicios de telefonía, televisión 
e internel. Un fondo de finan ciamiento de servicio universal, en el hipotético caso de que hubiera 
que beneficiar a esta empresa, no podría afectar a todos los servicios a la vez. 
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mismas en todo el mundo desde la década de los ochenta, pero que en 
el ámbito de las telecomunicaciones tuvo su boom en los años noventa. 
Es más, algunos países, como México, culminaron más tardíamente la 
privatización de sus empresas en este sector (hasta 1998, casi al final 
de la década). como fue el caso, entre otros, de la flota satelital (los 
ejemplos en este caso los veremos con más detenimiento en el capítulo 
correspondiente) . 

Aunque el objetivo de la liberalización y privatización de empresas 
era que el Estado tuviera menos intervención en ese sector de la eco­
nomía, hay casos como el de Telefónica de España, cuya privatización 
no trajo consigo esa consecuencia y por ello el gobierno pudo seguir 
marcando pautas. En Alemania, por ejemplo, la empresa Deutsche Te­
lekom aún tiene acciones del gobierno. 

El Estado español eliminó sus "participaciones directas y su papel 
rector en el consejo de administración" [Gil, 2002: 200] de la empresa 
de telefonía. No obstante, su condición le permitió continuar impo­
niendo sus estrategias al resto de los operadores de telecomunicacio­
nes, de manera acorde con su visión sobre este mercado. La situación 
implicó que se desecharan otras posibilidades de competencia en 
España, como el caso de empresas estadounidenses o británicas,81 que 
no pudieron entrar al mercado y cuya presencia y uso de tecnologías 
avanzadas "podría salvar lagunas de subdesarrollo" [loe. cit.] . 

En este sentido, hay siete etapas que pueden distinguirse en cuan­
to al periodo de apertura de la telefonía, con Telefónica de España 
como protagonista: 1) etapa de colaboración con la rTT -International 
Telephone and Telegraph Corporation- (1924-1945); 2) etapa de autar­
quía -el Es tado nacionaliza parcialmente la compañía- (1946-1960); 
3) etapa de desarrollismo - de crecimiento- (1960-1976); 4) etapa de 
crisis económica y política de ajuste (1977-1986); 5) etapa de libera­
lización (1987-1996); 6) etapa de precompetencia -aparece el Real 
Decre to de liberalización de las telecomunicaciones- (1996-1998). y 

81 Por ejemplo, la autora menciona que "Brilish Telecom es descartada en las licitaciones, y en 
su lugar se favorece la entrada a operadores menos innovadores. como France Telecom y las empre­
sas italianas, casos en los que la falta de competencia y los entornos oligopolistas en los que han 
sobrevivido les convierte en competidores menos amenazantes. Los menos beneficiados son los pe­
queños o¡Jeradores muy innovadores como algunas empresas estadounidenses" !Gil , 2002: 2001. 
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7) etapa hacia la plena competencia (desde 1999) [Guarnido, Jaén y 
Amate, 2006: 9]. 

La quinta etapa surge como resultado de la aparición de la Ley de 
Ordenación de las Telecomunicaciones de 1987, en donde el Estado 
"se guardaba la capacidad de reglamentar la prestación de todos los 
servicios" [loe. cit.], lo cual entra en coherencia con lo anotado por Gil 
[2002: 200]. 

Lo que sí resulta a todas luces evidente es que 1998 es el año que 
marca la generación explosiva de legislaciones liberalizadoras en todo 
el mundo y el inicio, culminación o protocolo de procesos de privati­
zación de las telecomunicaciones. 

En un intento de establecer algunos elementos para entender mejor 
este proceso central que es el tema de las privatizaciones y su incidencia 
en el servicio universal, tenemos lo que a continuación se describe. 

Si nos atenemos primero que nada a la definición básica de los bienes 
que manejan las empresas públicas, es obvio que se trata de bienes públi­
cos [Janes, 2001: 385]. Su característica principal radica en la imposibi­
lidad de que ningún de individuo quede excluido de su consumo una 
vez suministrados, pero más aún que al realizarse éste (independiente­
mente de la cantidad), quedan abiertas las mismas posibilidades para 
otros individuos [Buesa, 1998], algo clave para el servicio universal. De 
ahí precisamente el calificativo de "universal". 

La definición anterior es particularmente aplicable a las teleco­
municaciones que, en general, lo que transmiten es información. Y la 
información es un bien que no es apropiable por un solo individuo. 
Además, ar ser recibida, codificada, utilizada, redistribuida, etcétera, 
continúa estando disponible para todos los demás. Por último, al estar 

' fincada y tener su soporte en las redes de telecomunicación se pone 
más en evidencia su condición de bien público.82 En el caso de internet, 
la caracterización de la información reviste un singular significado. 

Hay que añadir que las redes de telecomunicaciones tienen como 
soporte al espectro radioeléctrico, que tradicionalmente ha pertenecido 

82 En este principio se basa, de manera natural, el concepto de "servicio universal" que se 
ha introducido en la legislación sobre servicios de telecomunicaciones en el mundo, aun cuando 
adopte distintas definiciones o títulos. 
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al dominio público del Estado. Fue el gobierno estadounidense, como en 
muchos otros casos, el que se constituyó en pionero de la adjudicación 
de dicho espacio, mediante la creación de la FCC en el lejano 1927.83 

Este modelo, que permite que una Comisión de este tipo controle los 
distintos servicios que se circunscriben al espectro y los distribuya,84 

fue copiado por la mayoría de países desarrollados del mundo, si bien 
los ministerios son los que ejercen el control y no tanto las comisiones 
(que más bien tienen la función reguladora). 

En este sentido, los monopolios que desde siempre habían con­
trolado la explotación y operación de las redes hicieron evidente sus 
dificultades para ser funcionales en el contexto apenas descrito, al que 
hay que añadir de modo conceptual los procesos de liberalización , 
desregulación85 y competencia. Las causas pueden resumirse en: la ne­
cesidad de nuevos mercados, más allá de los nacionales, para amortizar 

83EI caso estadounidense, incluyendo por supuesto la génesis de la FCC, se abordará con 
detalle en el capítulo correspondiente. 

11-<EI especlro radioeléc trico suele distribuirse enlre los servicios de radio, televisión, telefo­
nía móvil, mensajería, servicios por satélite, lransmisión local de se r'iales audiovisuales de baja 
frecuencia y algún otro medio de comunicación; Lodos ellos mediante la asignación de licencias, 
concesiones, permisos y autorizaciones. Este esquema se basa en la adjudicación por parle del 
gobierno y el respeto de la legislación y los términos de la licitación aplicables por parte de los 
operadores. No obstante, en Estados Unidos ya se escuchan algunas voces que abogan por la 
completa privatización del espectro radioeléctrico IRiCkin, 2000: 292), lo cual s upondría la total 
mercanlilización del mismo, en donde todos los ope radores pueden comprar y vender libremente 
las frecuencias dis ponibles. "El Congreso estadounidense ya está recabando información sobre 
esta propuesta. Algunos observadores cercanos creen que la conversión del espacio radioeléclrico 
en un bien inmueble eleclrónico privado es sólo cuestión de tiempo. Cuando esto ocurra, otros 
países seguirá el ejemplo norteamericano, y puede que algún día la lolalidad del espacio mun­
dial acabe en manos privadas. La probable conversión del espacio radioeléclrico de palrimonfo 
público -administrado por el gobierno en representación de su ciudadanía-, en un dominio 
eleclrónico privado -<:onlrolado por los gigantes mundiales de las comunicaciones- allera radi­
calmente la relación entre la gente y las empresas. Al perder la propiedad del especlro, el acceso 
de los ciudadanos a los medios que les si.rven para comunicarse queda a merced de un puñado de 
multinacionales" libidem : 294). El peligro que esto s ignificaría para el servicio universal sería 
patente, aun cuando la telefonía básica se sustenta en redes de cable, fibra óptica y par de cobre 
y el de inlernel también. No hay que olvidar, además, que queda el satélite. 

85Como bien nos apuntan Calvo y Blanco-Morales 12000: 154) , aunque desregulación y pri­
vatización no sean sinónimos, son conceptos íntimamente relacionados enlre sí y. con frecuencia, 
"la desregulación en muchos sectores económicos va acompañada de una privatización". En 
cualquier caso, ambos procesos van de la mano, ya que una política de privatizaciones sin duda 
"debe evaluarse en conjunción con las políticas relativas a la competencia y la regulación", sobre 
Lodo si se lrala de sectores con poder de monopolio, como e l de telecomunicaciones !Guarnido, 
jaén y Amale, 2006: 7 ). 
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los gastos en investigación y desarrollo (ID) que implica la generación y 
aplicación de nuevas tecnologías (que en este sector son elementales);66 

la creciente complejidad y diversidad de servicios que las nuevas tec­
nologías precisamente han introducido y a las cuales tampoco pueden 
hacer frente los monopolios, puesto que no pueden "realizar las opcio­
nes tecnológicas, de servicios y medios de transmisión, sin retrasar la 
introducción de nuevas tecnologías" [Montero y Souto, 1999: 392]. 

Por todo lo anterior, la privatización de empresas del sector devi­
no en un proceso no sólo apoyado y fomentado por los organismos 
e instituciones supranacionales (Unión Europea,67 Fondo Monetario 
Internacional [FMI], Banco Mundial [BM], etcétera), sino de urgencia y 
necesidad vitales. 

En telecomunicaciones, la privatización igualmente terminó sien­
do "el desenlace natural de una política racionalizadora" [Buesa, 1998: 
265], pero también el resultado de todos los puntos anotados más 
arriba, en el que su carácter de servicios estratégicos y de alto efecto 
económico66 no debe pasar inadvertido. 

Es importante señalar que las privatizaciones no tienen solamente 
un razonamiento económico. Incluso hay algunos que sostienen que 
su contribución a la mejora de la eficiencia económica es nula, como 
puede leerse a continuación: 

La privatización no resuelve, por sí misma, un requisito crucial para me­
jorar la eficiencia de la economía: la introducción de la competencia en los 
mercados89 [ .. . ] La s imple transformación de un monopolio público en 

66Aquí, insistimos una vez más, nos enconlramos frente a una aparente contrad icción , que si 
se analiza bien no lo es tanto. Se refiere al hecho de que las invers iones cuantiosas que requieren 
empresas del secto r fueron , en su momento, el argumento precisame nte para constitui rlas en 

, monopolios ILaffont y Tirole, 20001. y al privatizarlas se sostiene al mis mo tie mpo que son las 
cuantiosas invers iones las que el Estado no puede sustentar y que por ello debe hacerse cargo la 
in iciati va privada. 

87 Abordando el ámbito eu ropeo tenemos que la polít ica liberalizadora de la UE se ha conver­
tido en una política comunitaria que tuvo su primer impulso con la publicación del bien conocido 
"Libro Verde sobre Telecomunicaciones de 1987"' por la Comis ión. 

88"En relación con el fomento del crecimiento econó mico, resul ta claro que, independiente­
mente d e la conlribución directa de las telecomun icac iones a la generación del PIB este sector es 
clave para la productividad del conju nto del s istema productivo" IPetitbó, 1996: 961. 

89Por esta razón la liberalización de las telecomunicaciones, al igual que en los demás sec­
tores, tuvo que incluir una política de competencia. 

Contexto general 107 
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otro privado no altera la esencia del problema desde el punto de vista de 
la eficiencia asignativa: un monopolio es un monopolio, sea público o 
privado, y tenderá a comportarse como tal [Bel i Queralt, 1996: 21-22]. 

Aparece aquí el componente político del proceso. El trasfondo que 
muchas de las privatizaciones han tenido, y en el sector de las tele­
comunicaciones lejos de ser la excepción se convierte en el sello de 
muchos de los casos, es también de carácter político.90 

En el caso de las comunicaciones por satélite y por cable, ambos 
sectores se han liberalizado en España, lo cual no significa una priva­
tización en sentido estricto, pero que mencionamos ahora ya que ha­
blamos de los distintos servicios de telecomunicaciones. En el primer 
caso, porque se determinó que los servicios de telecomunicaciones 
por satélite no se considerarán como bienes públicos y únicamente se 
requerirá para su prestación una autorización administrativa. En el se­
gundo caso, debido a las concesiones, lo cual significa que las redes de 
cable quedan listas para operar legalmente en un "mercado desregula­
do, libre y abierto a la competencia" [Cremades y García Pelayo, 1996: 

39], aunque la Ley de Telecomunicaciones por Cable de 1995 se inclinó 
"por un marco de competencia restringida, en base a las variables de 
territorio y número de empresas" [García y Ventura, 2003: 64]. 

En México, tanto la comunicación por satélite como la telefonía 
se privatizaron en la década de los noventa. La empresa de satélites 
Satmex cuenta aún con un porcentaje de acciones gubernamentales. 
Explicaremos los detalles en el capítulo correspondiente. 

En cuanto a las experiencias internacionales, cabe mencionar que 
en la mayoría de los países que han iniciado y culminado sus procesos 
de liberalización de las telecomunicaciones se procedió siempre prime­
ro con la privatización de las empresas de telefonía, luego las de otros 
servicios, como los satélites, y la apertura a otros competidores. Sólo 
que se ha tratado de casos en los que las empresas se han privatizado en 
un ciento por ciento o, por el contrario, que guardan participaciones del 
Estado y siguen siendo de titularidad estatal . Ejemplos sobran en todos 

90En otro Lrabajo hemos abordado un poco más a fondo los casos de las privatizaciones de 
Telefónica y Rctevisión; véase Arellano [2003: 311. 
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los casos, aunque debe decirse que en todos los modelos se entendía 
que el monopolio era necesario91 para alcanzar el servicio universal. 

Ahora bien, en cuanto al caso específico de España, haremos una 
breve revisión de lo que ha supuesto el proceso de privatización,92 ya 
que la cuestión referida directamente con las políticas se verá en el 
siguiente capítulo. Las privatizaciones en España tienen lugar a partir 
del mes de junio de 1996, cuando fueron aprobadas las bases del Pro­
grama de Modernización del Sector Público Empresarial del Estado. En 
el mismo se argumentaban cuatro razones básicas para que el Estado 
dejara de ser el principal impulsor de la actividad empresarial con las 
empresas públicas: desarrollo tecnológico, globalización, normativa 
europea de competencia y sector privado español fuerte. 

A partir de eso se estipulan en el programa las características del 
entorno que hace posible la privatización, así como una serie de condi­
ciones y requerimientos, casi todos los cuales se corresponden con los 
de otros países. Lo que destaca son las características que debe tener 
este proceso, es decir, "la necesidad de publicidad y transparencia y li­
bre concurrencia en las operaciones de privatización" (Fernández Díaz, 
1999: 409), todo lo cual permite reducir las posibilidades de corrup­
ción. Pero más importante aún: 

[ ... ] la mayor transparencia contribuye también a alcanzar otros objetivos: 
al exponer el proceso a una mayor publicidad, se facilita la detección 
oportuna de eventuales errores y permite determinar si los objetivos esta­
blecidos por el gobierno[ ... ] se cumplen de forma razonable. 

Así como las privatizaciones tienen un perfil político, en el mismo 
se integra un perfil ideológico, desde cuyo punto de vista estos proce­
sos forman parte de "un cambio en la filosofía de los fines y tareas del 

"'"La implantación de los monopolios gestores respondió a tres modelos distintos: [ ... ]el co­
noc ido como PTT [ •.. ) y en él las telecomunicaciones se consideran un servicio de titularidad estatal 
[ ... )El segundo modelo, seguido en Estados Unidos[ ... ) La regulación del sector es competencia de 
las administraciones estatal y federal, mientras que la explotación de redes y servicios corresponde 
a la in iciativa privada [ ... ] El modelo español resulta peculiar: considera las telecomunicaciones 
como un servicio de titularidad estatal, cuya explotación se encomienda a la iniciativa privada en 
régimen de concesión, con un control público fuerte" [De la Cruz, 1996: 59-60). 

92 Las privatizaciones en Francia, Alemania, Ita lia, Estados Unidos, México y Canadá se abor­
darán en el capítulo correspondiente, y el caso español se explicará mejor en e l segundo. 
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Estado" [loe. cit.]. El mismo autor opina que esto brinda una oportuni­
dad democrática, debido a que el poder económico estatal se traslada a 
uno de los sectores sociales. La cuestión que nosotros nos preguntamos 
es hasta dónde puede ser esto cierto, ya que no se toma en cuenta que 
las empresas no siempre tienen inclinación a derivar esos provechos 
al resto de la sociedad. 

Significado, importancia y origen de las políticas de telecomunicaciones 

Antes de hablar del origen de las políticas de telecomunicaciones, nos 
ocuparemos de su importancia y significado, lo cual al mismo tiempo 
nos servirá como sustento y como justificación de los objetivos de este libro. 

La importancia central que tienen las políticas de telecomunica­
ciones es que son las delineadoras , gestoras y promotoras de uno de 
los sectores que más han evolucionado en los últimos años. Su prin­
cipal valor procede del sector al que se refieren. La segunda razón es 
simplemente que existen. El hecho de que hasta hace algunos años no 
hubiese políticas específicas del sector en varios países, sino que se 
circunscribieran a las de otros ámbitos, es tan sólo otra de sus caracte­
rísticas trascendentales. 

Como un tercer aspecto aparece el hecho de que las políticas de 
telecomunicaciones permiten coordinar en su seno las acciones de dis­
tintas instituciones, ya que en torno a ellas pueden aglutinarse funcio­
nes. Esto es particularmente válido para la UE -ya que las instituciones 
europeas competentes tienen que coordinar sus acciones y decisiones 
y a la vez con las de los estados miembros-, pero no es menos impor­
tante para los países de otras zonas. 

Otro elemento de su importancia radica que la de telecomunicacio­
nes se distingue de otras políticas, pero se relaciona con ellas de mane­
ra eficiente. Sobre todo se relaciona con aquellas que también tienen 
gran importancia, como es el caso de las políticas de competencia (que 
a su vez son un factor integrante de las mismas) , las políticas para la 
sociedad de la información, las políticas del audiovisual, las políticas 
educativas, las políticas culturales, etcétera. 
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Ahora bien, en cuanto al origen de las políticas de telecomunica­
ciones, daremos un marco general que se aplique a todos los países y 
luego, cuando abordemos los casos específicos, añadiremos detalles 
propios de cada uno. 

Las políticas de telecomunicaciones tienen su origen más destaca­
do en las gestiones y decisiones de instancias internacionales como la 
Unión Telegráfica Internacional (UTI), que fue creada por la Conven­
ción de París en 1865, y la URT, instituida por la 2a. Conferencia de Ber­
lín del año 1906. Claramente en aquel momento se dictaban acciones 
concretas e individuales que no se constituían en partes de una política 
de telecomunicaciones, porque entonces ésta no existía como tal. 

Más tarde estas dos entidades se unieron para formar la conocida 
UTT (Unión Internacional de Telecomunicaciones o ITU por sus siglas en 
inglés: International Telecommunications Union) que fue la primera 
en utilizar el término "telecomunicaciones" y que creó un importante 
Convenio Internacional de Telecomunicaciones y cuatro reglamentos 
que han sido centrales para la formación de las políticas de cada país: 
el Reglamento Telegráfico, el Reglamento Telefónico y dos reglamentos 
de Radiocomunicaciones [Pérez- Bustamante, 2000: 17]. 

En la década de los setenta comienzan a darse los primeros pasos 
en las distintas latitudes en cuanto al delineamiento de las políticas 
de telecomunicaciones tanto en Europa como en Norteamérica. En el 
caso de la VE se conforman los organismos como la CEPT, el European 
Radiocommunication Comittee (ERC) y el European Committee for 
Regulatory Telecommunications (ECTRA), que veremos más adelante. Y 
en Norteamérica organismos como la FCC empiezan a tener un papel 
más activo ante el llamado Nuevo Orden Mundial de la Comunicación 
(NOMJC),93 muy en boga a partir de esa década. 

En esos años también iniciaron algunas discusiones y movimientos 
en instituciones como la UNESCO United Nations Educational, Scienti­
fic and Cultural Organization u Organización de las Naciones Unidas 

93EI concepto de NOMIC "vinculó a la información al debate sobre la d istribuc ión mundial 
de recursos económicos, hacie ndo un llamado en lo relacionado con los recursos de información 
y comunicación por las mismas razones (disparidad cualitativa y cuantitativa). Las criticas se 
dieron desde tres ámbitos: flujo unidireccional de la información, contenidos de la in fo rmación 
y control de la in formación" [Márquez, 2003: 1-2]. 
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para la Educación, la Ciencia y la Cultura en torno al papel de la co­
municación en el mundo y en la educación. 

A partir de los años ochenta comienza un periodo de desregula­
ción y de privatización de los medios de comunicación y las telecomu­
nicaciones, aunque a ritmo dispar y desigual en los distintos países. 
Según Mattelart [2003: 1], "a partir de ese momento, se podría hablar 
también de una desregulación de todo el sistema, es decir, tanto de los 
contenidos como de las maneras de verlos". 

En los años noventa surgió una nueva realidad: empiezan en dis­
tintos momentos y latitudes las políticas liberalizadoras en sentido es­
tricto, empiezan a consolidarse como las conocemos en la actualidad. 
En cada caso específico veremos cómo se originaron. 

A continuación mencionaremos algunas de las instituciones in­
ternacionales de políticas de telecomunicaciones que están vigentes y 
que se han encargado de desarrollar los principios planteados en los 
orígenes mencionados. 

Instituciones internacionales de políticas de telecomunicaciones 

Un punto muy importante que hay que desarrollar antes de pasar a 
las realidades concretas de los distintos países seleccionados para este 
trabajo es el caso de las instituciones y organismos internacionales que 
colaboran en la gestión de las telecomunicaciones y en la emisión y 
proyección de políticas al respecto. 

Antes de mencionar algunas de ellas, diremos que las autoridades 
gubernamentales han desempeñado un papel importantísimo en el de­
sarrollo del sector de las telecomunicaciones y sus servicios asociados, 
así como en el terreno de las TIC. Este papel, aunque evidentemente 
distinto al de las empresas y el capital privado, es de suma importan­
cia, toda vez que se constituye en el agente regulador por excelencia, 
que tiene que controlar (no en el sentido de control negativo sino de 
regulación) las actividades del agente productivo o económico, esto es, 
los operadores y las empresas del sector. 
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El proceso de liberalización de las telecomunicaciones, del que 
hemos hablado en otro apartado, es un claro ejemplo del papel de las 
autoridades y organismos públicos. Sin su participación en todos aque­
llos lugares del mundo en donde se ha llevado a cabo la liberalización 
o los procesos de privatización, no se habría llegado a buen puerto. 
Los intereses de las empresas, la falta de gestión y la desorganización 
hubiesen sumido en el desconcierto dichos procedimientos. 

En opinión de Gaspar Ariño [2003: 14] las autoridades y organis­
mos públicos han logrado varias cosas, entre las que se encuentran 
la instauración de la competencia en el sector telecomunicaciones. 
Sin embargo, también han tenido disfunciones (y aunque se refiere 
básicamente al caso español, la sentencia es aplicable para todos los 
demás, que también han presentado fallos en dicha gestión) como con­
secuencia de aquellas decisiones "a veces ambiguas y contradictorias 
con [respecto a] la tendencia natural del mercado". Un ejemplo de esto 
es el siguiente: 

Como los demás agentes protagonistas del boom de los años noventa, las 
autoridades públicas han compartido también expectativas infundadas 
sobre el crecimiento potencial de las telecomunicaciones y han fomenta­
do una política de regu lación excesivamente optimista, a veces impruden­
te,94 basada en la idea de que los incumbentes -antiguos monopolios- eran 
unas organizaciones capaces de aguantarlo todo (de reducir drásticamen­
te sus precios , de continuar con sus inversiones masivas en todos los 

94EI propio Arifio [2003: 4) menciona las cuatro principales causas por las que los gobiernos 
y empresas fueron excesivamente optimistas a la hora de prefigurar e l fu turo de las telecomunica­
ciones en los distintos países. Una de ellas son las predicciones infundadas sobre el crecimiento 
de la demanda ele telecomunicaciones a corto plazo, lo cual ha traído como consecuencia inver­
siones en equipos y servicios de modo desmesurado, como una tremenda oferta a la que su con­
traparte no se correspondió. La segunda fueron las predicciones excesivas sobre la capacidad 
y voluntad de los consumidores de aumentar su gasto total ele comunicaciones y de asimi lar 
nuevos servicios. En este caso, parecido al anterior, se supuso sin esperar a comprobarlo que 
los consumidores serían más receptivos económicamente y en cuanto al uso de la tecnología 
y los servicios que le acompañaban. Y no fue tanto así. En tercer lugar, están las percepciones 
simplistas del poder de la competencia. Es decir, se ha conferido a la competencia un papel de 
garan te y consolidador en el proceso de apertura y liberalización de las telecomunicaciones, sin 
contar con los "fa llos de mercado" de los que hemos hablado antes y que invariablemente tienen 
que ocurrir. Finalmente, menciona que se ha supuesto que la sociedad de la información tendrá 
un desarrollo mucho más rápido y elevado del que en realidad ha tenido. Esto hizo que las em­
presas y los gobiernos apostaran a las ventajas de la misma ele un modo inusitado. 
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segmentos de negocio, de proteger a los nuevos entrantes y asumir el 
coste del servicio universal) [ibidem: 9). 

Aquí cabe hacer un pequeño paréntesis para mencionar una ca­
tegoría más de la teoría económica que explica lo anterior. Así como 
en su momento hablamos de los fallos del mercado, por lo cuales las 
administraciones tienen que intervenir en la economía, también se 
encuentran los fallos del Estado o fallos en la intervención. 

Un primer escenario en el que pueden producirse los fallos es en 
aquellos momentos en los que la intervención se realiza ante la mera 
presencia de un fallo de mercado. Los especialistas aseguran que esta 
no es razón suficiente para intervenir [Fernández Cornejo, 1999: 86], 
con lo cual, en este caso, se produce un fallo en la intervención. 

El segundo escenario es aquel donde la intervención no es efi­
ciente y no consigue su objetivo o, peor aún, propicia una situación 
más inadecuada. Esto sucede en aquellas ocasiones en que el objetivo 
interventor no se tiene completamente claro y no se toma en cuenta 
que solamente el diseño de las políticas públicas conlleva costes que 
deben considerarse, además de los que puede generar la intervención 
por sí misma si se presenta "en forma de ineficiencias distintas de las 
puramente asignativas" [/oc. cit.]. 

En tercer lugar, hay algunos países en donde el problema de la co­
rrupción es bastante serio. De tal manera, que una de las principales 
variables para concluir que un proceso de liberalización , privatización 
y/o desregulación en telecomunicaciones ha sido exitoso es la de s i 
cada gobierno "cuenta con una administración eficaz y, sobre todo, no 
corrupta", ya que la corrupción "afecta el corazón del funcionamiento 
de la economía de mercado"95 [Fernández Ordóñez, 2000: 125]. 

Ahora bien, la cuestión no es sencilla. Los organismos y autorida­
des públicas tienen que resolver innumerables problemas en la gestión 

•sFernández Ordóiiez 12000:621 nos dice que "lo verdaderamente grave de la corrupc ión, 
desde el punto de vista económico, es que, puesto que gracias a la corrupción el empresario puede 
ganar dinero con relativa íaciHdad, dejar de dedicarse a su tarea esencial , la de reducir costes y 
atender a los consumidores. para dedicarse a obtener beneficios económicos a través de sus tratos 
con políticos o funcionarios. Por ello, una administración no corrupta es un elemento esencial 
que garantiza que la clase empresarial se dedique a las tareas que le son propias y que asimismo 
garantiza la no interferencia de la administración en las decisiones empresariales''. 
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de las telecomunicaciones y el delineamiento de sus políticas. Debido 
a que las aplicaciones, usos, redes, servicios y tecnologías en general 
van aumentando y reproduciéndose rápidamente, la gestión se hace 
complicada y, en muchos casos, las acciones de las autoridades se 
quedan cortas frente a la avalancha de avances tecnológicos. 

Por ejemplo, Rodríguez Casal [2004: 79] nos explica algunos de los 
problemas que se presentan en cuanto a la gestión del espectro radioeléc­
trico, que es aquel por donde circulan las señales de radio, televisión y 
telecomunicaciones, que forman parte del patrimonio nacional y, por 
consecuencia, tiene que ser gestionado por el Estado por medio de las 
autoridades facultadas para ello. 

Entre los problemas más comunes en dicha gestión podemos enume­
rar: la interferencia en las fronteras entre países (cuestión que compete 
tanto a las autoridades nacionales de un país como a los organismos 
internacionales, como la UIT), las también interferencias derivadas de la 
convivencia de distintas bandas de frecuencia en el mismo espectro, 
la obsolescencia de algunos servicios que no obstante siguen ocupando 
el espacio del espectro, la utilización ineficiente del espectro en aque­
llos casos en que se otorgan licencias de explotación que no se usan de 
manera correcta o no cumplen con los objetivos previstos, la igualmente 
ineficiente utilización del espectro por parte de los propios gobiernos, que 
en muchos países se reservan un espacio considerable del mismo. 

Ariño [2003: 3-4] por su parte nos explica otros problemas a los que 
los estados y las organizaciones internacionales que regulan el sector 
se han enfrentado en los últimos años. Se trata de tres elementos que 
han hecho que el sector telecomunicaciones se encuentre en constante 
evolución y se transforme significativamente. Los tres aspectos son in­
novaciones tecnológicas, cambio del marco regulatorio y cambio de la 
estructura y modelo de negocio en telecomunicaciones que, aunados, 
han producido distintos grados de descontrol e incertidumbre en las 
empresas y en los gobiernos. 

Una vez explicado esto, describiremos brevemente cuáles son los 
organismos y autoridades públicas de gestión de las telecomunica­
ciones en escala mundial, ya que las particulares de cada país y las 
europeas, las abordaremos en capítulos subsecuentes. 
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La primera y más importante organización para el sector es la 
Unión Internacional de Telecomunicaciones (urr o ITU por sus siglas 
en inglés), que forma parte de la o u. 

Esta institución se crea como tal en 1932 en Madrid (Conferencia 
de Plenipotenciarios)96 y tiene incidencia en todas las formas de co­
municación por cable, radio, sistemas ópticos y otros sistemas electro­
magnéticos. La UIT se encarga de pronunciar toda la reglamentación 
internacional en la materia fija las posiciones orbitales que ocupan los 
satélites de cada país, entre otras cosas. 

La UIT estaba formada en 2008 por 191 países miembros, pero 
además en ella hay colaboración del sector empresarial, operadores de 
servicios asociados, organizaciones científicas, fabricantes de equipos 
y otras empresas de Tecnologías de la Información y la Comunicación 
(TIC) y medios de difusión. De estos sectores, suma 700 miembros. 

Una de sus principales actividades habituales es la organización y 
celebración de las World RadioCommunication Conferences (WRCC) o 
Conferencias Mundiales de Telecomunicaciones en los que se elaboran 
informes y proyectos para la gestión de las mismas en el mundo. Tam­
bién mantiene el Registro Internacional de Frecuencias (MIFR, por sus 
siglas en inglés: Master Internalional Frequency Register). 

La UIT está formada por cuatro secciones principales: la del Sector de 
Radiocomunicaciones (UlT-R),97 la del Sector de Normalización (UIT-T),98 

la del Sector de Desarrollo (UIT-0)99 y la del Sector UIT Telecom, que 
"reúne a grandes nombres de todo el sector de las TIC, así como a mi­
nistros, reguladores y muchos otros" .100 

También es la UIT la que convocó a la Cumbre Mundial de la So­
ciedad de la Información en sus dos etapas, lo que hace que, esta sea 

"' 96También llamada Asamblea Plenipotenciaria con representación de todos los países miem-
bros. 

97 EI Seclor de Radiocomunicaciones se ocupa principalmente del espectro y la asignación de 
frecuencias , así como de la órbita de los salélites. Es además e l organizador de las IVRCC. 

98EI Sector de ormalización, como su nombre indica, se ocupa de la emisión de normas y 
de los temas de tarificación. 

99EI Sector de Desarrollo se enca rga de las infraestructuras mediante ayudas, in formes y 
cooperación en ese aspecto. 

wopágina oficial de la Unión Internacional de Telecomunicaciones o rTU (por s us siglas en 
inglés). Consullada el 10 de noviembre de 2008, disponible en: httpJ/www.itu.int/nel/home/in­
dex-es.as px 
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indiscutiblemente relevante, además de sus labores de gestión y orien­
tación de políticas en el sector. 

Por regiones, hay además una serie de instituciones u organismos 
que colaboran estrechamente con la UIT y que al no ser autoridades 
nacionales también nos compete describir aquí. Entre ellos están : la 
Inter-American Telecommunication Commission (CITEL), la Comisión 
Técnica Regional de Telecomunicaciones (Comtelca), la Organización 
Mundial de Comercio (wTO por sus siglas en inglés: World Trade Or­
ganization), el Acuerdo General sobre Aranceles y comercio (GATT por 
sus siglas en inglés: General Agreement on Tariffs and Trade). 

Para Europa es tá la European Telecommunications Public Network 
Operators Association (ETNO), la CEPT, la European Telecommunicatio­
ns Office (ETO) , que describiremos en el siguiente capítulo. 

EL SERVlCIO Y EL ACCESO UNlVERSAL 

El concepto de servicio universal 

En primer lugar, hay que decir que la concepción de servicio universal 
primaria puede resumirse en la necesidad de cobertura del servicio 
telefónico básico a todos los ciudadanos. Según Díaz de Rábago [1999: 

285] su máximo exponente son las "coberturas marginales"1º1 (que de­
fine como llevar las líneas de teléfono hasta la más remota población) , 
y dicho componente conceptual ha tenido una evolución creciente en 
todos los países industrializados o del llamado mundo desarrollado. 

De ahí precisamente que en dichos países, donde la competencia y 
la preeminencia empresarial son tan dominantes, sea en los que más 
énfasis se debe poner en preservar o garantizar, incluso por anticipado, 
el derecho de acceso ciudadano a unos servicios básicos para la recep-

'°'Esto se caracteriza principalmente por el hecho de que aquellas zonas en que no hay mu­
chas posibilidades de acceso para crear redes e instalar infraeslructuras de telecomunicaciones 
por lo regular tampoco son rentables para los operadores. De ahí la necesidad de contar con finan­
ciamiento para sostener tales programas de cobertura (vid. supra e in/ro). De esta forma, inverti r 
millones de dólares en planes de cobertura para llevar líneas de teléfono a poblaciones alejadas, 
a veces sin un núcleo de población estable, no es benefic ioso para los índ ices de rentabilidad de 
una empresa [Díaz de Rábago, 1999: 2851. 
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ción de información y para la comunicación interpersonal [Roe, 1996: 

215] . Es significativo todo esto, ya que estos dos elementos integrados 
supondrían la conformación de uno de los derechos más básicos: el 
derecho a comunicarse [Sánchez Rodríguez, 2002: 154 y Corredoira, 
2006]. Desde nuestro punto de vista, esta argumentación práctica y 
filosófica da sustento al plano legal, ya que este derecho es indispen­
sable para una convivencia adecuada en sociedad y es un elemento 
original del derecho a la libertad de expresión. 

En referencia a ese derecho a comunicarse, como lúcidamente nos 
expone Fernández-Shaw [1999: 72-76]: 

[ ... ] las infraestructuras electrónicas forman parte del derecho de la co­
municación y son portadoras de contenidos o programas realizados por 
el ser humano en razón de su connatural derecho a la comunicación , 
normativas jurídicas que amparan una sucesión de situaciones distintas 
que es urgente distinguir por los poderes públicos internacionales, que 
se ven abocados a tomar decisiones de aspecto vario, consecuencia del 
triple entramado técnico-empresarial-jurídico que se está dibujando . El 
derecho de la comunicación es el ius communicationis, que es e l que en 
realidad afecta a Ja soberanía nacional [ ... ] [Por su parte] en el caso del 
animal racional esta relación adquiere su máximo perfil. Si la visión 
aristotélica del animal político se completó con la de animal social, en la 
actualidad parece cobrar mayor relevancia la del ser que se comunica o 
ser comunicativo [ ... ) [Fue] en la Unión Europea de Radiodifusión ... que, 
luego hizo fortuna, comenzándose a hablar de right to communicate, das 
Recht zu Kommunizieren, derecho a comunicarse, que en español toma 
particular relieve por la partícula se, reflexiva, que se añade [la cursivas 
son del autor] . 

Derivado de lo anterior, se deduce que la interpretación que puede 
hacerse del servicio universal va en varios sentidos, desde la concep­
ción político-filosófica, hasta la económica y la jurídica. La primera 
razón tiene como resultado que se tenga que preservar el acceso ciu­
dadano a las redes para ejercer su derecho consustancial. 

La razón económica, por otra parte, se resume del modo siguiente: el 
servicio universal permite una externalidad económica en las telecomu­
nicaciones, ya que el valor agregado de éstas a la economía en general 
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es absolutamente más grande que la suma de lo que los individuos pa­
garían por sí mismos en el mercado [Sánchez Rodríguez, 2002: 154]. 

Finalmente, la razón jurídica que se deriva de cada uno de los fac­
tores anteriores se traduce en la serie de imposiciones de prestación 
o cargas de derecho público a los operadores que, mediante la forma 
de una decisión política, procura "la prestación continua y general del 
servicio" [ibidem: 155). Todo ello supone la formación de un auténti­
co derecho del sujeto que defienden los tribunales y las autoridades 
correspondientes. 

También Sánchez Rodríguez explica que dicha decisión política 
habrá de tomar en cuenta, por lo menos, tres factores sumamente tras­
cendentes, a saber: aspecto geográfico (territorio) ,1º2 aspecto personal 
(beneficiarios), 103 aspecto de accesibilidad (precios) y aspecto de ser­
vicio (calidad). 

Regresando al tema de la evolución del concepto de servicio uni­
versal, la misma no se refiere solamente a la cuestión de los costes 
que exige el servicio, sino a que dicho concepto ha variado en virtud 
de la inclusión de nuevas tecnologías en telecomunicaciones y, sobre 
todo, de internet. También , la transformación se refiere a que los or­
ganismos o entidades reguladoras van adquiriendo gradualmente un 
nuevo papel a raíz, sobre todo, de la introducción de la competencia y 
la liberalización en el sector, como hemos visto. 

De este modo, Corredoira [2001a: 18) nos explica que ya no sólo 
debe considerarse servicio universal el hecho de llevar el teléfono a 
aquellas zonas consideradas no rentables, sino "que algunos servicios 
-como el acceso a internet- sean más baratos, por debajo del coste". 
Es decir, se amplía paulatinamente el contenido del servicio universal 
como veremos en su momento con el caso de España y la UE. La autora 
resalta la importancia de contar con políticas "que fomenten la no-dis-

102La referenc ia al respecto se encuentra en el RSU que define "el componente geográfico 
atendiendo a las demarcaciones que un operador eficiente no cubriría, dependiendo de la den­
sidad o dispersión de la población, y su carácter rural o insular" [Sánchez Rodríguez, 2002: 1551 
(cursivas del autor). 

103También el RSU se ocupa del componente social "atendiendo a los cl ientes a los que un 
operador eficiente, atendiendo a razones exclusivamente comerciales, no prestaría el servicio, por 
tener tari fas especial o por tener barreras de acceso, fundamentalmente discapacitados o pensio­
nistas y jubilados con rentas familiares menores al Salario Mínimo Profes ional" !loe. cit.]. 
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criminación práctica mediante el derecho de inclusión en las ne" lo 
cual a su vez puede encontrar su concreción mediante el "fomento del 
acceso" [Corredoira, 2006: 72]. 

La evolución y el desarrollo (positivo, por cierto) del concepto de 
servicio universal no debe separarse de su fundamento esencial e in­
herente, aun cuando dicha transformación proponga redimensionarlo. 
Estamos hablando de la noción de publicatio de los servicios de teleco­
municaciones. Cuando tratamos de la privatización, aludimos en cierta 
medida al carácter de bienes públicos que tienen las telecomunicacio­
nes. Y este es el fundamento sine qua non en que debe entenderse la 
concepción de servicio universal: 

Aquello que en el régimen jurídico anterior hacía configurar a los servicios 
de telecomunicaciones como servicios públicos, la publicatio de los servi­
cios de telecomunicaciones, sigue vigente en su finalidad última, siendo 
las obligaciones de servicio público en el actual régimen jurídico las que 
van específicamente destinadas a dar debida satisfacción a la finalidad de 
dicha publica tío, al cumplimiento del interés general y de la cohesión eco­
nómica, social y territorial [Avello, 2002: 25]. 

Ahora bien , al tocar el aspecto de la publicatio decíamos que éste 
se corresponde con la cualidad de las telecomunicaciones de servicios 
públicos, en donde se reitera que han sido originalmente monopolios 
naturales dominados por una "estructura unitaria": unidad de red, uni­
dad de gestión y unidad de régimen jurídico [Merino Merchán, 1999: 

340, y Ordóñez de Haro, 2002: 16-17] . La unidad de red se sustentaba 
en las compañías telefónicas monopolistas , la unidad de ges tión en el 
gobierno, y la unidad jurídica en los términos del contrato de conce­
sión 104 a dichos operadores. 

Es ta es tructura unitaria sugiere un modelo administrativista en el 
que prevalece aquella noción de servicio público con tarifas fijadas por 
la administración y en el que la única operadora establecía los contra­
tos con los usuarios, que eran indiscutibles, ya que no había más op­
ciones. La situación era que "la estrategia de los países europeos en el 

10•EJ cual, según nos cuenla Merino Merchán [1999: 340], fue exaltado por una parte de la 
doctrina e incluso la jurisprudencia como una especie de /ex especia/is que no era vulnerable a 
los actos administrativos ni se podía derogar por ninguna olra disposición. 
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sector de las telecomunicaciones se encontraba tutelada bajo la influen­
cia del modelo tradicional de empresa pública, que obedecía a razones 
de orden político y gubernamental" [Rojo Villada, 2006: 100-101]. 

Por influencia de la normativa comunitaria e internacional se fue 
desarrollando un cambio en la política española que condujo a un 
nuevo marco conceptual: el de servicios de interés general. Así, las 
telecomunicaciones regidas por la LGT, por ejemplo, se circunscriben 
al nuevo derecho de las telecomunicaciones, en donde, evidentemente, 
resalta la libertad de concurrencia entre operadores, una competencia 
entre servicios y redes105 y, sobre todo, y esto hay que destacarlo, la 
significación de que el servicio universal es el sucesor del servicio 
público tradicional. 

Resumiendo, se pasa de un sistema más bien cerrado de titulari­
dad estatal (que considera a las telecomunicaciones en conjunto como 
servicios públicos), a un sistema abierto en régimen de competencia 
(que determina a las telecomunicaciones como servicios de interés 
general).1º6 En este sentido, los servicios de interés general se defini­
rían como un servicio "esencial a las gentes" [López de Castro y Ariño, 
2001: 12], pero siempre en un entorno de libertad empresarial y de 
concurrencia. 

En consecuencia, la principal mutación consiste principalmente en 
una auténtica despublicatio, ya que las actividades del nuevo servicio 
público ya no son de titularidad estatal sino privada, pero siguen sien­
do responsabilidad de la administración, en virtud de que las presta­
ciones de dichos servicios deben llegar a los ciudadanos en una cierta 
medida con la forma del servicio universal y hay casos en los que se 
puede requerir financiamiento. 

105Ya mencionamos en su oportunidad la separación de actividades en un sector que distin­
gue entre aquellas que son competitivas y las que no lo son. 

100"La diferencia no es baladí, ya que un servicio público prestado en gestión indirecta por 
un operador privado viene regulado por la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 
con la consiguiente carga de importantes obligaciones para el operador y exhaustivos controles 
para la Administración, si bien compensadas por algunos derechos de gran trascendenc ia (por 
e jemplo, ser beneficiario de una expropiación forzosa) , mientras que s i un servicio es de interés 
general, se desmarca de la aplicación íntegra de la citada Ley, y el volumen de cargas y obligacio­
nes será cuantitativa y cualitativamente in fe rior" IAvello, 2002: 18]. Los principios de la Ley de 
Contratos son garantiza r la igualdad, no discriminación, continuidad, adaptabilidad, disponibili­
dad y transparencia !Sánchez Rodríguez, 2002 : 153 1. 
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Explicaremos un poco lo que este tipo de servicios significa desde la 
teoría económica. En el modelo neoclásico, en principio, la tecnología 
se considera un factor exógeno; pero en la teoría económica contempo­
ránea, la misma se convierte en un factor endógeno. Así que para los 
economistas modernos servicios como el de las telecomunicaciones, que 
se sustentan plenamente en la tecnología, son vistos como "fuente de 
economías externas" [Banegas Núñez, 2002: 76], pero también -y aquí 
cumplen una serie de funciones transcendentes- como "abaratadoras 
de costes de transacción, difusoras de la información y fomentadoras 
de nuevos servicios", además de inductoras del crecimiento económico, 
sobre todo en Occidente [Banegas Núñez, 2006: 32-33]. 

En suma, las telecomunicaciones son una actividad que proporcio­
na muchos beneficios para la producción en otros sectores, convirtién­
dose con ello en un negocio no sólo rentable, al prestarse como servicio 
a los consumidores particulares, sino que genera importantes externa­
lidades a los usuarios empresariales. De ese beneficio se desprende, en 
nuestra opinión, que existan aún más razones para defender la parte 
que corresponde a su carácter público. 

A esto debemos agregar que las telecomunicaciones poseen una 
cualidad adicional, y es que cuando un nuevo usuario recurre a los ser­
vicios que ofrece o se conecta a ellos, el coste de su entrada es mucho 
menor que el beneficio que puede suponer para el resto de los usuarios 
conectados. 

Un antecedente del servicio universal para el caso español que es 
preciso mencionar (ya que en muchos países ha prevalecido la misma 
situación) es el del Servicio Telefónico Básico (STB), que es aquel que 
se exigía con el modelo de servicio público de titularidad estatal. Fue 
declarado de gestión indirecta mediante Real Decreto de 15 de no­
viembre de 1991. El citado contrato con Telefónica101 ofrece la primera 
definición de STB, que puede resumirse en la posibilidad de que todo 
usuario pudiese acceder a la red pública conmutada mediante un equi­
po de conexión para la transmisión de voz en tiempo real. 

El concepto de STB se refería a la telefonía, incluyendo también la 
móvil que estuviese conectada a la aludida red. Mediante un nuevo 

'º' Mediante Resolución de 14 de enero de 1992. 
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Real Decreto, el 1674/1994, de 22 de julio, se redefine el concepto de la 
siguiente forma: se incluyen los equipos terminales de telefonía vocal 
situados en el dominio público, esto es, las cabinas telefónicas. Final­
mente, este Real Decreto fue modificado por uno más, el 769, 1997, 
de 30 de mayo, por medio del cual queda establecido que el servicio 
se prestará a partir de ese instante en régimen de competencia y no de 
monopolio y con la entrada de un segundo operador: Retevisión. Di­
gamos que este es el momento de la liberalización del STB (precedente 
directo del servicio universal) en concreto. Dicho Real Decreto obliga 
a ambos operadores a establecer un número suficiente de cabinas te­
lefónicas en sitios públicos. 

Por su parte, la Unión Europea ha emitido suficiente conceptuali­
zación sobre el tema del servicio universal y debemos aclarar que la 
Unión distingue entre los servicios de interés general, 108 los servicios 
de interés económico general, 109 los servicios sociales de interés ge­
neral, 110 las obligaciones de servicio público111 y el servicio universal 
propiamente dicho. 

Hay quienes opinan que la UE está asumiendo un nuevo sistema 
conceptual o terminológico que intenta evitar la utilización del vocablo 
servicio público, así, simplemente, inclinándose a favor de los térmi­
nos que hemos mencionado. De hecho, un poco más allá: 

" 18En la Comunidad el servicio de interés general es definido como aquel que integra "las 
acti vidades de servicio, comerciales o no, consideradas de interés general por las autoridades 
públicas y sujetas por ello a obligaciones específicas de servicio público" [Díaz Abad, "La libe­
rali zación de los servicios. Condicionamientos comunitar ios", 1999: 154, y Glosario de la Unión 
Europea, 2008[. Integran servicios no económicos (como el sistema de escolaridad, la protección 
social ), los servicios básicos del Estado y los servicios de interés económico genera l. 

109Estas son más bien actividades del ámbito comercial que, s in embargo, cumplen algunas 
funciones de interés general, lo cual las hace sujetos de obligaciones de servic io público por parte 
de los estados miembros, de acuerdo con el artículo 86 (antigu o 90) del Tratado CE. La propia 
Unión menciona las redes de transporte, la energía y la comunicación [Glosario de la Unión 
Europea, 2008[ . 

"ºSon reconocidos en la Unión a parti r de 2006 con la Comunicación de la Comisión, de 
26 de abril de 2006, "Aplicación del programa comunitario de Lisboa. Servicios sociales de in­
terés general en la Unión Europea" [COM (2006) 177 fina l). Dichos servicios están esencialmente 
caracterizados por la solidaridad, el voluntariado, los derechos humanos y las actividades sin 
ánimo de lucro. 

"'Aquí ya se trata de "obligaciones específicas impuestas por la autoridad pública al orga­
nis mo de producción de un servicio con el fin de favorecer o permitir la realización de la misión 
de interés general, y que deben desempeñase a escala nacional o regional" [Díaz Abad, 1999: 154 
y Glosario de la Unión Europea, 2008(. 
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El escaso interés que, desde un principio, mostró el ordenamiento jurídi­
co comunitario por la técnica de "servicio público", en la medida en que 
"se caracteriza precisamente por las particulares limitaciones a la liber­
tad de iniciativa y competencia privada que derivan de la asunción pú­
blica de la titularidad de las actividades económicas que constituyen su 
objeto", se ha hecho, de un tiempo a esta parte, evidente por las conse­
cuencias de la política comunitaria de libre concurrencia económica. "De 
hecho, el ordenamiento jurídico de la Comunidad Europea se ha ocupado 
de los servicios públicos sobre todo cuando hace falla eliminar obstáculos 
a la libre competencia en los sectores económicos en los cuales se halla 
más avanzada la llamada armonización comunitaria, como el transporte, 
las telecomunicaciones o la energía e léctrica", y sólo recientemente ha 
venido corrigiendo la pos tura esencialmente neutral respecto de la tute­
la de los usuarios, a consecuencia de la "lógica de la perspectiva priva­
lizadora y puramente economicisla" venía manteniendo en el seno de la 
Unión , abriéndose paso, de este modo, según ha señalado la doctrina, 
"la importancia de 'Europa de los derechos humanos', aún en medio de 
la Europa preocupada por las magnitudes económicas y por el mercado", 
incluso por las condiciones técnicas [Corripio, 2001: 3]. 

La definición, de acuerdo con esta distinción, de servicio universal 
de la UE sería la que a continuación se expone: se trata de un concepto 
evolutivo que integra una serie de exigencias de interés general que 
deberían aplicarse en todos los estados miembros a ciertas actividades 
de servicio público para garantizar el acceso del conjunto de la ciuda­
danía a ciertas prestaciones esenciales con la debida calidad y a precio 
asequible. 

Según se aprecia , la definición anterior se corresponde con lo que 
dice la letra de la LGT,11 2 ya que esta norma española ha traspuesto lo 
que establecen las directivas europeas de telecomunicaciones, en par­
ticular la Directiva 2002/ 22 al ordenamiento nacional. 

La normativa comunitaria ha llegado a este concepto tras una serie 
de modificaciones a sus distintos documentos. El proceso se inicia con 
la Directiva Mercado Interior (90/ 387/CEE) en la que se menciona por 
primera vez el concepto de servicio universal, como uno de los temas a 

112Avellón 12002: 341 opina, por ejemplo, que la LCT no es más que un compendio de traspo­
sición de las directivas comunitarias. 
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cubrir en beneficio de los usuarios, en un intento de evitar que la com­
petencia se traduzca en la exclusión de ciertos grupos de usuarios. 

Enseguida, tenemos la Directiva Oferta de Red Abierta (92/44/CEE) y 
la Directiva de Oferta de Red Abierta a Telefonía Vocal (95/62/CE) en la 
que se asume el servicio universal nuevamente como de "importancia 
estratégica" [Avello, 2002: 34] para el desarrollo económico europeo. 

Después tenemos la Resolución de Principios de Servicio Univer­
sal, que considera el servicio universal en una dimensión más amplia 
cuando sostiene que es un objetivo irrenunciable en el marco de com­
petencia en que se desarrollan las telecomunicaciones europeas. Es 
aquí donde se establecen, por principio, los tres pilares básicos del 
concepto: accesibilidad, asequibilidad y calidad. 

Posteriormente, la Directiva 95/62/CE instaura los principios gene­
rales que fungirán como marco para el desarrollo de la competencia en 
telecomunicaciones y regula absolutamente todo lo relacionado con el 
concepto de servicio universal, estableciendo sus fundamentos. 

Por último, hay dos directivas - la 95/62/CEE y la de Interconexión 
de las Telecomunicaciones 97/33/CEE-que contribuyen a completar dicho 
marco y son, junto con la Directiva de Servicio Universal 2002/22/CE, las 
normas comunitarias básicas que definen el servicio universal y que 
se refieren al mismo en forma explícita y casi exclusiva. Las tres son, 
por supuesto, referente fundamental para la norma española y se han 
tomado en cuenta sus principios en la nueva LGT. 

Como hemos hablado hasta aquí del concepto de servicio universal 
en general y luego con respecto a España y la UE, haremos ahora un 
breve repaso del mismo concepto en tres países que tienen unas ciertas 
diferencias con respecto a lo que hasta ahora hemos visto. 

El concepto anglosajón de servicio universal tiene desde su base 
una amplitud sin precedente. Es definido como aquel que consiste 
en el aseguramiento de servicios de calidad en telecomunicaciones a 
tarifas accesibles para los consumidores, incluidos aquellos de bajos 
recursos113 en todas las regiones de un país, incluso las rurales, insu­
lares y áreas de alto costo [Laffont y Tirole, 2000: 219]. 

113 Esla consideración resulta particularmente trascendente e interesante, ya que no s uele 
mencionarse de modo explícito a los usuarios de bajos recursos en las definiciones de servicio 
universal, sino que se acostumbra hablar sólo de precios accesibles al público en general . 
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Ahora bien, la ley estadounidense define el servicio universal tam­
bién como un concepto evolutivo que la FCC revisará periódicamente 
con base en los avances tecnológicos de las TIC y a los servicios de 
telecomunicaciones.114 

Para la norma de Estados Unidos los servicios que se engloban en el 
servicio universal van más allá de los que, como hemos mencionado sue­
len incluirse en el concepto.115 Se añaden: la línea telefónica individual, 
el acceso de voz a la red pública, la señalización del tono de marcado, un 
nivel mínimo de uso local y el acceso a los servicios de emergencia, de 
operadora y de directorio. 

Pero además la ley de ese país establece que dentro del servicio 
universal deben considerarse todos aquellos servicios que sean impres­
cindibles para la educación , la salud y la seguridad pública [Knauer, 
Bork, Sánchez y Núñez, 1999: 725-726]. Para alcanzar este objetivo el 
gobierno puso en marcha un novedoso plan de servicio universal que se 
enfoca en escuelas y centros de atención médica que se localizan sobre 
todo en las áreas rurales. Asimismo, actualmente se comenta un proyec­
to que menciona la posibilidad de que la FCC preste servicio de internet 
gratuito para todos los ciudadanos estadounidenses a partir de 2009, por 
medio de una red sin cables.116 

En el caso de Alemania, las cosas tienen una moderada varia­
ción, teniendo en cuenta que su legislación se circunscribe al terreno 
estipulado por las directrices comunitarias . El servicio universal o 
Universaldienst ha sido abordado por la segunda sección de la Uní-

114La Telecommunication Act de 1996 ordena a la FCC y a los estados que constituyen la 
nación que "aseguren que el servicio universal se presta conforme a tariías justas, razonables y, 
permisibles", que incluya "consumidores de bajos ingresos y aquellos residentes en áreas rurales, 
isleñas [ ... ] y de elevado coste" [Bork, 1999: 777]. 

11 5"El regulador norteamericano, desviándose de una tradición de evitar el dirigismo, co­
mienza a superar el concepto de servicio universal de contenido puramente telefónico para llegar 
a servicios de banda ancha. Y el concepto de servicio es esencial: no sólo parece que el regulador 
vaya a determinar unas características de red para este desarrollo del servicio, sino que también 
parece incluirá otras características, como son, la recopilación y tratamien to de his toriales méd i­
cos, la telemedicina, la tele educación, etcétera" [Pombo, 1999: 232). 

116El proyecto planea poner a concurso público una serie de frecuencias, de las cuales la e m­
presa ganadora reservará una cuarta parte precisamente para ofrecer acceso a la Red Coste O. Para 
más información se puede consultar la web oficial de la Federal Communicalions Commission 
(www.fcc.gov) o el s iguiente link: "La FCC quiere ofrecer Internet gratis a lodos los estadouniden­
ses (http://www.abadiadigital.com/nolicia3426.html). 
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versaldienstleistung alemana (Ley sobre Telecomunicación, LST) y su 
concepto abarca la provisión mínima al público de estos servicios 
con una cierta calidad y accesibles a todos, con independencia de la 
ubicación, sobre la base de "precios adecuados". En esta última parte 
de la noción es en donde se encuentra la diferencia, ya que no se ha­
bla de asequibilidad en las tarifas, sino en que éstas sean adecuadas. 
La dificultad, que quizá no lo sea tanto para los alemanes, sería la de 
establecer cuándo unos precios son adecuados y cuándo no lo son. 

Más importante aún es que la ley alemana considera el servicio 
universal corno uno de los "servicios indispensables para la vida"117 

[Arnold, 2001: 615] que el Estado tiene que defender y gai;antizar a los 
ciudadanos, ya que no puede dejar al libre mercado esa tarea. 

Las medidas que establece la LST se abrevian corno sigue: el go­
bierno se encargará de determinar si el Universaldienst se presta de 
manera adecuada y asaz, ya que en caso contrario se establecerá que 
los distintos operadores contribuyan a la prestación del mismo. En 
caso de que se requiera imponer tal obligación, la LST tiene en cuenta 
la posibilidad de una compensación en caso de que los gastos que se 
efectúen sean mayores que los beneficios a obtener. Si fuese sólo una 
empresa la que ha participado en el suministro corno consecuencia de 
la imposición de la obligación, el resto de los operadores contribuirá 
mediante el pago de una tasa. 

El concepto mexicano de servicio universal se llama "cobertura so­
cial" y se encuentra previsto en la Ley Federal de Telecomunicaciones 
(de 7 de junio de 1995, reformada el 11 de abril de 2006, publicada en 
el Diario Oficial de la Federación de 7-06-1995, y en adelante LIT) y en la 
reforma que se realizó a la misma en este 2006. 

Para crear y aprobar la nueva LFT, en el año de 2002 se conformó 
un Consejo para que condujera los trabajos de su realización. Entre sus 
principales objetivos se encontraba el de impulsar el incremento de la 
teledensidad y que la telefonía e internet se convirtieran en "servicios 
básicos para la sociedad''. 118 

"'Cuya protección corresponde al Estado según la Ley Fundamental (LF) alemana. 
" "Así se establecía e n la In iciati va con Proyecto de Decreto de Ley Federal de Telecomuni­

caciones de México, de 21 de agosto de 2002. 
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Inspirados en el espíritu de la norma internacional, se vislumbra­
ban las telecomunicaciones como coadyuvantes en el desarrollo edu­
cativo y en el acceso de la población a mejores sistemas de salud;119 

como metas centrales de la ley que se pretendía mejorar. 
De la misma forma, uno más de los objetivos era el de garantizar 

los derechos de los usuarios en cuanto a "calidad, acceso, información, 
precio competitivo y alternativas de prestación de servicios"; elemen­
tos, todos ellos, que formarían parte del conocido concepto de servicio 
universal. 

La propia Exposición de Motivos de la ley que se perfilaba enton­
ces marcaba como uno de los capítulos más importantes en su seno 
el de la "cobertura y conectividad social", que son las nociones que 
comprenden lo relacionado con el acceso y servicio universal, o bien, 
que serían su equivalente. 

El proyecto perseguía que el gobierno tuviera las herramientas ju­
rídicas y prácticas para reducir la brecha existente en cuanto al acceso 
a las telecomunicaciones. Se preveía una especial atención en los co­
lectivos de bajos recursos, así como en los pueblos y las comunidades 
indígenas.120 

De la misma forma que en otras leyes, como es el caso de las euro­
peas, en el proyecto se establecían contribuciones para el sustento de 
la prestación del servicio universal, así como la creación de un fondo 
para tales fines: el Fondo de Cobertura Social en Telecomunicación. 
Su patrimonio, se proponía en el proyecto, debería componerse de las 
aportaciones de los operadores, pero también de una partida específica 
del presupuesto del Estado. 

En el proyecto se perfilaba que en un quinto capítulo se desarrolla­
ran los objetivos de la cobertura social, definiéndola como sigue: 

Se entiende por cobertura social de servicios básicos de telecomunicacio­
nes, la disponibilidad a toda la población de un conjunto mínimo de 
servicios, con independencia de su localización geográfica, con tarifas 
asequibles y una calidad determinada. 

119Se pensaba como prioridad conectar lodos los centros de educación y salud del país a las 
redes públicas de telecomunicaciones. 

120En ese sentido se expresan Canella, Tsuji y AJbarello 12005: 101. 
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En el caso mexicano, la Comisión Federal de Telecomunicaciones 
sería la encargada de revisar el concepto de cobertura social para adap­
tarlo a la cambiante realidad, sobre todo en lo que a avances tecnológi­
cos se refiere, ya que por el momento no incluye a internet como parte 
de los servicios que lo componen. 

Es el Ministerio correspondiente (la Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes, SCT) el que posee la facultad para asegurar la disponi­
bilidad de las bandas de frecuencia que sean necesarias para que la 
cobertura social se realice con éxito. Por supuesto que también prevé 
que los operadores que presten sus servicios en determinadas zonas no 
puedan dejar de hacerlo si es que no existen otros operadores. 

El artículo sobre cobertura social no tuvo ninguna transformación 
tras la reforma definitiva realizada en 2006. Todo lo relacionado con 
la definición de la cobertura social, del fondo del servicio, así como 
con otras nociones se ignoraron en la ley vigente. Esto lo veremos en 
el capítulo correspondiente. 

La. noción de acceso 

Después de referirnos a un tema como el de servicio universal, deli­
near su concepto y analizarlo como derecho de todo ciudadano, nos 
ocuparemos de revisar uno de sus componentes clave, que le otorga 
sentido y que, según nuestro punto de vista, se constituye en un factor 
que puede enmarcar una especie de marco teórico y de argumentación, que 
será la línea de todo este trabajo. 

Nos referimos evidentemente a la noción de acceso, que en la era 
moderna y en particular debido a la expansión de los servicios de 
telecomunicaciones y de internet, se dota de un significado y de una 
importancia sin precedentes. 

Debido a las necesidades de comunicación en el plano personal y en 
los ámbitos social, estatal y supranacional, las redes de telecomunicacio­
nes y la red mundial de internet se han constituido en vías insustituibles 
para ejercer la producción y el uso del mayor insumo de todos los tiem­
pos: la información. Ningún ciudadano ni gobierno puede ser ajeno al 
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requerimiento de ésta. Más aún: ningún ciudadano puede renunciar a 
su derecho de acceder a la misma, ni ningún gobierno renunciará a su 
facultad de tenerla e igualmente acceder a ella. 

Derivado de todo lo anterior, y en congruencia con la rama del 
Derecho que nos da sustento teórico en esta investigación, es decir, el 
derecho a la inforrnación,121 el acceso surge corno imprescindible. Para 
los fines de esta investigación, se erige en factor sine qua non de la 
garantía del servicio universal. 

Por ejemplo, de acuerdo con Ballesteros [1999: 333-4], el derecho 
de acceso está regulado en la Constitución española en lo relativo a los 
medios de comunicación social dependientes del Estado y en lo que 
a su información se refiere. Aunque sólo hace alusión a estos medios, 
se considera un fundamento esencial en relación con el acceso y los 
derechos ciudadanos. En el artículo 20.3 se dispone que se "garantizará 
el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos signifi­
cativos"; sin embargo, en la actualidad aún no se ha consolidado el 
desarrollo reglamentario de este Derecho constitucional. 

Siguiendo con este argumento, vernos que este derecho señala 
corno sujeto universal del mismo al ciudadano y corno objeto de su 
existencia a la información, esto es, todo tipo de mensajes. En vista de 
que este documento pretende señalar la importancia de que todos los 
ciudadanos puedan acceder al servicio telefónico básico y, corno resul­
tante, al servicio de conexión a internet, estarnos implicando antes que 
nada el derecho a la información. 

Ahora bien, para entrar en materia, el acceso también se enmarca 
corno un derecho individual al que debe prestársele la debida atención. 
Veamos a continuación las razones de ello. 

Desde siempre, el acceso ha venido a suponer la acción contraria a 
la exclusión. Anteriormente, debido a las características propias de la 
era antecedente a la posrnoderna, 122 el acceso se relacionaba más bien 

12 1 De acuerdo con autores como Escobar de la Serna !Principios de Derecho a la lnformación, 
2000: 31 l. "el derecho a la información es un derecho social indispensable para que el ciudadano 
tome parte activa en las tareas públicas, porque información significa participación, y un elemen­
to constitutivo de ésta es la decisión". 

122 La mayoría de los filósofos se refieren a la época actual como la era de la posmodern idad. 
Sin embargo, hay otros, como el sociólogo británico An thony Giddens, que denomina esta etapa 
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con lo referente a espacios físicos. En el mundo actual, en donde lo 
virtual y lo opuesto a lo físico tienen un papel preponderante y crecien­
te en las actividades de todos los individuos, el acceso se refiere más 
precisamente a los espacios inmateriales. Tal es el caso de las redes de 
telecomunicaciones y de internet. 

Cuando en este trabajo nos referimos al acceso, estamos tomando 
su acepción desde este último punto de vista. De esta forma, el acceso, 
como un derecho, pero también como una garantía y una etiqueta que 
conlleva connotaciones políticas y sociales muy amplias, guarda una 
estrecha relación con el tema que nos ocupa. 

En términos de Rifkin [2000] se ha superado la máxima econó­
mica de la propiedad (de capital físico) por la del acceso. Se pasa de 
una condición - la de la propiedad- que era ineludible en el proceso 
industrial y en que las empresas han participado empeñosamente a 
lo largo de mucho tiempo, a la condición del acceso,123 en donde más 
que compradores y vendedores, se generan procesos en que participan 
suministradores y usuarios. Esto, por supuesto, es particularmente 
aplicable en el caso de las telecomunicaciones, internet y el servicio 
universal. No obstante, la propiedad de lo material sigue existiendo y 
tiene que convivir con el acceso a lo inmaterial. 

Dentro de este contexto, el derecho de acceso124 se enfrenta (aun­
que no necesariamente tiene que contraponerse) al derecho de propie­
dad, que a su vez puede implicar exclusión. Se abre así la dualidad 
acceso-exclusión. 

La construcción del concepto y la práctica del servicio universal, 
desde nuestro punto de vista , tiene que considerar todos estos facto­
res, defenderlos en su justa dimensión y equilibrarlos, para evitar una 
incidencia negativa en los procesos económicos. Concretamente, si de 

como la era de la ··modernidad reciente", implicando obviamente su conocimiento más social que 
individual de las estructuras de ésta. 

123AI parecer, este proceso comenzó con el siglo xx, cuando se va desplazando el énfasis de 
la producción manufacturada a la provisión de servicios básicos. 

124En cuanto al derecho de acceso, pensamos en su ejercicio por parle de los usuarios, ya que 
es básicamente esa dimensión la que se relaciona con el servicio universal. Sin embargo, también 
se ejerce por parle de los suministradores, por ejemplo en cuanto a interconexión se refiere. Este 
aspecto nos interesa también, ya que en algunos casos es una característica muy importante para 
que el servicio universal sea viable. 
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garantizar el servicio universal se trata, se tiene que valorar y garan­
tizar el acceso (sobre todo para los usuarios) y se tiene que respetar 
y proteger la propiedad con las limitaciones pertinentes para que los 
suministradores puedan generar y ofrecer el propio acceso. 

Lo anterior es muy importante para el tema que nos ocupa, pero 
supone además una cierta intervención estatal (sobre la cual abunda­
remos en su debido momento), ya que: 

En la era de los mercados, las instituciones que acumulaban el capital 
físico ejercían un control cada vez mayor sobre el intercambio de bienes 
que se producía entre compradores y vendedores. En la era de las redes, 
los suministradores que acumulan un valioso capital intelectual comien­
zan a ejercer el control sobre las condiciones y los términos en que los 
usuarios se aseguran el acceso a las ideas, el conocimiento, [la comunica­
ción] [ibídem: 15]. 

La Administración tiene que asumir por ende un papel activo, ya 
sea interviniendo hasta cierto punto para paliar los fallos de mercado 
o bien regulando (también mediante la desregulación) la actividad del 
sector a que se refiera, esto es, el de las telecomunicaciones en el caso 
que nos ocupa, todo lo cual pretende asegurar ciertos servicios a los 
usuarios. De lo contrario, si los estados se deshacen de sus infraes­
tructuras y desregulan el sector de las telecomunicaciones, como se ha 
venido haciendo en casi todas partes, es la empresa la que se convierte 
en agente principal para decidir quién , cómo y a qué precios se puede 
conectar a aquéllas. 

Igualmente, la actuación de los gobiernos es imprescindible en virtud 
de las desigualdades sociales y económicas que imperan dentro de un 
mismo país y, con un énfasis mucho mayor, entre las naciones del mun­
do. Según los datos disponibles en los últimos años, sólo una quinta 
parte de la humanidad está siendo sujeta del derecho de acceso, mien­
tras que la restante proporción aún no ha superado la carestía de lo 
material y de la propiedad. Para esta inmensa mayoría, las redes de 
telecomunicaciones, internet y el ciberespacio son un sueño inalcan­
zable y, casi siempre, impensable. 
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Debido a estas razones que los estados deben aplicar medidas para 
que los usuarios tengan más y mejores oportunidades de acceso. Es el 
caso del conjunto de acciones que la Unión Europea ha propuesto con 
el Plan e-Europe y del i2010, y en su misma línea y como aplicación na­
cional, el Plan Info XXI, el España.es y el Plan Avanza.es o los programas 
mexicanos como el e-México y las acciones establecidas en los progra­
mas sectoriales de desarrollo, que comentaremos en el capítulo 3. 

Se trata de superar lo que muchos han llamado brecha digital y 
que también se conoce como abismo digital. Las acciones han sido 
ejercidas desde los distintos ámbitos, por ejemplo, desde la Cumbre 
de Okinawa en el año 2000, en cuya Carta se manifiesta la necesidad de 
contrarrestar el problema del abismo enviando, por ejemplo, ordena­
dores a los países del sur y a las zonas ampliamente marginadas, con 
el fin último de conectarlas a internet. Por supuesto que el suministro 
de equipos no se traduce necesariamente en una garantía del derecho de 
acceso, según veremos. 

En resumen, la importancia que adquiere el acceso en los tiempos 
modernos -en que una parte de la humanidad puede considerarse 
desconectada y por lo tanto dentro del ámbito equiparable de los des­
poseídos- es infinita y con un claro matiz político.125 

La noción de acceso se configura con todos estos elementos y toma 
una nueva dimensión. Ya no se trata únicamente del acceso a las redes 
y sus infraestructuras -la dimensión tecnológica-, sino de un acceso 
más amplio y completo - la dimensión teleológica. 

El servicio universal pende precisamente de esta caracterización 
del papel del gobierno, ya que en todos los casos estaría garantizando 
un derecho y una libertad. En cuanto a que si tiene o no la influencia 
suficiente para estos efectos, por lo menos hasta ahora ha demostrado 
tenerla, siquiera en cuanto a las medidas legales y de planeación que 
se han implantado en distintas partes del mundo, desde el conocido 
Informe Gore estadounidense, hasta el ya citado i2010 comunitario, 
pasando por la legislación relativa a la liberalización de las telecomu­
nicaciones y sus reglamentos. 

125Como en su momento lo apuntó el sociólogo Daniel Bell en El advenimiento de la sociedad 
post-industrial: el acceso a la comunicación será indispensable para la libertad. 
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El concepto de acceso universal y su papel en la CMSI 

Para finalizar, vamos a incluir un corto repaso de lo que significa el 
acceso universal, concepto que parte de la noción de servicio universal 
de telecomunicaciones (en el cual desembocará nuestro trabajo), todo 
lo cual tiene el objetivo de integrar este marco teórico a fin de que 
sirva para entender los casos particulares de cada país y, más tarde, el 
estudio comparativo. 

La noción de acceso universal es el fondo básico de toda legislación 
y conceptualización del servicio universal en el mundo, 126 pero a la vez 
constituye la ampliación del mismo, como luego veremos. Se parte de 
la definición de acceso para que sea incluido en la prestación del servi­
cio, junto con otros requerimientos como la calidad o la asequibilidad 
(esto es, el precio). Y según las condiciones que establezca cada país, 
hay más o menos agregados al servicio. Sin embargo, el balance mun­
dial nos indica que las circunstancias generales en que se encuentra 
la garantía del acceso no son buenas, por cuanto en algunos países se 
garantiza notablemente el servicio y el acceso, mientras que en otros 
no hay ningún tipo de posibilidad de hacerlo (en algunos casos no se 
cuenta siquiera con la infraestructura necesaria). 

Por ello, la Asociación para el Progreso de las Comunicaciones 
(APC, una red internacional de organizaciones cívicas que trabaja muy 
cercanamente con los grupos o particulares que defienden los derechos 
humanos y otras causas, mediante el uso estratégico de las TIC y que 
está conformada por miembros de todo el mundo desde 1990) ha defi­
nido el acceso universal de un modo más amplio y preciso de lo que es 
habitual en las legislaciones del mundo que lo prevén, como veremos 
en su momento, cuando desarrollemos los casos prácticos. Según su 
punto de vista, el acceso universal127 debe referirse a los medios tradi-

126Sin embargo, uno y otro son muy distintos. Como hemos visto, el servicio universal es bá­
sicamente telefonía e interne!, es mucho más concreto y tiene una regulación específica. El acceso 
unjversal va mucho más allá, ya que promueve el uso de todas las TIC y medios tradicionales para la 
mejora social y con alcances infinitamente más amplios. De todas formas, no está por demás decir 
que en algunos países el servicio universal es llamado acceso universal, como veremos en Estados 
Unidos (universal access), lo cual no indica que se refiera al segundo concepto, sino al primero. 

127No lo denomina servicio universal y tiene un sentido muy concreto: el hecho de que 
"servicio" universal se relaciona directamente en lo jurídico y en la práctica con el telefónico y 
más recientemente con interne!. ''Acceso" universal tiene una connotación más amplia, porque 
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cionales y a los recientes, a las nuevas tecnologías de la información y 
a los servicios de telecomunicaciones. Pero no sólo eso, es pertinente 
también que se amplíe del siguiente modo: 

Las tecnologías de la información y comunicación deben ser diseñadas y 
desarrolladas para asegurar su acceso y su uso fácil por parte de grupos 
marginados, personas no totalmente alfabetizadas, minorías y personas 
con discapacidades físicas, sensoriales y cognoscitivas. Las innovaciones 
deben promover el desarrollo de las diferentes capacidades de las perso­
nas [APC, 2003: 15]. 

En resumen, la APC tiene la visión del acceso universal a través 
de un espacio mundial en el cual todos los individuos tengan acceso 
equitativo y asequible al "potencial creativo de las TIC" para enrique­
cer sus vidas, progresar y dar paso a sociedades más democráticas y 
solidarias. 

De este modo, la visión que se nos presenta es bastante más com­
pleja que lo que representa sólo la prestación de un servicio básico y 
accesible para los ciudadanos. Se propone el empleo de las tecnologías 
de la información y las telecomunicaciones en general para el bien 
social y, en especial, para todos aquellos colectivos desfavorecidos 
incluso por los medios tradicionales. 

Coincide con esta visión, la de Corredoira [2001a: 22, 25, y 2006] 
que, como habíamos mencionado, considera posible ampliar el servi­
cio universal a acceso universal, sobre todo a internet, al que habría 
que pensar en un contexto más amplio, "como parte del derecho a la 
educación, así como del de acceso a la cultura". En el libro donde reco­
ge su comparencia en el Senado para hablar de estos temas, explica: 

En el que podríamos llamar "derecho de acceso universal a internet" para 
ampliar el concepto de "servicio universal" telefónico clásico, hay diver­
sos planos: el de la infraestructura, el del acceso o conexión a la Red, y el 
del acceso a los servicios[ ... ] [En resumen] , lo que más bien considero que 
implicaría este "acceso universal" a internet es el derecho de acceso a los 
servicios, a la información, al conocimiento. 

puede incluir muchos más servicios y, en consecuencia, lo que defiende la universalidad de la 
información, ya que es a· la misma a la que se quiere acceder como garantía ciudadana. Esto nos 
remite por supuesto a los principios básicos del derecho a la información. 
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La cuestión del servicio universal así planteada es la que la autora 
denomina la de los tres planos del servicio universal y que desemboca­
ría en un llamado derecho de acceso universal que no necesariamente 
tiene que ser gratuito, pero sí motivo de subvención, lo cual no debe 
traducirse en un riesgo para la libertad [Corredoira, 1999: 2, 9]. 

De ahí que este tipo de definición de lo que tiene que ser el acceso 
reciba un tratamiento diferente en la delineación de las políticas de 
telecomunicaciones que estamos discutiendo, habida cuenta de que 
no sólo de trata de dotar de infraestructuras y redes a la población, de 
formarla para su uso y de que el servicio tenga todas las condiciones. 
Tampoco de que éste ahora se extienda a internet. Se trata de prever 
acciones y diseñar esquemas de actuación, que como hemos visto es en 
lo que se basan las políticas públicas, para que todos puedan acceder 
y para que dicho acceso sea equitativo y verdaderamente universal. 
Incluso, en las apreciaciones de la APC se deduce cierta intención de 
conferir a las telecomunicaciones y a las tecnologías de la información 
un papel de coadyuvantes en la mejora de la situación de la ciudadanía 
y de los grupos desfavorecidos. 

Y aún más, no sólo se trata de un acceso que se relacione con el 
Derecho a la Información, sino con un Derecho a la Comunicación 
que si cabe puede ser un concepto también más amplio y complejo, 
ya que exige retroalimentación y participación constante del receptor 
y no sólo su presencia pasiva. 

Relacionado directamente con nuestro tema, la APC propone preci­
samente ciertas políticas que los gobiernos (a los que reconoce como 
los que tradicionalmente han asumido la "responsabilidad primaria 
por la creación de infraestructura propicia y por asegurar la provisión 
de servicios básicos de telecomunicación") puedan propiciar este ac­
ceso universal y el mismo sea factible . 

Entre estas acciones destaca que el cobro de impuestos sobre soft­
ware y equipos, así como el uso creativo de programas de fuente abier­
ta ,128 vayan encaminados a la consecución de ese objetivo de acceso. 

128Sostienen que '"las soluciones de soft ware libre y de fuente abierta son económicamente 
más sostenibles y, eventualmente, más confiables desde el punto de vista técnico que el software 
no libre (por ejemplo, software creado y actualizado por un único fabricante) y merecen por lo 
tanto cons ideración especial en la CMSI" IAPC, 2003: 151. 
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Ello conseguiría, según sostienen en su documento In volucrando a 
la sociedad civil en políticas de TIC [2003: 15),129 que se fueran dando 
las condiciones para que los ciudadanos gocen del beneficio de las 
tecnologías de la información y las telecomunicaciones y los medios 
tradicionales, constituyendo un verdadero acceso. 

Pero siendo aún más específicos, los miembros de la APC realizaron 
un desglose de acciones y políticas que podrían llevar a cabo los gobier­
nos y que al presentarlo en la CMSI han puesto en la mesa de discusión 
y de reflexión para los encargados de fomentar y diseñar las políticas. 

Las acciones, que seguramente no serían viables en algunos países 
dadas las grandes diferencias mundiales en cuestiones de la socie­
dad de la información (aunque precisamente vayan dirigidas a ellos), 
tienden claramente a dar preeminencia a los derechos sociales. De tal 
modo que se propone: 

a) Abordar una carga del costo del desarrollo de infraestructuras en áreas 
subdesarrolladas desde una perspectiva global, 
b) establecer compromisos para usar tecnologías que mejoren el acceso 
económico, 130 tales como redes sin cable y protocolos de voz en internet, 
e) adoptar iniciativas que promuevan la accesibilidad económica en áreas 
rurales, tales como subsidio a teléfonos celulares y acceso a internet a 
través de satélites a bajo costo.13 1 

129Presentado en la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información (CMSI o ws1s por sus 
siglas en inglés). 

13ºEste por supuesto es también un aspecto singular, porque el acceso no sólo quiere decir 
que los estados puedan proveer de unos cuantos ordenadores o de unos servicios mínimos a 
la población a un precio asequible, como dicta el servicio universal , sino que los ciudadanos 
verdaderamente tengan capacidad de acceder por sus propios medios a unos servicios y tecnolo­
gías esenciales, sin que formen parte únicamente del servicio universal que pueda estar incluso 
financiado. De este modo, no sólo se garantiza ese servicio, sino un acceso mucho más amplio 
al que los ciudadanos puedan llegar porque las condiciones económicas lo permitan. Esto, por 
supuesto, estaría diferenciado de lo que se plantea en el punto siguiente. 

13'Esta propuesta es particularmente interesante para países con grandes territorios como 
México, Argentina o Brasil, en donde las comunidades rurales, por estar además apartadas no 
tienen acceso a las infraestructuras y el Estado no las monta por el elevado coste que suponen. Sin 
embargo, con el uso de las redes inalámbricas y con los satélites, se pueden crear potentes redes 
que incluyan una gama grande de servicios y que estén accesibles prácticamente en cualquier 
punto de un territorio. Para esto, véase mi trabajo titulado Los consecuencias de la privatización 
de Satmex (Satélites de México} IArellano, 2001), en donde realizo un análisis de la situación 
mexicana al respecto y en donde igualmente se propone un uso mucho más amplio y más social 
de variadas tecnologías sateli tales. 
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d) implementar iniciativas que usen soluciones técnicas de software libre 
para permitir el acceso, 
e) implantar compromisos para crear entornos de políticas que habiliten 
el uso de todo lo anterior, 
fJ fomentar el acceso nacional y planes de infraestructuras que aborden la 
brecha entre grupos socioeconómicos y entre áreas rurales y urbanas. 
g) asegurar una administración democrática de las frecuencias de radio, 
incluido el acceso a medios de comunicación comunitarios. 

La propuesta que se acaba de resumir también resulta notable en 
un mundo en donde parece que los grupos pequeños de comunicación 
o las posibilidades de comunicación alternativa son ignorados. Estas 
experiencias son muy importantes y enriquecedoras para aquellas so­
ciedades en donde el uso de tecnologías como la radio de baja potencia 
o la misma comunicación satelital pueden ser una veta inacabable de 
participación ciudadana. Esto no supone solamente el acceso a la in­
formación, sino el acceso al control de un medio de comunicación y 
al fortalecimiento de los valores democráticos. 132 

En cuanto a la "administración democrática de las frecuencias de 
radio" hay otro problema de considerable magnitud. Se trata de que 
en muchos países el sistema de asignación de concesiones es total­
mente antidemocrático y excluyente, además de estar centralizado por 
completo. La situación tiene que cambiar; ya no es posible que siga 
bloqueándose el acceso de los ciudadanos o de grupos pequeños a la 
concesión de frecuencias para favorecer siempre a unos empresarios 
privilegiados [Arellano, 1995]. Se deben analizar las condiciones del 
régimen de concesiones para radio y televisión en México y realizar 
una propuesta de modificación y reforma de la legislación vigente para 
dar paso a sistemas menos centralizados, más participativos y, a la 
vez, fomentar la comunicación alternativa con, por ejemplo, radios y 
televisiones comunitarias. 

Como puede observarse claramente, hay muchas acciones y pro­
puestas para una mejora del acceso de los ciudadanos, lo que sin em-

132Para más información y propuestas actuales de la APC, se puede consultar su página oficial 
(hllpJ/www.apc.org/es), en donde se hace seguimiento de las acciones y actividades en escala 
mundial en materia de comunicaciones con un sentido social. 
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bargo no se ha traducido siempre en acciones reales y concretas, en 
políticas adecuadas de los principales responsables de los gobiernos 
en esta área. 

Muestra de lo anterior es lo que ha sucedido con la participación 
y las propuestas del contingente de la sociedad civil que participó en 
la CMSI. Muchas de tales propuestas han sido reconocidas, escuchadas 
e incluso integradas en los textos oficiales redactados en la Cumbre, 
pero también la gran mayoría no se corresponde con políticas, acciones 
concretas o compromisos de los gobiernos para llevarlas a cabo. 

Hasta ahora, que se han cumplido las dos fases de la CMSI, la de 
Ginebra de 2003 y la de Túnez de 2005, los resultados han sido, por 
decirlo así, el despertar el una mayor conciencia sobre los problemas 
y las condiciones del acceso en el mundo, de nociones sobre la brecha 
digital, etcétera. Pero más allá de la conciencia hacen falta mecanismos 
reales de aplicación de esas propuestas, porque al quedarse en el papel 
no surten ningún beneficio real para la población mundial. 

Así como hemos presentado aquí algunas de las declaraciones de 
la APC, muchas otras organizaciones han sido altamente participativas 
y no sólo con su presencia, sino con ideas e iniciativas claras y con­
tundentes sobre los temas abordados , que fueron: la brecha digital, la 
gobernanza de internet, el financiamiento de las T IC y los mecanismos 
para elaborar políticas en el sector. Los aspectos de gobernanza y po­
líticas han tenido una consecuencia, y es la constitución de un Foro 
Gobierno de Internet que se reunió en Grecia en 2006, con el objetivo 
de llegar a acuerdos sobre los puntos que le conciernen y que tiene por 
objetivo ser multirregional y multisectorial. 

En relación con el financiamiento de las TIC se ha presentado una 
interesante propuesta de uno de los representantes de África en la CMSI 

que se conoce como principio de Ginebra y que implica el cobro de un 
porcentaje de 1 por ciento de los beneficios de las empresas de telecomu­
nicaciones, tecnologías de la información e internet, para un fondo de 
apoyo al desarrollo de las TIC. Dicha propuesta ha sido rechazada. Sólo 
los ayuntamientos de Ginebra y de Lyon la hicieron suya tal como se 
presentó. Además se ha conformado un Fondo de Solidaridad Digital en 
el que participan algunos países que han recabado una cantidad para tal 
fin. Pero hay pocos países grandes que formen parte de este proyecto. 
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Otra cuestión en torno al financiamiento es la que presenta tam­
bién la sociedad civil, que defiende tácitamente el principio de centra­
lidad del financiamiento público. Es decir, parten de que corresponde 
a los gobiernos y las administraciones hacerse cargo de la misma. Sin 
embargo, las propuestas no giran únicamente en el sentido de que 
sean los gobiernos los que generen la totalidad del financiamiento, 
sino, por ejemplo, que aquéllos promuevan incentivos fiscales y re­
gulaciones estimulantes, que las empresas aporten la tecnología y las 
aplicaciones de uso sencillo para la sociedad, y que las organizaciones 
no gubernamentales (ONG) realicen campañas de difusión y concienti­
zación sobre el uso de las TIC. 

Pero como el acceso universal no sólo significa redes, sino también 
competencias, la APC propone igualmente que las mujeres y las niñas 
reciban una atención especial en cuanto a la formación y capacitación 
en tecnología y ciencia. El objeto de esta propuesta es que si se llevara 
a cabo ello contribuiría a contrarrestar la desigualdad natural en que 
se encuentran las mujeres en muchas partes del mundo. Sin embargo, 
al mismo tiempo puede verse como una posición que también es ex­
cluyente. 

Así como en el caso anterior, la APC también propone una serie de 
acciones para que el acceso universal en materia de capacitación y 
formación sea viable. Entre éstas se encuentran: 

o) Iniciativas de construcción de capacidades dirigidas a creadores de 
soluciones TIC, 

b) construcción de capacidad para utilizar software libre y de fuente abierta, 
e) concentrarse en construir empresas locales de TIC, 

d) capacitación que promueva la habilidad para administrar TIC y tomar 
decisiones estratégicas sobre el uso de las TIC, 

e) construcción de capacidades para el sector de apoyo de TIC en los países 
en desarrollo, 
f) apoyo para el desarrollo de metodologías de capacitación a bajo costo, 
cursos y materiales para ciudadanos sobre cómo usar TIC para el desarro­
llo social, 133 

133Además de la APC hay participantes, como es el caso del representante de Brasil en la CMSI 

por parte de la sociedad civil, Carlos Alfonso, que afirmó que "la inclusión digital contribuye al 
desarrollo humano". 
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g) medidas financieras, tecnológicas y regulatorias para apoyar el plura­
lismo en la información y en los medios de comunicación, 
h) protección regulatoria y legislativa contra la concentración de la pro­
piedad de los medios, 
i) marcos regulatorios y legislativos que reafirmen los derechos funda­
mentales e ind ividuales, incluidos los de los indígenas y otras minorías 
culturales y lingüísticas, 
j) apoyo para el desarrollo de medios de comunicación de servicio público, 
k) desarrollo de nuevas TIC que puedan reforzar la diversidad cultural y 
lingüística a través, por ejemplo, de la traducción , el reconocimiento de 
voz y otros medios para trascender las barreras culturales y de lengua, 
/) marcos o iniciativas legislativas para promover el desarrollo de los con­
tenidos locales frente a los globales y su difusión en los diversos medios 
(APC, 2003: 16]. 

Por otra parte, el acceso universal prevé medidas para que en los 
países donde pueda llevarse a cabo ello no suponga un quebranto de 
sus elementos culturales y de identidad. Esa es la razón para que la 
APC exponga una serie de ideas a fin de que se respete la diversidad 
cultural y lingüística, y proponía en su momento que esta concepción 
se incluyera en la Declaración de Principios de la CMSI. De este modo 
el documento que presentó sostiene que: 

Los medios de comunicación y las tecnologías de la información tienen 
que desempeñar un papel particularmente importante en sostener y de­
sarrollar las culturas y lenguajes del mundo. La implementación de este 
principio requiere apoyo a través de una pluralidad de medios de infor­
mación y comunicación , incluidas las iniciativas de comunicación impul­
sadas desde lo comunitario [APC, 2003b: 16]. 

Finalmente, en cuanto a la brecha digital, la postura de la APC es 
muy clara. En sus documentos sostienen que no están de acuerdo con 
el concepto superficial de que "el desarrollo será el resultado de cerrar" 
la brecha. Creen, más allá, que la brecha digital es una consecuencia, 
el resultado precisamente de las desigualdades "estructurales y profun­
damente enraizadas" y que la "economía del conocimiento" no parece 
garantizar el fin de dicha brecha debido a que no se constituye en un 
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mecanismo de distribución más equitativa de la riqueza, sino, por el 
contrario, continúa reproduciendo los esquemas existentes al respecto. 

Para concluir, debemos mencionar las aportaciones de los docu­
mentos finales de las dos etapas de la Cumbre Mundial de la Sociedad 
de la Información. Los principales son cuatro: la Declaración de Princi­
pios de Ginebra, el Plan de Acción de Ginebra, el Compromiso de Túnez 
y la Agenda de Túnez para la Sociedad de la Información. 

La Declaración de Principios. Construir la Sociedad de la Informa­
ción: un desafío global para el nuevo milenio, del 12 de diciembre de 
2003, establece que "la capacidad universal de acceder y contribuir a 
la información, las ideas y el conocimiento es un elemento indispen­
sable para una sociedad de la información integradora". Propone que 
el fomento para el acceso debe llevarse a cabo mediante la sensibili­
zación de todas las partes interesadas. Asimismo también se refiere a 
la importancia del "acceso universal, ubicuo, equitativo y asequible" 
tanto a la infraestructura de telecomunicaciones como a los servicios 
que de él se derivan. Como vemos se encuentran presentes diversos 
componentes del servicio universal, pero ampliados. 

Por su parte, el Plan de Acción de Ginebra de 12 de diciembre de 
2003 considera las siguientes medidas en torno al tema que nos ocupa: 
se proponen una serie de "ciberestrategias nacionales" que deberían 
incluir a su vez políticas de fomento al acceso universal, se plantea la 
necesidad de la cooperación internacional y regional para el uso de las 
telecomunicaciones y las TIC promoviendo el acceso y, además, se se­
ñala la necesidad de que las naciones establezcan políticas funcionales 
de acceso en las zonas rurales y alejadas. 

En tercer lugar, el Compromiso de Túnez, de 28 de junio de 2006, 

reafirma la meta de lograr un acceso universal ubicuo y equitativo me­
diante la eliminación de "barreras que impiden el acceso universal". 
Este documento explica sobre todo que los pueblos del mundo unidos 
en la Cumbre y que han firmado este Compromiso refrendan los dos 
documentos de la primera fase de la Cumbre que hemos mencionado 
en los párrafos anteriores. 

El último documento es la Agenda de Túnez para la Sociedad de la 
Información de 28 de junio de 2006, la cual establece las líneas de 
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actuación para la consecución de los objetivos planteados en ambas 
fases de la Cumbre y en los documentos citados. Se refiere al tema del 
financiamiento para hacer posible la difusión y puesta en marcha de 
algunas políticas, para lo cual se ha creado un Grupo Especial sobre 
Mecanismos de Financiación. 

La Agenda menciona una serie de directrices y acciones a realizar 
como prerrequisitos para lograr el acceso universal ubicuo y equitati­
vo, entre las que destacan: 

a) Establecer políticas e incentivos en materia de reglamentación desti­
nados a fa cilitar el acceso universal y reactivar la inversión del sector 
privado; 
b) definir y reconocer el papel clave de las TIC en las estrategias naciona­
les de desarrollo y en su elaboración, según proceda, junto con ciberes­
lrategias; 
e) desarrollar capacidades institucionales y de implementación para faci­
litar la utilización de los fondos nacionales de servicio/acceso universal y 
estudiar más a fondo esos mecanismos, así como los destinados a movili­
zar recursos internos; 
d) promover la utilización de las TIC en el sector público como una prio­
ridad, considerándola como una esfera esencial para las intervenciones 
poro el desarrollo basadas en las TIC; 

e) alentar a las entidades del sector privado a que contribuyan a extender 
la demanda de servicios TIC, prestando apoyo a las industrias creativas, 
los productores locales de contenido y aplicaciones culturales, así como 
a las pequeñas empresas. 

Las acciones y estrategias planteadas por la Agenda de la Cumbre 
no se refieren únicamente a las telecomunicaciones, los nuevos me­
dios, las nuevas tecnologías e internet, sino que hacen hincapié en la 
necesidad de seguir utilizando los medios tradicionales con el objetivo 
de lograr un acceso universal, en este caso a la información, la cultura 
y el conocimiento, a favor de todos, "sobre todo tratándose de las po­
blaciones vulnerables y de países en desarrollo". 
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Capítulo 2 

La experiencia europea 

ÜRIGEN Y CONTEXTO DE LAS POLÍTICAS 

DE TELECOMUNICACIONES EN LA UE 

Las políticas de telecomunicaciones en general, como hemos apun­
tado en el capítulo anterior, tienen su origen en la necesidad creciente 
de perfilar el rumbo de las mismas, así como de normalizar los pro­
cesos de toma de decisiones en este terreno. Ahora veremos cómo 
surgen dentro de la UE, como un marco, a su vez, para el análisis de 
aquellos países europeos que han sido elegidos para su estudio en el 
presente libro. 

Hemos partido de un marco general que se refiere a la política eco­
nómica, del que surgen las políticas de telecomunicaciones. Así que, 
dada la influencia que tiene la política económica de la uE en el sector 
telecomunicaciones, mencionaremos ahora algunas de sus característi­
cas. No hay que olvidar que en países como Alemania, el crecimiento 
del PIB tiene una relación estrecha con el desarrollo y evolución de las 
telecomunicaciones. 

Partiendo de los conceptos generales que la componen, en el caso 
de Europa, por supuesto, los estados-nación también han sido los pro­
tagonistas de la era moderna, pero su protagonismo ha ido cediendo 
poco a poco en favor de otros niveles de gobierno, con lo cual la gestión 
y el diseño de las políticas ha tenido una forma derivada del hecho de 
que los gobiernos "desplieguen algunas funciones de su soberanía" [De 
la Cruz, 2002: 36]. 

145 



Todo este proceso conlleva una mayor unificación de los mercados, 
como un fenómeno mundial,134 pero en el caso de la UE está más avan­
zado debido a la existencia de los Tratados de la propia unificación. Esto 
supone no sólo integración económica, sino social y política, aspectos 
que en conjunto definen un rumbo distinto para las políticas públicas 
de todos los sectores, incluido el de las telecomunicaciones. 

Otra característica que define las nuevas políticas de telecomunica­
ciones, o aquellas posteriores a la liberalización, es la descentralización 
que se ha producido en casi todos los países, debido a que la autoridad 
es tatal es "demasiado grande y está demasiado lejos" de los problemas 
ciudadanos como tales. Esto ha influido enormemente en la forma de 
gestionar las telecomunicaciones en toda Europa, como veremos en su 
momento con los casos prácticos, y que en España se ha manifestado 
en un incremento considerable de competencias a las CCAA. 135 

Estos dos procesos, la integración continental y la descentraliza­
ción europeas, como factores esenciales en la determinación de políti­
cas de telecomunicaciones, han consliluido tendencias "centrípetas y 
centrífugas", ya que la primera conlleva una centralización de poderes 
que antes estaba más dispersa en los estados nacionales, mientras que 
la otra supone una descentralización de poderes. Una a favor del poder 
continental y la otra a favor del poder regional y local. 

Ambas tendencias no son contradictorias, sino innovadoras, ya 
que se corresponden con una nueva época en la que el poder ha tenido que 
diversificarse para gestionar mejor los problemas y cuestionamientos 
ciudadanos y delinear las políticas. Esto hay que tenerlo muy claro 

134 0e la Cruz hace un comentario que nos parece sumamente interesante para los fines de 
esta investigación y es el siguiente: '"asistimos a un proceso de mayor unificación de mercados 
y de sociedades nacionales que van formando ámbitos continentales, lo cual exige la progresiva 
estructuración de gobiernos que regulen y controlen los problemas de estos nuevos ámbitos de 
relaciones económicas y sociales. Es te proceso se encuentra más avanzado en la Unión Euro­
pea" !De la Cruz, 2002: 35-36J, es interesante en virtud de que hemos elegido para este libro 
un aná lis is de Derecho comparado entre Europa y América. prácticamente, así como bloques 
fundamentales, con una c ierta delineación de políticas continentales; aun cuando hayamos 
elegido países de cada uno, en realidad sólo se utilizarán para ejemplificar con casos prácticos 
las diferencias entre un continente y olro. 

135También en el capítulo correspondiente a las políticas en orteamérica, veremos cómo 
esta descentralización ha sido un factor fundamental en Estados Unidos y que en México ha sido 
un reclamo principal en vi rtud de la necesidad de que las regiones tengan competencias. 
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cuando veamos los casos de las CCAA en España, ya que, como vimos 
en el capítulo precedente, los ciudadanos confían en muchos casos 
más en las autoridades regionales para la resolución de determinadas 
demandas. Y en el caso de las telecomunicaciones al parecer esta situa­
ción se repite, sobre todo para lo que a algunos servicios se refiere. 

Con esto como fundamento, veamos que según De la Cruz [ibidem: 
34], el proceso de configuración de la política económica europea 
tiene el sustento teórico del neofuncionalism o,136 teoría que establece 
una "metodología de la integración con vistas a una unión de tipo 
político". Esta metodología describe una integración gradual y no de 
un solo momento. 

La aplicación de las políticas tenía que contar con una base teórica 
y por ello se eligió el neofuncionalismo. La base política, por su parte, 
se encuentra en la Declaración de Schuman del 9 de mayo de 1950 en 
donde se puede leer: "Europa no se hará de un golpe ni de una construc­
ción de conjunto, sino que se hará por medio de realizaciones concretas, 
creando una solidaridad de hecho" [ibídem, 2002: 35]. 

Ahora bien, conduciendo el análisis hacia segmentos más particu­
lares, el mismo De la Cruz nos dice que con base en los principales 
postulados de unificación, tales como el Mercado Interior y la Unión 
Económica Monetaria, se han configurado las políticas sectoriales. En 
el caso de las políticas para los servicios públicos, como las telecomu­
nicaciones, no se trata de procesos de simple reforma o modernización. 
A partir de la liberalización este sector, que antes era un monopolio , 137 

tiene que participar en un proceso que, al igual que en los países ex­
ternos a la UE, se rige por las reglas del mercado y la competencia, pero 
con la diferencia de que los estados miembros además participan en un 
proceso de integración al mercado europeo. 

136"EI neofuncionalismo eslablece, en primer lugar, la integració n de aquellos sectores que 
por sus caracter ísticas tra nsnacionales requieran decis iones a nivel globa l. Dicha integración po r 
sectores producirá en segundo lugar, y de acuerdo con las previsiones de los neofuncionalis tas, 
un trasvase de leallades de los ciudadanos de los eslados miembros a nivel global. En lercer lu­
gar, cua ndo d icho trasvase de lealtades se haya producido, será posible realizar uniones políticas 
superiores de acuerdo coa la Leoría neofuncio nalista" libidem : 351. 

137EI mismo autor nos explica que el rompimiento de las barreras econó micas en telecomu­
nicaciones y el fin de los monopolios se ha encontrado de frente y de golpe conlra los servicios 
públicos "alrincherados en un laberinto de comparlimientos estancos, redes aisladas y marañas 
de derechos especia les y exclus ivos" [ibidcm: 2 1J. 
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En resumen, las telecomunicaciones - y por lo tanto ahí se encuen­
tra el origen de las políticas modernas en el sector- se adaptan a la 
realidad mundial (liberalización, concurrencia, apertura de fronteras , 
fusiones y fin de monopolios, privatizaciones) y, al mismo tiempo, a 
la realidad de la Unión (en donde se registran los mismos procesos, 
además de otros como la armonización y el establecimiento de reglas 
en concordancia con los tratados constitutivos).138 De ahí que las polí­
ticas de telecomunicaciones y su marco general, la política económica, 
tengan una doble intencionalidad: la global y la continental. 

Ahora bien, en cuanto a los marcos de referencia de las políticas de 
telecomunicaciones en la UE como tal, podemos decir que según Alabau 
[1998: 22], la Unión no había tenido una política propiamente dicha en 
el sector. Sin embargo, en los últimos años se ha llevado a cabo una ac­
tividad muy fuerte en este sentido, tratando de insertar en las acciones 
derivadas de ello los principios fundamentales del Tratado y de la cons­
titución del Mercado único, sobre todo las que tienen que ver con la 
libre circulación de los servicios y con la defensa de la competencia. 

El mismo autor conviene en llamar, a pesar de que no la considera 
como tal, política de telecomunicaciones al conjunto de acciones , ini­
ciativas y disposiciones legales en el sector que se han consolidado so­
bre todo a partir de la liberalización y para dar paso a la misma. Según 
él, los antecedentes primarios se remontan a los años setenta, cuando 
la UE hacía frente a una crisis industrial generalizada. 

En la actualidad, la UE tiene una política de la sociedad de la in­
formación claramente definida, además de su política en materia au­
diovisual. En la primera, se tienen acciones estructuradas y delineadas 
con certeza y en las mismas se inscriben las políticas de telecomuni­
caciones. No debemos olvidar que debido al proceso de convergencia 
tecnológica y a la necesidad de implementar medidas y planes para el 
crecimiento de la sociedad de la información y del conocimiento, la UE 

ha consolidado esta política. 

138La Unión seiiala como fundamentos jurídicos de las políticas de telecomunicaciones, de 
hecho, los artículos 95 (a rmonización del mercado interior: .. El Consejo ... adoptará las medidas 
relnlivas a la aproximación de las dispos iciones legales, reglamentarins y administrativas de los 
estados miembros"), 81 y 82 (competencia) y 47 y 55 (derecho de establecimiento y servicios) del 
Tratado Constitutivo de la Comunidnd Europea (TCE) !Unión Europea, 2005: 1]. 
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De la política de la sociedad de la información podemos destacar 
los planes e-Euro pe e i201 O, que contienen las líneas de acción, los 
objetivos y las acciones a llevar a efecto para el desarrollo de una socie­
dad basada en la información para todos. Además, la política descrita 
aborda aspectos tales como: radiofrecuencias, seguridad en las redes, 
internet, comercio electrónico, sistemas de pago, protección de datos, 
derechos de autor, entre otros. 

Entrando en materia, la política de telecomunicaciones está apo­
yada o se conforma por cuatro líneas fundamentales, esto es, la libe­
ralización que da paso a la competencia efectiva en el sector, la armo­
nización que supone la coordinación de servicios en todo el territorio 
de la UE con sus países miembros, la normalización que se refiere a los 
equipos utilizados y la implantación de medidas correctoras para hacer 
más homogéneo y eficiente el sistema y "compensar las diferencias 
económicas entre los distintos países" [Rodríguez, 2004: 65]. 

En cuanto a los principales organismos reguladores de telecomu­
nicaciones en la Unión, además de los que corresponden internacio­
nalmente y que ya mencionamos en el capítulo precedente, está la 
Comisión Europea de Administraciones de Correos y Telecomuni­
caciones (CEPT por sus siglas en francés: Conférence Européen des 
administrations des Postes et des Télecommunications) que si bien 
se fundó desde el año 1959 ha durado en funciones mucho tiempo 
más y actualmente está integrada por 46 países. En 1988 separó las 
competencias en cuanto a la estandarización por medio del Instituto 
Europeo de los Estándares en Telecomunicaciones (ETSI por sus siglas 
en inglés: European Telecommunications Standards Institute) y cua­
tro años después los operadores de correos y de telecomunicaciones 
se dividieron a su vez en PostEurope y en la Asociación Europea de 
Operadores de Redes Públicas de Telecomunicaciones (ETNO por sus 
siglas en inglés). 

Esta última está conformada por 43 asociados y sus competencias 
se "centran en la discusión sobre regulación y soberanía en teleco­
municaciones, realizando estudios, propuestas y ayudando donde se 
precise asistencia con el fin de crear una Europa 'única' en los ámbitos 
de correos y telecomunicaciones" [ibídem: 82] . 
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La ETNO se divide a su vez en tres organismos, que coordinan 
sus facultades y acciones por medio de la CEPT. Estos son: Comitee 
Europeenne des Regulation et Postes (en adelante, CERP: regulación de 
correos), el Comité Europeo de Radiocomunicación (ERC, por sus siglas 
en inglés) y el Comité Europeo para los Asuntos de Regulación de las 
Telecomunicaciones (ECTRA por sus siglas en inglés), que por su parte 
tiene una oficina permanente en Copenhague llamada Oficina Europea 
de Telecomunicación (ETO por sus siglas en inglés). 

Por otra parte, en cuanto a algunos aspectos más sobre los orígenes 
de las políticas comunitarias en telecomunicaciones tenemos lo si­
guiente: los tratados de la Unión estipulaban que los estados miembros 
tendrían potestad para gestionar el sector, pero no con libertad absolu­
ta, de tal modo que su actividad se regularía por medio de la CE. 

Así, la Comunidad intentaría la "aproximación de las políticas 
económicas de los estados miembros" con base en los principios de 
competencia, supresión de aduanas y acercamiento de legislaciones 
nacionales [Pérez y Conde, 2002: 177]. Como consecuencia: 

La aplicación de estas disposiciones exigía una actuación comunitaria en 
el sector. Por ello, cuando el Acuerdo Único Europeo (AUE) estableció como 
objetivo primordial el establecimiento del mercado interior, las institucio­
nes comunitarias encontraron el respaldo necesario para intervenir en el 
sector. Como resultado de ello, la Comisión y el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas (TJCE) , principalmente, empezaron a desarrollar 
una ingente labor que desembocó, años más tarde, en la elaboración de la 
denominada política comunitaria de telecomunicaciones. [loe. cit.] 

Por su parte, los estados miembros de la UE tienen su propio mar­
co de actuación dentro de la conformación de las políticas públicas, 
incluidas por supuesto la económica y la de telecomunicaciones. Ve­
mos que debido a las tendencias mundiales de apertura de fronteras y 
liberalización, los estados miembros , al igual que la inmensa mayoría 
de los estados nacionales en el mundo, tuvieron que asumir un nuevo 
papel de no interventor que se pugnaba con estos nuevos modelos. 139 

' 39En este sentido De la Cruz [op. cit.: 59-601 nos resume cómo "en la d écada de los 90 se 
general izó un consenso en el pensamiento económico d e que la liberalización económica y la 
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Sin embargo, como la no intervención no debe ni puede ser completa, 
y como la intervención a su vez también puede consistir en regulación, 
los países socios de la UE han asumido esa función. La misma les es 
conferida a través de los tratados constitutivos, teniendo en cuenta que 
la base central se encuentra en los mandatos de la propia Unión.140 

Es decir, como se puede ver, las políticas europeas de telecomuni­
caciones han marcado, siguiendo a su vez los elementos centrales de 
la política económica, las políticas nacionales al respecto, configurán­
dolas de tal modo que muchos principios se verán repetidos en los dis­
tintos países europeos que analizaremos. Esta es una de las principales 
diferencias con respecto a Norteamérica, habida cuenta de que aunque 
existan tratados141 y convenios entre los tres países que la forman y 
que inciden en la regulación nacional de las telecomunicaciones, su 
firma es opcional y no obligatoria, como podría ser el caso de la UE (aun 
cuando se puedan discutir y debatir los temas). 

Y por supuesto que todo esto no es gratuito, ya que obedece a las 
reglas que se signaron cuando se constituyó la Unión y que los países 
miembros han acatado. De ello se ha derivado uno de los principales 
entes de unificación entre las naciones europeas y de los que más in­
cidencia han tenido en la historia de la misma y su evolución. Habla­
mos del Mercado Único Europeo (MUE), cuya existencia proporciona 
una delineación distinta de las políticas de telecomunicaciones y 
las determina, en comparación por ejemplo con los países de Nor­
teamérica. 

globali zación de los mercados conduciría a una mejora generalizada ele las rentas. Bien es sabido 
que a la larga todo esto no fue más que un argumento para implantar la liberalización, ya que 'la 
recta media ha crecido' en promedio, pero la brecha es también más profunda". 

140 Es importante destacar, llegados a este punto, que la Unjón ha funcionado, en sus manda­
tos, en la coordinación con los estados miembros y en su coherencia y armonía en escala mundial 
por un "código de conduela" que tiene sus funciones claras y está "condic ionado por los derechos 
humanos universales e instrumentado por medio de eslalulos, regulaciones y directi vas, y, lo 
más importante de todo, por medio de un proceso continuo de interacción, debate y negociación 
entre múltiples actores que operan a njvel local, regional, nacional, transnacional y global" [Rifkin, 
2004: 269]. 

141 Por ejemplo, México, Estados Unidos y Canadá tienen firmado un Convenio de Reciproci­
dad Sate lila l, en donde se especifican ciertas reglas en cuanto a las emisiones de televisión directa 
al hogar (DTH por sus siglas en inglés), pero cuyos aspectos más generales están previstos en las 
legislaciones de cada país. La firma de este Convenio ha sido decidida por estos países, pero con 
una libertad distinta por no formar parle de 11inguna comunidad, como el caso ele la UE. 
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En nuestros días, el MUE es un espacio físico que se integra por el 
territorio de los estados miembros, con un total de 495 millones de con­
sumidores en marzo de 2008. Tiene su origen en el Tratado de Roma 
con la intención de crear una unión aduanera (mercado común), evo­
lucionó con el Acta Única Europea del 1 de julio 1987 y se completó 
con la introducción de la moneda única, es decir el euro, el 1 de enero 
de 2001 (Unión Económica Monetaria o UEM). 

Con todos estos consumidores el MUE es uno de los más grandes 
del mundo y, al competir fervientemente con el mercado norteameri­
cano las políticas estratégicas que se establecen en telecomunicaciones 
tienen un matiz especial. Esta es una de las características que hará 
también la diferencia en cuanto a las políticas aplicadas en un sitio y 
otro, como veremos con más detalle en el último capítulo. 

El MUE supone además que las mercancías, los servicios, el capital 
y las personas pueden moverse con libertad dentro del territorio de la 
Unión, lo cual afecta directamente a las telecomunicaciones y servicios 
asociados, que, al moverse en un entorno liberalizado en escala mun­
dial, adquieren una soberanía adicional al poder actuar de este modo 
en el ámbito comunitario. 

En el año 2003 entró en vigor el Tratado de Niza, que pretendía 
simplificar en proceso de toma de decisiones, no sólo en cuanto al 
MUE, sino en general, con lo cual estamos hablando también de una 
simplificación del proceso de elaboración de políticas, incluidas las 
que nos interesan. 

Ahora bien, debido al gran potencial del MUE se hace necesario el 
impulso a las empresas competitivas, sobre todo aquellas que puedan 
operar en un número importante de países y satisfacer a un número 
elevado de usuarios. Esto quiere decir, para las telecomunicaciones, 
que viene bien potenciar a aquellas empresas transnacionales del sec­
tor que tienen mucho mercado y ya constituido, el ejemplo por antono­
masia en el caso español es Telefónica, por supuesto. En su momento 
veremos cuáles son las empresas predominantes en otras latitudes. 

Esta noción incide directamente, como es lógico, en las políticas 
instrumentadas en Europa, ya que "el motor económico del mercado 
único son las empresas y los profesionales, no los Estados" [Calvo y 
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Blanco-Morales, 2000: 9]. De tal modo, vemos cómo los gobiernos fa­
vorecen, en muchos casos explícitamente, los desarrollos de las gran­
des empresas. Pero también es este tipo de acciones lo que lleva a los 
grupos de países que tratamos (UE y Norteamérica) a pugnar entre ellos 
por los intereses de las empresas que operan en sus territorios. 

Más claramente, si se determinan políticas de telecomunicaciones 
en la Unión que favorezcan a las empresas europeas del ramo, en se­
guridad habrá elementos que entren en conflicto con los intereses de 
empresas estadounidenses, por poner un ejemplo. Tanto la UE como 
Estados Unidos pueden poner en práctica políticas incluso proteccio­
nistas o con elementos de barreras impositivas o de otro tipo, lo cual 
debe negociarse. 

En este sentido, debido a que la tendencia liberalizadora parte de 
Estados Unidos se ha extendido y es regla en el mundo, sobre todo en 
el sector telecomunicaciones, se constituyó en uno de los pilares bási­
cos de la política de telecomunicaciones en la UE. De tal manera que al­
gunos piensan que "la liberalización del mercado garantiza la afluencia 
suficiente de competidores en el mercado comunitario" [ibídem: 10]. 

Como resultado de los razonamientos anteriores , la Comisión Euro­
pea ha propuesto la creación de un UE para las telecomunicaciones. El 
13 de noviembre de 2007 se anunció que la Comisión había adoptado 
propuestas destinadas a reformar las normas que regulan las telecomu­
nicaciones en la UE.142 

La propuesta tiene sigular importancia, dada la magnitud de su 
alcance, de los resultados positivos que traería consigo y de los benefi­
cios para esos 500 millones de consumidores. De tal forma que: 

Con esta reforma la Comisión pretende que los ciudadanos puedan bene­
ficiarse, independientemente de donde vivan o de donde viajen en la UE, 

de unos servicios de comunicaciones mejores y más baratos, tanto si usan 
teléfonos móviles, conexiones rápidas a internet de banda ancha o televi­
sión por cable. 

142"La Comisión propone un mercado europeo de las telecomunicaciones para 500 millones 
de consumidores", en Press Room (Press Releases), portal de la Unión Europea, 13 de noviembre 
de 2007. Consultado el 20 de noviembre de 2007, disponible en: hllpJ/europa.eu/rapid/pressRelea· 
sesAction.do?reference=IP/07/1677&format= HTML&aged = O&language= ES&guil..anguage=en 
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El logro de este objetivo se alcanzará, de acuerdo con las autorida­
des de la Comisión, mediante algunas acciones muy concretas, como 
son: ampliar los derechos de los consumidores, otorgándoles con ello 
mayor poder de elección; garantizar una mayor competencia entre 
los operadores del sector; promover e incentivar la inversión en este 
campo, sobre todo en nuevas estructuras de comunicaciones, entre 
otras cosas. 

El conjunto legal de disposiciones que la Comisión presentó para 
estos efectos fue llamado "Paquete de reformas de las telecomunicacio­
nes", que vendrá a complementar y mejorar al Paquete de telecomuni­
caciones de 2002, el cual abordaremos más adelante. 

Por otra parte, un aspecto más que cabría destacar con respecto a los 
elementos que conforman la política económica europea y que a su vez 
influye en las de telecomunicaciones, es el Derecho de la competencia 
aplicado. Es básico si se quieren tener relaciones comerciales estables 
y funcionales y en el caso de las telecomunicaciones adquiere peculiar 
relevancia, dadas las características de este tipo de mercados y las in­
tensas batallas que se libran por la búsqueda de demanda. 

Dicho ámbito se puede dividir en dos partes principales: el Derecho 
de la competencia como tal y el Derecho antitrust. En ambos casos hay 
una aplicación a las políticas de telecomunicaciones como quedará cla­
ro en su momento cuando abordemos los casos de ciertos países euro­
peos y veamos cómo lo han incorporado a sus legislaciones nacionales. 
Además, este aspecto es esencial en la delimitación de las políticas de 
telecomunicaciones referidas al servicio universal, que es el principal 
concepto que queremos comparar en el capítulo final. 

Y aquí es donde aparece otro aspecto que ya se tocó brevemente en 
el capítulo 1 y es el del papel del Estado. La afirmación y práctica del 
Derecho de la competencia no es sino una forma de intervención que 
resulta imprescindible, toda vez que las empresas no pueden regular 
ese aspecto ellas mismas. 

Es así que en el caso de la UE y los países miembros, funcionan 
como primeros órganos competentes las instituciones comunitarias 
especializadas en el particular y, acto seguido, los gobiernos de cada 
nación. Tocamos entonces brevemente algunos aspectos de la política 
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de competencia de la UE, que forma parte o se complementa con la 
relativa a las telecomunicaciones. 

La competencia se erige "como núcleo del sistema económico de la 
UE" [Calvo y Blanco Morales, 2000: 166] y, aunque tiene un pilar básico 
en la correcta actuación de las empresas como agentes, tiene estableci­
das claramente sus fuentes del Derecho. Entre éstas se encuentran los 
tratados básicos de fundación de la UE, los convenios internacionales, 
los reglamentos de aplicación, las directivas y la jurisprudencia. 

En este sentido, uno de los elementos que más significación tiene 
en el Derecho europeo, pero que sin embargo no parece estar suficiente­
mente desarrollado según la doctrina143 [ibidem: 166], es el de la compe­
tencia desleal, que tiene como marco dicho Derecho de la competencia. 
Dentro del tema de la competencia desleal hay dos vertientes y ambas se 
relacionan con el tema que abordamos de la siguiente manera. 

Una de las vertientes es la libre circulación de las mercancías y la 
otra, la protección de los consumidores. La política europea de teleco­
municaciones tiene que inspirarse y tomar en cuenta ambas vertien tes 
ya que, por un lado, la libre circulación de las mercancías es compro­
miso ineludible de la liberalización, toda vez que la información es, 
en uno de sus muchos sentidos, una mercancía, un bien (aunque no 
apropiable en demérito de los demás, como hemos visto) y las infra­
estructuras y servicios asociados también deben circular en libertad; 
y, por otro, la protección de los consumidores, en telecomunicaciones 
casi siempre llamados o catalogados como "usuarios", 144 es un objetivo 
de las propias políticas, todo ello emparentado con la defensa de los 
derechos fundamentales entre los que destacan por supuesto el Dere­
cho a la información y el Derecho a la intimidad. 

Ahora bien, hay autores que sitúan la aparición de la política euro­
pea de telecomunicaciones en los años ochenta, ya que en las primeras 
normas y tratados no hay ninguna referencia explícita al particular 
[Muñoz, 1998: 49]. Todos los aspectos que hemos mencionado se rela-

143Cal vo y Blanco-Morales [2000[ están de acuerdo con Font Segura de que incluso la con­
cepción más tradicional de la competencia des leal es más amplia que la actualmente prevista por 
el Derecho comunitario. 

144 En apartados posteriores veremos, por ejemplo, las defi niciones de las directi vas europeas 
de telecomunicaciones y d e la LGT española. 
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donan, como es el objetivo de este capítulo, con un marco contextual 
en el que han nacido y como elementos formadores de la política eco­
nómica europea, que a su vez define la de telecomunicaciones. 

Es en los años ochenta cuando se elaboran informes, libros verdes, 
documentos y aparecen las primeras normas básicas para el sector. El 
momento precursor de las mismas es la apertura y el fin de los mono­
polios que predominaban en el ramo, los cuales, por su parte, iniciaron 
su desmantelamiento en la década anterior debido a tres causas: eco­
nómica, tecnológica y jurídica [Martínez, 2002: 132]. 

A partir de este momento, con mayor énfasis, los estados miembros, 
por medio de la Comunidad, comienzan a preocuparse por las dos 
caras de la moneda que están implicadas en la regulación de las tele­
comunicaciones. Por un lado, se encuentra la necesidad de desarrollo 
tecnológico y económico de éstas. Por otro, la gran diferenciación so­
cial en cuanto al acceso que se abre entre los distintos territorios de la 
Unión, lo cual hace replantearse la legislación existente sobre servicio 
universal. 

Ambos puntos son de claro interés para este trabajo si tenemos en 
cuenta que el desarrollo de las telecomunicaciones (impulsado por 
una política adecuada para ello) no sólo es beneficioso para la econo­
mía europea, sino que resulta vital, estratégico. En un mundo como el 
actual, donde las redes de telecomunicaciones son imprescindibles en 
los distintos aspectos de la competencia mundial y donde se constitu­
ye incluso en el eje de las propias tecnologías de la información y la 
comunicación, sería un error no plantear una política contundente al 
respecto, moviéndose como se mueve la UE en el mundo y significando 
lo que significa. 

En cuanto al servicio universal, ya sabemos que es el punto central 
de nuestro análisis de las políticas de telecomunicaciones, por lo cual 
no redundaremos en su importancia para el tema que nos ocupa. Sólo 
diremos que está desempeñando el papel de contraparte de todo ese 
desarrollo, es decir, que se presenta como el lado social de las polí­
ticas, mientras que el anterior sería el lado empresarial. El Estado se 
encontraría en el centro de ambos, con la obligación de regularlos y 
desarrollar el proceso de toma de decisiones con equilibrio. 
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La paradoja de que ambos incluso puedan verse enfrentados surge 
de que "los nuevos desarrollos de telecomunicaciones pueden pro­
ducir muy diversos efectos de división o de integración social, según 
se difunda la calidad y capacidad de transmisión entre la población" 
[Jordana y Sancho, 1999: 24]. El reto está en alcanzar el equilibrio 
mencionado entre intereses sociales y mercantiles, pero dentro de los 
primeros también el de establecer unos estándares mínimos para que 
haya una sencilla homogeneización de la prestación y transmisión de 
los servicios de telecomunicaciones. Ese es el núcleo del servicio uni­
versal, como veremos más adelante. 

En fin, una vez aclarados todos estos puntos y establecido un cierto 
marco general en el que se mueve la conformación de las políticas de 
telecomunicaciones, pasemos de lleno a conocer cuáles son las carac­
terísticas de las mismas en la Unión. 

LAS CARACTERÍSTICAS DE LA POLÍTICA 

DE TELECOMUNICACIONES EN LA UE 

Liberalización en Ja UE 

Tal como hemos apreciado en el capítulo precedente, el proceso de 
liberalización de las telecomunicaciones se ha llevado a cabo de modo 
global y presenta características que se han delineado. Por ello no 
abundaremos en ningún concepto, partiendo de que cada uno de ellos 
se encuentra explicado en la primera parte de este libro. 

Sin embargo, es importante destacar algunas acciones y matices 
que tienen que ver solamente con la UE, de tal manera que veremos 
cómo el proceso ha sido el marco de las correspondientes liberaliza­
ciones en los estados miembros. Sobre todo, nos interesa hacer énfasis 
en los documentos y actos legales que han servido de sustento a las ac­
ciones comunitarias de liberalización y su vínculo con algún programa 
implantado en ese ámbito. 

El proceso de liberalización europeo, comunitario propiamente dicho, 
se ha enfocado -como el resto- a consolidar las condiciones de competen-
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cia en el sector. Alabau [1998: 132) hace referencia a cinco etapas, que él 
llama programas (aunque la UE no los ha llamado así) o "cinco bloques de 
contenidos bien definidos", para identificar las fases de dicha liberaliza­
ción. Se trata de los programas de 1980, 1984, 1987, 1993 y 1995. 

Los dos primeros programas, es decir, los de 1980145 y 1984,146 son 
las primeras iniciativas y acciones de la UE para la liberalización de las 
telecomunicaciones y se componen, a su vez, de distintos documentos 
y actos, entre los que destacan: el asunto British Telecomm, que dio la 
pauta a muchos procesos de liberalización en Europa y el mundo, y las 
Líneas de Acción contenidas en una Comunicación de la Comisión al 
Consejo sobre las Telecomunicaciones de septiembre de 1983. 

Las acciones completas comprenden , siguiendo a Alabau [1998. 
132): las primeras propuestas de la Comisión en septiembre de 1980, 
la opinión del Comité Económico y Social de febrero de 1981, la situa­
ción en Gran Bretaña y Estados Unidos: el asunto British Telecomm, la 
propuesta de la Comisión de junio de 1983 (Comunicación de la Co­
misión al Consejo sobre las Telecomunicaciones. Líneas de Acción), la 
Resolución del Parlamento de 29 de marzo de 1984, la propuesta de 
la Comisión de mayo de 1984 (Comunicación de la Comisión al Consejo 
sobre las Telecomunicaciones. Estado de avance de la reflexión y de los 
trabajos y un programa de acción), el Acuerdo del Consejo de diciembre 
de 1984 (Acuerdo del Consejo de Ministros de Industria y Siderurgia 
sobre la aprobación del Programa de Telecomunicaciones). 

El Programa de 1987,147 por su parte, tiene diversos actos, entre 
los que se pueden recalcar: el Libro Verde sobre Telecomunicaciones 
de 1987, tan citado hasta la fecha por la gran aportación y punto de 
inflexión que significó, y la conocida como la "Directiva servicios", que 
delineó las claves para la apertura y liberalización de los mismos. 

145 El programa de 1980 "se plantea por primera vez la necesidad de ocuparse de las teleco­
municaciones en el marco comunitario y comienza la apertura . o hace referencia a los servicios 
ni se cuestionaba el régimen de monopolio" [Rodríguez, 2004: 66]. 

146 Por su parte, el programa de 1984 ya se compromete en otros terrenos, esto es, "pretende 
el crecimiento industrial del sector de la producción de equipos de telecomunicaciones y aumen­
tar la cohesión económica y socia l de las regiones me nos desarrolladas median te el uso de las 
telecomunicaciones" [loe. cit.]. 

147 EI programa de 1987 es innovador y de importancia singular ya que es el que inserta la 
libre competencia en el mercado de terminales y en el de los servicios de valor añadido. 
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Los actos completos del Programa de Telecomunicaciones de 1987 

son los siguientes: el Libro Verde sobre el desarrollo del Mercado Co­
mún de los Servicios y Equipos de Telecomunicaciones de 1987; el 
Informe sobre la puesta en marcha del Libro Verde, de febrero de 1988; 

los Dictámenes del Comité Económico y Social de noviembre de 1987 

y abril de 1988 (Dictamen sobre la Comunicación titulada: Hacia una 
economía europea dinámica. Libro Verde sobre el desarrollo del merca­
do de los servicios y equipos de telecomunicaciones, y Dictamen sobre 
la Comunicación titulada: Hacia un mercado comunitario competitivo 
en materia de telecomunicaciones. Aplicación del Libro Verde, res­
pectivamente); Directiva de la Comisión de mayo de 1988 (Directiva 
relativa a la competencia en el mercado de los equipos terminales de 
telecomunicación); la Resolución del Consejo de junio de 1988 (Reso­
lución del Consejo sobre el desarrollo de los Mercados y Servicios de 
Telecomunicaciones de aquí a 1992) ; la Resolución del Parlamento 
de diciembre de 1988 (Resolución sobre Correos y Telecomunicacio­
nes), la Decisión de la Comisión de diciembre de 1988; el Acuerdo del 
Consejo de diciembre de 1989; la Directiva de la Comisión CEF/90/388, 

de junio de 1990 (Directiva de la Comisión relativa a la competencia 
en los mercados de servicios de telecomunicaciones, conocida como la 
"Directiva de servicios"). 

Por otro lado, el tercer paquete, el Programa de 1993, 148 contiene -se­
gún la clasificación de Alabau de actos tan importantes como el Informe 
sobre la situación de los Servicios de Telecomunicaciones de 1992- el 
Informe sobre la situación de las Telecomunicaciones del mismo año y 
el Dictamen del CEES sobre las consultas efectuadas con respecto a la 
situación de los servicios de telecomunicaciones del año siguiente. 

En cuanto al paquete completo, Alabau (1998: 132) nos indica 
que se compone de: el Informe de la Comisión de octubre de 1992 

(sobre la situación del sector de los servicios de telecomunicación), 
la Resolución del Consejo en noviembre de 1992 (Resolución sobre la 
evaluación de la situación del sector de las telecomunicaciones en 
la Comunidad), el proceso de consulta a los agentes del sector, la 

'"En cuanto aJ programa de 1993, el mismo "argumentó la necesidad de eliminar el mono­
po lio de la telefonía vocal para el crecimiento económico de füuopa" [Rodríguez, 2004: 66[. 
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Resolución del Parlamento Europeo de abril de 1993 (Resolución so­
bre la Comunicación de la Comisión relativa al Informe de 1992 sobre 
la situación del sector de las Telecomunicaciones de 21 de octubre de 
1992), la Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento so­
bre las consultas efectuadas en abril de 1992, la Resolución del Consejo 
de junio de 1993 (Resolución relativa al Informe sobre la situación del 
sector de las Telecomunicaciones), el Dictamen del Comité Económico 
y Social de noviembre de 1993 (Dictamen sobre la Comunicación al 
Consejo y al Parlamento Europeo sobre las consultas efectuadas con 
motivo del informe sobre la situación del sector de servicios de te­
lecomunicación). 

Al final , se encuentra el paquete de 1995,149 que contiene docu­
mentos y actos legales más importantes aún, por la época en que fue 
desarrollado. Estamos hablando del Libro Blanco sobre crecimiento, 
competitividad y empleo, que también se cita muy frecuentemente en 
los análisis sobre liberalización de las telecomunicaciones en la UE, 

por ser de singular importancia; el Informe Bangemann, también de 
importancia trascendental, el Libro Verde sobre la liberalización de las 
infraestructuras, la Directiva de liberalización de comunicaciones por 
satélite, la del cable y la de las comunicaciones móviles. 

El contenido completo de este paquete es el siguiente: el Libro 
Blanco sobre el Crecimiento, Competitividad y Empleo de diciembre 
de 1993 (Crecimiento, Competitividad y Empleo. Retos y Pistas para 
entrar en el siglo XXI) , Informe Europa y la Sociedad Global de la Infor­
mación de mayo de 1994 ("Europa y la Sociedad Global de la Informa­
ción. Recomendaciones al Consejo Europeo [Informe Bangemann]"), 
la Comunicación de la Comisión: Europa en marcha hacia la Sociedad 
de la Información de julio de 1994 (Comunicación de la Comisión al 
Consejo, al Parlamento, al Comité Económico y Social y al Comité de 
las Regiones. Europa en marcha hacia la Sociedad de la Información. 

149Fina1mente, el programa de 1995, que puede considerarse el defi nitivo en las tareas de 
liberalización, "establece que las infraestructuras se liberalizacen a partir de enero de 1998. Se 
pretende crear la sociedad de la información y sacar a Europa de la crisis económica y conseguir 
y crear empleo. La liberal ización de las infraestructuras supone que todas las infraestructuras de 
telecomunicación, redes, líneas punto a punto, etcétera. dejan de pertenecer únicamente a los 
organismos de telecomunicación" [Rodríguez, 2004: 66). 
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Plan de Actuación), el Acuerdo del Consejo sobre la Sociedad de la 
Información de septiembre de 1994, la Resolución del Parlamento 
Europeo sobre la Sociedad de la Información de noviembre de 1994 
(Resolución del Parlamento Europeo sobre la Comunicación: Europa 
marcha hacia la Sociedad de la Información), el Libro Verde sobre la 
Liberalización de las Infraestructuras de octubre de 1994 (la. parte) 
(Libro Verde sobre Infraestructuras de telecomunicación y de redes 
de televisión por cable), la Resolución del Consejo sobre la primera 
parte del Libro Verde de las Infraestructuras de noviembre de 1994, la 
segunda parte del Libro Verde de las Infraestructuras de enero de 1995, 
la Reunión Ministerial del G-7 de febrero de 1995, la Comunicación de la 
Comisión sobre las consultas realizadas acerca del Libro Verde de las 
Infraestructuras de mayo de 1995, la Reunión del Consejo de Teleco­
municaciones de junio de 1995, la Directiva de la liberalización de las 
comunicaciones por satélite de octubre de 1994 (Directiva 94/46/CE de 
13 de octubre de 1994, por la que se modifican las Directivas 88/301/ 

CEE y 90/388/CEE especialmente en relación con las comunicaciones 
por satélite), la Directiva de liberalización del cable de octubre de 1995 
(Directiva por la que se modifica la Directiva 90/388/CEE relativa a la 
supresión de las restricciones a la utilización de las redes de televisión 
por cable para la prestación de servicios de telecomunicaciones), la 
Directiva de liberalización de los servicios de comunicaciones mó­
viles de enero de 1996 (Directiva por la que se modifica la Directiva 
90/388/CEE en relación con las comunicaciones móviles personales) , 
Directiva de liberalización de las infraestructuras y la implantación 
de la plena competencia de marzo de 1996 (Directiva 96/19/CEE de la 
Comisión, de 13 de marzo de 1996, por la que se modifica la Directiva 
90/388/CEE en lo relativo a la instauración de la plena competencia 
de los mercados de telecomunicaciones a la competencia) [Alabau, 
1998: 132]. 

Como puede verse, es en este periodo donde más ahínco se puso 
en la Unión para consolidar el proceso de liberalización y también la 
entrada de la UE en los asuntos relativos a la sociedad de la informa­
ción. Debido al tema que nos proponemos estudiar en este apartado, 
analizaremos brevemente sólo aquellos documentos que tienen que ver 
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directamente con la liberalización, se señalará el objetivo de cada uno 
de ellos, así cómo algún elemento más de especial importancia. 

De este modo, los documentos que abordaremos son: 

Libro Verde sobre el desarrollo del mercado común 
de los servicios y equipos de telecomunicaciones de 1987 

El nombre completo de este documento es Hacia una economía euro­
pea dinámica. Libro Verde sobre el desarrollo del mercado común de los 
servicios y equipos de telecomunicaciones, y es una de los piezas claves 
de las políticas de telecomunicaciones de la UE en todos los tiempos. 

Entre las principales líneas que se presentan en este documento nos 
encontramos primeramente con que ya se hacía referencia a la necesi­
dad de fijar una postura clara y homogénea por parte de la Unión con 
respecto al mercado de las telecomunicaciones y sobre todo en relación 
con la génesis y consolidación de un mercado común en tal ámbito. Eso 
define uno de los primeros elementos de la política de telecomunicacio­
nes comunitaria, que se vería completado con documentos posteriores, 
como la Resolución que veremos en el siguiente epígrafe. 

Otro de los grandes cimientos de la política de telecomunicaciones 
que se inicia con este Libro Verde y que supuso un punto de inflexión, 
fue la consideración de que era necesario terminar parcialmente con 
el "monopolio natural de las telecomunicaciones", lo que supone la 
apertura a la competencia.150 La propia exposición de motivos de la LGT 

española de 1998151 establece que la consideración acerca del mono­
polio natural "sufrió la primera quiebra en el ámbito comunitario" con 
la publicación de este Libro Verde, ya que en el mismo se proponía la 
"ruptura parcial" del monopolio, además de una "separación entre los 
servicios de telecomunicaciones" [Ley General de Telecomunicaciones 
de España, 1998]. 

•S-OEsla apertura tenía a lgunas condiciones, entre las que destaca que los operadores podrían 
mantener algunos derechos especiales o exclusivos para la "prestación de un número determina­
do de servicios básicos para salvaguardar los objetivos de servicios públicos" !Silván, 1992: 11. 
Como veremos en su momento, estos derechos especiales se han ido eliminando paulatinamen­
te, sobre Lodo a raíz de la entrada en vigor del paquete de telecomunicaciones de 2002 y de la 
Directiva servicios de 1990. 

"'Este Libro Verde fue determinante en España, como en otros paises de la UE, ya que a partir 
de él se creó la LGT de 1998. 
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La Exposición de motivos citada lo explica del siguiente modo: 

... una separación de los servicios de telecomunicaciones que, hasta 
entonces, se ofrecían, todos ellos, asociados entre sí, al servicio telefó­
nico y a su red. Esta separación permitió comenzar a distinguir entre 
redes y servicios básicos y otras redes, equipamientos o servicios. Den­
tro de esta segunda categoría, podría, en algunos casos, actuarse en 
régimen de libre concurrencia. Establecía el Libro Verde, asimismo, una 
serie de principios y criterios para la liberalización de los servicios de 
telecomunicaciones en los países de la Unión Europea en años sucesi­
vos [loe. cit.]. 

Pero el Libro Verde no establecía sólo las dos condiciones mencio­
nadas, sino algunas más también muy importantes para la liberaliza­
ción en Europa y la delineación de las políticas en ese sentido. Nos 
referimos, por ejemplo, a que estipulaba la necesidad de dar apertura· 
completa al mercado de equipos terminales de telecomunicaciones, 
siempre y cuando se sujetaran a procedimientos de homologación. 

Hay otro elemento que también constituye un punto importante 
en la política y que generó debates y documentos posteriores, como 
ya veremos. Se trata de la definición de la Open Network Provision u 
Oferta de Red Abierta (ONP), ya que se exigía que se sentaran las bases 
para una determinación clara de las exigencias generales para el uso 
de la red. 

El Libro Verde también prevé la creación de un Instituto Europeo 
de Normas de Telecomunicaciones, para dar paso al proceso de norma­
lización, uno de los cuatro que estudiaremos aquí. 

Resolución del Consejo sobre mercados 
y servicios de telecomunicaciones de 1988 

En la Resolución del Consejo, de 30 de junio de 1988, sobre el desarro­
llo del mercado común de los servicios y equipos de telecomunicacio­
nes de aquí a 1992, se fijan claramente los "grandes objetivos de una 
política de telecomunicaciones" en la UE. Esto lo hace un documento 
muy importante, porque es de los primeros que marca dichas políticas 
con la precisión que se podía lograr en aquel momento. 
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Esos grandes objetivos son: asegurar la creación de una red de 
telecomunicaciones de dimensiones comunitarias, "tomando como 
punto de partida el principio de la total interconectabilidad de todas 
las redes públicas interesadas en la Comunidad" [Resolución, 1988]; 
crear progresivamente un mercado común de telecomunicaciones; pro­
mover la creación de servicios de dimensión europea para ofrecerlos 
a los ciudadanos de la Unión; desarrollar un mercado abierto para 
los equipos terminales; desarrollar un mercado común en el que los 
operadores puedan competir libremente;152 continuar el proceso de 
creación de normas comunes para el sector; fortalecer la cooperación 
europea en todos los ámbitos relacionados con el sector, respetando la 
competencia; implantar unas condiciones sociales para el desarrollo 
de las telecomunicaciones en los años subsecuentes a 1988; concretar 
una postura común en relación con las comunicaciones por satélite; 153 

delimitar perspectivas comunes sobre las condiciones externas y el 
ámbito internacional de las telecomunicaciones. 

Todos estos objetivos se han ido cumpliendo con creces sucesiva­
mente en periodos posteriores a la aparición de esta Resolución. Pero 
además, dan cuenta clara de las características iniciales de las políticas 
de telecomunicaciones en la Unión y lo claro que las instituciones co­
munitarias tenían el rumbo que debía tomar este sector en vistas a la 
integración de Europa a la sociedad de la información.154 

Directiva de servicios de 1990 

Por su parte, la conocida como "Directiva de servicios", es decir, la 
Directiva 90/388/CEE de la Comisión, de 28 de junio de 1990, relativa 
a la competencia en los mercados de servicios de telecomunicaciones 
(DO L 192, de 24 de julio), tiene una aportación bastante importante al 
proceso de liberalización, ya que como su nombre lo indica instaura 

152 Para el logro de este objetivo, la Resolución determina que es pertinente: reali zar una 
clara separación entre las actividades de regulación y explotación de las redes; aplicar las nor­
mas oportunas del Tratado, sobre Lodo las de competencia; crear un entorno fiscal transparente; 
logra r una apertura completa de los mercados de obras y suministros de te lecomunicaciones 
!Resolución, 19881. 

153Lo cual tuvo su fruto más larde en una directiva que veremos en los siguientes apartados. 
154La razón estriba, naturalmente, en que las telecomunicaciones son la infraestructura sobre 

la que se sustenta la sociedad de la información; de tal modo que sin aquéllas no existiría ésta. 
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corno mandato la competencia abierta en los servicios de telecomuni­
caciones. 

La Directiva, en sus considerandos , establece que viene a comple­
tar las determinaciones del Libro Verde sobre el desarrollo del mercado 
común de servicios y equipos de telecomunicaciones de 1984, ya que 
el mismo establece unas ciertas normas y garantías, pero sin incluir "la 
radiotelefonía móvil, la radiornensajería, ni los servicios de comunica­
ción de masas, tales corno la radiodifusión o la televisión" [Directiva 
90/388: considerando 1]. 

Por esta razón la Directiva pretende abarcar aún más ámbitos que el 
aludido Libro Verde, previniendo además las conductas discrecionales 
de los estados con respecto al acceso a los servicios de telecomunica­
ciones (considerando 2), así corno la protección de datos de carácter 
personal (considerando 9) en las comunicaciones electrónicas, lo que 
con el tiempo ha ido ampliándose y perfeccionándose. 

Una de las misiones de la Directiva es la de contribuir a desmontar 
la estructura de privilegios que los operadores dominantes han tenido 
siempre en cuanto a la explotación de las redes (considerandos 14-16). 

Sobre todo se refiere a que dichos privilegios o derechos especiales 
permiten a los operadores dominantes la exclusión o impedimento de 
acceso al rnercado155 de los competidores, con lo cual se limitan las 
capacidades de elección de los usuarios con la imposición a éstos de 
una red de telecomunicaciones. 

Debido a estas prerrogativas, la Directiva se encarga de abolir "los 
derechos exclusivos o especiales para el suministro de servicios de 
telecomunicaciones, distintos de los servicios de telefonía vocal" [ibi­
dem: artículo 2], para lo cual se encargará de asumir normas que ase­
guren el derecho de todo operador para ofrecer dichos servicios. 

Sólo resta comentar que la Directiva incluye algunos conceptos de 
telecomunicaciones. Por ejemplo, integra la definición de organismos 

'
55Lo que se conoce en la teoría económica como barreras de entrada y que se definen como: 

los obstáculos o frenos que obstruyen la incorporación de nuevas empresas en un cierto mercado, 
a pesar de ser motivadas por los rendimientos o por el incremento de la demanda. Hay barreras de 
entrada de dos tipos: económicas y político-regulatorias. Las primeras son naturales e intrínsecas 
al mercado, mientras que las segundas pueden derivarse precisamente de las políticas que se 
implementan en el sector y de la regulación existente ea un determinado contexto. 
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de telecomunicaciones, 156 red pública de telecomunicaciones157 y ser­
vicios de telecomunicaciones.158 Es importante tomarlo en cuenta, ya 
que en algunos casos las definiciones se han ido modificando o com­
pletando a lo largo del tiempo en las distintas directivas y documentos 
comunitarios. También porque las definiciones suelen corresponderse 
con el objeto y espíritu de la norma en cuestión. 

Informe de la Comisión de 1992 sobre la situación 
de los servicios de telecomunicaciones 

Del Informe sobre la situación del sector de servicios de telecomuni­
caciones de 21 de octubre de 1992159 nos interesa en particular un as­
pecto, aunque se refiera a varios relacionados con la liberalización y la 
competencia. Ese aspecto que nos atañe directamente es el relacionado 
con el servicio universal y su concepto. 

Sin embargo, no podemos olvidar comentar que de las dos partes 
que contiene el documento, la segunda expone cuatro Opciones16º que 
la Comisión presentó a consideración del sector y que constituirían las 
raíces de la ulterior política de telecomunicaciones. Por eso es un hito 
que conviene revisar. 

El Informe incluye el servicio universal como parte de los objetivos 
centrales de las telecomunicaciones y sus políticas y lo define como: 

' 56Son definidos como "las entidades públicas o privadas - incluidas las filiales sujetas a su 
control- a las que un Estado miembro conceda derechos especiales o exclusivos para el estable­
cimiento de redes públicas de telecomunicaciones y, en su caso, para la prestación de servicios 
de telecomunicaciones" !Directiva 90/388: artícu lo 1 l. 

' 57Que en la Di rectiva se considera que es la "infraestructura pública de telecomunicaciones 
que permita el transporte de señales entre terminales definidas de la red por hilo, por ondas hertzia­
nas, por medios ópticos o por otros medios electromagnéticos" !/oc. cil. j. 

158Por su parte, los servicios de telecomunicaciones son para la Directiva "los servicios que 
consistan en todo o en parte, en la transmisión o encaminamiento de señales a través de la red 
pública de telecomunicaciones mediante sistemas de telecomunicaciones, con excepción de la 
rad iodifusión y la televisión" lloc. cil.j. 

' 59 La Comisión elaboró y publicó este Informe según lo previsto en el artículo 10 de la Di­
rectiva de Servicios. 

11.,Las cuatro Opciones que planteaba la Comisión son: a) Interrupción de la liberalización 
y sostenimiento de la situación de aquel momento; b) Introducción de una normativa completa, 
tanto en los tópicos de tarifas como de inversiones en el ámbito comunitario; e) Liberalización 
de todos los servicios de telefonía vocal, y d) Solución intermedia, consisten te en la apertura a la 
competencia de los servicios básicos de telefonía vocal. La Comisión presentó varios argumentos 
a favor de las opciones 3 y 4 básicamente. 
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la creación y explotación de una red universal, esto es, una red con una 
cobertura geográfica general y que se ponga a disposición de cualquier 
usuario o prestador de servicios que así lo solicite en un periodo razonable 
y a precios asequibles. 

Aunque algunos elementos de esta definición ya estaban presentes 
en la "Directiva servicios", en este Informe se desarrolla con más pre­
cisión el concepto y se le otorga una importancia mayor. Y sobre todo 
en la Resolución sobre este Informe, en donde la Comisión realiza un 
documento únicamente relacionado con el servicio universal [Cabrera 
y García, 2003: 2]. 

Resolución relativa al Informe de la Comisión de 1992 . 
Como hemos dicho, esta Resolución sobre la Comunicación de la Comi-
sión relativa al Informe sobre la situación del sector de servicios de tele­
comunicaciones de 21 de octubre de 1992; de junio de 1993, es el primer 
documento dedicado especialmente al tema del servicio universal. 

Ahí define al mismo como "poner a disposición de todos los usua­
rios un servicio mínimo definido con una determinada calidad y a un 
precio asequible" [Resolución, 1993: anexo]. 

Sostiene que el Informe a que hace referencia no ha tenido en cuen­
ta dos aspectos vitales de las redes de telecomunicaciones: que poseen 
características de una red de banda ancha en Europa y que están in­
frautilizadas. Por tanto, establece que dichas redes deben contribuir 
al servicio universal desde ese momento, "ampliando este concepto 
y suministrando servicios de valor social a un coste muy ventajoso" 
[considerando B]. 

Pero más aún, considera que la Comisión debe velar no solamente 
por los intereses de los operadores y las empresas del sector, sino de 
los 34 millones de usuarios que en ese momento tenía la Unión, al 
garantizarles el acceso a los servicios de telecomunicaciones "eficaces 
y a precios razonables". 

Por otro lado, rechaza la permanencia de los llamados "efectos fron­
tera", que se refieren a la diferencia entre las tarifas intercomunitarias y 
las nacionales para distancias equivalentes y que considera como una 
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situación insostenible dentro de la construcción de un mercado único. 
Y al mismo tiempo considera que la demanda no está suficientemente 
satisfecha. 

Como consecuencia de todos estos aspectos, la Resolución dispone 
que: 

[ ... ] será imprescindible asegurar tanto la obligación de servicio universal 
a nivel nacional y el interés social y regional como las exigencias comer­
ciales [además de que] todos los usuarios de servicios de telecomunica­
ciones, comerciales y privados, deben percibir los beneficios de la libera­
lización y las autoridades reguladoras nacionales deben desempeñar un 
papel clave en este ámbito [ ... ] [Por otra parte] es necesario que el proceso 
de cambio fomente el desarrollo de la red y de la cobertura en los países 
o regiones periféricos y menos favorecidos, en países más pequeños y en 
países con redes subdesarrolladas, [del mismo modo que] los operadores 
encargados de las obligaciones de servicio universal deben poder finan­
ciar esas obligaciones [ibidem: B]. 

Todas estas obligaciones y principios quedan bien definidos para 
los estados miembros, pero la Resolución pide asimismo a la Comisión 
y al Consejo que definan claramente los preceptos y términos relacio­
nados con el servicio universal, para dotarlos de mayor claridad. Se 
refiere sobre todo a los conceptos de universalidad, libertad de acceso, 
igualdad de trato y adaptabilidad. 

Libro Blanco sobre el Crecimiento, la Competitividad y el Empleo 

El documento Crecimiento, competitividad y empleo. Retos y pistas 
para entrar en el siglo XXI , mejor conocido como Libro Blanco, de 
Jacques Delors (presidente de la Comisión en ese momento), trata de di­
versos temas como se deduce de su título. La parte que nos interesa 
mayormente, por supuesto, es la relativa a las redes de información y 
telecomunicaciones aunque hay que decir que en este volumen dichos 
temas están mayormente relacionados con el empleo y el crecimiento 
económico, por obvias razones. 

El Libro Blanco menciona que tanto los modos de producción como 
las formas de organización y estructuración del trabajo están sufriendo 
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cambios importantes que pueden ser comparados con los que surtieron 
efecto con la revolución industrial. 

El origen de dichos cambios se encuentra, de acuerdo con lo que en 
ese momento se razonaba, en las nuevas tecnologías de la información 
y en las redes de comunicación en las que éstas tienen su ámbito de ac­
ción. El documento hace especial mención de las tecnologías digitales. 

Pero no sólo las digitales, sino en general las TIC existentes en ese 
momento, señala el Libro, tendrán gran repercusión en los métodos de 
producción, las formas en que se organizan las compañías y su rela­
ción con la fuerza laboral. Esta idea ha sido plenamente desarrollada 
a lo largo de las décadas siguientes, tras la aparición de este libro, 
presentándose como una línea clara en las políticas sobre tecnologías 
de información (ha quedado demostrado, por ejemplo, en el programa 
e-Europe, que comentaremos más adelante. 

También señalaba el documento la importancia de las TIC en la 
prestación de servicios públicos, 161 en los servicios de la administra­
ción y en la academia, aspectos todos muy novedosos para la época en 
que fue publicado el libro de Delors. 

Sin embargo, lo más importante para nuestro asunto de interés 
quizá sea una afirmación del documento que permite dilucidar un ele­
mento importante y generador de las políticas de telecomunicaciones 
europeas. La afirmación es la que sostiene que el proceso de adopción 
de las TIC y su aplicación en los campos citados ya estaba teniendo 
lugar y dando ventajas a ciertos grupos en Estados Unidos, por lo cual 
ganará terreno también en Europa y "está forzando a las autoridades 
públicas [europeas] a repasar el marco regulador"162 [Delors, 1993: I]. 

Esto nos da cuenta de uno de los motores de la Unión a la hora de 
crear políticas y modificar, reformar o enriquecer la regulación de las 
telecomunicaciones. Se trata de la influencia de que dichos procesos 
se lleven a cabo en Estados Unidos, en donde la UE no quiere quedarse 

161 De hecho, menciona que el sector servicios en general estaba enlrando en una etapa de 
racionalización. 

162 Aunque por supuesto la preocupación no es solamente por Estados Unidos, por supuesto, 
sino en términos generales. "Para poder competir en la induslria mundial, la Unión debe explotar 
todas las maneras posibles para mejorar su competitividad haciendo crecer el uso eficaz de las 
TIC. Debe favorecer estrategias innovadoras" [Delors, 1993: 5.1 ]. 
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a la zaga. De hecho hace referencia explícita a la manera en que se 
delinearon las políticas estadounidenses en aquel momento y al mon­
to de la implantación de la National Information Infraestructure (Nll) , 

que ascendió a 85,000 millones de European Currency Unit, es decir, 
la unidad monetaria europea (ECU). 

La razón de que estos procesos influyan y se reflejen en las políticas 
y decisiones europeas es , como se argumenta en el documento, porque 
"está en los intereses de Europa resolver este desafío, "puesto que las 
primeras economías que terminan con éxito este cambio [se refiere a la 
inclusión de las TIC en los campos referidos] y en buenas condiciones, 
obtendrán ventajas competitivas significativas" [loe. cit.]. 

De este modo el Libro intenta hacer un análisis de las ventajas y 
desventajas de Europa en estos terrenos, para sugerir por supuesto ca­
minos para lograr el objetivo descrito en el párrafo anterior. 

Señala entre las primeras que Europa tenía ventajas comparativas 
en los aspectos social, cultural y tecnológico. En segundo lugar, el mer­
cado se encontraba en buen grado de integración. 

Entre las desventajas observa que sigue habiendo muchos mono­
polios y una "reglamentación excesiva", así como que la interoperabi­
lidad no se había logrado. 

Y más adelante, en su capítulo 5, apartado A, el documento se refie­
re concretamente a la sociedad de la información, de la cual afirma que, 
al ser muy importante que la UE aproveche los beneficios y desarrollos 
de dicha sociedad, es imprescindible crear un "área común de informa­
ción" dentro de la comunidad. Es una de las primeras propuestas en es­
te sentido, la cual además resultó ser de vital necesidad e importancia. 

Los componentes de esa "área común de información" se exponen 
en el documento de la siguiente manera. Para un espacio de este tipo 
es necesario contar con: a) la información en sí misma, convertida y 
compaginada al sistema electrónico, es decir, digital; b) el hardware, 
el software y los componentes necesarios para que el usuario procese 
la información; e) la infraestructura y redes necesarias (de cable, tele­
fónicas , de radio y satélites); d) los servicios de telecomunicaciones, 
principalmente el correo electrónico, acceso a las bases de datos y 
acceso interactivo y transmisión de la imagen digital; e) los usos de la 
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información, que sería el nivel en el que más esfuerzos se tienen que 
poner, ya que eso debe traer consigo una mejor restructuración de la 
información. 

Un punto inexorable en la creación de este espacio común de in­
formación son las redes transeuropeas de telecomunicaciones, para las 
cuales posteriormente se creó, corno ya hemos visto, el programa e-Ten 

del e-Europe 2005. Sin embargo, en aquel momento era una novedad 
hablar de este terna, corno de muchos otros que trata este Libro de 
Delors. 

Dicho Libro señala que las redes de telecomunicaciones serán bá­
sicas también para la formación del mercado único. Y sobre todo las 
redes de información, de las cuales apunta lo siguiente: 

Con respecto a las redes que sirven para llevar la información (voz, datos, 
imágenes), el objetivo sería consolidar la Red Digital de Servicios Integra­
dos (RDSI) e instalar la red de comunicaciones de alta velocidad utilizando 
la transmisión de datos avanzada [ibidem: 3.6]. 

De este modo, y contribuyendo al desarrollo del teletrabajo, la tele­
medicina y la educación a distancia, el documento Delors confiaba en 
que la UE hiciera un esfuerzo de inversión y promoción considerable 
para dar impulso a las tan valoradas redes de telecomunicaciones. 

Informe Bangemann 

Por su parte, el llamado Informe Bangemann 163 se titula oficialmente 
"Europa y la Sociedad Global de la Información" y fue presentado al 
Consejo de la UE en 1994, de acuerdo con los principios discutidos en 
el Encuentro de Corfú. E insiste en algunos ternas que ya estaban toca­
dos en el Libro Blanco de Delors, pero añade algunos más. 

Aunque lo más importante de este Informe no son solamente los 
temas que trata, sino que constituye un documento con alto contenido 
ideológico que está claramente a favor de la privatización del sector. En 

163Se conoce así porque la UE e ncargó al comisario Martin Bangemann la elaboración de este 
Informe "Sobre las perspectivas de cohesión en el nuevo escenario de la comunicación ciberné­
tica" [Treja, 1996: IV]. El autor fue vicepresidente de la CE con atribuciones en tecnologías de la 
información y telecomunicaciones. 
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este sentido, podríamos incluso compararlo con el conocido "Informe 
Gore" (La infraestructura nacional de datos de los Estados Unidos de 
América). que ha marcado una pauta en la política de telecomunicacio­
nes y sociedad de la información de aquel país y que también integra 
un amplio mensaje ideológico. 

Entre los ámbitos a los que se refiere el documento de Bangemann, 
además de mencionar el teletrabajo, la telemedicina y la educación a 
distancia como algunas de las 10 aplicaciones que promoverán el lan­
zamiento de Europa a la sociedad global de la información, también 
agrega: la red de universidades y centros de investigación , los servi­
cios telemáticos para las Pymes, la gestión del tráfico por carretera, el 
control del tráficos aéreo, las redes de asistencia sanitaria, la licitación 
electrónica, la red transeuropea de administraciones públicas y las 
autopistas urbanas de la información. 

Para el logro de las metas propuestas en el Informe, se sugiere 
igualmente que la UE cree otro entorno reglamentario que dote de nue­
vas normas para la actividad empresarial y administrativa. Asimismo, 
como no podría ser de otra forma en aquellos momentos, se aconseja 
la rápida liberalización de las telecomunicaciones, con la apertura a la 
competencia y el fin de los monopolios. 

El Informe no deja de mencionar el papel que deben desempeñar 
cada uno de los agentes que intervienen en las telecomunicaciones: 
los operadores (con el papel de inversionistas y de apoyo al servicio 
universal), los estados miembros (con el papel de abrir el sector a la 
competencia y facilitar el paso a la misma con reglas claras), el sector 
privado (con el papel de crear nada menos que la propia sociedad de 
la información, con las fuerzas del mercado como imperativo y con el 
financiamiento a nuevos servicios) y las instituciones europeas (con 
el papel de la regulación y creación de un marco reglamentario que 
garantice todo lo anterior) . 

Por todas estas propuestas, el momento en que fue creado y su 
significado, este Informe, "Europa y la sociedad global de la informa­
ción"164 -en el que colaboró con Bangemann un grupo de especialis-

164En diversos momentos de este trabajo hemos señalado que las decisiones y estrategias 
de la Unión muchas veces tienen que ver con las actuaciones y líneas de acción del gobierno 
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tas165- ha tenido gran importancia y contribución a las políticas de tele­
comunicaciones y la sociedad de la información, pero también en otros 
aspectos macro de interés en la Unión. De esta forma, el Informe 

[ ... ] articuló no sólo un principio de políticas comunes dentro del ambi­
cioso proceso de integración de los europeos. Además, fue punta de lanza 
para promover una conciencia informática que, en Europa al inicio de los 
años 90, habitualmente era vista como lejana aspiración futurista o como 
prescindible extravagancia costosa. Poco a poco, sobre todo a partir de la 
insistencia del gobierno de Alemania, fue desarrollándose la idea de que 
ningún intento de integración, pero especialmente ningún proyecto para 
redimensionar a Europa en las nuevas condiciones del mundo, tendría 
éxito si no contaba entre sus elementos principales el componente de la 
interrelación informática [Trejo, 1996, IV]. 

El Informe es, pues, un elemento central en la conformación de 
esas políticas, que introdujo con gran potencia ideas como la "fuerza 
del mercado", necesaria para el cumplimiento de los objetivos que 
propone. De hecho, el Informe considera las estructuras del mercado 
como "la fuerza motriz que habrá de introducir a la Unión Europea en 
la sociedad de la información" [Ortiz, 2004: 1). 

Con base en este Informe, los jefes de Estado se reunieron en el 
Consejo de Corfú y decidieron emprender acciones en el sentido de lo 
planteado por el Informe Bangemann, así como encargar nuevos estu­
dios referentes a infraestructuras y servicios de telecomunicaciones. 

Un punto muy interesante que hay que destacar del Informe Ban­
gernann es el relacionado con esa idea de que muchos planteamientos 
de la Unión están delineados como respuesta a las políticas estadouni­
denses en este terreno.166 Existen, por tanto, coincidencias en varios 

estadounidense o con las maneras de hacerle frente. No es gratuito entonces, que este Informe se 
titule de esta forma y baga referencia a la sociedad global de la información, cuando en aquellos 
momentos era reciente el anuncio de AJ Gore -el entonces vicepresidente de Estados Unidos, 
mediante el documento que hemos mencionado- de que se ins tauraría una infraestructura global 
de información. 

165EI equipo que coord inaba Bangemann era el Grupo de AJto ivel sobre la sociedad de la 
información. 

166La historia de esta situación es tan antigua como la propia génesis de la Unión, que fue na­
ciendo y creciendo con el imperativo (al menos uno de ellos) de crear un grupo de países fuerte en 
condiciones de compelir en todos los sentidos con Estados Unidos. En uno de sus últimos libros, 
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catálogos de ideas en políticas de telecomunicaciones y sus aspectos 
relacionados. El Informe que tratamos ahora no es una excepción. 

De acuerdo con los planteamientos que hemos revisado del Infor­
me, la Conferencia Ministerial sobre la Sociedad Global de la Informa­
ción tenia la misión de perfilar un proyecto "de desarrollo y cooperación 
económica". Pero su línea a seguir no era sólo la de los puntos plantea­
dos por Bangemann, sino los de organizaciones corno la OCDE, la U!T 

y, sobre todo, "bajo el liderazgo de Estados Unidos" [Sierra, 2002: 55]. 
Se identifican, por lo tanto, algunos principios rectores de la sociedad 
de la información a los cuales habría que atender. Básicamente se 
distinguen: "la viabilidad comercial, la interoperabilidad, el alcance y 
sostenibilidad de las nuevas comunicaciones" [loe. cit.]. 

Con esos principios, el Informe Bangemann coincide con "el dis­
curso idealista de la globalización y retórica de la doctrina del libre 
flujo" [loe. eit.]167 que, como bien se sabe, ha promovido el gobierno de 
Estados Unidos en el mundo entero, desde hace décadas. 

Libro Verde sobre liberalización de infraestructuras, la. y Za. partes 

Por su parte, el conocido como Libro Verde sobre la liberalización de 
las infraestructuras, fue presentado en dos partes: la primera en octu­
bre de 1994 y la segunda en enero de 1995. Su título completo es Libro 
Verde sobre infraestructuras de telecomunicación y redes de televisión 
por cable. En él, la Comunidad considera las infraestructuras como "la 
columna vertebral de la sociedad de la información" [ibídem: 2] ya que 
por ellas circularán grandes volúmenes de información. 

Jeremy Rifkin , nos cuenta cómo ha sido el proceso de creación y desarrollo de la Unión y cómo 
dicho proceso ha tenido muchos referentes del país americano. Por ejemplo, la creación de Eura­
tom (Comunidad Europea de la Energía Atómica, contracción de Europe Atom) para hacer frente en 
términos nucleares a Estados Unidos, y a la entonces URSS. Pero lo más significativo es lo que ha 
sucedido desde el punto de vista económico (en donde se engloban las telecomunicaciones): ''En 
un mundo dominado por dos superpotencias, Estados Unidos y la Unión Soviética, los seis países 
miembros pensaban que su única esperanza de compelir con ellos pasaba por poner en común 
sus respectivos recursos económicos. Fue el miedo de verse engullidos lo que empujó a los estados 
miembros a asumir grados cada vez mayores de integración económica" [Rifkin, 2004: 2621. 

' 67Dicha doctrina del libre ílujo de la información, que "promueve el gobierno norteamerica­
no a partir de banales constataciones (' la inversión es móvil , la tecnología es revolucionaria y la 
ambición de una vida mejor es universal') que no pueden dar cuenla de las razones del notorio 
fracaso competitivo de la industria de la comunicac ión europea ante nuevas s ituaciones de he­
cho, como la fusión AOL/Time Warner" [Sierra, 2002: 551. 
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El resto de las propuestas del Libro se relaciona con todos los 
aspectos de la liberalización de las infraestructuras y la apertura, 
competencia y aparición de nuevos servicios y redes. Por supuesto se 
considera que todos estos procesos llevarán consigo la mejor oferta 
para los usuarios y una mayor competitividad para las empresas, además 
de la creación de empleos en el sector servicios. Esto es, los conocidos 
argumentos sobre las bondades de la liberalización. 

Aunada a és ta, la segunda parte del Libro Verde continúa con los 
preceptos descritos, además de la propuesta de un calendario de libe­
ralización para todos los países miembros, que prevé que las medidas 
de actuación en este terreno deberían llevarse a cabo a más tardar el 
l o. de enero de 1998. Con todo este recorrido, se llegaba a la consoli­
dación del Programa de Telecomunicaciones, que finaliza su proceso 
en ese año de 1998 y deja liberalizado al sector. 

La fecha en que se liberalizaron prácticamente todas las telecomu­
nicaciones en el mundo, o por lo menos se dieron los procesos más 
importantes, fue precisamente 1998. Una fecha marcada por Estados 
Unidos para su propio mercado, industria y redes de telecomunicacio­
nes. Por eso que la UE no quiso dejar pasar la oportunidad de ponerse 
al día en el mismo periodo. De esta manera, las políticas liberalizadoras 
que forman parte de las políticas de telecomunicaciones tienen en este 
periodo y bajo la forma de este Libro Verde la misión de "combatir el 
programa de liberalización de las telecomunicaciones auspiciado por 
la administración norteamericana"168 [Rojo, 2004: 3]. 

En resumen, el Libro Verde sobre liberalización de infraestructu­
ras llevó consigo un resultado esencial y es el hecho de que las redes 
de telecomunicaciones, que eran monopolios geográficos nacionales 

' 68Como se verá en casi todos los capítulos de este trabajo, la preocupación de Europa por 
Estados Unidos, en el ramo de las telecomunicaciones no es reciente. Por ello, desde la etapa 
del Libro Verde, "los órganos de la Comunidad, y especialmente la Comisión, habían recurrido 
a argumentos de corte estrictamente jurídico en apoyo de una política en materia de telecomu­
nicaciones que inicialmente, como hemos visto, se basaba en una apreciación de conjunto de 
los intereses de la Comunidad, en una perspectiva fundamentalmente económica que atendía 
a los intereses de la industria comunitaria y a su peso en el concierto mundial, centrándose en 
el desarrollo y presencia europea en un futuro mercado mundial de la información y tecnologías 
de acompañamiento. El proceso de liberalización nos da una idea de que las telecomunicaciones 
afectan las raíces mismas de la sociedad en una palabra a la capacidad de Europa para mantener 
su protagonismo en el escenario de la economía mundial" !Rojo, 2004: JI. 
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y estaban interconectados, pero no eran totalmente interoperables, 
se abrieran a la competencia y se acabara con las restricciones en la 
elección de infraestructuras por parte de los operadores. Este era un 
paso fundamental para lograr una red transeuropea mediante dicho 
"levantamiento de las restricciones que pesaban sobre la libre elec­
ción de infraestructura para la prestación de servicios universales" 
[Ortiz, 2004: 3]. 

Finalmente, debemos comentar que posterior a la publicación de 
las dos partes del Libro Verde se aprobó una Resolución del Parla­
mento Europeo sobre el mismo, en donde se hace hincapié en que los 
ciudadanos de la Unión deben contar con un servicio universal y que 
el mismo debe definirse cuanto antes. Así, establece que "la Comisión 
defina las disposiciones relativas al servicio universal y las presente 
con carácter de urgente". Asimismo, solicita a las instituciones de la 
Unión algunas otras cuestiones sobre el servicio universal que han sido 
base para la actual normativa.169 

En la Resolución también se abordan asuntos tales como competen­
cia, interconexión y derechos de acceso; aspectos sociales y medioam­
bientales; cuestiones culturales y cuestiones internacionales. 

Directiva 94/46/CE 

La Directiva 94/46/CE, de la Comisión, de 13 de octubre de 1994, por la 
que se modifican las directivas 88/301/CEE, y 90/388/CEE especialmente 
en relación con las comunicaciones por satélite (DO L 268, de 19 de 
octubre), tiene una aportación central en cuanto a la regulación de este 
ámbito de las telecomunicaciones. 

La Directiva hace referencia a muchos de los actos legales anterio­
res a su aparición, justificando la necesidad de liberalizar las comuni­
caciones por satélite, con el fin de "aprovechar plenamente el potencial 
de este medio de comunicación" [considerando 1]. 

Toma en cuenta los imperativos de liberalización y armonización, 
así como de la revisión de los llamados "derechos especiales" o "de-

' 69Se preocupa por cuestiones re lacionadas con las características mínimas del servicio 
universal (lomando en cuenla de modo particular a los ciudadanos con bajos recursos), pide la 
creación de fondos de servicio universal y plantea que las fuerzas del mercado no pueden cumplir 
por sí solas dicho servicio. 
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rechos exclusivos" ya que éstos han sido concedidos a muchos ope­
radores que ya tenían posición dominante en servicios terrestres, lo 
cual sólo ha contribuido a fortalecer dicho dominio. Considera que los 
derechos especiales son "incompatibles con el artículo 90 del Tratado 
de la Comunidad Europea [en adelante TCE], en relación con el artículo 
86 del mismo" [considerando 13]. 

En vista de que esos derechos limitan la entrada al mercado (esto 
es, fungen como barreras de entrada) y restringen o imposibilitan la 
utilización de ciertas comunicaciones por satélite, la Comisión opta 
por modificar su concepto,170 para permitir la competencia entre varias 
empresas. 

En su artículo tercero, la Directiva establece que los estados miem­
bros que sean socios de instituciones internacionales de satélites de­
berán informar a la Comisión de cualquier situación que conozcan por 
medio de dichas instancias que pueda poner en riesgo la aplicación de 
las disp.osiciones contenidas en la propia Directiva. Las instituciones 
de satélites a las que se refiere son: International Telecommunications 
Satellite Consortium (lntelsat), 171 International Maritime Satellite Or­
ganization (lnmarsat), European Telecommunications Satellite Orga­
nization (Eutelsat) e lntersputnik International Organization of Space 
Communications (lntersputnik-1osc). 

Directiva liberalización del cable 

Para complementar la Directiva anterior, surge la Directiva de libe­
ralización del cable, otro de los sectores de gran importancia en el 
ámbito de las telecomunicaciones y el audiovisual. Se denomina 

"ºEn esta Directiva, el concepto queda así: "'derechos especiales', los derechos concedidos 
por los estados miembros a un número limitado de empresas por medio de un instrumento legal, 
reglamentario o administrativo que, ea una determinada zona geográfica: 

14°. limite a dos o más el número de tales empresas, con arreglo a criterios que no sean 
objetivos, proporcionales y no discriminatorios, o 

15°. designe, con arreglo a tales criterios, a varias empresas que compilan entre sí, o 
16°. confiera a una empresa o empresas, con arreglo a tales criterios, ventajas legales o re­

glamentarias que dificu lten gravemente la capacidad de otra empresa de importar, comercializar, 
conectar, poner en servicio o mantener equipos terminales de telecomunicaciones en la misma 
zona geográfica y en unas condiciones básicamente simi lares" (artícu los 1 y 2). 

171 lntelsat es el mayor proveedor de servic ios de telecomunicaciones por satélite en el 
mundo. 
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Directiva 95/51/CE, de la Comisión, de 18 de octubre de 1995, por la 
que se modifica la Directiva 90/388/CEE con respecto a la supresión 
de las restricciones al uso de las redes de televisión por cable para la 
prestación de servicios de telecomunicaciones ya liberalizados (DO L 

256, de 26 de octubre). 
Está claro cuál es la misión y los objetivos de esta Directiva (que 

tiene los mismos fundamentos que los actos legales que hemos visto, es 
decir, la liberalización), así que mencionaremos unos cuantos aspectos 
relevantes . 

Siguiendo la línea de la liberalización, pero en referencia al cable, 
la Directiva se refiere a que es necesario que las disposiciones con res­
pecto al mismo sean más flexibles y en particular "las restricciones a 
la utilización de redes de televisión por cable" (considerando 2) . Está 
claro el interés de la CE de que los servicios de televisión por cable que-

. den abiertos, ya que éstos han supues to un importante negocio dentro 
de las telecomunicaciones y el audiovisual. 

En este sentido, esta Directiva condiciona los monopolios, pero no 
los prohíbe tajantemente. Es posible hacer esta interpretación sin nin­
gún problema cuando se lee: "la creación de una posición dominante 
dentro de un mercado exclusivo no es incompatible con el artículo 
86" (considerando 11), aunque se considera que debe impedirse el 
abuso de posic ión dominante y de los monopolios legales que la 
ejerzan. 

Uno de los puntos de interés de esta Directiva es la liberalización 
de la prestación de servicios por cable, la cual, argumenta, tiene que 
realizarse porque: 

Además, conscientes del restringido número de servicios que pueden 
ofrecer, los operadores de TV por cable aplazan la invers ión en sus redes 
y, en particular, la introducción de fibra óptica , que podría resultar ren­
table si sus costes se repartieran entre un mayor número de servicios. 
Así pues, las res tricciones a la utili zación de redes de TV por cable con 
el objeto de prestar servicios dis tintos de los de radiodifusión limitan el 
desarrollo de nuevos servicios de telecomunicaciones y multimedia y, por 
consiguiente, cons tituyen una rémora para el progreso técnico en es te 
ámbito [considerando 13). 
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La decisión adoptada, que se convierte en mandato con esta Di­
rectiva es que los estados miembros eliminen todas las restricciones 
"al suministro de capacidad de transmisión" mediante de redes de 
televisión por cable y permitan el uso de redes por cable para la 
prestación de servicios de telecomunicaciones distintos de los de 
la telefonía vocal. 

Directiva de liberalización de las infraestructuras y la plena competencia 

Finalmente, esta Directiva es una de las más emblemáticas no sola­
mente porque consolida muchos de los aspectos recomendados o men­
cionados en los libros blancos y verdes, sino porque cierra una etapa 
imprescindible para las políticas de telecomunicaciones en la Unión. 

Esta Directiva es la 96/19/CE, de la Comisión, de 13 de marzo de 
1996, por la que se modifica la Directiva 90/388/CE en lo relativo a la 
instauración de la plena competencia en los mercados de telecomuni­
caciones (DO L 074, de 22 de marzo). 

Así, corno su nombre lo indica, esta Directiva dispone la supresión 
por parte de los estados miembros de todos los derechos exclusivos y 
especiales (que pudieran quedar pendientes de eliminación) en cuanto 
a la prestación de servicios de telecomunicaciones, "incluidos la crea­
ción y suministro de redes" y en cuanto a la limitación del número 
de competidores (artículo 2). El plazo para el cumplimiento de esta 
obligación se fijó para el lo. de enero de 1998.172 

De esta Directiva se derivan también las reglas necesarias para la 
interconexión y los costes netos del servicio universal, con respecto a 
los cuales dispone que tanto un fondo de servicio universal, así corno 
un sistema de cánones suplementarios con el mismo fin, deberán cum­
plir estas condiciones: atribuirse únicamente a redes que suministran 
redes públicas de telecomunicaciones y fijar a cada empresa su corres­
pondiente cuota mediante criterios objetivos, no discriminatorios y 
basados en la proporcionalidad. Esto es el sustento de los fondos corno 
el Nacional de Servicio Universal (F su) español. 

'
72A pesar de esta focha límite, la Directiva fue flexible al determinar que "los estados miem­

bros se acogerán, previa solicitud, a un plazo adicional de hasta cinco años para los que dispon­
gan de redes menos desarrolladas, y de hasta dos años para aquellos con redes muy pequerias, 
siempre que así lo justifiquen los a justes estructurales necesarios" (artículo 1 ). 
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En esta Directiva también se incluyen otros aspectos relacionados 
con el servicio universal , como es el caso de lo relacionado con las 
guías telefónicas: su publicación y el derecho de los usuarios a decidir 
si aparecen o no en ellas. 

En cuanto a la aplicación de la Directiva y a los aspectos en los que 
se ha centrado su cumplimienlo, podemos decir que lo más difícil de 
controlar ha sido lo relativo a los abusos de posición dominante. Uno 
de los problemas que plantea la situación es que los antiguos mono­
polios ejercen la posición dominante no solamente por su propia con­
dición ("acostumbrados a imponer sus criterios en el mercado", sino a 
un conflicto inherente que consiste en que muchas de esas compañías 
son dueñas de la infraestructura173 y prestadoras de los servicios que 
por ella circulan, lo que se conoce como "dualidad de funciones"[Diez 
Estella, 2000: 27]. 

Lo anterior es definido en la teoría económica como "monopolios 
naturales", que son aquellos que nacieron en el seno estatal y poste­
riormente fueron privatizados, conservando los privilegios de operar 
las redes e infraestructura previamente instalados. Aun cuando entran 
en competencia, una vez que se liberalizan las telecomunicaciones, los 
competidores se encuentran siempre en desventaja debido a la situa­
ción descrita [Álvarez, 2008: 83-98]. En México, las telecomunicaciones 
operaron en un inicio como un duopolio, para luego convertirse en un 
monopolio gubernamental hasta 1990, ya que el monopolio se convierte 
en privado y en 1996 se abre a la competencia [Piedras, 2007: 45]. 

Por su parte, la situación de dualidad de funciones posibilita a las 
empresas ampliar el dominio del mercado superior (de infraestructu­
ras) al descendente (servicios) mediante prácticas anticompetitivas, 
por ejemplo, las barreras de entrada. 

Lo anterior constituye, por lo tanto, uno de los principales pro­
blemas para la instauración real de la "plena competencia", aun en la 
actualidad y no sólo dentro de la UE. Ya conoceremos en este sentido 
los casos de Alemania, España, México o Italia, para dar cuenta de este 
problema. 

173 Lo que las convierte en proveedoras de la materia prima a las empresas con las que com­
piten a su vez en el sector servicios. 

180 \\'ilma Arellano Toledo 



Armonización en la VE 

Otro de los aspectos clave de las políticas de telecomunicaciones 
europeas ha sido la armonización, ya que al estar involucrados todos 
los mercados y sistemas de los estados miembros la misma era abso­
lutamente necesaria. Las actividades desarrolladas para armonizar los 
sistemas de telecomunicaciones en el ámbito comunitario se engloban 
en la denominada Red Abierta de Telecomunicaciones (ONP, por sus 
siglas en inglés). 

Había la necesidad de reglamentar la concomitancia de diversos 
operadores, por lo cual se requería que instituir un equilibrio entre los 
derechos y obligaciones tanto de los operadores como de los usuarios. 
Este objetivo se logró con la ONP. 

En el paquete de telecomunicaciones de 1984 se incluyeron los 
fundamentos para que la armonización tuviera lugar. Y es el programa 
de 1987 "el que lleva los resultados a los ciudadanos" [Rodríguez, 2004: 
67], objetivos, que fueron retomados por los sucesivos paquetes. 

En el origen, lo que se intentaba con la política de telecomunica­
ciones en materia de armonización era regular las relaciones entre los 
operadores de servicios y las que los mismos tenían con los usuarios, 
dando paso al mencionado equilibrio. 

También en el origen, la política de armonización surgió en el mar­
co de tres poblemáticas que habían que resolver. Por un lado, tanto las 
administraciones nacionales de telecomunicaciones como los opera­
dores habituales se mostraron recelosos ante los nuevos prestadores 
de servicios de valor añadido e intentaron, como respuesta, imponer 
condiciones parciales, "nvocando la protección de los derechos de los 
usuarios" [Alabau, 1998: 137]. 

En segundo término, por su parte, los nuevos prestadores de ser­
vicios apelaron a la protección de las instituciones comunitarias ante 
eventuales aunque seguros abusos por la posición dominante de los 
operadores y monopolios tradicionales del sector. 

Finalmente, la Comisión consideró oportuno llevar a cabo una vigi­
lancia de los operadores habituales (sobre todo de telefonía vocal) que 
fuera conforme con su usufructo en régimen de monopolio. 
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Sin embargo, es necesario tomar en cuenta que no solamente el 
proceso de armonización fue evolucionando según aparecieron los 
distintos paquetes de telecomunicaciones, sino que hubo un punto 
de inflexión en el momento en que se decidió la liberalización de las 
infraestructuras. 

A partir de la plena competencia los problemas sujetos a revisión 
serían, por ejemplo, los de interconexión y los de explotación de te­
lefonía vocal de libre concurrencia. Pero además fue necesario plan­
tearse con esta nueva situación el alcance y los objetivos del servicio 
universal. 

Por todo esto el proceso de armonización ha sido difícil y de largo 
recorrido, además de no tener siempre los resultados esperados. Como 
comenta Alabau [ibídem: 189]: 

[ .. . ] la política de armonización ha seguido los pasos de la de liberaliza­
ción y ha tenido que adaptarse a los cambios y a la evolución de esta úl­
tima. Haciendo un balance nos atrevemos a decir que los resultados del 
desarrollo de la o P han sido muy modestos y en ocasiones han dado la 
sensación de ser incoherentes. Y es que, sin duda alguna, ha sido más 
fácil ponerse de acuerdo para abolir los monopolios que para establecer 
nuevas reglas mínimas necesarias para el funcionamiento del sector. 

De este modo, aunque la armonización ha sido un elemento de la 
política de telecomunicaciones que ha tenido un buen consenso entre 
los estados miembros, lo cierto es que ha requerido de muchas accio­
nes y esfuerzos para alcanzar objetivos más precisos. 

Medidas correctoras 

Es momento de hablar de las medidas correctoras, otro elemento de la 
política de telecomunicaciones europea que ha sido esencial para el 
desarrollo de los avances que conocemos hoy en el sector. Las medidas 
correctoras, al actuar en un plano pragmático y bajo un mandato rea­
lista, han servido para amortiguar las disparidades económicas entre 
las regiones que forman el mapa comunitario. 
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Con este objetivo, las medidas correctoras han constando de un 
cierto número de acciones que forman parte de los documentos oficia­
les de la Unión, así como de algunas directivas en las que se han tra­
ducido en condiciones o plazos distintos para aquellos países en donde 
se presuponen y conocen situaciones desventajosas con respecto a los 
demás miembros de la Unión. Ya hemos mencionado, por ejemplo, el 
plazo específico concedido a España y otros países para llevar a cabo 
la liberalización de las telecomunicaciones. 

El segundo objetivo (derivado del primero) de este conjunto de 
medidas ha sido conseguir un equilibrio en infraestructuras, redes y 
servicios; para estos fines se apoya la digitalización de la red, el acceso 
a infraestructuras de banda ancha y la adaptación de las Pymes a este 
entorno. 

Es muy importante para los fines de esta obra mencionar tal equi­
librio porque precisamente para hacerlo posible surgió la figura del 
servicio universal, definido casi en los mismos términos que lo cono­
cemos en la actualidad.174 

Una característica más de las medidas correctoras es que se crearon 
para paliar los posibles efectos de la liberalización y la apertura a la 
competencia, y todos aquellos efectos negativos "que pudieran deri­
varse de los cambios reglamentarios en el sector" [Rodríguez, 2004: 

231]. De este modo, las características presentes al dar comienzo a 
las medidas correctoras, y que fueron el terreno de inicio del servicio 
universal, eran las siguientes: 

a) La mayoría de países miembros tenían unas telecomunicaciones con el 
carácter de servicio de titularidad estatal, pero a partir de la liberalización 
su carácter se convierte a l de servicios de interés general,175 

b) El acceso de los usuarios con los regímenes de monopolio era dispar, 
pues dependía de las condiciones de cada país y la regulación nacional, 
por lo cual se intenta que se homogenice con la nueva situación europea, 
pero además se hace más evidente la urgencia de garantizar el acceso de 

174 Rodríguez 12004: 671 nos explica que e l servicio universal se definió en este contexto 
como "un conjunto mínimo de servicios de una calidad determinada, dis ponibles para todos los 
usuarios a un precio asequible, con independencia de su s ituación geográfica y de acuerdo con 
condiciones nacionales específicas". 

175Sólo a algunos de ellos se asignan determinadas obligaciones de servicio público. 
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todos los ciudadanos "a los servicios básicos de telecomunicación a pre­
cios asequibles,176 

e) Las tarifas de los servicios estaban determinadas igualmente de manera 
heterogénea y reguladas por cada Estado miembro dependiendo de la 
existencia o no de subvenciones cruzadas y de las situaciones particula­
res, 177 situación que con la libre competencia cambia a un contexto en que 
los precios se determinan en función de los costes y con una libertad de 
oferta de servicios. 

Entendido esto, podemos explicar los tres tipos de medidas correc­
toras que se adoptaron en la Unión: las regionales (que "trataron de pa­
liar los desequilibrios territoriales en la Comunidad" [ibídem: 280]) , las 
coyunturales (que a su vez querían paliar "los desequilibrios entre los 
operadores nacionales de telecomunicaciones" [loe. cit.], y, finalmente, 
las orientadas a proporcionar acceso a los ciudadanos ("a los servicios 
básicos de telecomunicación a precios asequibles, como forma de 
evitar retrocesos e incluso ampliar" [loe. cit.], los derechos de acceso). 

Normalización 

Finalmente, se encuentra el proceso de normalización que, como su 
nombre indica, tiene por objeto crear una serie de normas comunes en 
la Unión que remplacen a las antiguas normas nacionales y las barreras 
a la liberalización que las mismas supondrían. 

La importancia de la normalización, como la de las otras medidas 
enumeradas hasta aquí, está relacionada con la liberalización y, conse­
cuentemente, con la necesidad de que la conexión en todo el territorio 
comunitario fuera posible. 

Las normas establecidas en este terreno, en todos los ámbitos (re­
gional, nacional y local) y tipos de deber (algunas medidas obligato-

176EI objelivo que se perseguía era el de impedir el relroceso en los derechos de acceso de 
los usuarios y, más aún, permilir ampliarlos. 

177 Rodríguez [ibidem: 232] nos explica por ejemplo que "era habitual encontrar que las La rifas 
urbanas eslaban por debajo de su coste real mientras que las internacionales lo superaban con 
creces. Por lo que se refiere a las cuotas de alta para la instalación de una línea, también éstas 
quedaban determinadas de acuerdo con criterios estratégicos que permitían fijarlas en cantidades 
razonables y asequibles en las áreas calificadas como zonas urbanas". 
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rias y algunas voluntarias) han sido básicamente de carácter técnico, 
ya que era evidente que había que normalizar y certificar equipos y 
servicios. 

Hay que destacar que el proceso de normalización no es sólo 
consecuencia de la liberalización, sino de un desarrollo más amplio 
"orientado tanto a la consolidación del mercado interior como a la 
contribución a la globalización de las actividades económicas" [Ala­
bau, 1998: 191] y que no sólo se refiere a las telecomunicaciones. 

También es importante mencionar que las actuaciones en materia 
de normalización no sufren con los procesos de liberalización, sino 
que han existido desde el momento mismo de la aparición del sector 
debido a la interconexión e interfuncionarniento que son forzosos en 
las redes. Y mucho más si se toma en cuenta que las distintas redes son 
propiedad también de empresas diversas y, con ello, había que dispo­
ner de unas normas comunes para que dicha conexión fuera posible. 

Debido a que las normas han sido de carácter técnico en su mayo­
ría, la Unión ha trabajado y tomado en cuenta las consideraciones de 
la UTT, institución que ha tenido una "enorme contribución" [ibídem: 

192], sobre todo por medio de sus pasados comités: Comité Consul­
tivo Internacional Telegráfico y Telefónico (CCITT)1 78 y Comité Con­
sul tivo Internacional de Radiocomunicaciones (CCIR). 179 Estos entes 
han realizado distintas recomendaciones técnicas y utilitarias que han 
dado fundamento al desarrollo de equipos y servicios. Y esas reco­
mendaciones se han añadido a las medidas que los propios estados 
miembros han adoptado180 para mejorar la interconexión y adaptarla a 
las condiciones del mercado, aunque sobre las mismas han predomi­
nado, las normas comunitarias. 

178Ahora este departamento es conocido como Sector de Normalizac ión de las Telecomuni ­
caciones (UIT-T). 

179Este órgano es ahora conocido como Sector de Normalización de las Radiocomunicaciones 
(urr-R). 

' 80Es cligr.a de mención la labor de los estados miembros en este campo, y aunque mu­
chas veces las "normas nacionales eran una simple traducción de las recomendaciones de la 
U!T" es preciso decir que con la evolución tecnológica los países tuvieron que "añadir a dichas 
recomendaciones internacionales determinadas características específicas e incluso exigir su 
cumplimiento en todas las actividades de telecomunicaciones desarrolladas en su territorio" 
IAlabau, 1998: 193]. 
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En resumen, la política de telecomunicaciones en materia de nor­
malización ha sido una de las más complicadas de ejercer, ya que por 
los asuntos que involucra llega a parecer incluso contradictoria: 

La política de normalización en telecomunicaciones ha tenido como po­
cas, que desarrollarse en un equilibrio de principios e intereses nada fá­
ciles de conciliar[ .. . ] El equilibrio entre la exigencia de unas normas que 
garantizaran la consolidación del mercado único europeo, que permitiera 
la interconexión de equipos, redes y servicios de diferentes proveedores 
pero que al mismo tiempo garantizara el cumplimiento de los principios 
de la libre competencia, han sido esencia de las actuaciones de normali­
zación y certificación [ibídem: 194]. 

En este sentido, cabe señalar que en verdad la normalización es un 
proceso complicado toda vez que su objetivo es homogeneizar las nor­
mas para distintos territorios, con mercados de telecomunicaciones muy 
diferentes entre sí y con unos gobiernos que cooperan de manera dispar. 

En el caso de Norteamérica el proceso se puede comparar con aque­
llos en los que se ha trabajado en normas comunes, como por ejemplo 
el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) o el Trata­
do de Reciprocidad Satelital (TRS), que estudiaremos en su momento. 
Sin embargo, a su vez se pueden distinguir varias diferencias, sobre 
todo con respecto precisamente a esa complejidad, ya que se trata de 
normas más específicas que afectan a un sector o a aspectos muy pun­
tuales de un servicio, etcétera. 

LA POÚTICA PARA LA SOCIEDAD DE LA lNFORMACIÓ E LA UE 

La sociedad de la información es un término acuñado en el seno de la 
propia Unión Europea, aun cuando en la actualidad se utilice práctica­
mente en todo el mundo. El concepto fue creado en la CE en 1998 por 
el equipo del presidente Jacques Delors. 

No obstante, el interés por el tema era bastante anterior, ya que 
viene aparejado con el fin de la guerra fría. El hecho de que la misma 
terminara dejó sin argumento el gran despliegue tecnológico. De tal 
forma, la situación se conformó así: 
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La desaparición, a finales de los años 80, del potencial enemigo de las 
economías occidentales dejó sin aparente justificación el desarrollo tecno­
lógico basado fundamentalmente en la industria de la defensa. Al mismo 
tiempo, el relanzamiento de las actividades económicas a escala mun­
dial[ ... ] el fenómeno de la globalización es otro elemento fundamental a 
tener en cuenta. Además, la disponibilidad de tecnología potente para el 
proceso de los datos y la facilidad de utilización de las redes de telecomu­
nicaciones [Alabau, 2001: 20] . 

Tal como hemos observado en otras actuaciones y políticas, el en­
foque e interés que empezó a mostrar la UE respecto a la sociedad de la 
información fue una reacción a las políticas que en ese ámbito venía 
desarrollando Estados Unidos; concretamente al documento sobre la 
infraestructura nacional de datos del entonces vicepresidente Al Gore. 

Asimismo tiene incidencia, por supuesto (y por ello estamos abor­
dando también este tema), la liberalización de las telecomunicaciones 
en 1998, por medio del Acuerdo de las Telecomunicaciones Básicas de 
la OMC de 1997. 

Finalmente, la aparición y el desarrollo de internet ha sido un punto 
por demás importante en la proyección de la sociedad de la informa­
ción. De hecho, es un aspecto sin el cual la misma no tendría la condición 
que presenta hoy en día, pues es uno de los pilares esenciales. 

En la actualidad18 1 la Unión hace una especificación en cuanto a 
los objetivos de la política para la sociedad de la información y esta­
blece que se basa principalmente en cuatro puntos: 

a) la política de las telecomunicaciones, 182 

b) el apoyo al desarrollo de las TJC,183 

181La etapa actual viene precedida por tres momentos claves en la conformación y consolida­
ción de las políticas de la sociedad de la información que Nabau (2001: 30) distingue de la siguiente 
forma: a) la etapa de la presidencia de jacques Delors (con la creación del Libro Blanco del Mercado 
Interior, la liberalización de las telecomunicaciones y el Libro Blanco sobre Competitividad y Em­
pleo); b) la etapa de la presidencia de jacques Santer (en cuyo periodo aparece el Informe Bange­
mann, se instaura la plena competencia y tiene lugar el Quinto Programa Marco de investigación y 
desarrollo), y e) la etapa de la presidencia de Romano Prodi (en donde aparece el e-Europe). 

182Los fundamentos de esta política se encuentran en los artículos ya referidos del TCE (en el 
apartado correspondiente a política de telecomunicación en la UE). 

183Este apoyo a las TIC está basado en los artículos 163 a 172 del TCE, relacionados con in­
vestigación y desarrollo. 
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e) el impulso a la competitividad entre las empresas europeas, 184 

d) el fomento a las redes transeuropeas del transporte, energía y telecomu­
nicaciones185 [Unión Europea, 2005: 1]. 

En cuanto al primer punto, ya hemos visto las innumerables actua­
ciones y actos legales que ha llevado a cabo la UE para el tema, a partir 
del Libro Verde de liberalización del sector de 1987, que analizamos 
anteriormente. 

Sobre las T IC y su impulso, "las primeras actividades de investiga­
ción y desarrollo en el campo" tuvieron lugar en 1984 dentro del Pro­
grama ESPRlT, 186 tras el cual aparecieron los programas de aplicaciones 
telemáticas187 en 1986 y el Research of Advanced Communication in 
Europe: Investigación de Comunicación Avanzada en Europa (RACE), 188 

[ibídem: 2). 
Pero uno de los pilares fundamentales del apoyo al desarrollo de las 

TIC ha sido el programa IST (coordinado con dos programas marco),189 

de las tecnologías de la sociedad de la información, que comprendió 
todas las acciones de investigación en ese campo para el periodo 1999-

2002. Está considerado como el segundo pilar del e-Europe y su meta 
consiste en estimular el desarrollo de tecnologías y aplicaciones senci­
llas en todos los campos190 que abarca dicho plan. 

184Por su parte, la competitividad tiene su base jurídica en el literal 157 del TCE. 
1850icho fomento a las redes lranseuropeas, finalmente, se fundamenta en los artículos 154, 

155 y 156 del TCE. Para estos efectos, como hemos visto, fue implantado el programa e-Ten. 
186Prograrna de tecnologías de la información propiamente dicho. 
187Los programas de aplicaciones telemáticas especial izadas incluían transporte, sa lud y 

formación a distancia. 
'
88Programa sobre tecnologías de telecomunicaciones avanzadas. 

' 89La manera en que se relacionan los dos programas con el IST es así: "En el Quinto Pro­
grama Marco (1999-2002) , se han agrupado en el mismo programa IST todas las actividades de 
investigación, desarrollo tecnológico y demostración (mT) en materia de tecnologías de la infor­
mación y las comunicaciones que antes estaban repartidas enlre varios programas distintos. El 
programa IST se basa en un programa de trabajo que se actualiza cada afio, gracias a lo cual ia 
investigación de la Unión Europea puede estar en condiciones de adaptarse inmediatamente a 
la evolución del mercado y las tecnologías. El Sexto Programa Marco (2002-2006), adoptado en 
junio de 2002, incluye también un capítulo dedicado a las tecnologías de la sociedad de la info r­
mación, con un presupuesto de 3,625 millones de euros" [Unión Europea, 2005: 6]. (las cursivas 
son del documento). 

' 90La Unión menciona , por ejemplo, la seguridad y protección de la intimidad, educación y 
formación, posibilidades de acceso para los enfermos y personas con edad avanzada y con minus­
valía, comercio electrónico, gobierno electrón ico, sanidad en línea y transportes inteligentes. 
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Es importante destacar que en la política de la sociedad de la in­
formación de la UE, internet en el "motor" central. De ahí deriva que la 
Unión haya dispuesto una serie de objetivos para estimular su uso y 
desarrollo, entre los cuales se encuentran: 

a) conectar a cada ciudadano, hogar, escuela, empresa o administración a 
internet, siendo éste barato, rápido y seguro; 
b) con la contribución de internet, dar paso a una Europa "emprendedora 
y con cultura digital", y 
e) instaurar una sociedad de la información para todos y con inclinación 
social. 

En sus explicaciones sobre la política en este ámbito, en el portal de 
la Unión se menciona que se trabajará con organizaciones internacio­
nales para lograr unas reglas comunes mínimas en el terreno mundial 
en cuanto a sociedad de la información. Dichas organizaciones son, 
entre otras, la UTT, la OMC (con la que se ha logrado el Acuerdo General 
para el Comercio de Servicios, o AGCS), 191 la Organización Mundial de 
la Propiedad Intelectual (OMPI) y la Organización para la Cooperación 
y Desarrollo Económicos (OCDE). 

Hacia el interior, la política de la sociedad de la información tiene 
que coordinarse mediante la interconexión y participación de distintas 
áreas de la VE, debido al alcance de su importancia y de los campos 
en los que tiene incidencia. Por ejemplo, se pueden mencionar depar­
tamentos de la Comisión responsables de políticas sectoriales, tales 
como las de desarrollo del mercado interior, de telecomunicaciones, de 
investigación y desarrolio tecnológico, de educación, de política social 
y empleo y de desarrollo regional, entre otras. 

En cuanto a las telecomunicaciones, ya hemos visto que la política 
de la sociedad de la información la tiene por uno de sus pilares cen­
trales, coordinándose en armonía con la misma para muchas de las 
actuaciones derivadas de ambas políticas. Sin embargo, según Alabau 
[2001: 17] no siempre fue así, ya que la política de la sociedad de la 
información fue mucho tiempo "rehén" de la de telecomunicaciones y 

191 El Acuerdo se refiere al comercio de servicios en telecomunicaciones, que permite la 
apertura a la concurrencia de una gran parte de los mismos en escala mundial. 
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el proyecto de creación de la sociedad de la información dependía de 
las políticas en dicho sector. 

Por otra parte, en cuanto a las demás políticas sectoriales, el pro­
ceso de integración y coordinación con las estrategias de la política 
de la sociedad de la información no fue sencillo. De manera paulatina 
las políticas fueron incluyendo "en sus propias estrategias aquellas 
actuaciones para la implantación" [ibídem: 19) de la sociedad de la 
información. 

LA POLÍTICA EUROPEA DEL AUDIOVISUAL 

Aspectos centrales de la política audiovisual 
y su relación con la política de telecomunicaciones 

Es interesante ver cómo en todos los años tanto de política de teleco­
municaciones como de política audiovisual la UE ha abordado en in­
numerables documentos e iniciativas el tema de la convergencia entre 
estos dos sectores y a su vez con la informática. 

Sin embargo, no había existido una política común referente a 
las dos primeras áreas, aun cuando había una relación innegable de 
aspectos entre ambas. El e-Europe reúne algunos aspectos tanto de las 
telecomunicaciones como del aud iovisual, así como por supuesto, de la 
sociedad de la información. Pero el e-Europe es un programa, que en sí 
mismo puede constituir una política, pero no es la central, de la que 
emanan todos los actos. Sería deseable una política como tal, en el más 
estricto sentido del término, que aglutinara asuntos correspondientes 
a estas dos áreas con cuestiones comunes y que reconociese la conver­
gencia de manera más amplia. 

Es preciso reconocer que hay "vínculos" entre estas dos áreas, aunque 
formalmente no se interprete así, y lo lógico "sería que las políticas comu­
nitarias de telecomunicaciones y de medios audiovisuales se desarrolla­
ran de manera complementaria" [Burgelman y Pauwels, 1990: 203). 

En la actualidad, como hemos señalado, es el e-Europe, así como 
algunas directivas que suponen elementos de los dos sectores, los que 
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han aparecido y puesto algunas acciones en común. Pero lo cierto es 
que las políticas audiovisual y de telecomunicaciones están diferencia­
das y reconocidas por la Unión por separado. Desde nuestro punto de 
vista, no es necesario que ambas políticas se fundan del todo, 192 sino 
que deberían emprenderse algunas acciones que las involucrasen y de 
algún modo pusieran más de manifiesto los mencionados vínculos. 
Esta situación es la que ha tenido lugar de manera más notoria en los 
últimos años. 

Una novedad en esta constante ha sido el nuevo programa i2010 

que fusiona en un solo documento distintas acciones y líneas de ac­
tuación de la Unión en materia de sociedad de la información y de 
política audiovisual. 

Las diferencias que pueden reconocerse entre las dos políticas son 
notorias, como lo son sus similitudes. Entre las primeras se encuentra 
un aspecto muy importante: que las políticas y acciones encaminadas 
a los aspectos de telecomunicaciones reciben inversiones mucho más 
cuantiosas que el sector audiovisual,193 aun cuando ambas constituyen 
industrias que pueden generar importantes beneficios. Sin embargo, a 
las tecnologías que sustentan las telecomunicaciones han tenido un 
desarrollo de inmensurable importancia y han generado cifras de ne­
gocio impensables hace algunos años. 

Esta situación ha ido cambiando también paulatinamente, ya que 
la convergencia tecnológica entre los sectores audiovisual, telecomuni­
caciones e informática, ha supuesto que las inversiones destinadas en 
principio para un sector, en los hechos benefician a los demás, sobre 
todo si se trata de un servicio, red o infraestructura en la que están 
implicadas estas tres esferas. 

1920e hecho, podría ser difícil y conflictivo intentar hacerlo no solamente en el ámbito in­
terior sino con respecto a las relaciones con terceros países y las negociaciones en este terreno. 
Además, no pueden aplicarse los mis mos criterios a ambas políticas, sólo a algunos aspectos en 
común (y es posible que no a todos). 

' 93Ya desde 1990, Burgelman y Pauwels 11990: 208] manifestaban esta diferencia al señalar: 
"Evidentemente, los programas de apoyo a las telecomunicaciones obtienen más dinero que los 
destinados a estimular los medios audiovisuales[ ... ] la Comisión prefiere no comprometerse con 
las iniciativas audaces en el terreno aud iovisual para no entrar en controversias ni con los estados 
miembros ni en sus relaciones con los países del Tercer Mundo, y en cambio se centra mucho 
más en la política industrial de las telecomunicaciones (hecho que viene a confirmar la tesis del 
acercamiento tecnicista, tecnocrático y económico de la Comisión)". 
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El sector audiovisual también ha evolucionado gracias a las TIC y 
ha crecido económicamente, pero de un modo un tanto más modera­
do. El apoyo de la Unión, sobre todo, se refiere a programas sobre los 
contenidos audiovisuales y a aspectos culturales que, aun siguiendo la 
lógica económica e industrial en la conformación de políticas, tienen 
un sentido muy distinto al apoyo a infraestructuras por ejemplo, como 
es el caso del otro sector. Sin embargo, la lógica que impera es preci­
samente que en materia audiovisual se delimitan acciones en cuanto 
a contenidos y, al invertir en redes de telecomunicaciones, se potencia 
y mejora el soporte mediante el cual se transmiten dichos contenidos. 

La diferenciación conceptual que hace la Unión es la siguiente: aun­
que las telecomunicaciones integran un conjunto de bienes y servicios 
que hace posible la comunicación y transmisión de todo tipo de infor­
mación entre dos o más puntos distantes entre sí, se debe diferenciar 
dentro de éstas a las comunicaciones de voz y datos y a las comunica­
ciones de imagen y sonido. De acuerdo con la definición, telecomuni­
caciones serían tanto unas como otras. Pero la normativa comunitaria 
las separa en dos ámbitos distintos al considerar que las comunicaciones 
de voz y datos forman parte del sector telecomunicaciones y a las comu­
nicaciones de imagen y sonido son parte del sector audiovisual [Pérez 
y Conde, 2002: 175). 

Ahora bien, en cuanto a la política audiovisual como tal, tenemos 
que ésta ha variado su enfoque con el paso de los años, ya que inicial­
mente su énfasis era cultural, mientras que en la actualidad y desde 
1994 "sus actuaciones han mostrado una primacía económico-indus­
trial"194 [Crusafón, 2001: 6]. 

No obstante este escenario, en nuestra opinión la política del au­
diovisual en Europa ha sido muy destacada en cuanto a la protección 
de la cultura y del idioma, comparada con la que impera en otras lati­
tudes del mundo. 

194 Por ejemplo, el programa MEDIA y el Fondo Europeo de Garantía. De ello, ha explicado 
Crusafón 11999: 101 que "ante la nueva situación mundial del audiovisual, la política europea 
ha necesitado redefinir sus actuaciones. Su opción ha sido primar la dimensión económico-in­
dustrial para conseguir a posteriari los objetivos culturales y de empleo. Este cambio de discurso 
debe ser considerada positivo si se alcanza el objetivo central de consolidar la base industrial 
del sector". 
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La política comunitaria al respecto tiene más de 25 años de vida, 
ya que se inició desde 1982. Durante ese tiempo, la misma ha evolu­
cionado195 y han surgido características novedosas en los últimos años, 
como la presencia de inversiones desde los sectores de la economía 
tradicional, como el bancario, el eléctrico y por supuesto el de teleco­
municaciones. 

Además de los elementos novedosos, han prevalecido algunos de 
los habituales, como los siguientes: a pesar de estar enmarcadas en una 
política comunitaria, las acciones se llevan a cabo más bien desde el 
ámbito de los estados; las empresas en su mayoría son Pymes, con la 
excepción que suponen las grandes corporaciones y concentraciones 
como Vivendi o Bertelsman; el sector tiene una baja profesionalización 
y, sobre todo, el déficit comercial que se mantiene frente a Estados 
Unidos196 (en ese punto tienen su origen muchas de las actuaciones 
concretas de la Unión). 

Los tres puntos en los que se ha centrado la política, es decir, sus 
ejes son: la unificación de las normas técnicas de radiodifusión y tele­
visión satelital, la libre circulación de las emisoras de radiodifusión y 
la promoción de la producción audiovisual europea [loe. cit.]. 

La política del audiovisual, de manera distinta que la de telecomu­
nicaciones, está menos centrada en los aspectos técnicos de su sector 
(con excepción de algunos muy concretos, pero que van incrementán­
dose con el desarrollo de las TIC) y más relacionada con los asuntos 
culturales y de contenidos. De hecho, la Directiva 97/36, pieza clave y 
central de la política audiovisual tiene entre sus objetivos el de fomentar 
los contenidos europeos y de establecer cuotas mínimas de proyección 
de las obras audiovisuales para el ejercicio del derecho de la comuni­
cación. 

195La evolución de la política audiovisual comunitaria ha sido clasificada por Crusafón en 
las siguientes etapas: la etapa de creación del programa MEDIA y de la Di rectiva de Televisión s in 
Fronteras, la etapa de negociaciones en la Ronda de Uruguay y el GAIT, la etapa de acentuación 
del enfoque económico-industrial y la etapa de continuación de dicho modelo. 

196Se pone de manifiesto la dimensión económica del mercado europeo, el cual "se sigue 
caracterizando por su fragmentación y la poca circulación intraeuropea de las producciones 
audiovisuales europeas, dejándole por detrás del mercado estadounidense, caracterizado por 
su tamaño, la homogeneidad lingüística y su receptividad hacia los productores comercia les" 
!Crusafón, 2001 : 5j. 
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Esto es, si se fomentan aquellos contenidos europeos en donde el 
idioma, las costumbres, la idiosincrasia, la cosmogonía de los distintos 
países de ese continente puedan ser conocidas por los ciudadanos de 
otros miembros comunitarios, se estaría ejerciendo un derecho a la 
comunicación (como el que mencionamos en el capítulo 1, que de­
bería tener lugar y que va más allá del derecho a la información). Se 
ejercería, además, tanto de ida como de vuelta, ya que sería derecho a 
comunicar por parte del país que lo produzca, como de aquel que sea 
el receptor. Y aún más, la contribución para disminuir los tópicos entre 
los integrantes de la Unión y a estar informados sobre las realidades 
y las formas de ver el mundo de los países vecinos, sería un auténtico 
derecho de la comunicación. 

Por supuesto, esto mejoraría el nivel de la opinión pública europea, 
e incluso en las decisiones importantes, comó es el caso de la Consti­
tución Europea, el conocimiento de las realidades circundantes es la 
mejor arma de conocimiento y espíritu de cohesión. 

Para hacer hincapié en la urgencia de alentar los contenidos euro­
peos, el plan e-Europe desarrolló como parte de sus acciones un progra­
ma llamado e-Content que precisamente se refiere a ese particular. 

Otros aspectos a considerar para la política audiovisual 

Además de los aspectos clásicos de interés de la política audiovisual, 
como es el caso de las obras audiovisuales europeas, las cuotas de 
inversión y de emisión, la publicidad y la protección a los menores, 
entre otros, hay otros temas fundamentales , como el relacionado 
con las TIC, que se vincula también con las políticas de telecomuni­
caciones. 

Uno de los puntos que mencionaba, en su momento, la Comuni­
cación de la Comisión referente a la revisión de la Directiva 97/ 36 s.e 
refería a algunas TIC como los dispositivos de pantalla plana, la tele­
visión de alta definición, el WAP o PDA, que por su importante ascenso 
debían considerarse en la delineación de la reforma a la Directiva. Pero 
no sólo eso, desde nuestro punto de vista la nueva normativa debería 
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prever en la medida de lo posible, la aparición de nuevas tecnologías 
en el sector.197 

Es así como, en el entendido de que la Directiva de Televisión sin 
Fronteras, como se le conocía a la 97/36, se tenía que modificar fun­
damentalmente por los cambios registrados en el sector, se inició en 
2006 un proceso de revisión de la misma, que culminó en 2007 con la 
emisión de la Directiva vigente en el sector. Antes de abordarla comen­
taremos algunas cuestiones relativas a ese proceso de revisión. 

Se trata de un campo en donde es incesante la renovación tecno­
lógica, con lo cual la UE está en condiciones de tomar en cuenta tec­
nologías que puedan utilizarse en el futuro, para que no se repita la 
situación de que las TIC aparecen y después se regulan, actuando sin 
reglas de ningún tipo, a veces un tiempo considerable. 

Dentro del aspecto tecnológico es de gran interés en la Unión el 
tema de la digitalización de la televisión, cuyo término se planea para 
2012 (en España se habla del apagón analógico). En este asunto, tan 
emparentado con las telecomunicaciones, el reto es la unificación del 
estándar de los decodificadores. 

Es destacable también que la Comunicación menciona la necesi­
dad de regular de un modo más amplio el acceso y regulación de los 
contenidos audiovisuales en internet. 198 Y ese es otro punto que debía 
incluirse en la reforma de la Directiva Televisión sin Fronteras. Sobre 
todo porque, como la misma Comisión considera, una cosa lleva a otra. 
Así que el acceso a los contenidos en internet requiere de una conexión 
de banda ancha. Este es un punto en donde la política audiovisual y 
sus requerimientos se solaparía con la de sociedad de la información 
(de modo más general), por ejemplo, en casos como el de e-Europe. 

Corno consecuencia de todo esto, la Comisión hizo extensos estu­
dios para presentar una Directiva que sustituyera a la 97/36, pero en 

197La Comisión ya ha emitido distintos documentos relativos a la política aud iovisual en 
la era digital. Por ello, Crusafón [1999: 41 sostiene que '"la industria audiovisua l europea tiene 
que cargar con regulaciones. Algunas de ellas quedarán pronto obsoletas por el desarrollo de las 
nuevas tecnologías, impidiendo el desarrollo de un mercado europeo dinámico". 

198No obstante, la Comunicación puntua li za que 'º la web s igue siendo mucho menos uti­
lizada que la televisión, y quien la utiliza lo hace con una motivación diferente". Además, la 
Comisión ha aclarado que la nueva Directiva de Televisión sin Fronteras no regulará interne!; sólo 
aplicará a lgunas reglas a conceptos concretos. 
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ese momento hubo reacciones de las empresas interesadas. Compañías 
como Vodafone, Cisco Systems y Yahoo, protestaban en 2006 contra las 
propuestas de la CE en este sentido, por la posibilidad de que se apli­
caran a sus contenidos las mismas restricciones y reglas establecidas 
para las televisaras. La crítica fue dura: 

En su redacción actual, la Directiva confundirá a las empresas, abrumará . 
a los reguladores y dejará tirados a los consumidores. Su ámbito de apli­
cación es demasiado amplio y las definiciones que usa, demasiado vagas. 
El resul tado final puede ser un marco legislativo global que necesite cinco 
años para entrar en vigor, que socave las salvaguardas existentes y que se 
demuestre inaplicable [Tele Digital, 2006]. 

Un aspecto más que debe considerarse es el relativo a la publici­
dad, que en este caso se verá influida por otra Directiva sobre la pro­
paganda del tabaco, prohibida expresamente por todos los medios. A 
partir del 31 de julio de 2005 no está permitida tampoco su publicidad 
en prensa, radio e internet. 

El anteproyecto que la Comisión presentó en diciembre de 2005 
sobre "Directiva de Televisión sin Fronteras", se ocupaba también de 
otro tema que causó muchas expectativas por su importancia, sobre 
todo económica.199 Nos referimos a la transmisión televisiva abierta de 
eventos de interés general. Eso genera muchos debates no sólo por el 
tiempo publicitario200 sino por las exclusividades. 

Dicho proyecto incluía garantías para la emisión en abierto de 
eventos de interés general en territorios de la UE, ya que los estados 
miembros deberán permitir el acceso justo y no discriminatorio a ope­
radores de otros países miembros, de ser aprobado como Directiva. 

Sin embargo, la revisión de la política audiovisual europea y la 
consecuente reforma de la Directiva de Televisión sin Fronteras fue­
ron adquiriendo nuevos matices. Crusafón [2006: 12] nos explica que 
el proceso de digitalización "está obligando a revisar toda la política 

' 99En España, por e jemplo, Antena 3 y Telecinco impugnaron la transmisión compartida 
entre Cuatro y La Sexta del Mundial de Futbol 2006. 

200El proyecto de la Comisión sobre DTSF preveía "dedicar un máximo de su tiempo total 
a publicidad , y repartirlo como quiera, sin restricciones a l número de bloques de anuncios y 
duración de los mismos". 
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europea sobre el audiovisual europea". Esa cuestión ha traído consigo 
secuelas positivas y negativas. 

Entre las primeras destaca que el planteamiento de la Comisión en 
esta reforma será de futuro, por lo que se introduce la novedad de se­
parar "la tecnología de la transmisión de los contenidos", al igual que la 
de "clasificar los tipos de servicios audiovisuales" [ibídem: 12-13]. Más 
importante aún resulta el cometido de coordinar distintas acciones de 
política audiovisual con algunas destinadas a lograr la economía basa­
da en el conocimiento. 

Los aspectos negativos que se presentan los resume la autora al 
mencionar que se "acentúa el grado de liberalización y flexibilización" 
de la política audiovisual y que el ciudadano continúa siendo "el gran 
olvidado" de la misma, al igual que la promoción de las obras audiovi­
suales europeas, que son poco abordadas. 

La nueva Directiva del audiovisual en Europa 

Tras el mencionado proceso de revisión201 de la Directiva 97/36, co­
nocida como de Televisión sin fronteras y de la cual toma el nombre 
la ley española sobre el particular, que también se conoce como Ley 
de Televisión sin Fronteras, aparece la que se encuentra vigente en la 
actualidad. 

La Directiva 2007/65/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 

de diciembre de 2007, por la que se modifica la Directiva 89/552/CE del 
Consejo sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas de los estados miembros relativas al 
ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva, es la que se encuen­
tra vigente y actualizada en cuanto al mercado audiovisual europeo. 

Se le conoce como Directiva "Servicios de medios audiovisuales" y 
en la misma se introduce una distinción de éstos, clasificándolos en ser­
vicios lineales y no lineales. De este modo se soluciona en cierta medida 
el problema de la diferenciación de los servicios más interactivos de los 

201 De acuerd o con la propia web d e la UE, la revisió n pretendía tener "en cuenta la evolución 
tecnológica y los cambios acaecidos en la estructura del mercado audiovisual". 
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que no lo son y sobre todo, se solventa el tema de la regulación de los 
contenidos conforme al mandato de la Directiva sobre el audiovisual y 
de los contenidos según ordena la de comercio electrónico. 

De este modo, por servicios lineales se entiende que son aquellos 
"que designan los servicios de televisión tradicional, internet, y tele­
fonía móvil que los telespectadores reciben pasivamente", mientras 
que por servicios no lineales se entiende más bien que son los que el 
usuario puede elegir, es decir, seleccionar a la carta. 

Para los primeros, los servicios lineales, la Directiva establece un 
marco más moderno y simplificado de actuación. En el caso de los no 
lineales, el propósito de la Directiva es establecer unas condiciones 
mínimas que se deben considerar sobre todo en materia de "protección 
de menores, prevención del odio racial y prohibición de la publicidad 
encubierta". 

Sin embargo, las normas no son completamente análogas en toda 
la UE, sino que se ha establecido un principio particular, tanto para los 
servicios lineales como para los que no lo son. El principio y su proce­
dimiento se explica del siguiente modo: 

Todos estos servicios se acogerán al principio del país de origen, por lo que 
deberán obedecer únicamente a las disposiciones vigentes en el país don­
de están establecidos. Las ventajas de este principio se hacen extensivas 
a los servicios no lineales, lo que supone sentar las bases para su éxito 
comercial. 
Cuando los organismos de radiodifusión de otros estados miembros pue­
dan sortear las reglas más estrictas del Estado miembro de destino se apli­
ca un nuevo procedimiento en dos etapas. Se entabla primero un diálogo 
entre los dos estados miembros y, si fracasa, interviene la Comisión para 
examinar la compatibilidad con el Derecho comunitario de las medidas 
propuestas por el Estado miembro de destino [Unión Europea, 2008b]. 

Como puede observarse, este precepto posibilita la libertad de 
negociación entre los estados miembros y sólo en el caso de que no se 
llegue a un acuerdo, interviene la autoridad, en este caso la Comisión. 

En relación con los temas mencionados, que se debatían en el pro­
ceso de revisión de la Directiva, analizaremos cómo se han solventado 
en este nuevo marco jurídico. 
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El primero de ellos, el de la publicidad, se ha flexibilizado según la 
propia Unión, sobre todo en materia de inserción de anuncios. Al mis­
mo tiempo, se impulsa la autorregulación y la corregulación. Y como 
medida adicional, se elimina el límite de tres horas diarias de publici­
dad, aunque no el de 12 minutos por hora. Hay algunos otros elementos 
en materia de publicidad de las nuevas disposiciones, pero destaca el 
relativo a las "nuevas formas de publicidad", ya que las mismas fueron 
motivo de debate en los momentos de revisión de la Directiva. 

Sobre dichas nuevas formas de publicidad, entre las que se incluyen 
la que se proyecta en pantalla dividida, la virtual y la interactiva, la 
nueva Directiva establece que no son incompatibles con la normativa 
recién aprobada, siempre y cuando se ajusten a unos ciertos principios. 

En la definición de dichos principios, tuvo un importante papel la 
Comunicación interpretativa de la Comisión de 23 de abril de 2004, 
relativa a algunos aspectos de las disposiciones de la Directiva "Te­
levisión sin fronteras" sobre la publicidad televisiva. El cometido de 
esta comunicación fue "especificar la aplicación de las disposiciones 
de la Directiva TSF respecto a determinadas prácticas comerciales" 
y sobre todo de esas nuevas prácticas y formas publicitarias [Unión 
Europea, 2008c]. 

Como hemos indicado, de esta Comunicación se derivan los prin­
cipios que deben tomar en consideración esas nuevas formas de pu­
blicidad, a saber: 

a) El derecho de los telespectadores a que haya una separación clara 
entre la publicidad y el contenido editorial (mediante medios acústicos 
u ópticos); 
b) el derecho de los telespectadores a estar protegido contra la publicidad 
excesiva; 
e) el derecho de los titulares de derechos a que se respete la integridad de 
sus obras audiovisuales. 

Como puede verse, los principios que deben observar esas nuevas 
formas de publicidad tienen como referencia central los derechos de 
los telespectadores y los usuarios de menús interactivos y a la carta. Y 
esta línea de derechos creemos que puede enlazarse con nuestro tema 
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de estudio, toda vez que el servicio universal es una garantía para el 
acceso a la comunicación y a estar conectado, pero no por ello, deja 
de requerir el respeto a los derechos de las personas en cuanto a la 
información que reciben, del mismo modo que se protege esa facultad 
que toca a las personas que acceden a los medios y que no lo hacen 
por medio del servicio universal. 

En cuanto al respeto de los derechos de los telespectadores, relati­
vos a diferenciar la publicidad del resto de los contenidos, se considera 
que las telepromociones, los minianuncios, la pantalla dividida (se 
pueden insertar si hay un espacio de 20 minutos entre cada anuncio), 
la publicidad interactiva (en donde hay una distinción de dos tipos, de 
los que hablaremos más adelante) y la publicidad virtual (sobre todo 
en los partidos de futbol, en donde se coloca una publicidad sobre la 
que está fija en el campo de juego), deben tener en cuenta, antes que 
nada, esos principios. 

Es importante destacar la diferenciación de la publicidad interacti­
va que han establecido las autoridades europeas, también mediante la 
mencionada Comunicación interpretativa. Hay dos fases para distin­
guir los tipos de dicha publicidad. 

Mientras que el telespectador no elija acceder a la aplicación interactiva, 
permanece en el marco de una difusión lineal de programas de televisión 
regulada por la Directiva TSF [ ... ]En cambio, cuando el telespectador eli­
ge voluntariamente acceder al enlomo interactivo, abandona el entorno 
lineal sujeto a la directiva TSF y accede a un entorno comercial interactivo. 
Por consiguiente, los mensajes que recibe están sujetos a las disposiciones 
de la Directiva sobre comercio electrónico [ibidem]. 

En el caso de la publicidad interactiva que no es elegida por los 
usuarios, la misma debe cumplir con los mismos principios mencio­
nados arriba. En cuanto al segundo tipo, es la Directiva 2000/31/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 8 de junio de 2 000, relativa a 
determinados aspectos jurídicos del comercio electrónico en el merca­
do interior, la que establece los preceptos en este particular. 

Finalmente, en relación con la Directiva de 2007 que estamos co­
mentando, sólo resta mencionar algunos otros aspectos, tales como 
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el del pluralismo en los medios de comunicación y el fomento de la 
diversidad cultural, ambos de singular importancia para la normativa 
europea sobre el audiovisual. Para fortalecer el mencionado pluralis­
mo se establecen tres medidas, 202 una de las cuales tiene que ver con 
la independencia de las autoridades nacionales de reglamentación. Por 
su parte, para fomentar la diversidad cultural, la Directiva menciona un 
sistema de cuotas con respecto a los contenidos, ya que se trata de 
un modelo que había funcionado con la Directiva de Televisión sin 
Fronteras y se prevé mantenerlo. 

LAs LÍNEAS DE ACTUACIÓ PARA LAS POLÍTICAS DE TELECOMUNICACIONES 

EN LA UE: LOS PRINCIPALES PROGRAMAS Y EL MARCO COMÚN 

PARA LAS TELECOMUNICACIONES 

Como es bien sabido, las legislaciones de los países miembros de la 
UE están dirigidas por las iniciativas, la regulación y las propuestas 
de la propia Unión. Ésta efectúa sus directivas , recomendaciones, 
comunicaciones, etcétera, en su mismo seno mediante el consenso de 
los representantes de los distintos países y luego emite el documento 
correspondiente. Dependiendo del carácter del mismo, las líneas de 
actuación podrán ser obligatorias y vinculantes o no serlas. 

Así pues, hay una diferenciación notable entre una recomendación o 
una comunicación y una directiva. Esta última tiene el carácter de pres­
cripción y mandato y es de obligado cumplimiento por todos los miem­
bros de la Unión, si bien en muchos casos, como es el de las telecomunica­
ciones, se suscriben prerrogativas o condiciones especiales para un país o 
grupo de países en las que se toman en cuenta las diferencias de desarrollo 
y la renta media que existen entre los integrantes comunitarios. 

2º2Las lres medidas que se prevén en cuanto al pluralismo en los medios de comunicación 
son: "la obligación de cada Estado miembro de garantizar la independencia de la auloridad de 
reglamentación naciona l encargada de poner en práclica las disposiciones de la Directiva; el 
derecho de los organismos de radiodifusión televisiva a ulilizar los "extractos breves" de manera 
no discriminatoria, y la promoción de contenidos producidos por empresas de producción au­
diovisual independientes de Europa, disposición ya vigente en el marco de la antigua Directiva 
TSF" !Unión Europea, 2008bl. 
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Por ejemplo, en el caso que hemos abordado de la liberalización de 
las telecomunicaciones, y como detallaremos más adelante, para que 
ésta se lleve a cabo en plenitud, la UE ha dado unos plazos generales y 
otros particulares para algunos países, entre los que se incluye España. 
Y así sucesivamente. 

Visto lo anterior, en este apartado lo que pretendemos es explicar 
cuáles han sido las líneas de actuación que se han implantado en la 
UE en materia de políticas de telecomunicaciones ya que son el marco 
para su imprescindible comprensión antes de tocar el caso español y 
de los otros países europeos. Dichas líneas parten de los paquetes de 
telecomunicaciones y, al mismo tiempo, de los programas y políticas 
instrumentadas para el sector. 

En principio, y tomando en consideración lo que hemos expuesto 
en los apartados anteriores, podemos hacer una aclaración con respec­
to a tres tipos de políticas que surgen en el seno de la Unión y que por 
tener como base algunas o casi todas las tecnologías de la comunicación 
e información pudieran confundirse. Estamos refiriéndonos a la política 
de telecomunicaciones propiamente dicha, la política para la sociedad de 
la información203 y la política del audiovisual.2º4 Aunque nuestro tema 
se centra en la primera, comentamos ya algunos aspectos de las otras 
para tratar las mismas en virtud de nuestro estudio. Dado el momento 
si mencionamos algún aspecto en concreto de alguna de las otras polí­
ticas , lo pondremos de manifiesto. 

Pero en lo que respecta a la política europea de telecomunicaciones 
hay algunos marcos generales que han funcionado como directrices en 

201Aunque en su momento explicaremos y definiremos esta política valga por ahora decir 
que la misma "es el resultado de un largo proceso de evolución continuada de la investigación, 
del desarrollo y de la utilización de las tecnologías de la información y las comunicaciones; 
como en muchos otros campos de la actividad humana casi nada surge de improviso, a pesar 
de que a veces se pretenda dar la sensación de que todo se descubrió ayer" !Alabau, 2001: 161. 
La política de la sociedad de la información se lleva a cabo en la UE en el marco del conjunto de 
sus políticas sectoriales. 

2°'En el apartado correspondiente también definiremos con amplitud la política del audio­
visual , pero iniciemos diciendo que se regula un ámbito que se considera uno de los sectores 
de servicios importantes en términos de ocupación y económicos, de tal forma que la política 
que la rige se refiere a la industria del audiovisual. La politica europea del aud iovisual se centra 
principalmente en los contenidos. Sus tres objetivos serían: "centrarse en el producto o software, 
en los medios de distribución y en el talento creativo" !Crusafón, 1999: 41. 
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la conformación de las mismas y que es de interés mencionar porque a 
partir de ahí se han consolidado las políticas nacionales y sus propias 
directrices. 

Anteriormente abordamos los aspectos o líneas generales de actua­
ción en que se fundamentó la política europea de telecomunicaciones 
en los años noventa. Nos referimos a las líneas de normalización, 
medidas correctoras, liberalización y armonización, que en apartados 
previos estudiamos con base en las directivas y libros del sector. Ahora 
nos centraremos en analizar los paquetes de directivas de la década 
actual. La razón de que se haya dividido así no supone, en ningún 
sentido, que en este libro no consideremos las medidas de la década de 
los noventa como parte de la política de telecomunicaciones, sino que 
se trataba del marco general en que se inició la política en la materia y 
por ello lo tratamos inicialmente. 

Las dos líneas de actuación principales son, por un lado, los distintos 
programas que desde la Unión se han establecido y puesto en marcha 
para responder a la realidad actual de la sociedad de la información, las 
telecomunicaciones y las tecnologías de la información. Los abordare­
mos porque están relacionados estrechamente con el tema que nos ocu­
pa. Por el otro lado se encuentran la líneas de actuación que Rodríguez 
[2004:68-9] califica como paquete de medidas para un marco común de 
telecomunicaciones. De éste es del que hablaremos a continuación. 

Paquete de medidas para un marco común de telecomunicaciones 
en la UE: paquete de telecomunicaciones 2002 y su reforma en 2008 

El paquete de medidas tiene su origen en el Consejo Europeo de Lisboa 
del año 2000 (días 23 y 24 de marzo), en donde se resaltó la importancia 
de la economía digital basada en el conocimiento, sobre todo en cuanto 
a pilar "del crecimiento, la competitividad y la creación de empleo". 
También se puso de manifiesto la necesidad de que tanto empresas 
como ciudadanos pudiesen ser usuarios de infraestructuras de primer 
nivel, con muchos servicios disponibles y con precios razonables (tres 
elementos de la filosofía del servicio universal). Pero lo más destacable 
de todo es que reconoció que: 
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Dada la convergencia entre los sectores de telecomunicación, medios de 
comunicación y tecnologías de la información, se estableció la necesidad 
de que todos los servicios y redes de transmisión estuviesen regulados por 
un único marco regulador[ ... ] el 12 de julio de 2000, la Comisión Europea 
publica una propuesta de un marco común para las telecomunicaciones 
[ibidem: 68]. 

El paquete de medidas para este marco común se compone de cin­
co directivas, una recomendación, un reglamento y una decisión, aun­
que al mismo tiempo se trabajó en otra Directiva sobre competencia. 

El paquete de telecomunicaciones de 2002 de la UE tiene enorme 
importancia debido a que el conjunto de directivas que lo componen 
introdujeron una serie de medidas innovadoras para la política de te­
lecomunicaciones comunitaria y la regulación del sector. 

A partir de este paquete es que se refuerzan temas como la pro­
tección de datos y la intimidad en este sector, se crea una Directiva 
única de servicio universal y se introduce el término "comunicacio­
nes electrónicas" en sustitución del de telecomunicaciones, entre 
otras novedades. Algunos países, al transponer las directivas de este 
paquete, integraron dicho término en sus legislaciones (el caso de 
Francia, por ejemplo) y algunos otros decidieron continuar con el 
de telecomunicaciones (España, en su LGT y otros documentos, por 
poner un caso). 

El paquete de telecomunicaciones de 2002 consta de las siguientes 
directivas: 2002/19/CE, 2002/20/CE, 2002/21/CE, 2002/22/CE, 2002/58/CE, 

2002/77/CE y Decisión 676/2002/CE. 

Directiva 2002/19: de acceso2º5 

De la Directiva 2002/19/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
7 de marzo de 2002, relativa al acceso a las redes de comunicaciones 
electrónicas y recursos asociados, y a su interconexión (DO L 108, de 

2051.a función de esta Directiva es armonizar "la manera en que los estados miembros regulan el 
acceso a las redes de comunicaciones electrónicas y recursos asociados, y su interconexión, estable­
ciendo un marco regulador para las relaciones entre los suministradores de redes y servicios que sea 
compatible con los principios del mercado interior" [Rodríguez, 2004: 69], además de hacer posible 
la competencia y la interoperabilidad, todo ello sin demérito de los derechos de los consumidores. 
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24 de abril); nos interesan los siguientes contenidos de acuerdo con 
los fines de este libro. 

La Directiva de acceso tiene como objetivo fundamental armonizar 
los métodos según los cuales los estados miembros regularán al acceso 
a las redes de comunicación electrónica, sus recursos asociados y la 
interconexión a las mismas. Todo ello, en congruencia con los propósi­
tos del mercado interior y con el fin de traducirse en una competencia 
efectiva en el sector. 

Tanto en su considerando 12 como en su artículo 3.2, la Directiva 
establece que los términos de acceso e interconexión deben tener en 
cuenta los preceptos establecidos a su vez por la Directiva de servicio 
universal, de modo que éste sea garantizado. 

Las Autoridades Nacionales de Reglamentación (ANR), de acuerdo 
con el artículo 6 de la Directiva de acceso, deberán velar por que el 
acceso a la programación radiofónica y televisiva y a los canales y servi­
cios de difusión mencionados en el literal 31 de la Directiva de servicio 
universal, sea efectivo. 

Finalmente, cabe mencionar que entre las medidas de aplicación 
se debe mencionar a las Directrices de la Comisión (adoptadas en julio 
de 2002) sobre análisis de mercado y evaluación del peso significativo 
en el mercado. 

Directiva 2002/20: de autorización206 

Por su parte, la Directiva 2002/ 20/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 7 de marzo de 2002 relativa a la autorización de redes y 
servicios de comunicaciones electrónicas (DO L 108, de 24 de abril), 
contiene pocos preceptos relacionados con nuestro tema de estudio. 

Tiene por objeto la realización de un mercado interior de redes y 
servicios de comunicaciones electrónicas, mediante la armonización 
y la simplificación de las normas y las condiciones de autorización, a 
fin de fortalecer la infraestructura en toda la Unión (artículo 1). 

Dentro del repertorio mínimo de derechos que deben derivarse 
de la autorización conforme a esta Directiva se encuentra, por su-

206Esta Directiva tiene por objeto "conseguir un mercado interior de redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas mediante la armonización y simplificación de las normas y condi­
ciones de autorización" !loe. cit.1 en territorio europeo. 
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puesto, el servicio universal de acuerdo con la Directiva 2002/22/CE 
(artículo 4.2.b). 

En esta última Directiva también se establece que aquellos opera­
dores obligados a la prestación del servicio universal y que están es­
tipulados por la Directiva correspondiente, no tienen las obligaciones 
establecidas por el régimen de autorización. 

Finalmente, entre las condiciones para obtener una autorización 
general para operar redes en territorio comunitario se encuentra la de 
colaborar en el financiamiento y sostenimiento del servicio universal 
de telecomunicaciones, tal como lo establece la Directiva 2002/22/CE. 

Del mismo modo que la anterior Directiva, las medidas de aplica­
ción de la misma se llevan a efecto a través de las Directrices de análi­
sis de mercado y evaluación de peso significativo. 

Directiva 2002/21: marco2º7 

La conocida como Directiva marco, esto es, la Directiva 2002/21/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a 
un marco regulador común de las redes y servicios de comunicaciones 
electrónicas (DO L 108, de 24 de abril) , tiene los siguientes puntos rela­
cionados con nuestro tema de interés: el servicio universal. 

Primero que nada, es importante mencionar que el objetivo de 
esta Directiva, como su nombre lo indica, es el de instituir "un marco 
normativo armonizado para la regulación de los servicios de comuni­
caciones electrónicas, de las redes de comunicación electrónica y de 
los recursos y servicios asociados" (artículo 1). Se propone también 
definir las funciones y características de las mencionadas autoridades 
nacionales de reglamentación. 2º8 

2º7La Directiva Marco, por su parte, conlleva la misión de establecer "un marco armonizado 
para la regulación de los servicios de comunicaciones, las redes de comu nicaciones electrónicas y 
los recursos y servicios asociados. Fija misiones de las autoridades naciona les de reglamentación" 
j/oc. cil.), tales como la CMT, la AGCM, ARCEP o ARCEC, el OMWA o MFbl, etcétera; según veremos en 
su momento. 

2oeEn el capítulo 3 veremos cómo se conformaron las ANR, sobre todo aquellas que se in­
tegraron como comisiones reguladoras del sector, aun cuando algunas ya existían antes de la 
aparición de esta Directiva. Hablaremos de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 
de España, de la Autoridad para la Garantía de las Comunicaciones de Ita lia, de la Autoridad 
Reguladora de las Telecomunicaciones y los Correos de Alemania y de la Autoridad Reguladora 
de las Comunicaciones Electrónicas y los Correos de Francia. 
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Otra justificación que hace la Directiva con respecto a la creación 
de un marco único de regulación es que, debido a la convergencia de 
los sectores de telecomunicaciones, de los medios y de las tecnolo­
gías de información, se hace evidente la exigencia de integrar todas 
las redes de transmisión y servicios relacionados en un único marco 
normativo. 

Por supuesto, entre las funciones de las autoridades nacionales de 
reglamentación, la Directiva marco establece que deberán promover 
los intereses de los ciudadanos de la Unión, entre los cuales se en­
cuentra la garantía a todos ellos del servicio universal. Desde luego, la 
función básica de las comisiones reguladoras en telecomunicaciones, 
además de los derechos de los usuarios, es garantizar y fomentar la 
competencia. 

Entre los actos conexos que han complementado la Directiva mar­
co y además actualizado, por ende, el marco de las comunicaciones 
electrónicas en la UE, se cuentan: las directrices también válidas para 
las directivas acceso y autorización, la Recomendación sobre mercado 
pertinentes de productos y servicios, 209 la Recomendación sobre las 
notificaciones mencionadas en la Directiva 2002/21, de 2003 21º (que 
puntualiza las formas de cooperación entre las autoridades nacional 
de reglamentación y la Comisión), y sobre todo, la Comunicación de la 
Comisión de 2006 precisamente sobre la revisión del marco regulador. 

La Comunicación de la Comisión, de 29 de junio de 2006, "Re­
visión del marco regulador de la UE de las redes y los servicios de 
comunicaciones electrónicas", constituye, por supuesto, un elemento 
normativo muy importante, toda vez que al revisar el marco para el 
sector contribuye a su actualización mediante las observaciones que 
hace al mismo. 

20<JRecomendación de la Comis ión, de 11 d e febrero d e 2003, relativa a los mercados perti­
nentes de productos y servicios dentro d el sector de las comunicaciones electrónicas que pueden 
ser obje to de regulac ió n ex ante de conformidad con la Directi va 2002/ 21/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo rela tiva a un marco común de redes y los servicios de comunicaciones 
electrón icas. 

210Recomendación d e la Comisión, de 23 de julio de 2003, sobre las notificaciones, los plazos 
y las consultas previs tos en el artículo 7 de la Directiva 2002/ 21/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo relativa a un marco regulador común de las redes y los servicios de comunicaciones 
electrónicas. 
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La Comunicación reconoce los avances y el funcionamiento del 
marco para las comunicaciones electrónicas (analiza las cinco directi­
vas del paquete de telecomunicaciones de 2002), pero al mismo tiempo 
señala los puntos en donde hay que establecer nuevas actuaciones. 
Entre éstas destacan las que tienen que ver con la "gestión del espectro 
radioeléctrico y racionalización de los análisis del mercado" [Unión 
Europea, 2008d]. 

El documento propone la reducción de las cargas administrativas 
y la eliminación de medidas obsoletas. Además, se proponen algunas 
otras medidas generales. Esquemáticamente, lo que menciona la Co­
municación es lo siguiente: 

a) Que se aplique a las comunicaciones electrónicas el enfoque político 
de la Comisión Europea en cuanto a la gestión del espectro; 
b) que se simplifique el procedimiento de elección de mercados suscepti­
bles de medidas ex ante; 
e) que se consolide el mercado único; 
d) que se refuercen los intereses de los consumidores; 
e) que se mejore la seguridad, y 
f) que se eliminen las disposiciones obsoletas. 

Pero además, y como se desprende de las dos principales acciones 
que destaca la Comunicación, su texto abre un proceso de consulta 
para analizar todo el sector de las comunicaciones electrónicas, mis­
mo que concluyó en 2008 con el paquete de telecomunicaciones que 
reformó al de 2002 y que describiremos en su momento. 

Directiva 2002/22: de servicio universal 

La Directiva más importante para nuestro tema de interés es obviamen­
te la 2002/22/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo 
de 2002, relativa al servicio universal y a los derechos de los usuarios 
en relación con las redes y los servicios de comunicaciones electróni­
cas (DO L 108, de 24 de abril). 

Hay varios puntos que son muy destacables de esta Directiva, sobre 
todo porque se verán constantemente reflejados en las legislaciones de 
los países comunitarios que estudiaremos en este libro. 
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La Directiva de Servicio Universal se propone: 

Garantizar la existencia de servicios de comunicaciones electrónicas dis­
ponibles al público, de buena calidad en toda la Comunidad a través de 
una competencia y una libertad de elección reales, y tratar las c ircunstan­
cias en que las necesidades de los usuarios finales no se vean atendidas 
de manera satisfactoria por el mercado. 

Para lograr esta finalidad, la Directiva 2002/22 establece claramente 
los derechos de los usuarios y las obligaciones de los operadores. Con 
este fundamento, la Directiva estipula que el concepto de servicio uni­
versal debe adaptarse a la realidad cambiante que suponen el desarro­
llo tecnológico y del mercado y los cambios en las características de la 
demanda. Esta es una de las grandes aportaciones a la consolidación y 

contenido del servicio universal y se traduce en el hecho de que se le 
considere como un concepto evolutivo, en donde se integran nuevos 
servicios y características, de acuerdo con los estudios constantes que 
se hacen de su funcionamiento y vigencia. 

De hecho, la Directiva de Servicio Universal expone que ante los 
procesos de liberalización y apertura a la competencia de las teleco­
municaciones, el servicio universal y su regulación deben disponer de 
un marco claro y completo. 

La Directiva se desarrolla en el marco de los acuerdos de la OMC, 

en donde se precisa que cada país perteneciente a la misma "tiene 
derecho a definir el tipo de obligación de servicio universal que desee 
mantener" (considerando 3), sin detrimento de la noción de concepto 
evolutivo que recién expusimos. De acuerdo con este principio, las 
obligaciones de servicio universal no se considerarán anticompetiti­
vas, siempre y cuando sean administradas de modo transparente y no 
discriminatorio, además de que debe prevalecer la neutralidad en la 
competencia. 21 1 

211 En referencia a este postulado, el considerando 4 prevé que el hecho de "Garanlizar el 
servicio universal (es decir. la prestación de un determinado conjunto mínimo de servicios a todos 
los usuarios finales a un precio asequible) puede implicar la prestación de algunos servicios a 
algunos usuarios íinaJes a precios que difieran de los resultantes de unas condiciones de mercado 
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La definición básica del servicio universal que contiene la Directiva 
correspondiente es la de un servicio accesible, asequible y de calidad. 
En este contexto, establece en su considerando 7 que los estados miem­
bros deben tomar en consideración, de manera particular, la prestación 
del servicio y el acceso en las zonas rurales o geográficamente aisladas. 
Asimismo, considera que debe prestarse una atención diferenciada 
y específica a los usuarios que a continuación se enlistan: ancianos, 
discapaci tados y "personas especialmente necesitadas desde el punto 
de vista social". 

De especial interés son los considerandos 8 y 46 y el artículo 4 .2 

que establecen como parte de las prerrogativas del servicio universal 
la posibilidad de acceso a internet y la existencia de una conexión a la 
red en centros de enseñanza. La exposición es la siguiente: 

Las conexiones a la red telefónica pública desde una ubicación fija deben 
permitir la transmisión de voz y datos a velocidades suficientes para ac­
ceder a servicios en línea como los que se ofrecen a través de la internet 
pública [ .. . ]Es necesaria la fl exibilidad [ ... ) para que los estados miembros 
puedan permitir, s i procede, velocidades de transmisión de datos inferio­
res a ese límite superior de 56 kbit/s [ ... ] para poner el servicio universal 
a disposición de un mayor porcentaje de población. En los casos en que 
la conexión a la red telefónica pública desde una ubicación fija sea mani­
fiestamente insuficiente para garantizar un acceso satisfactorio a internet, 
los estados miembros deben estar facultados para exigir la mejora de di­
cha conexión hasta un nivel similar al disfrutado por la mayoría de los 
abonados. 

En cuanto a la definición de precio asequible - una de las condicio­
nes con que debe contar el servicio universal-, la Directiva 2002/22 dis­
pone en su considerando 10 que el precio será calculado por cada Estado 
miembro de acuerdo con sus "circunstancias nacionales específicas" y 
serán también los estados los encargados de supervisar el cumplimiento 

normales". No obstante, la compensación de las empresas encargadas de facilitar dichos servicios 
en dichas condiciones no tiene por qué dar lugar a una distorsión de la competencia , siempre que 
se compense a dichas empresas por los costes netos específicos en que se incurra y la carga en 
términos de cosles netos se recupere de modo neutral desde el punto de vista de la competencia. 
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de la asequibildad (considerando 15). En sus artículos 1.2 y 3.1, el precio 
asequible aparece como una condición clave del servicio universal. 

La asequibilidad está vinculada a la información que reciben los 
usuarios sobre sus gastos telefónicos, con el coste de este servicio en 
relación con otros y con la capacidad de los usuarios para controlar sus 
propios gastos (considerando 15) y serán supervisadas por las autorida­
des nacionales de reglamentación (considerando 26 y artículo 9.1) . 

Un elemento que se constituye en pieza importante de la obligación 
del servicio universal es la emisión de guías telefónicas, consideradas 
"herramientas esenciales para el acceso a los servicios telefónicos dis­
ponibles al público" (considerando 11 y artículo 5), cuya prestación ya 
está abierta a la competencia (considerando 35) y a las cuales deberá 
ser posible acceder mediante un servicio de asistencia por operador 
(artículo 25.2). 

Los países miembros han transpuesto este punto de la Directiva de 
Servicio Universal y en sus legislaciones sobre telecomunicaciones las 
guías telefónicas aparecen corno un requerimiento del servicio uni­
versal, aunque con particularidades, como la de que el usuario tenga 
derecho a decidir si desea o no figurar en las mismas (en consonancia 
con la Directiva 97/66, de protección de datos). 

De igual manera, la oferta suficiente de teléfonos públicos de pago 
se establece corno parle del servicio universal, así corno la posibilidad 
de utilización de los números de emergencia (considerandos 12, 13, 36 
y artículos 6,7, 23 y 26) . 

De los operadores obligados a la prestación del servicio universal, 
la Directiva 2002/ 22 determina que los estados miembros deberán de­
cidir que lo son, de acuerdo con el principio de subsidiariedad (con­
siderando 14 y artículos 4-8) . Dichos operadores deberán mantener 
tanto la integridad de la red como la calidad y pueden ser designados 
conjuntamente con otras empresas para el cumplimiento de diversas 
obligaciones del servicio universal. 

La elección de las empresas designadas para la prestación, ade­
más de ser acorde con el principio de subsidiariedad también deberá 
seguir "un mecanismo de designación eficaz, objetivo, transparente y 
no discriminatorio" (artículo 8.2). Con este procedimiento se cumplen 
dos metas: que el servicio universal se preste de manera eficaz y que 
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existan las condiciones justas para el cálculo del coste neto de la pres­
tación para el fondo del servicio universal. 

En referencia a la calidad del servicio, condición inexcusable del 
servicio universal, la Directiva 2002/22 impone a las autoridades na­
cionales de reglamentación el control del nivel de calidad del servicio 
prestado por las empresas designadas para la provisión del servicio uni­
versal, así como del resto de las empresas que prestan servicio telefónico 
(considerandos 17 y 31yartículos11 y 22). 

Para elevar los niveles de calidad, la Directiva propone el método 
de la correglamentación, que debe caracterizarse de la misma forma 
que la reglamentación formal: objetiva, justificada, proporcional, no 
discriminatoria y transparente (considerando 48). 

El financiamiento del servicio universal, la creación de un fondo 
para tal fin y el cálculo del coste neto del mismo, son temas de primor­
dial interés para esta Directiva. El servicio universal deberá financiarse 
en aquellos casos "en que quede demostrado que dichas obligaciones 
sólo pueden cumplirse con pérdidas o a un coste neto no conforme con 
las prácticas comerciales normales" (considerando 18). 

La Directiva de Servicio Universal también establece, por supuesto, 
los principios para el correcto cálculo del coste neto del servicio uni­
versal (considerandos 8, 18, 19, 20 y artículo 12) y sobre el tema del 
financiamiento se establecen los preceptos en los considerandos 18, 
21, 22, 24, 25 y el artículo 13. Finalmente, la forma en que deberá coor­
dinarse la creación del fondo de financiamiento del servicio universal 
se define en el considerando 21 , el artículo 14 y el anexo IV. 

En relación con los actos conexos de mayor actualidad y que han con­
tribuido a la actualización del concepto del servicio universal y de su Di­
rectiva, es la Comunicación de 2005 la que revisa el alcance del mismo. 

La Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Euro­
peo y Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones 
de 24 de mayo de 2005, relativa a la revisión del alcance del servicio 
universal de conformidad con el artículo 15 de la Directiva 2002/22/CE, 
revisa el contenido de esta garantía. 

En dicha revisión se concluye que debido a la evolución tecnológi­
ca, social y económica, el servicio universal debe ser ampliado y sorne-
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tido a debate político "acerca de la prestación de servicios universales , 
particularmente en el contexto de la evaluación global del paquete 
regulador de la VE" [Unión Europea, 2008e]. Se refiere, por supuesto, a 
la revisión de todo el paquete de 2002. 

Redefiniendo el servicio universal, la Comisión estudia nuevas tec­
nologías, tales como los servicios móviles y de banda ancha, llegando 
a las siguientes determinaciones fundamentales: el servicio móvil es 
asequible a los consumidores y usuarios. Sin embargo, la banda ancha, 
a pesar de los esfuerzos de los estados miembro, aún no es un servicio 
utilizado por la mayoría ciudadana. Debido a ello, "no se cumplen las 
condiciones para incluir los servicios de banda ancha" [ibídem] en el 
servicio universal y, por ende, se determinó no modificar la Directiva. 

La Comunicación deja claro que la Comisión se plantea algunos 
otros elementos de revisión del servicio universal, los cuales someterá 
a consulta y, en el futuro , emitirá una nueva comunicación en don­
de definirá más ampliamente su postura en todos ellos. Hay varias 
cuestiones a largo plazo que se integran en este ámbito , en forma de 
preguntas que habrá que resolver con el tiempo, pero que son de vital 
importancia. El texto de la Comunicación dice: 

a) Teniendo en cuenta los avances tecnológicos ya realizados o previs tos, 
¿debería establecerse en el futuro una distinción entre el acceso a las in­
fraestructuras y la prestación de servicios, al objeto de que el servicio 
universal se concentre exclusivamente en el primero, alegando que la 
prestación competitiva de servicios (por ejemplo, telefonía basada en voz 
sobre lP) garantizará su disponibilidad y asequibilidad? 
b) Habida cuenta de que los consumidores hacen un uso cada vez mayor 
de los servicios de comunicaciones en condiciones de movilidad , les 
conveniente que el servicio universal siga contemplando el acceso desde 
una ubicación fija o debería incluir al acceso desde cualquier ubicación 
(incluso en situaciones de desplazamiento)? 
e) A medida que crece el acceso asequible a las comunicaciones móviles, 
se reduce la demanda de teléfonos públicos de pago. ¿sigue siendo per­
tinente la inclusión de disposiciones relativas a dichos teléfonos, tal y 
como están concebidas en la actualidad, dentro del alcance del servicio 
universal? 

La experiencia europea 213 



d) Teniendo en cuenta que en muchos países los servicios de información 
sobre números de abonados se prestan ya en un entorno competitivo, 
lhasta cuándo será preciso que las guías telefónicas y los servicios en 
cuestión estén contemplados dentro del alcance del servicio universal? 
e) Habida cuenta de la complejidad que genera la continua evolución del 
entorno de las comunicaciones, a la que se ha hecho referencia, y consi­
derando los retos a los que ya se enfrenta hoy día la prestación del servi­
cio universal, cabe prever que los servicios avanzados reporten beneficios 
a los usuarios con discapacidad, pero también les planteen nuevas difi­
cultades. lDebería avanzarse aún más en la armonización a escala de la 
UE de las medidas especiales destinadas a dichos usuarios en el contexto 
de la prestación del servicio universal? 

Con lo anterior podemos apreciar no solamente la preocupación 
que existe en el seno de la Comisión respecto al servicio universal, sino 
lo avanzado que se encuentra el análisis del sector de las comunica­
ciones electrónicas y del propio servicio que comentamos. Una de las 
preguntas que destaca es la segunda, que plantea incluso la posibilidad 
de que el servicio universal sea ofrecido en condiciones de desplaza­
miento, esto es, no sólo entendido como una garantía para ser ejercida 
desde una ubicación fija . 

En cuanto al contenido del servicio universal, las preguntas anterio­
res se plantean si es necesario incluir un mínimo de cabinas fijas y las 
guías telefónicas, como parte del mismo. Del mismo modo, es digno de 
destacar el planteamiento de armonizar las medidas para que los usua­
rios con discapacidad tengan un acceso a los servicios más adecuado. 

Directiva 2002/58: de privacidad212 

El último instrumento del paquete de telecomunicaciones de 2002 en 
calidad de Directiva es la 2002/58/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de julio de 2002, relativa al tratamiento de los datos 
personales y a la protección de la intimidad en el sector de las comu­
nicaciones electrónicas (DO L 201, de 31 de julio). 

2
'

2Por su parte, esta Di rectiva se constituye con el fin de armonizar "las disposiciones de los 
estados miembros necesarias para garantizar un nivel equivalente de protección de las libertades 
y los derechos fundamentales y, en particular, el derecho a la intimidad, en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales en e l sector" (ibidem : 70]. 
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El objetivo de esta Directiva es el de proteger el derecho a la vida 
privada con especial referencia a la protección de datos en el sector de 
las comunicaciones electrónicas, así como asegurar la libre circulación 
de tales datos. También, este ordenamiento se propone crear confianza 
entre los usuarios en el uso de las nuevas tecnologías de la informa­
ción y los servicios que éstas ofrecen, tales como el correo electrónico 
y otros de internet. 

El punto en donde convergen la Directiva 2002/58 y el servicio uni­
versal es en la protección a los consumidores en cuanto a una garantía: 
la posibilidad de que aparezcan o no sus datos en las guías telefónicas 
que prevé el servicio universal. Esto es, los ciudadanos europeos debe­
rán "dar su consentimiento previo para que su número de teléfono (fijo 
o móvil), su dirección electrónica y su dirección postal" aparezcan en 
dichas guías (Unión Europea, 2008f) . 

Este texto legal también aborda temas como la confidencialidad de 
las comunicaciones, la retención de datos, los mensajes no solicitados 
(spam), los chivatos o cookies, entre otros aspectos esenciales. 

En el año de 2006 apareció una nueva Directiva acerca de la conser­
vación de datos y es sumamente importante en cuanto a la privacidad 
en el sector. Se trata de la Directiva 2006/24/CE del Parlamento Euro­
peo y del Consejo, de 15 de marzo de 2006, sobre la conservación de 
datos generados o tratados en relación con la prestación de servicios 
de comunicaciones electrónicas de acceso público o de redes públicas de 
comunicaciones y por la que se modifica la Directiva 2002/58/CE. 

Esta Directiva surge con el objeto de armonizar las disposiciones de 
todos los estados en relación con las obligaciones de los proveedores 
de servicios en el sector en cuanto a la conservación de datos. El punto 
que se persigue mediante estas disposiciones es "garantizar que tales 
datos estén disponibles con fines de investigación, detección y enjui­
ciamiento de infracciones" [ibídem]. 

Las cuestiones que aborda la Directiva son la categoría de datos a 
conservar, los periodos, requisitos y principios para dicha conserva­
ción. Estos últimos se refieren fundamentalmente a la seguridad de los 
datos conservados, ya que la normativa respeta la intimidad, privaci­
dad y protección de la información personal. 
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Directiva 2002/77: de competencia 

La Directiva 2002/ 77/CE, de la Comisión, de 16 de septiembre de 2002, 

relativa a la competencia en los mercados de redes y servicios de co­
municaciones electrónicas (DO L 249, de 17 de septiembre), tiene por 
objeto definir el marco para la preservación y fomento de la compe­
tencia en el sector. 

En esta Directiva se menciona en diversos momentos la necesidad 
de armonizar las condiciones de competencia respetando la presta­
ción de servicio universal establecida de antemano por la Directiva 
2002/ 22. 

En el considerando 4 expone que el servicio universal debe llevarse 
a cabo en un ambiente de apertura y de competencia, y establece los 
conceptos mediante los cuales se logrará minimizar la distorsión en la 
competencia que se menciona en la Directiva 2002/ 22 (considerando 
12), mientras se preserva la prestación del servicio universal. 

En el artículo 6 se refiere explícitamente a la obligación de servicio 
universal en un entorno de competencia y al coste neto del mismo, que 
se debe calcular de manera transparente, objetiva y no discriminatoria. 
También reitera lo establecido en la Directiva 2002/ 22 con respecto a 
las obligaciones de servicio universal impuestas a determinadas em­
presas y su participación en el fondo creado para financiarlo . 

Decisión 676/2002: espectro radioeléctrico 

Finalmente, como parte del paquete de telecomunicaciones que esta­
mos estudiando, aparece la Decisión 676/ 2002 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, sobre un marco regulador de 
la política del espectro radioeléctrico de la Comunidad Europea (Do L 

108, de 24 de abril). 
Esta Decisión es uno de los principales ordenamientos en materia 

de gestión del espectro que existen en la UE y se enfoca en establecer 
un marco de acción para este recurso, tomando en consideración los 
aspectos económicos, culturales, sociales, de seguridad, libre expre­
sión y hasta científicos al llevar a efecto su administración. También es 
fundamental tomar en cuenta que las frecuencias son bienes escasos y, 

216 \Vilma Arcllano Toledo 



por ello, que la UE entre en coordinación con organismos internaciona­
les tales como la UIT, la Conferencia Mundial de Radiocomunicaciones 
(CMR) y la mencionada CEPT, dentro del ámbito comunitario. 

Al interior de la Comisión Europea hay un Comité del espectro ra­
dioeléctrico que la asiste en las cuestiones referentes al mismo y tiene 
el fin de coadyuvar en la "definición, elaboración y aplicación de la 
política comunitaria" sobre el particular [Unión Europea, 2008g]. 

Entre los últimos actos que han tenido lugar en relación con la 
política del espectro, destacan los dos informes sobre la aplicación de 
la Decisión 676/2002, los cuales son: 

• La Comunicación de 2005, "Una política del espectro radioeléctrico que 
mire al futuro para la Unión Europea" (segundo informe) en donde se 
propone una "nueva estralegia213 para la optimización del uso del espec­
tro" [ibidem]. 
• La Comunicación de 2004, "Primer informe anual sobre la Política del 
espectro en la Unión Europea; grado de aplicación y perspectivas" (pri­
mer informe), en donde se pone de manifiesto que la misma ha sido sa­
tisfactoria. 

Para finalizar el análisis de este paquete de telecomunicaciones, 
sólo resta decir que el conjunto de iniciativas ha venido a reforzar, y 
en algunos casos a derogar, las medidas que hasta el momento había 
establecido la Unión al respecto. Este paquete se rige por el concepto 
y realidad de la convergencia y se constituye en referente amplio para 
todos los temas implicados. Hemos partido de aquí y no abundaremos 
más en el contenido de cada una de las directivas porque se han hecho 
demasiadas recopilaciones y revisiones de la historia de la legislación 
en telecomunicaciones de la UE. De este modo, sólo diremos que aspec­
tos relativos a cada norma irán apareciendo a lo largo de los siguientes 
apartados y en el análisis final. 

Por último, sólo hay que plantear que este marco general tuvo y ha 
tenido muchos aciertos, pero también algunas complicaciones, tales 

2 13"La nueva estrategia preconiza una mayor flexibilidad en e l acceso al espectro, de ma­
nera que los agentes del mercado tengan más libertad para utilizar sus recursos. A tal efecto, 
la Comisión propone que, de aquí a 2010, los derechos de uso exclusivos referidos a porciones 
importantes del espectro pasen a ser negociables con arreglo a unas normas que sean comunes al 
conjunto de la UE" !Unión Europea, 2008g). 
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como la distribución de competencias y división de facultades entre 
las distintas autoridades aludidas. 

Paquete de medidas que reforma el paquete de telecomunicaciones de 2002 

Recientemente y como consecuencia del interés de la Unión en man­
tener actualizado el marco jurídico de las telecomunicaciones y la 
sociedad de la información, se llevó a cabo un proceso de revisión del 
paquete de telecomunicaciones de 2002. 

Este proceso inició en el año de 2007 y continuó en 2008 con la 
aprobación del paquete de reformas que mencionamos y describimos 
brevemente en apartados anteriores con respecto a la creación de un 
mercado único de las telecomunicaciones en Europa. 

El paquete de reformas de 2007 fue aprobado en septiembre de 
2008 y consta de los siguientes elementos: 

a) "Directiva sobre legislar mejor", que contiene la propuesta de una Direc­
tiva que modifique las directivas marco, de acceso y de autorización;214 

b) "Directiva ciudadanos", que a su vez propone una Directiva que impli­
que modificaciones a las directivas de servicio universal, de privacidad y 
al Reglamento 2006/2004;215 

e) Propuesta de Reglamento por el que se crea la Autoridad Europea del 
Mercado de las Comunicaciones Electrónicas;216 

d) Comunicación de la Comisión sobre las ventajas del dividendo di­
gita1.217 

2 14 Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se modifican la 
Directiva 2002/21/CE relativa a un marco regulador común de las redes y servicios de comuni­
caciones electrónicas, la Directiva 2002/19/CE relativa al acceso a las redes de comunicaciones 
electrónicas y recursos asociados, y a su interconexión, y la Directiva 2002/ 20/CE relativa a la 
autorización de redes y servicios de comunicaciones electrón icas. COM (2007) 697 final. 

215 Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se modifican la 
Directiva 2002/22/CE relativa al servicio universal y los derechos de los usuarios en relación con 
las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas, la Directiva 2002/58/CE relativa al trata­
miento de los datos persona les y la protección de la intimidad en el sector de las comunicaciones 
electrónicas y el Reglamento (CE) núm. 2006/2004 sobre la cooperación en materia de protección 
de los consumidores. COM (2007) 698 final. 

2 16 Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se crea la Au­
toridad Europea del Mercado de las Comunicaciones Electrónicas. COM (2007) 699 final. 

217Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones, Aprovechar plenamente las ventajas del dividendo 
digital en Europa: un pla nteamiento común sobre el uso del espectro liberado po r la conver­
s ión digital. COM (2007) 700 fi nal. 
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El Parlamento Europeo aprobó ese nuevo paquete en el mes de sep­
tiembre, con el objetivo primordial de garantizar una mayor competen­
cia, misma que debe beneficiar aún más a los consumidores gracias al 
acceso a comunicaciones electrónicas más baratas y de mayor calidad. 

En el momento de realizar este libro aún no se encontraban dis­
ponibles para su consulta los textos definitivos del paquete aprobado. 
Además, todavía se encontraban en proceso de revisión algunos otros 
textos que serían sujetos a discusión en el mes de noviembre de 2008. 

Las etapas de este proceso se pueden resumir como sigue: en no­
viembre de 2007 la. Comisión propone reformar el marco general de las 
telecomunicaciones europeas; en junio de 2008 el Consejo de Minis­
tros de Telecomunicaciones dio sus primeros puntos de vistas sobre los 
textos jurídicos y las modificaciones propuestas; el Parlamento debatió 
la reforma primero en comisión y posteriormente en la plenaria de 
septiembre de 2008, que ya hemos mencionado, y en donde se aprueba 
este paquete. El 27 de noviembre de 2008 se tiene prevista una reunión 
del Consejo de Ministros de Telecomunicaciones, mientras que la vota­
ción en segunda lectura se llevará a cabo en abril de 2009. 

Cabe mencionar que de acuerdo con el artículo 250 del Tratado, la 
Comisión está facultada para modificar el paquete de telecomunica­
ciones y sus propuestas durante cualquier momento del proceso legis­
lativo. De ese modo, el 7 de noviembre de 2008 la Comisión presentó 
dos nuevos textos con propuestas de reforma en el sector de las comu­
nicaciones electrónicas, entre las que se incluyen, por ejemplo, que la 
Autoridad Europea de las Telecomunicaciones tenga menos funciones, 
pero al mismo tiempo que las autoridades regulatorias nacionales ten­
gan más independencia. 

Del mismo modo, se han presentado propuestas en materia de 
gestión del espectro (reforzando· los criterios y metas de la política 
cultural), así corno de inversión en nuevas redes, protección de los 
derechos de los consumidores (mayor transparencia y acceso y mejor 
información) y seguridad de los datos.218 

218"Reforma de las telecomunicac iones: la Comis ión presenta nuevos textos legislativos 
para allanar el camino hacia una transacción entre el Parlamento y el Consejo", en Press Room 
(Press Releases), portal de Ja Unión Europea, 7 de noviembre de 2008. Consultado el 20 de no-
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Los planes e-Europe: una sociedad de la información para todos 

Plan "e-Europe 2002" 

El llamado Plan e-Europe 2002 "Una sociedad de la información para 
todos" , tuvo, como el paquete de iniciativas citado, su génesis en Lis­
boa y de él cabe decir que ha sido el inspirador de planes en escala a 
nivel nacional, como es el caso del Plan Info XXI en España. 

El Plan e-Europe 2002, se consolidó en una reunión del COE (Con­
sejo Europeo) que fue celebrada en Lisboa en marzo de 2000219 y en 
donde se estableció como objetivo central hacer de Europa "la eco­
nomía más competitiva y dinámica del mundo". Pero sus orígenes se 
remontan a un año antes en la Comisión Europea, donde se lanzó la 
iniciativa con "el objetivo de poner a Europa en línea" [Comisión Co­
munidades Europeas, 2000: 2). 

Para complementar esta iniciativa del e-Europe 2002 la Comisión 
presentó una Comunicación sobre Estrategias de Creación de Empleo en 
la Sociedad de la Información. De igual manera, las Directrices Generales 
de Política Económica, según cita el propio documento de la CCE, se cons­
tituyen como el marco y contexto económico adecuado (ya que incluye 
las directrices que le favorecen) de la aplicación del e-Europe 2002. 

Coronil y Pampillón [2002: 130) nos indican que el proyecto de 
la UE de una sociedad de la información para todos se desarrolla en 
el marco de dos contextos, que a su vez están relacionados con las 
tecnologías de la información y la comunicación: las consideraciones 
de carácter microeconómico y las de carácter macroeconómico. Ahora 
veremos brevemente cuáles sÓn algunas de ellas. 

En el plano microeconómico se valora principalmente que internet 
ayuda a ampliar la competitividad y productividad de las empresas,22º 
viembre de 2008, disponible en: http://europa.eu/rapid/pressReleasesAction.do?reference= IP/08/ 
1661&format= HTML&aged=O&langu age=ES&guiLanguage= nl 

219El Consejo se reunió en la Cumbre de Lisboa del año 2000, catalogada, por sus conclus io­
nes, como la Cumbre de Internet. En ella se planteaba como objetivo que en la UE se dispusiera 
de "unos servicios de acceso a interne! baratos, rápidos y seguros" [Uxó, 2002: 50]. Este plantea­
miento es uno de los antecedentes de la inclusión de interne! como parle del servicio universal, 
aspecto que veremos cómo se ha incluido en la Directiva 2002/22 en su momento. 

22ºLas razones por las que esto ocurre se resumen en: abaratamiento de los factores de pro­
ducción, menor nivel de existencias, reducción del tiempo de llegada al mercado de los productos 
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lo cual ya es un hecho en Estados Unidos y debe ser aprovechado por 
las empresas europeas [ibídem: 131] . 

En segundo término, está el hecho de que internet ha traído consi­
go una nueva forma de intercambio de bienes y servicios: el comercio 
electrónico, con enormes potenciales dadas las distintas maneras en 
que puede darse, "entre consumidores y empresas, entre empresas y 
entre empresas y administraciones públicas" [loe. cit.]. También el co­
mercio electrónico puede contribuir a "intensificar el proceso de cons­
trucción del mercado interior" [ibídem: 132] facilitando el acceso. 

En tercer lugar, la mano de obra de internet que constituye el 
teletrabajo es otro factor a considerar entre las condiciones microeco­
nómicas , ya que puede ser un factor de disminución de las tasas de 
desempleo y una mejora de la calidad de vida de los trabajadores. 

Entre las consideraciones de tipo macroeconómico se pueden expo­
ner la revolución tecnológica de las telecomunicaciones y el desarrollo 
de la llamada nueva economía.221 El primer factor es muy importante, 
como luego veremos, en la delimitación de las políticas del sector y por 
esta razón el e-Europe lo ha considerado (siendo, como es, un plan que 
forma parte de las propias políticas de telecomunicaciones). 

Los objetivos del Plan, que es muy relevante tratar aquí por su 
relación directa con los planes nacionales establecidos por algunos 
de los gobiernos europeos y como entorno de las políticas de teleco­
municaciones que nos ocupan, son los siguientes y se ordenan en 
tres grupos: 

a) Una internet más rápida, barata y segura, que se compone de tres as­
pectos, como son: acceso a internet rápido y barato, una internet para 
investigadores y estudiantes, y redes seguras y tarjetas inteligentes; 
b) invertir en las personas y en la formación, que a su vez se compone de 
tres elementos básicos: acceso de la juventud europea en la era digital, 

y servicios, disminución de los costes de transacciones, mayor ámbito de actuación de las empre­
sas y menores costes de acceso al mercado [Coronil y Pampillón, 2002: 130-lj. 

22' Esta nueva acepción, la "nueva economía", "no significa que hayan dejado de regir los 
principios económicos básicos y fundamentales, como los que explican la existencia de los ci­
clos económicos. La posibilidad de que tengan lugar en el futuro perturbaciones de oferta o de 
demanda contractivas no ha desaparecido en absoluto. Es más, en el contexto de globalización 
de la economía mundial en que vivimos en el presente existen nuevos factores de incertidumbre, 
particularmente en lo que respecta a los aspectos financieros" [ibidem: 134). 
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trabajar dentro de una economía basada en el conocimiento, y participa­
ción de todos en la misma; y 
e) estimul_ar el uso de internet, cuyos componentes son: acelerar el comer­
cio electrónico, desarrollar y potenciar los servicios públicos por la red 
(acceso a la Administración) , la sa nidad en línea, la creación de conteni­
dos europeos digitales para un mercado mundial, y sistemas de transpor­
te inteligentes [Comisión Comunidades Europeas, 2000: 3). 

En esta tesitura, el coE supo que debía definir las acciones concre­
tas, que se perfilaron en torno a tres preguntas: ¿qué debería hacerse?, 
¿quién debe hacerlo? y len qué plazos debe realizarse? Con base en 
ello, se establecieron también tres métodos mediante los cuales se po­
drían alcanzar los objetivos del e-Europe 2002 y éstos se resumen en 
tres grandes políticas: 

a ) Acelerar la creación de un en torno legislativo adecuado;222 

b) apoyar nuevas infraestructuras y servicios en toda Europa;223 y 
e) aplicar el método abierto de coordinación y evaluación comparativa224 

[ibídem: 4). 

En el documento del Plan de Acción del e-Europe se manifiesta que 
el plan no tendrá acciones en demarcaciones fuera de la Unión, pero sí 
tendrá una incidencia en la política exterior comunitaria. Además, 

e-Europe contribuirá asimismo al desarrollo de una política más firme y 
preventiva en el ámbito de la sociedad considerada de modo global, en 
particular fomentando el enfoque europeo en foros como el G-8 (Grupo de 
los Ocho, esto es, los ocho países más industrializados del mundo y que 
incluyen a los del G-7: Francia, Alemania, Canadá, Estados Unidos, Japón, 

222En toda Europa se puso en marcha un proceso de propuesta y discusión de reformas 
legislativas, muchas de las cuales se llevaron a cabo tras la aprobación de este plan , pero que no 
han cumplido aún con Lodos sus objetivos, como veremos más adelante. 

223Esle aspecto se encontraba y se encuentra condicionado por la inversión privada, ya que 
los gobiernos no pueden hacer frente al reto financiero que supone. Sin embargo, también existe 
una parcela en la que se introduce financiamiento comunitario, pero su distribución y eficacia se 
corresponde con las actuaciones y las políticas efectuadas por cada gobierno. 

224"Este método tiene por objeto asegurar que estas acciones se lleven a cabo de manera 
eficiente, consigan el efecto deseado y tengan la fuerte incidencia necesaria en Lodos los estados 
miembros" [Comisión, 2000: 3). Por otra parte, este proceso pone de manifiesto la importancia 
del tema de la evaluación, de la que hablábamos en el capítulo 1 . 
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Italia y Reino Unido, a los que en 1998 se unió Rusia) , la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos (ocoE) y la Organización 
Mundial de Comercio (OMC) [loe. cit.] . 

Tras la revisión de estos elementos, queda claro lo que el plan se 
propuso y la manera de cumplirlo. En referencia a cuáles fueron los ob­
jetivos planteados por el Plan de Acción del e-Europe 2002, cuáles las 
exigencias del CoE al respecto, y qué respuestas dio el plan con estrate­
gias definidas, explicaremos en adelante algunos puntos al respecto. 

El primer objetivo es el de un internet más rápido, barato y seguro. 
Una de las solicitudes del coE al respecto era "la conclusión 'lo antes po­
sible en el 2001' del trabajo sobre las propuestas legislativas derivadas de 
la revisión del marco regulador de las telecomunicaciones y una mayor 
competencia en las redes de acceso local y el desglose del bucle local" 
[ibídem: 6]. Otra de las exigencias era la reducción mayor de los precios 
de acceso a la telefonía y a internet, lo cual proponía que se llevara a 
cabo tomando como base la Recomendación de la Comisión sobre el des­
glose del bucle local, que le parecía la "manera más rápida de avanzar 
hacia la existencia de un acceso de alta velocidad de internet a precios 
competitivos". Y finalmente, destaca la exigencia de que los ciudadanos 
de zonas apartadas tengan igualdad de oportunidades de acceso a las 
modernas redes de telefonía de segunda y tercera generaciones. 

Por su parte, la respuesta del e-Europe 2002 a estas cues tiones ha 
sido su recomendación del desglose del bucle local para finales del 
2000. Aunado a esto, se aplica otra iniciativa: la concesión de frecuen­
cias necesarias para los servicios multimedios. En cuanto al acceso 
a los grupos de zona alejadas, la respuesta del Plan es favorecer los 
proyectos que incluyan el uso de nuevas tecnologías como prioritarios 
para el desarrollo regional. Asimismo, dentro de los Fondos Estructu­
rales,225 la Comisión se comprometió a dar más apoyo a los proyectos 
relacionados con la sociedad de la información . 

225 La coordinación de los Fondos Estructurales se realiza en la Unión a través de la oc xv1, 

estableciéndose asimismo "los llamados marcos de apoyo, que junto al concepto del partenariado 
sirven para que el nivel regional tenga cauces en el proceso de toma de decisiones al margen de 
los estados centrales" [Gil, 2002: 113]. Cuando se menciona el nivel regional se refiere a las auto­
ridades locales, como es el caso de las CCAA en España o los liinder en Alemania. 
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En cuanto al objetivo 2 (invertir en las personas y en la formación) 
las exigencias, por ejemplo, sobre el acceso de la juventud europea a la 
era digital se resumen en los siguientes puntos: que los estados miem­
bros aseguren que todas las escuelas cuenten con acceso a internet y 
a los recursos multimedios; que los profesores obtengan capacitación 
para utilizar ambos recursos; que las escuelas de la Unión se conecten 
paulatinamente "a la red transeuropea de muy alta velocidad para las 
comunicaciones científicas por vía electrónica" [ibídem: 1 3], que se 
planeó poner en marcha en 2001. 

Las respuestas del e-Europe a es tas necesidades son, por un lado, 
la coordinación y apoyo para que los estados miembros lleven a efecto 
estos requerimientos -incluyendo la financiación de las mejores prácti­
cas y la creación de redes transfonterizas de escuelas- y, por el otro, el 
incremento de inversiones en las escuelas para la disposición de acceso 
a internet, con el fin de que al implantar dicho acceso no se descuiden 
otros aspectos cotidianos de la infraestructura educativa. Además, fue 
en ese momento que se planteó la creación de un programa de e-apren­
dizaje para la UE, mediante el cual la educación europea se adaptara a 
los parámetros de la sociedad del conocimiento. He ahí el nacimiento 
del programa e-Learning, del que hablaremos en otro apartado. 

PROGRAMA E-EUROPE 

Resumen cEurope 

O BJETIVO: Internet más rápida, barata y segura 

Respuesta 

Concesión de frecuencias multimedias. Favorecer proyectos con uso de T IC en regiones. Reco­
mendación desglose bucle local 

O BJETIVO: Invertir en las personas y en la fo rmación 

Respuesta 

Financiamiento, coordinación y apoyo a proyectos educativos. Red de escuelas lransfronterizas: 
inversión para acceso a interne! en escuelas. Programa e-Leaming 

O BJETIVO: Estimular el uso de interne! 
Respuesta 

Condiciones para crear un auténtico mercado europeo de comercio electrónico. Confianza al 
consumidor en e-comercio. Reformas para la conratación electrónica 

Fllcntc: Elaboración propia. 
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Con referencia al objetivo 3, estimular el uso de internet, las exi­
gencias son variadas, y se incluye por ejemplo el que las Pymes se 
integren de manera satisfactoria a las nuevas formas de trabajar (las 
que están determinadas por el uso de las TIC), que los ciudadanos ad­
quieran mayor confianza en lo que a comercio electrónico se refiere 
o que exista un mayor desarrollo de la contratación electrónica en la 
administración pública. 

Las respuestas del e-Europe incluyen una serie de medidas le­
gislativas y prácticas para crear un auténtico mercado europeo de 
comercio electrónico, así como la contribución del dominio "eu" en 
este terreno. Para lograr la confianza del consumidor en dicho co­
mercio, se plantea la necesidad de contar con "criterios comunes y 
transparencia", ya que la iniciativa privada está desarrollando diver­
sos esquemas para lograrlo, como los distintivos de confianza, pero 
necesitan una supervisión y calificación homogénea. Con respecto 
a la contratación electrónica en la administración, ésta tiene que 
difundirla con el apoyo de una serie de reformas legislativas que se 
proponen en escala comunitaria (véase la figura). 

Ahora bien, si nos preguntamos sobre la eficacia de este plan, 226 

una vez que se han puesto en marcha las estrategias para su aplicación, 
tenemos que: 

Desde el lanzamiento de la Iniciativa e-Europa por parte de la Comisión, 
los estados miembros han trabajado intensamente para alcanzar los obje­
tivos fijados en ella, como demuestra el informe elaborado por la Presi­
dencia francesa. Es preciso por ello, y para seguir avanzando en el de­
sarrollo de los citados objetivos, vincular más estrechamente estos trabajos, 
tanto garantizando su transparencia como a través de la coordinación y 
del ejercicio de evaluación comparativa. Un elemento clave de este pro-

226La Comisión de las Comunidades Europeas (CCE) asegura que "Gracias al e-Europe 2002 y 
al esfuerzo conjunto de todas las partes implicadas, se han conseguido importantes cambios y se 
han incrementado el número de ciudadanos y empresas conectados a interne!. Se ha reconfigura­
do el marco regulador de las redes y servicios de comunicaciones y del servicio electrónico y se ha 
abierto la puerta a nuevas generaciones de servicios móviles y multimedia. El Plan brinda opor­
tunidades de participación en la sociedad y ayuda a los trabajadores a adquirir la capacitación 
necesaria en una economía impulsada por el conocimiento. Además, lleva la informática e inter­
ne! a los centros escolares de la Unión, hace accesibles en línea a las administraciones públicas e 
ins iste en la necesidad de garantizar la seguridad en el mundo digital" [Comisión, 2002 : 2]. 
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ceso será la página web de e-Europa que se construirá en los próximos 
meses, la cual ofrecerá numerosos enlaces con las iniciativas nacionales 
afines, con el fin de que los trabajos en curso sean conocidos en toda la 
Unión Europea [ .. . ).en conclusión, para avanzar en estas actividades se 
hace necesario un compromiso permanente al más alto nivel. Así, el 
próximo Consejo de Europa que se celebrará esta primavera en Estocolmo, 
brindará la oportunidad de dejar cons tancia de los progresos conseguidos 
desde Lisboa y, si procede, de prever una profundización de la estrategia 
del e-Europe [Coronil y Pampillón, 2002: 149-150]. 

La predicción de estos autores ha sido correcta, ya que efectivamente 
se plantearon dichas expectativas en el Consejo de Estocolmo de marzo 
de 2001. Mediante la Comunicación de la Comisión al Consejo y al Par­
lamento Europeo titulada "e-Europe 2002: impactos y prioridades" en 
donde se hacía una revisión de los objetivos ya alcanzados y por alcan­
zar del plan, así como de los nuevos retos a tomar en consideración. 

Ejemplo de ello fueron las distintas propuestas que salieron del 
balance efectuado por la CCE, en donde quedó claro que había mucho 
por hacer, muchos puntos que completar. En el caso de las administra­
ciones públicas, por ejemplo, los avances eran notorios pero se nece­
sitaban fórmulas más amplias, porque "a menudo siguen anquilosadas 
en los métodos de trabajo tradicionales" [Comisión, 2001: 3], por lo 
cual no ha bastado con la introducción de nuevas tecnologías sino 
que es preciso cambiar las normas y formas de trabajo para lograr un 
verdadero aprovechamiento tecnológico. 

En lo que respecta a las estrategias que la VE debe llevar a cabo 
para lograr una sociedad de la información para todos y con base en 
el punto anterior (el sector público debe ir a la vanguardia en cuanto a 
las nuevas tecnologías), el Consejo propone que se establezca un marco 
regulador que propicie el crecimiento de las inversiones y el desarrollo 
del sector privado, ya que "actualmente el sector de internet es sufi­
cientemente grande para ejercer una influencia en toda la economía" 
[loe. cit.]. Esta fue una de las justificaciones para que el e-Europe 2002 

continuara sus acciones y se ampliara su recorrido con el e-Europe 

2005, ya que era y sigue siendo "un objetivo político fundamental". 
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De este modo, en el Consejo de Sevilla de junio de 2002 se presentó 
una Comunicación de la CCE, en la que se insiste en la necesidad de dar 
continuidad al e-Europe 2002. En este sentido, se plantearon los obje­
tivos del nuevo plan, con base en la experiencia del primero y las exi­
gencias y precisiones que se pusieron de manifiesto tras su aplicación. 

El plan e-Europe 2002 fue cerrado oficialmente en la Conferencia 
de Budapest del 26-27 de febrero de 2004, evento que a su vez mar­
có el inicio de la nueva inicitiva e-Europe 2005 [Comisión Europea, 
2005a: 2]. En la misma línea, el Comité Europeo Económico y Social 
(CEES) y el CR, dieron la bienvenida a la Comisión de Comunicación, 
que apoyará la transición de los estados miembros del modo analógico 
a la tecnología digital. 

Plan e-Europe 2005 

El Plan e-Europe 2005: Una sociedad de la información para todos 
reconoce corno métodos principales para la consecución de sus objeti­
vos, los siguientes: la creación de un entorno legislativo adecuado,227 

el impulso a la implantación de nuevas infraestructuras y servicios 
(confiando esta tarea principalmente a la iniciativa privada, en corres­
pondencia con las acciones de los estados y el financiamiento cornuni­
tario ) 228 y la aplicación del método de coordinación y evaluación com­
parativa (para denotar los avances que produce la puesta en marcha de 
iniciativas concretas en y entre cada uno de los estados miembros, con 
base en la recopilación de datos estadísticos sobre la economía basada 
en el conocimiento, tales corno las de Eurostat). 

Corno hemos dicho, el Consejo de Sevilla de 2002 aprobó el paso de 
la fase 2002 a la 2005 y el nuevo plan de acción se plantea la intención 
de ir más allá de los objetivos iniciales de "extensión de la conectividad de 
internet a Europa" y ampliar sus alcances con la traducción de esta co­
nectividad "en un aumento de la productividad económica y una mejora 
de la calidad y la accesibilidad de los servicios en favor del conjunto de 
los ciudadanos europeos, basándose en una infraestructura de banda 
ancha segura y disponible para la mayoría" [Unión Europea, 2006d: 1]. 

227 Uno de los actos que se enmarca en los objetivos de ambos planes viene a ser la Directi va 
de Servicio Universal, publicada en 2002; entre otras que veremos poco a poco. 

228Entre los que se encuentran , por supuesto, los de telefonía e interne!, relacionados con 
nuestro tema de interés. 
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De este modo, los objetivos del e-Europe se acercan mucho más a 
los conceptos de servicio universal, ya que no sólo se considera la ne­
cesidad de la conectividad, esto es, de un acceso, sino de que éste sea 
de calidad. Aun cuando en esa parte no menciona la asequibilidad, si 
que constituye uno de sus objetivos, que está incluido desde el e-Euro­
pe 2002, en el cual hemos visto que el objetivo se definía como "Una 
internet más rápida, barata y segura". 

En el año de 2004 -según consta en el Informe General sobre la 
Actividad de la Unión Europea, capítulo 9- se realizó una revisión 
intermedia del plan de acción e-Europe 2005, que confirmó "la perti­
nencia de los objetivos de la iniciativa" [Comisión Europea, 2005b: 1]. 
Como consecuencia, la Comisión propuso una serie de 15 acciones para 
acelerar los objetivos del plan en materia de alta velocidad, servicios 
públicos en línea y comercio electrónico. 

Las respuestas a estos tres puntos que se marcaron en ese momento 
como prioritarios han sido, en el ámbito de alta velocidad, un com­
promiso por parte de todos los estados miembros para llevar a cabo 
estrategias en ese sentido. Uno de los puntos que más atención tuvo 
fue el de "fomentar el acceso y la utilización de la alta velocidad en 
zonas con un déficit en las instalaciones" [ibidem : 2]. También interesó 
el asunto de la telefonía móvil de tercera generación (planteado desde 
e-Europe 2002) y se analizó la necesidad de un marco político y regu­
lador adecuado para su consolidación, aunque el informe no establece 
cuáles fueron los acuerdos o compromisos alcanzados. 

Además de lo anterior, la Comisión se propuso mejorar el alcance 
y los objetivos del programa e-Content (que abordaremos en otro apar­
tado) finalizado en el año 2004, con la creación del e-Contentplus, con 
validez de 2005 a 2008, que tiene por objetivo central el aumento "de 
las posibilidades de acceso, utilización y explotación de los contenidos 
digitales en Europa" [ibidem: 3]. De igual manera, la Comisión propuso 
el seguimiento y mejora de un programa para la utilización más segura 
de la red y las tecnologías de la información. 

Junto a todas estas acciones cabe destacar que la UE ha hecho diver­
sas recomendaciones, comunicaciones, directivas, y otros documentos 
de carácter vinculante y sin él, para apoyar las acciones de los e-Europe 

y, en general, de sus políticas de telecomunicaciones en general. 
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Si queremos visualizar los logros y fracasos de este programa en 
sus dos fases es preciso abordar unos cuantos datos estadísticos sobre 
la evolución del sector de las TIC y sobre la sociedad de la información. 
De acuerdo con la Comunicación de la Comisión titulada "Iniciativa 
i2010-Primer Informe Anual sobre la Sociedad de la Información Eu­
ropea" (el documento más reciente que valora la situación), el creci­
miento económico registró una mejora notable en 2005 y se ha previsto 
un aumento para el año siguiente de 2 por ciento. Se considera que los 
indicadores son aún mediocres, pues el documento realiza una compa­
ración con los obtenidos por Estados Unidos. 

Las cifras sobre el crecimiento del mercado de las TIC sugiere una 
exitosa contribución al desarrollo económico, con un índice de creci­
miento superior a la media (un incremento de ingresos de 3.6 por cien­
to en 2005). La inversión en el sector sigue estando rezagada compara­
da con la de los competidores de la UE, de acuerdo con lo manifestado 
en esta Comunicación. 

La convergencia digital ha sido uno de los objetivos centrales en 
materia de sociedad de la información y los resultados que cita la Co­
municación tienen lugar en dos sentidos: 

Por fin, la convergencia digital se está haciendo realidad. En 2004 y 2005 
se reanudaron las inversiones en redes y, en ese último año, la contrata­
ción de servicios de banda ancha aumentó un 60 por ciento. Los operado­
res de telecomunicaciones y de cable están ofreciendo servicios conver­
gentes, como por ejemplo, los servicios de triple oferta o la televisión a 
través de internet. Sin embargo, los ingresos generados por dichos servi­
cios no compensan las pérdidas registradas en relación con los servicios 
de voz, y el crecimiento general de los ingresos obten idos de las comuni­
caciones electrónicas se está aminorando. Hace falta acelerar los avances 
en materia de convergencia a fin de afirmar el liderazgo del sector de las 
comunicaciones electrónicas europeo. 

Paralela a la actuación de los e-Europe se han desarrollado progra­
mas específicos y de seguimiento que operan en su seno, como parte 
de aquéllos. Ahora describiremos brevemente en qué consiste cada 
uno de ellos. 
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Programa "Go Digital" 

El Programa "Go Digital" está orientado centralmente a ayudar a las pe­
queñas y medianas empresas a consolidar su inserción en la era digital. 

De este modo, en la propia web de la UE se define su objetivo como 
ayudar a las Pyme a "aprovechar plenamente" las TIC, pero especial­
mente el comercio electrónico. Este programa tiene su antecedente 
formal en la Comunicación de la Comisión del 13 de marzo de 2001 , 
Ayudar a 1as Pyme a pasar a la fase digital. La elaboración de este pro­
grama es una respuesta a las necesidades y objetivos planteados por 
los e-Europe en esta materia [Unión Europea, 2006]. 

PROGRAMA "GO-DIGITAL" -
Plan e-Europe 

Programa "Go Digital" 

! 1l 
Ayudar a las Pyme al uso de las TIC So. y 60. Programas Marco de Telecnologías 

- de la sociedad de la información 
Fuente: Elaboración propia. 

El programa hace un especial hincapié en la importancia del correo 
electrónico para el desarrollo de las Pyme. De hecho, se marca como 
meta central la de impulsar la adopción del correo electrónico en este 
tipo de empresas.229 

El "Go Digital" está conformado a su vez por un conjunto de ini­
ciativas que tienen sus objetivos concretos, los cuales básicamente se 
resumen en: 

a) Identificar los obstáculos a los que se enfrentan las Pyme; 
b) proponer medidas específicas para las Pyme; 
e) garantizar la coherencia y coordinación entre las medidas establecidas 
a nivel comunitario, nacional, regional y local; 
d) aprovechar las mejores prácticas y proceder a una evaluación. 
229El documento de la UE sostiene que "El objetivo de las iniciativas !del "Go Digital"! es 

ayudar a las Pyme a adoptar el comercio electrónico. Para conseguirlo, la Comisión se apoya en 
la red de Centros Europeos de Información Empresarial, que fomenta la evaluación de las políti­
cas nacionales a favor de las nuevas tecnologías de la información y el comercio electrónico y el 
intercambio de buenas prácticas" [Unión Europea, 20061. 
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Los puntos anteriores nos muestran un claro ejemplo de la configu­
ración y alcance de las políticas de la UE respecto de la sociedad de la 
información y, por supuesto, de las telecomunicaciones. A partir de los 
objetivos trazados en las cuatro transcripciones citadas vemos cómo se 
planean las políticas públicas comunitarias y cómo abarcan las fases de 
las que hablamos en el capítulo precedente, incluyendo la evaluación. 

Las iniciativas del "Go Digital" tienen una vinculación extra, ade­
más de la que se deriva de los e-Europe. Dichas iniciativas tienen por 
objeto optimizar los programas que las han financiado en el ámbito 
comunitario, como es el caso del programa anual "Tecnologías de la 
sociedad de la información", que se contextualiza en el Quinto Progra­
ma Marco de Investigación y Desarrollo Tecnológico, y del que actual­
mente otorga el financiamiento, esto es, el Sexto Programa Marco para 
las Tecnologías de la Sociedad de la Información. 

Por otra parte, dichas iniciativas se articulan mediante tres líneas 
de acción, que a su vez tienen distintas acciones que las comprenden. 
Se puede apreciar esto de mejor manera, en el siguiente cuadro. 

PROGRAMA "GO OIGJTAI:' 

Línea 1: Entorno para el comercio 
electrónico y espíritu empresarial. 
Evaluación comparativa de los 
resultados de las estrategias na­
cionales y regionales de apoyo al 
comercio electrónico. 
Medición de la adopción de las TIC 

y del comercio electrónico. 

Mejora del acceso a la informa­
ción y consideración de las obser­
vaciones de las empresas a la hora 
de elaborar políticas en el ámbito de 
la legislación sobre comercio elec­
trónico. 

Línea 2: Adopción del Línea 3: Competencias 
comercio electrónico. relacionadas con las 11c. 
Mayor sensibilización 
sobre el paso a la fase 
digital. 

Adopción del comer­
cio electrónico. 

Apoyo a las iniciativas 
industriales para nuevos 
programas de estudios 
centrados en las TIC. 

Creación de un grupo de 
control de las competen-
cias de las TIC en los es­
tados miembros. 

Creación de un me- Puesta en marcha de un 
can ismo de garantía programa de práctica en 
de préstamos para las Pyme. 
Pyme. 

1 nteroperabl id ad 
electrónico. 

del comercio Fomento para una me­
jor utilización de los 
fondos estructurales. 

F\Jente: Elaboración propia con infonnación de la Unión Europea (2006(. 
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Tal como se especificó en los objetivos e iniciativas del "Go Digital", 
se ha llevado a cabo un seguimiento de la eficacia de las políticas que 
supone y una evaluación al respecto . Por medio de la Comunicación de 
la Comisión al Parlamento Europeo al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones (CR), adaptar las políticas 
relativas al negocio electrónico en un entorno en continua mutación, 
se analiza la situación de las TlC en las Pyme desde la adopción del 
programa en 2001. 

Se reconoce que hay avances en cuanto a la infraestructura y 
el acceso a internet, de tal modo que ya no deben "considerarse un 
problema importante" [loe. cit.]. Lo que sí debe preocupar son las di­
ferencias en la calidad de acceso, la diferencia en cuanto a las grandes 
empresas y la disparidad del mismo acceso de unos países a otros (los 
estados miembros mediterráneos se consideran deficitarios en este 
aspecto) , así como la integración efectiva de las TIC en el proceso 
empresarial. 

Programa e-Content 

En referencia al Programa e-Content que se presentó para la primera 
fase del e-Europe, es decir la de 2002, la UE lo estableció con el fin de 
apoyar la producción de contenidos digitales y el fomento de la diversi­
dad lingüística. Su duración se estipuló para el periodo de 2001-2004, 
y a partir del periodo siguiente fue sustuido por el e-Contentplus de la 
fase 2005 del e-Europe. 

Este programa, que lleva por subtítulo "Contenidos digitales eu­
ropeos en las redes mundiales", tiene como objetivo primordial el de 
financiar "proyectos transnacionales de difusión digital de la infor­
mación pública y de contenidos digita les basados en la diversidad 
lingüística y cultural" [Unión Europea, 2006b]. En principio se plantea 
favorecer el acceso a productos y servicios de contenidos digitales de 
calidad y fomentar su utilización. 

El fundamento normativo de este programa se encuentra en la 
Decisión 2001/48/CE del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, por 
la que se adopta un programa plurianual comunitario de estímulo 
al desarrollo y al uso de contenidos digitales europeos en las redes 
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mundiales y de fomento de la diversidad lingüística en la sociedad 
de la información. 23º 

Tomando en cuenta el contexto europeo y mundial y la impor­
tancia de la creación de contenidos digitales, el e-Content considera 
que los mismos tienen la capacidad "para mejorar el desarrollo pro­
fesional, social y cultural" [loe. cit.] . Sus alcances se valoran en dos 
terrenos: en el plano individual, porque fomenta la creatividad y ca­
pacidad innovadora del individuo, y en el plano comunitario, porque 
colabora a la productividad, el crecimiento económico y el empleo. 

Los objetivos del e-Content según explica la UE, son los siguientes: 

a) Contribuir en el estimulo de uso y acceso de toda la población a inter­
net a través de una mayor disponibilidad de los contenidos digitales eu­
ropeos en las redes mundiales; 
b) dar impulso al acceso y a la utilización del potencial de los conteni­
dos digitales europeos y promover un uso más eficaz de la información 
pública; 
e) fomentar la diversidad cultural y el multilingüismo en los contenidos 
digitales de las redes mundiales, así como aumentar las posibilidades de 
exportación de las empresas europeas de contenidos por medio de la 
adaptación cultural y lingüística de los destinatarios; 
d) propiciar condiciones que favorezcan la disminución de la fragmenta­
ción del mercado y para la comercialización, distribución y uso de conte­
nidos digitales europeos con un doble objetivo: fomentar la actividad 
económica y mejorar los niveles de empleo [loe. cit.]. 

Las líneas de actuación que el e-Content prevé desarrollar para la 
consecución de los objetivos son, en resumidas cuentas, las siguien­
tes: mejorar el acceso y el uso de la información pública; reforzar la 
producción de contenidos y aumentar el dinamismo de los mercados 
de contenidos digitales en Europa. 

23ºLa Decisión consta de 8 artículos y 26 considerandos, además de los anexos con las líneas 
de actuación a llevar a efecto para la consecución de los objetivos que se plantea. Este docu­
mento destaca que en la evolución y desarrollo de la sociedad de la información los contenidos 
digitales juegan un importante papel; de hecho, "en la actualidad [la fecha de la Decisión es 
2001, como hemos visto], cuatro millones de europeos están empleados en e l sector de los con­
tenidos digitales. Para la ejecución del presente programa puede resultar adecuado emprender 
actividades de cooperación internacional con organizaciones internacionales y terceros países" 
(considerandos 3 y 24). 
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El ámbito de aplicación del programa se puede apreciar en la si­
guiente figura. 

Fuente: Elaboración propia. 

PROGRAMA E-CONTENT 

Contenidos digitales 
en cultura, educación, política social, 

datos geográficos, comercio, 
medio ambiente y turismo ... 

En el documento de la UE al respecto del e-Content que hemos veni­
do citando se enumera un acto conexo mediante el cual se ha reforzado 
la actuación del programa. Dicho acto es la Propuesta de Decisión del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de febrero de 2004, por la que 
se establece un programa plurianual comunitario de incremento de las 
posibilidades de acceso, uso y explotación de los contenidos digitales 
en Europa. 

Este acto refuerza al e-Content mediante la propuesta de creación 
de un nuevo programa que le sustituya y mejore sus ámbitos de actua­
ción a su finalización. Como hemos visto, su fin tuvo lugar en 2004, 
por lo cual se creó el siguiente programa plurianual de 2005-2008, 
llamado e-Contentplus y que veremos en su momento. 

Programa "e-Goverment" 

Como parte de las actuaciones para consolidar la eficacia del e-Europe 
2005 se creó el programa "e-Goverment", referido a la administración 
electrónica. Se considera que la misma es un elemento clave para 
coadyuvar a la mejora en la prestación de servicios públicos más efi-
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caces y de mayor calidad. También se deriva de lo anterior la reduc­
ción de espera por parte de los administrados y, muy importante, el 
aumento de la transparencia y la rendición de cuentas que, como ya 
observamos en el capítulo anterior, es sumamente necesario. 

La Comunicación de la Comisión, de 26 de septiembre de 2003, al 
Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social Euro­
peo y los Comités de las Regiones, el papel de la administración elec­
trónica en el futuro de Europa, se encargó de visualizar los obstáculos 
para el desarrollo adecuado del "e-Goverment". 

En primer lugar, define la administración electrónica como "la 
utilización de las tecnologías de la información y la comunicación en 
las administraciones públicas, asociada a cambios en la organización 
y nuevas aptitudes del personal" [Unión Europea, 2006c]. 

En esta tesitura se tienen que mejorar los servicios públicos como 
consecuencia de la aplicación del programa, así como reforzar los pro­
cesos democráticos y ayudar a las políticas públicas. 

Al realizar un balance de la situación que primaba en el momen­
to de su emisión, esta Comunicación establece que se han registrado 
progresos en la puesta en marcha de servicios públicos en línea. Pero 
también expone tres características que ayudan a comprender dicha 
situación: en primer lugar, servicios a la población que ayudan a la 
vida cotidiana del ciudadano y a mejorar la relación "administrador­
administrado";231 en segundo, servicios a las empresas que mejoran la 
productividad con la existencia y uso de la administración electrónica 
y, en tercer lugar, servicios entre administraciones, con lo que se re­
fuerzan las relaciones entre los ámbitos regional, local y nacional, así 
como el comunitario. 

Los obstáculos que se han encontrado, según esta Comunicación, 
son los siguientes y se constituyen en acciones prioritarias para su 
seguimiento: 

23' En este tema, se sostiene que "La administración electrónica facilita no sólo la obten­
ción de la información ofrecida por los poderes públicos, s ino también las transacciones de los 
administrados, reduciendo los plazos de espera. Gracias, en particular, a los foros en línea, a 
las sa las de debate virtuales y a las votaciones electrónicas, los ciudadanos pueden interrogar 
di rectamente a los responsables y expresar su opinión sobre las políticas públicas" [Unión 
Europea, 2006c]. 
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a) Acceso para todos, lo que se considera como una condición inexcusa­
ble, sin la cual no sería posible el desarrollo de la administración electró­
nica, de lo cual el riesgo constituiría la fractura digital por la diferencia 
en las condiciones de acceso;232 

b) confianza de los usuarios, a través de accesos con total seguridad, la 
confidencialidad de los datos y la seguridad de las transacciones y comu­
nicaciones digilales;233 

c) contratación pública, en donde tiene una especial importancia el uso 
de las TIC, ya que las "operaciones tradicionales de contratación pública 
son largas y dilatadas y consumen muchos recursos"; 
d) servicios paneuropeos, ámbito en el cual se han creado los servicios 
EURES234 Y PLOTEUS,235 los cuales pueden ser muy productivos para el impulso 
de la movilidad del mercado interior pero tienen el problema de que puede 
haber dificultad de acceso por parte de todos los ciudadanos de toda la UE; 

e) interoperabilidad, para la cual se elige el medio "en virtud del cual se 
interconectan los sistemas, la información y los métodos de trabajo" y en 
donde la problemática surge con el planteamiento siguiente: no sólo hay 
que interconectar ordenadores, sino también tomar en cuenta cuestiones 
organizativas [/oc. cit.]. 

Por su parte, y en respuesta a los obstáculos encontrados, se cons­
tituyen una serie de acciones para solventar la eficacia del "e-Gover­
ment", las cuales son: 

a) Reforzar los intercambios de buenas prácticas, que exigen un compro­
miso real y a largo plazo de las partes involucradas y que incluyen tecno­
logía, formación y organización;236 

232La respuesta en este tema, dice la Comunicación, es potenciar la educación en el uso de 
las TIC. Este objetivo se enlaza a su vez con los del e-Learning, que veremos en el siguiente apar­
tado. A esto se añade la aplicación de lo que denominan enfoque multiplataforma, para distintas 
plataformas digitales. 

233El camino que debe llevarse a cabo en este ámbito es el fomento de las "tecnologías que 
protejan la intimidad en la administración electrónica, en particular mediante los programas co­
munitarios adecuados. De manera más general , seguridad en la redes y en la información, la lucha 
contra la ciberdelincuencia y la seguridad de funcionamiento son condiciones previas para una 
sociedad de la información sostenible, constituyendo por lo tanto cuestiones políticas centrales 
para la Unión Europea" [/oc. cit.]. 

234Portal Europeo sobre la movilidad del empleo. 
235Sobre las posibilidades de educación y formación en Europa. 
236 En este sentido, "el intercambio de experiencias y la imitación de las mejores prácticas 

puede generar ahorros en el proceso de generalización de los servicios. Contribuye además 
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b) efecto de palanca de las inversiones, ya que se considera que las actual­
mente existentes mediante el Sexto Programa Marco de Investigación, los 
programas e-TEN237 E IDA,238 además de la inversión en prioridades regio­
nales a través de los Fondos Estructurales son insuficientes.239 

Como actos conexos que se han llevado a cabo, en este caso para 
la evaluación del programa, se encuentran el Cuarto y Quinto estudios 
anuales sobre la administración electrónica. 

Programa e-Learning 

Por su parte, y también como parte de los esfuerzos del e-Europe 2005, 
el e-Learning ha sido un programa con un gran presupuesto e impor­
tantes esfuerzos para llevarlo a cabo, ya que su función se refiere a un 
aspecto estratégico de la Unión. 

El programa e-Learning se constituye con la idea central de utilizar 
la tecnología en el aprendizaje continuo. Está compuesto por una serie 
de acciones en aspectos prioritarios, que se han elegido de acuerdo con 
su aportación a la modernización en este sentido. 

El programa tiene, de acuerdo con esto, cuatro líneas de acción 
fundamentales: el fomento de la alfabetización digital ("especialmente 
[para] aquellas personas que debido a su situación geográfica, a sus 
circunstancias económicas o a sus necesidades especiales no puedan 

a la preparación de la interoperabilidad y el inlerfuncionamienlo entre adminis traciones" 
[/oc. cit.]. 

237Este programa es muy importante en cuanto al tema que estamos tratando en esta inves­
tigación, por lo cual lo abordaremos más ampliamente en un apartado posterior. 

238Las siglas de este programa significan Intercambio de Datos entre las Administraciones y 
tiene por objetivo central regular lodos los aspectos concernientes a este tema, incluyendo estu­
dios sobre el uso de software libre para las administraciones europeas. Su objetivo se traduce en: 
asesoramiento, acceso e implantación de redes lranseuropeas para el intercambio de electrónico 
de datos en las administraciones. 

239Así lo considera la Comunidad, y para argumentarlo expone lo siguiente: "Los gastos 
anuales en el ámbito de las TIC en la administración pública ascienden a 30,000 millones de euros 
aproximadamente, de los cuales una parte cada vez más importante (unos 5,000 millones actual­
mente) se refiere a la administración electrónica. Además la Comisión insiste en que estos gastos 
deben ir acompañados de inversiones aún más cuantiosas en organización y recursos human os. En 
total, las inversiones necesarias deberían ascender a varias decenas de miles de millones de euros 
al año. El apoyo a nivel europeo debe orientarse, por consiguiente, a maximizar el efecto de palanca 
de las inversiones muy superiores a nivel de los estados miembros" [/oc. cit. ]. 
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acceder fácilmente a la educación y la formación tradicionales"); el 
impulso de los campus europeos virtuales ("mediante el fomento de 
nuevos modelos organizativos para las universidades europeas");24º el 
hermanamiento electrónico de centros de enseñanza europeos;241 el fo­
mento de la formación del profesorado ("desarrollar la conexión en red 
de centros de enseñanza [con la] sensibilización de los jóvenes respecto 
al modelo europeo de sociedad multilingüe y multicultural"); y, final­
mente, las acciones transversales para la promoción del e-Learning en 
Europa ("se hará especial hincapié en la divulgación de los resultados 
de proyectos de "e-Learning [ ... ] en el apoyo a las redes europeas [ ... ] y 
en la cooperación con otros proyectos internacionales, como los de la 
OCDE y la UNESCO") [Elearning Europa, 2003]. 

Así, el objetivo del programa se resume en lo siguiente: el mejor 
uso de las TIC para los fines educativos. 

El documento legal que da sustento a este programa es la Decisión 
2318/ 2003/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de diciembre 
de 2003, por la cual se adopta un programa plurianual (2004-2006) para 
la integración efectiva de las tecnologías de la información y la comuni­
cación (TIC) en los sistemas de educación y formación en Europa. 

Además de lo especificado, los objetivos centrales que definen al 
programa son: 

a) Inspeccionar y emprender las formas para que el aprendizaje electró­
nico sea utilizado con el fin de intensificar la cohesión social, el desarro­
llo personal, impulsar el diálogo intercultural, luchar contra la brecha 
digital, etcétera ; 
b) fomentar y desarrollar el uso de dicho aprendizaje electrónico "como 
un factor que permita la aplicación del pardigma de la educación y la 
formación permanente en Europa" [Unión Europea, 2006e]. 

2
•

0Además de los campus virtuales, se prevé la movilidad virtual (planes de intercambio y 
puesta en común) mediante los sistemas de cooperación europeos como el Erasmus o el proceso 
de Bolonia. Igualmente, el concepto de aprendizaje electrónico se pretende aplicar a todas las 
categorías de la educación europea (Sistema Europeo de Transferencia de Créditos, curso master 
europeo, garantía de calidad, movilidad, etcétera). 

241 A esta acción se le ha denominado E1\vinning y fue iniciada el 14 de enero de 2005, con 
el fin de que dicho hermanamiento permita a "todos los centros escolares europeos entablar 
colaboraciones pedagógicas con un centro escolar situado fuera de Europa, fomentando así el 
aprendizaje de idiomas y el diálogo intercultural" !Unión Europea, 2006eJ. 
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e) dar paso a una cooperación más estrecha entre los países miembros en 
cuanto al aprendizaje electrónico, tanto en lo referente a programas comu­
nitarios como a las acciones de los miembros; 
d) desarrollar mecanismos para favorecer la mejora de la calidad educati­
va, también en el ámbito del aprendizaje electrónico, como sucede con la 
educación que se lleva a cabo de modo convencional. 

Todos los países miembros se verán fortalecidos y favorecidos por 
las medidas del e-Learning en un campo estratégico y tan importante 
como es la educación para el desarrollo económico y social de los 
países. En algunos casos, las acciones de este programa serán aún más 
valiosas, sobre todo en aquellos en donde los índices de educación no 
son tan altos como en las naciones más ricas y en donde la alfabetiza­
ción digital tiene bajos niveles. 

En el caso de España, "persiste en un analfabetismo digital de gra­
ves consecuencias futuras" [Delicado, 2005: 1), con lo cual las acciones 
de este programa pueden contribuir positivamente a un adelanto en 
este terreno. Según este autor, España se encuentra en el lugar número 
29 de la alfabetización digital,242 con lo cual: 

Una grave deficiencia que nos resta competitividad y eficiencia como 
economía de primer mundo (España es, por PIB, la novena potencia eco­
nómica mundial) y posibilidades y recursos como ciudadanos dependien­
tes de una Administración que también precisa una urgente conversión a 
la Sociedad de la Información y del Conocimiento [ibidem: 2]. 

En este sentido, vemos cómo la alfabetización digital y el campo 
educativo en general son un elemento altamente importante para el 
desarrollo de una Nación. 

Programa e-Contentplus 

El programa e-Contentplus, que como su nombre indica es el sucesor 
del e-Content, se le asignó un presupuesto de 163 millones de euros y 
su duración se prevé para el periodo 2005-2008. 

242Se basa en el Networked Readness lndex (que elabora el World Economic Forum), que 
mide el grado de alfabetización digital de un ciento de países. 
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El objetivo se desprende del primer e-Content, es decir, para favo­
recer los contenidos europeos digitales, pero es más específico que su 
antecesor, "al tener por objeto favorecer la combinación de la infor­
mación procedente de distintos sistemas, independientemente de su 
formato, lengua o ubicación" [Unión Europea, 2006b]. 

De esta forma, el logro de dicho objetivo permitirá reducir nota­
blemente la fragmentación de los contenidos digitales europeos y su 
mercado, con lo cual se tendrá también una mayor accesibilidad y una 
facilidad en el uso de la información geográfica, material educativo y 
contenidos culturales. 

El acto por el cual se sustenta este programa es la Decisión 456/2005/ 
CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2005, por 
la que se establece un programa plurianual comunitario de incremento 
de las posibilidades de acceso, utilización y explotación de los conte­
nidos digitales en Europa. 

De lo anterior se deriva que este programa sólo se centrará en tres 
tipos de información: datos geográficos, material educativo y conteni­
dos culturales. 

Como el programa que hemos visto en el apartado precedente, el 
e-Contentplus, se circunscribe a las acciones derivadas del e-Europe 
2005 y por tanto, al conjunto de medidas que se previeron para crear 
las condiciones favorables para la innovación y la creatividad en el 
mercado de los contenidos, como es el caso de dos acciones: el progra­
ma MEDIAplus y, en su momento, la revisión de la Directiva Televisión 
sin Fronteras. 

Para lograr los objetivos previstos, el programa se propone las si­
guientes líneas de acción fundamentales: 

a) Favorecer el uso, aprovechamiento y acceso a los contenidos digitales 
europeos; 
b) propiciar el incremento en la mejora de la calidad en cuanto a conteni­
dos digitales; 
e) ayudar al reforzamiento de las actividades de los agentes del sector y a 
su cooperación [Unión Europea, 2006g]. 

Otro de los ámbitos para el logro de objetivos es el de definir las 
áreas prioritarias en donde se centrarán principalmente las acciones. 
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El e-Contentplus ha delineado tres: información geográfica (con más 
bases de datos nacionales y la creación de bases de datos transfon­
terizas), 243 materiales educativos (mediante el desarrollo de fondos 
abiertos europeos de objetos digitales)244 y contenidos culturales, infor­
mación científica y contenidos escolares (basado fundamentalmente 
en infraestructuras de información con contenidos digitales y recursos 
científicos). 245 

Finalmente, diremos que este programa tiene una serie de actos co­
nexos, entre los que destacan la Decisión 2004/387/CE246 (DO L 144, de 
30 de abril), la Decisión 2318/2003/CE247 (DO L 345, de 31 de diciembre) , 
la Decisión 2256/ 2003/CE248 (DO L 336, de 23 de diciembre) , la Decisión 
276/99/CE249 (DO L 33, de 6 de febrero), y el Reglamento 2236/95/CE25º del 
Consejo, de 18 de septiembre de 1995, por el que se determinan las nor­
mas generales para la concesión de ayudas financieras comunitarias en 
el ámbito de las redes transeuropeas (DO L 228, de 23 de septiembre). 

24 3Este paso pretende facilitar "el establecimiento de servicios de info rmación a escala de la 
UE basados en datos procedentes del sector de los transportes, la navegación, la intervención de 
emergencia y la gestión del medio ambiente" [Unión Europea, 2006g]. 

244En cuanto a este punto, los objetos digitales estarán destinados tanto a las comunidades 
ed ucati va e investigadora , como a la particular. De este modo, "las actividades del programa 
concernientes a las empresas favorecerán la creación de servic ios transeuropeos de agentes in­
termediarios de contenidos digitales destinados al aprendizaje. Respaldarán la aparición de una 
infraestructura de información adecuada y fomentarán la utilización de modelos abiertos para 
estimular el despliegue de unos servicios efectivos paneuropeos de aprend izaje" [/oc. cit.] . 

245Se planea una mejor utilización de estos recursos científicos y cu lturales con la instaura­
ción de bibliotecas virtuales y de memorias comunes. 

246Decisión 2004/387/CE. del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, 
relativa a la prestación interoperable de servicios paneuropeos de administración electrónica en 
el sector público, las empresas y los ciudadanos. 

247 Decisión 2318/2003/CE, de l Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de diciembre de 
2003, por la que se adopta un programa plurianual (2004-2006) para la integración efectiva 
de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) en los sistemas de educación y 
formación en Europa. 

248 0ecisión 2256/2003/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de noviembre de 
2003, por la que se adopta un programa plurianual (2003-2005) para el seguimiento de Plan 
de acción e-Europa 2005, la difusión de las buenas prácticas y la mejora de la seguridad de las 
redes y la información. 

249Decisión 276/99/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de enero de 1999, por la que 
se aprueba el plan plurianual de acción comunitaria para propiciar una mayor seguridad en la utiliza­
ción de interne! mediante la lucha contra los contenidos ilícitos y nocivos en las redes mundiales. 

ZS-OReglamento 2236/95, del Consejo, de 18 de septiembre de 1995, por el que se determinan 
las normas generales para la concesión de ayudas financieras comunitarias en el ámbito de las 
redes transeuropeas. 
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Programa e-Health 

De este programa hablaremos muy brevemente, por no estar relaciona­
do tan directamente con el tema de es ta investigación, y sólo diremos 
que se refiere a la salud en línea, esto es, a la mejora de la sanidad y la 
asistencia sanitaria por medio de las TIC. 

Los objetivos que persigue es que mediante atención a la salud en 
línea se pueda prestar atención médica con menos costes o con costes 
constantes y al mismo tiempo reducir márgenes de error y el tiempo 
de espera. 

Entre las medidas prácticas para hacer una realidad la "salud en 
línea" el programa establece, por ejemplo, la aplicación informática de 
las recetas médicas, los expedientes médicos, la identificación de los 
pacientes y las tarjetas sanitarias; más aún, mediante el despliegue del 
internet de banda ancha para fines sanitarios. 

El acto que conlleva la creación del e-Health es la Comunicación 
de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Econó­
mico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, de 30 de abril de 
2004, titulada "Salud en línea, mejorar la asistencia sanitaria para los 
ciudadanos europeos: plan de acción para un espacio europeo de salud 
en línea". 

Programa e-Ten 

Por su parte, el programa e-Ten no sólo se circunscribe a las acciones 
del e-Europe, sino a un marco mucho más amplio y de gran interés 
para nuestro lema de interés. Nos referimos a que el e-Ten constituye 
un elemento de la política de redes transeuropeas de la VE. Su nombre 
oficial es Ten-Telecom y las tres primeras letras son la abreviatura de 
Trans-european Telecommunica tion Network. 

Su objetivo central es el de apuntalar la formación y expansión tran­
seuropeos de servicios y aplicaciones electrónicas. Entra en coordina­
ción con los fondos estructurales de la Unión, ya que en los mismos hay 
"una rúbrica directamente relacionada con las telecomunicaciones" 
[Gil, 2002: 112) que es la referida a las redes transeuropeas. 

Este programa nos interesa enormemente en su contenido, no 
sólo por ser propiamente referente a telecomunicaciones, sino por-
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que su afán principal está en apoyar los servicios públicos, y en 
concreto "fomenta el uso innovador de servicios en línea y contri­
buye a establecer un modelo económicamente viable para es te tipo 
de servicios" . 

El documento y acto legal que da sustento en este caso al progra­
ma es el Reglamento 2236/95/CE, del Consejo, de 18 de septiembre 
de 1995, por el que se determinan las normas generales para la con­
cesión de ayudas financieras comunitarias en el ámbito de las redes 
transeuropeas. 

El contenido principal y misión del programa podrían resumir­
se de la siguiente manera: "El programa e-Ten se creó para apoyar 
la interconexión de redes en el ámbito de las infraestructuras de 
telecomunicaciones, así como el establecimiento, el desarrollo y 
la accesibilidad de servicios y aplicaciones interoperables" [Unión 
Europea, 2006i] . 

Los objetivos del programa son los siguientes: 

a) Coadyuvar a la transición a la sociedad de la información, dando por 
resultado al mismo tiempo, un proceso de experiencia positiva sobre los 
efectos del establecimiento de las redes y servicios de telecomunicaciones 
en beneficio de actividades sociales; 
b) dar paso a una mayor competitividad de las empresas europeas, sobre 
todo las Pyme, en el ramo de las telecomunicaciones; 
e) fortalecer los procesos de cohesión social, ya que al unir zonas insulares 
o periféricas se consigue un buen paso para este fin; 
d) apresurar el desarrollo de actividades relacionadas con la creación de 
empleo. 

En este sentido, el programa se relaciona con proyectos de interés 
común, apoyándolos y alimentándose de ellos, tales como el e-Govern­
ment, e-Health , e-lnclusion,251 e-Learning, además de algunas acciones 
no contenidas en programas específicos. Igualmente se coordina con 
otros programas comunitarios que no componen el e-Europe, como es 
el caso del Programa de investigación sobre tecnologías de la sociedad 

251 Relacionado con el "fomento de la participación de las personas minusválidas y de la 
lercera edad en la sociedad de la información" !Unión Europea, 2006i]. 
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de la información (programa IST)252 y el Programa de intercambio de 
datos entre administraciones (IDA).253 

Según los planificadores de este programa, la diferencia que tiene 
con respecto a otros similares es que tiene un "enfoque centrado en 
la preparación para el lanzamiento de un servicio o una aplicación" 
[loe. cit.]. Dicho enfoque incluye la fase de estudio de la viabilidad 
técnica, así como la de la validación254 y despliegue del servicio o 
aplicación en concreto. 

Programa Modinis 

Finalmente, el programa Modinis, que viene a completar la serie de 
acciones del e-Europe 2005 y cuyo objetivo es muy distinto del de 
todos los anteriores, ya que se encarga de dar seguimiento a la efica­
cia del propio plan mediante las acciones que describiremos en este 

apartado. 

252EL tST forma parle del Sexto Programa Marco y se encuentra naturalmente en e l apar­
tado de tecnologías de la información. Tiene como objetivo "estimular el desarrollo de las 
tecnologías en los ámbitos de los materiales, los programas informáticos y las aplicaciones 
con el fin de aumentar la competitividad de la industria europea y brindar a los ciudadanos 
europeos la oportunidad de participar en la soc iedad del conocimiento" [Unión Europea, 
2006j]. El acto por el cual se sustenta el IST es la Decisión 2002/835/CE, del Consejo de 30 de 
septiembre de 2002 por el que se aprueba el programa específico de investigación, desarrollo 
tecnológico y demostración denominado "Estructuración del Espacio Europeo de Investiga­
c ión" (2002-2006]. 

253En cuanto al ID/\, su sustento legal se encuentra en dos actos: la Decisión 1719/1999/CE, 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de julio de 1999, sobre un conjunto de orientaciones, 
entre las que figura la identificación de los proyectos de interés común, relativo a las redes tran­
seuropeas destinadas al intercambio electrónico de datos entre administraciones (IDA); y, segun­
do, a la Decisión 1720/1999/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de julio de 1999 por 
la que se aprueba un conjunto de acciones y medidas al objeto de garantizar la inleroperabilidad 
de las redes telemáticas lranseuropeas destinadas al intercambio electrónico de dalos entre las 
administraciones (IDA), así como el acceso a las mismas; modificada por la Decisión 2045/2002/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2002, por la que se modifica la Deci­
sión 1720/1999/CE. El objeto de este IDA se resume del siguiente modo: '"El programa lnterchange 
of Dala belween Administrations (TOA) tiene por objeto facilitar el desarrollo y la aplicación ope­
rati va de redes telemáticas lranseuropeas de intercambio de datos entre las administraciones de 
estados miembros y las instituciones europeas" [Unión Europea, 2006k]. 

254 "La fase de validación const ituye el punto crítico de un proyecto, ya que se trata de la 
validación de hipótesis hechas en términos de costes operativos, ingresos potenciales y ahorro 
y beneficio para e l público. El programa e-Ten financia proyectos ayudándoles a pasar la fase 
denominada business case (una buena idea de servicio) a la de business plan (el plan de negocios 
destinado a concretar una idea)" [loe. cit.]. 
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Este programa forma parte de las metas del Consejo Europeo de 
Lisboa del 2000 (ya citado aquí)255 y de la necesidad de impulsar una 
economía del conocimiento que anime el acceso de la ciudadanía 
europea a las TIC. Pero en específico, el objeto del Modinis es preci­
samente el mencionado seguimiento del e-Europe 2005, mediante "la 
difusión de las buenas prácticas, una comparación de los resultados 
de los estados miembros y el apoyo a las acciones de sensibilización 
destinadas a reforzar la seguridad de las redes y de la información" 
[Unión Europea, 20061). 

El acto mediante el cual se sustenta este programa es la Decisión 
2256/2003/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de noviem­
bre de 2003, por el que se adopta un programa plurianual (2003-2005) 

para el seguimiento del plan de acción e-Europe 2005, la difusión de 
las buenas prácticas y la mejora de la seguridad de la redes y la infor­
mación (Modinis). 

Los objetivos del programa son los siguientes fundam entalmente: 

a) Dar seguimiento a los resullados obtenidos por cada uno de los países 
comunitarios y denlro de ellos, y compararlos con los mejores que haya 
en el mundo, de ser posible, mediante estadísticas oficiales; 
b) dar apoyo a las acciones emprendidas por los estados miembros deri­
vadas del e- Europe 2005 en lodos los niveles (nacional, regional y loca l), 
a través del estudio de las buenas prácticas emprendidas y mediante el 
intercambio de experiencias; 
e) examinar los efectos económicos y sociales de la sociedad de la infor­
mación, facilitando así los debates en torno a las políticas del sector, con 
especial énfasis en los temas de competitividad y cohesión induslrial ; 
d) preparar la creación de la futura estructura a escala europea para cues­
tiones de seguridad de las redes y de la información. 

Finalmente, las acciones emprendidas por el Modinis están estre­
chamente relacionadas con los objetivos propuestos, esto es, compara­
ción de resultados, difusión de buenas prácticas, apoyo a programas y 
experiencias relacionadas, etcétera. 

255Cuyo principal lema ha s ido "convertir a la Unión Europea en la economía basada en el 
conocimiento más competitiva del mundo a el año 2010º'. 
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Programa i2010 

Para continuar con las líneas de acción y estrategias impulsadas por 
los dos planes de acción e-Europe ha surgido en el seno de la Comi­
sión Europea el "nuevo marco estratégico por el que se determinan las 
orientaciones políticas generales de la sociedad de la información y los 
medios de comunicación" [Unión Europea, 2007: 1]. 

El énfasis del i201 O está puesto en el uso de las TTC y los medios 
de la sociedad de la información para impulsar el crecimiento y el 
empleo, pero tienen algunos elementos relativos a la sociedad de la 
información y las telecomunicaciones que nos conciernen. El acto 
legal que lo sustenta es la Comunicación de la Comisión, del lo. de 
junio de 2005, al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económi­
co y Social Europeo y al Comité de las Regiones, titulada i201 O, Una 
sociedad de la información europea para el crecimiento y el empleo 
(COM [2005] 229 final). 

Se apoya igualmente en el siguiente acto conexo: la Comunicación 
de la Comisión, de 19 de mayo de 2006, titulada "Iniciativa i201 O, Pri­
mer informe anual sobre la sociedad de la información europea" (COM 

[2006] 215 final) . 
Una de las novedades que presenta este programa con respecto a 

los dos e-Europe es que en él la Comisión trata de manera integrada 
la sociedad de la información y la política audiovisual. El objetivo de 
esta acción conjunta es coordinar las líneas de actuación de los estados 
miembros "para facilitar la convergencia digital y afrontar los desafíos 
vinculados a la sociedad de la información". No olvidemos que preci­
samente en razón de la convergencia es que las TJC del audiovisual y 
las de la sociedad de la información se encuentran cada vez más fusio­
nadas o vinculadas unas con otras. 

Son tres las prioridades que la Comisión prevé que deben cumplir­
se para antes del 2010 : "la consecución de un espacio europeo único 
de la información, el refuerzo de la innovación y de la inversión" en 
el terreno de la investigación de las TIC y, por último, la obtención de 
una sociedad de la información y los medios de comunicación "basada 
en la inclusión". 
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El mencionado Espacio Europeo Único de la Información debe 
ofrecer, según lo planteado en el i201 O, "comunicaciones de banda 
ancha asequibles y seguras, contenidos ricos y diversificados y servi­
cios digitales". El aspecto legal se verá desde luego modificado para 
garantizar la consolidación de este Espacio Único. 

Se realizarán revisiones al marco reglamentario de las comunica­
ciones electrónicas (en especial a la Directiva 2002/ 21/CE, o Directiva 
marco) , lo que incluirá "la determinación de una estrategia eficaz de 
gestión del espectro radioeléctrico". Asimismo, se instituirá un marco 
coherente para los servicios de la sociedad de la información y los 
medios de comunicación, lo cual puede integrar también la revisión 
de la política audiovisual y en particular la Directiva de Televisión sin 
Fronteras (89/552/CE, de la cual hablamos en su momento) . 

El Espacio Europeo Único de la Información también se apoyará en 
iniciativas existentes que forman parte de los e-Europe, como son el 
e-Learning y el e-Contentplus. 

La Comisión ha determinado que una sociedad de la información 
basada en la inclusión pasa por una serie de cuestiones, tales como la 
mejora de los servicios públicos y de la calidad de vida. En ambos pun­
tos tiene un sitio el concepto del servicio universal, del cual podríamos 
decir incluso que se basa en una filosofía de inclusión y mejora de la 
calidad de vida. 

En este sentido, la Comisión ha propuesto, para el logro de los 
objetivos mencionados y que es tán por completo ligados, acciones 
tales como "publicar unas orientaciones políticas sobre accesibilidad 
electrónica (e-accesibilidad)" [Unión Europea, 2007] y la cobertura que 
tiene la banda ancha. La e-accesibilidad, 256 relacionada ampliamente 
con el contenido del servicio universal, es un concepto utilizado por 
las autoridades comunitarias para aglutinar aquellas acciones enca­
minadas a garan tizar el acceso de los ciudadanos a los servicios de la 
sociedad de la información. 

Las propues tas de la Comisión también incluyen una reciente, 
de 2008, sobre la posibilidad una futura iniciativa europea en materia de 

256Con respecto a este punto y para abuodar eo su contenido y características, se puede con­
sultar la Comunicación de la Comisióo, de 13 de septiembre de 2005, relativa a la accesibilidad 
electrónica (COM 120051 425). 
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inclusión digital (e-Inclusion) "que aborde la igualdad de oportuni­
dades, las calificaciones en materia de TIC y las fracturas regionales" 
[ibídem]. 

Hasta el presente se han publicado dos informes sobre la aplicación 
del i201 O, uno del año 2006 y otro del 2007. En el primero, mediante 
la Comunicación de la Comisión, de 19 de mayo de 2006, "Iniciativa 
12010, Primer informe anual sobre la sociedad de la información eu­
ropea'', se comunica que todos los estados miembros habían aplicado 
políticas de investigación e innovación, como parte de sus prioridades. 
Sin embargo, el informe valora que las acciones aún no son suficien­
tes y con esta Comunicación se exhorta a los países a que pongan en 
práctica medidas más amplias en rubros como la banda ancha, los 
contenidos digitales y la modernización de los servicios públicos. 

El segundo y último informe emitido hasta ahora sobre el programa 
que aquí nos compete, se titula Comunicación de la Comisión al Par­
lamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo 
y al Comité de las Regiones "i2010, Informe anual sobre la sociedad 
de la información 2007". En este documento se continúa con las reco­
mendaciones a los estados miembros para optimizar la aplicación del 
plan y la consecución de sus objetivos. Entre dichas recomendaciones, 
y en la lógica de revisión que ya comenzaba en ese año sobre el marco 
de las comunicaciones electrónicas, hay una referente precisamente a 
que en todos los estados se reexaminen las normas sobre el sector que 
se encuentran vigentes. 

Al mismo tiempo, se aconseja continuar con una política sólida de 
investigación e innovación y ampliar la mejora de los servicios públi­
cos y la calidad de vida. Finalmente, se preveía en dicho informe, que 
a mitad del año 2008 se realizaría un nuevo examen de la situación 
del sector, del que aún no se publican los resultados, en el momento 
de redactar este libro. 
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Capítulo 3 

Las experiencias de política 
de telecomunicaciones por países 

Los PAÍSES EUROPEOS 

De acuerdo con lo analizado hasta aquí, la legislación y las normas 
comunitarias tienen el fin de homogeneizar y dar una identidad a 
las políticas de telecomunicaciones europeas; sin embargo, cada país 
sigue teniendo sus particularidades (como lo hemos apreciado en el 
caso de España). 

Por poner un ejemplo, en referencia a las autoridades nacionales de 
reglamentación (ANR), cada Estado miembro ha tenido una experiencia 
muy distinta. Algunos han establecido la figura de estas autoridades, 
"incluso mucho antes de que se liberalizase el sector a nivel comuni­
tario, por lo que existe una amplia gama de modelos distintos entre los 
estados" [Uxó, Arroyo, Izquierdo, Grau y Osuna, 2002: 45], aunque, 
en todo caso, "son la piedra angular sobre las que asentar el conjunto 
de medidas aplicables al mercado de las telecomunicaciones" [Terrón, 
2008: 1]. 

Esas disparidades provienen, como es lógico, de las diferencias 
profundas entre los estados que componen la Unión y los anteceden­
tes de cada uno de ellos. De estas manera es evidente la importancia 
del trabajo de las instituciones comunitarias en materia de políticas 
públicas, ya que: 

[ .. . ] mientras más se desarrollan y sofistican los modos de regulación, más 
se puede profundizar el abismo entre la sociedad y el Estado, entre los 
ciudadanos y la "máquina", produciendo lo que Alain Touraine ha llama-
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do historicidad [Mény, 1995: 11], con las particularidades en cada uno de 
los países miembros. 

Para explicar más ampliamente lo anterior retomemos la importan­
cia de las políticas de telecomunicaciones y de las directivas europeas 
en el sector, ya que ambas se han sido analizado en este libro y per­
miten profundizar en el conocimiento de una serie de medidas que 
homogeinizan la actividad de los países miembros, aun cuando entre 
ellos exista alguna diferencia en los modos de aplicación. También 
tienen una importancia clara los informes sobre el desarrollo de los 
mercados de telecomunicaciones y sociedad de la información que 
elabora la Unión, mediante los cuales se puede "comparar el nivel de 
competencias establecido para las distintas ANR por cada uno de los 
gobiernos centrales" [Terrón, 2008: 1]. 

Con todo, el papel de las ANR es extremadamente importante, dado 
que con sus funciones se llevan a efecto tanto "la labor de fomento y la 
normativa", en un primer plano, como la "labor de vigilancia y control" 
[ibídem: 2]. La combinación de ambas es absolutamente necesaria para 
lograr una adecuada y exitosa regulación de las telecomunicaciones 
por parte de dichas autoridades. Por lo tanto: 

Las tareas de control y vigilancia básicamente consistirán en la vigilancia 
del cumplimiento de las concesiones y autorizaciones, la fiscalización de 
las prácticas restrictivas de la libre competencia, así como el régimen 
sancionador. El arbitraje y laudo supondrá la intermediación para solven­
tar conflictos entre operadores, extendiéndose incluso a conflictos entre 
los operadores y determinados usuarios [loe. cit.]. 

Con el objeto de tener un panorama un tanto más amplio de los 
casos específicos de la UE, nos hemos propuesto analizar, aunque sea 
brevemente, los casos de tres países europeos (Alemania, Italia y Fran­
cia), además de España. 

A continuación veremos cómo el grado de desarrollo y de inte­
gración política interna de un país tiene una influencia considerable 
en la delineamiento de sus políticas. Esto quedará claro en los países 
que analizaremos en este capítulo, pero mucho más nítido será en los 
pertenecientes a la región de Norteamérica. 
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La experiencia española 

La Ley General de Telecomunicaciones 

En España ha habido tres leyes de telecomunicaciones: la de Ordenación 
de las Telecomunicaciones (LOT), 257 la General de Telecomunicaciones 
(LGT) de 1998258 (BOE, 25 de abril de 1998) y la vigente LGT 2003 (BOE 264, 
de 4 de noviembre de 2003). Es esta última a la que nos referiremos en 
este apartado, toda vez que se integra en la política de telecomunicacio­
nes actual. En algún momento, sin embargo, se mencionarán algunos 
aspectos que en su momento aportaron las leyes anteriores. 

La Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, 
tiene por objetivo, en primera instancia, consolidar el régimen plena­
mente liberalizado que instauró la LGT 1998. La liberalización se refiere 
a la prestación de servicios y al establecimiento y explotación de redes. 

La LGT 2003 sostiene que la situación instaurada por su antecesora 
ha sido muy beneficiosa en España ya que ha permitido la competen­
cia entre los distintos operadores que aparecieron en el escenario de 
las telecomunicaciones de este país.259 Pero sobre todo eso ha tenido 
implicaciones en dos terrenos: en el de los usuarios, que de este modo 
obtienen mayor capacidad de elección, y el de las infraestructuras, 
que son un fundamento central de la sociedad de la información. La 
Exposición de Motivos de la LGT lo explica así: 

El marco normativo establecido por ella [la LGT 1998] ha demostrado la 
eficacia que ha permitido que en nuestro país haya surgido una multipli­
cidad de operadores para los distintos servicios, lo que, a su vez, ha pro­
porcionado las infraestructuras y condiciones idóneas para fomentar el 
desarrollo de la sociedad de la información mediante su convergencia con 

257La Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Telecomunicaciones estuvo 
vigente 11 años y fue la que introdujo los primeros conceptos de la Unión con respecto a la 
apertura de las telecomunicaciones. 

258La Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomuuicaciones, por su parte, tuvo una 
vigenc ia de cinco años y una importan cia trascendental en las telecomunicaciones españolas, ya 
que instauró la plena competencia de las mismas. Esto, por supuesto, de acuerdo también con lo 
estipulado por las Directivas europeas al respecto. 

259En el articulo Ja de la ley se establece que uno de los objetivos de la misma es "Fomentar 
la competencia efectiva en los mercados de telecomunicaciones y, en particular, en la explotación 
de las redes y en la prestación de los servicios de comunkaciones electróuicas ". 

Las experiencias de política 251 



el sector audiovisual y el de los servicios telemáticos, en torno a la im­
plantación de internet. 

En esta línea, el desarrollo, la competencia y la liberalización de 
las redes entra en contacto con aspectos relacionados con el usuario. 
Sobre todo, la legislación española (en consecuencia con los impera­
tivos establecidos por la Unión) se ocupa de intentar establecer un 
equilibrio entre estos factores. Por eso, en esta ley tiene más peso la 
protección de los derechos de los usuarios, como los relacionados con 
la intimidad, los datos personales y, por supuesto, el servicio universal 
de telecomunicaciones.26º 

Sin embargo, la LGT afirma que se procura "la mínima interven­
ción de la administración en el sector", la cual se centrará en velar 
por el cumplimiento de las reglas de la apertura y de los derechos 
de los usuarios. Habrá, eso sí, una "supervisión administrativa de los 
aspectos relacionados con el servicio público, el dominio público y la 
defensa de la competencia". 

La LGT determina en su Exposición de Motivos y en su artículo lo. 
(referente al objeto de la ley) que se centrará en regular solamente los 
aspectos relacionados con el sector de las telecomunicaciones, por lo 
cual queda fuera de su ámbito la regulación de los contenidos audio­
visuales, "que constituyen parte del régimen de los medios de comu­
nicación social", así como la prestación de servicios por medio de las 
telecomunicaciones que no se refieran a la transmisión de señales. Los 
servicios son el campo de acción de la Ley de Servicios de la Sociedad 
de la Información y de Comercio Electrónico (LSSI) . 

Con referencia al término de "comunicaciones electrónicas", del que 
hemos hablado en el capítulo anterior y que surgió a raíz del paquete de 
telecomunicaciones de 2002, la LGT considera que es un término mu­
cho más restringido que el de telecomunicaciones. Por este motivo, la 

21;oEI literal 3b incluye como objetivo y principio de la LGT el de "Garantizar el cumplimiento 
de las referidas condiciones y de las obligaciones de servicio público en la explotación de redes y 
la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas, ea especial las de servicio universal". 
Pero más explícitamente el apartado Je de la LGT expone como objetivo: "Defender los intereses 
de los usuarios, asegurando su derecho de acceso a los servicios de comunicaciones electrónicas 
en adecuadas condiciones de elección, precio y calidad [ ... ]". 
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legislación española realiza la transposición de las directivas de dicho 
paquete, pero de acuerdo con su argumento no se limita a las comuni­
caciones electrónicas, ya que en ellas no se incluyen algunos ámbitos 
de las telecomunicaciones que es necesario tomar en consideración. 

Debido a esto la LGT se mantiene con el epígrafe de telecomunica­
ciones y parte del supuesto de que la legislación de comunicaciones 
electrónicas se incluye en la del término más amplio de telecomuni­
caciones.261 En su momento veremos lo que han hecho otros países 
europeos, por ejemplo Francia, que sí adoptó el concepto de comuni­
caciones electrónicas. 

Otro factor interesante que aparece en esta LGT de 2003 es la con­
cesión de nuevas facultades a la CMT "en relación con la supervisión y 
regulación de los mercados". 

Pero el aspecto más importante para nuestro tema de interés en este 
trabajo es el relacionado con los derechos de los usuarios y, en particu­
lar, con el servicio universal. La Exposición de Motivos señala que tales 
derechos se ven ampliados en esta nueva LGT y se "incluye el acceso 
funcional a internet", que ya estaba presente en la LSSI de 2002. 

Es en el título 111, sección 2, en donde se regula lo relativo al servicio 
universal. Los artículos 22 , 23 y 24 son los que contienen las estipula­
ciones de la ley en este ámbito. El primero de ellos define y establece 
el ámbito de aplicación del servicio, en donde leemos: 

1. Se entiende por servic io universal el conjunto definido de servicios 
cuya prestación se garantiza para todos los usuarios finales con indepen­
dencia de su localización geográfica, con una calidad determinada y a un 
precio asequible. 

También la ley de telecomunicaciones española modifica las con­
diciones de acceso a la operación de redes de telecomunicaciones para 
establecer la figura de la habilitación con carácter general e inmediato, 
en sustitución de las figuras de autorizaciones y licencias. 

26 ' La Exposición de Motivos de la LGT 2003 explica: "Como consecuencia, toda regulación de 
las comunicaciones electrónicas se entiende incluida en el concepto mós amplio de telecomuni­
caciones y, por lo tanto, dictada por el Estado en vir tud de su atribución competencial exclusiva 
del artículo 149.1.21 de la Constitución". 
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Uno de los aspectos fundamentales de la LGT es su propósito de 
transparencia en la gestión del espectro radioeléctrico y su dominio. 
Es un asunto que ha llevado a polémicas en muchos sitios, como 
es el caso de México (en donde la ley relativa a las telecomunica­
ciones, Ley Federal de Telecomunicaciones, no prevé ni practica la 
transparencia en este terreno). En el capítulo final realizaremos una 
confrontación entre los distintos sistemas que nos permitirá poner en 
evidencia estas diferencias. 

El servicio universal 

La LGT y el Reglamento del Servicio Universal (Real Decreto 424/2005, 
de 15 de abril, por el que se aprueba el reglamento sobre las condiciones 
para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas, el servi­
cio universal y la protección de los usuarios) son los ordenamientos que 
contienen preceptos relativos a la regulación del servicio universal en 
España. Ya hemos mencionado el título, la sección y el articulado que 
establecen los aspectos del servicio universal en la LGT. Analicemos el 
contenido de los artículos. 

El artículo 22 incluye la definición del servicio universal que trans­
cribimos. Pero también el mandato de que todos los usuarios finales 
deben disponer de una conexión telefónica que además les proporcio­
ne la posibilidad de conectarse a internet. 

Asimismo, en el servicio universal está incluida la garantía de que 
exista un número mínimo de cabinas telefónicas en todo el territorio 
nacional, que se determinen condiciones especiales de acceso para los 
usuarios discapacitados y, sobre todo, que se disponga de paquetes 
de tarifas más accesibles para los usuarios con necesidades sociales 
especiales. 

Dichos teléfonos públicos de pago deben satisfacer la necesidad "de 
los usuarios finales en cobertura geográfica", pero también en cuanto a 
número de aparatos, "accesibilidad de estos teléfonos por los usuarios 
con discapacidades" y sin olvidar la calidad en todos estos servicios. 

El artículo 23 contiene las especificaciones relacionadas con la 
prestación del servicio universal: será el McyT el encargado de desig­
nar a uno o más operadores para la prestación, con el imperativo de 
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que se cubra la totalidad del territorio español. Para el cumplimiento 
de estos objetivos podrán designarse distintos operadores "para la 
prestación de diversos elementos del servicio universal y abarcar dis­
tintas zonas del territorio". 

El sistema, que será funcional en la designación de los operadores 
encargados de prestar el servicio universal, se determinará mediante 
Real Decreto "con sujeción a los principios de eficacia, objetividad, 
transparencia y no discriminación". Si existe el caso de que varios 
operadores se interesen por ser designados, se procederá mediante el 
mecanismo de licitación pública. 

Finalmente, el artículo 24 establece las condiciones de coste y fi­
nanciamiento del servicio universal. Será la CMT la encargada de esti­
pular si la obligación de servicio universal puede ser una carga injusta 
para un operador. La manera de proceder en esa situación se describe 
en el apartado a) del mismo artículo: 

En caso de que se considere que puede existir dicha carga injustificada, el 
coste neto de prestación del servicio universal será determinado periódi­
camente de acuerdo con los procedimientos de designación previstos en 
el artículo 23.2, o en función del ahorro neto que el operador conseguiría 
si no tuviera la obligación de servicio universal. 

Ahora bien, en cuanto al coste neto, el mismo artículo señala que 
"será financiado por un mecanismo de compensación", mismo que ac­
tuará en condiciones de transparencia, las cuales se definirán también 
mediante Real Decreto. 

Del mismo modo, será la CMT la encargada de fijar las cantidades 
de aportación de cada uno de los operadores que deban contribuir al 
financiamiento del servicio universal. Esos montos se reunirán en el 
Fondo Nacional de Servicio Universal (FNSU), que se crea mediante la 
propia LGT 2003. 

Por supuesto, el F su tiene como meta central la financiación del 
servicio universal. Todas las contribuciones en metálico de los opera­
dores que aporten al fondo, se gestionarán en éste por medio de una 
cuenta en donde también podrán ingresarse aportaciones de particula­
res o personas jurídicas. 
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Los beneficiarios del FNSU serán, por ende, los operadores que la 
CMT haya designado y que soporten una carga injusta por prestar el 
servicio universal. Las cantidades que percibirán las calculará y espe­
cificará también la Comisión, la cual gestionará el fondo. 262 

El alcance de las obligaciones de servicio público va más allá del 
servicio universal en la LGT, ya que la misma dispone que el gobierno 
estará facultado para exigir a los operadores el cumplimiento de obli­
gaciones adicionales en este campo. 

Las obligaciones de servicio público que el gobierno español puede 
exigir son aquellas que respondan a fines de defensa , seguridad públi­
ca, sanidad, cultura o educación, cohesión territorial y alguno más. 

Para reglamentar el título m de la LGT, sobre las obligaciones de 
servicio público y servicio universal, se emitió el citado Real Decreto 
1736/1998, de 31 de julio. Este ordenamiento contenía los preceptos 
específicos sobre las medidas a tornar para la correcta aplicación de los 
artículos 22 al 24 de la ley. 

Posteriormente, en el año de 2007 se emitió un nuevo Reglamento, 
con medidas más completas sobre el particular, mismo que derogó 
inmediatamente al recién citado y a la Orden de 21 de diciembre de 
2001 (que regulaba algunos aspectos del servicio universal) . Se trata 
del Real Decreto 424/2005, conocido corno nuevo Reglamento de Ser­
vicio Universal (Rsu). 

El nuevo RSU integra disposiciones más modernas, que también son 
acordes con las directivas de 2002, con la LGT de 2003 y con las revisio­
nes legislativas que se han realizado en los últimos años (no olvidemos 
que el anterior Reglamento era de finales de los años noventa). Estable­
ce el contenido del servicio universal, en los té~minos de la LGT; fija las 
condiciones para el acceso a la red pública y las solicitudes de conexión 
a la red (que tienen que resolverse en un plazo máximo de 60 días, de 
acuerdo con el artículo 29); establece las condiciones conforme a las 
que se regirán las guías telefónicas y los datos que incluirá cada ficha 
de usuario (nombre y apellidos, número[s], dirección postal, terminal 

262 En cuanto al funcionamiento del fondo, "mediante Real Decreto se determinará su es­
tructura, organización, mecanismos de control y la forma y plazos en los que se realizarán las 
aportaciones. Asimismo, podrá prever la existencia de un mecanismo de compensación directa 
entre operadores cuando la magnitud del coste no justifique los costes de gestión del fondo" 
[artículo 24.4 LCT]. 
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a declarar y nombre del operador), sin perjuicio de la especificaciones 
de protección de datos personales, según el artículo 30. 

La sección 2a. del capítulo n sobre servicio universal está dedicada 
al concepto, contenido y forma de definición del precio asequible (art. 
35), mientras que la sección 3a. se ocupa de establecer las bases de 
designación de los sujetos (operadores) obligados a la prestación del 
servicio universal de telecomunicaciones y los métodos y criterios para 
tal designación. Las secciones 4a. y 5a. se ocupan del coste neto y el 
financiamiento del servicio universal, respectivamente. 

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 

La CMT es el órgano regulador por excelencia de las telecomunicaciones 
en España y tiene su fundamento en el Reglamento Interno y en la LGT. 

La Comisión fue creada por el Real Decreto-Ley de 7 de junio, 6/1996 
de liberación de las telecomunicaciones. Ya hemos visto que en la ley 
vigente, la de 2003, se ampliaron las funciones de la Comisión tanto 
en la supervisión como en la regulación del sector. 

La Exposición de Motivos de la LGT 2003 establece que el sistema 
en que actuará la CMT será más flexible que en momentos anteriores, en 
donde "este organismo realizará análisis periódicos de los distintos 
mercados de referencia". 263 De igual manera, en el artículo 48 de la ley 
se estipula que la CMT deberá presentar al gobierno un informe anual 
"sobre el desarrollo del mercado de las telecomunicaciones y de los 
servicios audiovisuales:'.264 La CMT, en congruencia con lo anterior, ha 
elaborado distintos informes y encuestas de los que hablaremos un 
poco en los párrafos subsecuentes. 

De acuerdo con la LGT, la CMT tiene el rango de Autoridad Nacional 
de Reglamentación de Telecomunicaciones265 en su artículo 46. En el 

263EI objetivo de estos informes será, entre otros, detectar los fal los en el contexto de com­
petencia efectiva e imponer ciertas obligaciones a los operadores con posiciones dominantes o 
significativas. 

264EI informe anual de la CMT será elevado a las Cortes Generales y "reílejará todas las actua­
ciones de la Comisión, sus observaciones y sugerencias sobre la evolución del mercado, el cum­
plimiento de las condiciones de la libre competencia, las medidas para corregir las deficiencias 
advertidas y para facilitar el desarrollo de las telecomunicaciones" [articulo 48 de la LGT]. 

265Son también autoridades nacionales de reglamentac ión en el sector: el gobierno, los 
órganos superiores y direc tivos del Ministerio de Industria, los mismos órganos del Ministerio 
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48 se fijan las condiciones específicas para el desempeño de la CMT, la 
cual estará adscrita el McyT (a partir de 2008 el Ministerio de Industria, 
Comercio y Turismo) mediante la Secretaría de Estado de Telecomuni­
caciones y para la Sociedad de la Información. 

La misión de la CMT puede resumirse de la siguiente forma, según 
lo que expone el propio literal 48 de la LGT: 

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones tendrá por objeto el 
establecimiento y supervisión de las obligaciones específicas que hayan 
de cumplir los operadores en los mercados de telecomunicaciones y el 
fomento de la competencia en los mercados de servicios audiovisuales, con­
forme a lo previsto en su normativa reguladora, la resolución de los conflic­
tos entre Jos operadores y, en su caso, el ejercicio como órgano arbitral de 
las controversias entre los mismos. 

La CMT, que se regirá por un Consejo, tiene corno principales fun­
ciones (artículo 48 LGT):266 la de arbitrar en los conflictos entre opera­
dores de redes y servicios del sector, la de garantizar la libre compe­
tencia en este mercado y por ende la de interpretar las cláusulas de los 
contratos que la protejan, la de informar sobre las tarifas propuestas 
en los casos de monopolio y posición de dominio , la de asesorar al 
gobierno y al McyT sobre el ámbito de las telecomunicaciones; la de 
informar a los servicios de inspección de la Agencia Española de Ra­
diocomunicaciones (AER) sobre conductas contrarias a la legislación de 
telecomunicaciones del país; la de dictar, según la normativa, instruc­
ciones vinculantes a las entidades del sector en casos de interconexión 
y acceso; la de asignar la numeración a los operadores; la de "ejercer las 
funciones que en relación con el servicio universal y su financiación" 
marca la ley, y, sobre todo, la de adoptar las medidas necesarias para 
garantizar la pluralidad del servicio, el acceso, la interconexión y la 
política de precios.267 

de Economía y Hacienda y la Agencia Estatal d e Radiomunicaciones (AER), creada en 2003 por 
mandato de la vigente LGT, como organ ismo autónomo del Min isterio de Industria. 

266Las funciones de la CMT se han visto notablemente ampliadas a partir de la LGT 2003, ya 
que se han extendido a l ámbito de la numeración, el servicio universa l, entre otros. 

267Para cumplir con estas funciones encomendadas, la CMT podrá dictar instrucciones a los 
operadores, poner en conocimiento de las autor idades de defensa de la competencia los hechos 
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El mencionado Consejo de la CMT se compone de un presidente, 
un vicepresidente y siete consejeros, 268 que serán designados por el 
gobierno entre "personas de reconocida competencia profesional" (ar­
tículo 48) , previa comparecencia ante el órgano correspondiente del 
Congreso de los Diputados. El propio Consejo designará un secretario 
que no será consejero y tendrá voz, pero no voto. 

Debe señalarse que la CMT ha recibido diversas críticas por los 
criterios políticos que suelen aparecer cuando se gestiona un sector 
como éste, pero también por lo complejo que resulta regular un mer­
cado tan cambiante y aun controvertido [Terrón Santos, 2004: 25, y 
Terrón, 2008: 7] y cuya competencia tiene matices interesantes, que 
van mucho más allá de las regulaciones tradicionales. Todo ello, con 
el aspecto social y con el de protección de los intereses de los consu­
midores como premisa. 

La independencia de la CMT también ha sido cuestionada en al­
gunos momentos ya que se encuentra fuera de la circunscripción 
del Ejecutivo,269 pero se adscribe al ministerio correspondiente y sus 
miembros son nombrados por el gobierno. Esto puede suponer una fal­
ta de autonomía al momento de tomar las decisiones. Sin embargo, es 
bien sabido que este modelo ha sido adoptado en casi todos los países 
que han llevado a cabo la liberalización de sus telecomunicaciones, tal 
como lo veremos a lo largo de este capítulo. 

Hemos visto en su momento que las políticas de competencia su­
pusieron la creación de un ente regulador de la propia concurrencia 
en el sector de las telecomunicaciones. En este caso se creó la CMT con 
las funciones y personalidad que hemos visto. 

Entre sus funciones y con respecto al servicio universal, la CMT se 
encarga de elaborar documentos e informes que detallen las caracte­
rísticas del sector, tras serios análisis de los agentes que actúan en él, 

que atenten contra la libre competencia, interpretar la info rmación que proporc ionen los opera­
dores ejerciendo una competencia de la administración general del Estado. 

266Los tres tipos de cargo en la CMT se renovarán cada seis años, ex istiendo la posibilidad de 
reelección por una sola vez. También, estos cargos "estarán sujetos al régimen de incompatibili­
dades de los altos cargos de la Administración" [artículo 48 LGT]. 

269Y si a esto agregamos las iniciativas que tiene la UE por medio de sus directivas y, aunado 
a ello, la decisión de los estados miembros de defender a sus reguladores nacionales, el panorama 
se vuelve aún más complejo. 
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desde las empresas hasta los usuarios. De esta manera contribuye a la 
valoración del los niveles de implantación del servicio universal, me­
diante cifras y datos que hacen más clara la visión del plano empírico 
del tema que nos ocupa. 

Además de su consabido informe anual, la CMT realiza una encuesta 
para medir los grados de penetración y uso de las NTI en los hogares es­
pañoles. Se titula precisamente "Encuesta a Hogares Españoles sobre Tec­
nologías de la Información y la Comunicación" y describe las principales 
notas de la inserción de las TIC en la vida de los ciudadanos españoles. 

En cuanto al servicio universal, los datos revelados por la Encuesta 
de la CMT son d~ utilidad para conocer la amplitud y al alcance de los 
servicios que forman parte de este derecho, para observar su utiliza­
ción y, cor ]o, valorar si realmente se está aplicando lo dispuesto en 
la LGT y el Rei ?mento de Servicio Universal. 

Los datos que proporciona el penúltimo informe de la CMT, publica­
do en julio de 2006, son alentadores por una parte, pero también desve­
lan la necesidad de realizar más esfuerzos en lo relativo a la sociedad 
de la información y las telecomunicaciones. Se señala que este último 
sector ha crecido 9.9 por ciento (esto es, ingresa 40,878 millones) en 
2005 y ha habido "un repunte en la inversión'', aun cuando en ámbitos 
como la banda ancha España crece a un ritmo menor que los paises de su 
entorno. El presidente de la CMT, Reinaldo Rodríguez, estimó que en este 
país la banda ancha "es alrededor de un 25 por ciento más cara que la me­
dia europea" [Asociación Española de Empresas de Consultoría, 2006]. 

En telefonía móvil las cifras sólo muestran incremento, ya que al 
cierre del informe en 2005 existían en España 42,7 millones de líneas 
móviles lo que significa un crecimiento de más de 10 por ciento con 
respecto al año anterior. Las líneas fijas, por su parte, han sido las que 
más inversión han recibido, con 53.2 por ciento del total. 

Estas cifras han variado en cuanto a cantidades, pero no en por­
centajes en el informe trimestral de 2006 que la misma CMT ha presen­
tado. En "Estadísticas del Sector. III Trimestre de 2006", la Comisión 
publica las cifras relativas al periodo de julio a septiembre de 2006. Los 
siguientes cuadros dan cuenta de los datos más relevantes en servicios 
minoristas y mayoristas y sobre la telefonía fija y móvil. 
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NÚMERO DE LÍNEAS FIJAS, 2006 

12. Número de líneas en servicio (miles} 

Residencial Porcentaje lota/ Negocios Porcentaje lota/ Total 

IT 2004 12.566 69.7 5.468 30.3 18.033 
rIT 2004 12.569 69.0 5.634 31.0 18.203 
lllT 2004 12.579 69.1 5.636 30.9 18.215 
IT 2005 12.599 69.6 5.500 30.4 18.099 
llT 2005 12.764 69.5 5.608 30.5 18.371 
ll!T 2005 12.775 69.7 5.547 30.3 18.322 
JT 2006 12.624 68.9 5.709 31.1 18.331 
IJT 2006 12.631 69.3 5.592 30.7 18.223 
ll!T 2006 12.687 69.2 5.642 30.8 18.329 

Fuente: Comisión del mercado de las telecomunicaciones. 

PENETRACIÓN DE LA TELEFONÍA MÓVIL, 2006 

44. Tasa de penetración sobre la población de la telefonía móvil 

U neas Tasa penetración, porcentaje 

IT 2005 39'547,520 89.7 
IIT 2005 40'369,285 91.5 
II JT 2005 4 1'327,911 93.7 
lT 2006 43'639,662 98.3 
l!T 2006 44'448,794 100.1 
l!IT 2006 45'680,970 102.9 

Fuente: Comisión del mercado de las telecomunicaciones. 

Las encuestas de la CMT se realizan con la colaboración del INE. Se 
aplican entre usuarios residenciales y la temática versa sobre usos, per­
cepción y valoración de los servicios telecomunicaciones (telefonía fija 
y móvil), audiovisuales e internet. Además de estos datos subjetivos, se 
presentan también los referentes a las infraestructuras para las comunica­
ciones electrónicas disponibles en los hogares españoles, así como a los 
grados de competencia y actitudes adoptadas por los usuarios frente a 
las diversas opciones de operadores. 

Por su parte, los informes de la CMT son documentos que contienen 
datos sumamente útiles para el minucioso análisis del sector teleco-
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municaciones.27º En los informes se incluyen temas como la importan­
cia económica del sector de telecomunicaciones, las infraestructuras, 
los distintos tipos de acceso desde el punto de vista técnico y social, 
la capacidad de telefonía pública con que cuenta España, la evolución 
del número de operadores, las cifras del número de líneas disponibles, 
la evolución de los precios en telefonía y otros servicios, etcétera. 

Los puntos relativos a telefonía pública, precios, número de líneas 
y calidad, son muy importantes para el tema del servicio universal. Por 
esa razón es muy valiosa la información que proporcionan los informes 
para el mejoramiento de este servicio. 

Finalmente, debemos añadir que en el asunto de la competencia, 
además de la CMT tiene atribuciones otra institución muy importante 
en España. Se trata, por supuesto, del Tribunal de Defensa de la Com­
petencia (TDC), del cual hablamos en el capítulo 1. 

El me fue creado en España en 1989, como consecuencia de la en­
trada de este país en la UE en 1986, que demandaba la creación de nuevas 
instituciones que cumplieran con los objetivos que marcaba la Comuni­
dad. De hecho, en este talante fue creada la Ley de Defensa de la Compe­
tencia que se inspiró en la normativa comunitaria en ese tema. 

El TDC, dependiente del Ministerio de Economía, en coordinación 
con el Servicio de Defensa de la Competencia271 se encarga de velar 
por la debida concurrencia en todos los sectores, entre los cuales por 
supuesto se incluye el de telecomunicaciones. Sin embargo, aunque 
lleva el nombre de tribunal, el TDC no forma parte del Poder Judicial. 

Principales argumentos para que internet 
se incluyera en el servicio universal 

De lo hasta aquí expuesto y sobre todo del primer punto, ha quedado 
claro que el acceso a la red se ha ido convirtiendo en una imperiosa 
necesidad para todos los ciudadanos en el mundo moderno. También 

27ºTambién, la Compañía Telefónica de España suele elaborar un informe anual sobre la 
sociedad de la información en este país, pero desde luego, desde el punto de vista instituc ional ; 
el de la Cl\IT tiene gran valor. 

271 El soc tiene la facultad de tomar la iniciativa e iniciar investigaciones sobre ciertos secto­
res, aunque también puede hacerlo ante requerimiento expreso. Al finalizar esa investigación el 
soc puede encaminarlo al TOC o no. También el soc se encarga de mantener el Registro de Defensa 
de la Competencia. 
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ha quedado de manifiesto que la mayoría de los gobiernos en escala 
mundial hacen un esfuerzo interminable y constante por garantizar este 
derecho, tanto para dotar a los individuos de herramientas de desarrollo 
individual, como para que los procesos adyacentes redunden en un 
beneficio económico nacional. 

Ambos objetivos deben perseguirse con especial énfasis desde el 
punto de vista de la brecha (o abismo) digital, que no solamente se 
presenta si se comparan distintos países, sean éstos desarrollados o 
no, sino incluso dentro de las fronteras de una nación. Las decisiones 
políticas que giran en torno a las TIC, en especial las relativas a las redes 
y servicios de telecomunicaciones e internet, y que en principio son 
asumidas por los estados, tienen que mirar hacia el objetivo social y 
cultural, para beneficio ciudadano y nacional. 

No obstante, dichas decisiones y las políticas, los marcos institu­
cionales y legales y todo lo que se puede generar a su alrededor han 
sido desarrolladas con mayor o menor éxito desde hace algunos años 
en cuanto a las telecomunicaciones se refiere. Podemos decir que el 
aspecto social ha sido más o menos entendido por los países y se han 
adoptado medidas para garantizar los derechos asociados; aun caando 
estamos hablando de manera general y habrá que estudiar las particu­
laridades de cada caso. 

En el caso de internet, por tratarse de un terreno más novedoso y 
al mismo tiempo más inaprensible y difícil de regular, por su propia 
condición, las cosas tienen otro matiz. Pero en esencia, lo que debe 
discutirse, independientemente de las problemáticas ulteriores por el 
uso de sus servicios, es la garantía de acceso al mismo. Esta moderna 
tecnología, de inconmensurables capacidades, todavía se encuentra al 
alcance de muy pocos: aún es una tecnología de élites. 

Una parte de la doctrina [Gómez Mont, 2003, 2004] juzga pertinen­
te, por ejemplo, delinear una política pública que induzca el freno y la 
supresión de la brecha digital y que tome en cuenta la disyuntiva en 
la que se encuentra: las infraestructuras y los contenidos, ya que los 
estados nacionales tienen la obligación de proveer a sus ciudadanos 
de ambas cosas y en ese sentido conformar sus políticas [Casas Pérez, 
2000 y 2006]. La doctrina de la comunicación sostiene que, para la 
consecución de lo anterior, tienen que articularse las acciones de los 
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distintos sectores que componen una sociedad, como son el gobierno, 
la empresa, las fundaciones, las instituciones educativas, las ONG y las 
mismas organizaciones populares. 

De este modo puede superarse la sola situación de dotar de orde­
nadores e incluso de accesos a internet a la sociedad e ir más allá en 
el plano cualitativo y cuantitativo: llegar a un auténtico y moderno 
concepto de servicio universal en la totalidad de comunidades de un 
país y luego del orbe. 

Sin embargo, el punto de inicio de esta cadena es, desde luego, el 
asunto del acceso a internet, tema en el que España ha ido recorriendo 
un cierto camino desde hace algunos años de la manera que se describe 
a continuación. 

Cuando prevalecía el modelo de monopolio en telefonía, la co­
nexión a internet tenía una sola vía: como hemos visto, el contrato 
que los usuarios adoptaban con la compañía Telefónica de España 
era irrenunciable en el sentido de que no había otras alternativas de 
acceso. Pero en el momento en que se produce la apertura real a la 
competencia en telecomunicaciones (1 de diciembre de 1998) pierde 
sentido el mantener situaciones de monopolio en un mercado tan 
atractivo como lo es el de los accesos a internet,272 ya que la duración 
de las conexiones suele ser más larga que las llamadas convencionales 
[Bermúdez Odriozola, 2002: 415), lo cual supone una facturación por 
consumo telefónico mayor que la habitual. 

Esta situación es particularmente positiva y beneficiosa para los ope­
radores, ya que hay muy poca inversión adicional para ofrecer los servi­
cios de acceso y, por el contrario, obtienen jugosos ingresos por el mismo 
concepto. 273 El factor precio tiene que protegerse aquí con especial vigor, 
más que en el caso de las telecomunicaciones tradicionales, ya que el 
usuario tiene que gozar del beneficio de que la demanda y sus consumos 
sean crecientes - aun cuando los criterios y cifras pueden variar, como lo 
hemos visto con los informes de la CMT. 

272Ya se ha visto, por medio de los dalos aportados por la CMT, la amplitud del mercado en 
cuanto a operadores y a clientes. 

273"Hay, pues, una cuestión que debe resolverse y que puede resolverse, cual es acompañar a 
la convergencia de telecomunicaciones y de interne! de una separación de los modelos de precios 
aplicables" IVázquez Quintana, 2002: 2531. 
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El tópico de la tarifa plana se inserta perfectamente en este contex­
to. Es el Real Decreto de 24 de junio de 2000 el que aprueba la tarifa 
plana para internet como un precio más que debe cobrar Telefónica. 

De lo anterior que se implementara la Orden de 8 de septiembre 
(que deroga a su antecesora de 11 de enero 1996)274 para admitir que 
el acceso a internet se desarrollara, como el resto de los servicios, en 
un entorno de competencia. 

De esta forma, los ciudadanos españoles se aproximan a un recurso 
imprescindible: la información. Teniendo en cuenta que en internet 
tiene lugar un ejemplo indiscutible de convergencia y es un campo 
en que la introducción de innovaciones tecnológicas es constante, la 
transmisión e intercambio de este recurso son más sencillos. 

Al incrementarse la utilización de internet también aumentan las 
condiciones favorables para la demanda, entre ellas, un costo menor. 
Confluyen de esta forma los elementos principales del servicio uni­
versal: acceso, calidad, asequibilidad. No obstante, el hecho de que se 
encuentren presentes en la situación descrita no quiere decir que no 
haya la necesidad de ampliarlos considerablemente. 

Esta última afirmación en particular es cierta si consideramos que 
el uso de la red tiende a la generalización. Si cada día son más las ac­
tividades que pueden tener lugar en el llamado ciberespacio, entonces 
cada vez será más urgente que los individuos tengan garantizado su 
acceso o, como hemos dicho antes, su derecho a no ser excluidos.275 

274 Esta Orden aparece en el momento justamente anterior, cuando no ex istía competencia 
en la prestación de este servicio. Sin embargo, ya definía la posibilidad de que los ciudadanos 
acced ieran masivamente a interne!. La Orden "contenía una serie de ins trucciones dirigidas a 
Telefónica de España, S.A., a fin de que por esa operadora se habilitaran los medios necesarios 
para que los abonados del servicio telefónico o la red digital de servicios integrados (RDSI) pudie­
ran acceder a la información suministrada por los denominados proveedores de información o 
de servicios de información, utilizando al efecto la red telefónica conmutada hasta un punto de 
interconexión donde se conectaban los denominados concesionarios del servicio de conmutación 
de datos" [Bermúdez Odriozola, 2002 : 413j. 

275"En una sociedad como ésta, el derecho a no ser excluido de una vida 'plena' pasa a ser 
la posesión más va liosa que uno pueda tener ( ... ¡ En esta nueva concepción, el mayor desafío 
para la organización de nuestra actividad es garantizar el acceso a todo el sistema de relaciones 
sociales que posibilite una vida de calidad. Hay que tener en cuenta, por supuesto, que el 80 por 
ciento de la población mundial aún lucha por tener alguna propiedad material. No obstante, en 
un mundo en el que la abundancia parece alcanzable, resulta sumamente atracti va la idea de que 
toda persona tiene derecho a no ser excluida del conjunto de recursos y actividades que posibi­
litan la realización psicológica" [Ri!kin, 2000: 309j. 
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Corno afirmaba Gore en su informe sobre la Infraestructura nacional de 
datos de los Estados Unidos de 1993: no pueden existir ricos y pobres 
en cuanto a esta posibilidad. 

Un motivo adicional para argumentar la importancia del acceso a la 
red: en internet se producen cada vez mayores posibilidades de partici­
pación política y generación de opinión pública. En la actualidad cada 
día será posible ejercer la democracia desde las múltiples herramientas 
que brinda. Se conocen día a día experiencias y proyectos nuevos en 
este sentido, desde las votaciones electrónicas hasta la participación 
de la población en los plenos de sus gobernantes. Esta condición per­
mitirá a los ciudadanos "recuperar la soberanía" [Muñoz Machado, 
2000: 23), mediante las ventajas que las TIC "reportan para el proceso 
democrático y participativo" [Cotino Hueso, 2007: 36]. 

En vista de que hasta ahora son muy pocos los que tienen garanti­
zada la fortuna de dicha participación, el papel de los gobiernos radica 
precisamente en aumentar el espectro de conectados, para evitar que 
las ventajas que ofrece internet surtan el efecto contrario, al ser mayor 
el número de personas a las que sea imposible acceder que aquellas a 
quienes les sea posible. 

En el caso concreto de España, el gobierno se propuso revisar las 
directivas europeas de liberalización de las telecomunicaciones (que 
se conoce corno Review' 99) y de ahí ha salido la propuesta de incluir 
el acceso a internet corno parte del servicio universal. 276 En princi­
pio, con esta propuesta la administración intenta dar respuesta a las 
numerosas peticiones y demandas por parte de organizaciones como 
la Asociación de Internautas en el sentido de tener un internet más 
accesible y asequible. 

Pero más allá de esto, se ha pretendido una futura universalización 
del acceso a internet,277 que se instituye como asunto medular en la 

276Tras esta revisión, en noviembre de 1999, el Ministerio de Fomento (MF) español propuso 
en el Consejo de Ministros de Telecomunicaciones de la UE que el acceso a interne! se aglutinara 
dentro del servicio un iversa l. 

277"Es muy importante destacar que, en puridad, la propuesta no pretende que interne!, en 
su conjunto y con todos sus servicios, forme parte del servicio universal de telecomunicaciones, 
s ino que persigue incrementar la velocidad de transmisión de las redes públicas telefónicas 
fijas, de manera que a través de ellas se pueda acceder a interne!. interne! no va a fo rmar parte 
integrante del servicio universal, sólo va a formar parte de las redes que garanticen su acceso" 
[Avello López, 2002: 40]. 
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constitución de la sociedad de la información, máxime si se piensa que 
ésta debe ser "para todos". 

Con estas acciones y las que enumeramos de los programas Info XXI, 

España.es y Avanza.es, el gobierno español ha llevado a cabo una polí­
tica beneficiosa socialmente y equilibrada con su situación general, ya 
que en materia tecnológica este país no es el más desarrollado de la UE 

en cuanto a redes, además de que las condiciones territoriales y de oro­
grafía no son siempre las más favorecedoras [Avello López, 2002: 40]. 

De hecho, por la situación mencionada, la CE había concedido a 
España un plazo de cinco años para la plena instauración de la compe­
tencia en telecomunicaciones, mismo que no ha sido utilizado, ya que 
la completa concurrencia se ha instituido antes de tiempo. 

Inclusión de internet en el servicio universal: normativa 

Desde la LGT de 1998 el regulador se ha propuesto crear un concepto 
dinámico y evolutivo del servicio universal , siempre tomando en con­
sideración el avance de las nuevas tecnologías y algunos otros factores, 
como el desarrollo de ciertas condiciones económicas, tal como ha 
sucedido con el paso de los mercados en que primaba el monopolio a 
mercados en donde la competencia es preponderante. 

El artículo 22.4 de la LGT deja al gobierno la función de revisar pe­
riódicamente el concepto, 278 las obligaciones y sobre todo el contenido 
del servicio universal como derecho, para que éste sea adaptable a la 
cambiante realidad y los derechos de los usuarios sean lo suficiente­
mente protegidos en medio de este entorno. 

No hay que olvidar que los ciudadanos protegidos por este derecho 
son al mismo tiempo los que constituyen la demanda de los servicios 
que se incluyen, así que de igual forma debe tomarse en cuenta su 
evolución (considerando, por ejemplo, usos y costumbres, apropiación 
y uso de las TIC). 

Otro elemento que debe tenerse en cuenta para la revisión concep­
tual y legal del servicio universal es el de las consideraciones sociales 
y territoriales que le afecten directamente. 

276En la Directiva de Servicio Universal el tema de la revisión pe riódica conceptual se en­
carga a la CE en el artículo 15. 

268 Wilma Arellano Toledo 



No obstante, aunque el gobierno se encuentra facultado por la ley 
para efectuar esta misión, no puede actuar solamente por iniciativa 
propia, aun cuando todos los puntos anteriores evidencien la urgencia 
de hacerlo, sino que debe guiarse por la línea que trazan las directivas 
comunitarias al respecto. 

La Directiva de Servicio Universal, aprobada en el 2002, que ade­
más ha redefinido su campo de jurisdicción de las telecomunicaciones 
a las comunicaciones electrónicas, considera precisamente por ello al 
acceso a internet como parte del servicio universal. 

En su considerando 8 menciona que las redes telefónicas a las que 
tendrán acceso los ciudadanos de la Comunidad deben permitirles 
ejercer la conexión a internet. Sin embargo, no establece en esta parte 
una velocidad mínima de conexión, ya que, se argumenta, ésta puede 
depender de muchos factores, como lo son el proveedor de acceso o la 
aplicación que se utilice para ello. En este mismo sentido, expresa: 

En los casos en que la conexión a la red telefónica pública desde una 
ubicación fija sea manifiestamente insuficiente para garantizar un acceso 
satisfactorio a internet, los estados miembros deben estar facultados para 
exigir Ja mejora de dicha conexión hasta un nivel similar al disfrutado por 
la mayoría de los abonados, a fin de que su velocidad de transmisión sea 
suficiente para acceder a internet. 

No obstante lo anterior, y según vimos en el capítulo anterior, en la 
segunda parte del mismo considerando 8 se menciona la flexibilidad 
que debe tener la Comunidad con los estados miembros, pero establece 
una especie de parámetro con la velocidad de 56 kbits/s. 

En España, la LGT de 2003 integró el concepto y componentes del 
derecho del servicio universal, incluyendo el acceso a internet como 
parte del mismo. Lo relacionado con el servicio universal se contiene 
en el título m, "Obligaciones de servicio público y derechos y obliga­
ciones de carácter público en la explotación de redes y en la prestación 
de servicios de comunicaciones electrónicas". La Sección 2 trata sobre 
el servicio universal en concreto y comprende los artículos 22, 23 y 24. 

En el artículo 22 es en donde se describe el concepto de servicio 
universal, que en esencia es el mismo que en su antecesora LGT, pero 
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añade que las conexiones a la red telefónica deben permitir al usuario 
final la emisión de llamadas y fax, pero también el envío de datos "a 
velocidad suficiente para acceder de forma funcional a internet". Se 
nota claramente la transposición de la Directiva de Servicio Universal 
a la ley, pero con el adjetivo "funcional" que le otorga un matiz aún 
más completo. 

El Plan Inf o XXI: la sociedad de la información para todos 

Entre las acciones de la administración para hacer realidad en el terreno 
práctico el tema del servicio universal, se han puesto en marcha distintas 
iniciativas. Sin embargo, destaca por ser el primero en España en su tipo, 
el conocido Plan Info XXI que, como veremos a continuación, represen­
tó en su momento una gran proyección del gobierno español para lograr 
diversos objetivos relacionados con la sociedad de la información. 

El Plan surgió como respuesta a los objetivos planteados por el Plan 
de Acción e-Europe 2002, "Una sociedad de la información para todos", 
y además de subtitularse prácticamente del mismo modo fue integrado 
por un conjunto de iniciativas que pretendían hacer posible la utilización 
y explotación de las herramientas que ofrece la denominada sociedad del 
conocimiento, y en particular internet, para coadyuvar al crecimiento 
económico, la competitividad y el desarrollo socio-cultural. 

El Plan Info XXI aglutinaba sus objetivos en tres amplias líneas de 
acción: sector tecnológico (el impulso al sector de las telecomunicaciones 
y las Tecnologías de la Información en el marco de la liberalización y la 
competencia); administración electrónica (la potenciación del uso de los 
recursos de la sociedad de la información por parte de la administración), 
y sociedad (el acceso para todos los ciudadanos a la sociedad de la in­
formación). Es en el tercer objetivo donde se aglutinaba el aspecto de las 
políticas de telecomunicaciones que nos interesa: el servicio universal. 

Cabe señalar que este plan del gobierno español intentaba dar 
cumplimiento a los puntos establecidos en el e-Europe, mediante la 
configuración de distintos grupos de trabajo, que fueron los encargados 
de dar seguimiento a los planes en cada una de las áreas establecidas. 

En conjunto dichos grupos estuvieron encabezados por la Comisión 
Interministerial de la Sociedad de la Información y las Nuevas Tecno­
logías. De todos ellos, los que especialmente nos interesan son: admi-
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nistración (para desarrollar la administración electrónica), Formación 
(para impulsar el uso de internet y de las tecnologías de la información 
en el sistema educativo, además de promover la formación de profe­
sionales y de los usuarios en esta área) y servicios (para propiciar la 
confianza de empresas, consumidores y ciudadanos en general). 

Entrando en materia del Info XXI podemos decir que sus objetivos 
centrales se relacionaron estrechamente con la tendencia mundial, que 
desde hace algunos años se ha presentado con gran fuerza y que en 
España no ha sido la excepción: la liberalización de las telecomunica­
ciones, tan reiteradamente mencionada en este trabajo. De ésta se des­
prende el imperativo de fijar unos lineamientos mínimos, además de 
los que implica la regulación al respecto, para que dicho proceso no sea 
únicamente un fenómeno de las economías y la tecnología, sino que 
también se considere su ámbito de repercusión en el plano social. 

Es decir, las políticas de liberalización, privatización y competencia 
(el Plan prevé potenciarlas al máximo) que inexorablemente se han im­
plantado en los mercados de telecomunicaciones, en el contexto de la 
globalización económica, y que, por sus características, se traducen en 
normativas y regulaciones principalmente dirigidas hacia el entorno em­
presarial, deben complementarse con líneas de acción y planificaciones 
que tomen en cuenta los aspectos que afectan a los individuos y a sus 
derechos. Precisamente este debe ser el contexto del Plan Info XXI. 

Por otro lado, se sigue la línea de la modesta intervención del Esta­
do con el argumento de que "la actuación de los poderes públicos no 
puede ser entorpecedora de la iniciativa privada". Con esta política, 
la administración se propone fungir sólo como guía para el impulso 
a la sociedad de la información, dejando al sector empresarial un 
margen de actuación muy amplio que, como es evidente y ya hemos 
visto, no se reduce a la inversión. 

De la noción anterior se desprende, como ha sucedido en otros 
muchos sectores productivos, la consecuente ola de privatizaciones de 
empresas de telecomunicaciones y de participaciones públicas en las 
compañías operadoras. El Info XXI cita a la privatización como uno de 
los hitos que, en estrecha relación con los fenómenos de la sociedad 
de la información, ha ocurrido en España y que la ha situado "entre los 
países europeos que más avanzado en esta materia". 
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Hay otros hitos, llevados a cabo por la correspondiente legislatura, 
que han contribuido al cumplimiento de los objetivos que el e-Europe 
(como marco referencial) ha señalado. Se mencionan en el plan los 
siguientes: la aprobación de la LGT; la creación de la CMT, la concesión 
de licencias a diversos operadores de cable y de los distintos tipos de 
telefonía, la regulación de la televisión y radio digitales. 

Gran parte de los objetivos y de la filosofía que inspiran tanto al e­
Europe como al Info XXI encuentran su concreción precisamente en el 
articulado de la LGT de 2003 (obviamente porque ésta a su vez constitu­
ye la trasposición de distintas directivas europeas que siguen la misma 
línea). De hecho, el objetivo central de esta ley es promover la plena 
competencia en los términos impulsados por la UE, esto es, con especi­
ficaciones tales como la modalidad de otorgar autorizaciones generales 
y licencias individuales en lugar de concesiones y autorizaciones para 
operar servicios de telecomunicaciones o la estandarización técnica 
del sector, por poner algunos ejemplos. 

Asimismo, en el periodo del Info XXI, la legislatura puso en mar­
cha las siguientes acciones: la selección de un operador para llamadas 
locales, la apertura del bucle local, el establecimiento de la tarifa 
plana para el acceso a internet (que puede constituir un elemento 
importante para el factor "precio" del servicio universal) , la creación 
de bonos para llamadas metropolitanas y la adjudicación de nuevas 
concesiones para programas de radio y televisión digital. 

Un aspecto que nos parece importante destacar es que en ambos 
planes (e-Europe e Info XXI) se menciona el concepto de "sociedad 
del conocimiento" o "sociedad basada en el conocimiento". Hay que 
decir que, en estricto sentido, la información por sí sola no equivale 
a conocimiento. Que un individuo tenga acceso a mayores volúmenes 
de información no implica necesariamente que la traduzca en conoci­
miento. Es en este sentido, creemos, que están encaminadas las accio­
nes que se han encargado al Grupo de Trabajo de Formación. 

Sobre las líneas de acción de cada uno de los tres ámbitos esta­
blecidos en el plan, tenemos que en el sector tecnológico un objetivo 
prioritario era el de consolidar el acceso a internet bajo el concepto de 
servicio universal. Esta noción implica que el servicio será "accesible a 
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Lodos los ciudadanos, con independencia de su localización geográfica, 
a un precio asequible". 

Según lo que determina el artículo 22 de la LGT, se observa que 
fundamentalmente el objetivo es garantizar el acceso, mismo que se 
repite a lo largo del plan en cuanto a las redes de telecomunicaciones, 
las nuevas tecnologías de la información e internet. 

El Info XXI, en la misma dinámica del e-Europe hace referencia 
clara a las zonas menos favorecidas o alejadas y menos desarrolladas, 
lo cual es de suma importancia, ya que precisamente estas regiones 
son las que requieren de una atención especial por su condición. Antes 
hablamos de las ventajas que supone la infraestructura instalada de 
telefonía fija, como una de las necesidades del acceso. Para las regiones 
menos favorecidas, el problema sustancial puede ser justamente el de 
las infraestructuras, por lo que el plan europeo hace hincapié en que 
deben fomentarse las inversiones en este ámbito. 

Seguramente es este tipo de acciones las que han determinado que 
el balance de la Comisión Europea haya calificado a España como uno 
de los países que más ha avanzado en la implementación de los obje­
tivos del e-Europe en aquel momento. 

Más aún, las críticas han sido abundantes con respecto a la eficacia 
del Info XXI, ya que se observan defectos en los siguientes terrenos: 
"fracasó en el ámbito de la pequeña y mediana empresa", asimismo, 
no se registró un incremento notable de contenidos o servicios "que 
animaran a usar internet a aquellos ciudadanos tradicionalmente ale­
jados" de las TIC [González San Ruperto, 2006: 4]. 

El Plan España.es y el Plan Avanza 

Plan España.es 

Como consecuencia de la insuficiente acción emprendida, el cambio 
de gobierno y sobre todo la poca efectividad del Plan Info XXI, aparece 
el Plan España.es que tiene objetivos similares a su predecesor, pero 
con ampliaciones. Su título completo es España.es Programa de Actua­
ciones para el Desarrollo de la Sociedad de la Información en España 
y se prevé para un periodo de dos años: 2004-2005. 
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De acuerdo con el resumen ejecutivo que se presenta al inicio del 
documenlo, el plan sigue "las directrices estratégicas de la Comisión 
Soto" y es promovido por el Mcyr. 

El plan consta de seis líneas generales de actuación, de las cuales tres 
son de tipo vertical (administración electrónica, educación y Pymes) y 
tres de tipo horizontal (accesibilidad y formación, contenidos digita­
les y comunicación). Las acciones se verán complementadas, dice el 
Programa, con el fomento de la cultura de la innovación tecnológica al 
servicio de la sociedad de la información. 

La duración de este Plan está planteada para el periodo de 2004-
2005, y cuenta con financiamiento tanto de la Administración General 
del Estado y las CCAA, como de la iniciativa privada. Los porcentajes, 
se establecieron como se aprecia en la gráfica 1. 

Gráfica 1 

CONTRIBUCIÓ AL PROGRAMA ESPAÑA.ES 

11% 

O Administración del Cstado 

• Comunidades autónomas 

O Iniciativa privada 

Fuonlo: Elaboración propia con dalos del Informe España 2004. 

Los Lres ámbitos principales a los que se dirigen las acciones y 
estrategias del España.es son las administraciones públicas, los ciu­
dadanos y las Pymes, que por su parte "adolecen de un importan te 
déficil en el uso de las nuevas tecnologías en sus procesos productivos" 
[Fundación Auna, 2004: 59). 

Las seis áreas mencionadas, de las que hablaremos con cierto de­
talle más adelante, son la proyección de los objetivos del plan, que se 
resumen en: 

a) Impulsar la oferta de contenidos y servicios con un índice de calidad, 
pero en cond iciones de asequibilidad ;279 

2n Aquí vemos cómo los objetivos del Espafla.es apunta n a la consolidación de los obje tivos 
del servicio universal de telecomunicaciones, pero ampliado a las tecnologías que tienen cabida 
en la sociedad de la información. 
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b) ampliar la accesibilidad de la oferta mediante dos acciones centrales, 
como son la implantación de puntos de acceso público a internet28º y 
"desarrollando actuaciones para conectar a las Pyrnes mediante el diseño 
de incentivos para que accedan a los servicios de La sociedad de la infor­
mación" [loe. cit.]; 
e) alentar la demanda por medio de La educación de Los jóvenes y la forma­
ción de los ciudadanos en general, de Jos trabajadores y de los empresarios. 

De este modo, las líneas de acción abarcan a una gran parte de 
sectores sociales que se reconocen como prioritarios en este impulso a 
la sociedad de la información. De acuerdo con el tipo de iniciativa que 
representan se esquematizan en la gráfica 2. 

Gráfica 2 

PROGRAMA ESPA - A.ES. LAS LÍNEAS MAESTRAS DEL PROGRAMA 
DE ACTUACIONES 2004-2005 * 
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•Excepto Educación.es y Patrimonio.es, que extienden su plazo de ejecución hasta el 2007 y 2008 res­
pectiva mente. 

Fuente: Plan Espaiia.cs. Minis terio de Ciencia y Tecnología. 

Plan Avanza 

Debido a que el programa España.es sólo estuvo vigente por un corto 
periodo de dos años, se realizó un nuevo programa de acción en materia 

280Un objeti vo ampliamcnlc desarrollado por las CCAA, como ve remos en los apartados 
subsecuentes. 

Las e~periendas de política 275 



de sociedad de la información que aún está vigente en España. Se trata 
del Plan Avanza. Hablarnos del tercer plan presentado en cuatro años 
por el gobierno español para el área de sociedad de la información. 

Su título completo es Plan 2006-2010 para el Desarrollo de la So­
ciedad de la Información y de la Convergencia con Europa y entre 
Comunidades Autónomas y Ciudades Autónomas. La propia denomi­
nación nos da cuenta de los ámbitos que abarca, ya que involucra el 
desarrollo de la sociedad de la información española, pero no aislada, 
sino en relación con todo su entorno. 

El objetivo del plan es permitir a España superar la brecha que aún 
queda pendiente en el desarrollo de la sociedad de la información y "per­
mitir a la sociedad española acelerar el proceso de convergencia con Euro­
pa", 281 todo ello con el fin de alcanzar las metas planteadas para el 2010. 

Como parte del programa Ingenio 2010 (presentado por el presidente 
José Luis Rodríguez Zapatero en junio de 2005 y con una dotación de 
5,700 millones de euros) y uno de sus ejes claves, el Plan Avanza se pro­
pone superar el doble retraso en que se encuentra España con respecto 
a los objetivos planteados por la Cumbre de Lisboa (de donde se generó 
el Plan Europe). Los dos retrasos se refieren al incremento de la produc­
tividad y en el grado de inserción en la sociedad de la información. 

El Plan Avanza está orientado fundamentalmente a incrementar y 
mejorar el uso de las TIC en la población, y de esta forma contribuir tan­
to al crecimiento económico como al aumento de la competitividad y la 
productividad, pero sobre todo a "la promoción de la igualdad social y 
regional, la accesibilidad universal y la calidad de vida de los ciudada­
nos". Estos tres últimos aspectos son los que se relacionan directamente 
con el servicio universal, aquellos que influirían en su fomento. 

La situación concreta y en cifras a la que se enfrenta el plan vigente 
es la que se describe a continuación: "España se encuentra muy por de­
bajo de los líderes europeos en cuanto a hogares con PC y hogares conec­
tados a internet", pero por otra parte, es te país encabeza "el porcentaje 
de hogares con banda ancha". La cifra de personas que navegan por in-

281 Plan 2006-2010 para el Desarrollo de la Sociedad de la Información y de la Convergencia 
con Europa y entre Comunidades Autónomas y Ciudades Autónomas (Plan Avanza), Secretaría de 
Es tado d e Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información del Ministerio d e Indus tria, 
lurismo y Comercio. 
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ternet es sólo de 41 por ciento (frente a 81 por ciento del líder europeo: 
Suecia), pero en contrapartida, España está "en el grupo de cabeza en el 
ámbito de la telefonía móvil" [González San Ruperto, 2006: 8]. 282 

Las áreas de actuación que diseña el Avanza son: hogar e inclusión 
de ciudadanos, competitividad e innovación, educación en la era di­
gital, servicios públicos digitales, contexto digital; además de incluir 
medidas o reformas normativas.283 

El terreno que se vincula con nuestro tema del servicio universal 
es el de hogar e inclusión de ciudadanos. En la esfera de hogar se "de­
sarrollan medidas para garantizar la extensión del uso de las TIC en los 
hogares y aumentar y potenciar la exclusión y se amplían los ámbitos 
de participación de la ciudadanía en la vida pública". 

Los propósitos que se implementan en esta área de actuación pue­
den observarse claramente en el cuadro. 

PLAN AVANZA 

Objetivos hogar e intemel de ciudadano 

Valor 2004 Valor 2004 Mela 
España EU 15 2010 

Objetivo Indicador Porcentajes 

Aumentar la proporción de Al Hogares con acceso 31.00 47 62 
hogares TIC (conecti vidad y a internet 
equipamiento) 

)3 Hogares con acceso 13.78 17 45 
a banda ancha 

Incrementar el porcentaje de A2 Población que usa 37.46 43 65 
población que ha incorporado habitualmente 
las TIC a su vida cotidiana ioternet 

Fuente: Plan Avanza, Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información. 

262La misma autora considera que, en cuanto a España, "nuestro potencial económico -oc­
tava economía del mundo e n términos de producto interno bruto (PIB)- no se corresponde con 
nuestro nivel tecnológico, que está en un puesto medio en la Uruón Europea y en algunos ind i­
cadores ocupa las últimas posiciones" [González San Ruperlo, 2006: 13]. 

283"Las actuaciones a desarrollar para alcanzar los objetivos de l Plan Avanza se denominan 
"med idas" y se ejecutan de forma d irecta por parte de la Administrac ión Genera l del Estado o en 
aquellas que se acuerde de fo rma bi lateral entre una Comunidad Autónoma o Ciudad Au tónoma 
y el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, a través del correspondiente Convenio Bilateral 
de Cooperación" [Plan Avanza!. 
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Recientemente, como parte de las medidas adicionales del Plan 
Avanza se ha anunciado que el Ministerio de Industria prepara un 
proyecto de Ley de Impulso a la Sociedad de la Información, 284 que 
incluirá la adopción de medidas para fomentar el uso de internet, por 
ejemplo, mediante los telecentros. También el impulso de la adminis­
tración electrónica y el apoyo a los grupos desfavorecidos. 

El Plan de Convergencia de la Sociedad de la Información 

Este plan fue elaborado por un grupo de especialistas dirigidos por 
Emilio Ontiveros,285 a instancias del Ministerio de Industria a través 
del programa Red.es y según autores como Fernández Beaumont [2005: 1] 
ha puesto de manifiesto el profundo atraso en materia digital en que se 
encuentra España en relación con otros países de su entorno. El plan 
es una especie de libro blanco del sector. 

El Plan de Convergencia para la Sociedad de la Información (PCSI) 

ha sido programado para un periodo de cuatro años (2006-2010) y ha 
ofrecido una serie de medidas y soluciones para mejorar la posición 
digital española, tras realizar un análisis , mismo que dejó un sa ldo 
preocupante: 

La primera fase del plan, que ha consistido en hacer una fotografía de la 
si tuación, ha arrojado unos resultados devastadores. España está expues­
ta a un elevado riesgo de exclusión digital y marginación de la economía 
del conocimiento y ello puede tener consecuencias sociales y económicas 
de gran alcance [ibídem: 1] . 

De tal manera, el PCSI se propone igualar y si es posible incluso 
superar los niveles medios de desarrollo en TIC de los países del en-

,.,. .. Industria prepara otra ley para impulsar la sociedad de la información", ea El mundo.es, 
nota de 3 de julio de 2006. 

mm plan, también llamado Informe Onliveros, fue realizado con la participación de Lodos 
aquellos sectores involucrados, como son las administraciones públicas, las organizaciones empre­
sariales y de usuarios, empresas del sector de las tecnologías de la información, sindicatos y colegios 
profesionales. Finalmente, se debatió en las CCN\ y en el Consejo Asesor de las Telecomunicaciones 
y la Sociedad de la información (CATSI). El CATSI había sido creado por el gobierno del Partido Po­
pular, pero "permanecido prácticamente inoperalivo .. , de tal modo que el nuevo gobierno socialista 
ha decidido "convertirlo en un verdadero órgano asesor ... con una amplia y variada composición: 
desde la Administración General del Estado, las comunidades autónomas y representantes del sec­
tor tanto en el ámbito público como privado" IGonzález San Ruperlo, 2006: 41. 
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torno, para lo cual propone una serie de iniciativas que se clasificaron 
en ocho dimensiones. La primera de ellas, y la que se considera más 
importante, es la consolidación de una sociedad de la información para 
todos. Ante este objetivo, los retos son considerables, ya que España 
tiene que alcanzar los niveles de las economías avanzadas en creci­
miento y desarrollo de las TIC. 

Las acciones que se proponen para lograr los objetivos y niveles 
deseados se resumen en seis prioridades: 

a) Firmar un pacto de Estado que implique un acuerdo entre los distintos 
niveles de autoridad (administración central y CCAA) y la creación de un 
organismo de alto nivel encargado de supervisar y fomentar el desarrollo 
de las TIC en España; 
b) desarrollar con más énfasis la administración electrónica hasta lograr 
"la existencia de un trámite único electrónico" [ibidem: 4], tras definir con 
claridad los derechos de los ciudadanos en el contexto de la sociedad de 
la información; 
e) a las Pymes se debe proporcionar alfabetización y soluciones mediante 
"la reducción de la burocracia y de exigencias financieras y de incentiva­
ción fiscal" [loe. cil.]; 
d) en el plano social es de vital importancia fomentar la confianza en el 
uso de las tecnologías de Ja información, en relación con la accesibilidad 
y la seguridad. Se intenta que el uso de las T IC sea "más sencillo, más 
seguro y de más cal idad"; 
e) garantizar la interoperabilidad de las redes, mediante dos acciones: 
mejorando las infraestructuras y "eliminando al mismo tiempo determi­
nadas barreras normativas que dificultan en especial e l desarrollo de la 
televisión digital terrestre, Ja banda ancha y la telefonía móvil" [loe. cit.]; 
fJ en el plano de los contenidos, asegurar la protección de los derechos de 
autor y de la propiedad intelectual, con el apoyo a la competencia en el 
sector. 

Por supuesto, para el cumplimiento de todas estas metas es nece­
sario asignar un presupuesto a cada uno de los puntos y definir qué 
cantidades deben cubrirse con los Presupuestos Generales del Estado y 
qué cantidades pueden solicitarse a los fondos de cohesión de la UE. 286 

286La cantidad rondaría en torno a los 10,000 millones de euros, según las cifras manejadas 
por los sectores gubernamenta les [Fernández Beaumont, 2005: 4]. Al mismo tiempo, parece 
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Ejemplos prácticos: la aplicación de las políticas en el terreno 

En España y en la regulación de las telecomunicaciones no sólo las 
autoridades nacionales y las europeas tienen un papel que asumir. 
También las diferentes regiones o comunidades autónomas poseen 
facultades para diseñar políticas de telecomunicaciones y establecer 
criterios sobre el servicio universal. 

Sin embargo, las diferentes regiones españolas no tienen el mismo 
grado de competencias, toda vez que gozan de distintos niveles de au­
tonomía, según lo estipulado por la CE. Esta situación, no obstante, no 
impide que las CCAA influyan "desde el nivel regional en el quehacer 
político a nivel europeo y de Estado central'' [Gil, 2002: 111]. 

La influencia que las CCAA ejercen en el ejercicio político nacio­
nal y comunitario pasa por el la administración central, con la cual 
establecen relaciones precisamente para el logro de ese objetivo.287 

Esa influencia se ve realizada y reforzada desde su propia condición 
autónoma. La situación puede resumirse así: 

Las polencialidades de las comunidades aulónomas como nivel de aulo­
ridad se desarrollan desde su acceso al estalus de aulonomía. Desde el 
momenlo e n que se constituyen como nivel de autoridad regional, co­
mienzan a recopilar información sobre su lerrilorio y conocimientos de 
los que el gob ierno central no puede reivindicar ser la única fuente [ibí­
dem: 122]. 

De este modo, las au toridades regionales concretan sus políticas de 
telecomunicaciones y sus reivindicaciones en este sector suelen partir 
del ámbito regional mismo, al contrario de lo que acon tece en los ám­
bitos central o comunitario, donde en muchos casos sólo se trata de 
aplicar los planes delineados en instancias superiores. 

racional "que el componente económico sea abordado por los responsables de la SI en las co­
munidades autónomas y que éstas se pronuncien también sobre la petición de los fondos de 
cohesión" lloc. cit.¡. 

281 Para el logro de sus obje tivos, las comunidades negocian con e l poder central, pero 
también con las empresas , mediante lo cual se colocan en un pape l sumamente importante. Y 
ese papel es mayor si las CCl\J\ además tienen la posibilidad de crear infraestructuras y aun sus 
propias empresas. ''A esto se le añade la preocupación por la cultura autóctona de la región, con 
atención en el sector audiovisual" !Gil, 2002: 1811 . 
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Ese ámbito regional puede corresponderse con las necesidades so­
ciales, económicas o empresariales. En el caso de las CCAA, Gil indica 
que se ha repetido una tendencia a la "coalición pro-mercado" que, 
aplicada al caso de las telecomunicaciones, ha obtenido interesantes 
logros y, sobre todo, importantes influencias en la "polity europea"288 

[ibídem: 184]. 

Aunque la CE reserva las competencias sobre telecomunicaciones 
al Estado central, ese carácter exclusivo es para las facultades de orde­
nación del régimen general de telecomunicaciones, comunicaciones, 
correos y radiocomunicación. El Tribunal Constitucional español ha 
interpretado esa exclusividad sin demérito de la participación de las 
comunidades, con lo cual el Estado central no tiene el monopolio como 
conciliador de intereses en el sector. 

Pero no sólo se trata de la interpretación del tribunal y de algunos 
juristas destacados, sino también de las concesiones políticas que la 
propia administración central ha efectuado a las CCAA. Esas concesio­
nes han permitido a las comunidades asumir competencias que antes 
les estaban restringidas, como se demostrará en los apartados de las 
distintas regiones que ejemplificamos. 

En dichos ejemplos también veremos cómo las distintas regiones 
han desarrollado políticas de telecomunicaciones para cumplir con 
diversos fines sociales y económicos, pero también con asuntos rela­
cionados con las redes, como la ordenación del territorio, el urbanismo 
y la calidad de vida de los habitantes [ibídem: 127], todo lo cual puede 
ser influido mediante políticas de telecomunicaciones eficientes. 

Para el cumplimiento de estas funciones, las CCAA han creado comisio­
nes o instituciones que realizan como mínimo una tarea de investigación 
en materia de telecomunicaciones. Hay distintos niveles de funciones de 

268En su estudio sobre las políticas de telecomunicaciones en algunas CCAA españolas, Gil [ibi­
dem: 184[ nos explica el nivel ele influencia de las acciones orientadas a participar en la generación de 
políticas en el ámbito comuni tario: '·En el sector ele las telecomunicaciones la coalición pro-mercado 
[ ... [se cu ida muy bien de situarse en un nivel óptimo en la carrera de salida. Intenta controlar la situa­
ción y afectar en la medida ele sus posibilidades a los principios constitucionales para la re-asignación 
de competencias en la polity europea, como se concluye al observar la actuación de compañías de 
telecomunicaciones preexistentes en las regiones españolas estudiadas. Por tal razón, las presiones 
políticas de los actores sociales, fundamentalmente económicos, sobre las instituciones de la polity 
no disminuyen, sino que en el caso español se han incrementado en el nivel autonómico". 
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las mismas, ya que algunas tienen la labor de información y planeación, 
y otras incluso la de gestión de las redes de las comunidades. 

En el plano empírico, que constituye la aplicación de todas las nor­
mas existentes en materia de servicio universal e incluso de la doctrina, 
hay por fortuna muchos ejemplos que se pueden mencionar. En algunos 
casos se trata de políticas de telecomunicaciones orientadas al servicio 
universal propiamente dicho y en algún otro a los usuarios en la sociedad 
de la información, asunto que está muy emparentado con el anterior. 

Hay muchas acciones que se pueden contar en el mundo, por 
ejemplo las de los telecentros o cualquier otra que en todos los sen­
tidos lleve como objetivo central el hacer realidad el acceso a la red, 
como signatura irrenunciable y como punto de ampliación del servicio 
universal. También van en este sentido las políticas y los conjuntos de 
acciones que los gobiernos ponen en marcha para estos fines. 

Sin embargo, adquieren especial interés aquellas iniciativas que, 
por su complejidad y fidelidad a unos principios esenciales de uni­
versalidad de acceso, destacan y llaman la atención por innovadoras y 
funcionales. Como ya hemos hablado en su momento de las políticas 
y conjuntos de acciones, en este breve apartado nos centraremos en 
abordar dos experiencias de acceso que se han registrado en España. 

Políticas y aplicación en Ja Comunidad Autónoma de Andalucía289 

En primer término, el ayuntamiento granadino de Jun se convirtió en 
pionero de la aplicación del proyecto de la Comunidad de Andalucía, 
denominado Interville y que se dirige a dotar de TIC a más de 50 muni­
cipios de menos de 5,000 habitantes. En este plan se plantea el objetivo 
de no desproteger a las comunidades con menores capacidades de ac­
cesibilidad, una de las preocupaciones de la mayor parte de la doctrina 
y la legislación que abordan el asunto del servicio universal. 

Pero el municipio de Jun tiene una excepcionalidad mayor, ya que 
es el primero en toda Europa que ha declarado a internet como "dere­
cho universal de todos sus ciudadanos".290 Por esta razón el proyecto 

289Algunas ideas de eslos apartados referentes a las comunidades autónomas, tie nen una 
vers ión previa como parte del a rticulo "Las comunidades autónomas en la Sociedad de la Info r­
mación", de la autora. 

29ºPágina web del Ayunlamiento de Jun. 

282 Wilma Arellano Toledo 



fue presentado en Bruselas, sede de la UE, por invitación del propio 
alcalde de esa ciudad. 

Además de los centros de acceso a las tecnologías de la información 
(y en especial a internet)291 y de los cursos de alfabetización digital292 

que se cuentan en el proyecto, la experiencia es especialmente nove­
dosa porque incluye la participación política de los ciudadanos del 
municipio. 

En consonancia con lo anterior, todos los ciudadanos de esa ciudad 
han ejercido en diversas ocasiones uno de los aspectos más importan­
tes de la democracia mediante su participación en los plenos munici­
pales por medio de internet. Una buena parte de los vecinos se inscribe 
para participar. 

En algunas otras regiones de España se ha pensado en implantar 
proyectos similares; tal es el caso de Valencia y Cantabria, por poner 
dos ejemplos. Pero en Andalucía, siguiendo el ejemplo de ]un, ya hay 
82 por ciento de los municipios andaluces con acceso a internet.293 

Ahora bien, a partir de su Plan Director de Innovación y Desarrollo 
Tecnológico para Andalucía 2001-2003 (PLADIT) se establecen los objeti­
vos y políticas de la Comunidad en materia de sociedad de la información 
(en donde aparecen ligados los de servicio universal). De este modo, 
mediante dicho plan se crea la Red Andaluza de Innovación y Tecnolo­
gía (conocida como RArTEC), cuya coordinación está a cargo del Centro 
Andaluz de Servicios Tecnológicos Aplicados, que en general coordina 
la política tecnológica y de innovación de la Junta de Andalucía. 

Las acciones y programas que se llevan a cabo en la Comunidad o 
en los ayuntamientos tienen como marco principal este programa y las 
dos instancias mencionadas. 

291 Uno de los objetivos de lnterville: Instalación de 50 Puntos de Transferencia de las Tec­
nologías e Innovación (P'IT), uno en cada municipio adherido a l programa, donde los ciudadanos 
podrán acceder y consultar las novedades de transmisión de proyectos regionales, europeos, etcé­
tera . Estos terminales informáticos recibirán la info rmación necesaria de otras administraciones 
o de cualquier parle (internet) sobre nuevas tecnologías e innovación !Página web de Sandetel, 
Sociedad Andaluza para el Desarrollo de las Telecomunicaciones¡. 

292Los últimos informes del ayuntamiento estiman que los vecinos de l ayuntamiento han 
sido alfabetizados digita lmente en un 80 por ciento. Hablamos de una población de 2,037 habi­
tantes. 

293"' El 82 por ciento de los municipios andaluces con acceso a inlcrnet", en Gaceta Tecno­
lógica , 2005. 
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El PLADIT incluye un Programa para el Impulso de las Inversiones en 
Tecnologías de la Información y la Comunicación, con el cual se fomenta 
que las empresas inviertan en este terreno. Esto constituye una acción a 
favor de algunos aspectos relacionados con el acceso ciudadano. 

En cuanto a los avances legislativos, tenemos que se aprobó el De­
creto 72/2003, de 18 de marzo, de Medidas de Impulso de la Sociedad 
del Conocimiento en Andalucía. En este documento se establecen las 
condiciones conforme a las cuales se pondrán en marcha los objeti­
vos previstos, entre los cuales se encuentra: "Garantizar que todos los 
andaluces puedan acceder a las tecnologías de la información y las co­
municaciones sin discriminación alguna por razón de su residencia, la 
situación social o de cualquier otro tipo" [artículo 2a]. 

La afirmación anterior contiene elementos de servicio universal, 
como hemos visto. En consecuencia se propone también "Establecer 
en todos los municipios de Andalucía centros de acceso público a in­
ternet" [artículo 2d]. Pero este precepto también incluye elementos del 
acceso a la información. 

No obstante, es el artículo referente al Portal de la Administración 
de la Junta de Andalucía en donde se dispone que "El acceso a la in­
formación y servicios que se presten por la Administración de la Junta" 
[artículo 3.1] se hará por medio de este portal. Asimismo, todos los 
órganos de la Junta deberán proporcionar información y servicios de 
manera "completa, consistente y actualizada" [artículo 3.2]. Esta infor­
mación deberá ser accesible "por todos los ciudadanos, y especialmente 
por las personas con discapacidad o personas mayores" [artículo 3.5]. 

Ya que el acceso no solamente supone una cuestión física, el Decreto 
se plantea también un programa de alfabetización digital y accesibilidad 
de las tecnologías, en donde los parámetros incluyen la alfabetización 
en centros docentes y centros de día, la implantación de programas 
piloto para crear ayuntamientos digitales,294 la creación de centros de 
acceso público a internet,295 el acceso público a internet en bibliotecas, 
la asignación de una dirección de correo electrónico del ciudadano 

2°'Se propone que en los municipios de menos de 50,000 habitantes la totalidad de la po­
blación longa acceso a las TIC. 

295 Eslos centros se planean para las comunidades de menos de 10,000 habitantes. 
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para todos aquellos andaluces mayores de 14 años que lo soliciten, la 
adquisición de hardware en todos estos centros que sea compatible con 
el software libre (lo cual constituye una garantía adicional de acceso) y 
la accesibilidad en viviendas protegidas de nueva construcción. 

Todas estas acciones y programas conducen a una buena planifi­
cación para que Andalucía se inserte en la sociedad de la información 
que se ve completada con un programa para la participación empresa­
rial en este mismo Decreto, sobre todo de las Pymes. 

Los objetivos previstos se han cumplido de manera paulatina pero 
satisfactoria, aun cuando todavía existan algunos por concluir. Hasta el 
23 de noviembre del pasado año, se sostenía que 82 por ciento de los 
municipios andaluces tenía acceso a internet. A esta fecha la Conser­
jería de Innovación Ciencia y Empresa "ha extendido la banda ancha 
a todos los municipios andaluces de menos de 10,000 habitantes. Con 
esta medida el programa llegará a 636 municipios andaluces, el 82 por 
ciento del total".296 

Políticas en la Comunidad Autónoma de Canarias 

En Canarias se ha delineado también un Plan para el Desarrollo de la 
Sociedad de la Información en Canarias 2000-2006 (PDSIC), redactado 
conforme al marco europeo y encuadrado en el Plan de Desarrollo 
de Canarias y el Plan Director de Infraestructuras. "La integración de 
las iniciativas para la SI en el marco del Plan de desarrollo y el de in­
fraestructuras, y el hecho de recibir recursos para una región m enos 
desarrollada, son indicadores de la expectativa puesta en esta área" 
[Jordana, Sancho, Fernández, Welp y Puig, 2003: 59]. 

El objetivo del PDSIC es fundar las condiciones "para introducir y 
optimizar la SI en nuestro territorio[ ... ] en proyectos que abarquen a 
toda la sociedad [ .. . ] y [para] el avance en el acceso y apertura de la 
Administración al ciudadano" [PDSIC: 9]. 

El PDSIC destaca que lo importante "no es tanto la información, sino 
su cantidad y la capacidad que los ciudadanos tienen para acceder en 
tiempo real a la misma" [ibídem: 13]. Y refiere que esto tiene validez 

296"EI 82 por ciento de los municipios andaluces con acceso a interne!", en Goceta Tecno­
lógica, 2006 . 
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para todo tipo de información, incluida la pública, ya que la SI le ofre­
ce a la administración la posibilidad de "ser viable". De este modo, la 
misma puede "ofrecer nuevas formas de servir a los ciudadanos [ ... ] y 
continuar y profundizar[ ... ] el Estado de Bienestar". 

La filosofía del Posrc con respecto al acceso a la información es que 
el mismo no está determinado sólo por las infraestructuras sino igual­
mente por la "generación de conocimiento en los ciudadanos". 

Para coordinar las acciones y estrategias y llevar a efecto los ob­
jetivos propuestos, el plan propone unos marcos de actuación que 
aglutinan las distintas temáticas. Los que están relacionados con el 
tema que estamos tratando son el de administraciones públicas, el de 
información, el de formación. Estos marcos a su vez se desarrollan como 
programas concretos que especifican las líneas de actuación y las me­
didas para su debido cumplimiento. 

De es ta forma, el Marco Administraciones Públicas se relaciona, 
como su nombre indica, con los asuntos ciudadanos ante la admi­
nistración. En el caso del Marco de Información, las acciones que se 
prevén están relacionadas con el fomento de las infraestructuras y las 
plataformas digitales, poniéndose el énfasis en la difusión de informa­
ción de los distintos servicios sociales. 

A la par del PDS IC, se encuentra el Plan Can@rias Digital que pre­
tende integrar al uso de las tecnologías de la información (a las que 
llama fundamentalmente servicios avanzados de telecomunicaciones) 
a todos los sectores socioeconómicos y a las distintas administraciones 
del archipiélago. 

El plan proyecta cuatro líneas de ac tuación: servicios públicos, 
infraestructura, difusión y sector económico. Sobre el servicio univer­
sal tenemos que en la línea infraestructuras el plan señala que dará 
impulso a "la implantación de la banda ancha a un precio asequible y 
que abarque todo el territorio insular", con lo cual integra dos de los 
principios de dicho servicio universal. 

Políticas en la Comunidad Autónoma de Castilla y León 

El caso de la comunidad castellanoleonesa es de los más completos y 
sus acciones tienen la directriz del Plan de Infraestructuras y Servicios 
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de Telecomunicaciones (PDIS 11 1999-2002), del PDIS 1 y de la vigente Es­
trategia Regional para la Sociedad de la Información de Castilla y León 
2003-2006, a cargo de la Dirección General de Telecomunicaciones de 
la Conserjería de Fomento. 

Esta Conserjería tiene un convenio de colaboración con el Centro 
para el Desarrollo de las Telecomunicaciones de Castilla y León (Cede­
tel), que es "el promotor de la mayoría de los proyectos localizados en 
esta comunidad" Uordana, Sancho, Fernández, Welp y Puig, 2003: 67]. 

Asimismo, la Conserjería, por medio de la Dirección de Telecomu­
nicaciones, ha desarrollado una serie de programas en varios niveles 
que hacen de esta comunidad una de las más avanzadas en el impulso 
de la sociedad de la información. Los programas emprendidos por esta 
Dirección son: Comunidad Rural Digital, Centros de Acceso Público 
a Internet, Carpas Inici@te, Programa Conéctate, Programa Inici@te, 
Programa de Banda Ancha; además estableció un Plan Director de In­
fraestructuras y Servicios de Telecomunicaciones (PDIS). 

Hablaremos brevemente de lo que trata cada uno, para perfilar lo 
complejo y bien planeado de estas acciones. 

El Programa Comunidad Rural Digital se rige mediante un conve­
nio, el cual a su vez se fundamenta en la Estrategia Regional para la 
Sociedad de la Información en Castilla y León 2003-2006 y en el Plan 
Director de Infraestructuras y Servicios de Telecomunicaciones 2004-
2006, por medio de las llamadas ciudades digitales. Este proyecto tiene 
un ámbito más nacional pero, aplicado a Castilla y León, la Comunidad 
Autónoma es la encargada de llevarlo a cabo con el formato de ciudad 
rural digital. Las principales acciones que se ha propuesto297 deben te­
ner las siguientes características: que impliquen el mayor grado posible 
de innovación y que "las soluciones que se adopten sean competitivas 
en el mercado internacional". 

El Programa Centros de Acceso Público a Internet, como indica su 
nombre, comprende una red de cibercentros en toda la comunidad 
que ya asciende a más de 500 de ellos. Su objetivo por supues to es 

297Referidas en la web oficial de la Comunidad ele Castilla y León, en la sección de la Direc­
ción General de Telecomunicaciones. Disponible en: http://www.jcyl.es/jcyl-client/jcyl/cf/dgtt/tkC 
ontent?ic1Conten t= 61179&locale = es_ES\&text0nly= fa lse. Consultado e l 29 de enero de 2006. 
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"incorporar a todos los ciudadanos a la Sociedad Digital y del Conoci­
miento" mediante el acceso a internet de alta velocidad,298 sobre todo 
en el medio rural. 

Pero no sólo eso, los cibercentros son de dos tipos: los cibercentros 
Inici@ate, en donde además del acceso hay monitores y profesores es­
pecializados para impartir cursos de iniciación a internet, ofimática y 
fotografía digital. Luego están los puntos de acceso a internet 1-Ultreia, 
que son pioneros en su formato, ya que se han instalado en más de 80 

albergues a lo largo del Camino de Santiago en Burgos, Palencia y León. 
En el caso de las carpas Inici@te (que forman parte del programa del 

mismo nombre) se planea "expandir y divulgar el conocimiento tecno­
lógico"299 con base en una "experiencia de "formación y divulgación di­
gital" y con el propósito de que todo mundo pueda tocar y divertirse. 

El Programa Conéctate, por su parte, también es innovador en 
cuanto que consiste en una serie de subvenciones de la Comunidad de 
Castilla y León para que se pueda contratar el acceso a internet de banda 
ancha en los hogares. Con ello se pretende fomentar varios aspectos 
de la sociedad de la información, como es el caso del teletrabajo, la 
teleformación, la banca electrónica, el comercio electrónico y la admi­
nistración on-line. Se invertirán en este apartado 2 millones de euros, 
para beneficiar a más de 9 ,000 familias. 

El Programa de Banda Ancha se engloba ya en las acciones de tele­
comunicaciones, ya que las anteriores se enmarcan en los actos de la 
sociedad de la información. Este programa se incluye dentro del Plan 
Director de Infraestructuras y Servicios de Telecomunicación 2004-

2006 y se plantea "llevar las infraestructuras y servicios de acceso a 
internet con banda ancha a todos los municipios"3ºº de la comunidad 
para el periodo comprendido entre 2005-2007. Lo más destacable de 
este plan es que pretende, además de la cobertura, brindar una alta 

298Es interesante que en este proyecto los cibercenlros ofrecen a lta velocidad no sólo me­
diante el AOSL sino también por satélite. 

299Web de la Comunidad de Castilla y León, Dirección Genera l de Te lecomunicaciones, 
sección Carpas. Disponible en: hllp://www.jcyl.es/jcyl-cl ient/jcyl/cf/dgtt/lkContent?idContent=5 
214 7&locaJe=es_ES&text0 nly=false. Consultado el 29 de enero de 2006. 

300ibidem, sección Programa de Banda Ancha. Disponible en: hllpJ/www.jcyl.es/jcyl-client/ 
jcyl/cf/dgtt/lkContent?idContent=51181&locale= es_ES&textOnly = false. Cons ultado el 29 de 
enero de 2006. 
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calidad y beneficiar con las mejores soluciones tecnológicas a más de 
500,000 personas. 

Políticas en Ja Comunidad Autónoma de Cataluña 

El caso de la Comunidad de Cataluña tiene su respectivo interés por los 
programas que enumeraremos. En este caso, los mismos los coordinan 
el Departamento de Universidades, Investigación y Sociedad de la Infor­
mación de la Generalitat de Catalunya, lo cual ya sugiere una especifici­
dad, porque no enmarca como en otros casos a la entidad de Fomento. 

Las iniciativas que puso en marcha dicho departamento forman 
parte del conjunto denominado Para la Sociedad del Conocimiento, 
que la propia Generalitat define como una meta preferente de las 
políticas de telecomunicaciones y de la sociedad de la información. 
El objetivo que se plantean es "extender el conocimiento y el uso de 
internet y de las TIC al conjunto de la población, para fomentar de esta 
manera la cohesión digital".3º1 Es importante ver también la existencia 
de este concepto.302 

Entre los principios básicos de la iniciativa catalana en este terreno se 
propone que los ciudadanos tengan acceso "a un precio razonable", con 
lo cual se cumplen dos de los objetivos centrales del servicio universal. 

Las líneas generales para estas acciones están determinadas por el 
Plan Director de Infraestructuras de Telecomunicaciones (PDIT) y por 
el Plan de Servicios y Contenidos. Además, en 1988 se había creado 
un Comisionado para la Sociedad de la Información "como una fuerte 
apuesta de intervención sobre el proceso de regulación" [ibídem: 68] y 
en 1999 un Plan Estratégico Cataluña en Red. 

En el PDIT se sostiene que el propósito principal para el impulso de 
la sociedad de la información es, además de la cohesión digital, una 
accesibilidad a la banda ancha en todo el territorio catalán, objetivo 
para el cual se destina la mayor parte del presupuesto asignado. En 
el seno de este designio se encuentra la creación del Centro de Tele­
comunicaciones y Tecnologías de la Información de la Generalitat de 
Catalunya. 

301 Página web de la Generalitat de Catalunya, sección Sociedad de la Información. Disponi­
ble en: httpJ/wwwlO.gencat. net/dursi/es/si/model_cat_societat_coneixement.htm. Consultado el 
14 de enero de 2006. 

3º2De hecho se propone, según lo apuntado por la Generalital, evitar la "fractura digital". 
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También se plantea el PDrT: crear cobertura de telefonía de tercera 
generación para todo el territorio, intentar la disponibilidad de orde­
nadores en todos los hogares "de acuerdo con la industria", conectar 
sin cables a la totalidad de las escuelas catalanas, desarrollar el punto 
neutro de la región (CAT IX), impulsar la TDT (televisión digital terres­
tre) y la radio digital y "fomentar la creación de clústeres en el sector de 
las TlC" .3º3 Igualmente es importante decir que la Generalitat se plantea 
como reto fundamental aumentar el peso del sector de las tecnologías 
de la información en el PIB catalán. 

En cuanto al otro punto que nos interesa, en las estrategias se 
prevé también "facilitar al ciudadano la interacción con la adminis­
tración", aunque no menciona nada sobre el acceso a la información 
pública en concreto. 

Otras de las actuaciones que tiene previstas y que está desarrollando 
la Generalitat se enmarcan en actuaciones macro, como son: a) alfabeti­
zación y formación digital, en donde se incluye una red de telecentros 
(que incluyen acceso a internet y otros servicios para que los ciudada­
nos se familiaricen con el uso de las Tic)3°4 y el imperativo de la defensa 
de la lengua local; b) lengua catalana y nuevas tecnologías , en donde se 
promoverá y atenderá la presencia de aquélla en las TIC y se proveerá de 
recursos lingüísticos a las universidades y contenidos digitales en esa 
lengua; e) programación libre, relacionado con el software a utilizar en 
la comunidad, lo cual promueve una accesibilidad más amplia. 

Políticas en la Comunidad Autónoma de Madrid 

Por su parte, la Comunidad de Madrid ha realizado como primera parle 
de sus actuaciones en este terreno un Plan Estratégico de la Gestión 

303Página de la Generalitat , sección Plan Director de las Infraestructuras de Telecomunica­
ciones. Disponible en: http://www10.gencat.net/dursi/es/si/model_cat_pdit.htm. Consultado el 15 
de enero de 2006. 

304En este ámbito es muy destacable la experiencia del Cibe11arium, que consiste en un cen­
tro de más de 1,000 metros cuadrados de insta laciones, en donde se divu lga n nuevas tecnologías 
(audiovisuales y recursos mul timed ia de autouso en la sala de navegación off fine), se puede 
acceder a interne! gratuitamente (en la sala on fine) y donde se recibe capacitación en el uso de 
las nuevas tecnologías (en el Espacio Formación, Empresa e Ideas). Cibcnarium está en marcha 
desde 1999 y basta la fecha ha recibido a más de 250,000 participantes en sus actividades de 
alfabetización digital IVila y Brecha, 20005: 2-31. 
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administrativa: para una administración electrónica. Este plan tiene 
una referencia directa en el Plan e-Europe de la Unión Europea y en el 
ya inexistente Plan Info XXI [ibídem: 80]. 

Los programas de la fase siguiente, ya que hasta 2002 no existía un 
plan específico de promoción de la sociedad de la información [ibídem: 
79], son básicamente dos: Madrid Innova y el conocido como Madrid 
Comunidad Digital. El primero se refiere más bien al fomento del uso de 
las TIC en las empresas, por lo cual nos centraremos en el segundo. 

El plan se conoce como Madrid Digital, pero oficialmente se deno­
mina 1 Plan para el Desarrollo de la Sociedad Digital y del Conocimien­
to en la Comunidad de Madrid y fue presentado en abril de 2005. Con 
él se pretende "convertir a nuestra región en la primera sociedad digital 
de España" ya que considera consolidada la sociedad de la información 
en la CAM. La principal medida es la de dotar de infraestructuras, po­
niendo énfasis en el aprovechamiento de estos recursos para el indivi­
duo, pero igualmente a que sean un motor el crecimiento. 

Entre las acciones que cabe mencionar de este plan, que se encuen­
tran subrayadas por el hecho de que se considera al ciudadano desti­
natario de todas las líneas de acción, nos encontramos con: a) dotar 
de infraestructuras acordes a la digitalización30 5 para incrementar la 
calidad y rapidez en el acceso a internet, con lo cual se amplía el alcan­
ce del servicio universal; b) dichas infraestructuras intentan además 
difuminar la división entre televisión, internet y telefonía, creando la 
mayor convergencia posible; e) en cuanto al acceso, se planea impul­
sar la alfabetización y formación digital y convertir a mediano plazo 
la mayor parte de los hogares en "hogares digitales"; d) mediante la 
iniciativa LEADER fomentar la conectividad en los ámbitos rurales; e) 
en referencia a la información, sólo describe las webs de los distintos 
organismos e instituciones de la comunidad. 

Estos son sólo algunos de los puntos, ya que el programa contiene 
una cantidad grande de programas y acciones para lograr que Madrid 
sea esa ciudad digital que proponen. También se incluye en ellos una 
consideración al acceso a la información pública, de acuerdo con lo 
establecido en la normativa vigente en España. 

3º' Ejemplo de esta dinámica es la c iudad digital en Tres Cantos, pertenec iente a la CMI 

!Blasco, 2004: 7]. 
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Políticas en Ja Comunidad Autónoma de Valencia 

Finalmente, el caso de la Comunidad de Valencia es otro de los relevan­
tes en el panorama español. Sus iniciativas se desarrollan en torno al 
programa Avanlic, que estará vigente de 2004 a 2010 y que se concreta 
mediante dos planes: el Plan Estratégico Valenciano de Telecomunica­
ciones Avanzadas (PEVTA) y el Plan Estratégico para la Consolidación 
de la Sociedad Tecnológica y del Conocimiento de la Comunidad Va­
lenciana (PETIC). 

El primero de ellos pretende hacer converger las redes de la comu­
nidad con el resto de las españolas y con las europeas, así como allanar 
el camino para la relación administración-administrados mediante las 
TIC. El segundo plan tiene como propósitos "mejorar la competitividad 
de las empresas, la eficiencia de la administración y el acceso de las 
tecnologías a toda la sociedad".3º6 

A su vez, dentro de cada uno de estos planes hay otros específicos 
que abarcan un sinnúmero de asuntos y servicios, todo lo cual hace 
de las acciones valencianas un conjunto de los más completos en toda 
España. 

Los programas del PEVTA son los siguientes: a) alta velocidad va­
lenciana en telecomunicaciones; b) telecomunicaciones de las admi­
nistraciones públicas valencianas, y e) servicios avanzados de teleco­
municaciones. 

Los programas del PETIC son: a) despliegue de la tecnología y del 
conocimiento en la sociedad civil; b) el cambio cultural de las admi­
nistraciones valencianas; e) las TIC y la competitividad empresarial, y 
d) el conocimiento en la nueva sociedad. 

Entre los objetivos generales del Avantic se puede mencionar el 
que tiene que ver con el avance de lo que llama la Sociedad Tecnoló­
gica y del Conocimiento (como vemos, una forma distinta de llamarla) 
en la Comunidad de Valencia para que la misma "consolide su posi­
cionamiento vanguardista y prescriptor en el ámbito europeo".307 De 

3<l6Página web de la Generalitat Valenciana, sección de Avantic, apartado presentaciones. Dis­
ponible en: http://www.gva.es/jsp/portalgv.jsp?deliberate=lrue. Consultado el 2 de enero de 2006. 

307Página web de la Generalitat Valenciana, sección Avanlic, apartado Conozca Avantic. 
Disponible en: http://www.gva.es/jsp/portalgv.jsp?deliberate= lrue. Consultado el 2 de enero de 
2006. 
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acuerdo con la Generalitat este posicionamiento conllevaría una mejor 
concurrencia, aumento de la calidad de vida y mayor cohesión social. 

El caso alemán 

Políticas de telecomunicaciones 

La forma en que se han delineado las políticas de telecomunicaciones 
en Alemania, además de tener como referencia lo establecido por la 
Unión, 308 ha sido un tanto distinta a la de otros países. Baste con ob­
seryar que las autoridades crearon una comisión antimonopolio desde 
los años setenta, cuando en otros países dichas instancias se han de­
sarrollado a partir de los ochenta o noventa, que son las épocas de la 
liberalización. 

La razón puede encontrarse un tanto en la estructura política de 
Alemania, pero también en esas razones económicas que suelen tener 
tanto peso en muchos lugares. No en vano la OCDE [2004: 5] ha esta­
blecido que en Alemania las telecomunicaciones y su industria son 
"una parte dominante de la economía y de importancia estratégica 
crítica para la competitividad de la misma". 

Un Informe [Gallacci, 2006: 3] de es te mismo año, sitúa a Alemania 
como uno de los cuatro países miembros (junto con Francia, Italia y 
Reino Unido), que representan 80 por ciento del valor añadido de las 
telecomunicaciones.309 Como acertadamente indica Büllingen [2001: 14] 

"en ninguno de los países muy industrializados un sector económico 
ha recorrido nunca, en tan poco tiempo, un proceso de transformación 
tan profundo como el sector de telecomunicaciones". 

En cuanto a la mencionada estructura política, es conveniente 
mencionar que en Alemania , los liinder o regiones participan con 
el gobierno nacional en el Consejo Regulador de las Telecomunica-

3080e hecho, los progresos en la política de telecomunicaciones alemana se deben analizar 
frente a la perspectiva de las iniciativas y directivas comunitarias que han pretendido crear un 
amplio mercado compelilivo de servicios de telecomunicaciones europeo IOCDE, 2004: 5j. 

3090 e hecho, las cifras de Alemania en este aspecto son las siguientes: 54,966.5 millones de 
euros del valor de la producción de telecomunicaciones en 2003 (la fecha más reciente que contie­
ne el informe) y 31,478. 1 millones de euros de va lor añadido de este sector para el mismo año. 
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ciones (Regulierungsrat) . Esto es fundamental debido a la importancia 
que tienen las autoridades locales en la regulación de este sector, que 
como veremos guarda algunas semejanzas y diferencias con países como 
España o Estados Unidos (con las CCM y los estados federados, respec­
tivamente). 

Con respecto a la estructura también, hay que decir que debido a 
su carácter de Estado federal, en Alemania hay dos esquemas jurídicos 
que regulan, por un lado, los medios de comunicación electrónicos y, 
por el otro, las telecomunicaciones. De este modo, en cuanto a radio 
y televisión cada Estado o lander tiene sus propias leyes. No es así en 
telecomunicaciones, en donde es la Federación la que tiene la compe­
tencia en la legislación del sector. 

De este modo, la liberalización de las telecomunicaciones en Alema­
nia y, por lo tanto, las políticas definidas a su alrededor, no solamente 
han traído como consecuencia los elementos clásicos que apreciamos 
en otros países (mejora de los precios como ventaja para los consumi­
dores, ampliación de los productos y servicios ofrecidos, mejora de la 
calidad del servicio), sino una mejora general de la economía y, sobre 
todo, una inversión importante en infraestructuras y servicios del sec­
tor (sobre todo en banda ancha). El gobierno ha reconocido que dicha 
inversión debe provenir principalmente del sector privado. 

De esta forma, vemos el primer rasgo de las políticas de telecomu­
nicaciones alemanas: realizar una reforma regulatoria (favorable a la 
competencia) en el sector para atraer dicha inversión y la innovación 
en el sector de las telecomunicaciones. 

El ministerio encargado de las telecomunicaciones en Alemania 
es el MFET (Ministerio Federal de Economía y Trabajo, que antes era 
Ministerio Federal de Economía y Tecnología). Las funciones que 
ejerce en cuanto al sector (lo cual es un rasgo igualmente importante 
de las políticas) son las vinculadas con: el diseño y puesta al día de 
principios y pautas para dichas políticas, de proyectos y propuestas 
del gobierno federal; los cambios en el marco regulador de las tele­
comunicaciones y cuestiones de política económica relacionados; los 
asuntos legales en general que se refieran a la Ley sobre Telecomuni­
cación (LST), a las leyes comunitarias o internacionales que Alemania 
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deba cumplir; lo relacionado con usos del espectro y la gestión del 
mismo, así como los parámetros que se relacionan con el particular; 
los asuntos relacionados con la estandarización en los niveles nacio­
nal, europeo y mundial. 

De este modo, las funciones se coordinan con las que a su vez tiene 
asignadas la Agencia Reguladora de Correos y Telecomunicaciones. 
Entre ambas instituciones se lleva a cabo la política, las asignaciones 
y proyección del espectro radioeléctrico, las radiofrecuencias y las 
telecomunicaciones. 

En Alemania se inició en el año de 2002 un proceso de revisión de la 
LST y los dos organismos han consultado y considerado a la industria y a 
los partidos políticos interesados en la reforma de dicha ley. Esto habla 
de un rasgo más de la política de telecomunicaciones en este país. 

El resultado fue la reforma de la Ley en 2007, tras un polémico 
proceso con la Unión Europea debido al contenido del nuevo ordena­
miento que, de acuerdo con las autoridades comunitarias, concedía 
una serie de privilegios al principal operador de telecomunicaciones 
de ese país. En líneas posteriores explicaremos esa cuestión. 

En este sentido, hay un dato adicional que debe tomarse en cuenta 
y que constituye una característica más de las políticas, y es el hecho 
de que el gobierno alemán aún posee 42.3 por ciento de las acciones de 
la Deutsche Telekom (una de las seis grandes operadoras de servicios 
de telecomunicaciones en Europa).310 De ese modo, nos encontramos 
ante un cuestionamiento y es que las modificaciones a la LST, por lo me­
nos en cuanto a las propuestas que se han presentado, favorecen a esta 
compañía, excluyendo a otros operadores de telefonía móvil. También 
se excluyen una serie de enmiendas propuestas por otros operadores. 

La Regulierungsbeh6rde fur Post und Telekomrnunikation 
o Autoridad Reguladora de Correos y Telecomunicaciones (RegTP o ARCT) 

En cuanto a la entidad reguladora que en todos los países está presente, 
en Alemania se encuentra la RegPT (Regulierungsbeh6rde fur Post und 

3'ºDeu tsche Telekom se sitúa en el sitio número 3 del ranking de empresas más grandes 
de telecomunicaciones de la industria europea, con ingresos de 50,528 millones de dólares, por 
ejemplo en 2002 [Gallacci, 2006: 5]. 
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Telekommunikation, es decir, Autoridad Reguladora de Correos y Tele­
comunicaciones). Dicha instancia inició su actividad en 1998, aunque 
fue creada con la Ley de 1996 de telecomunicaciones. Dichas activida­
des han sido sobre todo en cuatro áreas fundamentales: regulación de 
licencias y frecuencias, servicio universal, regulación de los precios y 
acceso e interconexión a la red. 311 

Como puede observarse, tiene el mandato claro de vigilar el cum­
plimiento del servicio universal y "supervisar las obligaciones" del 
mismo, por medio de sus herramientas de "información, investigación 
de los casos y un sistema de sanciones, así como [la función que le per­
mite] examinar y revisar expedientes del negocio de las compañías de 
telecomunicaciones" [OCDE, 2004: 14]. Sus decisiones312 no pueden ser 
invalidadas por otras autoridades o por el ministerio, pero sí pueden 
ser suspendidas por las Cortes. 

Esta agencia se encarga de regular las telecomunicaciones, pero 
también los correos, los ferrocarriles, el gas y la electricidad. En el 
primer campo, tiene las siguientes responsabilidades: 

a) Asegurar la competencia justa en telecomunicaciones, incluso en las 
áreas rurales; 
b) asegurar la disponibilidad, en toda la República Federal Alemana, de las 
telecomunicaciones básicas y de los servicios postales (a modo de servicio 
universal en ambos casos) a precios asequibles; 
e) promover servicios de telecomunicaciones en instituciones públicas; 
d) asegurar el uso eficiente de las frecuencias y que el mismo esté libre 
de interferencias, considerando que debe ser tomado en cuenta para di­
fundir intereses; 
e) garantizar la protección de la seguridad como interés público. 

La estructura de la RegTP, con el mandato de ser independiente, 
se conforma del siguiente modo: un presidente, dos vicepresidentes y 
cinco secciones (véase el cuadro). 

311"Los aspectos técnicos están bajo la completa responsabilidad del Ministerio" !Cánovas 
Tamayo, 2001 : 112]. 

3 12 Aunque tiene la garantía de que no pueden invalidarse s us decisiones, sí deben publicarse 
en la gacela oficial, así como en el websile de la propia Regrr. En el primer caso, se deben publicar 
también las razones por las cuales la decisión ha sido lomada. 
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Presidente de 
la Cámara 

Cámara 
de Decisión 

Cámara 
de Decisión 

Cámara 
de Decisión 

Cámara 
de Decisión 

ESTRUCTURA DE LA REGTP 

Presidente 
Vicepresidente Vicepresidente 

Asuntos ceotrales 

Tecllologla de la información y seguridad 

Aspectos económicos de la regulacióo 1 
de las telecomunicaciones 

Aspectos leplea de la regulación 
de lall teleoomwúcaciones. 

CooceBión de licencias. 
Regulación de frecuencias 

....._~~~~~~~~~~----' 

11 
Regu1aci{Jn técnica de las 

Regulación postal ..._ ___ te1eoom __ UDIC8JOlle8_ ·_ · _ __ ___, 

Oficinas reei<Jnales 

Fuente: OCDE, 004.313 

En cuanto a la transparencia, así como las decisiones de la RegTP 
deben publicarse en la gaceta, igualmente en el mismo medio deben 
publicarse los requerimientos del ministerio hacia el órgano regulador. 
Sin embargo, la independencia del regulador sigue estando en cuestión 
debido a que, como hemos dicho, el gobierno aún posee acciones de 
Deutsche Telekom, con lo cual continúa velando por sus intereses31 4 

[ibídem: 15]. Aquí vemos cómo en el caso de Alemania hay un conflic­
to entre las funciones de regulador y creador de políticas y un accio­
nista, ya que en el caso del gobierno alemán es ambas cosas. Lo mismo 
sucederá en Italia, como veremos en su momento. 

La situación del doble papel de "accionista-regulador" que conser­
va el gobierno alemán puede frenar las inversiones en el sector, pues 

313La Ruling Cbamber 1 , del presidente de la Cámara es la encargada de tratar los asuntos 
relativos al servicio universal. 

314Sobre todo, las preocupaciones en ese sentido, según la OCDE [2004: 15). provienen de 
una circunstancia: la difícil situación financiera por la que ha atravesado la empresa, lo que ha 
conllevado una disminución de la presión en cuanto a regulación anlicompeliliva por parte del 
gobierno hacia la compañía. Aunado a esto se encuentra que la fuerza trabajadora alemana siem­
pre ha tenido una voz fuerte en las decisiones de las empresas y en el caso de Deutsche Telekom, 
los empleados suman 200,000 (la fuerza de trabajo más grande de una compañía alemana). 

Las experiencias de política 297 



quienes las realizan observan que las decisiones no son independien­
tes y favorecen a una compañía en particular. 

La estructura que hemos visto de la RegTP se complementa con las 
funciones que ejerce el Consejo Consultivo que le apoya en las deci­
siones. Dicho Consejo está formado por nueve miembros provenientes 
de cada una de las dos cámaras del Parlamento alemán. No obstante, 
los asuntos acerca de los cuales es obligatorio consultar al Consejo son 
mínimos. Pero de los dos más importantes, uno se refiere al tema que 
nos atañe porque concierne a aquellas decisiones que obligan a un 
concesionario a prestar el servicio universal. La otra decisión se refiere 
a las subastas que implican a las frecuencias escasas en el espectro. 

Es bien sabido además que el Consejo puede emitir su opinión 
sobre otras decisiones de la RegTP distintas de las que se le consultan, 
pero no invalidarlas ni influir en términos reales si la Comisión no lo 
acepta. Y eso sucede incluso con aquellas decisiones para las que sí es 
imperativa su consulta. 

Ahora bien, en cuanto a la legislación en el campo de las teleco­
municaciones, la LST es el instrumento jurídico en el cual se basan las 
decisiones tanto de los órganos reguladores como del gobierno, además 
de que contiene las normas que la industria debe acatar para sus actua­
ciones y es en donde se regula el servicio universal o Universaldienst. 
A continuación veremos su contenido. 

Ley sobre Telecomunicación (Telekommunikationsgesetz) 

Alemania tiene una línea bien definida en cuanto a la formación de sus 
políticas de comunicación en 5eneral y de telecomunicaciones en par­
ticular. Dicha línea se ha visto influida, por supuesto y como sucedió 
en todo el mundo, por la liberalización del sector y ha repercutido en la 
Ley de Telecomunicaciones de 1966 (el mismo año que en España), la 
LST. Ésta fue modificada el 25 de junio de 2004 (publicada en BGB1 I.S 
1190) y reformada nuevamente en 2007 con el texto que se encuentra 
vigente en la actualidad315 y que, como indicamos, ha sido motivo de 
gran polémica. 

Antes, hablemos de la ley de 1996, que establece los parámetros 
que se han mantenido vigentes en cuanto al servicio universal. Puesta 

3 15La ley entró en vigor el 26 de febrero de 2007. 
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en vigor al día siguiente de la fecha señalada, la LST es la que incluye 
los preceptos necesarios para llevar a cabo la liberalización efectiva 
de los servicios y redes de telecomunicaciones. Es considerada por la 
doctrina como una decisión histórica para que el mercado alemán de 
telecomunicaciones se posicionara [Büllingen, 2001: 14-15]. 

El objetivo básico de esta ley se resume en dos líneas de acción: 
asegurar la competencia316 y garantizar la prestación de servicios para 
todo el territorio de la República Federal, con lo cual se cumple uno 
de los preceptos del servicio universal señalado enfáticamente por las 
normas comunitarias. 

Es en este talante que la LST lleva a efecto la realización de las di­
rectivas europeas, así como la consolidación de los procesos internos 
del propio país. Enmarcado en esto último, la apertura de mercados 
se llevó a cabo en Alemania en varias fases. Los resumiremos de la 
siguiente forma: 

a) Reestructuración del servicio de correos alemán; 
b) en consecuencia con lo anterior, la introducción de artículos a la Ley Fun­
damental (87.f y 143.b) por una reforma constitucional [Arnold, 1999: 612]; 
e) privatización de correos;317 

d) establecimiento de la prestación obligatoria de correos y telecomunica­
ciones a todo el territorio "de manera suficiente",318 bajo mandato del 87.f; 

316 Uno de los ámbitos en que se ha consolidado la legislación de la competencia en Alema­
nia es en los servicios móviles de banda ancha, en donde Vodafone ha in iciado la prestación de 
dicho servicio, convirtiéndose en el segundo operador del mismo, solamente detrás de Deutsche 
Telekom. El servicio será prestado por la empresa británica en cuatro ciudades alemanas, pero su 
desarrollo contará además con la participación de una empresa más, así: '"La alemana Siemens 
dijo que iba a suministrar la tecnología para cambiar la actual red de tercera generación de Vo­
dafone a un HSDPA (acceso a transmisión de alta velocidad), que ofrecerá velocidades de banda 
ancha en los hogares para los teléfonos móviles y los ordenadores portátiles" IL.a banda ancha 
m611il HDSPAya est6 en funcionamiento en Alemania, 20061. Sin embargo, hay otros ámbitos como 
el acceso a la red de telefonía pública, en donde hace falta más competencia según la UE. De 
hecho, "la Comisión dijo que ha escrito a Alemania sobre esta cuestión, pidiéndole un control en 
los precios que frene el dominio del principal operador del país, Deutsche Telekom" IEl mercado 
de telecomunicaciones alcm6n necesita campctencia-UE, 20061. 

317Correos pasó de ser una entidad administrativa de la Federación a una empresa privada. 
Todo se sustentó en la Ley federal sobre la reorganización del campo de correos y la telecomuni­
cación, de 14 de septiembre de 1994 [Amold, 1999: 6121 que, a su vez, incorporaba el mandato 
del recién reformado artículo 143.b de la Ley Fundamental. 

318En este caso, aparece que debe prestarse el servicio "de manera suficiente" y, aunque ello 
no cumpliría el mandato actual y tan amplio del servicio universal. en aquel entonces era un 
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e) calificación de los servicios como no públicos, sino privados y de ca­
rácter económico; 
fJ la Federación se reserva sólo las tareas interventoras en cuanto a los 
servicios de telecomunicaciones;319 

g) se crea la Ley Reguladora de la Telecomunicación y los Correos,320 que 
es el antecedente de la actual LST; 

h) con todo lo anterior, queda eliminado el monopolio321 de Deutsche 
Telekom AG322 y se instituye un ministro federal de comunicaciones, una 
cámara decisional y un consejo especial para la regulación, para gestionar 
las telecomunicaciones. 

Todo este proceso conformó el proceso de liberalización y el paso a 
la reciente LST , cuyo contenido abordaremos brevemente ahora. 

El objetivo que esta ley persigue, desde luego, lo comparte con las 
leyes de telecomunicaciones en Europa y en muchos lugares del mundo, 
aunque con leves variaciones. Arnold [ibidem: 613] lo resume diciendo 
que la ley tiene una triple finalidad: "la promoción de la libertad de 
competencia" en el mercado de telecomunicaciones, "la prestación de ser­
vicios de telecomunicación" en todo el territorio de la República Federal, 
"en medidas adecuadas y suficientes", y, finalmente, "la determinación 
de un orden de frecuencias". 

Pero el delineamiento de estos objetivos y la conformación de los 
mecanismos adecuados para cumplirlos, no deja de lado los derechos 

buea adelanto, ya que los preceptos comunitarios al respecto aún no existían como los conocemos 
en la actualidad. 

319Los servicios de la sociedad de la in formación, como en otros países, soa regulados en 
Alemania por una ley específica, la Ley de Servicios de Comunicación e lnformación de 1997. 
"La necesidad de esta ley en territorio alemán fue evidente en dos aspectos: por una parle, era 
necesario eliminar barreras para el libre desarrollo de las fuerzas del mercado en el sector de 
los nuevos servicios de in formación y comunicación y asegurar un marco ún ico de condiciones 
económicas para la oferta y el uso de esos servicios" IGómez Valero, 2006: lJ . 

32ºEsta ley sustituyó y simplificó a las anteriores ley de instalaciones de telecomunicación 
y ley de caminos telegráficos. 

32'En estas acciones desempeña un importante papel la Comisión alemana de los monopo­
lios, que se había instaurado desde 1973 y desde sus inicios tenía una clara misión de ayudar a 
la competencia. En la actualidad sigue teniendo una grao actuación en el análisis y la defensa 
de la competencia. De hecho, el gobierno federal tiene que responder con un informe a todas las 
recomendaciones de esta Comisión y reali zar una declaración que a su vez se somete al Parla­
mento IOCDE, 2004: 17J. 

322El monopolio quedó eliminado el 1 de agosto de 1996 en el caso de las redes de telecomu­
nicaciones, y el 1 de enero de 1998 para el servic io telefónico (Sprochtclefondienste). 
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de los usuarios. De este modo, la LST se propone igualmente proteger 
el "secreto de telecomunicación", garantizar la prestación del servicio 
(como antecedente del servicio universal), gestionar el buen uso de las 
frecuencias y mantener la seguridad pública. Para los demás agentes, 
esto es, no los usuarios, sino los agentes productivos, se plantea "garan­
tizar la igualdad y la eficacia en el campo competitivo"323 [loe. cit.]. 

En referencia a la mencionada reforma de 2007, ésta se centró fun­
damentalmente en imponer algunas restricciones para el acceso a la 
banda ancha que posee el principal operador en ese país y uno de los 
más grandes de Europa: Deutsche Telekom. 

Debido a esa situación, a las querellas de los competidores de la 
empresa y a las normas que priman en la UE, las instituciones comuni­
tarias correspondientes expedientaron a Alemania y le advirtieron que 
se tomarían acciones legales si la reforma de 2007 a la LST entraba en 
vigor, como en efecto sucedió en el mes de febrero. 

El gobierno alemán argumentó, sin embargo, que los preceptos de 
su nueva LST son completamente acordes con las disposiciones de la 
Unión en materia de competencia y protección de los consumidores. 

Por su parte, en junio de 2007 la Comisión Europea anunció que 
llevaría a Alemania ante el Tribunal por poner en marcha la discuti­
da ley, tras el inicio del procedimiento de infracción en donde se le 
notificó al gobierno de ese país que debía eliminar las disposiciones 
controvertidas, a lo cual no respondió en el plazo de 15 días. De ese 
modo, en mayo del mismo año la Comisión remitió a Alemania un 
dictamen motivado, abriendo la segunda etapa del procedimiento, el 
cual, al momento de escribir este libro, aún continúa. 

Servicio universal (Universaldienst) 

No nos detendremos en analizar todos los apartados de la LST de 2004, 

toda vez que, como hemos indicado, nuestro trabajo está centrado en 
323 Para este efecto, el Bundeskartellarnt u Oficina Federal del Cártel (OFC). es el encargado de 

hacer efectiva una normativa de 1958 sobre competencia, refiriéndose fundamentalmente a las 
conductas colusorias, abusos de posición dominante y control de las fusiones. Pero en lo que se 
refiere a telecomunicaciones concretamente, como sucede en casi todos los países, es la entidad 
del sector, la Comisión de Telecomunicaciones, la que se encarga de velar por el cumplimiento 
de la ley. En Alemania, dicha Comisión se llama Regulierungsbehiirde fur Post und Telekommu­
nikation (Autoridad Reguladora de los Correos y Telecomunicaciones, o RegTP). 
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las políticas de telecomunicaciones que guardan más relación con los 
aspectos sociales y en particular con el servicio universal. Además, 
porque los otros aspectos interesantes de las telecomunicaciones ale­
manas se han comentado en párrafos anteriores. En cuanto al servicio 
universal, es la segunda sección de la LST la que se encarga de estable­
cer las premisas para dicho servicio. 

La ley alemana lo define así en su Título 6, artículo 78: el Uni­
versaldienst es "un suministro mínimo del público con servicios de 
telecomunicación, servicios con una cierta calidad y accesibles a todos 
con independencia del domicilio o del lugar profesional, sobre la base 
de precios adecuados"324 [ibídem: 614]. 

Los servicios que incluye este derecho son el telefónico básico, con 
base en un red digital con un anchura de banda aceptable en las condi­
ciones tecnológicas actuales; la disposición de información de códigos 
de área y números telefónicos de los usuarios inscritos y de los de otros 
países, la publicación de guías telefónicas; la instalación de un número 
suficiente de teléfonos públicos y, finalmente, que el servicio universal 
se enmarque en lo estipulado por la Directiva de Oferta de Red Abierta. 

Para la prestación del servicio se estipula que los operadores que 
tengan una cuota de mercado de por lo menos 4 por ciento del segmen­
to relevante del mismo deben contribuir al suministro. Si ninguno se 
declara en condiciones de hacerlo, la RegTP puede obligar al operador 
dominante a que lo efectúe. 

La posición del gobierno alemán es que la situación de la red es 
actualmente satisfactoria, por lo cual no es necesario obligar a ningún 
operador [OCDE, 2004: 37]. Sin embargo, es Deutsche Telekom la que 
actualmente presta el servicio de facto. La LST 2004 indica que si la 
compañía desea dejar de prestarlo, debe avisarlo al gobierno en un 
plazo no inferior a un año. 

Conforme a los principios de la LST y del Universaldienst, el Estado 
debe configurar sus actuaciones en torno a la prestación del servicio 
por parte de las compañías, pero no a la libre consideración de las 
mismas. Algunos autores exponen, consecuentemente con esto, lo 
siguiente: 

324 Artículo 17 de la LST 1998. 
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[ ... ] la tarea fundamental del Estado de ofrecer al público los servicios 
indispensables para la vida debe ser cumplida en la base de preceptos 
sobre el Universaldienst. El Estado no puede dejar al mercado libre la tarea 
de ocuparse del bien de los ciudadanos, sino d ebe efectuarla o para sí 
mismo por instituciones estatales o atribuir a empresas privadas cumplir 
esta tarea, lo que es la lógica del mercado abierto exigido por las CCEE y, 
en Alemania, por la Ley Fundamental. Respecto a la segunda posibilidad, 
que está realizada por la Ley sobre Telecomunicación, el Estado tiene la 
obligación de controlar y de asegurar el cumplimiento suficiente y ade­
cuado de esta tarea por los privados [Arnold, 1999: 615]. 

En ese sentido, si existiese una falta en la prestación del servicio, 
Alemania deberá plantearse diversas opciones,325 una de las cuales es 
la que otros países han establecido: un fondo para el servicio universal. 
Esto nunca se ha hecho en ese país. Así, con la entrada en vigor de las 
normativas comunitarias, en donde el servicio universal es uno de los 
pilares básicos del marco regulador de telecomunicaciones, "es particu­
larmente oportuno para la RegTP una revisión e informe sobre los obje­
tivos y logros del servicio universal en Alemania" [OCDE, 2004: 37]. 

Por otra parte, entre las acciones o programas concretos para cum­
plir con los mandatos del servicio universal de la forma más completa 
posible, se encuentra el acceso de banda ancha en regiones menos fa­
vorecidas. Comprende áreas regionales, rurales y alejadas de Alemania, 
en donde, como en todo el mundo, se siguen presentando problemas de 
cobertura y de prestación del servicio. Los problemas que se han identi­
ficado en Alemania son también recurrentes en otras latitudes, como es 
el caso de que en esas comunidades hay poca población y la "base del 
beneficio es una desventaja significativa para una industria que ofrece 
el servicio y está basada en economías de escala" [loe. cit.] . Ambos fac­
tores suponen que la prestación del servicio en esas zonas, en coste por 

325"En caso de que este suministro básico ( ... ] no sea efectuado en medida suficiente ( .. . ] 
la Ley establece la obligación de toda persona que ut il iza una licenc ia de telecomunicaciones 
en el mercado que se refiere a este tipo de servicio [ .. . ] de contribuir a la realización de un tal 
suminfatro basico [ ... [ La Ley prevé también una compensación para tal imposición en el caso 
de que los gastos adicionales que resultan de esta obligación sean más altos que el rendimiento 
obten ido por dicho suministro (artículo 20). Todas las demás empresas que no han sido sometidas 
a una imposición en el sentido mencionado deben contribuir, por una tasa, a dicha compensación 
(artículo 21 de la Ley)" (Arnold, 1999: 613]. 
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persona, sea significativamente más alto que el que se brinde en áreas 
más pobladas. Este es un tema en el cual, según la OCDE, el gobierno 
alemán debe poner en marcha una planeación justa y coherente. 

Por lo pronto, aunque lo anterior no es garantía de apoyo a las tec­
nologías para los grupos desfavorecidos, sí es un buen ejemplo de que el 
gobierno alemán invierte en tecnologías tales como el acceso de banda 
ancha que hemos mencionado. El último Informe del European Infor­
mation Technology Observatory (EITO) sitúa en buen lugar a Alemania 
con respecto a su gasto en TIC: un incremento del mismo en 3.3 por 
ciento en 2005. 

El caso francés 

Aspectos generales y marco jurídico actual de las telecomunicaciones 

En cuanto a Francia, veremos en este trabajo sus propias singularida­
des a la hora de regular las telecomunicaciones, aunque por supuesto, 
siempre en el marco de los requerimientos de la Unión. 

Es la Ley de 26 de julio de 1996 la que formula las bases de la libe­
ralización de las telecomunicaciones francesas y su apertura a la com­
petencia.326 Con esta normativa se crea el organismo regulador que hoy 
conocemos como ARCEP, que se instaló formalmente en enero del año 
siguiente. 

En junio de 2004, Francia realiza la trasposición completa del 
conjunto de directivas del paquete de telecomunicaciones de 2002, 

cumpliendo de ese modo con los lineamientos de la Unión en todos 
los campos. Como hemos visto, dicho paquete contenía las directivas 
sobre autorización, servicio universal, acceso a interconexión y protec­
ción de la intimidad, además de la Directiva marco. 

326Se calcula que el crecimiento del sector de telecomunicaciones francés, tras la apertura a 
la competencia y la liberalización, ha s upuesto ingresos de 25,000 millones de euros para el año 
de 2001, por poner un ejemplo. Pero lo más importante es el peso que tiene el sector en el total de 
la economía francesa, ya que las telecomunicaciones constituyen uno de los siete sectores que 
hacen de este país la cuarta potencia económica mundial. En la actualidad, la cifra de negocio 
anual de las telecomunicaciones es de 73,000 millones de euros, con un parque telefónico de 35 
millones de líneas [Datos del Ministerio de Asuntos Exteriores de Francia]. 
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Del proceso de trasposición surgen las tres leyes que en la actuali­
dad regulan el sector de telecomunicaciones y audiovisual franceses, 
además de una que existía con antelación: 

a) La ley sobre las comunicaciones electrónicas y los servicios de comuni­
cación audiovisual , del 3 de junio de 2004 (Loi sur les communicalion 
électroniques el aux services de communicalion audiovisuelle, fournel Offí­
ciale de 3 de junio de 2004, que principalmente toma en cuenta los nuevos 
escenarios del audiovisual y apunta especialmente al tema de la conver­
gencia, dándole a todo ello una visión más económica y comunitaria). 
b) La ley para la confianza en la economía digital, del 21 de junio de 2004 
(Loi pour Ja confiance dans l'economie numérique. Ley 2004-575, fournel 
Offíciale de 22 de junio de 2004, la cual por su parte hace específicos al­
gunos métodos de ejercicio de las actividades de telecom unicaciones, 
sobre todo de los servicios de la sociedad de la información , entre las que 
se incluyen variados puntos sobre el servicio universal, su coste y la con­
tribución de los operadores al mismo). 
e) La ley relati va a las obligaciones de servicio público de las telecomuni­
caciones y con France Telecom, del 31 de diciembre de 2003 (Loi relalive 
aux obligalions de service public des lélécommunicalions el ó France Telé­
com. Ley no. 2003-1365, fournel Offíciale de 1 de enero de 2004, de la que 
se puede destacar, como su título indica, que integra las disposiciones 
contenidas en las directivas europeas con respecto al servicio universal y 
los derechos de los usuarios).327 

d) La ley relativa a la informática, los ficheros y las libertades, de 6 enero 
de 1978,328 mejor conocida como Ley de Libertades e Informática (Loi re­
/olive ó J'informalique, aux fich iers el aux libertés. Ley no. 78-17, fournel 
Offíciale de 7 de enero de 1978, que se encarga de regular algunos aspec­
tos ahora también relacionados con internet, sobre todo si se hace una 
reforma de ella, ya que fue promulgada hace casi tres décadas). 

Como en el caso de los demás países europeos y por supuesto, en 
distintos sentidos en el de los de Norteamérica, los objetivos de estas 
nuevas leyes francesas en materia de telecomunicaciones son apoyar 
el paso a una competencia efectiva, sin dejar de tomar en cuenta los 

327Con esta ley France Telecom deja de ser el operador encargado de prestar el servicio 
universal y a partir de esa fecha los encargados de prestarlo se designan mediante un sistema de 
candidaturas. 

328La Loi relativa ó l 'informotiqué, oux fichiers et oux libcrtés. 
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derechos ciudadanos. En consecuencia, "la competencia no es un fin 
en sí mismo" argumenta la ARCEP [2006], sino que sirve de base para 
proveer a los consumidores de servicios muy diversos, pero sobre todo 
con calidad y mejores precios. Estos dos elementos, por supuesto, for­
man parte del concepto del servicio universal. 

Un segundo objetivo de estos ordenamientos estaría relacionado 
con la pertinencia de controlar el tema del financiamiento de los ser­
vicios públicos de telecomunicaciones, velando por la permanencia y 
consolidación de un entorno competitivo. 

En un tercer sitio estaría el objetivo de fomentar el empleo y la 
competitividad en el sector de las telecomunicaciones y, como cuarta 
meta , se encuentra la de tomar en consideración los intereses de los 
usuarios en cuanto a servicios y equipos de telecomunicaciones, así 
como de todo tipo de territorio. 

En referencia a la competitividad y el empleo, el organismo regula­
dor considera que la competencia tiene valor solamente si es un factor 
de mercado y de desarrollo. Así que se inclina por apoyar la innovación 
en el sector y el uso de las tecnologías por parte de las empresas. 

Ahora bien, la normativa francesa de telecomunicaciones (tenien­
do como fundamento la trasposición mencionada) está dirigida, en 
conjunto, a consolidar el marco jurídico mediante el método determi­
nado por la Unión , que es el de separar la regulación de las infraestruc­
turas de la de los contenidos. También tiene como espíritu el de acercar 
el derecho sectorial de telecomunicaciones a los principios del derecho 
de la competencia. 

Por estas razones, la legislación francesa ha evolucionado con las 
consideraciones de concurrencia de la Unión y como un ejemplo prác­
tico puede mencionarse que en la actualidad los mercados relevantes 
comprendidos en su normativa son 18,329 frente a los cuatro que exis­
tían antes del paquete de directivas comunitarias. 

Uno de los servicios que figura reiteradamente en los mercados re­
levantes es, por supuesto, el de telefonía fija, como se puede observar 
en el siguiente cuadro. De acuerdo con los principios de libre compe-

329 0 e acuerdo con el número preestablecido por la CCE. 
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tencia, el regulador francés ha aprobado la fusión de Cegetel y Neuf 
Télécom, que juntos constituirán la segunda empresa más grande de 
prestación de ese servicio,330 después de France Télecom, frente al que 
han iniciado sus actividades en el marco de libre concurrencia. 

MERCADOS RELEVANTES DE LA U IÓN EUROPEA 

Los 18 mercados regulables que establece la Comisión Europea 

Nivel minorista 

1. Acceso a redes públicas de telefonía fija para clientes residenciales 
2. Acceso a redes públicas de telefonía fija para clientes no residenciales 
3. Servicios de llamadas locales y/o nacionales de telefonía fija para clientes resi­

denciales 
4. Servicios de llamadas internacionales de telefonía fija para clientes residenciales 
5. Servicios de llamadas locales y/o nacionales de telefonía fija para clientes no 

residenciales 
6. 4. Servicios de llamadas internacionales de telefonía fija para clientes no resi­

denciales 
7. Mínimo de líneas adquiladas 

Nivel mayorista 

8. Llamadas de origen en la red pública de telefonía fija 
9. Terminación de llamadas en redes públicas individuales de telefonía fija 

10. Servicios de tránsito de la red pública de telefonía fija 
11. Acceso desagregado al por mayor al bucle de abonado para prestar servicios de 

banda ancha y voz 
12. Acceso de banda ancha al por mayor 
13. Segmentos de terminación de las líneas alqui ladas 
14. Segmentos troncales de las líneas alqui ladas 
15. Acceso y llamadas de origen en las redes públicas de telefonía móvil 
16. Terminación de llamadas de voz en redes móviles individuales 
17. Mercado nacional de servicios de itinerancia internacional de telefonía móvil 
18. Servicios de transmisión de emisiones difundidas para entregar contenidos a 

usuarios finales 

Fuente: Comisión para el Mercado de las Telecomunicaciones, 2003. 

330El visto bueno para la fusión fue anunciado en agosto del 2005. La compañía se propuso 
fusionar las dos marcas en una sola, así como "lograr cuatro millones de clientes en el horizonte de 
2007, la mitad de ellos en interne! de banda ancha. con una facturación global para ese año supe­
rior a los 3,300 millones de euros. En cuanlo al mercado de telefonía fija de empresas, su deseo es 
situarse inmediatamente por detrás de la operadora lradicional írancesa con una cuota de más del 
20 por cierto en el mercado de venta mayorista a otros operadores"[" ace un nuevo operador de te­
lecomunicaciones en Francia", en Vnunet.es, el porlal de las tecnologías de la información, 20051. 
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Otro ejemplo, es el de la red de fibra óptica (que está considerado den­
tro del mercado relevante 12: Acceso de banda ancha al por mayor) y en 
donde la ARCEP se ha opuesto a la creación de una red con esta tecnología 
por parte de France Télécom, debido a la amenaza de un nuevo mono­
polio en el mercado de banda ancha. Los argumentos son los siguientes: 

El desarrollo de un escenario de la fibra óptica en términos que llevarían 
a una remonopolización, de facto o de jure, del negocio de alta velocidad, 
no estaría en concordancia con los objetivos fundamentales de la regula­
ción [ ... ] En medio plazo, las compañías y la competencia en Francia pa­
garían el precio por ello. 331 

En cuanto a la convergencia, los cambios comprenden muchas 
reformas, pero es importante destacar que precisamente por la consi­
deración de su existencia es que los documentos de la UE contienen el 
término "comunicaciones electrónicas" en lugar de solamente "teleco­
municaciones", ya que de ese modo se hace hincapié en los fenómenos 
de convergencia, sobre todo con la informática e internet, ya que el au­
diovisual es tratado en muchos casos con su propia política. El marco 
jurídico francés ha adoptado ese término. 

Uno de los aspectos que no suele aparecer con frecuencia en las 
políticas de telecomunicaciones es el de la transparencia. La normativa 
francesa de comunicaciones electrónicas incluye una serie de con­
diciones para hacer efectiva la transparencia en la regulación de las 
mismas, por lo que se establece que "las decisiones importantes deben 
ser objeto de consulta pública preliminar". Es una garantía clave en el 
proceso de regulación, ya que se evitan posibles problemas de abuso de 
poder o decisiones parciales. Así que, sin distinción, "el regulador debe 
justificar sus decisiones sistemáticamente" [loe. cit.]. Estas consideracio­
nes son congruentes con los aspectos que sobre transparencia , liberali­
zación y corrupción tratamos en el capítulo 1, como parte del análisis 
de las políticas de telecomunicaciones y su marco teórico. 

331 "Francia se opone a la creación de un monopolio de red de fibra óptica", en La flecha. 
ncl, diario de ciencia y lecnologfa, 2005. Estas son declaraciones del presidente de la ARCEP. Por 
su parle, la postura de France Télécom es la misma que la de su homóloga alemana Deutsche 
Telekom, que "ha dicho que iba a invertir 3,000 millones de euros en la construcción de una red 
de fibra óptica, pero sólo si no era forzada por los reguladores a abrirla a la competencia". 
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Desde el punto de vista europeo, la transparencia se ve como un 
elemento más para reforzar el proceso de armonización en telecomu­
nicaciones. Es por esta razón que todas las decisiones importantes de 
los reguladores de los países miembros deben ser comunicadas a la 
CCE, la cual tiene derecho de veto en la definición de los mercados 
relevantes. Las políticas francesas de telecomunicaciones incluyen los 
aspectos necesarios para que dicha transparencia se lleve a efecto. Por 
ejemplo, cumplen con lo establecido por la Unión de que las decisio­
nes importantes de su regulador referidas al estudio de mercados,332 

deben ponerse a la consideración, para conocer su opinión, de los 
demás reguladores europeos. 

En cuanto a los aspectos locales de las telecomunicaciones france­
sas, es preciso mencionar que de acuerdo con el artículo L.1425-1 de 
su Código General de las Autoridades Locales, se otorgan facultades a 
las mismas en el campo de las instalaciones de redes en sus territorios. 
Las autoridades locales pueden autorizar a operadores de redes de te­
lecomunicaciones, elegir entre varios modos de gestión de sus redes, 
así como vigilar que el acceso a infraestructuras se realice de modo 
transparente y no discriminatorio. Deben mantener el respeto a los 
principios de neutralidad, apertura e igualdad.333 

La meta de esta política, de conceder esas facultades a las autori­
dades locales, se refiere a la posibilidad de reducir las disparidades 
territoriales en cuanto al acceso, lo cual sería un elemento importante 
que contribuya a los principios del servicio universal. 

Estas facultades se sujetan, como en el ámbito nacional, a lo esta­
blecido en el Código de los Correos y las Comunicaciones Electrónicas 
(antes Código de los Correos y las Telecomunicaciones) que analizare­
mos adelante. 

332 El regu lador francés se guía también en este aspecto por las directrices de la Unión, y 
efectúa los análisis de mercado siguiendo los principios del derecho de la competencia. De igual 
modo, efectúa el análisis para determinar a los operadores dominantes. 

333 El respeto a los principios de neu tralidad, apertura e igualdad s upone que la información 
recabada por la autoridad local con respecto a la petición de un operador, debe estar disponib le 
para el conjunto de los operadores. Al mismo tiempo, las ayudas fina ncieras otorgadas a los 
operadores de redes deben sujetarse a los métodos de las autoridades nacionales y a las reglas 
comunitarias. 
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Código de los Correos y las Comunicaciones Electrónicas 
(Le code des postes et des communications électroniques) 

El Código de los Correos y las Comunicaciones Electrónicas tiene gran 
importancia en lo que a política de telecomunicaciones se refiere y 
también con respecto a la particularidad que estudiamos: el servicio 
universal. Contiene el marco jurídico general para la aplicación de los 
principios relativos al sector, como la interconexión, la protección de 
datos, los equipos terminales, algunas facultades del regulador y la asig­
nación de frecuencias, además de los que nos interesan en este libro. 

Es en el capítulo 111, sección 1 , donde se consignan los principios 
relativos al servicio universal y las modalidades para designar a los 
operadores que podrán ofrecerlo. Se asienta que el servicio universal 
se aplicará en todo el territorio francés, de acuerdo con los principios 
"de igu aldad, continuidad y de adaptabilidad" [artículo R.20-30], que se 
refieren sobre todo a los operadores encargados de su prestación. En la 
ley están previstos los procesos de designación de operador, de cumpli­
miento de obligaciones, así como de aquellos casos en que una empresa 
deba transferir esa obligación a otra, de acuerdo con el Código. 

El artículo R.20-31 se encarga de enumerar las condiciones para 
el financiamiento del servicio universal, que la A RCEP debe revisar y 
establecer finalmente. 

Servicio universal (Service universen 

La ley francesa, determinada por la UE, prevé que el servicio público 
de telecomunicaciones considera al servicio universal, que a su vez 
comprende: servicio telefónico de calidad a precio accesible; guías 
telefónicas impresas y en formato electrónico; acceso a cabinas tele­
fónicas ubicadas en el espacio público; acceso de los ciudadanos en 
situación de desventaja a los servicios telefónico, de guías y de cabinas, 
en igualdad de condiciones que los demás usuarios. 

En este sentido, las nuevas leyes francesas que regulan las teleco­
municaciones y que hemos enumerado en el primer apartado tienen 
entre sus objetivos el de tomar en consideración los intereses de los 
usuarios y la disparidad de territorios. 
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Por supuesto, esa garantía incluye uno de los aspectos más importan­
tes del servicio universal, que es el de la cobertura. La ARCEP explica, en 
concordancia con esto, que "la preocupación del planteamiento regional 
debe estar presente en las condiciones del regulador" [loe. cit.], por lo 
cual es imperativo que se apoye por ejemplo la cobertura móvil y se 
amplíe en lo posible la teledensidad en las zonas más apartadas. 

En Francia la extensión de la cobertura móvil se ha considerado 
como un elemento esencial en el planteamiento regional, por lo cual el 
15 de julio de 2003 el gobierno, las asociaciones de funcionarios elegi­
dos, la ARCEP y tres operadores de telefonía móvil (Orange France, SFR 

y Bouygues Télécom) firmaron un convenio para mejorar la cobertura 
de este servicio en escala nacional. 

Sobre todo, se pretende reducir lo que en Francia se conoce como 
las "zonas blancas", esto es, las que no están cubiertas por ningún ope­
rador y que ascienden a unas 3,000 comunidades aproximadamente. 

El convenio consideró primordialmente dos fases: hasta el 2004 la 
instalación de 1,250 sitios de telefonía móvil en más de 1,600 comuni­
dades y de 2005 a 2006 la cobertura de las comunidades restantes. 

La norma fundamental en materia de servicio universal en Francia es 
la Ley 2003-1365, de 31 de diciembre de 2003, relativa a las obligaciones 
de servicio público de telecomunicaciones y a France Télécom. Esta ley 
es la que traspone la directiva europea de servicio universal y tiene como 
fundamento el Código brevemente analizado en el apartado anterior. 

Esta ley encarga a la ARCEP fijar los principios fundamentales y los 
métodos del servicio universal. Las cantidades de contribución al fi­
nanciamiento del servicio universal también las determinara la misma 
institución , como también deberá supervisar la correcta ejecución de 
los mecanismos de financiamiento. Por supuesto, también se le atribu­
ye la función de sancionar la falta de pago de algún operador. 

Según esta ley en su artículo L.35-1 (del título 1), el servicio uni­
versal de telecomunicaciones debe proveer a los ciudadanos franceses 
de un servicio telefónico de calidad a precio accesible. Desde luego, y de 
acuerdo con lo establecido en la Directiva 2002/ 22 - traspuesta en esta 
ley- el servicio telefónico debe permitir la comunicación de datos con 
el adecuado flujo para acceder a internet. 
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La calidad es uno de los elementos del servicio universal que 
revisa constantemente la ARCEP y una de las formas de hacerlo es 
mediante consultas públicas. En octubre de 2008 la autoridad regula­
dora publicó los resultados de una de esas consultas con operadores, 
usuarios y grupos de consumidores, tomando como base los puntos 
ahí vertidos para emitir una decisión sobre la calidad del servicio, en 
particular de telefonía fija. 

De igual manera, es interesan te observar que en el caso francés el 
servicio universal incluye el mantenimiento del servicio por un año, 
en caso de falta de pago por parte del usuario. El servicio estará res­
tringido a la recepción de llamadas y a la emisión de las mismas a los 
números gratuitos y de emergencia. 

En sus dos títulos restantes la ley se dedica a consagrar las condi­
ciones de gestión y funcionamiento de France Télécom (el otrora ente 
público334 cuya privatización tuvo relación con el servicio universal), 
las condiciones de empleo de sus trabajadores y la coparticipación con 
otros operadores de la carga del servicio universal. 

A ese respecto, el año pasado France Télécom anunció su intención 
de aumentar la cuota de abono mensual que cobra a los usuarios de 
su servicio telefónico y a los conectados a su red. Argumentaba que su 
pretensión de incrementar un euro por año a partir de entonces y hasta 
2007, tenía como fundamento la carga que suponen sus obligaciones 
de servicio universal. Según el operador se hacía necesario cobrar más 
a sus clientes para paliar el gasto de 125 millones de euros que le su­
pone la prestación del servicio universal,335 de los cuales 68 millones 
deben ser aportados por el resto de los operadores. 

33' France Télécom fue privalizado en 2004. El año anterior, el Congreso aprobó un proyecto 
de ley en donde se establecía la reducción del capital del Estado en 50 por ciento y ese fue el 
inicio de la privatización que culminó en el año citado. En aquel proyecto se argumentaba que 
la decisión tenía como fundamento •·ta necesidad de transponer en la legislación francesa una 
Directiva de la Unión Europea sobre la redefinición del servicio universal de telecomunicaciones 
y la liberalización del mercado" ["El Senado aprueba la privatización adiciona l de France Télé­
com", en Finanzas. com, 2003). El ministro de Economía francés icolás Sarkozy anunc ió el 1 de 
septiembre de 2004 que el Estado se deshacía de más de 50 por ciento de las acciones, un tota l 
de 236 millones de las mismas, equivalentes a unos 5,000 millones de euros, que se utilizarían 
para el rembolso de la deuda pública. 

335 Fuente: "Francia pone a prueba el futuro de la cuota de abono del teléfono en Europa", en 
AméricaEconómica.com, 2005. 
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Por otra parte, se realizan acciones en el sentido contrario, el de 
proveer a los ciudadanos de elementos que se acercan más a la garantía 
del servicio universal. Es el caso de la iniciativa del Ayuntamiento de 
París, que se ha propuesto publicar una licitación para el desarrollo 
de una cobertura de internet de banda ancha asequible para todas las 
empresas y las viviendas, pero sobre todo gratuita, siguiendo el objetivo 
de dinamizar la ciudad. 

Los alcances de esta iniciativa son innegables, ya que permitiría 
el acceso a la información, a la tecnología en sí misma y a los nuevos 
servicios asociados a internet que parten del fenómeno de la conver­
gencia, como es el caso de la televisión de alta definición. El formato 
gratuito permitirá el acceso a todos los ciudadanos, incluidos aquellos 
con menos recursos (imperativo de la ley francesa con respecto al 
servicio universal). 

El órgano regulador (Aulorité de Régulalion 
des Communications électroniques el des Postes) 

El organismo regulador por excelencia es la ARCEP, que proviene de la 
ART (Autorité de Régularion dés Télécommunications, esto es, Auto­
ridad de Regulación de las Telecomunicaciones). Fue creado en 1996 
para regular las telecomunicaciones y sustituido por aquél en 2005 

asignándole también la regulación de las actividades postales, por lo 
cual la ARCEP es el organismo vigente en la actualidad. 

La creación de este organismo responde, como en muchos otros 
países, a los procesos de apertura del sector que han hecho necesaria 
su existencia como una autoridad administrativa independiente. 

La propia ARCEP justifica sus actividades aludiendo a un sector en el 
que las barreras de entrada obligan a que exista una regulación,336 para 
permitir la entrada coordinada y armónica de nuevos competidores. 

Al mismo tiempo, es misión de la ARCEP establecer un control de pre­
cios debido a que la apertura no elimina las condiciones establecidas 
por los monopolios naturales, aun cuando éstos hayan desaparecido 
como tales. Por ello debe estudiar los mercados relevantes establecidos 

336En su página web sost iene que se trata de un sector "con barreras de en trada muy 
fuertes". 
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por la CE337 y analizar las situaciones de posición dominante para actuar 
en caso de abuso de la misma. 338 

El legislador otorgó a la ARCEP, además de las funciones relaciona­
das con la apertura del mercado, las relativas al cuidado del financia­
miento y salvaguarda del servicio universal. Por ello, este organismo 
se encarga de vigilar los asuntos monetarios y las tarifas de los opera­
dores que reciben beneficios del servicio universal, como por ejemplo 
subvención específica. 

La ARCEP también tiene la posibilidad de hacer recomendaciones en 
cuanto al financiamiento del servicio universal, así como de emitir sus 
opiniones en torno a los asuntos relacionados con éste. 

La composición de la ARCEP es de siete miembros , cinco de los 
cuales pertenecían a la antigua ART. Son nombrados para seis años de 
acuerdo con su calificación económica, legal y técnica en el ámbito 
de las comunicaciones electrónicas , de las estaciones y de la economía 
territorial. Su designación es irrevocable y no se pueden renovar en 
el cargo. 

Los nombramientos los realiza el Presidente de la República (quien 
designa al presidente del organismo), del Senado y de la Asamblea 
Nacional. Esto por supuesto, cuestiona el aspecto de autonomía que 
debería ser primordial en la ARCEP. 

En relación con el método de trabajo de la ARCEP para hacer posi­
bles estos objetivos, el propio organismo argumenta que por un lado 
debe estar presente la vocación de transparencia y, aunado a la misma, 
el diálogo. De esta forma, la institución realiza reuniones periódicas de 
instancias consultivas, entre las que se cuentan: 

337El estudio de los mercados relevantes se lleva a efecto tomando como punto de partida 
la lis ta emi tida por la CCE al respecto (en donde se enumeran los mercados susceptibles de ser 
intervenidos por los estados nacionales si no se observa competencia real ). La ARCEP an aliza el 
mercado y sus decisiones o resultados con respecto al mismo y la determi nación de posición do­
minante, pueden variar en cierto grado de las disposiciones de la Unión (por la caracterización es­
pecífica del mercado francés), pero todo ello tiene que estar muy bien justi ficado [ARCEP, 2006]. 

338La actuación sobre el abuso de posición dominante y en cuanto a la relevancia de los mer­
cados tiene su fundamento en las distintas directivas que hemos estudiado en este trabajo. En la 
Directiva de acceso, por ejemplo, se establecen las obl igaciones de tran sparencia , publicación de 
una oferta de referencia, no discriminación, entre otros. Y en la Directiva de servicio universal, 
la proh ibición de precios excesivos y/o predatorios y de prácticas discriminatorias. 
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a) la Comisión Consultiva de las redes y de los servicios de telecomuni­
caciones (Cammission consullative des réseaux el des services de télécom­
munications y en adelante, CCRST); 

b) la Comisión consultiva de las radiocomunicaciones (Commission con­
sultative des rodiocommunications, CCR), y 
e) el Comité de interconexión. 

Las dos comisiones están bajo la supervisión del ministerio encar­
gado de las telecomunicaciones y de la ARCEP. 

La labor de esta autoridad, además de los resultados de los trabajos 
de las comisiones consultivas, se apoya en la celebración periódica de 
reuniones, consultas públicas y audiencias, en donde se recogen opi­
niones y comentarios útiles para su función. 

La publicidad de sus decisiones y comentarios se lleva a cabo me­
diante su página web, así como muchas de sus actividades de informa­
ción, textos de referencia y enlace para las convocatorias a las citadas 
reuniones o consultas públicas. La ARCEP pretende tener una apertura 
considerable al hacer públicas sus decisiones y al ejercer la labor de 
informar a los consumidores sobre el mercado de telecomunicaciones 
y demás aspectos de interés, incluyendo documentos, archivos de in­
formación y legislación del sector. 

La regulación que lleva a cabo la ARCEP logra ser equitativa, desde 
su punto de vista, mediante la independencia con respecto de organis­
mos públicos y privados.339 Dicha independencia no se traduce en ar­
bitrariedad en las decisiones, por lo que éstas se sujetan a los controles 
del Parlamento,340 el Ministerio de Telecomunicaciones, el Tribunal de 
Apelación341 y la CCE.342 

33"Esta fórmula ha funcionado bien hasta el momento, pero hay quienes opinan que puede 
causar problemas en lo futuro. Por ejemplo, Stirn (2006, 51 augura que "aunque las autorida­
des administrativas independientes se hayan integrado bien en el conjunto constitucional y 
administrativo hasta la fecha , no podrán desarrollarse indefinidamente sin suscitar problemas 
de equilibrio respecto a las autoridades políticas (Parlamento y gobierno) y a otras autoridades 
administrativas". 

3'ºLa ARCEP somete todos los años un Informe al Parlamento y al gobierno sobre su actividad, 
por lo cual sus decisiones son vistas por las comisiones permanentes del Parlamento. 

34 1Sus decisiones son susceptibles de ser recurridas por el Tribunal de Apelación de París o 
por el Consejo del Estado (decisiones sobre sanciones, por ejemplo). 

342Como hemos visto, los proyectos de decisión sobre los mercados relevantes se remiten a 
la CCE para su revisión y aprobación, ya que puede ejercer el derecho de veto. 
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El caso italiano 

Contexto general de las telecomunicaciones italianas 

Como bien indica la Autoridad para la Garantía en las Comunicaciones 
(AGC) en Italia están sentadas las bases para una "duradera expansión 
del mercado" mediante las reglas establecidas por el Estado y que la 
propia agencia es una de las encargadas de llevar a cabo. 

El caso de Italia, al igual que el de los demás países europeos que 
hemos abordado hasta ahora, tiene como referente el marco comunita­
rio, pero sus particularidades son evidentes, toda vez que el mercado 
está consolidado de una forma muy específica. 

Italia tiene unas cifras de telecomunicaciones muy altas, ya que 
cuenta con más de 27,000 millones de líneas telefónicas fijas y más 
de 28.5 millones de usuarios con acceso a internet en 2005; para una 
población de unos 59.8 habitantes en abril de 2008. 

Asimismo, tiene una característica que ha sido foco de atención en 
los últimos años. Se trata de que el primer ministro italiano es, al mis­
mo tiempo, el dueño del mayor complejo de medios de comunicación y 
telecomunicaciones de ese país: Mediaset,343 que pertenece a su vez al 
gran consorcio conocido como Fininvest. Mediaset es una gran empre­
sa que se ha propuesto "presidir el sector de las telecomunicaciones, 
objetivo crucial en vista de la transición esperada". 344 

Esta empresa posee diversos canales de medios de comunicación 
y productoras, pero también cuenta con 19.5 por ciento del operador 
italiano de telefonía fija Albacom, que comparte acciones con institu­
ciones como British Telecom y la Banca Nazionale del Lavoro. 

De este modo, existe, como en ningún otro país de los casos empí­
ricos estudiados aquí, una fusión de tres poderes en una sola persona: 
Silvio Berlusconi. 

Almeida Santos [2005), especialis ta en los modos de preeminencia 
del poder de Berlusconi sostiene que con él se rompe "la diferenciación 
funcional entre el poder económico, el poder político y el poder infor-

343 Mediaset es el mayor grupo de comunicación privado en Italia 
344 Página web oficial del grupo M ediase!, disponible en httpJ/www.gru pomediaset.it 
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mativo-cultural", mismos que se corresponden con tres subsistemas 
sociales (política, economía e información-cultura). 

La relación entre el imperio de Berlusconi y la regulación de tele­
comunicaciones viene dada por dos ámbitos: por un lado, la regulación 
favorable al dueño de Fininvest para obtener la posición dominante de 
que ahora goza y, por el otro, la regulación que como primer ministro, 
este empresario pudo llevar a efecto. 

Recientemente se conoció la noticia de que el dueño de este im­
perio de comunicación tenía que vender un porcentaje muy alto del 
mismo debido a una gran crisis política y económica que ha tenido 
lugar en Italia [González, 2005: 2]. 

El Código de las Comunicaciones Electrónicas 
(Codice delle Comunicazioni Elettroniche) 

El Código de Comunicaciones Electrónicas (Decreto Legislativo núm. 
259 de 1 de agosto 2003, en la Gazzetta Ufficiale núm. 214, de 15 de 
septiembre de 2003) es el ordenamiento jurídico más importante, ade­
más del Decreto 318, en materia de comunicaciones electrónicas. Su 
título supone que no solamente trata de las telecomunicaciones sino 
de otros medios de comunicación audiovisual, al tiempo que utiliza 
el término que han adoptado también los franceses de las directivas 
comunitarias, el de comunicaciones electrónicas. 

Este Código define todos los conceptos que serán necesarios para 
el entendimiento de su articulado, tales como usuario, abonado, com­
petencia, redes y servicios de comunicación electrónica. Por supuesto 
también define el servicio universal, lo cual hace del siguiente modo: 
"un insumo mínimo de servicio, de una calidad determinada, accesible 
a todos los usuarios independientemente de su ubicación geográfica y 
teniendo en cuenta las condiciones nacionales específicas, a un precio 
accesible" [artículo 1.11] . 

El ámbito de aplicación de esta ley, como su nombre lo indica, es 
el de las redes y servicios de comunicaciones electrónicas accesibles 
al público, comprendiendo las redes utilizadas para la circulación de 
radio y televisión (incluida la de cable). 

El artículo 3 del Código establece como principio general del mis­
mo la garantía y el derecho inderogable de la libertad de las personas 
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para el uso de los medios de comunicación electrónica, así como el 
derecho de libertad e iniciativa económica, todo ello en un régimen de 
competencia en el sector de las comunicaciones electrónicas. 

Entre los principios generales también se incluye el régimen de ex­
cepciones en la aplicación de los principios anteriores: la seguridad del 
Estado, la protección civil, la salud pública, la defensa del medio ambien­
te y la protección de los datos personales. 

Se prevé la aplicación de la normativa en el contexto de la compe­
tencia mediante la garantía de acceso al mercado de redes y servicios 
de comunicaciones electrónicas, de acuerdo con los criterios de obje­
tividad, transparencia, no discriminación y proporcionalidad. 

También se prevén, en coherencia con lo determinado por el marco 
comunitario, las condiciones de interconexión, garantía del servicio 
universal , de convergencia y el respeto del principio de "neutralidad 
tecnológica" [artículo 4h]. Este principio se explica así: 

[ .. . ] el principio de neutralidad tecnológica, entendido como la no discri­
minación a una tecnología particular, no imposición del uso de una tec­
nología particular respetando otras posibilidades [ ... ] a fin de promover 
los servicios independientemente de la tecnología utilizada. 

La estructura de autoridad italiana se coordina, en la regulación de 
las comunicaciones electrónicas, mediante lo estipulado en el artículo 
5.1 del código. De acuerdo con éste, el Estado, las Regiones y los entes 
locales actuarán con respeto a la competencia legislativa y reglamenta­
ria de las regiones y de las provincias autónomas, operando conforme 
al principio de leal cooperación. 

Lo anterior debe entenderse en el marco de la Conferencia Unificada, 
cuyo decreto legislativo data de agosto de 1997. A partir de la misma, to­
ma especial relevancia la protección de la unidad económica en Italia. 

La prohibición de que las autoridades (Estado, regiones y entes 
locales) sean poseedoras de redes públicas de comunicaciones electró­
nicas, se matiza con la posibilidad de que las tengan por medio de una 
sociedad controlada. 

El Código define las funciones de la Autoridad Nacional de Regla­
mentación (esto es, la agc), de la Autoridad de Defensa de la Competen-
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cia y del ministerio correspondiente, es decir, el de la Comunicación, 
los cuales deben funcionar en cooperación y transparencia. Para lograr 
dicha colaboración, las tres entidades deben intercambiar la infor­
mación necesaria para que se apliquen las directivas europeas sobre 
comunicación electrónica [artículos 7 y 8] . 

La recopilación de información para estas instituciones será facili­
tada por los operadores de redes y servicios de comunicaciones elec­
trónicas (incluso información financiera), según lo dispuesto por este 
Código [artículo 10.1]. 

De igual manera que deben trabajar en coordinación y recopilar la 
información necesaria, la agc y el ministerio deben contribuir a la conso­
lidación del mercado interno de comunicaciones electrónicas en Italia. 
Pero sobre todo, deberán ejercer sus funciones reguladoras conforme a 
los principios de la actividad de reglamentación expuestos en el articulo 
13, entre los que destaca el de neutralidad tecnológica, que ya mencio­
namos, el de la competencia, el del respeto a la diversidad cultural y 
lingüística y el del pluralismo de los medios de comunicación. 

De igual manera, el ministerio y la AGC deberán ejercer sus funcio­
nes promoviendo, entre otras cosas, la innovación y el desarrollo de 
las redes y servicios de comunicación electrónica, así como adoptando 
una normativa flexible en materia de interconexión. 

En el artículo 13.6 del Código se establece que en las funciones del 
Ministerio y la agc en relación con los ciudadanos, se prevé la la ga­
rantizar a lodos ellos de acceso al servicio universal. Aquí la novedad 
radica en que incluye directamente al Ministerio de la Comunicación 
entre los obligados a proteger esta garantía. 

Este Código, por otra parte, incluye toda la trasposición de las di­
rectivas comunitarias que componen el paquete de telecomunicacio­
nes de 2002 y que analizarnos en el capítulo precedente. De este modo, 
integra los preceptos relativos a la normalización, la autorización, el 
acceso, la protección de datos y, por supuesto, el servicio universal, 
según hemos anotado. 

En concordancia con esto, este Código incluye todo un capítulo 
relativo al servicio universal , el capítulo iv, titulado "Servicio universal 
y derechos de los usuarios en materia de redes y servicios de cornuni-
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cación electrónica". Además de lo regulado en este Código, existe en 
Italia un Decreto del 10 de marzo de 1998, relativo al financiamiento 
del servicio universal. Tanto la sección del Código, como el Decreto los 
analizaremos más ampliamente en el apartado siguiente. 

El servicio universal (servizio universale) 

En Italia, la normativa que regula los aspectos principales del servicio 
universal está compuesta por varios ordenamientos jurídicos. El pri­
mero, que contiene las definiciones básicas del mismo, es el Decreto 
del Presidente de la República núm. 318/97, que es el Reglamento para 
la actuación de la directiva comunitaria en el sector de las telecomu­
nicaciones (Regolamento per l'attuazione di direttive comunitarie nel 
settore delle telecomunicazioni). 

Es el artículo 3 de este Reglamento, titulado precisamente servicio 
universal, el que lo define como aquel que comprende: el servicio de 
telefonía básica (que a su vez considera la posibilidad de emitir y recibir 
llamadas nacionales e internacionales, la comunicación por fax, la trans­
misión de datos, el acceso gratuito a los servicios de emergencia, el acce­
so a operadora), el servicio de guías telefónicas, la cobertura de teléfonos 
públicos y el servicio para la población en condiciones especiales. 

Fue Telecom Italia la empresa indicada para prestar el servicio uni­
versal en el territorio nacional, según lo determinado por este Reglamen­
to, pero a partir de enero de 1998 se hizo posible que otros operadores 
lo prestasen. La condición, por supuesto, es que lo hagan sin tener en 
cuenta la ubicación geográfica del cliente y que participen del fondo de 
financiamiento del servicio universal cuando se justifique y bajo ciertas 
condiciones, que están establecidas de modo general en este Reglamento 
y con más particularidad en otro que veremos a continuación. 

Otro de los marcos normativos que regula en Italia el servicio 
universal es el Reglamento de financiamiento del servicio universal, 
es decir, el Decreto de 10 de marzo de 1998 (Reglamento de financia­
miento del servicio universal -Finanziamento del servizio universale 
nel settore delle telecomunicacion-, Gazzetta Ufficiale, 10 de marzo 
de 1998). Este breve documento, que sólo consta de siete artículos, se 
encarga de delimitar las condiciones para el financiamiento del servi­
cio. Explica y define lo que se considera como cliente, servicio y área 
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no remunerativa, ya que, como sabemos, es lo que implica que los ope­
radores tengan acceso a la subvención del fondo de financiamiento. 

El Reglamento también se encarga de establecer las normas para el 
financiamiento, el costo de repartición del fondo, el cálculo del coste 
neto, las modalidades de financiamiento, y las condiciones para que 
procedan las exenciones de la contribución al fondo. 

El organismo encargado de garantizar el cumplimiento de la pres­
tación del servicio universal es también la AGC, que determina cada 
año las contribuciones que los operadores tienen que realizar al fondo 
del servicio. Sin embargo, este Decreto también establece obligaciones 
para el Ministerio de la Comunicación en materia de cálculo de coste 
neto del servicio universal. 

Con el fundamento europeo de calidad y acceso, la AGC argumenta que 
la cantidad de operadores en el mercado que ofrecen los servicios de tele­
comunicaciones no debe ir en detrimento de la calidad de los mismos. 

Finalmente, una tercera normativa con respecto al servicio univer­
sal es el Decreto Legislativo núm. 259, de 1 de agosto de 2003, cono­
cido como Código de la Comunicación Electrónica, que por supuesto 
es el más importante. 

El Código contiene un capítulo, el rv, con cuatro secciones y 32 artí­
culos dedicados al tema del servicio universal y los derechos de los usua­
rios en materia de servicios y redes de comunicaciones electrónicas. 

La disponibilidad del servicio universal corresponde a todos los 
usuarios y debe tener un nivel cualitativo estable, independientemente 
de la ubicación geográfica de aquéllos [artículo 53]. Además, la co­
nexión a la red fija debe tener la condición necesaria para permitir el 
acceso adecuado a internet [artículo 54]. 

Por supuesto, en el Código están incluidos los tres elementos esencia­
les para el servicio universal que marca la legislación comunitaria: acce­
so, calidad y precio asequible. Y será el Ministerio de la Comunicación el 
encargado de vigilar el cumplimiento de estas condiciones. 

Las guías telefónicas, la suficiente cantidad de teléfonos públicos de 
pago y la protección de los usuarios con discapacidades o condiciones es­
peciales, también están contenidas en el servicio universal [artículos 56-
57]. El Ministerio debe asegurarse del cumplimiento de estos puntos. 
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Es el literal 58 el que define las condiciones para llevar a efecto la 
designación de la empresa o grupo de empresas que deben prestar el 
servicio universal. Es la AGC la encargada de realizar tal designación, 
utilizando un criterio de designación eficaz, objetivo, transparente y no 
discriminatorio (de acuerdo con la Directiva de Servicio Universal). 

La asequibilidad de la tarifa del servicio será vigilada en su evolu­
ción por la AGC [artículo 59) y será esta Agencia la encargada de esta­
blecer también los niveles tarifarios para las empresas designadas para 
la prestación del servicio universal. 

En el caso de la calidad, sucede la misma cosa: es la AGC la encar­
gada de determinar los niveles de calidad345 y de utilizar este criterio 
en la designación de empresas proveedoras del servicio universal, así 
como de vigilar que todas las demás empresas lo cumplan [artículo 61). 
También corresponde, de acuerdo con la Directiva 2002/22 , el cálculo 
del coste neto del servicio universal a la AGC [artículo 62). 

En Italia, el capítulo sobre servicio universal también contiene postula­
dos para regular los derechos de los usuarios finales, dentro del Código de 
las Comunicaciones Electrónicas, como es el caso de los puntos que deben 
contener los contratos, la calidad del servicio o la integridad de la red. 

El órgano regulador (Autoritá per le garanzie nelle comunicazioni) 

La AGC es, como sus homólogas, una autoridad independiente, creada 
al amparo de la Ley 249 del 31 de julio de 1997 (Legge 31 luglio 1997, 

n. 249, delle Jstiluzione dell'Autorita per le garanzie nelle comunica­
zioni e norme sui sistemi delle telecomunicazioni e radiotelevisivo, Ley 
publicada en el suplemento ordinario n . 154/L Gazzetta Ufficiale -31 

julio 1997), sobre la institución de la Autoridad para la Garantía en las 
Comunicaciones y normas sobre el sistema de la telecomunicación y 
radiotelevisivo. La AGC también está regulada en algunos principios por 
el Código de las Comunicaciones Electrónicas. 

También tiene como fundamento la independencia para garantizar 
los preceptos de la adecuada liberalización del mercado de telecomu­
nicaciones italiano. Sin embargo, también se ejerce sobre ella un con-

345Recientemente ha sido publicado un nuevo instrumento jurídico referente precisamente a 
este particular. Se trata de la Decisión o. 49/09/CSP en donde se determinan los objetivos de la 
calidad del servicio que deberán regir en el año de 2009, en atención al artículo 61-4 del Código 
de Comunicaciones Electrónicas. 
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trol, en este caso del Parlamento, entidad a la cual la AGC debe informar 
sobre su funcionamiento interno.346 

La composición de este organismo es de un µresidente, cuatro 
comisarios y dos comisiones con cuatro miembros cada una: la Comi­
sión para los productos y los servicios y la Comisión de infraestruc­
turas y redes. 

La Comisión para los productos y los servicios347 vigila la modalidad 
de distribución de los productos, incluyendo la publicidad, por lo cual 
tiene más relación con los contenidos de los medios y con los servicios 
desde el punto de vista de la libertad de expresión y la pluralidad. 

La Comisión de infraestructuras y redes348 se relaciona más cerca­
namente con las telecomunicaciones, ya que decide en materia de in­
terconexión y acceso, de numeración, servicio universal y la seguridad 
de la comunicación, entre otros. 

El nombramiento del presidente de la AGC es función del Presidente de 
la República, mientras que los comisarios son elegidos por el Senado y la 
Cámara de Diputados con el visto bueno del Presidente de la República. 

Tiene cuatro órganos, que son las dos comisiones, el consejo y por 
supuesto el presidente. El consejo está constituido por el presidente y 
todos los comisarios. Las competencias del Consejo se determinan en 
la Ley 249, del 31 de julio, y son muy amplias, ya que resumen las que 
tiene la AGC en general. 

Sus funciones, de modo similar a las comisiones que hemos anali­
zado, son vigilar el cumplimiento de la competencia y, también, tutelar 
la libertad de consumo de los ciudadanos. 

346Dicho funcionamiento interno se regula con base en el Reglamento rela tivo a la organización 
y al funcionamiento de la Autoridad para la Garantía en las Comunicaciones, que consta de cuatro 
lilulos: 1 "La Autoridad"; u, "Organizació n de las ofic inas"; 111, "Composición de los proced imientos"; 
IV, ''Redistribución de la competencia del órgano colegial de la autoridad", y v, "Relación con otras au­
toridades independientes". También tiene que contar con su Código é tico, ya que en su actividad tiene 
que solucionar cuestiones de "particular delicadeza" y en donde se involucran muchos intereses. 

347Entre sus funcio nes se encuentran la de promover la integración de las tecnologías y de 
la oferta de los servicios de telecomunicaciones. Pero la mayoría de sus facultad es están relacio­
nadas con temas como la publicidad , la televenta o los co nten idos, más propios de la po lítica 
audiovisual derivada de la Directi va de Televis ión s in Fronteras. 

3'
8Esta Comisión , concretamente, tiene más co nexión con el asunto de las telecomunicaciones 

que nos conduce. Además de los puntos señalados en el párrafo correspondiente, en cuanto a servi­
cio universal, la Comis ión tiene la facultad de vigilar "de conformidad con la normativa comunitaria, 
la ley y los reglamentos, el ámbito objetivo y subjetivo de la eventual obligación de servicio universal 
y las modalidades de determi nación y repartición del costo neto" [web ofic ial de la AGCj. 

Las eAperiencias de política 323 



En referencia a su estructura organizativa es conveniente mencio­
nar que se define por medio de su Reglamento interno y se constituye 
con un secretario general, así como de unidades organizativas de pri­
mero, segundo y tercer niveles. La unidad de primer nivel se articula 
a través de direcciones349 y servicios,350 mientras que las de segundo y 
tercer nivel en oficinas. 

Para coordinar sus trabajos en los distintos niveles,351 la AGC cuenta con 
el Comité Regional para la Comunicación, que consta de 21 oficinas - las 
correspondientes al número de regiones italianas- y que intenta cumplir y 
fortalecer el principio constitucional de descentralización territorial. 

En relación con los derechos de los usuarios de telecomunicaciones 
y de radiotelevisión, la ley italiana 249 ha establecido los principios 
de conformación de un Consejo Nacional del Usuario (e u o Consiglio 
Nazionale degli Utenti), que es independiente y trabaja cerca de la AGC 

para realizar propues tas que permitan la protección de los derechos 
ciudadanos352 en estos dos sectores. 

La peculiaridad que sí tiene esta Comisión es que tiene por misión 
preservar los valores de la concurrencia e intervenir cuando sea necesa­
rio en este campo, pero no sólo con respecto a las telecomunicaciones353 

sino también al audiovisual.354 Este órgano tiene funciones en ambos 

349Son las s iguientes: Dirección de redes y servicios de comunicaciones electrónicas, Direc­
ción de contenidos audiovisua les y multimedia, Dirección de análisis de mercado y competencia, 
Dirección de protección a l consumidor y Dirección de estudio, investigación y formación. Es ta 
estructura refleja los campos de acción de la ACC y deja claros incluso de algún modo sus objet ivos 
cenlra les, cuando se observan los campos en los que hace hincapié. 

350Son cualro: Servicio jurídico, Servicio de inspección y registro, Servicio de comunicación 
política y resolución del conflicto de intereses y Servicio de adminislración y personal. 

35 ' En el ámbito europeo la ACC debe colaborar con las autoridades nacionales de reglamen­
tación de otros países comunitarios, según lo que determina el Código de las Comunicaciones 
Electrónicas, en su artículo 12.2. 

352Según la p ropia institución, sus objet ivos tie nen los principios sigu ie ntes: con un 
enfoque ético y democrático, la salvaguarda de la dignidad humana, del plu ralismo cultural , 
político y religioso, defensa de la objetiv idad, competencia e imparcialidad en la información y 
en la comunicac ión. Las propuestas y recomendaciones que lleva a cabo no sólo son a la ACC, 

sino también al Parlamento, al gobierno y a cualquier organismo público o privado que tenga 
funciones en el sector. 

353Se encarga de desarrollar actuaciones de la liberalización en el sector de las telecomunica­
ciones, con la actividad de reglamentación y vigilancia y de resolución de la concurrencia. 

354Tiene por misión la racionalización de los recursos en el sector audiovisual , e incluso le 
corresponde la tutela del derecho de autor en el campo informático y del audiovisual. 
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sectores, además de la de aplicar la legislación antitrust y determinar 
posición dominante y evitar el abuso de la misma. También gestiona el 
Registro Único de Operadores de Comunicación (Ruoc o Registro Unico 
degli Operatori di Comunicazione). 

Además, es este mismo organismo el encargado de velar por el buen 
funcionamiento y la correcta aplicación del servicio universal de teleco­
municaciones. En cuanto a las garantías para los usuarios, está facultado 
asimismo para fomentar el pluralismo social, político y económico en el 
sector de la radiolelevisión, con la misión de observar su acatamiento. 

La AGC se define a sí misma como una "autoridad convergente" y preci­
samente por ello la decisión de la autoridad italiana ha sido la de consti­
tuir un solo organismo para regular los aspectos de tres ámbitos, el de las 
telecomunicaciones, el audiovisual y el sector editorial. La razón se en­
cuentra principalmente en los cambios tecnológicos, que hacen que estos 
sectores se toquen en muchos momentos y mantengan vínculos inexora­
bles y crecientes. De hecho, la AGC argumenta que las nuevas tecnologías 
"atenúan hasta eliminarlas"355 las diferencias entre los distintos medios. 

Por todo esto, el modelo de la AGC representa, como la propia agencia 
indica, "una excepción en el panorama internacional" y es observada 
con atención por muchos países como una experiencia innovadora. 

Desde ese punto de vista, la AGC regula ciertos derechos fundamen­
tales en la diversidad de medios audiovisuales y de telecomunicaciones, 
lo que le permite aplicar la regulación de manera mucho más coordinada 
y congruente, sobre todo cuando no existen puntos de contradicción o 
choque entre dos políticas. Es por ello que la convergencia es la palabra 
clave de esta institución, que analiza con detenimiento los alcances de 
las nuevas tecnologías, al tiempo que se inclina abiertamente por una 
regulación de internet, la cual además considera de urgencia. 

Dentro de este contexto de convergencia, la autoridad ve necesa­
rio poner énfasis en la protección a los menores y en la defensa del 
derecho de autor, ya que el marco tecnológico puede dejar estos dos 
terrenos desprotegidos. 

Asimismo, al entender que son los progresos tecnológicos y el 
conocimiento de los mismos, la piedra angular de los nuevos medios 

• 355Web oficial de la AGC, dis ponible en: htlp ://www.agcom.i t/intro_. hlm 

Las experiencias de política 325 



de comunicación y telecomunicaciones, se observa la necesidad de 
investigar sobre ellos. Se propone entonces una coordinación con el 
mundo académico y con las instituciones de investigación, por lo cual 
ha firmado convenios con la Universidad Federico 11 de Nápoles y con 
el Politécnico de Milán para llevar a cabo investigaciones sobre el sec­
tor de la comunicación. 

En el Código de las Comunicaciones Electrónicas y en las funciones 
de la AGC, la convergencia es un tema recurrente y también lo es la inte­
gración y el desarrollo de las tecnologías de banda ancha, que se conside­
ra que "están revolucionando el mundo de la transmisión de datos".356 

De este modo, la convergencia como tema clave y la inclinación por 
alianzas con el mundo académico, junto con otros factores , hacen de la 
AGC una de las agencias reguladoras más novedosas en el terreno de las 
comunicaciones electrónicas. Se convierte así en un posible modelo a 
seguir en Europa y en otros países fuera de su entorno. 

Los PAÍSES DE AMÉRICA DEL NORTE357 

Marco general del Tratado de Libre Comercio, 
el Tratado de Reciprocidad Satelital y otros documentos 

Tratado de Libre Comercio 

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN o TLC) ha 
sido piedra angular de las relaciones comerciales de la región en los 
últimos años, desde que fue puesto en práctica el 1 de enero de 1994. 

Su nombre original es North American Free Trade Agreement (del cual 
provienen las siglas NAFTA). 

Las principales características del TLCAN es que con él se suprimen 
gradualmente los aranceles de casi todos los productos que se fabri­
quen en la región, desaparecen otras barreras de librecambio y, sobre 
todo, se eliminan barreras a la inversión internacional. Asimismo, se 
tiene por objetivo proteger y hacer valer los derechos de propiedad 
intelectual en todo el territorio que abarca el tratado. 

356Loc. cit. 
357 Este apartado tiene una versión previa en un artículo titulado "Políticas y derecho de las 

telecomunicaciones en América del Norte" de la autora. 
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Fue firmado por los tres países participantes (Estados Unidos, 
México y Canadá) el 17 de diciembre de 1992 y los representantes de 
cada Estado fueron: George Bush, Carlos Salinas de Gortari y Brian 
Mulroney. 

El modelo que se utilizó para la elaboración de este tratado fue el 
Tratado de Libre Comercio (TLC) que ya habían firmado Estados Unidos 
y Canadá y que estaba en vigor desde 1989. Sin embargo, el TLCAN ha 
tenido dimensiones mucho mayores, ya que es el segundo espacio de 
libre comercio más grande del mundo, después del Espacio Económico 
Europeo.358 

Los alcances del Tratado también pueden ejemplificarse con los 
365 millones de consumidores que engloba tras la unión de los tres 
países. Además, su magnitud puede ser mayor si logran integrarse al 
TLC todos los países de América Latina, tras las negociaciones que con 
ese objeto se han puesto en marcha desde 1995. 

Independientemente del terreno de los productos, que es el mayor 
ámbito del TLCAN, se encuentra el de los servicios, donde se integran las 
telecomunicaciones. En el sector servicios, el NAflA tiene la meta de per­
mitir el acceso "al comercio transfronterizo de servicios" [TLCAN, 1992: 

rv], tales como las telecomunicaciones y las telecomunicaciones de valor 
agregado, entre muchos otros. De igual manera, se prevé el acceso y uso 
de las actividades de telecomunicaciones para los países signatarios. 

El apartado correspondiente a las telecomunicaciones es el capítulo 
XIII y contiene 10 artículos referentes a las condiciones que deberán 
prevalecer para los servicios de este sector entre los tres países fir­
mantes. Los literales van del 1301 al 1310 y contienen un anexo. Los 
describiremos brevemente en las siguientes líneas. 

El artículo 1301 determina el ámbito de aplicación del TLCAN en 
materia de telecomunicaciones e incluye tres tipos de medidas: las 
que adopte o mantenga una parte con respecto al acceso a las redes, las que 
adopte o mantenga una parte en relación con los servicios mejorados o 
de valor agregado y, muy importantes, las medidas de normalización 
"respecto a la conexión del equipo terminal u otro equipo a las redes 
públicas de telecomunicaciones" [artículo 1301]. 

358lnteresantemente, este Espacio entró en vigor al mismo tiempo que el TLCAN. 
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El acceso de las partes a las redes de los países vecinos es uno de 
los puntos en donde el libre comercio hace honor a su nombre, debido 
a que: 

Cada una de las partes garantizará que personas de otra Parte tengan ac­
ceso a, y puedan hacer uso de cualquier red o servicio público de teleco­
municaciones ofrecidos en su territorio o de manera transfronteriza [ ... ] 
Cada una de las parles garantizará que: o) la fijación de precios para los 
servicios públicos de telecomunicaciones refleje los costos económicos 
directamente relacionados con la prestación de los servicios [ ... ] ninguna 
disposición de este párrafo se interpretará en el sentido de impedir subsi­
dios cruzados entre una de las partes garantizará que no se impongan más 
condiciones al acceso de redes o servicios públicos de telecomunicacio­
nes y a su uso, que las necesarias para: b) salvaguardar las responsabili­
dades de servicio público de los prestadores de redes o servicios públicos 
de telecomunicaciones [artículo 1302]. 

El artículo 1304 es el relativo a la normalización, lo cual nos parece 
importante en el sentido comparativo con el mismo proceso experi­
mentado por la Unión, ya que no toca muy de cerca al servicio univer­
sal. Por esa razón no abundaremos más en su contenido. 

Sin embargo, el artículo 1305 sí guarda una relación más directa 
con la prestación del servicio universal ya que trata de los monopolios, 
que, corno hemos visto, influyen en las dimensiones de esa garantía. 

El contenido de este artículo está orientado a que las partes impi­
dan que, en el caso de existir un monopolio que opere en alguno de los 
tres países, el mismo haga uso de su posición dominante cuando entre 
en competencia con otras empresas en la provisión de un determinado 
servicio. 

Finalmente, el resto de capitulado se refiere a la relación de este 
apartado con otros del TLCAN (para que no exista incompatibilidad), a 
la relación con organizaciones y tratados internacionales, a la coopera­
ción técnica y las definiciones. 

Sólo hace falta añadir que precisamente en este último artículo, el 
de definiciones, el concepto que se tiene de "telecomunicaciones" es 
mucho más general que el que aparece en las leyes de los tres países, ya 
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que sólo se considera que las mismas son "la transmisión y recepción 
de señales por cualquier medio electromagnético" [artículo 1310]. 

Sobre los resultados y consecuencias del tratado en el campo de las 
telecomunicaciones,359 las cifras dejan claro el nivel de tráfico de flujo 
entre los países. En particular, entre México y Estados Unidos, la gráfica 
siguiente clarifica el crecimiento de los flujos de telefonía, mismos que 
inician un crecimiento más notorio a partir del libre comercio entre los 
dos países: 
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FUente: Ortiz Mena y Rodríguez. 2005. 

359 Del mismo modo que las c ifras económicas muestran un cierlo tipo de resultados, la 
doclrina considera que la firma del TLCAN trajo consecuencias negativas para la comunicación 
en México: "Con el retiro del modelo de medios de servicio público que ha exigido el esquema 
de desarrollo del Tratado de Libre Comercio, el sistema de medios comercial-privados se ha ex­
pandido notablemente en el país, llegando a ser éste el patrón dominante en nuestra atmósfera 
cullural, y con ello, se ha privatizado e l campo de lo público. Es decir, al final del s iglo xx las 
políticas culturales públicas y colectivas que se elaboran en nuestra sociedad cada vez más se 
construyen desde las necesidades privadas de la reproducción del capital y no desde las necesi­
dades de avance y humanización de la población. Al convertirse los procesos de comunicación 
en elementos estratégicos para la realización y reproducción del sislema económico, con la apli­
cación del TLCAN el gobierno y los concesionarios de los medios de información han planteado 
insistenlemente que "en un mundo sistémico, sin fronteras, competitivo y globalizado, para que 
la dinámica del mercado se pueda realizar se requiere libertad de información. Por ello, no deben 
ponerse mas regulaciones que las necesarias a la libertad de expresión en México, so pena de caer 
en burocral ismos extremos o, lo que es peor, en la inoperancia de la ley. La sobrerreglamentación 
se opone al avance económico" [Esteinou Madrid , 2000: 6]. 
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Tratado de Reciprocidad Satelital 

El Tratado de Reciprocidad Satelital entre México y Estados Unidos 
tiene especial importancia porque se refiere a un ámbito de las teleco­
municaciones de mucho interés en la región. 

El nombre completo del documento es Tratado entre el Gobierno 
de Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de Estados Unidos de 
América relativo a la Transmisión y Recepción de Señales de Sa­
télites para la Prestación Satelitales a Usuarios en Estados Unidos 
Mexicanos y Estados Unidos de América, y fue firmado el 28 de abril 
de 1996. 

Derivado del tratado, se creó el protocolo, que contiene las normas 
a las que los dos países habrán de atenerse para la emisión y recepción 
de señales satelitales. Se titula Protocolo concerniente a la transmisión 
y recepción de señales de satélites para la prestación de servicios móvi­
les por satélite y enlaces de conexión asociados en los Estados Unidos 
Mexicanos y los Estados Unidos de América y está fechado el 21 de 
diciembre de 1998. 

El objetivo del protocolo es el siguiente: 

Establecer los criterios técnicos así como las condiciones para el uso de 
satélites y Estaciones Terrenas para la prestación de los Servicios Compar­
tidos, según se definen más adelante, hacia, desde y dentro de los territo­
rios de las Partes [Protocolo, 1998: 3]. 

El caso estadounidense 

Contexto general de las políticas de telecomunicaciones en Estados Unidos 

A diferencia de lo que hemos visto suceder en otros países con respecto 
a las políticas de telecomunicaciones, en Estados Unidos no se reco­
noce oficialmente que haya una política en el sector ni en la comuni­
cación en general. De hecho, ningún órgano ha aceptado llevar a cabo 
políticas reales y pensadas en este campo, como sucede en el resto de 
asuntos de la nación. 
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Sin embargo, como no podría ser de otra manera, en términos 
reales se pueden distinguir algunas líneas de acción y características 
comunes en cuanto al modo de gestionar las telecomunicaciones y las 
redes (y la comunicación en general) a lo largo de las últimas décadas, 
que dan cuenta de unas políticas efectivas, aunque no sean reconoci­
das. De esta manera: 

En la década de los años 70 ( ... ) Estados Unidos luchó denodadamente 
contra el establecimiento de unas Políticas de Comunicación (PAC) [ .. . ] 
¿Quiere esto decir que en Estados Unidos no han existido ni exis ten en la 
actualidad políticas de comunicación? Desde luego constituirían una con­
tradicción con la propia doctrina defendida por este país. Sin embargo, es 
posible observar la continuidad de las políticas comunicativas de Estados 
Unidos (aunque jamás reconozcan que éstas existan) a través de las dis­
tintas administraciones, desde la ideal del libre flujo de la información de 
Truman a la de las autopistas de la información de Al Gore [ .. . ) Existe una 
política informativa, aunque no llevada a cabo por un órgano central, sino 
por una multitud de subdivisiones gubernamentales y el sector privado 
[Segovia, 2003: 1). 

Es precisamente a esta última referencia a la que nos remitiremos 
para explicar una buena parte de las policy, como antecedente de las 
que estudiaremos en este apartado, ya que desde nuestro punto de 
vista en el documento conocido como Informe Gore se inicia lo que 
conocemos como la actual y más fuerte línea de acción y política de 
telecomunicaciones no sólo en Estados Unidos sino en el mundo. 
Además, porque en ese documento se realiza una importante alusión 
al servicio universal. Sin embargo, antes abordaremos los actos legales 
que han dado soporte a las telecomunicaciones en Estados Unidos en 
las últimas décadas. 

Finalmente, es necesario mencionar que constitucionalmente es 
el artículo 1 de la sección 8, el de la cláusula de comercio, el que 
faculta el control federal de las telecomunicaciones. La mayor com­
petencia se la otorga al Congreso, pero en virtud de que resulta casi 
imposible que pueda ejercer todas las funciones relativas al sector 
[Tello, 2002: 2), tiene que delegarlas en agencias específicas, como es 
el caso de la FCC. 
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Niveles de autoridad en telecomunicaciones en Estados Unidos 

En Estados Unidos deben distinguirse, al igual que en el caso español, 
dos niveles sustanciales de autoridad, ya que tanto en escala federal 
como local las autoridades tienen la facultad de regular sus mercados 
de telecomunicaciones y de desarrollar políticas en ese ámbito. 

Los "niveles y esferas de autoridad" como los denomina Gil [2002: 
1] forman parte del marco institucional de un país y en el caso esta­
dounidense la relación entre ambos no es jerárquica. Al plano federal 
conciernen las atribuciones sobre las comunicaciones entre estados, 
mientras que a los estados federados les corresponde la regulación de 
las telecomunicaciones dentro de su territorio. 

Lo anterior tiene una importancia tan emblemática en Estados 
Unidos que incluso en su Constitución se encuentran perfectamente 
definidas las competencias de los distintos niveles de autoridad, con 
el fin de "clarificar a qué nivel de gobierno corresponden determina­
das tareas" [loe. cit.]. Las consecuencias del papel institucional en el 
desarrollo del sector son palpables, explicándose así: 

[ ... ] en Estados Unidos no es necesario modificar las instituciones regula­
doras para cambiar la asignación de las corrientes de rentas [ ... ] las insti­
tuciones reguladoras estadounidenses facilitan la transformación y el di­
namismo que caracteriza al sector de las telecomunicaciones a lo largo del 
siglo XX. En definitiva, el caso estadounidense sirve para mostrar que la 
construcción institucional del mercado es clave para entender su evolu­
ción pasada y presente [ibidem: 2]. 

Se tiene además una coordinación adecuada para este papel insti­
tucional y para la definición de funciones entre las autoridades, ya que 
los estados federados tienen su propia Constitución, aunque se sometan 
por supuesto a la general del país. Todos estos factores son los que con­
fluyen para que las regiones tengan una importancia considerable. 

En esta lógica, merece la pena mencionar la importancia que tie­
nen las autoridades locales en la instrumentación de las políticas de 
telecomunicaciones, que como en el caso español tienen un papel que 
complementa perfec tamente al nivel federal. 

332 Wilma Arellano Toledo 



Históricamente, las autoridades locales han tenido ese papel cen­
tral y han puesto sus intereses en el plano político general para aten­
derlo. Desde 1880 los intereses locales se involucran en el elemento 
por antonomasia de las telecomunicaciones: la telefonía. Ya en esa 
época eran las Public Utilities Commissions (Puc) las encargadas de 
establecer los precios de este servicio con el fin de que se beneficiaran 
las comunidades rurales. En este elemento encontramos por supuesto 
un primer antecedente de servicio universal. 

Las citadas PUC se encuentran presentes en los 50 estados y el Dis­
trito de Columbia pertenecientes a Estados Unidos y regulan diversos 
aspectos, incluidas las telecomunicaciones. La situación que se produ­
ce es que debido a la capacidad de autorregulación de cada uno de los 
estados federados, las políticas son muy diferentes entre ellos. 

Pero hay otra situación que puede presentarse y es la colisión entre 
los dos niveles de gobierno, para lo cual existe lo que se conoce como 
prempción. Este término se utiliza para designar el derecho de prefe­
rencia del estado federal sobre los estados federados y es la "figura a la 
que recurre la agencia reguladora para imponer [a locales] sus dictáme­
nes cuando existe oposición de los miembros" [ibídem: 22]. El derecho 
de prempción también puede denominarse de preminencia. 

Finalmente, merece la pena mencionar que en el diseño y confor­
mación de leyes - lo cual influye en las políticas- otros grupos coexis­
ten y actúan con los niveles de autoridad, aunque no todos oficiales 
o gubernamentales. Es el caso de los grupos de presión, como los que 
"fueron esenciales" en la delineación de la Telecommunications Act 
de 1996: "los ideólogos del mercado libre, los grandes usuarios y los 
nuevos competidores" del sector [Segovia, 2001a: 100]. 

Otras autoridades en telecomunicaciones y el papel de los tribunales 

Sin embargo, hay que hacer constar que no solamente estos dos niveles 
de gobierno tienen funciones reguladoras en telecomunicaciones, sino 
también el Congreso, el Poder Ejecutivo, los tribunales y otras agencias 
locales, además, claro, de la FCC. 

Es el Estado el que tiene mayor relación con las fuerzas del merca­
do y la misma se esquematiza en el cuadro siguiente. 

Las experiencias de política 333 



RELACIÓN ESTADO-FUERZAS DEL MERCADO 

Tipo de mercado -

Fuente: Elaboración propia. 

Marco regulador en el que coexisten 
niveles y esperas de autoridad política - Tecnología 

Resulta interesante observar cómo se reparten las funciones las 
distintas autoridades involucradas de acuerdo con el nivel y las com­
petencias que los atribuye la legislación vigente. Más adelantes vere­
mos, por ejemplo, el poder que tiene la FCC y cómo debe compartir la 
regulación del mercado de telecomunicaciones con el gobierno. 

También hay que mencionar a otras agencias que tienen un papel 
determinante, como es el caso de la Nacional Telecommunications and 
Information Administration (NTIA), que proviene directamente de la 
Oficina de Política de Telecomunicaciones, creada en 1970 con unos 
fines muy ambiciosos que no se cumplieron en su totalidad, como es 
el caso de la actuación que el Ejecutivo debería asumir frente a los 
debates del Congreso y la FCC. 

La NTIA forma parte del Departamento de Comercio y su función 
fundamental es asesorar al Ejecutivo en materia de telecomunicaciones 
y apoyarle en el proceso de creación y desarrollo de las políticas con­
cernientes a éstas tanto en el plano nacional como en el internacional, 
así como en los asuntos de asignación de frecuencias. 

Por su parte, es muy amplio el papel que ejercen los tribunales 
estadounidenses en las políticas y regulación de las telecomunicacio­
nes, ya que sus decisiones tienen un valor que incluso determina las 
funciones y decisiones de otros entes, como es el caso de la FCC. 

De hecho, no solamente los tribunales ejercen el control constitu­
cional de la FCC, sino que en su función de interpretar la legislación de 
telecomunicaciones desempeñan un papel central en la regulación de la 
industria, completando la propia normativa vigente. 

El papel de los tribunales se puede ejemplificar con dos actos clave 
en la regulación del sector, como son el Consent Decree de 1956 y la 
Modified Final Judgement, de la que hablaremos en su momento. Las 
dos sentencias han tenido relevancia porque contribuyeron a modifi­
car de fondo la estructura del monopolio telefónico estadounidense. 
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Por todo ello, la contribución de los tribunales a la regulación de 
telecomunicaciones se resume del siguiente modo: 

Los lribunales americanos afectan a la estrucutura de la induslria median­
te las interpretaciones doctrinales, pero también funcionan como meca­
nismos de exclusión de intereses sociales, tanto económicos como de otro 
tipo, debido a la limitación efectiva de los casos que contemplan [ ... ) un 
análisis histórico muestra que los cambios inducidos por esta esfera de 
autoridad son fundamentales y no pueden derivarse tan sólo de las leyes 
promulgadas por el Congreso [ibídem: 13]. 

La razón de que la jurisprudencia de los tribunales tenga tanta 
importancia en los cambios de regulación en Estados Unidos tiene su 
fundamento, por supuesto, en el sistema prevaleciente en ese país y 
que se denomina common law. En el último capítulo veremos las ca­
racterísticas centrales de este sistema jurídico, aunque por el momento 
valga decir que en su interior la función jurisprudencia! es cen tral. 

Los dos principios de la common law en los que se sustenta la in­
fluencia de los tribunales en el cambio legislativo son "la importancia 
de los precedentes y la naturaleza singular de los litigios" [ibidem: 13-
14]. Estos dos factores han definido en sumo grado las actuaciones y 
decisiones de la FCC y han involucrado a muchos actores en el proceso 
regulador por la vía de los tribunales tanto federales como estatales. 

La autoridad de regulación, la FCC y la NTIA 

Federal Communications Commission 

La Federal Communications Commission es el órgano regulador por 
excelencia en materia de telecomunicaciones en Estados Unidos y es 
el más antiguo de los que estudiamos en los distintos países, ya que 
data como tal desde 1934, aunque tiene su origen en la Federal Radio 
Commission de 1927. Es la Ley de Radio la que ordena la creación de 
esta última y la Ley de Comunicaciones de 1934 la que establece su 
instauración como FCC. 

Es una agencia independiente del gobierno, aunque el Congreso es 
la entidad a la que tiene que dar cuenta de sus actividades. Su juris­
dicción abarca a los 50 estados, el Distrito de Columbia y las demás 
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posesiones de Estados Unidos. Los ámbitos que regula son principal­
mente las comunicaciones interestatales e internacionales por radio, 
televisión, satélite y cable. 

La Comisión está compuesta por cinco comisionados cuyo nom­
bramiento realiza el presidente y ratifica el Senado para un periodo 
de cinco años. El presidente de la FCC también es elegido, de entre los 
cinco comisionados, por el Presidente de Estados Unidos. Sólo tres co­
misionados puede ser miembros del mismo partido político y ninguno 
puede tener intereses financieros en alguno de los campos regulados 
por la Comisión. 

El presidente de la Comisión, en su carácter ejecutivo, delegará 
funciones administrativas y de gestión al director administrativo. Los 
comisionados, a su vez, supervisarán las actividades de la FCC y dele­
garán responsabilidades a los departamentos y oficinas de personal. 

Los departamentos o bureaus son seis y 10 las oficinas de perso­
nal. Los bureaus son los siguientes: Departamento del Consumidor y 
Asuntos de Gobierno,360 Departamento de Aplicación,361 Departamento 
Internacional, Departamento de Medios, Departamento de Telecomu­
nicaciones Inalámbricas y Departamento de Competencia en Servicios 
Inalámbrico. 

Las oficinas362 son las siguientes: Administrativa y Legal, de Opor­
tunidades en Negocios de Comunicaciones, de Ingeniería y Tecnología, 
General del Consejo, del Inspector General, de Asuntos Legislativos, 
del Director de Gestión, de Relaciones con los Medios, de Planeación 
Estratégica y Análisis de Políticas y la Oficina de Diversidad. 

Una de las primeras características de la FCC es que sus decisiones 
deben ser razonadas y hacerse públicas para llevarlas al seno de un 

360Esle es uno de los departamentos más importantes ya que tiene la íunción de instruir e 
informar al consumidor sobre las actividades de la FCC y sobre el sector y los servicios de teleco­
municaciones. También este bureau se encarga de coordinar las políticas de telecomunicaciones 
con la industria y con otras agencias gubernamentales (en escalas federal, estatal, local y munici­
pal), lodo ello "sirviendo al interés público" !Web oficial de la FCC: http://www.fcc.gov]. 

361 Se encarga de hacer efectiva la aplicación de las leyes de Comunicaciones y Telecomu­
nicaciones. 

362Las oficinas de staff "manejan la mayor parle de las aplicaciones, incluyendo preguntas y 
quejas del público, aplicaciones y formas de la industria ¡ ... ) la mayor parle del staff es parle del 
servicio civil federal" !Tello, 2002: 8]. 
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"proceso de crítica en que las partes interesadas y terceros puedan 
incorporar sus alegaciones" [Gil, 2002: 6-7] . 

Las funciones y competencias de la FCC, sin embargo, han tenido 
amplias variaciones con el tiempo y sobre todo en el paso de la ley 
de 1934 a la sustituta de 1996. Ahora le corresponde a esta agencia 
reguladora compartir la función de dictar políticas en el terreno de las 
telecomunicaciones junto con el gobierno, de tal forma que és te "puede 
ejercer un control muy limitado" [loe. cit.] sobre las mismas. 

La cuestión de dictar las políticas incluye la "facultad de establecer 
normas basadas en legislación existente, así como para aplicarlas" [Mc­
Kenzie, 2005: 176]. Ambas funciones se llevan a efecto desde un enfo­
que liberal, que por supuesto tiene la misión de permitir y favorecer la 
competencia en el mercado de telecomunicaciones. En consecuencia, 
la Comisión "espera que la mayoría de la regulación de los medios sea 
su autorregulación". 

De lo anterior se deriva que las funciones de la FCC han pasado de 
ser mínimas a formar un auténtico y considerable poder en el sector 
del que se ocupa. Además dicha comisión ha sido modelo para la crea­
ción de agencias reguladoras en el mundo entero. 

Por otro lado, las decisiones de la FCC las deben legitimar los tri­
bunales, 363 a partir de la Ley de Telecomunicaciones de 1996. Esta 
situación marca una peculiar relación entre ambas instancias que la 
autora citada compara con la existente entre la Comisión y el Tribunal 
Europeos. 

La FCC forma parte del Legislativo, de tal manera que cuando regula 
"actúa en una capacidad cuasi-legislativa[ .. . ] y cuando interpreta la ley 
[ ... ],conduciendo audiencias o decidiendo sobre disputas, toma un rol 
judicial" [Tello, 2002: 5]. Esta es la peculiaridad de la Comisión, que 
actúa en estos dos ámbitos, pero también influye en el Ejecutivo, de tal 
forma que tiene actividad en los tres poderes. 

363Tan es así que '"De la evidencia presentada se puede concluir que las sentencias de los 
tribunales han sido decisivas para apoyar el estatus y la capacidad de la FCC para s upervisar la 
industria de telecomunicaciones. La agencia regu ladora experimenta un cambio en las vagas 
atribuciones conferidas en 1927 a un periodo en el que el apoyo de los tribunales se traduce en 
la ílagrante expansión de su poder" !Gil , 2002: 131. 
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El carácter independiente de la Comisión se ha visto cuestionado 
en muchos momentos, ya sea por la influencia de distintos grupos de 
presión, o por las decisiones parciales que se le ha visto tomar. Segovia 
[2001a: 94] nos explica la interrelación que ha existido desde el prin­
cipio entre la FCC y los miembros de la industria: 

Es una simbiosis que se pone de manifiesto de forma clara en el ámbito 
personal: es c ierto que la FCC ha dispuesto de una especie de "puertas 
giratorias" entre la industria y la agencia reguladora para expertos y 
adm inistrativos de alto nivel. Un porcentaje muy alto de los miembros 
de la Comisión empezaron su carrera en la agencia antes de convertirse 
en ejecu tivos de una gran empresa de comunicación o viceversa [ ... ] 
Igualmente tampoco podemos olvidar que la industria de los medios de 
comunicación presiona al Congreso para que éste influya en las decisio­
nes de la FCC. 

Nalional Telecommunications and lnformalion Administralion 

La TIA es el principal consejero del Presidente de Estados Unidos en 
materia de políticas de telecomunicaciones e información. Entre sus 
funciones se encuentran la de trabajar con las ramas ejecutivas de otras 
agencias gubernamentales implicadas en el sector. 

La TIA fue creada en 1978 y se compone de cinco áreas funda­
mentales: la Oficina de Gestión del Espectro, la Oficina de Análisis y 
Desarrollo de Políticas,364 la Oficina de Asuntos Internacionales, 365 el 
Instituto para las Telecomunicaciones y Ciencias y la Oficina de Apli­
caciones de las Telecomunicaciones y la Información. 

364 La Ofic ina de Análisis y Desarrollo de Políticas tiene especial importancia en nuestro 
estudio sobre las políticas de telecomunicaciones, ya que su función es asesorar al presidente, al 
vicepresidente y al secretario de Comercio en materia de políticas de información y telecomunica­
ciones. Dicha asesoría se realiza conforme a la filosofía de enaltecer el interés público, mediante 
la generación, articulación y defensa de políticas creat ivas e influyentes en los sectores de las 
telecomunicaciones e información; para promover la innovación, la competencia, el bienestar del 
consumidor y las oportunidades económicas y sociales para lodos y que acaben con los impedi­
mentos para el crecimiento y vitalidad de esos sectores [Web oficial de la ITTIAj. 

365Esta oficina desempeña un importante papel en la fo rmulación de estrategias y melas de 
la administración estadounidense sobre tecnologías de la información en el plano internacio­
nal. Está habilitada para proporcionar políticas precisas y análisis técnicos a los negociadores 
estadounidenses y las delegaciones internacionales de las distintas agencias. También asesora al 
Ejecutivo sobre desarrollos económicos, políticos y tecnológicos de gran relevancia en el mercado 
mundial [Web oficial de la NTIA: http://www.ntia.gov j. 
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La última oficina que citamos tiene relación con la prestación 
del servicio universal, dado que se encarga de asistir a los gobiernos 
estatal y local, a las entidades de educación y salud, a las librerías, 
a las agencias de servicios públicos y a otros grupos en el uso eficaz 
de las tecnologías de la información y las telecomunicaciones para 
mejorar la provisión de servicios públicos y avanzar en otras metas 
nacionales. 

El trabajo de esta oficina se complementa por medio de la admi­
nistración del Programa de Servicios Públicos de Telecomunicaciones 
y del Programa de Oportunidades Tecnológicas. El principal objetivo de 
esta oficina es extender el uso de las tecnologías de la información en 
áreas no provistas de Estados Unidos. Ha desarrollado el programa Pea­
cesat (Pan-Pacific Educational and Cultural Experiments by Satellite), 
que presta servicios médicos, de educación y servicios de emergencia 
de telecomunicaciones, por satélite, para muchas islas pequeñas y terri­
torios de la región del Océano Pacífico. 

Además de representar al Ejecutivo en las telecomunicaciones na­
cionales e internacionales y en las actividades de políticas de informa­
ción, esta agencia se encarga también de la gestión del uso federal del 
espectro y de ejecutar el presupuesto para investigación y desarrollo 
(m) en materia de telecomunicaciones. De todo esto proviene su im­
portancia. 

El objetivo y misión fundamentales de la NTIA, según se explica en 
su sitio oficial , es el siguiente: 

Nuestra misión fundamental es promover un mercado basado en políticas 
de bajos precios para el consumidor e impulsar la innovación, mientras 
dispone los recursos del gobierno federal para mantener un espectro ba­
sado en tecnologías eficientes y productivas. 

Dicha política de precios bajos se relaciona con nuestro tema de 
interés, ya que el servicio universal precisa de los mismos. Esta ofi­
cina adquiere importancia no sólo por ese aspecto, sino porque tiene 
la responsabilidad de asesorar al gobierno en materia de políticas de 
telecomunicaciones, lo cual define su alta influencia en los procesos 
de decisiones. 

Las experiencias de política 339 



Communications Acl de 1934 

Primero que nada, citaremos como antecedente ineludible la famosa 
Communications Acl de 1934,366 que fue enmendada por la vigente 
Telecomrnunica tions Act de 1996, de la cual nos ocuparemos más 
ampliamente. 

De la Ley de 1934 debemos mencionar que tuvo como importante 
función la creación de la FCC, la entidad reguladora en Estados Unidos, 
las bases para su formación y organización se asienta en su sección 
Primera, y en la Quinta se define la organización y las funciones de la 
Comisión. 367 

El espíritu de la Ley de Comunicaciones se pone de manifies to 
cuando sostiene que la FCC debe encargarse de regular el comercio y 
la competencia de la comunicación (por cable y por ondas), entre los 
distintos estados de la nación y para el extranjero para garantizar que 
la misma llegue, en la medida de lo posible, a todos los ciudadanos es­
tadounidenses "sin discriminación en base a la raza, el color, religión, 
origen o sexo" [Ley de Comunicación, 1934: sección 1]. La comuni­
cación deberá constituirse en un servicio rápido y eficiente en escala 
nacional y mundial, con las instalaciones necesarias para ello. Su fin 
será, igualmente, que al crearse la FCC se centralice la función de llevar 
a buen efecto la política señalada. 

Es importante señalar que en la sección Tercera de la Ley es en 
donde se aclaran los conceptos y se definen cada uno de los términos 
utilizados en la ley y en la práctica, de tal forma que nos indica lo que 
se considera una compañía operadora telefónica, 368 un elemento de 

3r;;EI marco inslitucional estadounidense tiene su génesis también en la Radio Act de 1927. 
3-0'En su momento veremos con más detalle esta organización. 
368 Esta ley dice en sus definiciones que cuando se hable en el texto lega l de compai'iía 

operadora de telefonía, se refiere a: "Bell Telephone Company of Nevada, lllinois Bell Telephone 
Company, Indiana Bell Telephone Company, lncorporated , Michigan Bell Telephone Company, 
New England Telephone and Telegraph Company, ew Jersey Bell Telephone Company, New 
York Telephone Company, US West Communicalions Company, South Cent ra l Bell Telephone 
Company, Southern Bell 1e lephone and Telegraph Company, Southwestern Bell Telephone Com­
pany, The Bell Telephone Company of Pennsylvania, The Chesapeake and Potomac Telephone 
Company, The Chesapeake and Potomac Telephone Company of Maryland, The Chesapeake and 
Potomac Telephone Company of Virginia, The Chesapeake and Potomac Telephone Company of 
West Virginia, The Diamond State Telephone Company, The Ohio Bell Telephone Company, The Pa­
cific Telephone and Telegraph Company, or Wisconsin Telephone Company'' e incluye cualquier 
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red369 o un operador de telecomunicaciones.370 De hecho, se incluyen 
varios conceptos de telecomunicaciones,371 como son: portador de te­
lecomunicaciones, equipos de telecomunicaciones372 o servicios de 
telecomunicaciones. 373 

En la sección Décima, se encarga de definir los conceptos necesa­
rios y sentar las bases para asegurar la competencia en la provisión de 
los servicios de telecomunicaciones. Con ello podemos ver que la cues­
tión no es nada reciente, ya que "el modelo estadounidense de medios 
de comunicación ha sido privado y comercial desde prácticamente sus 
inicios" [Segovia, 2001b: 156] . 

De este modo, la creación de la Communications Act se enmarca 
en un proceso que se inicia con la promoción de una legislación (que 
culminó en la Ley de Radio de 1927) por parte de las empresas radio­
difusoras, 374 las cuales a la vez fueron las más favorecidas con dicha 

sucesor o bien la propia ley puede asignarlo, de cualquier compañía que proporcione servicio de 
teléfono de la red alámbrica. Sin embargo, no incluye a los afiliados ele estas compañías !Ley ele 
Comunicaciones, 1934: sección 3). 

369EI término "elemento ele red" significa según la Cornmunications Act, "un equipo o facili­
dad utilizado para dar disponibilidad a un servicio de telecomunicaciones. Este término también 
incluye características, funciones y capacidades que se proporcionan por medio de ta l faci lidad 
o equipo, incluyendo números de suscriptor, bases de dalos y la información suficiente para la 
facturación" [ibidem: sección 3: 29[. 

37ºEn cuanto a lo que significa un operador de telecomunicaciones, término que interesa 
para los fines de este trabajo, la Ley dice que se trata de "cua lquier abastecedor del servicio de 
telecomunicaciones. Un operador será tratado corno portador común bajo esta Ley solamente 
s iendo un operador que es contratado para pres tar servicios de telecomunicaciones" [ibidem: 
sección 3: 44[. 

371 Las telecomunicaciones aquí se definen como: ''la trans misión, entre dos o más puntos 
especificados por el usuario, de la información que el propio usuario elige, sin modificación en la 
forma o el contenido de la información, entre lo enviado y es recibido" [ibidem: sección 3: 43[. 

372 Equipos de telecomunicaciones en esta ley s ignifica aquel "equipo usado por un portador 
para proporcionar servicios de telecomunicaciones, e incluye elementos integrales como e l soft­
ware y mejoras al mismo" libidem : sección 3: 45[. 

373Finalmente, tenemos que la Ley de 1934 define que servicios de telecomunicaciones es 
"el ofrecimiento de las telecomunicaciones al público o a un cierto número de usuarios mediante 
el pago de una lasa o tarifa, con independenc ia de las instalaciones utilizadas para ello" [ibidem: 
sección 3: 46[ . 

374Según señala Segovia [2001b: 157[, las empresas de radiodifusión solicitaron al gobierno 
que se hiciera cargo de la gestión de las frecuencias de radio, ya que de acuerdo con la "Radio Act 
of 1912 todo aquel que quería tener una licencia tan sólo tenía que solicitarla al Departamento de 
Comercio, que no podía negarse a su concesión. Pero en 1926 un juez federal decide considerar 
ilegal esta actividad¡ ... [ Inmediatamente después unas 200 emisoras nuevas empezaron a emitir. 
Como consecuencia de esta sentencia y de las interferencias causas por la uti lización de las mis-
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normativa. El proceso continuó con las presiones de la industria por 
que hubiese una legislación y una autoridad reguladores más sólidas y 
eficientes. Su resultado es la Ley de 1934, que ha constituido uno de 
los sustentos más importantes de las telecomunicaciones en Estados 
Unidos, junto con la de 1996, que veremos más adelante. 

Finalmente, es preciso mencionar que en la ley de 1934 se definía 
el servicio universal como "la amplia disponibilidad de un servicio 
básico de comunicaciones con tarifas accesibles". 

La Modified Final Judgement 

La Communications Act ha constituido un sustento jurídico, pero antes 
de 1996 había otro acto legal que modificó drásticamente las condicio­
nes de las telecomunicaciones estadounidenses. Se trata de la Modified 
Final Judgement o MFJ (Sentencia Final Modificada) que en 1984 "des­
manteló el todopoderoso imperio-monopolio de la American Telephone 
and Telegraph con el objetivo de crear un mercado más competitivo.375 

Fue el famoso despojo (divestidure) de la AT&T" [Baiget, 1994: 1]. 

Además, la MFJ contribuyó a restructurar en general el mercado de 
telecomunicaciones estadounidense a partir de ese momento y en los 
años subsecuentes, de tal modo que constituye un parteaguas en la 
historia del sector en ese país. 

El encargado de llevar a electo dicha MFJ fue el juez Harold Greene, 
pero sus funciones se han visto entorpecidas por distintas interven­
ciones de órganos como la FCC. La principal acción de la MFJ ha sido la 
división de los servicios telefónicos de la siguiente forma: los de larga 
distancia376 y los servicios locales.377 

mas bandas de frecuencia por parte de varias emisoras se solicita al gobierno federal que se haga 
cargo de su distribución y control". 

375Aunque se permitió la entrada de competidores al mercado y se desmanteló el monopolio 
de AT&T, hay autores como McKeown que consideran que la MFJ incluso puede traducirse en 
"una concesión de la que salía beneficiada AT&T. Renunciando a los derechos de monopolio ¡ ... ] 
esla empresa consigue a cambio entrar en áreas de mercado antes vedadas que ofrecen grandes 
oportunidades de negocio" libidem: 21 7]. 

376Que fueron asignados directamente a la AT&T e incluyen los interestatales (de larga dis­
tancia) y los internacionales. 

377"Los servicios locales (intraeslalales) -referidos a veces como local loop (bucle local) o lo­
cal exchange (conmutación local )- que pertenecían antes a AT& T bajo la organización Bell System 
fueron reestructurados" !Baiget, 1994: 2¡. 
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La AT&T se sumó a la organización de Bell System, que a su vez 
se formó con 22 empresas más pequeñas y locales, las Bell Operating 
Companies. Los servicios de telefonía local fueron reorganizados pos­
teriormente en siete compañías independientes (de acuerdo con el 
número de regiones) , llamadas las Regional Bell Operating Companies, 
mejor conocidas como las Baby Bells.378 

Por supuesto, son muchas las opiniones que se han vertido sobre 
la puesta en marcha de la MFJ. Algunos sectores opinan que los resul­
tados obtenidos por la sentencia se han contrapuesto al objetivo que 
se planteó, esto es, que al contrario de fomentar la competencia la ha 
restringido [ibidem: 2]. 

El Informe Gore y el servicio universal 

El conocido como Informe Gore , elaborado por quien fuera vicepre­
sidente de Estados Unidos, es un documento de importancia trascen­
dental en muchos estudios sobre telecomunicaciones y autopistas de la 
información debido a sus interesantes contenido y propuestas. 

El documento se titula formalmente La infraestructura nacional de 
datos {Nll}379 de Estados Unidos de América: una agenda para la acción, 
y apareció en 1994. Implica la iniciativa de la administración central 
estadounidense de crear dicha NTT. 

La NII , de acuerdo con Gore la deberán construir todos los ciuda­
danos estadounidenses, que tienen un compromiso con ello. Su defi­
nición es la siguiente: 

La Nll es una malla continua de redes de comunicaciones, bases de datos 
y productos de electrónica de consumo que pondrá ingentes cantidades 
de información al alcance de los usuarios. El desarrollo de la Nll puede 
ayudar a desencadenar una revolución de la información que cambiará 
para siempre la forma en que la gente vive, trabaja e interactúa con los 
demás [Gore, 1994: 1]. 

378Las Baby Bells son las siguientes: Ameritech en Chicago (región cenlro-norte), Bell Atlantic 
en Philadelphia (región este-sur), Bell Soulh en Allanta (región centro-sur), Nynex en White Plains, 
Nueva York (región este-norte), Pacific Telesis en San Francisco (región centro-oeste), Southwes­
tern BeU en St Louis (región centro-sur) y US West en Denver (región norte-oeste) [/oc. cit.[ . 

379 Las siglas hacen referencia a su denominación en inglés: la Nalional lnformation lnfra­
estructure. 
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Esta definición hay que situarla en su época, por supuesto, ya que 
10 años después la 111 es no sólo una realidad, sino que ha superado 
incluso las previsiones iniciales del gobierno de Estados Unidos al po­
nerla en marcha. Esa red, que en la actualidad se compone de internet, 
de las redes de telecomunicaciones y de los demás servicios en conver­
gencia, ha logrado muchos de los objetivos formulados por Gore, pero 
no en la totalidad de la dimensión concebida por él. 

Uno de los nueve principios y objetivos aparecidos en el Informe 
es el relativo a la extensión del concepto del servicio universal "para 
asegurar que los recursos de la información estén disponibles a precios 
razonables"360 [ibídem: 2]. Es uno de los documentos pioneros y quizá 
el primero en el ámbito del Ejecutivo estadounidense a ese nivel, que 
habla en es tos términos del servicio universal. 

El reslo de principios y objetivos, de inleresante relevancia en su 
época, son estos: 

o) Promover la inversión del sector privado, 
b) actuar como catalizador para promover la innovación tecnológica, 
e) promover un funcionamiento de la NII sin discontinuidades, interactivo 
y orientado por el usuario, 
el) garantizar la seguridad de la información y la fiabilidad de la red, 
e) mejorar la gestión del espectro de frecuencias de radio, 
j) proteger los derechos de propiedad inte lectual, 
g) coordinarse con otros niveles de gobierno y con los internacionales, 
h) proporcionar el acceso a la información pública. 

Es así que la Nll se convirtió en un proyecto de interés para el mo­
menlo que se vivía en el mundo y aunque muchos de sus objetivos han 
sido adoptados dentro y fuera de Estados Unidos, algunos otros siguen 
vigentes y otros pendientes. 

Sobre el servicio universal, el Informe Gore explica que la meta 
integrada en la creación de la 11 es ampliar el concepto de servicio 
universal que contenía la Communications Act de 1934. Hay que re-

3800e acuerdo con e l Informe: .. Dado que la información equiva le a fortalecimiento indi­
v idual -y a puestos de trabajo- el gobierno tiene derecho a asegurar que todos los ciudadanos 
tenga n acceso a los recursos y a la potencial creación ele empleo de la Era ele la Info rmación" 
!Gore, 1994: 21. 
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cordar que en el momento en que aparece el Informe aún no existía la 
Telecommunications Act. 

La ampliación del concepto pretende lograr su adaptación a la 
realidad de los ciudadanos estadounidenses del siglo XXI. Señala que 
"por motivos fundamentales de justicia" en Estados Unidos no debe 
permitirse una escisión entre ciudadanos ricos y pobres, o entre "los 
que tienen" y "los que no tienen" en relación con las comunicaciones 
y a la información. 

Siguiendo esta meta, en el Informe Gore se sostiene el compromiso 
de la administración de perfilar un nuevo concepto de servicio uni­
versal que implique el acceso fácil y económico a servicios avanzados 
de telecomunicaciones, con independencia del nivel de ingresos del 
usuario receptor, así como de su lugar de residencia. 

La acción que se propone para lograr la meta del servicio universal 
es diseñar un nuevo concepto del mismo en colaboración con la NTIA, 

realizando una serie de consultas públicas. El resultado se encuentra 
plasmado en la ley de 1996 sobre telecomunicaciones. 

Como resultado de toda es ta planeación, el gobierno de Estados 
Unidos creó la Information Infraestructure Task Force (Grupo de Tra­
bajo de la Infraestructura de Información), "con el fin de articular e 
implantar los proyectos del gobierno respecto a la Nll" [ibidem: 22]. 

Telecommunications Act de 1996 

Contexto 

El 3 de enero de 1996 el Congreso estadounidense reforma la Commu­
nications Act de 1934 y en su lugar aparece la Telecommunications 
Act que aún está vigente, aunque en los últimos años se ha pretendido 
modificacar la. 

No obstante, hay que decir que la Telecommunications Act se con­
sidera precisamente una reforma de la Ley de 1934 y no un remplazo 
total. De hecho, su enmienda no altera los principios fundamentales de 
las telecomunicaciones en Estados Unidos. Su principal fin consiste en 
introducir la competencia en el mercado de comunicaciones locales, es 
decir, en el ámbito de los estados federados, ya que en otros niveles ya 
se había instaurado de acuerdo con las sentencias de los tribunales. 
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Entre otras modificaciones esenciales que introdujo la Ley de 1996 

está el aumento del poder de los estados federados en cuanto a políti­
cas y regulación de las telecomunicaciones, pero sobre todo la inclu­
sión y el fortalecimiento del servicio universal. De este modo, la ley 
"asegura la provisión universal de servicios e infraestructuras a toda la 
población y en todo el territorio" [Gil, 2002: 9]. 

Ese aumento de poder de los estados federados que le concede la 
Telecommunications Act no es desequilibrado, ya que entra en armo­
nía con el poder federal. 

Según la FCC la ley de 1996 es la mayor revisión legislativa en el 
ámbito de las telecomunicaciones en los últimos 62 años. El objeto de 
esta ley es permitir que cualquiera pueda ingresar en algún negocio 
de telecomunicaciones. 

Si intentamos hacer un balance de los logros y fracasos de esta 
ley de telecomunicaciones nos encontramos con una situación en que 
ambos se encuentran presentes casi en igual medida. Desde esta pers­
pectiva: 

[ ... ) la consecuencia más visible fruto de la Telecommunications Act of 
1996 ha sido la nueva vuelta de tuerca en el proceso de concentración. 
Uno de los objetivos de la ley era la consolidación de las industrias de 
telecomunicaciones y es algo que se ha producido. El problema es que 
esta consolidación tenía como meta lograr una mayor competitividad, y, 
en definitiva, mejorar la oferta a los consumidores, algo que no se está 
consiguiendo [Segovia, 2001a: 103). 

Articulado de la ley 

En este apartado analizaremos aquellos artículos más destacables de la 
ley de telecomunicaciones que tengan relación con nuestro asunto de 
interés: el servicio universal. 

En las primeras líneas de la ley se establece que se emite "para 
promover la competencia y reducir la regulación para asegurar bajos 
precios y alta calidad en los servicios para los consumidores estado­
unideses en telecomunicaciones e impulsar el rápido desarrollo de las 
nuevas tecnologías en telecomunicaciones". 
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Ya en este primer punto podernos encontrar dos elementos de servi­
cio universal, precio y calidad, aunque no se menciona por el momento 
el acceso a todos sin distinción de ubicación geográfica. 

En el contenido de esta ley observamos una particularidad con res­
pecto a todas las leyes de telecomunicaciones que analizamos de los 
casos empíricos de este capítulo. Se trata de la regulación de los con­
tenidos que circulan por las redes de telecomunicaciones. En general, 
la regulación de los contenidos suele realizarse mediante de la política 
y la normativa audiovisuales , pero en este caso también se establecen 
reglas para el sector telecomunicaciones. 

Por otro lado, en su título VII se establecen medidas relacionadas 
con algunos servicios sociales sumamente interesantes, ya que se es­
tipula la provisión de servicios educativos y médicos y se regula la 
protección de la intimidad de los usuarios. 

En la sección 253, apartado d) es en donde se establece el derecho 
de prernpción de las autoridades federales, en particular la FCC, sobre 
las autoridades locales, según lo explicarnos en la primera parte del 
caso estadounidense. 

En el apartado f) de esa misma sección se hace alusión a los merca­
dos rurales que, corno en otras partes de la ley, tienen consideraciones 
específicas, debido precisamente a las diferencias que guardan con los 
mercados nacionales y/o urbanos. 

No obstante, es la sección 254 la que más nos interesa, ya que se 
dedica exclusivamente al terna del servicio universal. En el apartado 
correspondiente veremos cómo se regula esta garantía. 

El servicio universal en Estados Unidos 

Las características y la regulación del servicio universa/ 

Los orígenes y la justificación del servicio universal en Estados Unidos 
se relacionan mucho más con un objetivo político que con el propio 
contenido social, que debía ser inspiración de esta garantía. En los 
primeros años de aparición del teléfono se inició la concepción del 
servicio universal, en donde se impulsaba la idea de que todos los 
ciudadanos contaran con ese medio. Sin embargo, no se trataba de una 
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idea con fines sociales o de cobertura sino que estaba relacionada con 
el derecho a la información, pero con los fines del poder: 

La explicación de la existencia de estos subsidios cruzados [en telecomu­
nicaciones] y la idea del servicio telefónico universal en Estados Unidos 
responde al mecanismo de elección de representantes políticos federales, 
que son responsables localmente de ser reelegidos. También responde a 
los intereses integradores del gobierno federal ante un hecho histórico 
clave. La construcción eficaz de una idea única de nación ( ... ). El correo, 
el telégrafo y el teléfono son los instrumentos usados por el gobierno fe­
deral381 para promover la idea de nación en un país muy diverso y con 
gran número de minorías [Gil, 2002: 9]. 

A partir de la Ley de Telecomunicaciones de 1996 (en la menciona­
da sección 254), la regulación del servicio universal cambió, pues antes 
de ella era la normativa federal y la de Estados en el plano local las que 
definían los criterios del servicio. En este país el servicio universal es 
conocido también como Universal Service Obligation (uso). 

La definición que aporta la ley puede explicarse de este modo: 

La Ley de 1996 contempla que la definición del servicio universal en ge­
neral consiste en un "nivel evoluUvo de servicios de telecomunicaciones, 
que la FCC debe establecer periódicamente "tomando en cuenta los avances 
en materia de tecnologías y servicios de telecomunicaciones y de informa­
ción". La definición del servicio universal debe considerar asimismo el 
alcance de los servicios con relación a: i) su grado de importancia para la 
educación y la salud y seguridad públicas; ü) su grado masivo de adopción 
por los clientes residenciales; iii) su despliegue por parte de los carriers de 
las empresas de telecomunicaciones en las redes públicas, y iv) su consis­
tencia con el interés público [CITEL, 2000: 141]. 

En concordancia con estos preceptos, los ciudadanos estadouni­
denses tendrán derecho de acceso a: servicios telefónicos de voz de 
la red pública para recibir y hacer llamadas, servicios de emergencia, 
incluido el número 911, servicios de operadora, servicio de larga dis-

381La explicación que nos ofrece Gil sobre este hecho es que la radio y la prensa no pudieron 
conseguir convertirse en dichos vehículos (como suced ía en Europa en la misma época) por "la 
primacía legalmente protegida del periodismo local sobre el nacional en Estados Unidos". 
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tanda, servicio de directorio, servicio de programas Lifeline y Link up 
destinados a las personas de bajos ingresos. 

La Telecommunications Act "determina los principios para guiar la 
provisión del servicio universal en un contexto de mercados competi­
tivos", que son el precio razonable y asequible, teniendo en cuenta la 
zonas insulares y rurales [ibídem: 135). 

Esta ley reconoce a las autoridades locales la capacidad incluso de 
estipular normativas que garanticen la provisión del servicio univer­
sal o de servicios universales;382 así corno la protección del bienestar 
público y la salvaguardia de la calidad de los servicios de telecomuni­
caciones en su área de jurisdicción. Con todo esto, queda bajo control 
de los estados la regulación social.383 

Con la ley de 1996 se modifican los criterios de servicio universal 
ya que se deben tomar en consideración nuevos factores. Uno es la for­
ma de hacer funcionar los subsidios con las condiciones que aparecen 
en los distintos periodos, pero sobre todo las condiciones derivadas de 
la liberalización . Los subsidios "deben ser explícitos" y las contribu­
ciones al servicio universal deberán proceder de los diferentes carriers 
de telecomunicaciones [ibídem: 135). 

La salida que se plantearon los legisladores estadounidenses ante 
esta disyuntiva subsidios-liberalización fue un esquema que a la larga 
fue copiado por muchos países. Se trata de la creación de un fondo de 
servicio universal "con las contribuciones de todos los proveedores 
de servicios locales" [Gil, 2002: 19) . 

Sin embargo, para armonizar esa situación y hacer efectiva la pres­
tación del servicio universal frente a la liberalización en Estados Uni­
dos, se creó un mecanismo más: la obligación de los operadores de 
prestar servicios en zonas desfavorecidas a cambio de permitirles 
cargar las tarifas de interconexión a otras empresas. 

382 En éstos se incluirían los accesos a los servicios avanzados, como interne!, de bibliotecas, 
escuelas y centros de salud. 

383Este desenlace proviene de la situación que se explica a continuación: "En 1996 el Con­
greso federal enmienda la Ley de 1934. En ese momento surgen desavenencias entre los estados 
federados y el fede ra l sobre la forma en que las telecomunicaciones han de ser reguladas, y tam­
bién sobre qué dimensiones han de ser susceptibles de regulación -monopolio, competencia y 
regulación socia l. Los estados federados se convierten entonces en abanderados de la regulación 
social, marcando como prioridad la extensión de servicios avanzados de comunicación dentro de 
su territorio en servicios de sal ud, colegios y bibliotecas públicas" !Gil, 2002: 391. 
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Es la sección 254 de la Telecommunications Act de 1996 la que 
regula lo relativo al servicio universal. Pero en la sección precedente, 
la 253, apartado f) , se marcan los objetivos de cobertura para los merca­
dos rurales, cuyas condiciones están estrechamente ligadas al servicio 
universal. 

En cuanto a la sección 254 se puede señalar que la primera parte 
está relacionada con la creación de un grupo de acción que definirá los 
contenidos, las condiciones y los principios del servicio universal, con 
el apoyo de la FCC. Este grupo debía crearse como máximo un mes des­
pués de la puesta en marcha de la ley y su nombre fue Joint Board. 

Los principios en los que deberá fundamentarse el servicio uni­
versal, de acuerdo con el apartado b) son: calidad y precio,384 acceso a 
servicios avanzados,385 acceso en zonas rurales y zonas de alto costo,386 

contribuciones equitativas y no discriminatorias,387 específicos y pre­
decibles mecanismos de soporte388 y acceso a servicios avanzados de 
telecomunicaciones para escuelas, centros de salud y bibliotecas.389 

La definición del servicio universal de la Telecommunications Act 
establece los elementos que debe integrar en general, sus modifica­
ciones y los servicios especiales (los de escuelas, centros de sanidad 
y bibliotecas, también definidos con precisión en el apartado h] de la 
misma sección 254) . En general, el servicio universal conceptualiza 
un "desarrollado nivel de los servicios de telecomunicaciones" que la 
FCC establecerá periódicamente, tomando en cuenta los avances en las 

364"Los servicios de calidad estarán disponibles a un precio justo, razonable y accesible" 
!Sección 254, apartado b) 1 ¡. 

385"El acceso a los servicios avanzados de telecomunicaciones e información será provisto 
en todas las regiones de la nación" !Sección 254, apartado b) 2j. 

38b"Los consumidores en todas las regiones de la nación , incluyendo los de bajos recursos 
y aquellos que se encuenlren en zonas rurales, insulares y de alto costo, tendrán acceso a los 
servicios de telecomunicaciones e información, incluyendo los servicios de intercambio y tele­
comunicaciones avanzadas y servicios de información, que serán razonablemente comparables 
a aquellos servicios provistos en zonas urbanas y que estarán disponibles con tarifas razonable­
mente comparables con las tarifas cobradas por servicios similares en zonas urbanas" [sección 
254, apartado b) 3]. 

387 Aplicables a los operadores de servicios de telecomunicaciones, quienes deberán realizar 
una conlribución equitativa y no discriminatoria para la preservación y mejora del servicio uni­
versal ¡sección 254, apartado b) 4j . 

366Los mecanismos serán aplicados por parte del Estado [sección 254, apartado b) 5j. 
3891..as escuelas incluidas serán la elemental y secundaria, así como los cenlros de salud y 

bibliotecas !sección 254, apartado b) 6j. 
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tecnologías de la información y las telecomunicaciones. El Joint Board 
y la FCC recomendarán y establecerán, respectivamente, los elementos 
que debe contener el servicio. 

La sección siguiente, la 255, desarrolla los principios relativos al 
acceso de personas con discapacidad, mientras que la sección 260, 
apartado e), menciona elementos de la designación de los proveedores 
del servicio universal. Finalmente, la sección 714 propone la creación 
de un fondo para el desarrollo de las telecomunicaciones (Telecommu­
nications Development Fund), entre cuyos objetivos se encontrará el 
estímulo y la protección del servicio universal. 

Además de la ley de telecomunicaciones, la FCC ha emitido una Or­
den sobre servicio universal, de 8 de mayo de 1997, con la cual se pre­
tende establecer un plan "que cumpliera con todos los requerimientos 
legales y estableciera el sistema de soporte" para la debida aplicación 
del servicio universal en un entorno altamente competitivo. 

Servicio universal y acceso a interne/ 

El acceso a internet en Estados Unidos, que se está convirtiendo en 
uno más de los elementos del servicio universal en muchos lugares 
de Europa y quizá la tendencia se amplíe a otras latitudes, tiene muy 
buenos niveles de cobertura. Además se considera que hay "actitudes 
más democráticas sobre el acceso a internet en Estados Unidos" [Gil, 
2002: 195] que en otros países. 

En Estados Unidos el servicio de internet ha estado subsidiado por 
el gobierno durante más de tres décadas, con una suma de alrededor 
de 12 millones de dólares por año. Por eso ahora se discute en ese país 
la posibilidad de privatizar la red de redes en su totalidad. 

La polémica sobre esta perspectiva es amplia en Estados Unidos, ya 
que, por ejemplo, "las comunidades académicas sienten suya a internet 
(y, de hecho, así es aún en buena medida) como uno de sus derechos ya 
conquistados y cotidianamente ejercidos" [Treja Delarbre, 1996: IV]. 

De lo an terior podemos destacar dos cosas: por un lado, el hecho 
de que el financiamiento a internet ha permitido su crecimiento expo­
nencial y notable en escala mundial y, por el otro, que los ciudadanos 
(aunque en principio sean los del área académica, pero también el 
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resto) consideren a la red como un derecho conquistado. Por ambas 
razones, el acceso a internet toma tintes de servicio universal. 

La doctrina sobre el servicio universal 

Una vez que fue aprobada la ley de 1996, el servicio universal inició su 
desarrollo de manera regulada, con los principios por supuesto que la 
normativa establecía. Sin embargo, una década después el debate sobre 
muchos puntos relativos a la provisión del servicio sigue vigente. 

La primera preocupación gira alrededor del nuevo entorno com­
petitivo de los estados, con el cual el servicio universal debe tener 
coherencia. Según Jayakar y Sawhney [2004: 342] el servicio universal 
ha pasado por tres etapas: la de integración de la red, la del monopolio 
regulado y la de un sistema competitivo. 

La primera etapa se corresponde con la introducción y la evolu­
ción del servicio telefónico en Estados Unidos. La segunda, a la vida 
de AT&T como monopolio. Y la tercera, a la de la liberalización y la 
apertura a la competencia, que se regula con la ley de 1996 en materia 
de telecomunicaciones. Es en esta etapa que la provisión del servicio 
universal ha experimentado grandes cambios, por la evolución en el 
tema de los subsidios cruzados. 

Esta nueva situación ha generado un amplio debate y una serie 
de propuestas para la protección de esta garantía. Pero la polémica se 
ha extendido incluso al concepto mismo del servicio universal. Los 
autores recién citados ofrecen un excelente esquema del contenido de 
ambas discusiones, que versan sobre los ejes, el de la intervención y el 
denominado loci (véase la figura de la página siguiente). 

En consecuencia, el modelo clásico de servicio universal será el 
"paradigma atrincherado para un periodo considerable de la historia 
de las telecomunicaciones" [ibídem: 351] en Estados Unidos. El modelo 
será y está siendo determinado por las innovaciones tecnológicas y de 
negocios. 

Por otra parte, en relación con el mandato de la Telecommunica­
tions Act de desarrollar una cobertura de servicio universal a bibliote­
cas, escuelas y centros de salud, en 2001 fue creado el programa E-rate 
(que condensa la expresión education rate) cuyo objetivo es precisa-
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LOCI 

POSIBILLOAOES DE PARADIGMA PARA EL SERVIC10 UNIVERSAL 

INTERVENCIÓN 

• Hudson y 
Pitlman (1999) 

• Hudson (2001) 

directa 

• Parker (2000) ._ 
Lenlz (2000) O 

Franja 

• S.whooy i"'"') ;e)\ 

• Sawhney y 
jayakar {1999) 

• Schement y 
Forbes ( 1999) 

• Borrnelt (1999) 
• Mueller (1997a) 

indirecta 

Propuestas para ampliar las de­
finiciones del servicio universal: 
Boll ier (1997), Compaine y Wein­
raub (1997), Hart (1998). Grupo 
de trabajo de infraestruclura de 
información (1993), Grupo de tra­
bajo de redes inteligenles (1987) 

• Nelt (1998) 

Dominio tradicional de 
elaboración de polílicas 
1907 - prescnle 

Centro 

• Weller (1999) 
• Peha (1999) 

Fuenle: jayakar y Sawhney 12004: 351 ). 

mente ese aspecto. Prevé conceder descuentos en una extensa variedad 
de servicios de telecomunicaciones, acceso a internet y otros productos y 
servicios_ Esas rebajas van dirigidas a los tres colectivos indicados. 

Los resultados que hasta el momento ha obtenido el programa son, 
de acuerdo con algunos sectores de la doctrina [Hudson, 2004: 320]: 

inequidades en los fondos que el E-rate aplica en los distintos estados, 
necesidad de guías o mentores en los sitios en donde se ha provisto 
el acceso a internet en escuelas, bibliotecas, etcétera; la posibilidad 
de elevar las aportaciones de los proveedores de telecomunicaciones 
y, finalmente, requerimientos de mayor incentivación entre algunos 
proveedores del servicio_ 
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El caso mexicano 

Estructura de las telecomunicaciones mexicanas 

Por otra parte, muy cerca de Estados Unidos, pero con una realidad 
propia, se encuentra el caso de las políticas de telecomunicaciones 
en México, el tercer país de Norteamérica. Trataremos de perfilar la 
situación de las telecomunicaciones mexicanas, abordando no sólo los 
aspectos técnicos y relacionados con las redes, sino también el marco 
jurídico correspondiente. 

Sin duda, hablar de un mercado como el de las telecomunicacio­
nes resulta un tanto complejo, ya que, como sabemos, se trata de un 
ámbito en el que los factores que intervienen cambian continuamente 
y están en constante definición y actualización. Esto se debe tanto a 
las condiciones de la competencia en el plano internacional (que es en 
donde se ubican hoy en día todos los mercados de telecomunicaciones 
del mundo), como a las innovaciones tecnológicas relacionadas y que, 
en definitiva, son también una consecuencia de lo que marca el propio 
entorno competitivo. 

Además, si bien es cierto que México es un país que sigue clara­
mente la tendencia mundial hacia la globalización y que, por otro lado, 
no es una nación altamente desarrollada, a lo largo de este apartado 
se verá cómo en este país el sector tiene sus propias características, 
mismas que en algunos casos guardan sus diferencias con lo que ha 
sucedido en otras naciones, aun cuando es obvio que hay ciertos 
procesos que pueden equipararse. 

La firma del TLCAN ha supuesto para México un "vector para el des­
pegue de la infraestructura" en TIC [Gómez Mont, 2000a: 1). De tal forma, 
el sector ha crecido cinco veces más que el resto de la economía mexica­
na, sólo en la última década [Gómez Monl, 2000b: 2), lo cual no supone 
que el país se encuentre en un lugar alto en el entorno mundial. 

A partir de la firma de dicho Tratado el escenario en México revela­
ba grandes cambios con respecto al pasado. Los cuatro contextos a con­
siderar en ese momento y en adelante son: la llegada de las empresas 
internacionales al sector, la creación de las bases para la competencia 
en este campo y para las empresas estadounidenses fusionadas con las 

354 Wilma Arellano Toledo 



mexicanas y la posibilidad de formar alianzas con empresas interna­
cionales de telecomunicaciones [Gómez Mont, 2000a: 6 y 2004]. 

Con base en lo anterior, tocaremos en general tres puntos para la 
mayoría de los servicios que componen el mercado mexicano de las te­
lecomunicaciones: sus políticas, su legislación y reglamentación -que 
incluye los procesos de liberalización y privatización en cada caso- y 
el acceso, es decir, su grado de penetración entre los consumidores o 
usuarios y/o nivel de uso. De los tres aspectos, pero sobre todo enlaza­
do con el tercero, surgirá el análisis del servicio universal. 

Primero que nada habrá que hacer alusión a los cuatro elementos 
que integran las telecomunicaciones mexicanas, según la definición de 
su principal normativa. 

SERVlCIOS DE TELECOMUNlCACIONES EN MÉXICO 

Telefonía 

Televisión 

Otros 

Fuente: Elaborac ión propia. 

Celular 
Local 
Provisión de enlaces 
Local inalámbrica 
Pública 
Larga distancia 

TV abierta 
TV por cable 
TV por microondas 
TV por satélite 

Trunking 
Paging 
Servicios de valor agregado 
Audiolexto 
Procesamiento remolo de dalos 
Intercambio electrónico de datos 
Correo electrónico 
Correo de voz 
Consulta remola a bases de dalos 
Otros 

La Ley Federal de Telecomunicaciones (LFT) fundamentalmente , 
y todo el marco jurídico restante, intentan regular el uso, explotación y 
aprovechamiento de: 
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a) El espectro radioeléctrico (en donde a su vez deben distinguirse el es­
pectro de uso libre, el espectro para usos determinados, el espectro para 
uso oficial, el espectro para usos experimentales y el espectro reservado); 
b) las redes de telecomunicaciones; 
e) la comunicación vía satélite; 
d) los servicios de telecomunicaciones que se deriven del desarrollo de los 
anteriores. 

El espacio radioeléctrico sólo se utiliza en un fragmento que va de 
los 3 khz a los 3,000 Ghz. De hecho, en el artículo tercero de la LFT se 
le define como "el espacio que permite la propagación sin guía artifi­
cial de ondas electromagnéticas cuyas bandas de frecuencia se fijan 
convencionalmente por debajo de los 3,000 gigahertz". 

En la LFT las redes de telecomunicaciones se definen como un 
"sistema integrado por medios de transmisión, tales como canales o 
circuitos que utilicen bandas de frecuencias del espectro radioeléc­
trico, enlaces satelitales , cableados, redes de transmisión eléctrica o 
cualquier otro medio de distribución" [artículo 3]. 

El sistema de comunicación vía satélite es fundamental para las 
telecomunicaciones mexicanas, por el gran potencial que puede ofre­
cer al ser un país de territorio tan extenso. Sin embargo, en los últimos 
años la empresa que lo gestiona, privatizada como veremos, ha caído 
en quiebra [Cardoso y Zúñiga, 2005]. La ley lo menciona como uno de 
los cuatro pilares de las telecomunicaciones y lo define como "el que 
permite el envío de señales de microondas a través de una estación 
transmisora a un satélite que las recibe, amplifica y envía de regreso a 
la Tierra, para ser captados por estación receptora" [artículo 3]. 

La importancia de los satélites en México se puede explicar to­
mando en cuenta las ventajas que supone su utilización "ya que se 
puede transmitir a larga distancia sin importar la orografía, hidrografía 
o clima imperante" tanto en el lugar de transmisión como en el de re­
cepción [Merino, 2000: 158]. 

El término telecomunicaciones es conceptuado en la LFT así: "toda 
emisión, transmisión o recepción de signos, señales, escritos, imáge­
nes, voz, sonidos o información de cualquier naturaleza que se efectúa 
a través de hilos , radioelectricidad, medios ópticos, físicos u otros 
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sistemas electromagnéticos" [artículo 3). La definición es la que se 
ha establecido en el Reglamento de Telecomunicaciones de la Unión 
Internacional (UIT). 

En cuanto al mercado, que tiene un alto desarrollo en los últimos 
tiempos con motivo de las TIC y las inversiones que se hacen en él, se 
integra según el cuadro anterior. 

Cabe señalar que dentro del sector servicios el del ámbito de las 
telecomunicaciones sobresale por su papel en la economía y por las 
cifras de negocios que alcanza. Esto, por supuesto, no es una novedad 
ya que ha sido la constante en todos los países. 

La doctrina señala que México tiene el mayor poder de comercio en 
América Latina [Ortiz Mena y Rodríguez, 2005: 430). Por ejemplo, la 
siguiente gráfica expresa los niveles de exportación hasta el año 2002 y 
pueden apreciarse los niveles de México sobre otras fuertes economías 
latinoamericanas. 

PODER DE COMERCIO DE MÉX1CO 

180,000 

160,000 México 

140,000 ---.- Argentina 
íñ' 

~; 120,000 
.9 fli 
~ ~ 100,000 

8.:g 1il "' 80,000 
"''O 

~ ~ 60,000 
!! o 
f?. ]_ 40,000 

- Brasil 

Chile 

---20,000 • ~ ... 

º-+-~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ 

1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 

Nota: Economfos seleccionadas de América Latina : exportaciones totales 1990-2002. basado en indicado­
res de desarrollo mundial del Banco Mundial, 2004. 

Fuente: Ortiz ~lena y Rodríguez, 2005. 

Estos niveles de comercio están relacionados con las reglas del 
TLCAN que mencionamos en su momento y afectan también a las te­
lecomunicaciones, no sólo en cuestión de equipos, sino también de 
servicios. 
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Ley de telecomunicaciones, Constitución y Plan Nacional de Desarrollo 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Ahora bien, en cuanto al marco normativo de las telecomunicaciones 
en México, es importante destacar que el proceso para tales fines tiene 
un punto de inflexión digno de mencionar. La doctrina habla de un an­
tes y un después de la privatización de Teléfonos de México (Telmex) 
en 1990,390 por considerar que a partir de ahí se refleja una transición 
de la normatividad en la materia [Gómez Mont, 2000a: 5 y 2004]. 

De igual manera debe considerarse el conjunto de elementos que se 
involucran en la creación de legislación relativa a telecomunicaciones, 
ya que las mismas "presentan una combinación muy particular de pro­
blemas técnicos, económicos, sociales, políticos y jurídicos" [Merino, 
2000: 159]. 

Sin entrar aún en especificaciones por cada uno de los servicios, 
tenemos en primer lugar al artículo 27 de la Constitución Política de 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) de 1917 (publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 5 de febrero de 1917).391 En dicho literal se 
establecía que eran del dominio de la nación diversos recursos, entre 
los que se incluían las redes de telecomunicaciones. Sin embargo, esa 
afirmación ha sido derogada para dar paso a la liberalización de las 
telecomunicaciones y en su momento a la privatización de Satmex 
(Satélites Mexicanos). 

Después se encuentra el reformado artículo 28 constitucional392 

que hace alusión a la comunicación por satélite -considerándola como 
una actividad prioritaria para el Estado393 y con fundamento a su vez 
en el artículo 25- y que se constituye como el amparo de la LIT: 

390En México la liberalización del sector de la telefonía y que dio paso a la liberalización de 
todo el sector de las telecomunicaciones tiene su punto clave en la privatización de la compañía es­
tatal de telefonía, Teléfonos de México, mejor conocida como Telmex. En el informe de la Comisión 
Permanente de Regulación de AHCLET de 1999, titu lado Lo regulación de las telecomunicaciones 
en lberoamérica. Fbnorama actual, se establece que la reestructuración de las telecomunicaciones 
en México puede dividirse en dos periodos. El primero va precisamente desde la privatización de 
Telmex hasta 1995 en que se crea la IFf y el segundo de esta fecha a la actualidad. 

391 El artículo 27 se encuentra en el título J, capítu lo 1, de las Garantías Individuales . Este 
apartado se corresponde con lo que en España son los derechos fundamentales. 

392En el mis mo titulo y capítulo que el anterior. 
393 En referencia a los satélites, este artícu lo originalmente consideraba a la comunicación vía 

satélite como una actividad estratégica del Estado, por lo cual no podía estar sino bajo su absoluto 
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[ ... ] La comunicación vía satélite y los ferrocarriles son áreas prioritarias 
para el desarrollo nacional en los términos del artículo 25 de esta Consti­
tución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría protegerá la seguridad y la 
soberanía de la Nación, y al otorgar concesiones o permisos mantendrá o 
establecerá el dominio de las respectivas vías de comunicación de acuer­
do a las leyes en la materia. 

Pero también este artículo tiene un fundamento importante en re­
lación con las políticas de telecomunicaciones y es al que se refiere a 
que "en Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, 
las prácticas monopólicas ... ", etcétera. Este precepto se ve ampliado y 
desarrollado reglamentariamente en la legislación relativa a la compe­
tencia y la de antimonopolio. 

En 1990 fue aprobado el Reglamento de Telecomunicaciones de la 
Ley de Vías Generales de Comunicación394 (Diario Oficial de la Fede­
ración, de 19-02-40, y en adelante LVGC) que se encarga de establecer 
todos los preceptos para las redes en general y que era más que necesa­
rio ante la inminente llegada de los nuevos servicios, para los cuales no 
existía marco normativo vigente. Sólo queda fuera de su jurisdicción 
lo referente a los llamados medios electrónicos de comunicación de 
masas que se rigen por la Ley Federal de Radio y Televisión (DOF de 19 
de enero de 1960, en adelante, LFRT)395 y a su Reglamento.396 

dominio. La reforma de este artículo da lugar a la LIT de 1995 y a la posterior privatización del 
sistema satelital mexicano. El artículo se refiere expresamente a que las actividades de comuni­
cación vía satélite que ejerza el Estado de manera exclus iva no ser considerarán monopolios. El 
Estado se había adjudicado como función exclusiva el uso y administración de la comunicación 
vía satélite en 1982 y con la reforma de 1995 la actividad, que se trataba como estratégica, se 
convierte en sólo prioritaria. 

394 Esta ley es una de las más antiguas y que sigue funcionando en México, pues se aprobó 
el 19 de febrero de 1940. Al principio regulaba únicamente todo lo relacionado con las vías de 
comunicación existentes en esa época, como las ferroviarias, carreteras, telégrafos, etcétera. 

395En esta ley no abundaremos, puesto que se trata de un ordenamiento en el que se habla 
de los medios tradicionales. Si bien muchos de éstos son la plataforma física y de contenidos de 
algunos de los servicios de telecomunicaciones, cabe anotar que esta ley es otra de las más anti­
guas en la materia (dala de 1960 y su Reglamento de 1973) y aun cuando ha sufrido muy leves 
modificaciones, ha funcionado de manera obsoleta hasta el 2006, en que finalmente fue modifi­
cada. El resultado fue una ley parcial que beneficia fundamentalmente a un grupo empresarial, 
por lo que ha sido llamada la Ley Televisa. 

396El Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión, en materia de concesiones, permi­
sos y contenido de las transmisiones de Radio y Televisión, fue emitido el 10 de octubre de 2002 
y publicado en el Diario Oficial de la Federoción (oor) el mismo día. 
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Ley Federol de Telecomunicaciones 

Enseguida, se encuentra la ley más amplia en cuanto al sector que 
nos ocupa, la relativamente más nueva y la que por ahora es el punto 
fundamental e imprescindible de referencia para el uso y explotación 
de cualquier ámbito relacionado con las redes. Se trata de la Ley Fe­
deral de Telecomunicaciones del 18 de mayo de 1995 (DOF, 7 de junio 
de 1995), la cual tiene un Reglamento aprobado en 1997.397 Esta Ley 
marca un hito en la regulación en la materia puesto que abre el sector a 
la iniciativa privada y marca la pauta para la privatización de diversos 
servicios e infraestructuras. Antes de esta, no existía ninguna ley de 
telecomunicaciones en particular. 

La LIT fue modificada por primera vez como parte de los trabajos de 
reforma de las leyes de comunicación -entre las cuales se encontraba 
junto con la LFRT- el 11 de abril de 2006. Las presiones en el sentido de 
que esta ley necesitaba algunas mejoras y su adaptación a las nuevas 
tecnologías que han aparecido en el sector desde 1995, condujo a su 
modificación. Sin embargo, ésta sólo afectó algunas partes de la ley. 

La controversia creada por dicha modificación ha sido sumamente 
notoria en México. Los principales argumentos han girado en torno a la 
inconstitucionalidad de la reforma, ya que se considera que el Decreto 
que Modifica, Adiciona y Deroga la Ley Federal de Telecomunicaciones 
y la Ley Federal de Radio y Televisión (DOF, 11 de abril de 2006) con­
lleva las siguientes situaciones. 

Por un lado, el Decreto supone, de acuerdo con algunos autores [Álva­
rez, Camarena y ]alife, 2007: 2], que el Estado ve disminuida su rectoría 
"para planear y administrar el uso eficiente del espectro radioeléctrico", 
sobre todo en lo que al interés social se refiere. Una segunda consecuen­
cia es que también se ve debilitada la "capacidad de la autoridad regula­
toria para impedir conductas monopólicas", además de abonar el terreno 
para que los abusos de posición dominante sean más comunes. 

La situación puede ser muy grave ya que, como en otros países, los 
mercados de telecomunicaciones y de televisión mexicanos se encuen­
tran altamente concentrados. Baste decir que la principal empresa de 

39 7Este reglamento fue actualizado el25 de enero de 2001, en donde se amplían diversos 
conceptos técnicos pero no se toca el tema del servicio universal o cobertu ra social. 
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telefonía, Telmex, posee el control de 97 por ciento del mercado local 
y 77 por ciento del de larga distancia. En telefonía celular la situación 
es similar, ya que su empresa filial, Telcel, concentra 77 por ciento del 
mercado de servicios móviles [ibídem: 6]. De este modo y tras la ac­
ción de inconstitucionalidad presentada por un grupo de legisladores 
a la Suprema Corte de Justicia, la misma declaró inválidos diversos 
artículos y apartados que se habían incluido en la reforma, a través de 
la sentencia relativa a la acción de inconstitucionalidad 26/2006 (de 11 

de abril), la SCJN declaró inválidos aquellos artículos referentes a: la 
objeción al nombramiento a los comisionados de la Cofetel, la elegibi­
lidad de los comisionados que ya ocupaban esos cargos, la posibilidad 
de prestar más servicios a través de las concesiones ya obtenidas para 
operar el espectro, y el refrendo de las concesiones. No abundaremos en 
esa sentencia porque tampoco toca ningún punto referente al servicio 
universal. 

Los tres ámbitos que se propone regular398 la LIT en su primer artícu­
lo son: el espectro radioeléctrico, las redes de telecomunicaciones y la 
comunicación vía satélite. Señala que la rectoría en telecomunicaciones 
corresponde al Estado, por medio de lo cual se velará por proteger la 
soberanía y la seguridad de la nación mexicana. Asimismo, el Estado 
será el encargado invariablemente del "dominio sobre el espectro radio­
eléctrico y las posiciones orbitales asignadas al país" (articulo 2). 

Es importante destacar, en vista del análisis comparativo previsto en 
el último capítulo, que la LIT deja a los tribunales federales la resolución 
de las controversias que se suscitaren en la aplicación de esta ley (artículo 
6). En su momento analizaremos la importancia que tiene este punto. 

De igual forma, la ley establece las funciones y facultades que ten­
drán tanto la SCT (esto es, el Ministerio relativo a las comunicaciones 
en México)399 como la entidad reguladora de las telecomunicaciones, la 

398En su uso, aprovechamiento y explotación. 
399La Secretaría de Comunicaciones y Transportes es el organismo mediante el cual el Esta­

do controlará y gestionará las telecomunicaciones. Sus fines se resumen en lograr el objetivo de 
"promover un desarrollo eficiente de las telecomunicaciones; ejercer la rectoría del Estado en la 
materia, para garantizar la soberanía nacional; fomentar la sana competencia entre los diferentes 
prestadores de servicios de telecomunicaciones a fin de que éstos presten con mejores precios, 
diversidad y calidad en beneficio de los usuarios, y promover una adecuada cobertura social" 
(artícu lo 7 de la LFT) . 
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Comisión Federal de Telecomunicaciones (CIT).400 También destaca las 
leyes que ampliarán la regulación no prevista en la LIT.4º1 

Las redes de telecomunicaciones están reguladas por esta ley, que 
manifiesta que si son públicas deben ser motivo de concesión (artículo 
11). Al mismo tiempo, la LIT reitera la apertura a la competencia entre 
los prestadores, sin marcar un límite al número de agentes en el mercado, 
pero sí a la inversión extranjera que en ningún caso podrá ser mayor a 49 

por ciento en telefonía fija.402 Sin embargo, las concesiones sólo pueden 
otorgarse a personas físicas o morales de nacionalidad mexicana. 

Actualmente se valora la posibilidad de incrementar el porcentaje 
de inversión extranjera en telefonía fija o de eliminar el límite que 
establece también la Ley de Inversión Extranjera. Al momento de 
culminar este libro, se encontraba la propuesta en las Cámaras, con la 
aprobación de algunas comisiones del Senado. 

Por otra parte, en esta legislación, el Estado adquiere una nueva 
dimensión como consecuencia de su papel como rector de las telecomu­
nicaciones, pero ya no de dominio exclusivo, como anteriormente estaba 
determinado. En este sentido hemos citado antes el artículo segundo 
relativo a la rectoría del Estado en materia de telecomunicaciones. 

Además de regular lo relativo a las distintas concesiones necesarias 
para operar en el espectro radioeléctrico, las redes de telecomunicaciones 
o la comunicación vía satélite, la LIT contiene dos artículos relativos a la 
cobertura social, que es el equivalente mexicano del servicio universal en 
otros países. En el apartado correspondiente analizaremos su contenido. 

Un referente clave y que funcionó como un marco general en el que 
se desenvuelve la legislación y el sector en sí, es el Plan Nacional de 
Desarrollo (PND) 1995-2000, que señala la necesidad de la apertura 
de las telecomunicaciones, y del que se deriva el Plan de Desarrollo 

")()De la Comisión Federal de Telecomunicaciones más adelante veremos sus atribuciones y 
características. 

• 01 Se trata de la Ley de Vías Generales de Comunicación, la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, el Código de Comercio, el Código Civil para el Distrito Federal en materia común 
y para toda la República en materia federal, el Código Federal de Procedimientos Civiles, la Ley 
General de Bienes Nacionales y la Ley Federal de Radfo y Televisión; todas las cuales o alguna de 
ellas en particular se aplicarán cuando exista alguna disposición no expresa en esta ley ni en sus 
reglamentos o en los tratados internacionales (artícu lo 8). 

• 02Con excepción de la telefonía celular, previa autorización de la Comisión Nacional de 
Inversiones Extranjeras y los servicios de valor agregado. 

362 Wilma Arellano Toledo 



C
on

ce
pt

o 
20

00
 

-
T

ot
al

 
4

9
,9

1
7

.3
 

P
úb

li
ca

 
47

5.
2 

P
ri

va
da

 
4

9
,4

42
.1

 

A
C

C
IO

N
E

S
 E

N
 M

A
T

E
R

IA
 D

E
 C

O
M

U
N

IC
A

C
IO

N
E

S
 Y

 R
E

D
E

S 
D

E
L

 G
O

B
IE

R
N

O
 M

E
X

IC
A

N
O

 

In
ve

rs
ió

n 
pú

bl
ic

a 
y 

pr
iv

a
da

 e
n 

in
fr

ae
st

ru
ct

ur
a 

d
e 

co
m

u
n

ic
ad

io
n

es
, 

20
00

, 
20

05
 

{m
ill

on
es

 d
e 

pe
so

s)
 

20
05

 

A
va

nc
e 

po
rc

en
ta

je
 

re
sp

ec
to

 a
 l

a 
20

01
 

20
02

 
20

03
 

2
00

4 
M

et
a 

O
bs

er
va

ci
on

es
P 

m
et

a 
a

nu
al

 

53
,8

26
.3

 
30

,3
25

.4
 

28
,0

86
.2

 
4

0
,9

22
.8

 
40

,7
84

.7
 

4
0

,4
6

6
.0

 
9

9
.2

 
11

3.
2 

90
.1

 
20

3.
6 

1
4

9.
4 

31
8.

7 
29

5.
6 

92
.8

 
53

,7
13

.1
 

30
,2

35
.3

 
27

,8
82

.6
 

4
0

,7
73

.4
 

40
,4

66
.0

 
4

0
,1

7
0

.4
 

99
.3

 

V
ar

ia
ci

ón
 p

or
ce

nt
aj

e 
re

a
l c

o
n 

re
la

ci
ón

 a
• 

20
00

 
20

04
 

-
3

6.
2 

-4
.9

 
-5

1.
1 

90
.3

 
-

36
.1

 
-

5.
3 

1 /L
a 

va
ri

ac
ió

n 
re

al
 p

ar
a 

el
 a

ño
 2

00
0 

se
 c

al
cu

ló
 c

on
 b

as
e 

al
 d

eí
la

ct
or

 1
 2

71
5 

de
l 

IN
PC

. 
Pa

ra
 e

l 
al

io
 2

00
4

, e
l 

cá
lc

ul
o 

se
 r

ea
li

zó
 c

on
 b

as
e 

ni
 d

oí
le

ct
o

r 
1 

03
99

. 
P/

C
if

ra
s 

pr
el

im
in

ar
es

. 
F\

Ie
nt

e:
 Q

ui
nt

o 
In

fo
rm

e 
de

 E
je

cu
ci

ón
 d

el
 P

ro
gr

am
a 

S
ec

to
ri

al
 d

e 
C

om
un

ic
ac

io
ne

s 
y 

T
ra

ns
po

rt
es

, 
20

05
 (

se
r)

. 



del Sector de Comunicaciones y Transportes 1995-2000, publicado el 
25 de marzo de 1996. Ambos han sido instrumentados por el gobierno 
mexicano y aunque estrictamente hablando han perdido su vigencia, 
en los hechos fueron guía de la mayor parte de los procesos de libera­
lización y privatización de este mercado y siguen siendo un orientador 
básico para los mismos efectos. 

Plan Nacional de Desarrollo y Programa Sectorial 
de Comunicaciones y 'lfansportes 

En relación con los planes sectoriales que componen y materializan 
el PND, el relativo al sector de telecomunicaciones es el Programa Sec­
torial de Comunicaciones y Transportes (PSCT). El elaborado para el 
periodo de 2001-2006 incluye entre sus objetivos varios elementos de 
cobertura social o servicio universal. 

El Informe de Ejecución del PSCT correspondiente al año de 2002, en 
su apartado 2.11, se propone disponer de un sistema de comunicaciones 
basado en las más innovadoras tecnologías "que integre a las diversas co­
munidades del país, tanto urbanas como rurales, de cobertura universal 
y que facilite la prestación de servicios" con los más óptimos términos de 
"oportunidad, precio y calidad"4º3 con el objetivo de aprovechar el fenó­
meno de la globalización y el predominio de la era de la información. 

El rubro 2.11.3 está dedicado a las comunicaciones y se explica 
que la SCT sigue avanzando en la meta de "incrementar la cobertura y 
penetración de las comunicaciones", así como ampliar la calidad de los 
servicios y apoyar la reducción de precios. 

El apartado hace alusión a la reforma de la LFT y a la creación del 
Fondo de Cobertura Social de Telecomunicaciones, del que hablaremos 
en su momento. También se refiere a los logros en materia de telefonía 
rural, los cuales han sido palpables. 

En el último Informe de Ejecución publicado, el de 2005, se explica 
que las acciones en materia de comunicaciones y redes se centraron 
en dos de los puntos formulados por la administración actual: la co­
bertura social y la convergencia de servicios. El esfuerzo se traduce en 

• 03 Iníorme de Ejecución 2002 de l Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes 
2001-2006 del Plan Nacional de Desarrollo para el mismo periodo, Gobierno de México. 
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un importante incremento de la inversión en el sector del modo que se 
explica en el cuadro siguiente. 

Por ende, hubo un crecimiento exponencial de los servicios de tele­
fonía fija y móvil. En el primer caso, se pasó de 12.3 millones de líneas 
que había en 2000 a 19.5 millones en 2005. En el segundo caso, las cifras 
van de 14.2 millones de usuarios en 2000 a 47.5 millones en 2005. 

En cuanto a la cobertura social, el Informe de 2005 ya habla de 
los resultados del Fondo de Cobertura Social de Telecomunicaciones 
que mencionamos y que fue creado tres años antes. Se menciona un 
acuerdo firmado entre la SCT y Telmex "para la construcción de infra­
estructura para el servicio público de telefonía básica local y de larga 
distancia". 404 

Pero sobre todo, y con base en la tecnología satelital que tantos be­
neficios puede producir en cuanto a cobertura social, se incrementaron 
los niveles de telefonía rural. Mediante la adquisición de 515 termina­
les telefónicas satelitales en la banda "Ku", se conseguirá la ampliación 
de la telefonía rural4º5 en localidades con poblaciones entre 100 y 500 
habitantes, en beneficio de unas 90,000 personas. Los teléfonos ya han 
sido adquiridos por la SCT y se instalarían durante 2006. 

Finalmente, se menciona el desarrollo del Sistema Nacional e-Méxi­
co,406 proyecto que incluye tanto un conjunto de portales como una se­
rie de puntos de acceso a internet que permiten mayor conectividad. 

Los portales (con 11,958 contenidos) incluyen temas de e-Aprendi­
zaje, e-Salud, e-Economía, e-Gobierno y además de los recientemente 
incorporados de e-Mujeres, e-Ciencia y Tecnología, e-Indígenas y e­
Salud segunda versión.4º7 

404Quinto Informe de Ejecución 2005 del Programa Sectorial de Comunicaciones y Transpor­
tes 2001-2006, del Plan Nacional de Desarrollo para el mismo periodo, Gobierno de México. 

• 05 En 2001, hacíamos una propuesta en este sentido:"[ ... ] la oportunidad de incremento de 
la teledensidad a través de los satélites. Al no requerir de infraestructura como las redes conven­
cionales, la telefonía satelitaJ (aunque hasta el momento logra ser muy costosa) puede convertirse 
en una alternativa para las comunidades más alejadas y escasa o nulamente comunicadas. Así se 
cumpliría el doble objetivo: el aprovechamiento social de la tecnología y la colocación de México 
en un mejor lugar con respecto a la teledensidad frente a otros países. Esto sin duda tiene una 
implicación económica y de desarrollo interesante" [Arellano Toledo, 2001: 100]. 

4116El portal e-México fue reconocido como mejor práctica internacional en el Global e-Go­
verment Readiness Report 2005 de la ONU. 

407Para este 2006 se prevé la creación de los portales e-SCT, e-Aprendizaje, segunda fase, 
e-Visitantes y e-Seguridad. 
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La conectividad, por su parte, tuvo un auge considerable con la 
instalación de 4,000 estaciones terrenas de la dos y tres redes de co­
nectividad digital satelital en todo el territorio mexicano. Prestarán ser­
vicios en centros educativos, unidades médicas, plazas comunitarias 
y centros comunitarios de aprendizaje. Igualmente en este periodo el 
número de los Centros Comunitarios Digitales se amplió a 300. 

En el Programa de Trabajo de la SCT para el 2006, en cumplimien­
to del PSCT, se prevé un impulso más amplio del Sistema Nacional 
e-México. Entre los objetivos que se prevé alcanzar está el de "Lograr 
el acceso universal a las tecnologías de la información y comunicación 
para la mayoría de la población mexicana".4º8 

En el marco del e-México se prevé el desarrollo de la segunda fase 
del Observatorio Nacional de la Sociedad de la Información en corres­
pondencia con las tareas asumidas en la CMS!. 

Actualmente, está vigente el Programa Sectorial de Comunicacio­
nes y Transportes 2007-2012 que, en la línea de su antecesor, prevé 
diversas acciones para hacer efectivas las metas del e-México, aunque, 
desde nuestro punto de vista, se centra fundamentalmente en el área 
de transportes e infraestructuras carreteras. 

Sobre todo, las acciones y estrategias en los dos ramos menciona­
dos se antojan mejor articuladas. En el caso de las comunicaciones, 
en particular las telecomunicaciones, el programa se plantea temas 
prioritarios como la optimización de la infraestructura, la convergencia 
tecnológica, la competencia, la interconexión y las nuevas concesiones 
que deberán otorgarse durante el periodo de su vigencia. 

Aunque uno de los temas prioritarios es el relativo a la moderniza­
ción y adecuación de la normativa en el sector, a finales de 2008 aún 
no se alcanzaba dicho objetivo. Se han emitido algunos acuerdos en los 
temas de convergencia e interconexión, mismos que han sido motivo 
de polémica por parte de los interesados. 

Finalmente, resta comentar que las estrategias planteadas en el 
programa, tales como "impulsar el desarrollo y expansión de redes" o 

•
08Programa de Trabajo para el Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes 2001-

2006, apartado 4. 
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"utilizar de manera óptima la infraestructura del país'', son muy gene­
rales y no contienen elementos concretos de acción y, sobre todo, no 
se mencionan detalladamente los recursos con los que se contará para 
el logro de los fines propuestos. 

La autoridad reguladora: Cofetel 

La autoridad que tiene a su cargo la aplicación, vigilancia y cumpli­
miento de la ley es el gobierno mexicano, por medio de la Secretaría 
de Comunicaciones y Transportes (SCT) y de la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones (Cofetel o CFT) que fue creada después de emitida 
la LFT y por mandato de ésta y es el órgano regulador de este mercado 
específicamente. 

La CFT es un órgano desconcentrado de la SCT y fue creada median­
te Decreto del 8 de agosto de 1996. La definición que hace la LFT,409 en 
su artículo 9-A, de la Comisión es la siguiente: 

La Comisión Federal de Telecomunicaciones es un órgano administrativo 
desconcentrado de la Secretaría, con autonomía técnica, operativa, de 
gasto y de gestión, encargado de regular, promover y supervisar el desa­
rrollo eficiente y la cobertura social amplia de las telecomunicaciones y 
la radiodifusión en México, y tendrá autonomía plena para dictar sus 
resoluciones. 

Está integrada como órgano colegiado con cinco41º comisionados, 
incluyendo a su presidente (con voto de calidad) que son designados 
por el titular del Ejecutivo federal (es decir, el presidente de Gobier­
no). Los comisionados son propuestos por la SCT, designados por el 
Ejecutivo y con la reforma de 2006 podían ser objetados por el Senado. 
Sin embargo, este último punto fue declarado inconstitucional por la 
Suprema Corte y ha sido derogado. 

La CFT cuenta con un Consejo Consultivo en el que pueden partici­
par representantes de instituciones académicas, cámaras de la indus-

•09 Antes de la reforma de 2006, la LIT no contenía los preceptos relativos a la CIT. Los mismos 
se encontraban definidos en el Reglamento Interno de la Comisión. 

410Antes de la última reforma de 2006, la CIT tenía solamente cualro comisionados. La ley 
actual establece que para que el Pleno sesione deben estar presentes cuando menos lres comi­
sionados. 
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tria y alguna persona de reconocido prestigio en este ámbito, siempre 
y cuando medie invitación de su presidente.41 1 

Entre las funciones primordiales de la CFT que estipula la LFT en su 
artículo 9-A están:41 2 

o) Expedir las disposiciones administrativas, elaborar los planes técnicos 
y expedir las normas oficiales; 
b) realizar estudios e investigaciones relativas a las cuestiones del sector 
y, de manera muy importante, realizar anteproyectos de ley ejerciendo 
funciones en la labor reguladora del sector; 
e) comunicar su opinión en el proceso de otorgamiento de concesiones de 
telecomunicaciones y en la revocación de las mismas,41 3 así como vigilar 
el cumplimiento de lo dispuesto en los títulos de concesión; 
d) someter a consideración de la ser el programa de bandas de frecuencia ; 
e) coordinar los procesos de licitación de dos tipos de concesiones: posi­
ciones orbitales geoestacionarias y órbitas satelilales asignadas a México; 
fJ definir los procedimientos relativos a la homologación de equipos; 
g) administrar el espectro radioeléctrico, así como actualizar el Cuadro 
Nacional de Atribución de Frecuencias (CNAF); 

h) desarrollar y regular el registro de telecomunicaciones previsto por la CFT; 

i) impulsar y supervisar la interconexión de equipos y redes públicas de 
telecomunicaciones; 
j ) registrar las tarifas de telecomunicaciones, de sus servicios, así como 
establecer obligaciones referentes a las mismas y a la calidad de las pres­
taciones ;414 

k) receptar el pago por derechos o aprovechamientos que se encuentren 
establecidos en la ley; 
J) implicarse en los asuntos internacionales en el terreno de su competencia; 
m) proponer al titular de la ser sanciones en caso pertinenle.415 

411 Así lo establece el Reglamento Interno de la Coíetel de 5 de diciembre de 1996. 
412También están incluidas en el Reglamento de la Coíetel. A su vez, la ser tiene su propio 

reglamento interno íechado el 24 de octubre de 1996. 
413Antes de la reforma, le correspondía a la crr licitar concesiones del sector. 
414En este aspecto la crr debe "incorporar criterios sociales y estándares internacionales" 

!artículo 9-A de la LIT). 
415EI1 el pasado, también correspondían a la 01 algunas íunciones, que ciertamente eran 

más generales y con otro tipo de responsabilidad, tales como: a) promover el desarrollo del sector 
de las telecomunicaciones, b) publicar los estándares oficiales, c) gestionar posiciones orbitales 
para los satélites y coordinar su uso con los organismos internacionales, d) impulsar la ID en 
telecomunicaciones. 
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En cuanto al cuarto punto, el relativo a la licitación de concesiones, 
se debe mencionar que el uso y explotación del espacio radioeléctrico y 
de las redes se hace mediante concesiones que el Ejecutivo federal (como 
antes se dijo, por medio de la ser) otorga a los particulares. Sin embargo, 
las concesiones de las posiciones orbitales son del ámbito de la CIT. 

La cobertura social 

Únicamente dos literales contienen los preceptos relativos a la cober­
tura social, que, como se dijo, es el nombre con el cual se conoce el 
servicio universal en México. En la reciente reforma de la LFT estos ar­
tículos no fueron adicionados ni modificados, por lo cual permanecen 
tal como se redactaron en 1995. 

Los artículos son el 50 y 51 y pertenecen a la sección u, titulada "De 
la cobertura social de las redes de telecomunicaciones". El primero de 
ellos define lo que sería la salvaguardia de la cobertura social, aunque 
no la define , lo que hace que se garantice de manera muy genérica: 

La Secretaría procurará la adecuada provisión de servicios de telecomu­
nicaciones en todo territorio nacional, con el propósito de que exista ac­
ceso a las redes públicas de telecomunicaciones para la atención de ser­
vicios públicos y sociales, de las unidades de producción y de la población 
en general. Tomando en cuenta las propuestas de los gobiernos de las 
entidades federativas, de los concesionarios de redes públicas de teleco­
municación y otras partes interesadas, la Secretaría elaborará los progra­
mas de cobertura social y rural correspondientes, los cuales podrán ser 
ejecutados por cualquier concesionario. La Secretaría asegurará la dispo­
nibilidad de bandas de frecuencia en los casos en que un proyecto ele 
cobertura social así lo requiera, a cuyo efecto podrá negociar con los con­
cesionarios la utilización de las bandas de frecuencias que no estén apro­
vechando, o bien otorgar nuevas bandas de frecuencias. 

De esta forma, en un solo artículo se establecen cuestiones muy 
generales sobre la cobertura social y hasta se establecen los encarga­
dos de proveerla, esto es, "cualquier concesionario". Es novedosa, sin 
embargo, la alusión a las bandas de frecuencia , que hasta ahora no han 
sido señaladas en ninguna de las normativas estudiadas. 
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El artículo 51 tiene por cometido ampliar someramente sólo una 
cuestión: la del prestador del servicio. La especificación que hace 
este literal de la LFT es que si en alguna localidad determinada sólo 
existe un concesionario o perrnisionario, éste no podrá interrumpir la 
prestación del servicio "salvo causa de fuerza mayor o que cuente con 
autorización expresa de la Secretaría". 

Evidentemente, la cobertura social es una garantía que se encuen­
tra regulada muy brevemente en la LFT, ya que no cuenta con el debi­
do desarrollo ni está perfilado de manera clara. Por supuesto no está 
programado ningún fondo de servicio universal corno existe en otros 
países, ni mucho menos la cobertura relativa a internet. 

Pero el financiamiento de asuntos de cobertura social se cubrirá por 
medio de un Fondo de Cobertura Social de Telecomunicaciones que fue 
creado corno fideicomiso en 2002 por la ser para apoyar el incremento 
de la cobertura "y diversidad de servicios de telecomunicaciones entre la 
población de escasos recursos del medio rural y urbano".416 El presupues­
to provendrá, por supuesto, también de la ser y tuvo un monto inicial de 
750 millones de pesos. El fideicomiso que gestiona el presupuesto estará 
encabezado por el secretario de Comunicaciones y Transportes. La crí­
tica que haríamos en este puno es que no existen reglas a priori para el 
financiamiento de este fondo y, por tanto no hay claridad en su gestión 

En la Modificación del Título de Concesión de Telrnex también se 
hace referencia explícita al concepto de servicio universal, se le marca 
corno un objetivo y se establecen obligaciones claras para la empresa. 
Sin embargo, esas obligaciones han quedado limitadas considerando la 
fecha en que se modificó el título referido, es decir, 1990. 

Las condiciones actuales del país y la importancia que el concep­
to, el contenido y la garantía del servicio universal han tornado en el 
mundo, debe ser un referente para que en México se incluyan precep­
tos claros y más completos del mismo. Se requiere que se reforme la 
LFT para agregar un amplio y detallado apartado al respecto, corno ya 
hemos visto que sucede en otros países. Además, sería adecuado que 
apareciera un reglamento al respecto, así corno la constitución de un 

• 16Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes 2001-2006 del Plan Nacional de 
Desarrollo para el mismo periodo, Gobierno de México (apartado 2.11.3]. 

370 \\'ilma Arellano Toledo 



fondo más acorde con la realidad nacional, pero tomando como refe­
rente la experiencia internacional. 

Por otro lado, hay autores que consideran algunas de las obliga­
ciones impuestas a los operadores de redes de telecomunicaciones 
como complemento o incluso desarrollo de la garantía de cobertura 
social, aun cuando dichas obligaciones no aparezcan expresamente en 
el capítulo de cobertura social o no la mencionen explícitamente. El 
argumento es el siguiente: 

Como elementos que auxilian a la consecución de motivos de cobertura 
social, se encuentran las disposiciones adminis trativas y técnicas que se 
traducen en la segmentación territorial (región o área geográfica) de los 
servicios de telecomunicaciones, el aseguramiento de la disponibilidad de 
bandas de frecuencia para un proyecto de cobertura social (art. 50 in fine­
LFT) o la disponibilidad de capacidad satelital suficiente para prestar ser­
vicios de carácter social (art. 55-LFT). La justificación de la aplicación de 
estas disposiciones administrativas, económicas y técnicas tiene como 
base los programas de cobertura social y rural correspondientes, que pue­
den ser ejecutados por cualquier concesionario (art. 50, 2do. Párrafo-LFT) 
[Camarena Juárez, 2004: 3]. 

Asimismo, este autor sostiene que cuando se habla de servicios bá­
sicos de telecomunicaciones [artículo 2, Reglamento de Telecomunica­
ciones, RT] o cobertura universal (Exposición de Motivos de la LFT),417 

se está hablando igualmente de cobertura social "en virtud de que su 
contenido varía en razón de promover el desarrollo de ciertas zonas, 
grupos de usuarios o de servicios" [ibidem: 1]. 

Ahora bien, la doctrina ha desarrollado una serie de propuestas para 
que las tecnologías lleguen verdaderamente a los grupos marginados del 
país. En particular, el servicio de internet que tiene, por su propia condi­
ción, una cierta facilidad de expansión, puede servir a este principio. 

Por ejemplo, hay una gran cantidad de grupos indígenas que deben 
ser objeto de políticas específicas de comunicación, ya que de otro 
modo "hasta que tal tecnología no alcance a los grupos marginados41 8 

417 Aunque no hay que olvidar que la Exposición de Motivos no tiene, luego, un reflejo en 
el articu lado de la ley. 

418La autora se refiere fundamentalmente a "una mayoría indígena" !Gómez Mont, 2003: 1]. 
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de México, podremos hablar de la existencia de una política pública 
en la materia" [Gómez Mont, 2003: 1]. 

La autora menciona en este sentido un programa de desarrollo que 
coadyuva en el logro de este objetivo. Se trata del proyecto de la Direc­
ción General de Bibliotecas Públicas,419 que incluye a más de 6,000 de 
estas bibliotecas en todo el país, con lo cual van desde zonas urbanas y 
locales hasta microrregiones, lo cual supone "una base ideal para crear 
conocimiento comunitario" [ibídem: 3]. 

El impulso a la utilización de la red por parte de las comunidades 
se favorece enormemente con estas iniciativas, de tal forma que "el uso 
de internet en comunidades indígenas está mucho más extendido de 
lo que se cree" [loe. cit.], ya que además los sitios a los que acceden y 
crean se encuentran en sus lenguas e integran sus contenidos. 

La privatización de Telmex, apertura a la competencia e interconexión 

Según hemos dicho, la privatización de la mayor empresa telefónica en 
México supuso un punto de inflexión en el sector de las telecomunica­
ciones y en su regulación. A partir de ese momento, como ·ha sucedido 
en otras latitudes pero de manera más intensa, las reglas del juego en el 
sector cambiaron drásticamente y eso supuso no solamente la integra­
ción a futuro de México entre los muchos países que llevaron a cabo la 
liberalización, sino también que la empresa tomara un nuevo impulso. 
Hablemos muy brevemente del proceso de privatización. 

Hace 16 años el gobierno mexicano decide reducir su participa­
ción accionaria en Telmex (modificando su título de concesión el 10 
de diciembre de 1990) e incrementar la participación de la inversión 
privada, con el argumento de que era necesaria de una expansión y 
modernización apresurada que reclamaba más posibilidades de finan­
ciamiento sin desviar recursos del Estado asignables a otros proyectos 
de infraestructura y desarrollo social. 

En 1982 se había modificado la Carta Magna mexicana con el fin de 
proveer de un nuevo esquema de acción a la actividad económica en gene-

.,ºEl proyecto ha funcionado con un financiamiento procedente de la donación de Bill y 
Melinda Gales, que fue de 30 millones de dólares para capacitación, equipamiento y soporte. ;. Lo 
importante del proyecto se sintetiza en varios hechos: s istemas de información avanzados que 
parten de un proyecto de bibliotecas a fin de convertirlas con el tiempo en centros de conoci­
miento para la comunidad" libidem: 31. 
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ral, y de esto se derivan posteriores acontecimientos no sólo en el ámbito 
de las telecomunicaciones. Otro elemento jurídico tomado en considera­
ción fue la Ley de Vías Generales de Comunicación y su Reglamento. 

Además de que se le otorgó una concesión para explotar y operar 
una red de telefonía pública (para los servicios de voz, datos, textos e 
imágenes) hasta el año 2026, con la posibilidad de prestar servicios de 
telefonía celular, de valor agregado y de comercializar, instalar y dar 
mantenimiento a equipo terminal, se le concédió a la empresa en ese 
momento la exclusividad para operar el servicio público de telefonía 
de larga distancia nacional e internacional. 

Entre las obligaciones de Telmex se encontraba la de llevar a efec­
to un programa de expansión y modernización de la red pública de 
telecomunicaciones, la expansión del número de líneas de telefonía 
básica por cuatro años y antes de esa fecha establecer ese servicio con 
conmutación automática en todas las poblaciones mexicanas con más 
de 5,000 habitantes. 

Según se ha dicho, Telmex tenía la exclusividad por seis años para 
el servicio de larga distancia. Al concluir este plazo, es decir, a partir 
del 1 de enero de 1997 este servicio fue abierto a la competencia por 
medio de las Reglas del Servicio de Larga Distancia4 2º publicadas en 
el Diario Oficial de Ja Federación del 21 de junio de 1996. Un año más 
tarde (octubre 22) , se aprobaron las Reglas del Servicio Local, un ser­
vicio que de facto se desarrolló en un marco no competitivo. 

A partir de este momento se desencadenó la competencia en estos 
y todos los demás servicios de telefonía citados, algunos de los cuales, 
como la telefonía celular o móvil, han tenido fuerte repercusión. Es así 
que empresas con capitales nacionales y transnacionales han inverti­
do grandes fortunas en el sector telefónico. Pueden mencionarse por 
lo menos Avante!, Alestra, Bestel, Iusacell, Iusatel, Marcatel, Miditel, 
Protel, Telcel, Telmex y Movistar, entre otras. 

Un asunto de especial importancia en este rubro es el de la inter­
conexión. Ésta tiene su fundamento en la Modificación del Título de 
Concesión de Telmex (se hacía obligatorio para esta empresa el diseño 

420A su vez, las Reglas del Servicio de Larga Distancia In ternacional se publicaron en el DOF 

el 11 de diciembre de 1996. 
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de una red abierta y de interconexión, aun cuando cobrara los servicios 
a otros concesionarios o permisionarios mediante una tarifa o cargo 
de acceso a la red),421 en el Plan de Interconexión de 1994 (que allanó 
el camino para la apertura de los servicios de larga distancia) y en la 
propia LFT.422 

Pero además está el Plan de Interconexión con Redes Públicas de 
Larga Distancia dictado por la SCT el 1 de julio de 1994 y que estable­
ce el número de competidores, los puntos y cargos de interconexión, 
la facturación, la liquidación, los planes técnicos fundamentales y la 
contabilidad separada. 

En este ámbito de la interconexión y la telefonía hace falta men­
cionar que la LFT introduce el concepto de "poder sustancial en el 
mercado relevante" que, en consonancia con la Ley Federal de Com­
petencia Económica, la SCT puede atribuir a un concesionario de redes 
públicas. 

Recientemente, en agosto de 2008, la CFT elaboró y expuso para 
consulta pública un Acuerdo Marco de Interconexión. Sin embargo, 
el contenido del mismo ha sido duramente criticado por los distintos 
operadores de telecomunicaciones, lo cual acentúa la situación com­
pleja que se vive en México en este tema. 

El operador dominante, monopolio natural (ya hemos visto las 
características de éstos en el capítulo 1), continúa ejerciendo prácticas 
monopólicas y abusando de su posición, precisamente de dominio. En 
el primer capítulo explicamos la manera en que Teléfonos de México se 
ampara y retrasa las decisiones del órgano regulador, entre otras cosas, 
razón por la cual no se cumplen las resoluciones sobre competencia e 
interconexión que emite la propia CFT. 

421 Las tarifas de interconexión íueron tema de debate por meses en México a partir de la 
entrada en operación de los nuevos competidores, quienes se manifestaron a disgusto por los 
precios que Telmex pretendía cobrarles. La Cofetel tuvo que interceder, como siempre y constan­
temente lo ha tenido que hacer en este sector, y solucionó el conílicto determinando tarifas que 
considerasen los intereses de ambas partes. Más tarde, la ser adoptó una resolución que establece 
la Regulación Tarifaría (26 de abril de 1996) para los periodos de 1997 a 1998 y de 1999 a 2001 . 
Actualmente la regu lación tarifaría será competencia de la CFT, como hemos visto en la enumera­
ción de sus facultades. Para la interconexión de servicio local y de larga distancia internacional, 
las partes negociarán libremente. 

422Que determina en sus artículos del 41 al 43 que los concesionarios de redes públicas de 
telecomunicaciones deberán adoptar diseños de arquitectu ra en red e interconectar sus redes. 
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Los satélites en México y su relación con el servicio universal 

Debido a la importancia que tiene la tecnología satelital en México, en 
virtud de la amplitud de su territorio, hablaremos en este apartado de 
la manera en que está regulado el servicio, ya que lo relativo a los saté­
lites es una parte muy peculiar de las políticas de telecomunicaciones 
mexicanas y está estrechamente relacionado con el servicio universal. 
Las razones se exponen a continuación. 

En 1982 , la comunicación vía satélite fue considerada una "función 
exclusiva del Estado" y con carácter de estratégica. En 1995 fue refor­
mado nuevamente el artículo 28 (referente a este tema) pero para darle 
ahora sólo la condición de área prioritaria. Este fue el primer paso para 
la privatización de Satélites de México (Satmex). 

Satmex es la empresa central de satélites geoestacionarios en Méxi­
co423 y cuando sus acciones se pusieron en venta las adquirieron un 
grupo nacional (Telefónica Autrey, 24 por ciento) y otro internacional 
(Loral Space & Communications, 49 por ciento), por 668 millones de 
dólares. Ambas empresas forman, para la prestación de otros servicios, 
la empresa Globlalstar. El gobierno mexicano se reservó también 25 por 
ciento de participación. 

Sobre el asunto de los compromisos, el marco regulatorio que da 
cuerpo al reglamento de operación y título de concesión de los satélites 
mexicanos está constituido por 17 puntos vertebrales, entre los que se 
encuentra que las concesiones tendrán un plazo de 20 años y se límita 
la inversión extranjera.424 

Dentro de la legislación aprobada en la materia se deben señalar los 
siguientes aspectos: la emisión del reglamento de la LVGC ya citado, la 
emisión de otro reglamento de comunicación vía satélite de 1997 (con 
la convocatoria para licitar entre 60 y 75 por ciento de las acciones de 
Satmex), el Reglamento para la Televisión Restringida (que incluye la 

423 Aunque la Universidad Nacional tiene un satélite en órbita y otras empresas privadas 
tienen satélites de órbita baja (Véase "Preparan lanzamiento de saté lite en la UNAM" y "La SCT 

otorgó concesión satelital a Globalstar''). Asimismo, Sky y Arianespace, entre otras empresas, han 
firmado sendos convenios para lanzar y poner en órbita dos satélites geoestacionarios. 

424Acuerdo por el que se crea el Comité de reestructuración del Sistema Satelital mex.icano 
del 28 de febrero de 1996 y Acuerdo que reforma al diverso por el que se crea el Comité de Re­
estructuración del Sistema Satelital Mexicano, del 7 de enero de 1997. 
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televisión por satélite y otros servicios) y la reforma a la LFT y a la LFRT 

de 2006 que tiene algunos temas emparentados con el asunto satelital. 
Entre los acuerdos internacionales de los que México forma parte 

en materia de satélites deben mencionarse principalmente la firma del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (que incluye sólo un 
pequeño apartado al respecto, pero también las líneas generales de la 
política para las telecomunicaciones a partir del artículo 1310) y la firma 
del Protocolo y del Tratado de Reciprocidad Satelital con Estados Unidos 
en 1996 (el 8 de noviembre y el 28 de abril, respectivamente).425 

Las telecomunicaciones de México, en donde se contiene lo res­
pectivo a los satélites, están contenidas en 10 tratados multilaterales 
y cinco bilaterales promulgados por México, entre los que destaca el 
tratado con lntelsat de 1973 y los firmados con la Unión Internacional 
de Telecomunicaciones (urT).426 

Con todo esto, podemos apreciar el gran potencial de la tecnología 
satelital, de manera que queda claro el papel trascendente que la misma 
puede tener en la prestación y alcances del servicio universal en México. 

Como hemos mencionado, debido al gran territorio que tiene la 
nación mexicana, es imprescindible el uso de los satélites para lograr 
una mejor y más accesible cobertura tanto del servicio telefónico como 
de internet.427 La razón es que resulta más asequible la implantación de 
telefonía satelital fomentada por el Estado y por la necesaria creación 
de un fondo de servicio universal, en relación con la dificultad de ten­
der infraestructura para redes de telefonía convencional. 

Con sistemas como el acceso a internet vía satélite es posible tener 
la ventaja de esta modalidad de conexión, con la que las empresas que 

425Protocolo Concerniente a la Transmisión y Recepción de Señales de Satélites para la Pres­
tación de los Servicios de Difusión Directa al Hogar por Satélite en Estados Unidos Mexicanos y 
Estados Unidos de América, publicado hasta 1997 y Decreto de promulgación del tratado entre el 
Gobierno de Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de Estados Unidos de América, relativo a la 
transmisión y recepción de seliales de satél ites para la prestación de servicios satélites a usuarios 
en Estados Unidos Mexicanos y en Estados Unidos de América del 7 de noviembre de 1996. 

426En cuanto a México, la UJT asignó las posiciones orbitales 113.5 y 116.5 y decretó el Regla­
mento de Radiocomunicaciones de 1984 y el Reglamento de Telecomunicaciones de 1993. Preci­
samente, UIT ha asignado algunas posiciones más , tales como la 113º W, 114.9º W, entre otras. 

427Está demostrada la eficacia y calidad del interne! vía satélite, que en México fomentaron 
empresas pioneras como Tachyon.nel desde el aüo 2000. La empresa ha prestado servicios para 
toda América Latina a través del satélite Satmex 5. Por otro lado, la flota de Salmex sigue crecien­
do, ya que el 30 de mayo de 2006, paso en órbita el satélite Satmex 6. 
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se suscriban o el gobierno mexicano, haciendo frente a su responsabili­
dad de dotar de infraestructuras de este tipo al país, pueden mantener 
un sistema de comunicación aun en lugares que carezcan de conexio­
nes telefónicas o líneas terrestres de alta velocidad. 

Por todas estas razones , el incremento de los servicios satelitales 
en México presenta un signo positivo, como lo tiene el hecho de que en 
2005 se haya otorgado una concesión al grupo Quetzsat "para ocupar y 
explotar la posición orbital satelital geoestacionaria 77 Oeste", 428 con lo 
cual se ha convertido en el segundo operador satelital en el país des­
pués de Satmex. De este modo, ahora que la primera empresa mexicana 
de satélites ha pasado por graves problemas financieros , existe una 
nueva compañía que puede ofrecer servicios y cobertura. 

El Acuerdo de Convergencia 

El 3 de octubre de 2006, el gobierno mexicano, en un intento de estar 
acorde a la realidad mundial, emitió un Acuerdo de Convergencia para 
complementar la legislación de telecomunicaciones y vincular este 
sector con aquellos relacionados precisamente de manera convergente 
[Corral, 2005: l]. 

El contenido del Acuerdo está relacionado con el uso de las redes 
de telecomunicaciones y los prestadores de servicios de televisión 
restringida. En particular intenta regular aspectos del "proceso de com­
petencia y libre concurrencia de la convergencia de las redes públicas 
de telecomunicaciones en los servicios de voz, datos y video, particu­
larmente de servicios de telefonía fija y televisión restringida" .4 29 

Los fundamentos del Acuerdo son, por un lado, los artículos cons­
titucionales 25, 27 y 28430 y, por el otro, el artículo 7 de la LFT (sobre el 
desarrollo eficiente de las telecomunicaciones y la rectoría del Estado 
en el sector), el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 y el Programa 
Sectorial de Comunicaciones y Transportes 2001-2006. 

428Quinlo Programa de Ejecución 2005 del Programa Sectorial de Comunicaciones y Trans­
portes 2001-2006, del Plan Nacional de Desarrollo, Gobierno de México. 

429Acuerdo de Convergencia, apartado de Antecedentes, punto 3. 
• 30De acuerdo con lo que vimos en otro apartado, el artículo 25 se refiere a la rectoría del 

desarrollo nacional por parte del Estado; el 27 al dominio del espacio por parte del Estado, y el 
28 a la concesión para prestación de servicios públicos. 
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De esta forma, el título completo del documento es Acuerdo de 
servicios fijos de telefonía local y televisión y audio restringidos que se 
proporcionan a través de redes públicas de telecomunicaciones alám­
bricas e inalámbricas. 

El punto que concierne a los objetos de esta investigación es el que 
menciona como uno de los objetivos de este Acuerdo el respetar los 
postulados de la LIT referentes, entre otras cosas, a la adecuada "cober­
tura social" de las redes de telecomunicaciones. 

Sobre convergencia, también se encuentran algunos avances en el 
citado Decreto que reformó la LIT y la LFRT. Uno de los puntos positi­
vos es el paso hacia un nuevo marco para la convergencia, de acuerdo 
con algunos autores, ya que incluye en la Ley de Telecomunicaciones 
todos aquellos servicios de radio y televisión que pueden prestarse por 
medio de las redes de telecomunicaciones. Esos servicios, en adelante 
"estarán sujetos a los mismos derechos y obligaciones que otros conce­
sionarios como la telefonía fija, móvil, trunking, valor agregado, etcé­
tera", debido a la reforma, que "es un paso claro hacia la convergencia 
tecnológica" [Valls Esponda, 2006: 4, y Soria, 2007: 231]. 

El caso canadiense 

Contexto general de las telecomunicaciones en Canadá 

De acuerdo con la entidad reguladora de las telecomunicaciones de 
Canadá, la Canadian Radio-Television and Telecommunication Com­
mission (CRTC), en ese país se reconoció tempranamente que la radio, la 
televisión y las telecomunicaciones deben servir al interés público. Por 
ello, el reto que se plantearon fue crear una infraestructura de comuni­
caciones para servir a la población desfavorecida distribuida a lo largo 
de su territorio. 

Ese desafío de los canadienses ha sido cumplido, según lo que 
sostiene la CRTC, y la infraestructura de comunicaciones431 canadiense 
se ha convertido en un modelo a seguir. La experiencia de servir a la 

431Tecnológicamente hablando, la infraestructura de comunicaciones de Canadá se encuen· 
lra en el segundo lugar del ranking de los países del G-7 [Web del Gobierno de Canadáf. 
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población también se ha desarrollado en la regulación y políticas de 
telecomunicaciones y broadcasting en Canadá, lo cual también se ha 
convertido en un modelo a emular. Los observadores han admirado la 
forma en que la CRTC ha logrado un excelente equilibrio entre los inte­
reses sociales y los intereses privados del sector. 

El ejemplo de Canadá ha llevado a su reconocimiento como líder 
en asuntos sobre información y sociedad basada en el conocimiento. 
Sobre todo porque una buena parte de ese equilibrio se ha logrado 
estableciendo elementos de autorregulación de las empresas, lo cual 
ha funcionado muy bien en ese país norteamericano. La fórmula, de 
acuerdo con la web del gobierno de Canadá, es la conocida como tax 
credits y desregulación. 

La prueba del éxito económico de las telecomunicaciones en Ca­
nadá se puede ofrecer con lo siguiente. Según la Guía KPMG, este país 
encabeza la lista del G-7 corno el país más competitivo en cuanto a los 
costos para invertir en el sector de las telecomunicaciones. El estudio, 
que realiza cada año y se titula Competitive Alternatives, presenta un 
análisis global de los costos de producción en telecomunicaciones, en 
donde Canadá ha quedado en un excelente sitio. Y no sólo, pues nueve 
de las 10 ciudades más competitivas del G-7 en cuanto a costos son 
canadienses. 432 

El sector de las TIC, relacionado estrechamente con las telecomuni­
caciones, generó, por ejemplo en 2004, ingresos por 136,000 millones 
de dólares canadienses. La industria de servicios de telecomunicacio­
nes en Canadá en el año de 2001 ya aportaba 24,200 millones de dóla­
res al PIB [Ertl, 2003: 4] (véase la gráfica de la página siguiente). 

Ahora bien, debemos mencionar que hasta 1990 Canadá se regía 
por regulaciones federales, provinciales y municipales en materia de 
telecomunicaciones. El mercado estaba organizado, como en todo el 
mundo, en monopolios regionales o provinciales, pero con empresas 
tanto públicas como privadas. 

A partir de la década de 1990 se inicia la apertura a la competencia 
y la liberalización entra en auge, con lo cual en 1993 se dicta la nueva 

432Competitive Allernotives: KPMG's Cuide lo lnlernational Bussiness Cosls, edición de 2006. 
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TENDENCIA DE LOS SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES CANADIENSES 

12.0 

"' ~ 10.0 

"' :o 
"O 

"' 8.0 
"O ,,, 
"' e o 6.0 3 
E 

"' "O 
11.0 "' "' ::¡ 

:E 
2.0 

o.o 
1997 1998 

l'Uente: Ministery of Industry, Stalistics Ganada. 

Local 

Datos y líneas privadas 

1999 2000 2001 

Ley de Telecomunicaciones, que supondrá un enorme cambio en la re­
gulación del sector. En esos años, las empresas estadounidenses entran 
a competir con fuerza en el mercado de su vecino país. 

La política de telecomunicaciones, históricamente, ha sido un tema 
de debate en Canadá, debido a la importancia que tanto las autoridades 
como los ciudadanos otorgan a la comunicación. Ésta "ha sido vista como 
una fuerza para la unidad nacional, un vehículo para el desarrollo 
social y un elemento para la afirmación cultural" [Ruelas, 2002: 6], lo 
cual ha implicado que tradicionalmente haya existido un buen grado 
de intervención pública en las áreas culturales y de comunicación. 

La Ley de Telecomunicaciones de Canadá 

La Ley de Telecomunicaciones de Canadá, la Telecommunications Act 
de 1993, tiene por objetivo central "que los canadienses tengan acceso 
confiable al teléfono y a otros servicios de telecomunicaciones a precio 
accesible" .433 Esto es, la meta principal de la ley es lo relativo al ser­
vicio universal de telecomunicaciones, lo cual la hace una referencia 
interesante. 

Esta ley tiene como filosofía central que las telecomunicaciones 
desempeñan un importante papel en la preservación de la identidad 

m rágina web de la CITTC, disponible en http://www.crtc.ca www.crtc.gc.ca 
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canadiense y la soberanía nacional, por lo cual los objetivos de la po­
lítica en el sector [sección 7 de la Ley] son: 

a) Facilitar el ordenado desarrollo del sistema de telecomunicaciones en 
todo el territorio canadiense, cuya función será salvaguardar, enriquecer 
y fortalecer la estructura social y económica de Canadá y sus regiones; 
b) suministrar servicios de telecomunicaciones fiables y asequibles y con 
alta calidad, accesibles a los canadienses tanto en el ámbito urbano como 
en el rural y en todas las regiones del país;434 

e) incrementar la eficiencia y la competitividad de las telecomunicaciones 
canadienses, en el plano nacional e internacional; 
d) promover que la propiedad y el control de las empresas de telecomu­
nicaciones canadienses sean ejercidos por los canadienses;435 

e) fomentar el uso de los equipv..> de transmisión canadienses para las 
comunicaciones en territorio canadiense y con los puntos fuera de él; 
j) promover el incremento de la confianza en las fuerzas del mercado 
para la provisión de los servicios de telecomunicaciones y garantizar que 
la regulación, donde se requiera, sea eficiente y efectiva; 
g) estimular la investigación y el desarrollo en el país en el campo de las 
telecomunicaciones e impulsar la innovación en la provisión de los servi­
cios de telecomunicaciones; 
h) responder a los requerimientos económicos y sociales de los usuarios 
de los servicios de telecomunicaciones; y 
i) contribuir a la protección de la intimidad de las personas. 

Se pone de manifiesto que en las políticas de telecomunicaciones 
que establece Canadá y que están expuestos en esta ley, hay muchos 
elementos de protección a los usuarios y de ese equilibrio entre los in­
tereses sociales y económicos. Por supuesto, la protección del servicio 
universal está más que garantizada. 

En particular, en los objetivos a) y b) está protegido el servicio 
universal, aunque en esta ley no existe un articulado concreto que se 
refiera a esta garantía. La razón puede ser que la protección a los usua-

434En los puntos aj y b) se condensan todos los elementos del servicio universal, lo que 
pone de manifiesto que las políticas de telecomunicaciones en Canadá están orientadas, antes 
que nada, a dicho servicio. 

435Las autoridades canadienses han visto la necesidad de apoyar y fortalecer a la industria y 
a los operadores de telecomunicaciones nacionales, frente a la fuerte aparición de competidores 
estadounidenses en su territorio. 
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rios y al interés social es el primer objetivo de la ley, de las políticas 
de telecomunicaciones y de la CRTC. Es probable que por ello no haga 
falta realizar una regulación específica. 

A la Telecommunications Act le corresponde, por supuesto, esta­
blecer algunas de las facultades de la CRTC relativas a las licencias, al 
servicio universal, los operadores y muchos otros temas. Sus funciones 
se explicarán en el apartado que le corresponde. 

Uno de los puntos novedosos de esta ley es el relacionado con el ac­
ceso a la información de la CRTC. En la sección 39, la ley apunta las con­
diciones para acceder a la misma, así como el régimen de excepciones 
aplicable, el cual es similar a otros de acceso a la información pública. 
Los casos en los que no se podrá acceder a ésta son aquellos en donde 
la misma contenga: secreto comercial, datos confidenciales en materia 
financiera, comercial, científica o técnica; o información que revele 
datos que puedan perjudicar a una empresa o a la competencia. 

La autoridad reguladora: Canadian Radio-television 
and Telecommunications Commission 

La entidad a la que corresponde regular las telecomunicaciones en 
Canadá (aunque incluya otros ámbitos de comunicación, como en el 
caso italiano o el estadounidense) es la Canadian Radio-television and 
Telecommunications Commission, que fue establecida por el Parla­
mento en 1968. 

Se constituye como una autoridad pública independiente y su 
función es regular, como su nombre lo indica, todas las actividades 
del sistema de broadcasting canadiense y el sector de las telecomuni­
caciones: empresas y proveedores de servicios, que se encuentran bajo 
la jurisdicción federal. 

El cuadro normativo en que se contextualiza la actividad de la CRTC 

se compone de la Telecommunications Act de 1993 y de la Broadcas­
ting Act de 1991. También debe tomar en consideración para la conse­
cución de sus objetivos a la Bell Canada Act de 1987. 

La estructura organizativa de la CRTC se esquematiza según indica 
la figura siguiente. 
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Fuente: Canad ian Radio-television and Telecommunicalions Commission [Organizalion chart 2008). 

Los comisionados a que hace referencia esta carta de organización 
son ocho. Todos los miembros son nombrados por el gabinete y 13 de 
ellos son de tiempo completo, mientras que otros seis lo son de medio 
tiempo. Sus cargos son renovables cada cinco años. Los cargos de tiem­
po completo incluyen al presidente y los vicepresidentes, de los cuales 
uno de ellos es vicepresidente de broadcasting y el otro lo es de tele­
comunicaciones. Sólo los miembros de tiempo completo se involucran 
en las decisiones sobre los procesos de telecomunicaciones, pero todos 
los miembros participan en las decisiones sobre broadcasting. 

Pero a pesar de ser una autoridad independiente, la CRTC debe 
informar al Parlamento de sus actividades y lo hace por medio del mi­
nisterio correspondiente, pero además puede ser sujeto de decisiones 
del gabinete. 

En contrapartida, debe intervenir en aspectos relacionados con las 
necesidades de los ciudadanos, industrias y otros grupos de interés. 
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Principalmente, su función es mantener el delicado equilibrio entre los 
objetivos sociales, culturales y económicos de la legislación, siempre 
en virtud del interés público. 

Sin embargo, la función más importante de la CRTC se enlaza di­
rectamente con la de su ley de telecomunicaciones, ya que se propone 
"asegurar que los canadienses tienen acceso a precios razonables y con 
alta calidad, a los diversos e innovadores servicios de comunicaciones, 
competitivos en el ámbito nacional como en el internacional".436 Este ob­
jetivo tiene una estrecha relación con los fines del servicio universal. 

Las funciones de regulación de la CRTC afectan a más de 3,300 
broadcasters, que incluyen: televisión, televisión por cable, radio en 
frecuencias de AM y FM, televisión de paga, televisión directa al hogar 
o DTH (Direct To Home). Del ámbito que nos ocupa, regula a unos 78 

carriers de telecomunicaciones, que incluyen a las más grandes com­
pañías telefónicas canadienses. 

La Comisión lleva a cabo una serie de actividades para escuchar 
las peticiones y opiniones del público, celebrando consultas públicas, 
mesas de discusión y foros informales. 

En cuanto a sus labores de regulación ha emitido unas 919 órdenes 
y unas 750 decisiones. 

Sin embargo, de las actividades de la CRTC desde su fundación en 
1968 conviene destacar las siguientes: en 1992 aprueba la competencia 
en la telefonía de larga distancia; en 1997 introduce la competencia 
local en la industria de telecomunicaciones, y en 1999 publica un in­
forme sobre los nuevos medios de comunicación, convirtiéndose en 
uno de los primeros reguladores en el mundo en fijar claramente su 
posición sobre internet. 

Por otra parte, la Canadian Radio-television and Telecommuni­
cations Commission Act determina en su articulado las funciones y 
actividades de la CRTC, así corno la forma en que serán nombrados sus 
miembros y la manera de determinar su ubicación y sedes. Y el docu­
mento titulado "Rules of procedure of the Canadian Radio-television 
and Telecornmunications Cornrnission" procede de la ley de la CRTC y 

0 6 Página web de la CR"fC, disponible en hllpJ/www.crtc.ca www.crtc.gc.ca 
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contiene, como su nombre indica, las normas de procedimiento para 
las actividades de la Comisión. 

El servicio universal canadiense 

El servicio universal canadiense aparece regulado por la Telecommu­
nications Act, aunque sin un articulado específico. Sin embargo, la 
definición del servicio universal viene dada por los objetivos del orde­
namiento, que comentamos más arriba y, sobre todo, el espíritu de la 
norma revela la gran importancia que para Canadá tiene la provisión 
de esta garantía a todos sus ciudadanos. 

El servicio universal en Canadá tiene una importancia singular, 
que no se presenta quizá en ningún otro país de los casos empíricos 
de este trabajo. Esa garantía ha sido protegida muy claramente desde la 
liberalización de las telecomunicaciones y la apertura a la competencia 
del sector. De este modo: 

El principio de acceso o servicio universal ha regido el desarrollo de las 
telecomunicaciones casi desde que la industria [canadiense] inició [ ... ]. 
Muchos países desarrollados, entre ellos Canadá, se aproximaron desde 
hace décadas a ese ideal. Este país se encuentra entre los tres primeros en 
cuanto a penetración telefónica y calidad de servicio, junto con Noruega 
y Suecia, por encima de Estados Unidos, Inglaterra, Alemania [Ruelas, 
2002: 4-5]. 

El alto desarrollo de las telecomunicaciones en Canadá hace nece­
sario que el concepto de servicio universal sea acorde con él y con la 
convergencia tecnológica. De tal manera que en ese país la discusión 
sobre el servicio universal está muy adelantada, ya que versa sobre la 
posible expansión del servicio universal a los servicios avanzados de 
telecomunicaciones [ibidem: 5), mientras que en otros sitios a duras 
penas se consideran los aspectos esenciales. 

Un segundo aspecto de debate sobre el servicio universal que se 
sugiere actualmente en Canadá es el que se refiere a la implicación 
de las redes de información en el contenido de las transmisiones. 
El tema de los contenidos es, pues, polémico, ya que como explica 
Pierre Trudel el argumento de la CRTC es que si se quiere "contenido 
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canadiense en la red, no podemos reglamentar de entrada, hemos de 
ver cómo se producirán esos servicios" [Domenech, 2003: 3]. 

En resumen, las dimensiones del servicio universal en Canadá son 
completamente excepcionales. A pesar de la magnitud de su territorio 
y "de la diseminación de su población en áreas muy distantes, hay 
una penetración telefónica en 99 por ciento de los hogares" [loe. cit.]. 
Además, con alrededor de 16.3 millones de líneas telefónicas y unas 85 
empresas la cobertura de fibra óptica es del 100 por ciento. 

La extensión del servicio universal que se pretende realizar es que 
el concepto de servicio telefónico primario incluya servicios avanza­
dos de información. El resultado será que dicho servicio telefónico bá­
sico incluya acceso a redes de cómputo públicas, conectividad digital 
y datos a alta velocidad, traducción automática del idioma, capacidad 
simultánea de datos y voz, capacidad interactiva de video. 

La gama de servicios que se podrían ofrecer a los ciudadanos es 
inmensa y al mismo tiempo sumamente interesante, ya que "la univer­
salidad de servicios incluiría, por un lado, conectividad" en los distin­
tos ámbitos, como hogares, centros educativos, bibliotecas, empresas 
y gobierno, pero además sería posible "recibir y producir información; 
[con] disponibilidad, operabilidad y fácil uso"437 [ibídem: 6]. 

En referencia al otro punto de debate, es decir, al manejo de conte­
nido por las redes, la discusión es amplia. La razón es que en Canadá, 
como mencionamos en el primer apartado, la comunicación y las in­
dustrias culturales tienen un valor esencial y por lo general han sido 
objeto de la intervención pública. En telecomunicaciones, esta discu­
sión afecta sobre todo en un punto: el nivel de inversión extranjera que 
debe permitirse. 

437"Se han hecho otras sugerencias de que se incluyan servicios esenciales de contenido, 
como una fuente de noticias canadienses, fuente local del clima; bases de datos sobre cuidado de 
Ja salud, sobre oportunidades de empleo; acceso a bibliotecas e información; bases de datos para 
entretenimiento y educación, sobre servicios gubernamentales y una red de libre diálogo entre la 
comunidad" [Rucias, 2002: 6). 
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Capítulo 4 

Estudio comparado de las políticas europeas 
y las políticas norteamericanas 

CONCEPTOS DE DERECHO COMPARADO, 

CRJTERIOS DE CLASlFICACIÓN Y CONTEXTO DE ANÁLISIS 

En este último y definitivo capítulo, el objetivo que se persigue es apli­
car las herramientas del Derecho comparado y añadir nuestras propias 
conclusiones acerca de los diferentes modos de perfilar políticas de 
telecomunicaciones, así como de las coincidencias, por parte de los 
países sometidos a análisis en los capítulos precedentes. 

Es así como se cumple más concretamente la meta principal de es­
te libro, ya que aunque a lo largo del mismo se han esbozado algunas 
conclusiones comparativas entre los dos grupos de países estudiados, es 
en la última parte donde se culmina más amplia y claramente con este 
propósito. Para ello, hablaremos primero de los elementos teóricos del 
Derecho comparado y los conceptos válidos para este postrero análisis. 

El Derecho comparado se define como "una disciplina o método de 
estudio" del Derecho basada fundamentalmente en la "comparación de las 
distintas soluciones que ofrecen los diversos ordenamientos jurídicos para 
los mismos casos planteados" La entendemos también como comparación 
jurídica o estudio comparativo del Derecho [Fix-Zamudio, 2005: 25]. 

Aunque el Derecho comparado se ocupa de esclarecer las diferen­
cias y similitudes entre distintos sistemas jurídicos o diversas leyes, 
así como definir los campos de oportunidad en los cuales un ámbito 
normativo puede aprender de otros, es bien sabido que existen unos 
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principios generales que mencionaremos a continuación y que son co­
munes a prácticamente todos ellos, como sus criterios inspiradores. 

En primer término, hay que considerar que debido a las crecientes 
posibilidades de comunicación e interconexión -en todos los senti­
dos-438 que tienen lugar entre las diversas culturas, las probabilidades 
de influencia entre ellas son inevitables, al tiempo que muy beneficiosas 
(en la mayoría de los casos). 

La influencia que las culturas han experimentado en materia de sis­
temas jurídicos y en cuanto a los modos de regular los distintos campos 
susceptibles de serlo ha supuesto la formación de áreas de consenso 
mucho más amplias cada vez, sobre todo en cuanto a "algunos valores 
a los que corresponden principios generales susceptibles de situarse en 
la base de diferentes sistemas normativos" [Pizzorusso, 1987: 24]. 

Hay un núcleo sustancial en torno al que se sitúan los conjuntos de 
valores citados antes y gira alrededor de dos conceptos fundamentales 
en las sociedades modernas: la igualdad y la libertad. Como puede 
verse, el derecho a la información tiene estos fundamentos. 

De hecho, es a partir de las nociones de libertad e igualad que se 
configuran los derechos fundamentales o derechos de libertad, entre 
los cuales se encuentran aquellos relacionados con nuestro tema de 
estudio. Y son todos ellos principios generales que se pueden encon­
trar en distintos sistemas normativos, sobre todo en aquellas naciones 
en donde se vive de manera democrática y dentro del llamado Estado 
de Derecho. 

Para entender el Estado de Derecho y el papel que tienen en él los 
derechos fundamentales, es necesario en principio hacer una distinción 
entre éstos y los derechos humanos. Los segundos implican "contornos 
más amplios", un carácter deontológico y se desenvolverían más bien 
en el terreno del "deber ser". Los derechos fundamentales , por su parte, 
aluden a las constituciones nacionales y al Derecho que las desarrolla 
y son de más fácil distinción pues tienen una localización espacial y 

temporal. Es así que son precisamente los derechos fundamentales los 

438Nos referimos a los distintos modos de comunicación: a través de medios de transporte y 
de medios de comunicación. En ambos casos y notoriamente en el segundo, los avances tecnoló­
gicos han tenido un importante papel. 
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que dan soporte "al sistema jurídico-político de un Estado de Derecho" 
[Bel, Corredoira y Cousido, 1992: 105]. 

Otro elemento que forma parte de esos valores conformadores de los 
principios generales y que está relacionado con el tema de la igualdad 
es la interpretación de ésta, por un lado, como la prohibición de discri­
minaciones injustificadas y, por el otro, como un mandato de adopción 
de medidas encaminadas a paliar las desigualdades ya existentes. Este 
es el ámbito en donde se desarrolla el servicio universal de telecomu­
nicaciones en todos los ordenamientos que hemos analizado. 

Pero además, y enlazado con lo que analizamos en el primer capí­
tulo de este trabajo, la idea de igualdad y sobre todo de su defensa se 
vincula con las acciones de los estados de la siguiente manera: 

El principio de igualdad entendido en sentido sustancial justifica una 
intervención pública en la actividad económica que es propia, aunque con 
modalidades bastante diferentes y en general con resultados diferentes, 
tanto del "Estado social" como del "Estado socialista" y que se traduce en 
una serie de providencias legislativas o administrativas capaces de alterar 
las consecuencias que naturalmente se derivarían de las leyes económicas 
para hacerlas más justas y equilibradas [Pizzorusso, 1987: 27). 

Este párrafo ilustra precisamente el contexto en el que se desarro­
lla el servicio universal en todos los países analizados. Lo exponemos 
como uno de los principios generales que se observan reiteradamente 
en sistemas jurídicos de distinto origen y sistema -que forman parte de 
cada uno de los dos estilos presentes en la clasificación de los sistemas 
normativos que veremos en breve. 

Cuando se hace alusión a que las medidas de igualdad tienen 
por objeto equilibrar la situación generada incluso por algunas leyes 
económicas, dando por resultado "providencias legislativas o admi­
nistrativas", se observa con claridad el marco en el que tiene lugar la 
garantía del servicio universal, acceso universal o cobertura social en 
los diferentes países. En un intento de equilibrar las consecuencias de 
las leyes del mercado surge la necesidad de proteger a los ciudadanos, 
estableciendo una serie de servicios que deben ser provistos por las 
empresas, bajo la supervisión estatal o administrativa. 
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Por otra parte, es importante mencionar en esta introducción con­
ceptual del Derecho comparado, la figura del sujeto jurídico. El sujeto 
jurídico es aquel que se supone sujeto de los derechos o deberes esta­
blecidos en una norma. No siempre se trata de una persona física,439 

ya que hay preceptos en donde el sujeto jurídico es el Estado o incluso 
otras entidades.440 

Los casos en los que el Estado es el sujeto jurídico pueden presen­
tarse tanto en el ámbito de su propio ordenamiento, corno en el de otros 
estados y, por supuesto, en el de las organizaciones internacionales de 
las cuales son miembros. Este es el caso de los países pertenecientes a 
la UE, así corno a la UIT, la OCDE, la OMC, etcétera y es importante acla­
rarlo en virtud de los ejemplos estatales que hemos estudiado. 

Hay dos modelos de sistemas jurídicos predominantes en el mundo 
y se trata del common law y el civil law. En cada uno de ellos la figura 
del Estado corno sujeto jurídico es distinta: en el primero el titular de 
cada uno de los órganos estatales es el titular también de los derechos, 
mientras que en el segundo es el Estado como conjunto de sus órganos, 
el que se considera sujeto del Derecho. Más adelante veremos cómo 
pueden clasificarse los diferentes países que analizarnos a lo largo de 
este trabajo, en virtud de sus políticas de telecomunicaciones y la re­
gulación del servicio universal. 

Ahora bien, en cuanto a las situaciones jurídicas subjetivas, valga 
decir que se determinan principalmente tres y son: poderes, derechos 
y facultades. Esta clasificación nos será muy útil en apartados poste­
riores, ya que permitirá observar las diferencias de regulación de los 
distintos ordenamientos analizados. 

Como hemos mencionado, los dos tipos predominantes de sistemas 
jurídicos, los cuales por cierto son también muy útiles en la clasifica­
ción y diferenciación que haremos en su momento de los países ejem­
plificados, son el civil law y el common law. Haremos enseguida una 
descripción de ambos que nos ayudará a determinar a qué categoría 

439"Desde el momento en que también la subjetividad de las personas fís icas deriva tanto de 
la naturaleza de éstas como de la calificación que de ellas hace el Derecho, puede decirse que las 
pe rsonas físicas no son sino un particular tipo de personas jurídicas que tienen como sustrato un 
ser humano vivo" [Pizzorusso, 1987: 32). 

440 La configuración y determinación de la personalidad jurídica puede provenir de la ley o 
por reconocimiento estatal, aunque el primer caso es el más frecuente. 
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pertenecen los distintos ejemplos de políticas de telecomunicaciones, 
tanto europeas como norteamericanas. 

El common law tiene su origen en la Inglaterra del siglo XI y es un 
sistema que progresivamente se fue adoptando en el mundo anglo­
sajón. Por lo tanto, ha sido el sistema -con sus particularidades- que 
ha prevalecido en Estados Unidos y Canadá, dos de nuestros países de 
interés. 

Por su parte, el civil law tiene su génesis continental, ya que ha 
sido el sistema predominante en los países europeos441 y, por algunas 
razones de elección y de colonización, en los países de América Lati­
na. Así que tanto España, Alemania, Francia e Italia, como México, se 
clasifican principalmente en este sistema. 

Es de suma importancia mencionar las diferencias en lo que se 
refiere a la "individualización misma de las formas de producción del 
Derecho" [lbidem: 56]. Y la distinción es clara, puesto que mientras que 
en el civil law las fuentes del Derecho son principalmente la Constitu­
ción, las leyes y reglamentos, en el common law tienen un fundamento 
mucho más jurisprudencial, o sea, una "ratio decidendi de un pro­
nunciamiento adoptado por un juez con referencia a un caso análogo 
sometido a su examen" [loe. cit.]. En este segundo sistema, las fuentes 
legislativas adoptan más bien una función derogatoria. En cuanto a la 
garantía del servicio universal, ha sido por medio de la legislación que 
se han obtenido los mejores avances al respecto. 

De este modo, podemos establecer una primera diferencia entre los 
dos grupos de países estudiados, misma en la que abundaremos más 
adelante. Los países europeos y México (aunque haremos unas puntua­
lizaciones más adelante), con sistemas civil law, tienen una actividad 
jurídica basada en el método deductivo: se busca una ley en donde 
colocar un caso dado, es decir, se aplica la ley. 

Los países del common law, como son Estados Unidos y Canadá 
(con algunas puntualizaciones que igualmente efectuaremos más aba­
jo) utilizan un método inductivo en su actividad jurídica. Esto es, que 
se parte de la confrontación entre un caso que se esté examinando y 

441De hecho, el "Derecho elaborado por la Comunidad Europea [ ... ] es también fruto de la 
obra de juristas en su mayoría con una formación de civil low" [ibidem: 227). 
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otros que guarden una similitud con él, con el objetivo de encontrar 
ahí la solución para resolverlo. 

Esta diferencia entre un Derecho legislativo y otro jurisprudencial442 

supone enormes implicaciones en la configuración de las políticas de 
telecomunicaciones, debido al componente jurídico de las mismas y a 
que las situaciones y derechos que regulan pueden observar diferen­
cias según provengan de una norma o de una sentencia. 

Por otra parte, en cuanto a las particularidades del Derecho compa­
rado frente a otras disciplinas , podemos decir primero que está clara la 
pertenencia del mismo a los estudios jurídicos, diferenciándose de los 
estudios que pueden resultar similares, como los antropológicos, filo­
sóficos, sociológicos o politológicos, aunque puedan tener relación. La 
manera en que Pizzorusso subraya esta afirmación es aclarando que el 
método utilizado por los estudios de Derecho comparado es el método 
jurídico, que no aparece en los demás tipos de comparación. 

Además, hay otra distinción del Derecho comparado con respecto 
al resto de los estudios jurídicos y radica en lo siguiente: 

El Derecho comparado se distingue en cambio de cualquier disciplina 
jurídica por el hecho de asumir como propio objeto de estudio una plu­
ralidad de ordenamientos jurídicos que actualmente operan -o, even­
tualmente también todos los ordenamientos vigentes o todos los que 
presentan determinadas características- y de asumir como propio obje­
tivo final, no tanto el conocimiento de cada uno de Jos ordenamientos 
examinados detalladamente, sino la confrontación entre ellos y el consi­
guiente análisis de las diferencias y de las analogías de estructura y disci­
plina reconocibles [ibídem: 80). 

Por esta razón, el modesto análisis que llevamos a cabo a lo largo de 
los capítulos anteriores, así como la comparación de sistemas jurídicos 
y de ordenamientos relacionados con las políticas de telecomunica­
ciones que haremos en este capítulo, no aspira a ser exhaustivo tanto 
como útil para definir dichas diferencias y analogías. 

' 42Hay que aclarar que el hecho de que el Derecho anglosajón tenga una predominancia 
jurisprudencia( no implica que sea un Derecho en el que prevalece la inspiración iusnaturalista. 
Tanto en un sis tema como en otro cabe esta inspiración, de igual forma que cabe La positivista. 
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El propio Pizzorusso justifica esta función del Derecho comparado 
cuando sostiene que el conocimiento de los ordenamientos estudiados 
"constituye el presupuesto'', mientras que la comparación es el fin 
fundamental y no a la inversa, en donde el conocimiento del Derecho 
es la meta y la comparación aparece como mero instrumento. 

Finalmente, el Derecho comparado debe distinguirse, y esto tam­
bién será funcional para nuestros fines, tanto de la teoría general del 
Derecho como de la historia del Derecho. De la primera se distingue 
en tanto que el Derecho comparado tiene un carácter instrumental 
para una actividad normativa posterior, mientras que la teoría gene­
ral asume un carácter normativo a priori. De la historia del Derecho 
se diferencia porque el Derecho comparado estudia ordenamientos 
más bien contemporáneos y la otra analiza la evolución de un de­
terminado ordenamiento a través del tiempo [Pizzorusso, 1987, y 
Sarfatti, 1993]. 

El fin del Derecho comparado se puede resumir en la posibilidad 
de contribución al estudio de unas normativas determinadas, pero 
más aún en su colaboración para la reforma y mejora de la legislación 
existente mediante el citado establecimiento de diferencias y analogías 
entre los ordenamientos sometidos a comparación. 

Debe reconocerse la contribución del Derecho comparado a la re­
forma de las legislaciones nacionales, toda vez que las normativas no 
tienen lugar de manera aislada ni son producto de la mente de un solo 
legislador o de agentes locales. Por el contrario, "representa el fruto de un 
conjunto de influencias, la mayor parte de las cuales se han desarrollado 
en confrontación con otros pueblos y territorios" [Pizzorusso, 1987: 84] 

o bien derivados de las experiencias de éstos. 
De esta última afirmación se desprende la misión fundamental del 

Derecho comparado y la de este trabajo: lograr el conocimiento de un 
ordenamiento jurídico mediante el conocimiento de "lo sucedido en 
otra parte", aunque no sea de interés la totalidad de ello. 

Ahora bien, para realizar una comparación el Derecho debe tomar 
en consideración diversos elementos y una cierta metodología, como 
se lee a continuación: 
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Antes que dividir la investigación entre la acogida de material legislativo 
extranjero, de un lado, y el hábito mental con que el Derecho ha sido 
aplicado, y estudiado en las diferentes naciones, del otro, debemos aten­
der conjuntamente al origen y la estructura general de las particulares 
instituciones en los diversos derechos, considerados en la ley, en la juris­
prudencia y en la doctrina [Sarfatti, 1993: 10]. 

La posibilidad de mejora de una normativa con base en el apren­
dizaje de otras realidades permite que para el legislador sea viable 
elegir aquellos "posibles significados de las disposiciones legislati­
vas" que se adapten mejor a la constitución de un sistema normativo 
propio. Dicho sistema debe ser acorde a los preceptos constitucio­
nales de una nación y contribuir a un mejor orden social, para lo 
cual "los modelos extranjeros pueden aportar útiles sugerencias"443 

[Pizzorusso, 1987: 86). 
Para ilustrar aún más la importancia trascendental del Derecho 

comparado y precisamente la utilidad para los fines de este trabajo, 
baste decir que las cortes y los jueces internacionales utilizan constan­
temente los resultados de los estudios comparatistas en su actividad. 
Asimismo, el Derecho comparado tiene un papel esencial "en los casos 
en que los jueces deban aplicar el Derecho extranjero en aplicación de 
las normas del Derecho internacional privado" [ibídem: 87). 

Siguiendo este argumento, el Derecho comparado tiene singular 
trascendencia en lo referente a la firma de tratados internacionales 
que llevan por objeto unificar distintos ordenamientos en el mundo en 
un aspecto esencial. Este es el caso de las telecomunicaciones, ya que 
hay algunos parámetros y estándares que tienen que ser unificados, al 
tiempo que debe evitarse la posible contradicción entre las distintas nor­
mativas involucradas, lo que supone que sean armoniosas. Por ejemplo, 
si se instituye una norma técnica por parte de la UIT, todos los países 
deben asumirla y sus respectivos ordenamientos ser afines a la misma. 

443"( ••• ] con referencia a Ja obra del legislador, que puede valerse de los resultados de la 
investigación comparatista no sólo con miras a una mejor interpretación del Derecho nacional , 
sino para dos fines ulteriores, o sea para 'reformar' el derecho nacional o bien para 'unificar' el 
propio derecho con el de otros paises" [ibidem : 87]. Esta aseveración es muy importante en el 
caso de América Latina, ya que ha absorbido muchas experiencias de otros países, y en particular 
de Europa. 
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Esta situación es precisamente la que se experimentó en la Unión 
cuando se establecieron los procesos de Normalización, Armonización 
y Certificación, por ejemplo; aunque también es la circunstancia en 
muchos otros casos, ya que en la UE sucede constantemente. En este 
sentido cabe hacer notar que "es indudable que la creciente influencia 
de los derechos comunitario e internacional en los ordenamientos in­
ternos, ha requerido un aumento notable de los estudios comparativos, 
puesto que al aproximarse los citados ordenamientos nacionales se 
hace necesaria la confrontación" [Fix-Zarnudio, 2005: 40]. 

Por otra parte, hay dos tipos de comparación en la rama del De­
recho que nos ocupa. Se trata de la macrocomparación y la micro­
comparación. La primera se refiere a la identificación de las líneas de 
tendencia generales que se repiten o difieren en los ordenamientos o 
sistemas jurídicos estudiados, para identificar las principales tipolo­
gías de éstos. La segunda, en cambio, trata de observar y "confrontar 
instituciones jurídicas particulares" [ibídem: 88, y Sarfatti, 1993], con 
lo cual se intenta identificar las diferencias y similitudes de la disci­
plina aplicada444 (por ejemplo, el Derecho penal, el Derecho laboral o 
las propias políticas de telecomunicaciones) en cada uno de los países 
u ordenamientos estudiados. 

En el último apartado de este capítulo realizaremos una macrocom­
paración cuando estudiemos las líneas generales o tendencias por las 
que se han movido los países estudiados, como es el caso de la liberaliza­
ción y la privatización, así como los sistemas jurídicos predominantes. 

Realizaremos, igualmente, una microcomparación cuando se ana­
licen los elementos particulares de esas tendencias, como es el caso 
de las mismas políticas de telecomunicaciones, pero sobre todo, del 
servicio universal y los elementos que lo componen o afectan. 

En ambos análisis es primordial tomar en consideración la forma 
de gobierno o el Estado predominante en el país que se estudie, por 
lo cual en el primer capítulo hablarnos de los distintos sistemas en el 
mundo. Igualmente, debe considerarse el momento histórico en el que 

444La situación puede evidenciar cómo es evidente que "técnicas de producción jurídica 
sustancialmente idénticas pueden asumir un papel bastante diferente cuando se cumplen en el 
ámbito de una diferente forma de Estado o de gobierno" [ibídem: 89). 
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se encuentra el país analizado, si está en una situación de transición o 
cisma o si goza de estabilidad. 

Un último elemento conceptual que debemos conocer antes de 
iniciar el estudio comparado de los países analizados en sus políticas 
de telecomunicaciones es el relativo a la importancia que la organi­
zación de los estados tiene para el Derecho comparado. Dicha organiza­
ción es un elemento de clasificación que también es bastante útil. 

En particular, tiene interés un aspecto de la organización de los 
estados: la manera en que está regulado el estatus del ciudadano, sobre 
todo en cuanto al grado de igualdad y los límites de la misma en los 
sistemas jurídicos. El grado de igualdad y sus límites incluyen el tipo 
y el número de derechos fundamentales reconocidos y la forma en que 
éstos son garantizados, así como la relación que se plantea en la legis­
lación entre los ciudadanos y las autoridades públicas. Por supuesto, 
es evidente que este criterio nos resultará esencial en el estudio del 
servicio universal y el derecho a la información. 

Al considerar este aspecto, relativo a los niveles de igualdad y de 
derechos fundamentales, no se debe ignorar la importancia que tiene 
revisar los mismos niveles en las organizaciones supranacionales, ya 
que las mismas se influyen y retroalimentan con los estados. La expli­
cación es la siguiente: 

En lo que concierne a las organizaciones internacionales debe observarse 
que su estructura está notablemente influida por el hecho de que su for­
mación se produce sobre la base de tratados entre los estados, los cuales, 
al ser convenciones y no actos normativos, requieren normalmente el 
consenso de todas las partes para su estipulación [ ... ] en estas últimas 
décadas se ha ido afirmando un fuerte impulso en favor del empleo de los 
principios de unanimidad como criterio de formación de las decisiones 
de las organizaciones de este tipo y eso ha permitido acercar en alguna 
medida la estructura de éstas a la de los estados [Pizzorusso, 1987: 105]. 

La misma lógica, pero de manera aún más cercana, es la que se 
repite en los entes internos de los estados. Tenemos por ejemplo las 
Comunidades Autónomas en el caso español, de las cuales analizamos 
también sus políticas de telecomunicaciones y para la sociedad de la 
información. 
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LA COMPARACIÓN ENTRE LOS CASOS EMPÍRICOS 

Los diferentes casos empíricos analizados en este trabajo contri­
buirán a poner de manifiesto que las diferencias entre los distintos 
grupos de países, o miembros de cada continente, no son tan grandes 
como podría pensarse. A primera vista, puede parecer paradójico que 
un país del continente americano tenga referentes de sistema jurídico 
del continental europeo, aunque eso puede explicarse por el hecho de 
que Estados Unidos fue un conjunto de colonias inglesas. 

De este modo, el análisis de los casos empíricos contribuye a de­
mostrar la hipótesis planteada al inicio de esta investigación y que 
explicamos en la introducción a este trabajo: la tendencia mundial de 
liberalización, como consecuencia también de la globalización econó­
mica, ha uniformado prácticamente las políticas de telecomunicacio­
nes de los países, independientemente del sitio geográfico en que se 
encuentren o de si pertenecen o no a una comunidad más amplia. 

Es el caso de las escasas diferencias que existen entre los países de 
la UE con respecto a los países de Norteamérica firmantes del TLCAN. 

Los primeros mantienen un sistema jurídico de common law, forman 
parte del espacio económico más grande del mundo y funcionan como 
comunidad; mientras que los segundos integran tanto el sistema civil 
law como el common Jaw, forman parte del segundo espacio económi­
co más grande del mundo y no funcionan como comunidad. 

Con esas diferencias y similitudes, las políticas de telecomuni­
caciones apenas divergen entre los distintos casos empíricos y las 
mismas son resultado mucho más del grado de avance tecnológico, 
económico y de protección social de cada país, que del contexto en el 
que se encuentren. 

En referencia a ese contexto, podemos decir que los países miem­
bros de la UE deben incluir en sus legislaciones nacionales los manda­
tos de las directivas comunitarias, mientras que en Norteamérica, los 
países sólo deben cumplir acuerdos que se firmen voluntariamente y 
por parte de los países incluidos en el mismo. Un ejemplo de ello es 
el TLCAN. 
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Además, está la presencia de un Mercado Único Europeo, del que 
hablamos ampliamente en el capítulo 2. El hecho de que exista deter­
mina ampliamente las políticas europeas y las de telecomunicaciones 
de manera especial, ya que se trata de un sector de enorme importancia 
económica. 

Asimismo, para el caso norteamericano se ha firmado el TLCAN, que 
constituye un mercado económico de gran dimensión (como hemos 
apuntado, el segundo después del MUE) pero que no tiene las implica­
ciones del anterior, por lo que no determina las políticas de telecomu­
nicaciones en la misma magnitud. 

Ambos mercados suponen la libertad de movimiento en los territo­
rios correspondientes, la libre circulación de mercancías, servicios, 
personas y capital. La diferencia es que el TLCAN tiene ámbitos mu­
cho más restringidos que el MUE, ya que no abarca todos los campos 
económicos en su totalidad. Por ejemplo, en telecomunicaciones 
sólo se refiere a algunos aspectos de la prestación de servicios y el 
uso de redes. 

Por otro lado, las diferencias de influencia en ambos casos pue­
den explicarse también por las dimensiones de la institución que 
implican. En el caso del TLCAN se trata de un acuerdo sólo en materia 
económica que no es vinculante en ningún aspecto más, ya que los 
países firmantes son independientes unos de otros. El MUE por su 
parte lleva detrás a la Unión Europea, que es una institución que fun­
ciona de modo similar a un Estado, aunque con sus peculiaridades. 
La doctrina opina así: 

En cuanto a su naturaleza se ha dicho que es una organización interna­
cional con rasgos específicos propios de las estructuras federales. Cartou 
cuando habla de las Comunidades las califica de "paradoja'', que consis­
te en intentar crear un orden jurídico con caracteres de Derecho interno 
por medio de técnicas jurídicas asentadas en el Tratado Internacional. 
Para J.V. Louis es un "sistema institucional de creación de normas", cuya 
peculiaridad es que carece de poder coercitivo [Bel, Corredoira y Cousi­
do, 1992: 78) . 
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Ahí radica una de las diferencias más notables entre los casos em­
píricos de un grupo y los de otro, aunque eso no determina un cambio 
de iguales dimensiones en sus políticas de telecomunicaciones ni en 
sus niveles de protección del servicio universal. 

Ahora bien, en referencia a la toma de decisiones y la coordinación 
entre los distintos niveles de autoridad de los diferentes casos empí­
ricos, se ha observado que en algunos casos, como es el de Estados 
Unidos, el marco regulador está descentralizado. Eso significa, como 
vimos en el capítulo 3, que los estados fedemdos tienen la posibilidad 
de crear sus propias leyes en telecomunicaciones. 

Eso no es así en los países europeos y menos aún en México, otro 
de los casos de Norteamérica. En esos países la centralización en el 
marco regulador es clave en su funcionamiento y la toma de decisiones 
sobre el sector de las telecomunicaciones está centralizada en escala 
nacional, hasta la "adopción de políticas comunitarias debido a la 
coincidencia entre un ejecutivo gestor y un regulador exclusivo" [Gil, 
2002: 44] en el caso de los países europeos. 

En el otro círculo de relación entre dos esferas de autoridad, el del 
Estado nacional con respecto a sus regiones, encontramos diversas 
situaciones. Tanto en Estados Unidos como en España, la "influencia 
de otros subniveles de gobierno resulta determinante para explicar 
resultados concretos" [loe. cit.] en los tres ámbitos: regional, nacional 
y local.445 Mientras tanto, en los casos mexicano, italiano o francés, 
la situación es distinta, ya que la influencia y las políticas provienen 
fundamentalmente del ámbito nacional. 

445 "Son sobre todo las comunidades autónomas[ ... ) aquellas que reaccionan en grado 
desigual cualitativa y cuantitativamente al desafío que supone la re-creación de la idea de 
una polis que no se basa en la proximidad de los individuos, ni en una idea de fronteras terri­
toriales delimitadas sobre el terreno. Las reacciones son de varios tipos. En el campo cultural 
se lucha por mantener y aumentar la hegemonía regional en la construcción de un imaginario 
colectivo. En el campo económico se lucha por enfatizar y crear ventajas comparativas res­
pecto de otras regiones del mismo Estado y de otros estados -algo que en Estados Unidos los 
estados federados practican desde el fin de la ll Guerra Mundial. En el campo de la polity se 
lucha por consolidar y mantener la élite política existente y un conjunto de reglas de juego" 
[Gil, 2002: 212-213). 
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Ahora bien, hay dos tendencias mundiales en la regulación de tele­
comunicaciones en escala internacional y conocerlas puede ayudarnos 
a clasificar la adopción de cada una de ellas por los grupos de países 
estudiados. Las dos tendencias son: 

a) El desplazamiento de las responsabilidades desde los gobiernos de los 
estados, hacia organismos inlergubernamentales o de carácter suprana­
cional; 
b) La sustitución de la regulación específica de telecomunicaciones por 
reglas genéricas de competencia [Cánovas Tamayo, 2001: 102-103]. 

La primera tendencia es muy apreciada por los países miembros de 
la OMC debido a que en las negociaciones sobre telecomunicaciones se 
ha propuesto constantemente la creación de un organismo regulador 
mundial. Aunque hasta ahora no se ha conseguido, es una tendencia 
muy seguida. 

La segunda tendencia no es menos recurrente, ya que todos los 
países que analizarnos incluyeron normas genéricas de competencia 
en sus legislaciones sobre telecomunicaciones, corno parte de una 
inclinación mundial. Esto ha supuesto la necesidad de incrementar 
la protección a los derechos de los usuarios, entre los que se incluye 
el servicio universal. La homogeneidad en esta situación nos demues­
tra de nueva cuenta que las políticas de telecomunicaciones de los 
casos empíricos no tienen diferencias de fondo considerables. Las 
distinciones se pueden apreciar más bien en la forma o en casos muy 
específicos. 

Por otra parte, es preciso mencionar que hay distintos criterios para 
la regulación y delimitación del servicio universal. Según Cánovas Ta­
rnayo [ibídem: 180-181] los puntos que a continuación se mencionan 
son imprescindibles para una buena regulación del servicio universal. 
Los enlistaremos en el cuadro siguiente, que además contendrá los 
nombres de los países analizados. De ese modo, podremos ver en qué 
medida esos puntos son tomados en cuenta en la normativa de tele­
comunicaciones de los casos empíricos (véase el cuadro de la página 
siguiente). 
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CRITERIOS PARA LA REGULACIÓN Y DELIMITACIÓN DEL SERVICIO UNIVERSAL 
(COMPARATIVO POR PAÍSES) 

ES AL FR lT EU MEX CAN 

Delimitar los servicios incluidos en el servicio 
.1 .1 .1 .1 .1 .1 universal. 

Especificar la cobertura geográfica y demo-
.1 ./ ./ ./ .1 ./ ./ gráfica. 

Establecer unos mínimos de calidad de los 
./ .1 .1 .1 .1 servicios. 

Establecer un esquema adecuado de fijación 
de costes y de ingresos para ver su impacto en .1 .1 .1 .1 .1 .1 
los operadores. 
Mecanismos de financiamiento del posible dé-

.1 .1 .1 .1 .1 .1 .1 ficit de explotación asociado a la prestación. 
Indicar quién y en qué proporción debe con-

.1 ./ .1 .1 .1 .1 tribuir al financiamiento. 
Indicar los nuevos servicios que se pueden 

.1 .1 inclu ir en el servicio uni versal. 

Fl1cnte: Elaboración propia (con listado de crite rios de Cánovas Tamayo, 2001 ). 

En adelante, iniciaremos la comparación entre los distintos casos 
empíricos con base en unos determinados puntos que hemos definido 
como centrales en la regulación del servicio universal y las políticas 
de telecomunicaciones. Esos puntos son: 

1. Sistema jurídico 
2. Derecho a la información constitucional 
3. Comisión reguladora 
4. Comisión reguladora (composición) 
5. Comisión reguladora (control) 
6. Servicio universal regulado 
7. Elementos de servicio universal 
8. Particularidades o elementos extraordinarios 
9. Internet como parte del servicio universal 

10. Puntos previstos de acceso a internet 
11. Telecomunicaciones y audiovisual regulados paralelamente 
12. Transparencia 
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13. Coste y financiamiento del servicio universal 
14. Planeación en la sociedad de la información y servicio universal 
15. Coordinación con otros niveles de autoridad 
16. Apertura a la competencia de telefonía 

Sistema jurídico 

La comparación de los distintos sistemas jurídicos es importante para 
delimitar el marco en el que se desarrollan las políticas de teleco­
municaciones y la regulación del servicio universal y sobre todo el 
grado de influencia de la legislación y la jurisprudencia en cada caso 
particular. 

Según vimos con Pizzorusso, los dos sistemas jurídicos fundamen­
tales, de acuerdo con la clasificación geográfica que nos incumbe, son 
el civil law y el common law. 

En los casos empíricos estudiados vemos que en todos los países 
miembros de la UE, predomina el sistema jurídico del civil law, como 
también lo tiene la propia institución comunitaria. Asimismo, México, 
uno de los países de Norteamérica analizados, comparte con Euro­
pa este modo de sistema jurídico, ya que aunque se encuentra en el 
contexto geográfico americano, tiene la influencia legislativa europea 
como ex colonia. 

Sólo Estados Unidos y Canadá tienen el sistema del common law 
debido, por su parte, a la influencia de Inglaterra. Esto supone, como 
vimos en el capítulo tercero, que los tribunales ejercen un papel fun­
damental en la regulación de muchos campos, uno de ellos el de las 
telecomunicaciones. 

En Estados Unidos, por ejemplo, ha sido determinante la sentencia 
de la Modified Final Judgement que desmanteló el monopolio de AT&T. 

A su vez, los tribunales pueden revocar las decisiones de la FCC, lo 
cual significa que "el poder judicial está por encima de ella" [Segovia, 
2001b: 501]. 
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Derecho a la información en el plano constitucional 

El derecho a la información constituye uno de los derechos fundamen­
tales y humanos que más guarda relación con el servicio universal. De 
este modo, hemos visto las constituciones de los distintos casos empí­
ricos, de lo cual se desprende lo siguiente. 

Todos los países, excepto Francia y Canadá, incluyen en su catálogo 
de derechos fundamentales uno o todos los aspectos del derecho a la 
información que se mencionan en la DUDH. En mayor o menor grado 
incluye esta garantía entre las principales de sus ciudadanos. 

En el caso francés, aunque no aparece el precepto en su Ley fun­
damental, en 1984 su Consejo Constitucional reconoció el valor de la 
libertad de expresión. Y por supuesto, de este país emana uno de los 
documentos más valiosos en cuanto a derechos fundamentales: la De­
claración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. 

También en el ámbito comunitario, aunque se encuentra aún en pro­
yecto, la Constitución europea considera los derechos fundamentales en 
su texto, incluyendo el referente a la información. Si la propuesta pros­
pera, el marco constitucional europeo determinaría a priori la existencia 
de ese derecho, independientemente de las constituciones nacionales. 

De los países que contienen el derecho a la información en el marco 
constitucional, es sin duda España el que más ampliamente desarrolla 
esta garantía en su artículo 20. Es Italia, por el lado contrario, la que 
menos integra ese derecho en su Constitución, ya que lo hace de ma­
nera parcial. 

Comisión reguladora 

En el caso de las comisiones reguladoras, que son fundamentales en los 
tiempos modernos de ordenamiento de las telecomunicaciones, la tota­
lidad de los países analizado!J cuenta con una de ellas. De hecho, sus 
características son similares, aunque la independencia y el control que 
otras instituciones o poderes ejercen sobre ellas varía según el caso. 

Para la Unión Europea, las directivas establecen la figura de autori­
dades nacionales de reglamentación en el campo de las telecomunica-

Estudio comparado 407 



ciones. En España el mandato se tradujo en la CMT, en Alemania en la 
RegTP, en Francia en la ARCEP y en Italia en la AGC. Estas dos últimas no 
solamente regulan telecomunicaciones sino también el audiovisual. 

Para la región de Norteamérica, el ejemplo proviene (aunque tam­
bién es figura emulada en el ámbito internacional y europeo) en la FCC 

de Estados Unidos, que igualmente se encarga de telecomunicaciones 
y audiovisual. De hecho, nació más bien con el designio de controlar 
el terreno de la radio y la televisión. 

En Canadá, se instituyó la similar CRTC y en México la CFT, aunque 
sólo para las telecomunicaciones. Sin embargo, en este país también 
la SCT tiene competencias de regulación y las comparte con la CFT que 
depende de ella. Y la SCT sí tiene competencias de regulación para todo 
el sector de comunicaciones. 

En todos los casos las comisiones reguladoras o autoridades na­
cionales de reglamentación se encargan fundamentalmente de dos 
actividades: el cumplimiento de las normas que emanan del gobierno 
o "la creación misma de normatividad, de conformidad con sus atribu­
ciones", las que le fueron otorgadas por los poderes correspondientes 
[McKenzie, 2005: 165]. La segunda función es particularmente notable 
en el caso de la FCC estadounidense. 

Comisión reguladora (composición) 

La composición de las comisiones reguladoras, pero sobre todo la au­
toridad que debe nombrar a sus miembros, también es determinante 
en las políticas de telecomunicaciones, en particular por lo que toca a 
su independencia. 

En todos los casos empíricos ha sido muy cuestionada dicha indepen­
dencia, ya que en casi todos los países los presidentes de las comisiones 
y en muchos casos los demás miembros son nombrados por el presidente 
del país. Además, los presupuestos dependen de los ministerios correspon­
dientes (por ejemplo, en el caso de México) o directamente del gobierno. 
En otros casos, éste funge como regulador al tiempo que posee intereses 
en el ámbito regulado (por ejemplo, en el caso de Alemania). 
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En todos los casos se ha buscado un equilibrio para que las decisio­
nes de las comisiones no sean del todo parciales o faltas de autonomía. 
En Francia, Italia, Estados Unidos y México se ha recurrido a dos tipos 
de fórmulas: o bien el Presidente elige los cargos más importantes y 
otros dirigentes (como los presidentes del Senado o de la Cámara de 
Diputados) se encargan de elegir al resto, o bien el Presidente elige a 
todos los miembros, pero su decisión tiene que ser ratificada o puede 
ser revocada por el Senado o la Cámara. Esta situación no se produce 
a menudo, sin embargo. 

En otros casos, como el alemán, más bien se intenta crear el equi­
librio con el voto y la participación de un Consejo Consultivo que 
interviene en las decisiones de la Comisión y que está formado por 
miembros del Senado. En México y Canadá se propone la fórmula de 
escuchar peticiones y celebrar consultas públicas sobre temas relativos 
a la regulación de las telecomunicaciones. 

No obstante, hay otro tipo de controles que pueden contribuir al 
citado equilibrio y son los que veremos a continuación. 

Comisión reguladora (control} 

El control de las decisiones o actividades de las comisiones reguladoras 
es muy importante para crear un equilibrio entre su independencia 
en las decisiones y la necesidad de vigilar sus arbitrajes en un marco 
democrático. 

Dicho control se ejerce de modos muy diversos en los casos empíri­
cos analizados, ya que por una parte se encuentran aquellos en donde 
el Congreso, Cortes y/o Senado pueden revocar u objetar las decisiones 
de la Comisión (Alemania, Italia y Canadá) y por otra parte aquellos en 
donde los tribunales ejercen el mencionado control (Estados Unidos) o 
directamente dependen del ministerio correspondiente (México). Tam­
bién hay casos mixtos, en donde el Congreso, los tribunales e incluso 
el ministerio controlan las actividades de la Comisión (Francia, Estados 
Unidos y Canadá). 
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Servicio universal regulado 

Cuando analizamos los diferentes casos empíricos, la meta central era, 
por supuesto, determinar la regulación existente en cuanto al servicio 
universal, sobre todo en sus legislaciones de telecomunicaciones. El 
objetivo central de esta investigación es precisamente reconocer las 
políticas de telecomunicaciones que se relacionan o vinculan de algún 
modo con el servicio universal y, posteriormente, comparar los grados 
de regulación en cada caso empírico analizado. 

En el ámbito de la UE hay un marco sólido de garantía del servicio 
universal de telecomunicaciones que tiene su mayor afirmación en la 
Directiva 2002/22, conocida como de Servicio Universal precisamente. 

En todos los países estudiados el servicio universal se encuentra 
presente en las leyes de telecomunicaciones correspondientes, aunque 
en el caso de México se denomina "cobertura social" y en el caso de 
Italia y Francia se regula mediante normativas adicionales. 

Por su parte, Canadá no menciona explícitamente el término de 
servicio universal ni contiene algún apartado referente a su regulación 
en la Telecommunications Act. Sin embargo, es el caso empírico en 
donde mayor garantía existe de ese servicio y donde más elementos o 
componentes se incluyen. La razón es que la principal meta de la ley 
de telecomunicaciones, así como de la entidad reguladora (la CRTC) es 
precisamente la aplicación del servicio universal, antes que ninguna 
otra. Además, la discusión sobre la actualización de los elementos de 
servicio universal ya no pasa por lo que sucede en otros países, sino 
que se enfoca a incluir servicios avanzados de telecomunicaciones a 
toda la población. 

El caso empírico donde menos garantía para el servicio universal se 
incluye en la ley de telecomunicaciones es el de México, donde se deno­
mina cobertura social. Sólo dos artículos mencionan dicha cobertura 
y no se especifican los elementos que debe contener ni las contribu­
ciones de los operadores para hacerla efectiva, como en el caso de los 
demás países. Es el Plan Sectorial de Comunicaciones y Transportes el 
que realmente desarrolla el contenido del servicio (aunque continúa 
sin explicarlo det-alladamente), pero sobre todo establece la creación 
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de un Fondo Nacional para la Cobertura Social de las Telecomunica­
ciones, a cargo de la SCT. 

En similares parámetros de regulación se encuentran los países 
europeos, por razones obvias de integración comunitaria. 

En Estados Unidos, aunque se observa una protección elevada del 
servicio universal incluyendo internet y los servicios avanzados de 
telecomunicaciones en bibliotecas o centros sanitarios, no se alcanzan 
los niveles que tiene su vecino Canadá. 

A continuación veremos todo esto con mayor detalle. 

Elementos del servicio universal 

El servicio universal debe contener, según la UE, por lo menos tres 
características básicas (accesibilidad, asequibilidad y calidad) a las 
que posteriormente se añadió el imperativo de que la línea telefónica 
tuviera capacidad de conexión a internet. 

Dentro de este marco y como elementos que elevan las condiciones 
de prestación del servicio, se encuentran la publicación de guías tele­
fónicas , la suficiente disponibilidad de cabinas públicas y la accesibi­
lidad por parte de los colectivos con requerimientos especiales. 

Todos los países de la Unión han integrado en sus legislaciones 
de telecomunicaciones estos elementos en la medida suficiente. En 
algunos casos hay otros elementos de protección que veremos en el 
siguiente apartado y que ya no son parte del catálogo básico. 

En Estados Unidos y Canadá los elementos básicos del servicio 
universal incluyen los servicios avanzados de telecomunicaciones. En 
el primer caso, sólo para bibliotecas y centros de salud y en el segundo, 
se estudia incluirlos en breve, para toda la población. 

En México, como hemos apuntado, la protección al servicio uni­
versal es menor en la legislación de telecomunicaciones (considerando 
sólo acceso, precio y vagamente calidad). Sin embargo, al consultar 
los planes de desarrollo y sectorial de Comunicaciones y Transportes, 
además del programa e-México, la garantía se amplía. No obstante, es 
notable observar la falta de inclusión de esas disposiciones en su LFT. 
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Particularidades o elementos extraordinarios 

Relacionado con el apartado anterior, nos propusimos destacar aque­
llos elementos fuera de lo común y que no se incluyen en el catálogo 
básico del servicio universal en los distintos países. Esto nos permite 
observar el grado de protección a esta garantía y cuánto se ha avanzado 
en cada caso. 

En Alemania se prevé, por ejemplo, el acceso a la banda ancha en 
las regiones desfavorecidas, lo que supone un importante impulso a 
la conectividad en esas zonas. Además, es una situación muy valorada 
desde el punto de vista de la calidad. Asimismo, se otorgan facultades 
de regulación a las autoridades locales que permitan reducir las dispari­
dades entre las distintas regiones alemanas y, sobre todo, las diferencias 
entre zonas urbanas y rurales o lejanas. 

Francia integra un elemento novedoso y que puede considerarse 
de servicio universal al determinar que los usuarios tienen derecho al 
mantenimiento de un año de servicio telefónico básico en caso de impago 
de factura. Solamente podrán efectuar llamadas a números de urgen­
cia, pero podrán recibir llamadas en su totalidad. 

La legislación de Italia, por su parte, estipula abiertamente el prin­
cipio de "neutralidad tecnológica'', lo cual se relaciona con nuestro 
tema de interés habida cuenta de que implica que la conectividad y 
la teledensidad están por encima de las preferencias tecnológicas. De 
ese modo, las autoridades se comprometen a no discriminar ninguna 
tecnología, así como a no imponer tampoco alguna. Eso permite que 
las posibilidades de dar cobertura sea lo prioritario, más allá del modo 
en que ello se lleve a cabo. 

También en Italia se puede destacar que la AGC, su autoridad regula­
dora, tiene interés en la investigación sobre los diversos asuntos de las 
telecomunicaciones y el audiovisual, de tal modo que se mantiene en 
coordinación con las entidades académicas y universitarias para apo­
yar indagaciones sobre estos sectores. 

Estados Unidos tiene una realidad propia, de tal manera que en ese 
país el servicio universal tiene orígenes muy remotos, en comparación 
con los de otros casos empíricos. Pero al mismo tiempo, también se finca 
en razones muy diferentes de las que se aplican en los demás casos. En 
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ese país, el servicio universal surge de necesidades políticas, de unifica­
ción y de propaganda, ya que era el teléfono la tecnología utilizada para 
tales fines y no los medios de comunicación como en otros casos. 

En Estados Unidos además se promueve el derecho de prempción, 
que significa el predominio del poder federal con respecto a los estados 
federados. Esta es la fórmula que ha utilizado la FCC para mantener su 
predominio en aquellas decisiones que pueden ser discutidas por los 
estados federados. 

Finalmente, en Estados Unidos se prevén servicios avanzados de 
telecomunicaciones para escuelas y centros de salud, mediante los 
cuales la población puede acceder con una gran calidad a contenidos 
e informaciones de gran calidad. 

Aunque, como hemos dicho, en México la legislación de telecomu­
nicaciones no regula el contenido del servicio universal ampliamente, 
sí que integra un elemento que no aparece en ninguno de los otros 
casos empíricos. Nos referimos a lo estipulado en el segundo de los 
artículos sobre cobertura social y que se refiere a que el ministerio 
correspondiente, la SCT, asegurará las bandas de frecuencia que sean 
necesarias para los fines de cobertura social, además de que el Estado 
se reserva para su control un espacio de capacidad satelital con fines 
sociales y de servicio universal. 

Por último, en Canadá se tiene previsto incluir en breve la pres­
tación de servicios avanzados de telecomunicaciones para toda la 
población [Ruelas, 2002, y CRTC), con lo cual esta garantía no se res­
tringe a determinados colectivos. La razón de esto es que en ese país 
el servicio universal ya está ampliamente consolidado, pues se ha 
logrado 99 por ciento de cobertura de telefonía (lo que se conoce como 
teledensidad) y 100 por ciento en redes de fibra óptica, a pesar de que 
posee un territorio sumamente extenso. 

Internet como parte del servicio universal 

En relación con la inclusión de internet como parte del servicio uni­
versal, en mayor o menor medida, observamos que todos los países lo 
consideran, aunque sea de distinta forma. 
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La normativa de la UE establece que el servicio de telefonía que 
se prevé para el servicio universal tenga la capacidad necesaria para 
que sea posible la conexión a internet por medio de ella. Todos los 
países europeos de la Comunidad deben incluir ese principio en sus 
legislaciones nacionales, aunque solamente en el caso de España 
(art. 22, LGT) e Italia aparece como parte de su ley de telecomunica­
ciones, que en el segundo caso es el Código de las Comunicaciones 
Electrónicas. 

En Alemania está ausente de su Ley sobre Telecomunicación (título 
6, artículo 78) y en Francia tampoco aparece en su Ley de Comunica­
ciones Electrónicas, pero sí en su Ley relativa a las obligaciones de 
servicio público de telecomunicaciones y a France Telécom. En dicha 
ley, artículo L.35-1 , se establece que la conexión telefónica debe per­
mitir acceder a internet. 

En Estados Unidos y Canadá se da por sentado la inclusión de 
internet en el servicio universal, pero como hemos mencionado en el 
segundo caso no aparece de manera abierta en su legislación de tele­
comunicaciones. 

México tampoco integra en su legislación de telecomunicaciones 
a internet en el servicio universal, pero sí como parte del programa 
e-México que forma parte de los objetivos del Plan Sectorial de Comu­
nicaciones y Transportes. Ese programa ha tenido un desempeño nota­
ble y ha sido reconocido por la ONU. También se incluyen en el citado 
Plan los servicios de tecnología satelital como proveedores de internet 
y como servicio universal. Es una experiencia que ya ha sido llevada a 
efecto en miles de poblaciones con muy buenos resultados. 

Puntos de acceso a internet previstos 

El acceso a internet en puntos establecidos por las autoridades nacio­
nales tiene un especial interés como complemento del servicio univer­
sal, razón por la cual los hemos estudiado de cerca. 

En España ha sido una experiencia notable no solamente como 
parte de los programas nacionales (Info XXI, España.es y Avanza), sino 
como todo un ejemplo a seguir en muchas de las CCAA, las cuales han 

414 Wilma AreUano Toledo 



desarrollado programas en los que ha sido posible el acceso a internet, 
pero además la formación en TIC o incluso la participación en procesos 
políticos (como el caso de Interville en Andalucía). 

En Alemania no están determinados, por lo menos en su legislación 
de telecomunicaciones, y Francia los prevé para la ciudad capital, de 
manera gratuita. En Italia tampoco aparecen mencionados en ninguno 
de los códigos y decretos relativos a las telecomunicaciones. 

En México los puntos de acceso a internet se especifican como 
parte del programa e-México. 

Telecomunicaciones y audiovisual regulados paralelamente 

A lo largo del trabajo también mencionamos aquellos países que re­
gulaban las telecomunicaciones y el audiovisual de manera conjunta, 
haciendo caso a los tiempos actuales de convergencia. Esto tiene in­
fluencia en el servicio universal , ya que amplía la gama de tecnologías 
que a la larga pueden utilizarse para la conectividad de toda la pobla­
ción en un determinado país. 

La postura de la UE fue definida en nuestro segundo capítulo, en el 
que vimos que la organización comunitaria se inclina por la regulación 
de los dos ámbitos por separado, a pesar de sus continuas alusiones a 
la convergencia. España y Alemania mantienen la misma postura, ya 
que sus comisiones (CMT y RegTP) y sus legislaciones sólo se refieren 
al ámbito de las telecomunicaciones. De hecho, la ley española hace 
la aclaración en su Exposición de Motivos, donde se manifiesta que se 
continuará con el término telecomunicaciones y no con el de "comu­
nicaciones electrónicas", aunque señala que regulará el audiovisua l 
desde el punto de vista de la competencia. 

Son Francia e Italia las que han integrado el término de comuni­
caciones electrónicas que sí ha adoptado la Unión, pero en el caso 
italiano la regulación incluye también el sector audiovisual. 

Estados Unidos y Canadá regulan, por medio de una sola comisión 
(FCC y CRTC, respectivamente), las telecomunicaciones y el audiovisual; 
mientras que en México la CFT regula sólo las telecomunicaciones, pero 
la SCT se encarga también de la radio y la televisión. 

Estudio comparado 415 



Transparencia 

La transparencia es otro de los grandes temas en los que se ha enfoca­
do mucho la UE y que en Norteamérica no se ha podido ignorar, sobre 
todo en el sector de la información, que conlleva muchos elementos de 
legitimidad para las autoridades en todos los niveles. 

Hemos visto aparecer el factor de la transparencia desde distintos 
puntos de vista en las políticas de telecomunicaciones. Por ejemplo, la 
Unión considera la transparencia un elemento básico para crear con­
fianza en la sociedad de la información (programa e-Europe), pero tam­
bién lo incluye en un elemento del servicio universal. Nos referimos 
a la designación del operador que debe prestar el servicio universal. 
En sus directivas y comunicaciones al respecto, la VE establece que la 
transparencia es uno de los criterios fundamentales para realizar tal 
designación. 

España establece la transparencia en la gestión del espectro (LGT), 

mientras que Alemania no comprende el término en su legislación 
sobre telecomunicaciones. 

Francia por su parte se propone la transparencia de la regulación de 
las comunicaciones electrónicas, lo cual supone un punto de singular 
interés. También determina la transparencia en el acceso a infraestruc­
turas de telecomunicaciones. 

En Italia la transparencia debe imperar en la coordinación entre 
la AGC (comisión reguladora), el Ministerio de la Comunicación y la 
Autoridad de Defensa de la Competencia. Y en Canadá la transpa­
rencia debe primar en el acceso a la información de su comisión 
reguladora (CRTC). 

Coste y financiamiento del servicio universal 

El tema del coste y el financiamiento del servicio universal también 
nos pareció importante a la hora de comparar los diferentes casos em­
píricos, ya que constituye un elemento que permite la correcta realiza­
ción y provisión de ese servicio. 
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En la Directiva de Servicio Universal, la 2002/22, la Unión enumera 
los elementos centrales para la creación de fondos de servicio univer­
sal, la manera en que debe calcularse el coste del servicio universal y 
cómo lo debe financiar el Estado y/o los operadores. 

Los países europeos han traspuesto la Directiva en ese sentido. 
En España se integra en la LGT y se materializa con la creación del 
FNSU. En Alemania aún no está determinado ningún fondo de ser­
vicio universal , pero su legislación de telecomunicaciones si prevé 
diferentes modalidades de financiar el mismo. En Francia e Italia sí 
se creó un fondo de servicio universal mediante las leyes y decretos 
correspondientes. 

En Estados Unidos no se menciona la creación propiamente dicha 
de un fondo, pero sí se establecen con claridad los mecanismos de 
cálculo de coste del servicio y las modalidades de financiamiento. 

México no integra en su legislación de telecomunicaciones ningún 
aspecto sobre el coste y financiamiento del servicio universal, pero la 
SCT (que también tiene funciones reguladoras) creó un Fondo Nacional 
de Cobertura Social de las Telecomunicaciones a través de su Plan Sec­
torial, el cual ha tenido importantes logros en ese ámbito. 

Finalmente, Canadá tampoco establece ningún procedimiento para 
el cálculo del coste del servicio universal ni su financiamiento, ya que 
se ha logrado satisfacer el imperativo de cobertura de su territorio y en 
su legislación de telecomunicaciones no se prevé designar a operado­
res para la prestación. 

Planeación en sociedad de Ja información 
y servicio universal 

La planeación se ha convertido en un punto de interés vital para la 
creación y consolidación de políticas públicas en todos los ámbitos.446 

446 Stewarl 12003: 161 I opina que la proyección y planeación son imprescindibles s i se loman 
en cuenta los dos rasgos que les caracterizan. Primero, el hecho de que son finitos, limitados en 
el tiempo, por lo cual deben contar con una agenda y un seguimiento eficaces para el logro de 
objetivos. Y segundo, y más importante aún , porque producen cambios en las áreas a las que 
están destinados. 
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Las políticas de telecomunicaciones y de servicio universal no son una 
excepción, como tampoco lo son las políticas para la sociedad de la 
información que tan vinculadas se encuentran con este tema. 

La Unión se propuso la creación del conocido programa e-Europe 
(del cual hablamos ampliamente en el capítulo 2) que ha sido fuente 
de inspiración y aplicación en los países miembros, como es el caso de 
España con el Info XXI, el España.es y el Plan Avanza. 

En Estados Unidos, hace más de una década surgió el conocido como 
Informe Gore ("La Infraestructura Nacional de Datos de los Estados Uni­
dos de América") que suponía, junto con otras acciones del gobierno 
una planeación de los puntos más estratégicos para desarrollar las redes 
de telecomunicaciones e internet, incluidos los aspectos sociales. 

Por su parte, en México hace décadas que cada gobierno elabora su 
Plan Nacional de Desarrollo en el que se incluyen los ámbitos más rele­
vantes de la economía, la sociedad y la política que son susceptibles de 
fomentarse. A cada Plan Nacional le corresponde un Plan Sectorial que 
se refiere a las áreas sujetas a programación. En el caso que nos ocupa 
es el Plan Sectorial de Comunicaciones y Transportes el que contiene 
todos los preceptos relativos a las telecomunicaciones, la comunicación 
en general e internet. Es promovido y coordinado por la ser y en él se 
integran importantes subprogramas o proyectos tales como el e-México 
o el Fondo Nacional para la Cobertura Social de Telecomunicaciones. 

Coordinación con otros niveles de autoridad 

Por otra parte, es interesante observar en los diferentes casos prácticos 
el grado de coordinación que existe entre los ámbitos federal o nacio­
nal y los demás, como son los locales o los supranacionales. En todos 
los casos está presente dicha coordinación, sobre todo en el ámbito 
supranacional. Sin embargo, entre las autoridades federales y locales 
hay también ejemplos muy importantes con altos grados de delegación 
de competencias. 

En todos los países de la Unión, por razones obvias, se registra una 
imprescindible coordinación con el ámbito comunitario. Dicha coordi-

418 Wilrna Arellano Toledo 



nación afecta la creación de políticas de telecomunicaciones, la regula­
ción del sector y por supuesto la reglamentación del servicio universal. 

No obstante, son muy interesantes los casos en que dicha coordina­
ción también se observa con respecto a las regiones de cada nación. Tal 
es el caso de España, de Alemania y de Italia, que mantienen esa organi­
zación con las autoridades locales, como son las CCAA, los liinders o las 
provincias autónomas, respectivamente. 

De Norteamérica destaca el caso de Estados Unidos, donde los ám­
bitos locales tienen un amplio margen de competencias en la confor­
mación de políticas y en la regulación. De hecho, el servicio universal 
ha sido defendido y ampliamente garantizado en gran medida por los 
estados federados. 

En México la situación es a la inversa. Los estados de la nación no 
tienen competencias en ningún ámbito de las telecomunicaciones, ya 
que tanto la Constitución como la legislación del sector apuntan a una 
predominancia y única facultad para el Estado. 

Con respecto a la coordinación supranacional, evidentemente el 
TLCAN supone una relación con los países firmantes y una organización 
en los temas sujetos al Tratado. Pero en Norteamérica, la coordinación 
se extiende a los acuerdos firmados en el seno de la OMC y el FMI, en 
donde este último ejerce una importancia singular en cuanto a las re­
laciones entre los países de la región. 

Apertura a la competencia en telefonía 

Finalmente, sólo nos queda comparar los grados de apertura a la com­
petencia en telefonía en los casos empíricos, ya que es otro de los 
asuntos que afecta a la provisión y garantía del servicio universal. 

En todos los países la privatización de empresas ha sido total, con 
la excepción de Alemania, en donde el Estado se ha reservado un por­
centaje de acciones de la empresa Deutsche Telekom. Esta situación ha 
creado múltiples críticas y polémica debido al doble papel que desem­
peña el Estado alemán como regulador y regulado, al ser socio de la 
empresa de telecomunicaciones más importante en ese país. 
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En España, la privatización de Telefónica también ha sido total, 
aunque de acuerdo con Gil (2002: 200] el Estado español, por su posi­
ción, continuó imponiendo sus estrategias en el mercado de telefonía 
y con respecto a la empresa. 

Por último, en el caso de Francia, la empresa France Telecom quedó 
ligada a la prestación de servicio público y de servicio universal, para 
lo cual se creó una ley específicamente para ello. Se trata de la Ley 
2003-1365 del 31 de diciembre de 2003 relativa a las obligaciones de 
servicio público de telecomunicaciones y a France Telecom, cuyo ar­
ticulado contiene una importante suma de preceptos sobre el servicio 
universal. 
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Conclusiones 

Una vez realizado este recorrido por las distintas realidades de los 
casos analizados, estamos en la posibilidad de determinar el grado de 
confirmación de la hipótesis planteada al inicio de la investigación. 
Recordemos que la misma contenía la siguiente idea: las políticas de 
telecomunicaciones orientadas al servicio universal son bastante simi­
lares, incluso considerando las diferencias económicas y las situacio­
nes de los países estudiados. 

El análisis de los siete países pertenecientes a la Unión Europea y 
a la región geográfica y económica de Norteamérica nos permite igual­
mente llegar a interesantes conclusiones referentes a sus realidades y 

procedimientos para la articulación de políticas. Se ha llevado a cabo 
un estudio de las principales legislaciones, planes y programas que 
constituyen las políticas de telecomunicaciones en cada país, y sobre 
todo las orientadas al servicio universal. Dicho estudio revela muchas 
características de los citados procedimientos, mismas que se han pues­
to de manifiesto en el capítulo final. 

Estos análisis han coadyuvado a crear diversas categorías de com­
paración (que se aplican tanto a las dos regiones incluidas en este es­
tudio, como a los países en particular, con independencia de la zona a 
la que pertenezcan), las cuales se analizaron con detalle en el capítulo 
que resume principalmente nuestra aportación. Hemos seleccionado 
una serie de categorías de comparación y realizado unos esquemas y 
cuadros comparativos que permiten comprobar la hipótesis planteada 
y dilucidar muchos aspectos de manera esquemática. 
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A lo largo de este trabajo hemos puesto de manifiesto lo funcional 
que puede resultar la multidisciplinariedad en estudios de este tipo. 
También ha quedado muy clara la relación entre el área de estudio del 
Derecho de la Información y las políticas de telecomunicaciones que 
son tema del libro, ya que, como bien indica Pierre Trudel [1998: 2], el 
Derecho debe considerarse "uno de los vehículos de establecimiento 
de las políticas de comunicación". 

Se ha demostrado aquí que en un sinnúmero de sentidos el Dere­
cho antecede incluso a "la enunciación explícita de las políticas de co­
municación ya que provee a menudo los conceptos" que garantizan la 
existencia y el funcionamiento de un mercado comunicacional. Por esa 
razón, y de acuerdo nuevamente con Trudel, "la investigación jurídica 
es uno de los pasos importantes para los interesados en las políticas de 
comunicación" y telecomunicaciones. 

Por otro lado, hemos puesto el énfasis en el papel que desempeñan 
las redes de telecomunicaciones y sus servicios asociados como medio 
para ejercer derechos fundamentales , como el derecho a la información 
y la libertad de expresión. Lo mismo sucede con todas aquellas TIC de 
la sociedad de la información, razón por la cual hemos estudiado dete­
nidamente el modo en que se vinculan las políticas de ambos campos 
y su relación con el servicio universal. 

En síntesis, al abordar los casos de España, Francia, Italia, Alema­
nia, Estados Unidos, México y Canadá logramos contrastar, como era 
nuestro objetivo inicial, las realidades de regiones y naciones con la 
conclusión de que en todos ellos el servicio universal está garantizado 
y adquiere un papel en el equilibrio necesario frente a la liberalización 
de las telecomunicaciones. En todos los paises se ha reconocido la ne­
cesidad de proteger una serie de derechos básicos de los ciudadanos 
en la era de la economía libre y la globalización. 

Sin embargo, en México, aunque la cobertura social se considera 
dentro de la legislación en la materia, falta mucho camino por recorrer 
en el aspecto normativo. Es urgente revisar legislación de telecomuni­
caciones en materia de servicio universal (y en muchos otros asuntos), 
para que los usuarios puedan disfrutar del mismo en condiciones 
equiparables a las de otros países. Las políticas que se han diseñado al 
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respecto y en donde se mencionan estrategias para llevar a cabo este 
servicio son insuficientes, pero más lo es, y hay que insistir en ello, 
una ley adecuada y moderna en la materia. 

Los procesos de liberalización desde luego afectan también el con­
tenido, las características y el nivel de protección del servicio univer­
sal, toda vez que la apertura económica en el sector puede producir, si 
no se adoptan medidas de prevención, un efecto negativo en la presta­
ción de dicho servicio. 

Esa situación se ha visto reflejada en las políticas y acciones instru­
mentadas en cada país y obviamente en la reglamentación y el marco 
legal correspondientes. Así como ningún país fue ajeno al reconoci­
miento de ese derecho (el del servicio universal), tampoco lo fueron en 
la implementación de las condiciones para su prestación en el plano 
jurídico. No obstante, llegados a este punto sí encontramos razonables 
las diferencias en el grado de protección y en el alcance del servicio 
universal en cada caso. 

En los extremos encontramos, nuevamente, los casos de México y 
Canadá, ya que en el primero se han establecido numerosos programas 
y planes nacionales que prevén en la provisión del servicio univer­
sal a los ciudadanos, pero dichas acciones no se han reflejado en la 
legislación de telecomunicaciones aplicable y las acciones han sido 
limitadas. En el segundo caso, sucede todo lo contrario: la legislación 
se impone como objetivo central la provisión y protección del servicio 
universal, a la par que existen numerosas acciones de políticas públi­
cas que garantizan en los hechos, eficientemente y de modo avanzado, 
este derecho a sus ciudadanos. 

Es decir, la "cobertura social", como se denomina en México al 
servicio universal, está protegida de manera limitada en la Ley Federal 
de Telecomunicaciones. Se equilibra este hecho con la aparición de 
diversos programas que tienen por objetivo el acceso y la cobertura 
de telecomunicaciones en regiones desfavorecidas, rurales o de bajos 
recursos, pero la aplicación en la práctica no logra superar los acentua­
dos problemas que en este campo existen. 

Como contraparte, en Canadá la provisión y garantía del servicio 
universal está consolidada y presenta avances sumamente interesantes 
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para su población . El grado de desarrollo económico y tecnológico de 
que gozan las telecomunicaciones canadienses y la importancia que 
para su gobierno supone el servicio universal, producen un efecto muy 
positivo en la calidad y el contenido del servicio universal que pueden 
disfrutar los ciudadanos, con servicios muy avanzados. 

El resto de países, esto es, todos los europeos y Estados Unidos tie­
nen un grado de protección del servicio universal mucho más similar 
u homogéneo si se compara con los dos últimos casos mencionados. 

Se concluye de esta manera que en general y en conjunto (es decir, 
considerando las políticas globalmente y no sólo la normativa) las dife­
rencias son mínimas con respecto a las similitudes en la mayoría de los 
países. Esto nos lleva a una segunda parte de la conclusión y es el hecho 
de que no son las características de los mercados nacionales de teleco­
municaciones los que han definido la semejanza en las políticas. 

Esa analogía obedece a aquellos procesos que fueron detallados y 
analizados con amplitud a lo largo de es te trabajo: la liberalización, 
la competencia, la privatización, la desregulación, la globalización y la 
convergencia. La explicación , como hemos visto reiteradamente, es 
que se "impuso el modelo norteamericano de liberalización y desregu­
lación de las telecomunicaciones y las industrias", lo que ha dado lugar 
a un grupo reducido de grandes consorcios multimedia [Díaz Arias, 
2006: 12] y una serie de características en la gestión de las telecomuni­
caciones que son comunes a todos los países examinados. 

Una prueba de ello, por poner un ejemplo, es el caso de la normativa 
de la Unión Europea. La enorme mayoría de los documentos, directivas 
o comunicaciones vistos en el desarrollo de este trabajo, mencionan 
todos o gran parte de esos procesos. La misma situación se presenta en 
la totalidad de las leyes de telecomunicaciones expuestas. 

En cuanto a la garantía real de que se provea el servicio universal, 
más allá de lo estipulado en las legislaciones, podemos concluir que 
los niveles son buenos, pero se requiere de la continuidad y el esfuer­
zo constante por hacer realidad este derecho. Hemos visto que en la 
Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información se ha proclamado 
la imperiosa condición de hacer efectivo un acceso universal ubicuo y 
equitativo. Los impulsos no deben desviarse de ese objetivo en todas 
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las naciones, con independencia del grado de acceso y servicio univer­
sal alcanzados. 

En el caso de Europa, el Octavo Informe de la Comisión sobre la 
aplicación del conjunto de medidas reguladoras de las telecomunica­
ciones -Telecomunicaciones en Europa-, Reglamentación y mercados 
2002 [COM (2002) 695) sostiene que tras la aparición de la Directiva 
de Servicio Universal "la prestación de un servicio universal está ga­
rantizada sin mayores problemas en todos los estados miembros" aun 
cuando sigue siendo imperioso progresar en algunos campos, tales como 
las personas discapacitadas, la facilitación de una guía de abonados 
universal y de un servicio de información telefónica. 

Las políticas de telecomunicaciones se apoyan en buena medida 
en los organismos reguladores, agencias o comisiones del sector. Todos 
ellos "se presentan como un factor clave" en la consolidación de po­
líticas que atiendan los derechos ciudadanos [González San Ruperto, 
2006: 12), ya que no solamente deben atender a los intereses de la in­
dustria de manera predominante, como hasta ahora lo han hecho. 

Ahora bien, siendo más precisos en cuanto al contenido del servi­
cio universal, quizá podemos encontrar más variaciones. El contenido, 
como especificamos al inicio de esta investigación, sí puede presentar 
diferencias según el grado de desarrollo de los respectivos países. Es el 
caso de Canadá, donde el contenido del servicio universal ya se discute 
en términos de servicios avanzados. En otros países, como México, el 
contenido está más vinculado al acceso universal y a la cobertura de la 
mayor área geográfica posible. En otros casos, sobre todo los europeos, 
el contenido se discute en torno a diversos aspectos de internet y a su 
inclusión como parte del servicio universal. 

Para ser más concretos en cuanto a las legislaciones nacionales, se 
observa que en todos los países estudiados el servicio universal se en­
cuentra presente en las leyes de telecomunicaciones correspondientes, 
aunque en el caso de México se denomina "cobertura social" y en el de 
Italia y Francia se regula mediante normativas adicionales. 

En el caso de Canadá no se menciona expresamente el término de 
servicio universal ni se contiene ningún apartado referente a su re­
gulación en la Telecommunications Act. Eso no obsta para que sea el 
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caso empírico en donde mayor garantía existe de ese servicio y donde 
más elementos o componentes se incluyen. La explicación es que la 
principal meta de su ley de telecomunicaciones, así como de la entidad 
reguladora (la CRTC) es justamente la aplicación del servicio universal, 
antes que ninguna otra. 

Los elementos del servicio universal permitieron igualmente una 
comparación más exhaustiva. De acuerdo con las directrices europeas 
el servicio debe contener por lo menos tres características básicas (ac­
cesibilidad, asequibilidad y calidad) a las que posteriormente se añadió 
el imperativo de que la línea telefónica tuviera capacidad de conexión 
a internet. La totalidad de los países pertenecientes a la Unión han 
integrado en sus legislaciones de telecomunicaciones estos elementos 
en la medida suficiente. 

En la región de Norteamérica, los casos de Estados Unidos y Cana­
dá muestran como elementos básicos del servicio universal los vistos 
con la UE, pero además incluyen los servicios avanzados de telecomu­
nicaciones. En el primer caso, sólo para bibliotecas y centros de salud 
y en el segundo, se estudia incluirlos en breve, para toda la población. 
El caso de México ya lo hemos mencionado. 

Por su parte, se detectaron una serie de elementos fuera de lo co­
mún y que no forman parte del catálogo básico del servicio universal 
en cada país. 

De los países europeos, destaca el caso de Alemania, en donde se 
prevé, por ejemplo, el acceso a la banda ancha en las regiones desfa­
vorecidas, lo que supone un importante impulso a la conectividad en 
esas zonas. Asimismo, ese hecho resulta una situación muy valorada 
desde el punto de vista de la calidad. También se otorgan facultades de 
regulación a las autoridades locales a fin de reducir las disparidades 
entre las distintas regiones alemanas y, sobre todo, las diferencias entre 
las zonas urbanas y las rurales o alejadas. 

En el caso francés se integra un elemento novedoso, el cual puede 
considerarse de servicio universal, al determinar que los usuarios tienen 
derecho al mantenimiento de un año del servicio telefónico básico en 
caso de impago de factura. Por razones obvias, sólo podrán acceder a los 
números de emergencias, pero podrán recibir todo tipo de llamadas. 
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La normativa italiana, por su parte, estipula abiertamente el princi­
pio de "neutralidad tecnológica", que además se relaciona con nuestro 
tema de interés habida cuenta de que implica que la conectividad y 
la teledensidad están por encima de las preferencias tecnológicas. De 
acuerdo con ello, las autoridades se comprometen a no discriminar 
ninguna tecnología, así como a no imponer tampoco alguna. 

Otra particularidad que presenta el caso de Italia y es digno de 
mención es que la AGC, su autoridad reguladora, tiene interés en la 
investigación sobre los diversos asuntos de las telecomunicaciones y 
el audiovisual, de tal modo que se mantiene en coordinación con las 
entidades académicas y universitarias para apoyar indagaciones sobre 
ambos temas. 

Caso aparte resulta el de Estados Unidos, de tal modo que en ese 
país el servicio universal tiene orígenes muy remotos, en comparación 
con los de otros casos empíricos. Como contraparte, se basa en razones 
muy diferentes de las que se aplican en los demás casos. En ese país 
norteamericano, el servicio universal surge de necesidades políticas, de 
unificación y de propaganda, ya que era el teléfono la tecnología utiliza­
da para tales fines y no los medios tradicionales de comunicación. 

También en Estados Unidos aparece una singularidad más y es la 
situación que supone el derecho de preempción, que significa el pre­
dominio del poder federal con respecto a los estados federados. Esta 
es la fórmula que ha utilizado la FCC para mantener su predominio en 
aquellas decisiones que pueden ser discutidas por los estados federa­
dos, es decir, las autoridades locales. 

En el caso mexicano, independientemente de que su legislación de 
telecomunicaciones no regula ampliamente el contenido del servicio 
universal, sí integra un elemento que no aparece en ninguno de los otros 
casos empíricos. Se trata de lo estipulado en el segundo de los artículos 
sobre cobertura social, donde se dispone que la Secretaría de Comu­
nicaciones y Transportes asegurará las bandas de frecuencia que sean 
necesarias para fines de cobertura social; además de que el Estado se 
reserva para su control un espacio de capacidad satelital con fines so­
ciales y de servicio universal. 
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Finalmente, la particularidad de Canadá es la que se ha esbozado 
antes: se tiene previsto incluir en breve la prestación de servicios 
avanzados de telecomunicaciones para toda la población, de modo que 
esta garantía no se restringe a determinados colectivos. La explicación 
puede encontrarse en un hecho ampliamente mencionado: en ese país 
el servicio universal ya está muy consolidado, logrando 99 por ciento 
de cobertura de telefonía (lo que se conoce como teledensidad) y 100 
por ciento en redes de fibra óptica, a pesar de contar con un territorio 
tan amplio. 

En resumen, las políticas de telecomunicaciones tienen como pre­
cedente dos procesos que las determinan: la liberalización y la globali­
zación. Eso supone que las acciones, líneas de actuación e iniciativas 
llevadas a cabo en los siete casos estudiados tienen en su mayoría 
similitudes, con alguna diferencia notable. Sucede así, con sus ex­
cepciones, en la legislación, las políticas y los planes adoptados. La 
incidencia de esta situación en la regulación y garantía del servicio 
universal es paralela. Se encuentran diferencias, eso sí, en el contenido 
que cada país integra en su servicio universal, lo cual lo define. 

Este recorrido por las realidades de los casos analizados nos da 
cuenta de la importancia de equilibrar la situación internacional de las 
telecomunicaciones y su inequívoco sino económico, con los derechos 
de los ciudadanos en el mundo entero. 

También pone de manifiesto la importancia de continuar estu­
diando e interesándonos por un tema y por un sector que se erige en 
factor clave para el ejercicio de diversos derechos fundamentales y se 
constituye como base irrenunciable de la democracia. Como dijimos al 
principio, esto es sólo el punto de partida. 
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